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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos de la Administración Pública


    Acto Administrativo


    Denegación de la habilitación de la instancia judicial para cuestionar resoluciones dictadas en el ámbito castrense. Procedencia recurso extraordinario. Improcedencia obligatoriedad de agotar la instancia prevista en la reglamentación propia de la fuerza. Interposición del reclamo: cuestión facultativa. Pronunciamiento arbitrario.


    Este Ministerio Público expresó en sus dictámenes en las causas "Resch" y "Ponchon", respectivamente, que dado que la Corte se pronunció negativamente sobre la posibilidad de aplicar, al ámbito de los organismos de defensa, militares y de seguridad, las disposiciones de la ley 19.549, la dilucidación de si correspondía agotar la vía administrativa correspondía buscarla en el particular marco regulatorio instituido para cada fuerza sin necesidad de acudir a otros regímenes legales. De tal modo, se concluyó que si el agotamiento de la vía administrativa no resultaba un recaudo legalmente previsto, el rechazo de la demanda fundado en el incumplimiento de tal recaudo era improcedente en tanto era de necesaria aplicación el principio in dubio pro actione, rector en materia de habilitación de instancia. La interposición del reclamo es facultativa y, por ende, el agotamiento de la vía no es obligatorio.


    Amaya, Javier Eduardo c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A, 1254, L. XLIV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Empleo público. Despido. Falta de impugnación de acto de autoridad nacional, dentro del plazo previsto en la ley 19.549. Carácter perentorio del mismo. Demanda entablada luego de haber transcurrido varios años desde que el impugnante tomó conocimiento del acto cuya nulidad pretende. Improcedencia de la acción. Sentencia arbitraria.


    El plazo de caducidad que establece el art. 25 de aquella ley reviste la condición de presupuesto procesal para poder admitir a trámite la acción por la que se intenta cuestionar la actividad administrativa, así como que es indudable que ese plazo se aplica a los pleitos relativos a relaciones jurídicas originadas en contratos celebrados por la administración, como puede ser el de empleo público. Los plazos de caducidad previstos en el art. 25 de la ley 19.549 constituyen una prerrogativa procesal propia de la Administración Pública, consecuencia del denominado "régimen exorbitante del derecho privado" que impera en la relación ius administrativa. La existencia de términos para demandar a la administración se justifica por la necesidad de dar seguridad jurídica y estabilidad a los actos administrativos, pues se trata de evitar una incertidumbre continua en el desenvolvimiento de la actividad de la administración, ya que de lo contrario se afectaría el principio constitucional de la seguridad jurídica, que constituye una de las bases principales de sustentación de nuestro ordenamiento, cuya tutela innegable compete a los jueces. La limitación temporal al ejercicio de la acción procesal administrativa prevista en el art. 25 de la ley 19.549 no es susceptible de la impugnación constitucional, ya que constituye una reglamentación razonable del derecho de defensa en juicio, en tanto no lo suprime, desnaturaliza o allana.


    Ruiz, Daniel s/ Medida autosatisfactiva


    R, 155, L. XLIV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Elementos del Acto Administrativo. Elementos Esenciales. Forma. Motivación


    Nulidad de los actos administrativos dictados en el trámite del concurso para proveer cargos universitarios. Dictamen del jurado actuante que no cumplió con los requisitos de causa y motivación. Invalidez resoluciones. Inexistencia vulneración autonomía universitaria. Procedencia control judicial.


    Aun cuando es sabido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, control judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de aquellos procedimientos, cuando sean manifiestamente arbitrarios. Los actos administrativos impugnados son ilegítimos y el dictamen del jurado carece de motivación, circunstancia que lo descalifica como el acto de evaluación y juicio previsto normativamente como antecedente de la designación de profesores universitarios.


    Wolovick, Daniel Gregorio c/ Universidad Nac. de Córdoba Rec. Judicial - art. 32 ley 24.521


    W, 79, L. XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Acto de Gobierno o Político


    Procedencia de la demanda de repetición de sumas de dinero, abonadas en concepto de tributos locales, aún cuando se abonaron sin protesto. Obligaciones tributarias: imposición. Inconstitucionalidad: Remisión.


    No resulta óbice a la procedencia de la demanda el hecho que la actora haya pagado sin protestar las sumas cuya devolución aquí reclamó. Cierto es que el voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad, pero esta regla no es de aplicación al sub lite a poco que se repare que la exigibilidad de las obligaciones tributarias en cuestión tiene por fuente un acto legislativo y unilateral del Estado provincial, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia, al tratarse de un acto de imposición, que implica el desarrollo de la fuerza compulsiva del Estado, siendo un acto de gobierno y de potestad pública. Sobre el fondo del asunto, el planteo de inconstitucionalidad guarda sustancial analogía con "Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción declarativa".


    Siat S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición inconstitucionalidad


    S, 984, L. XXXV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular


    Concesión de bienes que pertenecen al Estado Nacional, ubicados en la Ciudad de Buenos Aires. Conflicto de competencia entre organismos estatales y autoridad local. Ejercicio concurrente del poder de policía. Atribuciones y facultades sobre el área y bienes concesionados por parte del GCBA: contralor de salubridad, higiene y moralidad. Potestades reglamentarias. Improcedencia aplicación exclusiva del régimen nacional.


    De acuerdo a la distribución de competencias fijada en la Constitución Nacional -tras la reforma de 1994-, las autoridades locales mantienen el poder de policía en los establecimientos de utilidad nacional, pues así lo establece el art. 75, inc. 30, en cuanto prevé que el Congreso Nacional ejerce una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dicta la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República, sobre los cuales las autoridades provinciales y municipales conservan los poderes de policía e imposición, en cuanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. Se sigue de ello que el criterio para la exclusión de la jurisdicción o legislación local debe circunscribirse a los casos en que su ejercicio interfiera en la satisfacción del propósito de utilidad nacional de los establecimientos. La competencia del Estado Nacional sobre los establecimientos en los que se practica una actividad declarada de interés nacional queda limitada a la materia específica del establecimiento y la potestad regulatoria y el poder de policía de la autoridad local subsisten, en tanto su ejercicio no obstaculice directa o indirectamente el fin de utilidad nacional que le fue asignado. Es claro el diverso alcance del régimen nacional respecto del instituido para el orden local, sin que pueda dudarse de que al primero le corresponde todo lo concerniente a la concesión del inmueble nacional, en tanto que al local le compete todo lo referente a la actividad comercial que pudiere desarrollar, así como también a la seguridad, higiene, moralidad y en general, a los intereses permanentes y directos de la ciudad y de su población.


    Tomasini, Norberto y otro c/ Estado Nacional - ONABE - Disp. 680/03 y otro s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    T, 231, L. XLIV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Concesión de Servicio Público. Derechos de las Partes


    Transferencia del dominio y de la administración del Puerto Quequén por parte de la Nación a la Provincia de Bs. As. Inclusión del elevador terminal de granos. Manifestación de la voluntad en tal sentido, a pesar de no haberse formalizado la escritura pública traslativa correspondiente. Exclusión expresa de los bienes ajenos al traspaso. Determinación del carácter de acreedor del canon, que la empresa concesionaria de la explotación del elevador, debe abonar por tal concesión. Procedencia de la demanda. Reajuste de la tarifa consignada por aplicación de las normas de emergencia (ley 25.561 y decreto 214/02): inadmisibilidad del pago por consignación de un valor inferior al crédito reclamado.


    Según los disponen la ley nacional 24.093 y su decreto reglamentario, el concepto de puerto comprendió a las terminales elevadoras de granos. Para llegar a esta conclusión debe ponderarse que el art. 2° de la ley citada al definir a los puertos incluyó a las instalaciones fijas aptas para efectuar operaciones de transferencia de cargas entre los modos de transportes acuático y terrestre y que del art. 35 y siguientes del Pliego de Cláusulas Particulares que rigió la licitación de la explotación del Elevador Terminal de Puerto Quequén, se deduce, sin hesitación alguna, que este último es una instalación fija destinada a efectuar operaciones de transferencia de cargas entre camiones o ferrocarriles y buques y para la limpieza y almacenaje del cereal ingresado. Por la ley 24.093 el Estado Nacional, a pedido de las provincias, podía transferir a título gratuito el dominio y la administración portuaria y que, en particular, respecto de los puertos de propiedad del Estado Nacional, tal el caso de Quequén, se estableció que la transferencia se efectuaría a condición de que previamente se constituyeran sociedades de derecho privado o entes públicos no estatales que tendrían a cargo su administración. Ello da la pauta que la ley exclusivamente supeditó la transferencia del puerto a la constitución de un organismo provincial para que lo administrara y que en el sub lite, la Provincia de Buenos Aires, por medio de la ley 11.414, cumplió con tal condición al crear el Consorcio de Gestión del Puerto de Quequén como entidad de derecho público no estatal. No puede perderse de vista la clara voluntad del Estado Nacional de transferir el dominio y la administración del Puerto Quequén a la Provincia de Buenos Aires. Ello surge de las actas celebradas entre ambos Estados, en especial, la suscripta el 1° de marzo de 1994, ratificada por ley provincial 11.672, que incluyó los bienes muebles detallados en el inventario que formó parte integral del informe final oportunamente suscripto por las partes (cláusula 3ª) y excluyó de la transferencia al predio ubicado en la Prefectura Quequén (planta de almacenamiento de combustible) en terreno cedido por el Estado Nacional a la Prefectura Naval Argentina (cláusula 4ª). Esto indica que los bienes del puerto no exceptuados se incorporaron a la Provincia de Buenos Aires y que el Estado Nacional sólo se reservó para sí el predio ubicado en la Prefectura Quequén (planta de almacenamiento de combustible) en el terreno cedido a la Prefectura Naval Argentina. El hecho de que aún no se haya formalizado la escritura pública traslativa correspondiente a la cual se supeditó el perfeccionamiento de la transferencia (conf. cláusula 2ª del acta celebrada el 1° de marzo de 1994) no obsta a la expresión de voluntad claramente manifestada por el Estado Nacional en la ley y en los convenios apuntados, toda vez que aquel instrumento público no constituye título jurídico hábil para modificar el régimen legal señalado. Ello es así pues, la escritura pública carece del carácter constitutivo que pretende asignarle el Estado Nacional, ante las disposiciones de la Ley Nacional de Puertos y su decreto reglamentario, los cuales contemplan la transmisión del dominio y la administración del puerto a las provincias, régimen distinto del previsto para la transferencia de bienes en el derecho privado. En cuanto a si corresponde el reajuste del canon consignado por la actora en virtud de lo establecido en la ley 25.561 y en el decreto 214/02 cabe hacer lugar a la pretensión del codemandado Consorcio de Gestión del Puerto de Quequén a fs. 571/572. Ello, habida cuenta de lo resuelto en M. 1893, L. XLII, "Mexicana de Aviación S.A. de cv c/ EN Mº de Defensa - FAA dto. 557/02 s/amparo ley 16.986", y sobre la base de considerar que no es admisible el pago por consignación de un valor que es inferior al crédito reclamado (art. 756, 757 y 758 del Código Civil). En el precedente de Fallos: 331:1942, V.E. consideró que el mantenimiento en pesos de precios y tarifas (en el sub lite del canon) no alcanzó a sectores de la economía que no se vieron afectados por la crisis, fundar lo contrario significaría admitir que empresas cuya operatoria e ingresos son en moneda extranjera y en base a variables ajenas al mercado local, obtengan un rédito económico directo de la aplicación de normas que tuvieron por objeto paliar las consecuencias derivadas de la grave crisis que afrontó el país.


    Terminal Quequén S.A. c/ Estado Nacional y otra s/ Ordinario


    T, 301, L. XXXVII, 05 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contrato de Obra Pública


    Contrato de obra pública. Reclamo por mayores gastos generales e indirectos. Reconocimiento de deuda para su consolidación. Autoridad competente para suscribir el acta acuerdo. Falta de ejecutoriedad del convenio.


    El Ministro de Economía y Obras y Servicios Públicos era la única autoridad competente para suscribir el acta acuerdo de reconocimiento de deuda para su consolidación. Tanto por lo dispuesto en las normas a las cuales se sujetó el acta celebrada como por lo expresamente acordado para su validez, era indispensable que aquella autoridad se expidiera sobre la pretensión de las contratistas mediante el dictado del acto administrativo respectivo. Por consiguiente, la falta de dicho acto obstaba a que se tuviera por reconocida la deuda en sede administrativa a los efectos de su cancelación bajo el régimen de la ley 23.982. La Alzada que otorgó carácter ejecutorio al acta acuerdo celebrada, obvió el hecho de que la eventual mora en la resolución del reclamo no suplía el acto de la única autoridad administrativa facultada por las normas aplicables para reconocer la deuda, requisito imprescindible para proceder a su cancelación bajo el régimen que surgió a partir de la ley 23.982 -al que las actoras sujetaron sus pretensiones-.


    Estudio Consultor de Obras Publicas S.R.L c/ Ejército Argentino s/ Contrato de obra pública


    E, 193, L. XLIV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Empleo Público


    Suplementos establecidos por decretos, al personal del Servicio Penitenciario Federal. Carácter remunerativo. Modo de cálculo de los haberes del personal en actividad.


    En la sentencia in re B. 274, L. XXXIX y B. 4179, L. XXXVIII, "Barrientos, Simeón c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal", V.E. consideró que los adicionales devengados en períodos anteriores al 1 de enero de 2003 no revisten naturaleza bonificable, según lo resuelto en el caso "Machado", a cuyos términos remite y que resultan aplicables aun cuando en el sub lite se trata de personal en actividad. No corresponde admitir el carácter bonificable de la compensación por inestabilidad de residencia ni del adicional instituido por el art. 3 del decreto 756/92, pues el régimen legal aplicable al personal en actividad y a los retirados del Servicio Penitenciario Federal (leyes 13.018 y 20.416) tiene características propias distintas de las leyes que rigen al personal de las demás fuerzas de seguridad. Ninguna norma de dicho régimen establece cuál de los conceptos que integran la retribución debe ser tenido en cuenta para conformar la base de cálculo de los suplementos y compensaciones y que, por lo tanto, esa base está compuesta por el rubro sueldo, diferenciado de los restantes ítems como bonificaciones, suplementos y compensaciones (art. 95 de la ley 20.416). Ninguna de las asignaciones en cuestión fueron creadas como bonificables, situación que no se modificó con el dictado del decreto 101/03, que los incorpora en el haber mensual a partir del 1 de enero de 2003. Carece de sustento normativo la pretensión del actor tendiente a que el suplemento por años de servicio y la bonificación por título integren el sueldo y sirvan como base de cálculo para otros rubros, pues la generalidad con que fueron creados no les imprime carácter bonificable, ni fueron incluidos dentro del rubro sueldo. De los términos del art. 95 de la ley 20.416 surge claramente que el sueldo se encuentra diferenciado de los restantes conceptos, como bonificaciones, suplementos y compensaciones y que, por lo tanto, de aceptarse la postura contraria, carecería de sentido aquella distinción. De una razonable interpretación de las normas dictadas en materia de retribuciones del Servicio Penitenciario Federal, se desprende que los beneficios creados por el decreto 2807/93 -más allá del carácter de suplemento particular que éste les asigna- reúnen los requisitos exigidos para ser considerados remuneratorios.


    González, Néstor Carlos c/ Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G, 841, L. XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Encargados de Registros Seccionales del Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de los Créditos Prendarios: aplicación del régimen de incompatibilidades por acumulación de cargos previsto en los decretos 8566/61, 9677/61 y sus modificatorios. Carácter de funcionarios públicos. Inexistencia ejercicio de profesión liberal.


    El ámbito de aplicación del régimen sobre acumulación de cargos e incompatibilidades es amplio y general. Por lo tanto, para quedar excluido de las prohibiciones que ahí se contemplan es necesario que así lo disponga en forma expresa el ordenamiento o que ello surja en forma implícita pero indubitable. Desde esta perspectiva, se advierte que el régimen de los encargados de Registros Seccionales del Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de los Créditos Prendarios (decreto-ley 6582/58 y sus decretos reglamentarios 335/88, 644/89 y 2265/94) no contiene una disposición expresa que excluya a dichos funcionarios del sistema implementado por el decreto 8566/61 y sus modificatorios. Del análisis de las normas del régimen de los encargados de Registro y fundamentalmente de los fines que persiguen las normas regulatorias, corresponde hacer lugar a los agravios del apelante, toda vez que tales disposiciones no permiten afirmar que dichos funcionarios se encuentren excluidos del ámbito de aplicación del régimen aprobado por el decreto 8566/61. Tal exclusión no surge ni expresa ni implícitamente del régimen que regula de manera directa la actuación de tales funcionarios, sino que, por el contrario, un examen atento e integral de sus disposiciones conduce a sostener que sí están alcanzados por el sistema general de incompatibilidades por acumulación de cargos que prevé el decreto recién citado. Los encargados cumplen la función pública registral y revisten el carácter de funcionarios públicos, tal como expresamente se indica en el decreto 644/89 (texto según las modificaciones que le introdujo el decreto 2265/94), sujetos a la potestad regulatoria de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios, en materias tan diversas como los aspectos técnico registrales propios de la función que ejercen y los derechos, deberes, licencias y sanciones disciplinarias a las que se encuentran sujetos. Es cierto que aquel régimen aclara que no tienen una relación de empleo, mas ello no significa que estén excluidos del régimen de incompatibilidades, pues el ámbito de aplicación personal y material de este último es más amplio que la mera relación de empleo. El marco jurídico vigente expresamente dispone que los encargados, son funcionarios públicos dependientes de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios y, por lo tanto, no se puede seguir considerando que ejercen una profesión liberal como sí lo hacen los escribanos.


    Longombardo, Marta Cristina y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - DNRA y Créditos Personales s/ Amparo Ley 16.986


    L, 502, L. XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho al cobro de honorarios profesionales de representantes del Fisco Nacional. Improcedencia. Relación de empleo público. Sistema de distribución reglamentado. Actos de la administración. Admisibilidad del recurso extraordinario: agravio de imposible reparación posterior. Sentencia arbitraria.


    En aquéllos supuestos en que una repartición del Estado Nacional designa a uno de sus agentes para que lo represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de derecho privado, como los de mandato o locación de servicios, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo, siendo que, por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto. Tal circunstancia llevó a la Corte a declarar que los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores a honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración la retribución que las leyes les asignen. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Banco del Chubut S.A. s/ Impugna resolución administrativa de la Dirección General Impositiva s/ Ordinario


    B, 1241, L. XLIII, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Ex agentes del Tribunal de Cuentas de la Nación. Improcedencia aplicación de incrementos salariales reconocidos a magistrados del Poder Judicial de la Nación por decretos 1770/91 y 2024/91. Ex Tribunal de Cuentas: facultad de fijar sus propias remuneraciones. Inexistencia de acto que fije el aumento retributivo.


    A partir de la desvinculación retributiva en referencia a los salarios de los magistrados del Poder Judicial de la Nación establecida por la ley 23.199 y la facultad legal del Tribunal de Cuentas de la Nación de fijarse sus propias remuneraciones (art. 57 de la ley 23.410), dejó de existir la equiparación directa y automática con las remuneraciones de los vocales de las cámaras nacionales de apelación que estipulaba el art. 78 de la Ley de Contabilidad. La mención de este precepto en las posteriores legislaciones lo es al solo efecto de la referencia del nivel de sus cargos; máxime cuando la propia ley que faculta al Tribunal de Cuentas a fijar sus remuneraciones le pone una limitación especial, cual es la de "no superar los montos que resultarían de la aplicación del art. 78 de la ley de contabilidad" (art. 57 ley 23.410) lo que obviamente no ordena una equiparación o identidad absoluta de salarios sino, antes bien, habilita incluso la aprobación de remuneraciones inferiores. En ejercicio de dichas facultades, el denominado incremento salarial del decreto 1770/91 debió traducirse en una resolución del Tribunal que aprobara dicho aumento para sus miembros. Al no haber sido los vocales del ex tribunal acreedores del aumento salarial dispuesto por el decreto 1770/91, mal pueden serlo sus ex empleados aquí actores, quienes por resolución TCN 3598/88 gozan de una aplicación automática de toda mejora de orden conceptual o material -excluidos los adicionales particulares- que se produzca en beneficio de los vocales; diferencia que no se otorgó.


    Abregu, Pedro Alberto c/ Tribunal de Cuentas de la Nación s/ Juicio de conocimiento


    A, 10, L. XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Encargados de Registros Seccionales del Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de los Créditos Prendarios: Aplicación del régimen de incompatibilidades. Titular de un beneficio previsional y, al mismo tiempo, encargada de un registro seccional. Validez constitucional del decreto 894/01. Remisión precedente Longombardo y Saralegui.


    Remisión L. 502, L. XLIV, "Longombardo, Marta Cristina y otro c/ Estado Nacional - M° J - DNRA y Créditos Personales s/ amparo ley 16.986". Según surge de los considerandos del decreto 894/01 -que incorpora un último párrafo al art. 1° del Régimen de Acumulación de cargos, funciones y/o pasividades para la Administración Pública Nacional aprobado por el decreto 8566/61-, el establecimiento de la incompatibilidad entre el cobro de un haber previsional y la percepción de una remuneración por el cargo correspondiente se basa en la necesidad de estructurar un régimen restrictivo tendiente a reducir al mínimo la acumulación de cargos en la función pública y a establecer un régimen especial para jubilados y retirados. El modo particular en que el Estado organizó el funcionamiento del Registro Nacional y de las oficinas seccionales no constituye óbice alguno para afirmar que los encargados de Registro se encuentran alcanzados por las disposiciones del decreto 894/01. En el precedente "Saralegui" V.E. tuvo oportunidad de expedirse acerca de la validez constitucional del decreto 894/01. Allí sostuvo que al emitir dicho decreto el Poder Ejecutivo actuó dentro de las atribuciones que le son propias y que su razonabilidad se sustenta en que no impone una de las alternativas -percepción del haber previsional o de retiro y continuar en el desempeño del cargo sin recibir la contraprestación o solicitar la suspensión del haber previsional o de retiro y percibir la retribución correspondiente- y que deja librada a la voluntad del agente elegir por lo que más le convenga a sus intereses que podrían no ser meramente patrimoniales.


    Boschetti, Lidia Ana c/ EN - Mº Justicia - DNRPA Y CP - DTO 894/01 s/ proceso de conocimiento


    B, 939, L. XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cobro de diferencias salariales. Suplemento por función ejecutiva en cargo interino al cual no se accedió por concurso. Rechazo de demanda. Situación anterior al dictado del Decreto 1140/02, que habilita cobro del adicional hasta que se proceda a la selección por concurso.


    No cabe duda alguna respecto de la claridad de la disposición (art. 71 del decreto 993/91 to 1995) en cuanto a que es requisito necesario el procedimiento de selección y la designación en el cargo por concurso para ser acreedor del suplemento por función ejecutiva y, por lo tanto, recién en ese momento se constituye tal derecho. En el sub lite, durante el período reclamado por el actor -designación transitoria 1994-1998- éste no había accedido al cargo por concurso. Dicho artículo prevé que el suplemento se abonará a partir de la notificación de la designación como titular del cargo en cuestión, previo concurso, lo que corrobora el efecto constitutivo del derecho -el cobro del suplemento en cuestión- desde la designación en el cargo con función ejecutiva al que se accede después de un procedimiento de selección. Por otro lado, el hecho de que el decreto 1140/02 haya venido a suplir el vacío legal -reconocido expresamente por el recurrente como ya dije- deja más en claro aún que, si bien las autoridades podían designar transitoriamente agentes en cargos escalafonarios haciendo uso de las facultades de los decretos 101/85 y 1102/81, no estaban legalmente habilitadas -sino hasta el 2002- para designarlos transitoriamente en los cargos con funciones ejecutivas con su correlativo pago del suplemento, sin incurrir en el dictado de actos ilegítimos.


    Cerutti, Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Empleo público.


    C, 1643, L. XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Agentes no docentes de las Universidades Nacionales. Suplementos por cambio de situación escalafonaria. Improcedencia incrementos salariales en virtud de aumentos para la categoría del escalafón en el que ya no se encuentra. Resolución conjunta 27/90, de conformidad con el art. 8º del decreto 2213/87 que especifica el alcance del adicional cuestionado.


    El monto de ese adicional se determina al momento del reencasillamiento y no puede ser alcanzado por los posteriores aumentos que las políticas salariales determinen para el escalafón aprobado por decreto 1428/73, pues el agente ya no pertenece a ese escalafón, sino que se rige por el nuevo en el que fue reencasillado. Si al momento del reencasillamiento la remuneración del actor se vio disminuida, debe percibir el "suplemento por cambio escalafonario", sin que corresponda incrementarlo en virtud de aumentos salariales que se le asignen a la categoría del escalafón en el que ya no reviste.


    Ramírez, Jorge Alberto c/ U.N.L. y otro s/ Ordinario.


    R, 244, L. XLIV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Parte General


    Contrato administrativo. Concesión de obra pública. Incumplimiento de las formalidades exigidas por el derecho administrativo local. Violación art. 18 de la Constitución Nacional: principio de legalidad. Validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública: observancia de lo dispuesto por las normas legales pertinentes, en cuanto a la forma y procedimientos de contratación. Acto irregular: susceptible de ser anulado en sede judicial.


    En materia de contratos públicos, así como en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad la Administración Pública, ésta se halla sujeta al principio de legalidad, cuya virtualidad propia es la de desplazar la plena vigencia de la regla de la autonomía de la voluntad de las partes y someterla a contenidos impuestos normativamente, de los cuáles las personas públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa autorización legal y que en virtud de ese mismo principio no corresponde admitir que, por su condición de reglamentos, las previsiones de los pliegos de condiciones generales puedan prevalecer sobre lo dispuesto en normas de rango legal, ya que debe, en todo caso, entenderse que el sentido, validez e incluso la eficacia de las primeras quedan subordinadas a lo establecido en la legislación general aplicable al contrato que los pliegos tienen por finalidad reglamentar. La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y procedimientos de contratación.


    Case Sacifie c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario.


    C, 482, L. XLIII, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Sistemas de Selección del Cocontratante de la Administración Pública. Licitación. Especies. Licitación Pública


    Impugnación de resolución de la Secretaría de Energía. Mercado Eléctrico Mayorista. Interpretación del art. 11 de la resolución SE 163/92: según su letra. Norma integrante de la licitación pública: inadmisibilidad de modificación con posterioridad a la adjudicación. Contratos administrativos. Ley para las partes: pliego de condiciones. Derechos adquiridos. Principio de seguridad jurídica


    Los contratos administrativos se supedita su validez y eficacia al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales vigentes en cuanto a la forma y procedimientos de contratación, entre los que se encuentra la licitación pública, que se caracteriza como aquél mediante el cual el ente público invita a los interesados para que, de acuerdo con las bases fijadas en el pliego de condiciones, formulen propuestas entre las que se seleccionará la más conveniente. La ley de la licitación o la ley del contrato es el pliego donde se especifican el objeto de las contrataciones y los derechos y obligaciones del licitante, de los oferentes y del adjudicatario. Las leyes deben interpretarse conforme al sentido propio de las palabras, sin violentar su significado específico, máxime cuando aquel concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico vigente. Los contratos administrativos constituyen una ley para las partes y el principio que los rige es siempre el cumplimiento de lo pactado (pacta sunt servanda), por ende, la modificación unilateral llevada a cabo por la Administración con independencia de la voluntad del contratista no puede ser justificada a la luz de lo expresamente dispuesto en el art. 1197 del Código Civil. Si lo convenido en los pliegos, la oferta y la adjudicación fue que se remunerara a las centrales térmicas por reserva fría, no cabe admitir que tal circunstancia pudiera válidamente modificarse con posterioridad a la adjudicación, pues la ley de la licitación o la ley del contrato está constituida por el pliego donde se especifican el objeto de la contratación y los derechos y obligaciones del licitante, de los oferentes y del adjudicatario, con las notas de aclaración o reserva que en el caso correspondan o resulten aceptadas por las partes al perfeccionarse el acuerdo respectivo. La solución propuesta es la que más se adecua con elementales consideraciones de seguridad jurídica, principio que posee raigambre constitucional y contra el cual conspira no sólo el desconocimiento de derechos adquiridos con anterioridad, sino también la profusión de disposiciones y el vertiginoso cambio normativo que suele acontecer en materia de reglamentaciones administrativas, que impide establecer con la certeza que es exigible las reglas claras de juego, que no son otra cosa que las normas a las cuales los ciudadanos pueden y deben ajustar su comportamiento con el fin de desarrollar su actividad y su trabajo y así ejercer, en plenitud, su derecho de propiedad, garantizados por los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional.


    Centrales Térmicas Patagónicas c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento.


    C, 583, L. XLIV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Organización Administrativa


    Control de la Administración Pública. Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública


    Concurso docente. Revisión judicial en caso de arbitrariedad. Alcance de las facultades y obligaciones reglamentarias del jurado que intervino. Control de legalidad de los actos administrativos cuestionados: indebida intromisión del Poder Judicial en cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad. Improcedencia nulidad de resoluciones.


    El acto de evaluación debe exponer los factores o variables que se tomaron en cuenta para discernir sobre los antecedentes y méritos de los postulantes, tarea reservada al jurado del concurso, discutible dentro del ámbito académico. La revisión judicial no debe llevar a los jueces a sustituir los criterios del jurado e interferir en ámbitos típicamente académicos, comprendidos en el marco de la autonomía de las universidades nacionales y ajenos al control jurisdiccional, salvo en los supuestos de arbitrariedad manifiesta. El tribunal apelado se colocó en el rol de jurado y no se limitó a ejercer el control judicial que debe hacerse en estos casos. Las resoluciones del Consejo Directivo y del Consejo Superior, así como todos los actos administrativos dictados en su consecuencia no son nulos, dado que cumplen con todos los requisitos de validez del acto administrativo.


    Quiroga, Gabriela Beatriz c/ Universidad Nacional de Córdoba (Fac. Cs. Agropecuarias) s/ Recurso Judicial.


    Q, 11, L. XLV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Resolución equiparable a sentencia definitiva por la imposibilidad de revisión posterior. Ley 19.983: requisitos para su aplicación. Personas jurídicas excluidas conf. el art. 7 decreto 2778/90 y el art. 6 última parte, de la ley 24.145.


    El pronunciamiento apelado reviste el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal el que pone fin al pleito o hace imposible su continuación y causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, porque, en el caso, la resolución recurrida clausura toda posibilidad de acceso a la justicia y pone fin a la posibilidad de que el Estado Nacional pueda recaudar una suma de dinero que pertenecería al erario público. No obsta a ello, que la decisión en crisis haya recaído en un proceso ejecutivo, pues el asunto fue decidido de tal manera que frustra todo replanteo ulterior. El recurso es procedente, toda vez que la decisión apelada estableció la aplicación de la ley 19.983 que regula un aspecto de la competencia del Procurador del Tesoro de la Nación, y la declaración de incompetencia del a-quo equivale a la denegatoria del fuero federal. Por otro lado, es sabido que en la interpretación de normas federales la Corte Suprema no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o del a quo sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado. En lo referido a la ley 19.983 establece dos requisitos fundamentales para su aplicación: que se trate de un conflicto pecuniario, cualquiera sea su naturaleza o causa, y que se suscite entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas. De darse ambos, la contienda interadministrativa debe ser resuelta por el Procurador del Tesoro de la Nación o por el Poder Ejecutivo Nacional, según el monto en disputa. Ello es así por tener un superior común y porque las causas repercutirán necesariamente en el patrimonio del Estado. Lo dicho cabe aplicarlo, además, a las empresas de Estado pues el Alto Tribunal afirmó que en virtud de lo preceptuado en la ley 19.983, la ejecución de sanciones pecuniarias seguidas contra esas entidades, es ajena a la competencia de los tribunales. Asimismo, tanto el art. 7° del decreto 2778/90 como el artículo 6°, última parte, de la ley 24.145 vedan la posibilidad de que se aplique a YPF Sociedad Anónima cualquier tipo de legislación o normativa de carácter administrativo a partir de su sanción. Del texto expreso de dichas normas, se desprende entonces, la voluntad del legislador de excluir totalmente del ámbito de aplicación de esa rama de la legislación a la empresa que se pretende ejecutar y, por tanto, de la particular jurisdicción, otorgada por la ley 19.983 a la Procuración del Tesoro de la Nación.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ A.F.I.P. - D.G.I. s/ impugnación de deuda


    Y, 90, L. XLII, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Descentralización Institucional. Empresas del Estado


    Programa de Propiedad Participada. Procedimiento de recompra de acciones: discrecionalidad de la operatoria. Decreto 682/95 y la resolución 689/95. Fondo de Garantía y Recompra. Reajuste equitativo del precio de las acciones.


    Si bien la Corte Suprema en diversos antecedentes puntualizó que el procedimiento de recompra de acciones no constituye una operatoria discrecional, sino que se halla reglado tanto reglamentaria como contractualmente, y que no coincide estrictamente en su forma y su fondo con lo reglado unilateralmente por el Ejecutivo mediante el decreto n° 682/95 y la resolución n° 689/95, lo hizo especialmente para descalificar lo establecido en punto a supeditar el pago de los dividendos devengados a la retroventa de los valores y explicitar que la readquisición de los títulos por el Fondo de Garantía y Recompra procede en los supuestos en que no hubieren existido interesados entre los propios empleados de las licenciatarias. No obstante ello, si la pretensión de la actora no persigue la nulidad de los boletos de compraventa, ni de los restantes instrumentos jurídicos comprometidos en el problema, sino, sustancialmente, el reajuste equitativo del precio de las acciones -y rubros relacionados-tales extremos, entonces, tornan inconducente el agravio relativo a la omisión de tratamiento del planteo constitucional dirigido a los reglamentos mencionados.


    Meriano, José c/ Ministerio de Trabajo s/ proceso de conocimiento


    M, 1181, L. XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Entidades Autárquicas


    Nulidad de resolución del Consejo Superior de una Universidad Nacional. Inaplicabilidad en el ámbito universitario de decretos 894/01 y 946/01 del Poder Ejecutivo Nacional. Régimen que tiene otro ámbito de aplicación personal. Afectación de la autonomía universitaria. Competencia de las universidades nacionales: fijación de sus normas de incompatibilidades.


    El objetivo de la autonomía es desvincular a la universidad de su dependencia del Poder Ejecutivo, mas no de la potestad regulatoria del Legislativo, en la medida que ella se enmarque en las pautas que fijó el constituyente emanadas de la Constitución Nacional. Las universidades se encuentran habilitadas para establecer el régimen de incompatibilidades para su personal, pues ello está incluido en el ámbito de su autonomía que consagran tanto la Constitución Nacional como la Ley de Educación Superior. Así lo entendió la UNNE desde que su propio Estatuto Universitario contempla que el Consejo Superior dictará el régimen de incompatibilidades para su personal y, en virtud de esa atribución, aquel órgano dictó la resolución 575/00.


    Franchini, Rafael Luis c/ Resolución 320/03 del Consejo Superior de La UNNE. s/ Recurso de apelación art. 32 de la ley 24.521.


    F, 156, L. XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Constitucionalidad y aplicabilidad de las leyes 22.431 y 24.308 en el ámbito de una universidad nacional. Política pública de protección integral de las personas discapacitadas. Concesión de franquicias y estímulos. Autonomía y autarquía universitaria: sujeción al ordenamiento jurídico en general. Atribuciones discrecionales de las autoridades universitarias para escoger la persona a cargo del comercio.


    Las universidades deben disponer de las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión respetando su contenido esencial, constituido básicamente por todos los elementos necesarios que hacen al aseguramiento de la libertad académica y la libertad de cátedra. Sin embargo, la facultad de dictar sus normas de funcionamiento interno, en particular aquéllas que se vinculan al modo de administrar sus fondos, no puede en modo alguno convertirse en un obstáculo al ejercicio de las potestades que la Constitución confiere al Congreso para adoptar medidas que garanticen el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Ley Fundamental (art. 75, inc. 23) y los tratados internacionales por parte de las personas con discapacidad, materia que, sin duda, está librada a la discrecionalidad del legislador y es ajena al control de los jueces, a quienes no incumbe el examen de la conveniencia o el acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones. Por amplia que sea la autonomía consagrada por la reforma constitucional, ésta no deja de estar engarzada en el ordenamiento jurídico en general, sin que pueda sostenerse que la autonomía universitaria es por sí misma un poder en sentido institucional. Por lo tanto, con toda la independencia que se quiera conceder a las universidades, siempre estarán sujetan las leyes del Congreso. Las leyes cuya aplicación se discute en el sub lite tienen como finalidad fundamentalmente conceder a las personas discapacitadas franquicias y estímulos que les permitan -en lo posible- neutralizar la desventaja que la discapacidad les provoca, ni que dicha protección y asistencia integral constituye una política pública de nuestro país en consonancia con los compromisos internacionales asumidos por el Estado Nacional en esta materia. La aplicación del art. 11 de la ley 22.431 -texto según el art. 1 de la ley 24.308- en el ámbito de la UNC no importa un avasallamiento de la autonomía universitaria ni de la autarquía económico-financiera de la que gozan, pues del mismo modo que las instituciones universitarias nacionales ejercen la autarquía dentro del régimen de la ley 24.156 y aplican el régimen general de contrataciones, de responsabilidad patrimonial y de gestión de bienes reales (art. 59 de la ley 24.521), no se advierten razones válidas que permitan sustraerlas de un sistema de protección de las personas con discapacidad, cuyo ámbito de aplicación fue definido claramente por el legislador. Si bien las instituciones universitarias nacionales están en libertad de regular la generación de recursos adicionales, deben ejercer tal potestad en el marco jurídico que establecen la Constitución y la ley, circunstancia que impide considerar que la aplicación de ordenamientos que establecen una protección especial para personas discapacitadas en el ámbito universitario afecte el contenido esencial de la autonomía consagrada por el art. 75, inc. 19, de la Constitución Nacional. No obstante, tal conclusión de manera alguna implica la obligación automática de entregar en concesión espacios para pequeños comercios a todo aquel que lo peticione, sino que las autoridades universitarias deben cumplir el deber legal en los casos previstos en las normas ejerciendo sus atribuciones discrecionales al escoger a la persona discapacitada que se hará cargo del pequeño comercio. Son admisibles los agravios esgrimidos por el recurrente acerca de que la orden impartida por el a quo a fin de que se otorgue en concesión un espacio al señor T. para instalar un quiosco o pequeño comercio vulnera las atribuciones discrecionales propias de la universidad, violando el principio de división de poderes del Estado.


    Universidad Nacional de Córdoba c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y S.S. s/ Acción declarativa art. 322 CPCC


    U, 8, L. XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Órganos Administrativos


    Demanda contra Estado Nacional. Actos administrativos dictados por órganos sin competencia: tarifas de peaje fijadas a Grandes Usuarios. Pretensa violación a los derechos de propiedad e igualdad. Condiciones para la prestación del servicio: competencia de órganos federales.


    La cuestión a decidir se circunscribe a determinar si las condiciones de prestación del servicio de la función técnica de transporte de energía eléctrica (FTT), principalmente las económicas —el valor del peaje por la FTT—, pueden ser establecidas por la Secretaría de Energía en el marco de la jurisdicción federal que surge de la ley 24.065 y sus reglamentaciones, en particular de los Procedimientos para la Programación de la Operación, el Despacho de Cargas y el Cálculo de Precios (resolución SEE 61/92), o bien deben aplicarse las estipulaciones del contrato de concesión convenidas por EDESAL con la Provincia de San Luis. Todo gran usuario, cualquiera sea su ubicación territorial, en cuanto contrata su abastecimiento con un generador en el Mercado Eléctrico Mayorista (MEM) para ser ejecutado a través del Sistema Argentino de Interconexión (SADI), está sometido a la jurisdicción federal y como cualquier otro agente de ese mercado, debe actuar de conformidad con las normas dictadas por la Secretaría de Energía (art. 6° del decreto 186/95). La prestación del servicio público eléctrico está incorporada en la expresión "comercio" del art. 75, inc. 13, como así también en los incs. 18 y 30 de ese artículo. Ello justifica el sometimiento a la jurisdicción nacional de los contratos ejecutados en el SADI, como así también por medio de la actuación de quienes operan en el mercado nacional, ya que se encuentra involucrado el comercio federal de energía. En ese sentido, no existen dudas acerca del marco normativo jurisdiccional que rige la causa si se recuerda que el art. 10 de la reglamentación de la ley 24.065 —que es por su propia definición "complementaria" de la ley 15.336 y juntamente con ésta, conforma el marco regulatorio de la materia—, declara "sujetos a jurisdicción nacional" los contratos celebrados por los grandes usuarios cuando "se ejecuten a través del Sistema Argentino de Interconexión", pues esa ejecución implica emplear las instalaciones de transmisión y transformación que integran el sistema. La actora no sólo no cuestionó la competencia de la autoridad federal para dictar la resolución SE 672/06, sino que, además, puso en evidencia su expreso reconocimiento a la competencia de la Secretaría de Energía de la Nación para regular las condiciones de la prestación de la FTT, cuando le solicitó, en el contexto reglamentario de tal acto, que la autorizara a aplicar las tarifas de su contrato de concesión. En ese sentido, queda superada la controversia planteada por la actora para que se determine "si el Gobierno Federal (por medio de la Secretaría de Energía de la Nación) tenía o no facultades para imponer unilateralmente, en el territorio de la Provincia de San Luis, una tarifa de peaje eléctrico a Grandes Usuarios distinta a la que convinieron la actora y la Provincia de San Luis en el Contrato de Concesión". En efecto, más allá de las consideraciones que efectúa la demandante acerca de las resoluciones SE 672/06 y SE 408/08, lo cierto es que la conducta asumida por ella implica un reconocimiento de la competencia de los organismos federales para regular las condiciones técnicas y económicas por la prestación del servicio de la FTT.


    Edesal S.A. c/ San Luis, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Nulidad de actos administrativos


    E, 429, L. XL, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Poder de Policía


    Poder de policía municipal. Clausura y habilitación de local bailable: cumplimiento de la normativa vigente para funcionar. Recurso de queja. Tratamiento inoficioso por falta de agravio actual.


    Corresponde a la función administrativa tanto el dictado de los actos que establezcan las condiciones de funcionamiento del local bailable como el estricto control de cumplimiento de las mismas, teniendo en cuenta el bloque normativo vigente que, ciertamente, también tutela los derechos de los vecinos y ha experimentado importantes cambios desde el inicio de este proceso. Ni la Administración ni los administrados pueden trasladar a los tribunales la decisión originaria y primigenia en aspectos que hacen al ejercicio del poder de policía más allá de su posible control judicial. Los términos finales de la habilitación deberán ser determinados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires -como también el debido control de su cumplimiento- por medio de la dependencia correspondiente, conforme a las normas en vigencia.


    Loñ, Carolina y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    L, 470, L. XLII, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del Ministerio de Trabajo para iniciar ejecuciones fiscales por multas derivadas de incumplimientos patronales a las obligaciones de la seguridad social. Artículos 36 y 37 de la ley n° 25.877; 12 de la resolución MTEySS n° 655/05 y puntos 3 y 4 del anexo D. II) del decreto n° 628/05. Art 2º del decr. 2741/91: falta de previsión entre los beneficiarios de los recursos de la seguridad social recaudados por la AFIP al Ministerio de Trabajo. Preceptiva nacional e internacional en materia de control y fiscalización del cumplimiento de las reglas del trabajo y la seguridad social. Aclaración introducida por el artículo 48 de la ley n° 26.476 a propósito de las potestades conferidas al Ministerio de Trabajo de la Nación por los artículos 36 y 37 de la ley n° 25.877.


    El Ministerio de Trabajo de la Nación es competente para iniciar ejecuciones fiscales por multas derivadas de incumplimientos patronales a las obligaciones de la seguridad social, en los términos de los artículos 36 y 37 de la ley n° 25.877; 12 de la resolución MTEySS n° 655/05 y puntos 3 y 4 del anexo D. II) del decreto n° 628/05, en virtud de que la ley les fija expresamente a los fondos, como destino, el fortalecimiento del servicio de inspección del trabajo (art. 34, ley n° 25.877). Se suma a ello que el artículo 2° del decreto n° 2741/91 no prevé entre los beneficiarios de los recursos de la seguridad social recaudados por la AFIP al Ministerio de Trabajo y que, en caso de encargarse la AFIP de la ejecución de las multas aplicadas por aquél, se limitaría a percibir el monto para luego tener que girarlo al Ministerio, sin que ello reporte al Ente Recaudador un mejor conocimiento de la situación del contribuyente del que se deriva de la remisión establecida en el artículo 37 de la ley n° 25.877. La interpretación anterior resulta congruente con la preceptiva nacional e internacional en materia de control y fiscalización del cumplimiento de las reglas del trabajo y la seguridad social y con la aclaración introducida por el artículo 48 de la ley n° 26.476 a propósito de las potestades conferidas al Ministerio de Trabajo de la Nación por los artículos 36 y 37 de la ley n° 25.877.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ Ejecución fiscal


    M, 1025, L. XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contravenciones. Penas Contravencionales. Especies. Multa


    Sanción administrativa impuesta a empresa de transporte. Vigencia de la normativa fundamento de la sanción: falta de publicación al momento de los hechos sancionados. Nulidad de acto. Improcedencia aplicación de multa.


    El art. 11 del decreto-ley 19.549 exige que para que los actos administrativos de alcance general adquieran eficacia deban ser publicados, mientras que, por su parte, el art. 103 de su reglamentación aprobada por el decreto 1579/72 (t.o. 1991) dispone que aquéllos producirán sus efectos a partir de su publicación oficial y desde el día que en ellos se determine, y si no designan tiempo, producirán efectos después de ocho días, computados desde el siguiente al de su publicación oficial. La Corte ha dicho que, ausente la publicidad, cualquiera sea la bondad de la nueva disposición con relación a la anterior, tratándose de un requisito que hace a la obligatoriedad de la ley, la sanción que contempla la norma, causa lesión a la garantía constitucional de la defensa en juicio, en cuanto exige que aquélla se encuentre prevista por la ley con anterioridad al hecho del proceso. Surge de las constancias de autos y de la propia conducta de la autoridad administrativa, que el régimen normativo aprobado por el Protocolo Adicional sobre Infracciones y Sanciones, suscripto como anexo IV al Acuerdo de Alcance Parcial, en el marco de la ALADI, no se encontraba debidamente publicado cuando sucedieron los hechos que se intentan sancionar con esas normas. Ello es así, porque la disposición 242/97 dictada para hacer efectivo dicho protocolo ordenaba su publicación íntegra en el Boletín Oficial, extremo que no sucedió y obligó a que la disposición 6/02 -acto en el que se reconoció esta situación- ordenara nuevamente esa publicación completa. En tales condiciones, al momento de producirse los hechos aquel Protocolo no se encontraba vigente, circunstancia que determina, también, que no corresponda aplicar el Segundo Protocolo, que lo sustituyó, ni el principio de la ley más benigna.


    Tiempo Nuevo S.R.L. c/ Resolución 739/06 - CNRT (Expte. 12202/01)


    T, 335, L. XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Jurisdicción. Excepción. Jurisdicción Nacional


    Transgresiones a la ley 17.811 de oferta pública de títulos valores y sus reglamentaciones. Incumplimiento de resoluciones generales de la Comisión Nacional de Valores. Objeto de la sanción pecuniaria: prevención y restauración del incumplimiento de la norma. Finalidad disuasiva o preventiva de las multas: ausencia de carácter resarcitorio y retributivo del posible daño causado. Insider trading: requisitos para que se considere tipificada la figura.


    Las transgresiones a la ley 17.811 y a las resoluciones generales dictadas por la Comisión Nacional de Valores, constituyen violaciones a normas de policía. Asimismo, la sanción pecuniaria aplicada por dicho organismo persigue prevenir y restaurar la violación de la Ley de oferta pública de títulos valores y sus reglamentaciones, actividad indispensable para lograr un ordenado, eficaz y transparente desenvolvimiento del mercado bursátil; es más, las multas impuestas en ese marco no tienen carácter resarcitorio ni retributivo del posible daño causado, sino una finalidad disuasiva o preventiva. En ese sentido, toda vez que el monto de la multa aplicada por la Comisión Nacional de Valores en ejercicio de la facultad sancionadora prevista en el artículo 10 de la ley 17.811 no supera la sanción máxima legalmente prevista por el artículo citado (conf. mod. art. 154, Ley 24.241 y antes de la reforma introducida por el dto. 677/01, que preveía un mínimo de $1.000.- y un máximo de $5.000.000.-, que podía a su vez elevarse hasta cinco veces el beneficio obtenido o el perjuicio evitado como consecuencia del accionar ilícito, si fuera mayor), que tampoco fue demostrado por los sancionados -ni siquiera indicado- el perjuicio real y efectivo que su ejecución causaría en su patrimonio, y considerando además que la sanción tiene por finalidad principal la disuasión, y que la conducta reprochada por el organismo de control en ejercicio de su poder de policía sobre la oferta pública de valores negociables, es potencialmente apta para afectar la confianza del público y la transparencia del mercado de capitales que constituye el bien jurídico tutelado por la ley 17.811, corresponde desestimar los agravios presentados al respecto.


    Comisión Nacional de Valores c/ Comercial del Plata s/ Oscilaciones en su precio denuncia


    C, 932, L. XLIII, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Materia Impositiva


    Régimen de la ley 23.966. Interpretación art. 7. Exención de impuesto.


    El art. 7° de la ley 23.966 (t.o. por decreto 518/98) establecía que estaban liberadas del tributo las transferencias de productos gravados cuando, entre otras circunstancias, "tratándose de los solventes alifáticos y aromáticos y el aguarrás, tengan como destino el uso como materia prima en la elaboración de productos químicos y petroquímicos, como insumo de la producción de pinturas, diluyentes, adhesivos, agroquímicos y en el proceso de extracción de aceite para uso comestible...". La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar tal voluntad es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió.


    Dombrowski, Roberto Oscar c/ Administración Federación de Ingresos Públicos - DGI s/ Demanda de impugnación judicial.


    D, 610, L. XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Ley Impuesto a las ganancias. Art. 73. Presunción sobre la existencia de una ganancia gravada. Préstamos otorgados por una sociedad a dos empresas vinculadas con ella. Determinación de oficio. Interpretación de la ley.


    La voluntad del legislador estuvo dirigida a crear una presunción para ser aplicada únicamente sobre un tipo específico de préstamos: aquellos entregados por las sociedades a sus accionistas, con tasas de interés inferiores a las legales, y con la finalidad espuria de canalizar fondos de la primera hacía los segundos sin recurrir a la distribución de utilidades. Las operaciones en estudio constituyeron sucesivos mutuos que, como contratos bilaterales que son, han de considerarse en principio -salvo prueba o demostración en contrario, realizado en interés de ambas partes negociantes. La tesitura que esgrime el Fisco en torno al art. 73 de la ley del gravamen conduce inexorablemente a un resultado inadmisible, consistente en que toda operación financiera realizada por un sujeto pasivo del art. 49, inc. a), de la ley del gravamen con cualquiera otra persona con una tasa de interés menor que la que surge de la norma legal resultará no sólo observable, sino que automáticamente quedará abarcada por la presunción -transformada así en ficción legal-, divorciándose completamente del objetivo tenido en miras por el legislador al crearla. Lo cual, es irrazonable pues equivale a sostener que quien no pacte un interés superior al que resulte del normativamente previsto deberá tributar por la diferencia, más allá de toda consideración tanto de las condiciones del mercado como de la particular situación de los contratantes.


    Akapol SA (TF 20985-I) c/ DGI.


    A, 679, L. XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Servicio de enseñanza de computación no reconocido oficialmente que brinda cursos completos. Improcedencia exención en el IVA. Franquicia para clases de apoyo o de refuerzo vinculadas a las materias reconocidas en los planes oficiales, brindadas por docentes o no docentes, independientemente de la forma en que estén organizados. Remisión.


    El recurso federal intentado es formalmente admisible, en tanto se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal (art. 6°, inc. j, ap. 3, t.o. según ley 23.871), siendo la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa contraria al derecho que el recurrente ha sustentado en ellas (art. 14, inc. 3°, de la ley 48). Ha quedado fuera de debate que la actora brinda cursos "completos", no limitados a clases de apoyo o refuerzo. Sobre esta base, las cuestiones federales deducidas son sustancialmente idénticas a las ya analizadas por la Corte en Fallos: 329:5210, a cuyos fundamentos se remite en cuanto fueren aplicables al sub judice.


    Cate S.A. (TF 15374-I) c/ DGI


    C, 2276, L. XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Ajuste en el Impuesto a las ganancias. Existencia de disposiciones de fondos a favor de terceros sin mediar interés en esas empresas. Interpretación Art. 73 de la ley y art. 100 del decreto reglamentario. Empresas pertenecientes a un grupo económico: personas jurídicas diferentes.


    Corresponde revocar la sentencia apelada en cuanto convalida la imposición del art. 73 de la ley del gravamen a las sumas entregadas por Fiat Concord S.A. a Fiat Argentina S.A. para hacer frente a los gastos operativos de la primera, así como también los gastos realizados por Fiat Argentina S.A., por cuenta y orden de las compañías pertenecientes al "Grupo Fiat". Distinta consideración merecen las sumas que, en exceso a sus gastos operativos, Fiat Concord S.A. transfirió a Fiat Argentina S.A. Estos montos encuadran sin esfuerzo en los términos del citado art. 73, sin que las defensas opuestas por el contribuyente logren desvirtuar esta conclusión. En especial, la recurrente no ofreció prueba alguna para acreditar que esas transferencias obedezcan a una causa jurídica diferente de un préstamo ni rebatió la postura fiscal que destaca la carencia de argumentos válidos para explicar el interés de Fiat Concord S.A. en la permanencia de esos saldos en exceso en el patrimonio de su controlante sin requerir su devolución durante los cuatro años bajo inspección. Asimismo, el esfuerzo puesto en demostrar que Fiat Argentina S.A. no es un "tercero" en los términos del art. 73 de la ley del impuesto a las ganancias, pues controla a Fiat Concord S.A., no es para mí suficiente a la luz de la doctrina de Fallos: 286:97, recordada por el a quo, donde se estableció que la relación orgánica de subordinación no suprime la personalidad jurídica de la sociedad dependiente ni tampoco anula su capacidad tributaria.


    Fiat Concord S.A. (TF 16778-1) c/ DGI


    F, 260, L. XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Transporte y distribución de gas natural. Reajuste tarifario por variaciones de costos que se originan en cambios en las normas tributarias. Derechos por ocupación o uso de espacios públicos (DOUEP) municipales. Ajuste de las tarifas sobre instalaciones pertenecientes a Gas del Estado. Poderes no delegados: fijación de tributos provinciales y municipales.


    El transporte y la distribución de gas natural, según lo dispuesto por el art. 1º de la ley 24.076 y el punto 3 del art. 1º de su reglamentación (decreto 1.738/92), constituyen un servicio público nacional y, por ende, están sujetas a su jurisdicción en todo el territorio de la República. Sin embargo, el legislador nacional contempló la subsistencia de las facultades impositivas locales, en tanto y en cuanto no eximió de gravamen alguno a estas actividades, a diferencia de lo que expresamente hizo con otros servicios. Más aún, en el caso del gas incluyó -como una de las variables de ajuste de la tarifa- a los impuestos (art. 41, primer párrafo, in fine, ley 24.076) y determinó que aquélla, como contrapartida del servicio prestado, debía satisfacer un ingreso suficiente al licenciatario previa deducción, entre otros costos, de los impuestos (art. 38, inc. a), sin realizar discriminación alguna entre gravámenes nacionales y locales. La postura de este Ministerio Público es disímil de lo manifestado por la Corte en el cons. 6° de Fallos: 320:1915, en cuanto allí se sostiene que el procedimiento especial para ajustar el valor de la tarifa contemplado en la cláusula 6.1. de las RBLD opera exclusivamente para el futuro, esto es, para los DOUEP provinciales o municipales creados con posterioridad a la toma de posesión. Extender la distinción que establece la cláusula XIII e insertarla en el punto 6.1. de las RBLD cuando éste nada manifiesta sobre el particular no se concilia con el principio, reiteradamente afirmado por el Tribunal, en cuanto a que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de su texto; y que cuando ella no exige esfuerzo en su hermenéutica debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma, máxime cuando, como ocurre en el sub lite, las reglas básicas de la licencia referidas a la traslación a la tarifa de los DOUEP son claras, no exigen un esfuerzo de integración con otras disposiciones de igual jerarquía que conforman el ordenamiento jurídico ni plantean conflicto alguno con principios constitucionales. Ello, sin olvidar que tampoco corresponde distinguir entre los DOUEP creados antes o después de la toma de posesión cuando el punto 6.1. de las RBLD no lo hace pues, según conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus. Contemplar la exacta incidencia de los DOUEP en la tarifa que pagan los propios vecinos del Municipio actor es una consecuencia natural del limitado alcance territorial de las potestades tributarias de este último, quien puede así libremente ejercerlas sin riesgo de interferir en la normal prestación de un servicio público nacional ni de recaer, en definitiva, sobre usuarios radicados en otras jurisdicciones. La errónea distinción que efectúa la sentencia de Cámara entre instalaciones anteriores y posteriores a la toma de posesión, negando la traslación a la tarifa por los DOUEP correspondientes a las primeras y autorizándola para las segundas, conduce a un resultado inaceptable a la luz de lo dispuesto por el art. 2°, inc. c), de la ley 24.076. Entender -como lo hace el a quo- que el punto 6.1. de las RBLD sólo permite la traslación a las instalaciones construidas luego de la toma de posesión importaría sentar una inadmisible discriminación entre los usuarios de la nuevas redes, responsables del pago de los DOUEP, de los que emplean aquellas que son anteriores a la privatización, liberados de soportar la gabela.


    Municipalidad de San Nicolás c/ Resol. 2152/05 SE - Resol. 3109/04 Enargas (Ex. 3109/04).


    M, 1224, L. XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Expedición de certificado de exención en el impuesto a las ganancias. Cumplimiento de ciertos requisitos para acceder al beneficio. Determinación de oficio. Control de la forma asociativa: registro público de comercio. Aplicación Ley del impuesto a las ganancias 25.239 a pesar de ser posterior al acto administrativo impugnado. Asociación civil de carácter gremial que desarrolla una actividad comercial, con independencia de que carezca de un fin de lucro o de que no distribuya utilidades entre sus asociados: Improcedencia exención del gravamen y otorgamiento del documento pretendido.


    Aun ostentando tal acto expedido en su favor, el Fisco pueda verificar la situación del contribuyente, por los períodos no prescriptos y, con total independencia del otorgamiento del documento aquí debatido, analizar si, efectivamente, ha cumplido con las condiciones que prevé la clara norma del art. 20, inc. f, de la ley de la gabela para el goce pleno del beneficio fiscal -entre otras, que su giro económico coincida con su objeto social, que destine sus ingresos a los fines de su creación y que, en ningún caso, los distribuya directa o indirectamente, entre los socios-. En el supuesto de no haberse ajustado el sujeto a tales lineamientos, puede incoar el procedimiento de determinación de oficio del gravamen que estime que le corresponda pues, el carácter de sujeto exento estará dado por el encuadramiento de la entidad actora en las previsiones de dichas normas y no por la circunstancia de que cuente o deje de contar con una resolución del ente recaudador que declare explícitamente que reviste esa calidad. El acto administrativo por el cual se lleva a cabo esta determinación se dicta luego de corrérsele vista al contribuyente para que efectúe los descargos y ofrezca y produzca las pruebas que hagan a su derecho. Por tales razones, es ése el ámbito propicio para dilucidar si un sujeto está exento o no en el impuesto, en relación con un ejercicio en concreto y con su giro económico efectivamente realizado. En cuanto a las normas que contienen beneficios tributarios, debe recordarse que las exenciones impositivas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, y que fuera de esos supuestos corresponde la interpretación estricta de las cláusulas respectivas, la que ha de efectuarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. Si una entidad se ajusta inequívocamente a alguno de los supuestos en los que la ley prevé la exención, y no se demuestra circunstancia alguna que lo desvirtúe o el incumplimiento de otras condiciones exigibles, esa exención debe ser reconocida, al margen de la valoración que pueda efectuarse con respecto a si su finalidad es socialmente útil o si no lo es. No es la AFIP, sino las entidades que tienen a su cargo la función de registro público de comercio (la Inspección General de Justicia en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y sus homólogas en las demás jurisdicciones provinciales) quienes, al momento de otorgar la personería jurídica, han de comprobar el ajuste de la utilidad social a las formas asociativas solicitadas. La situación de la actora queda atrapada por el último párrafo del inc. f) del art. 20, que establece que la exención del inciso "no será de aplicación en el caso de fundaciones y asociaciones o entidades civiles de carácter gremial que desarrollen actividades industriales y/o comerciales". Esta norma debe su actual redacción a la ley 25.239, con vigor a partir del 31 de diciembre de 1999 -que modificó el texto primitivo introducido por su similar 25.063, que sólo comprendía a las fundaciones. Si bien es posterior al acto administrativo cuya impugnación motivó la presente causa, debe ser aplicada en el caso, y hace que sea claro que la actora, hoy, no pueda considerarse exenta en el gravamen y que, por ende, no pueda acceder al certificado pretendido.


    Transportadores Rurales Arg. de Rosario c/ AFIP - DGI s/ Impugnación judicial.


    T, 315, L. XLIII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Exención impuesto a las ganancias a entidad mutual. Remisión Fallos: 322:2173. AFIP: potestades de fiscalización y verificación. Agravios insuficientes para sostener el recurso extraordinario.


    Las asociaciones mutuales se encuentran beneficiadas en principio, por la exención genérica prevista por el art. 29 de la ley 20.321 y por la específica contemplada en el art. 20. inc. g). de la ley del impuesto a las ganancias. El carácter de sujeto exento estará dado por el encuadramiento de la entidad actora en las previsiones de dichas normas y no por la circunstancia de que cuente o deje de contar con una resolución del ente recaudador que declare explícitamente que reviste esa calidad. Ello sin perjuicio de la función que pueda cumplir una declaración de esa clase en lo relativo a clarificar lo atinente a deberes formales y obligaciones derivadas de pagos o cobros a terceros, postura reiterada en Fallos: 325:3092. El mantenimiento de la resolución administrativa del 7 de enero de 1992 que reconoció a la actora como exenta o el previo aviso al INAES requerido por la sentencia impugnada, no obstan a que el organismo recaudador ejerza respecto del contribuyente las potestades de fiscalización y verificación que le otorga la ley 11.683 -confr. arts. 33 a 36 en el texto ordenado en 1998- tal como efectivamente lo ha hecho y fue admitido por la propia demandada.


    Mutual de Socios Credivico c/ AFIP - DGI Region 1 Resol. 27-X-00 s/ Dirección General Impositiva.


    M, 56, L. XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Jurisdicción


    Extinción por compensación del impuesto sobre los bienes personales mediante la utilización de saldos de libre disponibilidad generados en el impuesto al valor agregado. Inoficiosa distinción entre responsable sustituto y responsable por deuda ajena. Cumplimiento de requisitos exigidos por la normativa. Saldos deudores y acreedores que pertenecen a un mismo sujeto. Interpretación de la ley. Derecho de propiedad.


    El art. 1 de la resolución general (DGI) 2542 como el art. 1 de su similar (AFIP) 1658, de idéntica redacción, establecen "Los contribuyentes o responsables podrán solicitar la compensación de sus obligaciones fiscales -determinadas y exigibles- con saldos a su favor aun cuando éstos correspondan a distintos tributos de conformidad con el régimen que se establece en la presente resolución general. Dicha compensación procederá en tanto los saldos deudores y acreedores pertenezcan a un mismo sujeto y siempre que la autoricen las normas que rigen los gravámenes de que se trate". Los citados reglamentos permiten solicitar la compensación a todos los responsables, sin distinguir entre sustituto y por deuda ajena, razón por la cual no corresponde al intérprete efectuar diferencia alguna pues, según conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemos. La mención indiscriminada de los responsables no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del órgano emisor de la reglamentación, cuya inconsecuencia o falta de previsión no cabe suponer, postura que merece aún mayor rechazo cuando es la propia demandada quien ha dictado la norma general que ahora pretende desconocer y a la que califica como viciada por una deficiente técnica legislativa. Se verifica la requerida identidad entre los sujetos tributarios, esto es, que el titular pasivo de la deuda impositiva sea, simultáneamente, el titular activo de un crédito contra el Fisco, sin que, resulte relevante que un caso lo sea como responsable y en el otro como contribuyente.


    Rectificaciones Rivadavia S.A. c/ A.F.I.P s/ Ordinario.


    R, 754, L. XLIV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Limitaciones Principio de Razonabilidad


    Régimen legal de la radiodifusión ley 22.285. Poder Ejecutivo Nacional: administración de frecuencias, orientación, promoción y control de servicios de radiodifusión. Inexistencia violación de derechos y conductas irrazonables o abusivas. Necesaria adjudicación de licencia para explotar una emisora de radiodifusión por frecuencia modulada estereofónica: razonable reglamentación.


    Las estaciones de radiodifusión instaladas total o parcialmente sin estar legalmente autorizadas, se consideran clandestinas (art. 28) y V.E. ha señalado que lo que tipifica tal condición no es su carácter oculto o secreto, sino la falta de autorización previa para operar otorgada por autoridad competente. El derecho a la utilización del espectro de frecuencias radioeléctricas como medio de expresión o comunicación, debe ser ejercido conforme a las leyes que lo reglamentan y dentro de los límites que imponga la naturaleza reducida del medio utilizado, los derechos de terceros y el interés público. Para operar una estación de radiodifusión es imprescindible una licencia otorgada según lo previsto en las normas vigentes en la materia y con particular referencia al sub lite, cabe señalar que no existe un estado de insuficiencia normativa o ausencia de regulación, que habilite al actor a operar sin licencia, ya que es la ley 22.285 aplicable a su situación, la que solucionaba jurídicamente esta controversia, por cierto, que en sentido diferente al que aquél pretende.


    Gómez, Miguel Oscar c/ Consejo Federal de Radiocomunicaciones - Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Amparo - medida cautelar.


    G, 176, L. XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Supuestos Particulares


    Inexistencia de responsabilidad del Banco Central de la República Argentina, por falta de devolución de depósito a plazo fijo, por parte de una entidad financiera en liquidación. Poder de policía financiero del BCRA: discrecionalidad de las medidas adoptadas en el ejercicio de las facultades de control. Cuestión ajena a la competencia de los jueces. Arbitrariedad de sentencia: falta de ponderación de los hechos y constancias de la causa.


    Resulta dogmática la conclusión del a quo en cuanto infiere la responsabilidad del ente rector "de lo expuesto por el señor perito" toda vez que prescindió totalmente de los reparos opuestos por el BCRA y se limitó a transcribir -sin formular análisis alguno- párrafos del dictamen contable, los que además, parcializados, fueron, a su vez, tomados por el perito de oficio del informe general presentado por el Síndico en el proceso concursal del Banco Feigin S.A. el que habría sido observado por el BCRA en su momento en aquél proceso y de cuyo resultado no hay constancia en el sub lite. Tampoco surge del informe pericial la responsabilidad del BCRA como se sostiene, antes bien queda claro que el ente de control hizo uso de todas aquéllas herramientas que le provee la ley de entidades financieras y su carta orgánica para primero intentar salvaguardar al banco comercial y luego decidir su suspensión y liquidación. Las diferentes medidas adoptadas por el órgano de control, sea para el mantenimiento de la actividad bancaria como en su definitivo cierre, son cuestiones eminentemente técnicas cuya evaluación excede la competencia del órgano judicial toda vez que su decisión no escapa a motivos de política financiera y económica y corresponde al BCRA -por delegación expresa de la ley- como titular del poder de policía financiero velar por el sistema en su conjunto con facultades suficientes para valorar los procedimientos y medidas que cada caso requiere y el momento de su dictado. Las atribuciones que las leyes de entidades financieras otorgan al BCRA, en su carácter de organismo rector de la actividad en cuestión, constituyen potestades cuyo modo de ejercicio es discrecional, con el efecto de no encontrarse aquél obligado al examen pormenorizado de todas las operaciones que se celebren en el mercado financiero. Asimismo, del conocimiento que pueda adquirir el BCRA a través de los informes que deben rendir las entidades sujetas a su fiscalización no puede colegirse que la falta de objeción expresa, traduzca en forma automática conformidad con cada una de las operaciones y, en consecuencia, que le está vedada la revisión y eventual objeción ulterior.


    Moroni Funes, Gustavo c/ Banco Feigin S.A. y otros s/ Ordinario.


    M, 934, L. XLIV, 30 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del ENRE para sancionar a empresa prestadora del servicio de energía eléctrica a grandes usuarios, por incumplimiento a las normas de calidad de servicio. Redes que pertenecen al sistema eléctrico provincial.


    El ENRE está expresamente habilitado por el marco regulatorio eléctrico para intervenir y resolver conflictos como el que motiva estos autos. En efecto, si está fuera de discusión que la contienda se da entre agentes del MEM, entonces devienen aplicables los arts. 25 y 72 de la ley 24.065, en cuanto prevén, respectivamente que "quien requiera un servicio de suministro eléctrico de un distribuidor o acceso a la capacidad de transporte de un transportista o distribuidor y no llegue a un acuerdo sobre las condiciones del servicio requerido, podrá solicitar la intervención del ente el que, escuchando también a la otra parte, resolverá el diferendo, debiendo tener, a tales efectos, como objetivo fundamental el asegurar el abastecimiento" y "toda controversia que se suscite entre generadores, transportistas, distribuidores, grandes usuarios, con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del ente", en cuyo caso, sus actos revisten carácter jurisdiccional (conf. decreto reglamentario 1398/92). Para hacer surgir la competencia jurisdiccional del ente regulador nacional, lo determinante es tanto la calidad de las personas involucradas -agentes del MEM- como la materia en disputa, es decir, las condiciones en que se presta la función técnica de transporte que incluyen obviamente tanto el deber de cumplir con la calidad del servicio como las sanciones que una conducta en contrario puede acarrear.


    Edesal S.A. c/ Resol. ENRE 472/01 y 716/05.


    E, 194, L. XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de entidades financieras. Razonabilidad del accionar del BCRA. Autoridad de contralor en materia financiera. Incumplimientos a la ley de entidades financieras. Infracciones bancarias. Falta de autorización. Inexistencia sentencia arbitraria.


    La cuantía de la sanción y su graduación pertenecen, en principio, al ámbito de las facultades privativas del Banco Central, sólo revisables en los supuestos de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta y que, en el caso, aquéllas no revisten tal carácter ni son desproporcionadas ni constituyen un ejercicio irrazonable del ejercicio de la potestad sancionatoria. Quedan comprendidas en el régimen de las entidades financieras, las personas o entidades privadas o públicas que realicen intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros o actúen en el mercado de crédito, sin distinguir entre las que hubiesen sido autorizadas o no por el Banco Central para operar. Incluso refleja que a las entidades no autorizadas que no ajusten sus actividades a la ley les cabe la aplicación del régimen de sanciones establecido en el art. 41 de la ley 21.526. La enumeración de las entidades comprendidas en el art. 2° de la ley citada, según expresamente ésta lo dispone, no es taxativa, lo que se corrobora respecto de la posibilidad del organismo rector del poder de policía financiero de aplicar el régimen a las personas no expresamente comprendidas y a las no autorizadas a operar. La actividad bancaria tiene una naturaleza peculiar que la diferencia de otras de esencia comercial que se caracteriza, especialmente, por la necesidad de ajustarse a las disposiciones y el control del Banco Central, hallándose sometida a un régimen jurídico que establece un margen de actuación particularmente limitado, que faculta al ente rector del sistema a dictar normas que aseguren el mantenimiento de un adecuado grado de solvencia y liquidez de los intermediarios financieros y a establecer obligaciones a las que deberán ajustarse en relación a aspectos vinculados con su funcionamiento.


    Banco Mercurio S.A. y otros c/ BCRA - Resol. 87/04 (Ex. 100539/00) Sum. Fin 381/1016.


    B, 417, L. XLIII, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Ley de Sociedades Comerciales 19.550, ley 17.811 de Oferta Pública de Valores. Poder de policía de la Comisión Nacional de Valores. Planteo de Inconstitucionalidad del art. 2 inc. a) del cap. III de las NORMAS (N.T. 2001) dictadas por la CNV. Improcedencia del recurso extraordinario por ser normas de carácter local sin existir cuestión federal ni arbitrariedad.


    La Corte tiene reiterado que la procedencia de la declaración de invalidez constitucional no sólo requiere la aserción de la existencia de agravio, sino también su configuración y demostración en el caso, tanto más, cuando comporta la última ratio del orden jurídico, a la que solamente cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparada por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía. Los agravios traducen, mayormente la pretensión de que revise lo que sobre la compatibilidad de un acto y disposiciones de derecho común, cuestión vedada a la Corte, salvo hipótesis de arbitrariedad de sentencia. Por otra parte, es inveterada doctrina de la Corte que lo atinente al exceso de la reglamentación respecto a una norma legal de derecho común remite a la interpretación de los alcances de la ley ordinaria, y ello, salvo arbitrariedad, no suscita cuestión federal. Asimismo, resulta de aplicación la doctrina de la Corte que señala que es improcedente el recurso extraordinario que se funda en la interpretación de ley 19.550, pues el carácter no federal de tal normativa no se ve alterado en razón de que la empresa esté integrada al sistema de la oferta pública; ya que la circunstancia de que las leyes federales remitan al régimen de derecho común, no priva a los preceptos que lo integran ni a sus principios de ese carácter. Por otra parte, la doctrina de la arbitrariedad, conforme reiterada jurisprudencia de la Corte, es de carácter excepcional y no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinarias, por el suyo propio, en la decisión de cuestiones no federales; y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso un una absoluta falta de fundamentos. El monto de la multa aplicada por la Comisión Nacional de Valores en ejercicio de la facultad sancionatoria prevista en el artículo 10 de la Ley N°17.811 no supera el límite máximo legalmente previsto por el artículo citado (modificado por el art. 39 del decreto 677/01), sin que haya sido demostrado por los sancionados -ni siquiera indicado-el perjuicio que su ejecución causaría en su situación patrimonial real y efectiva. De esa manera, considerando que la sanción tiene por finalidad principal la disuasión, y que la conducta reprochada por el organismo de control en ejercicio de su poder de policía sobre la oferta pública de valores, es apta para afectar la transparencia del mercado de capitales que constituye el bien jurídico tutelado por la ley 17.811. Finalmente, conforme reiterada jurisprudencia del Alto Tribunal, la invocación de gravedad institucional no puede justificar la apertura del recurso extraordinario cuando la discusión planteada en la litis no trasciende el interés del reclamante ni tiene proyección sobre la buena marcha de las instituciones o no excede el marco del interés patrimonial del recurrente, ni éste demuestra que los efectos de la medida le ocasionan un perjuicio irreparable, y menos aún cuando sólo faculta para prescindir de ciertos requisitos formales, pero no autoriza a suplir la existencia de cuestión federal.


    Comisión Nacional de Valores c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Verificación


    C, 2371, L. XLII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado


    Daños y perjuicios. Agente retirado de la Policía Federal Argentina. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios. Remisión. Precedentes.


    Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios". Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada. Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Acosta, Luis Alberto c/ Estado Nacional - Policía Federal s/ Accidente en el ámbito militar.


    A, 273, L. XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad extracontractual del estado provincial por daños y perjuicios. Falta de servicio. Fallecimiento de un menor mientras residía como interno en un establecimiento provincial. Procedencia recurso extraordinario: fundamentación aparente y sentencia que no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los extremos probados en el proceso.


    Quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, la guarda de menores- lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular. La idea objetiva de la falta de servicio -por acción o por omisión- encuentra su fundamento en la aplicación del art. 1112 del Código Civil y traduce una responsabilidad extracontractual del Estado en el ámbito del derecho público que no requiere, como fundamento de derecho positivo, recurrir al art. 1113 del Código Civil -por no tratarse la comprometida de una responsabilidad indirecta- toda vez que la actividad de los órganos, funcionarios o agentes del Estado, realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, ha de ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo por sus consecuencias dañosas. La responsabilidad aquiliana del Estado por omisión existe cuando se infringe una obligación jurídica de obrar, entendiéndose por tal no sólo la que la ley consagra de modo específico sino la que surge inequívocamente del conjunto del ordenamiento jurídico. Resultaba menester que el a quo analizara si el Estado Provincial había acreditado, a la luz de las normas que regulan la materia, que no había culpa de su parte o bien, si fue diligente en la custodia de la víctima. Debe descalificarse la sentencia, apoyada sólo en presunciones del juzgador sobre la conducta de la víctima y la de sus padres sin valorar la que correspondía adoptar por la demandada. Sobre todo, si se tiene presente que es el Estado el encargado de velar por el fiel cumplimiento de los derechos constitucionales que amparan la vida y la salud de los niños y de asegurar la continuidad de los tratamientos que necesiten, habida cuenta de la función rectora que le atribuye el ordenamiento jurídico vigente en ese campo (integrado por la Constitución Nacional, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y de las facultades que debe ejercer en miras de lograr la plena realización del derecho a la salud. La decisión del tribunal superior de la causa no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene defectos en la consideración de extremos conducentes para su solución, por lo que, al guardar los planteos de los actores relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    P. d. P., E. P. y otro c/ Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Ordinario


    P, 918, L. XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios sufridos durante desempeño en el Ejército Argentino. Daños sufridos como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad: inaplicabilidad normas de derecho común. Diferencia con daños de origen accidental. Inexistencia responsabilidad del Estado por su actuación legítima. Remisión A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Al margen de que las situaciones fácticas que se presentan difieren unas de otras, lo relevante de la doctrina sentada por V.E. es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Al haberse acreditado en autos que la incapacidad que padece el actor por trastornos de personalidad y de adaptación encuentra su origen en las actividades que desarrollaba en el Ejército, la interpretación efectuada por el a quo en su sentencia resulta concordante con las pautas jurisprudenciales expuestas.


    Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios


    O, 254, L. XLIV, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo demanda interpuesta por suboficial de la Policía Federal Argentina a fin de obtener un resarcimiento por daños y perjuicios. Lesiones producidas en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada. Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Genco, Gustavo David c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal s/ Accidente en el ámbito militar y Fzas. de Seg.


    G, 303, L. XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo demanda interpuesta por suboficial de Gendarmería Nacional a fin de obtener un resarcimiento por daños y perjuicios. Lesiones producidas en ocasión de prestar servicios. Remisión Fallos: 330:5205 ("Aragón"). Sin perjuicio de ello, se mantiene la opinión vertida en el dictamen emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    


    Valenzuela, Antonio c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Gendarmería s/ Accidente en el ámbito militar y Fzas. de Seg.


    V, 119, L. XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Accidente sufrido por un integrante de la Armada Argentina, en ocasión de realizar un acto de servicio. Indemnización prevista en la ley militar. Improcedencia percepción de otro resarcimiento fundado en normas de derecho común.


    Al haber prestado servicios como personal de alumno y haber sufrido una incapacidad menor al sesenta y seis por ciento, corresponde resolver, conforme a la doctrina que surge de los precedentes "Bertinotti" y "Mengual", que el accionante no tiene derecho a demandar una indemnización basada en las normas del derecho civil, en razón de que el art. 76. inc. 3, apartado c, de la ley 19.101 -modificada por la ley 22.511- establece el pago de una verdadera indemnización que obsta a la procedencia de la responsabilidad genérica.


    Vergara, Oscar Favio c/ Estado Nacional y otra s/ Daños y perjuicios


    V, 39, L. XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Principios Generales. Existencia de Perjuicio


    Responsabilidad del Estado en su carácter de propietario de la cosa riesgosa, cuyo defecto ocasionó el evento dañoso. Reparación fundada en normas de derecho común: ausencia de incompatibilidad con la percepción de un beneficio previsional. Accidente ocasionado durante un acto de servicio. Remisión "Mengual" (considerandos 5 a 7) y pto. V dictamen de la causa "Azzetti". Cálculo de intereses: remisión "Ladefa".


    No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas (o a sus derechohabientes), cuando las leyes específicas que rigen a la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional y se trata de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente al Estado Nacional. Por no tratarse en el caso de un fallecimiento acaecido en acciones bélicas y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial sino que tratan de haberes previsionales, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común.


    Bordagaray, Rubén y otra c/ Fuerza Aérea Argentina s/ Sumario


    B, 52, L. XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Relación Directa e Inmediata entre el Daño y la Conducta Estatal


    Beneficios promocionales. Exención impositiva. Ausencia cumplimiento de requisitos para gozar de los beneficios. Inexistencia responsabilidad de los estados nacional y provincial como consecuencia del estado falencial.


    La accionante nunca se encontró en situación de acceder a los beneficios pretendidos, pues las tareas por ella realizadas eran notoriamente insuficientes a la luz de lo dispuesto por el decreto 3319/79, a cuyos términos expresamente remitió la autoridad de aplicación en la norma que concedió el beneficio (decreto 671/97). Para fincar una pretensión de ser indemnizado por una falta de servicio atribuida a órganos estatales "debe cumplirse con la carga procesal de individualizar del modo más claro y concreto posible cuál ha sido la actividad que específicamente se reputa como irregular, vale decir, describir de manera objetiva en qué ha consistido la irregularidad que da sustento al reclamo, sin que baste al efecto con hacer una referencia a una secuencia genérica de hechos y actos, sin calificarlos singularmente tanto desde la perspectiva de su idoneidad como factor causal en la producción de los perjuicios, como en lo atinente a su falta de legitimidad", extremo que la actora no ha cumplido aquí.


    Texam Corp. S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    T, 75, L. XXXVIII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado por sus Actos Judiciales


    Responsabilidad del Estado por la actividad judicial. Supuesto mantenimiento indebido de la medida cautelar de prisión preventiva. Ministerio Público: improcedencia identificación con el Estado Nacional, a los efectos procesales. Órgano con autonomía funcional y autarquía financiera. Medida dictada en la etapa sumarial. Razonabilidad. Inexistencia de conducta antijurídica. Control judicial suficiente. Absolución por falta de pruebas.


    El Ministerio Público no puede identificarse con el Estado Nacional a los efectos procesales, en la medida de que se trata de un órgano con autonomía funcional y autarquía financiera, según lo establecido expresamente por los constituyentes de 1994. Para reconocer la posibilidad de responsabilizar al Estado por error judicial, el acto jurisdiccional que origina el daño debe ser previamente declarado ilegitimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide juzgar que hay error. Ello es así, pues de lo contrario la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley. El pronunciamiento que declaró la absolución del aquí actor no derivó del reconocimiento por parte de los órganos judiciales intervinientes de la arbitrariedad de la prisión preventiva, ni de la inexistencia de los elementos objetivos tenidos en cuenta para el dictado de tal medida -lo que de haber ocurrido podría denotar la conducta antijurídica que genera la responsabilidad del Estado-, sino de la insuficiencia de la prueba para dar sustento al reproche penal sin haberse descalificado las cautelares adoptadas oportunamente. La responsabilidad que se atribuye al Estado por la prolongación de la prisión preventiva después de la acusación fiscal, no ha sido una consecuencia de la ponderación de las situaciones que la Corte ha considerado que configuran una deficiente prestación del servicio de justicia. La indemnización por la privación de la libertad durante el proceso no debe ser reconocida automáticamente a consecuencia de la absolución sino únicamente cuando el auto de prisión preventiva se revele como incuestionablemente infundado o arbitrario. La Corte en el precedente de Fallos: 322:2683, consagró el principio de que se genera en quien se halla privado de la libertad el derecho a reclamar una indemnización cuando la denegación del beneficio de la excarcelación se hubiera fundado en meras afirmaciones genéricas y dogmáticas, contradictorias con las concretas circunstancias de la causa. Es decir, que, a contrario sensu, no corresponde resarcimiento alguno cuando la prisión preventiva dispuesta proviene de una razonable apreciación -por parte del juez competente- de la situación del detenido. Los jueces ante los que tramita la pretensión indemnizatoria deben valorar las medidas cautelares dictadas en la causa penal, pues sólo se configurará un supuesto de deficiente prestación del servicio de justicia por la prolongación de las medidas de coacción personal si se acredita que los magistrados intervinientes en dicha causa no demostraron la necesidad imperiosa de su mantenimiento de conformidad con las normas aplicables al caso.


    Iacovone, Hernán Mariano c/ Poder Judicial de la Nación s/ Daños y perjuicios


    I, 144, L. XLIV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Servicios Públicos


    Energía eléctrica. Sanciones por incumplimientos a las normas sobre calidad en el transporte de energía eléctrica en el Mercado Eléctrico Mayorista (MEM): Reducciones de la tarifa de peaje. Distribuidora provincial que presta servicio a gran usuario, en ámbito federal. Competencia del ENRE y de la Secretaría de Energía y Minería de la Nación para sancionar. Resolución del conflicto según el marco regulatorio federal y no por las previsiones del contrato de concesión de distribución de energía eléctrica provincial.


    Todo gran usuario, cualquiera sea su ubicación territorial, en cuanto contrata su abastecimiento con un generador en el MEM para ser ejecutado a través del SADI (art. 35 de la ley 24.065, art. 10 del decreto 1398/92 y resolución SE 137/92), está sometido a la jurisdicción federal y como cualquier otro agente de ese mercado, debe actuar de conformidad con las normas dictadas por la Secretaría de Energía (art. 6º del decreto 186/95). No existen dudas acerca del marco normativo jurisdiccional que rige la causa si se recuerda que el art. 10 de la reglamentación de la ley la ley 24.065 -que es por su propia definición "complementaria" de la ley 15.336 y juntamente con ésta, conforma el marco regulatorio de la materia-, declara "sujetos a jurisdicción nacional" los contratos celebrados por los grandes usuarios cuando "se ejecuten a través del Sistema Argentino de Interconexión", pues esa ejecución implica emplear las instalaciones de transmisión y transformación que integran el sistema. Las distribuidoras transportan y comercializan a sus usuarios comunes energía eléctrica que han comprado en el Mercado Eléctrico Mayorista (MEM), mientras que cuando prestan la FTT solo transportan. En tanto y en cuanto cumplen esta función, lo hacen exclusivamente en base al funcionamiento del mercado mayorista e independientemente de sus funciones de distribuidor local, debiendo sujetarse necesariamente a todas sus normas y reglamentaciones ya que están actuando en un ámbito estrictamente federal. Carece de importancia que las redes por donde se desarrolla el transporte pertenezcan al sistema eléctrico provincial porque, para hacer surgir la competencia jurisdiccional del ente regulador nacional, lo determinante es tanto la calidad de las personas involucradas -agentes del Mercado Eléctrico Mayorista nacional- como la materia en disputa, es decir, las condiciones en que se presta el servicio técnico de transporte. Toda vez que la materia del sub lite se centra en la sanción aplicada a la actora como consecuencia del incumplimiento en la calidad de la prestación adicional de la FTT de energía eléctrica en firme resulta claro que la disputa debe resolverse por aplicación del régimen estatutario que conforma el marco regulatorio del servicio público de electricidad, en el caso, el anexo 27 de la resolución SEE 61/92 "Los procedimientos", sus modificatorias y ampliatorias, y no por aplicación de las cláusulas del contrato de concesión provincial. En ese ordenamiento jurídico se encuentran previstas las sanciones por la falta de calidad en la prestación de la FTT, pues en el punto 5 del citado anexo 27 de "Los Procedimientos" titulado "Normas de Calidad de Servicio y Modificaciones de los Precios de los Peajes" se faculta al ENRE para que en el caso de detectar que un Prestador Adicional de la Función Técnica del Transporte de Energía Eléctrica (PAFTT) no esté cumpliendo con niveles de calidad satisfactorios -según los indicadores incluidos en la norma- instruya al Organismo Encargado del Despacho (OED) "...a recalcular la tarifa de peaje que corresponda a una menor calidad del servicio, de conformidad con los mecanismos que se detallan en los puntos 5.1.2 y 5.2.2."


    Edelar S.A. c/ SE y M Resol. 41/01 - ENRE Resol. 1576/98 (Ex. 3638/97)


    E, 120, L. XLIV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Servicio público de gas. Admisibilidad recurso extraordinario. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación. Improcedencia obligación de distribuidora de gas de abonar a una subdistribuidora una bonificación tarifaria, la cual no es cliente de la primera.


    El recurso extraordinario intentado por Distribuidora de Gas del Centro S.A. resulta formalmente admisible toda vez que se ha puesto en tela de juicio el alcance y la interpretación de actos federales emanados de autoridad nacional -resolución SSE 144/90, el Contrato de Transferencia de distribución del servicio público de gas y la resolución ENARGAS 23/94- y lo resuelto es contrario al derecho que el apelante fundó en ellas. A su vez, los agravios con sustento en la arbitrariedad de la sentencia a pesar de versar sobre cuestiones de hecho y prueba guardan una conexidad inescindible con la interpretación antes aludida, por lo que corresponde su tratamiento conjunto. La sola invocación de la equidad no autoriza a no aplicar la ley ni es fundamento suficiente de una sentencia que, ante la ausencia de motivación adecuada, puede considerarse arbitraria. La realidad de los hechos y los cambios contractuales, consentidos por las partes y avalados por el ente regulador no permiten más que deducir que si bien la subdistribuidora es acreedora de las bonificaciones tarifarias por la compra de gas suministrado y facturado por Litoral Gas S.A., la deudora no es Distribuidora de Gas del Centro S.A. desde el momento que fue desvinculada contractualmente de prestar el servicio de suministro de gas a la localidad de San Francisco por razones que escapan al análisis del órgano judicial, no sólo por tratarse de cuestiones técnicas, de oportunidad y conveniencia sino porque, además, no son materia del litigio.


    Distribudora de Gas del Centro S.A. c/ Resolución 334/00 - Enargas (Expte. 5018/99)


    D, 68, L. XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Municipalidad. Deudas por suministros de energía eléctrica. Ley 25.637. Régimen de compensación y conciliación. Títulos ejecutivos de los decretos 1866/90 y 1865/90.


    Según las transcripciones legales formuladas, se puede afirmar que: a) los certificados de deuda ejecutados corresponden a períodos trimestrales por suministro de energía eléctrica; b) se trata del 3° trimestre 1988, del 4° trimestre 1988 y del 1° trimestre 1989 por lo que no encuadran en lo dispuesto en el decreto 1866/90; c) la inclusión de la deuda –de acuerdo a su fecha- en el régimen general de compensaciones del decreto 404/90 y/o en el régimen específico de deudas por suministro de energía eléctrica del decreto 1:865/90 correspondía que fuera formulada por el ente acreedor y no por la propia deudora, la Municipalidad. En consecuencia, mal puede atribuirse a la ejecutada –como lo hace la alzada- la falta de acogimiento de la deuda a los regímenes de compensación cuando no era la municipalidad la obligada a declarar la existencia de la deuda sino el ente acreedor, incluso bajo pena de sanción; máxime cuando tampoco resulta indispensable estar incluido en las disposiciones de tales regímenes sino que la remisión abarca a toda deuda derivada de la aplicación del ap. III del art. 20 del anexo al art. 1° del decreto 1247/62. Tanto es así, que los miembros del Congreso Nacional vienen a confirmar que -conforme al ap. III del art. 20 del convenio aprobado por el decreto 1247/60- era SEGBA quien depositaría y abonaría trimestralmente la diferencia a favor de las municipalidades, empero, la existencia, por el contrario, de períodos en los que la compensación resultó a favor de la empresa eléctrica, generó las deudas de los municipios que motivaron sanción del régimen de remisión.


    SEGBA c/ Municipalidad de Merlo s/ Ejecución fiscal


    S, 367, L. XLIV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Derechos Reales


    Condominio con Indivisión Forzosa. Indivisiones Legales. Bien de Familia


    Bien de familia: vigencia de la protección ante una desafectación temporaria. Ley 14.394: efectos de un concurso o quiebra frente a un bien de familia. Bien de familia ejecutado: fondos remanentes protegidos por el régimen de bien de familia.


    Ante la ausencia de una disposición expresa sobre si la protección del bien de familia se mantiene o se pierde en virtud de una desafectación temporaria -no definitiva- para constituir una garantía real, debería efectuarse una interpretación que atienda la importancia de los valores en juego (protección de la familia y bien de familia), y el fin tuitivo perseguido por la Ley 14.394. Asimismo, la Ley 14.394 no prevé que una familia pierda retroactivamente la protección del bien de familia al constituir un gravamen sobre el bien. Entonces, lo relativo a su instrumentación configura una cuestión puramente formal, que no puede conducir a una solución que viole derechos con amparo constitucional. Toda vez que el artículo 38 de la Ley 14.394 establece que la protección del bien de familia rige en caso de concurso o quiebra, la interpretación realizada por la Cámara, según la cual la existencia de un solo acreedor anterior a la afectación del bien de familia, conduce a la pérdida de la protección prevista en la Ley citada, torna inoperante el citado artículo 38 y contradice su espíritu y su fin tuitivo, puesto que lo cierto es que la protección de los acreedores de la quiebra de modo alguno puede socavar garantías de superior jerarquía -defensa del bien de familia, art. 14 bis, C.N.-. En caso de que el bien haya sido ejecutado, ante la existencia de un acreedor anterior a la afectación como bien de familia, los fondos remanentes gozan de la protección del régimen del bien de familia y no están sujetos al desapoderamiento.


    Perini, Eduardo s/ Causa N°10830/02


    P, 28, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Familia


    Matrimonio. Celebración del Matrimonio. Impedimentos Dirimentes. Distinto Sexo


    Matrimonio civil: solicitud de inconstitucionalidad de los arts. 172 (t.o. ley 23.515) y 188 del Código Civil. Derecho a contraer matrimonio entre dos personas del mismo sexo. Instrumentos internacionales receptados por la Constitución Nacional (inc. 22 del art. 75): protección del matrimonio como institución básica fundamental. Reconocimiento de la facultad y la necesidad de que sean los estados nacionales los que legislen -de acuerdo con sus realidades sociopolíticas- en la cuestión. Potestad estatal de restringir la libertad de consentimiento en punto a la complementariedad sexual, por la vía del diseño matrimonial imperativo. Funcionamiento de los derechos fundamentales en el área del Derecho de Familia: impronta publicista en lo concerniente al estado civil. Poder de policía estatal. Forma institucional del ius nubendii: acto fundacional no sólo para los contrayentes sino para el Estado. El matrimonio como una de las fuentes históricas de la familia. Determinación del modelo matrimonial: problema que excede el ámbito judicial, para adentrarse en la actividad normativa de la Nación.


    Frente al contenido de los artículos 172 (t.o. ley 23.515) y 188 del Código Civil la solución adoptada en la anterior instancia -en cuanto los jueces tuvieron como exigencia legal que el matrimonio se celebre entre un hombre y una mujer-, traduce una exégesis posible de las normas en juego, que no las desvirtúa, ni prescinde de sus términos. Al mismo tiempo, los instrumentos internacionales receptados por la Constitución Nacional (inc. 22 del art. 75), a partir de principios generales, protegen al matrimonio como institución básica fundamental, pero no contienen enunciados -ni de ellos se han seguido directivas- que importen tomar posición en un tema que ha generado opiniones disímiles y encontradas a nivel mundial. En ese sentido, el resguardo del derecho a contraer matrimonio y la posibilidad de consentimiento pleno consagrado en ellos, vendría a reconocer la facultad y la necesidad de que sean los estados nacionales los que legislen -de acuerdo con sus realidades sociopolíticas- en una cuestión tan delicada como es el matrimonio. Precisamente, esa consideración refuerza la idea de que la posibilidad de diseñar este punto particular del ius connubii, librada a cada uno de los países miembros, no fue vista por los Estados participantes como una matriz de desigualdad arbitraria. A la vez que el fin de la comunidad internacional al generar aquellas declaraciones y acuerdos, ha sido resguardar por igual a mujer y hombre, en situaciones jurídicas diversas a la del matrimonio entre personas del mismo sexo. De este modo, respecto a la contraposición que se invoca entre las normas del Código Civil en materia matrimonial y las de nuestra Carta Magna, corresponde determinar que no se encuentra que el sistema consagre una tutela nupcial entre dos personas del mismo sexo, toda vez que ella está, por de pronto, sujeta a la ley, sometimiento que emana del orden constitucional en razón de su misma naturaleza. En este sentido, lo que está en tela de juicio en la causa es la potestad estatal de restringir la libertad de consentimiento en punto a la complementariedad sexual, por la vía del diseño matrimonial imperativo. Y si bien tal temperamento está autorizado por la normativa internacional de los derechos humanos, también resulta coherente con el funcionamiento de los derechos fundamentales en el área del Derecho de Familia. Esta rama jurídica -no obstante regular nexos de neto corte personal-, habida cuenta de la relevancia social de las realidades que contempla, sigue aún imbuida de una importante impronta publicista, máxime en lo que concierne al estado civil. Desde ese ángulo, no puede discutirse que la sexualidad es un asunto que hace a la intimidad del individuo, quien posee la facultad de "estar a solas" sin injerencias estatales, mientras se trate de acciones privadas, consentidas y entre adultos (he ahí el espacio característico de una de las principales vertientes de la libertad). Empero, cuando esa facultad se exterioriza y actúa en el radio alcanzado por la norma, viene a operar el poder de policía estatal. En esa línea, la construcción de la forma institucional del ius nubendii, y el ingreso al estatus que de él se deriva, son mecanismos que no operan automáticamente a partir de la mera expectativa individual, desde que trascienden al círculo de lo colectivo. Se trata, en efecto, de un acto fundacional no sólo para los contrayentes sino para el Estado, dado que la existencia de éste reposa en la familia, como asiento primordial de la sociedad, y en el matrimonio, como una de sus fuentes históricas, con independencia del concepto que de ellos se tenga. Es decir, mientras la convivencia en la esfera íntima está exenta de la autoridad de los magistrados, el connubio pertenece a una dimensión distinta: la dimensión institucional, originada con miras a la organización social a través de recaudos impuestos por el legislador, con el propósito de promover determinadas conductas o modelos de convivencia. Por lo tanto, no es dado pensar que el legislador haya infringido su poder de configuración, alterando el núcleo del derecho, ya que la ley se atuvo al diseño institucional al que responde la norma máxima, cuya economía de garantías no hace sino alinearse con los pactos internacionales a ella incorporados. De aceptarse estas premisas, corresponde concluir que para el caso no es el judicial el cauce para zanjar las eventuales inequidades existentes, sin perjuicio de las soluciones que, para situaciones específicas fehacientemente demostradas, pudiere proveer el servicio de justicia. En definitiva, de lo dicho se sigue que la determinación del modelo matrimonial es un problema que excede el ministerio propio de la jurisdicción, para adentrarse en la actividad normativa de la Nación, en un nivel que no corresponde determinar en esta causa. Es allí, justamente, donde campea una amplia gama de variables, cuyo manejo supera al cometido jurisdiccional para adentrarse en la factura misma de la política pública.


    R., María de la Cruz c/ Registro Nacional de Estado y Capacidad de las Personas


    R, 90, L.XLIV, 05 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Disolución del Matrimonio


    Juicio de divorcio. Impugnación de paternidad como prueba de adulterio. Viabilidad de la prueba genética. Pedido de irrevocabilidad de reconocimiento filiatorio y caducidad de acción de impugnación. Derecho a ser oído y opinar. Carácter no definitivo del acto procesal atacado.


    Al proponer su oposición a la recepción de la prueba genética que impulsa su contraria, la accionante se vale primero de argumentos pertenecientes al ámbito del derecho común y procesal, ajenos en principio a esta instancia extraordinaria; tales como que –al estar cerrada la discusión sobre un vínculo al que calificó como consolidado definitivamente-, no debe recibirse prueba en torno a este tópico. Agrega que lo relativo a la paternidad de la niña, no puede utilizarse para acreditar el adulterio que se le atribuye. En lo que atañe a esta faceta, la interesada se ha limitado a invocar la irrevocabilidad del reconocimiento filiatorio y la caducidad de la, acción de impugnación rigurosa, que emanarían de los arts. 248, 249, 258 y 259 del Código Civil, elementos éstos que el a quo dejó sujetos a eventuales acciones posteriores, por lo que el pronunciamiento impugnado carece, en este punto, de los rasgos de auto definitivo que subyacen en la doctrina de Fallos: 330:4930, 4936, 5201; 331:293, 1186, 1215 y 1387 (entre muchos otros). En segundo lugar, respecto de las alegaciones vertidas en torno a. la procedencia de la inspéctio corpore, al posible perjuicio que -de llevarse a cabo el examen se causaría a la niña, a las implicaciones del estudio en el plano de la intimidad, a las proyecciones que en el área tendría la Convención sobre los Derechos del Niño y a las garantías dé igualdad y de defensa en juicio, es menester advertir el carácter presunto y eventual de tales asertos. En efecto, la afectada directa aún no ha sido oída, conforme lo disponen los arts. 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño y 27 de la ley 26.061, aspecto que no podrán soslayar los jueces de la causa, como paso previo a la producción de la medida cuestionada y a la determinación de sus eventuales modalidades, en la hipótesis de práctica concreta de dicho mecanismo probatorio. En ese contexto, no parece que en la emergencia se haya consumado un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior, que habilite este remedio de excepción.


    P. de la S., L. del C., c/ P., G. E. s/ Divorcio y tenencia


    P, 140, L.XLIV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Obligaciones


    Obligaciones de Dar Sumas de Dinero


    Obligación en dinero pactada en dólares: apertura de un crédito documentado. Decreto 410/02: obligaciones excluidas de la conversión a pesos: financiaciones vinculadas al comercio exterior, otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que determine el B.C.R.A. (art. 1º, inc. a). Comunicación "A" 3507 del 13/3/02: deber de cancelar en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio que se pacte libremente, los saldos al 3/2/02 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5/1/02, vinculadas a operaciones de importación.


    La demandada solicitó al Banco de la Nación Argentina la apertura de un crédito documentado con vencimiento el 2 de enero de 2002, pactado en dólares estadounidenses, para financiar una importación. En tales condiciones, la entidad bancaria actora, actuando por cuenta y orden del importador, debió cancelar el día 5 de julio de 2001, por intermedio de su sucursal de New York, el precio de la operación en la moneda acordada, mediante una transferencia al banco corresponsal KBC, Bank, Taipei, Taiwán. En tales condiciones, es menester recordar que el Decreto Nº 410/02 -pub. B.O. el 8/3/02, con efecto a partir del 3/2/02, v. art. 10- excluyó de la conversión a pesos -en lo que aquí respecta- a las financiaciones vinculadas al comercio exterior, otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que determine el B.C.R.A. (art. 1º, inc. a). A su vez, la Comunicación ?A? 3507 del 13/3/02 -pub. B.O. 25/3/02- determinó que los saldos al 3/2/02 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5/1/02, vinculadas a operaciones de importación, debían ser cancelados en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio que se pacte libremente. Cabe precisar que, contrariamente a lo señalado por el a quo, no resultan aplicables a las operaciones de importación los requisitos establecidos en el punto 3 de la Comunicación B.C.R.A. ?A? Nº 3507 mencionada, que se refieren estrictamente a las obligaciones originadas en la prefinanciación y financiación de exportaciones. Entonces, las normas federales en estudio -Decreto Nº 410/02, ratificado por Ley Nº 25.967 y Comunicación ?A? Nº 3507 cit.- para exceptuar de la conversión a pesos dispuesta por la Ley Nº 25.561 y el Decreto Nº 214/02 a las financiaciones otorgadas por los bancos, sólo requiere que se encuentren vinculadas al comercio exterior; situación que se configura en el presente, considerando la solicitud del demandado de un crédito para una importación garantizado con hipoteca, y que los fondos fueron girados al extranjero en dólares estadounidenses, por el banco otorgante del crédito. Asimismo, no concurren en el caso, los presupuestos previstos en la segunda parte del punto 4. de la Comunicación mencionada, para la exclusión de tal efecto. De esa forma, y teniendo en consideración la naturaleza particular de la obligación vinculada con el comercio exterior, pactada originalmente en dólares estadounidenses y así cumplida por el banco, y que se encuentra pendiente de pago -sin que la accionada haya consignado judicialmente, suma alguna susceptible de ser imputada a la deuda-, la aplicación del Decreto Nº 410/02 y de la Comunicación BCRA ?A? 3507 -y sus mod.- al sub lite, no afecta derechos adquiridos, toda vez que se no retrotraen prestaciones ya ejecutadas y definitivas en cuanto al fondo del asunto. En función de ello, la obligación en estudio está legalmente excluida de la conversión a pesos.


    Banco de la Nación Argentina c/ Textil Pegaso SRL


    B, 934, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Mora. Efectos de la Mora


    Ausencia del cómputo de los intereses sobre la indemnización dispuesta. Controversia que gira sobre dos aspectos netamente distintos: por un lado, el capital correspondiente a la indemnización y, por otro, la procedencia del curso de los intereses por la demora en el pago del principal, a los que tiene derecho la recurrente en el marco de un supuesto de responsabilidad extracontractual. Sentencia inválida como acto jurisdiccional: conclusión impuesta incapaz de suplir la consideración indispensable sobre la procedencia del pago de intereses moratorios, que sanciona el retardo en el cumplimiento de la prestación debida.


    La cuestión planteada se limita a que en la condena no se han computado los intereses sobre la indemnización dispuesta a pesar que integró el objeto de la demanda y se solicitó la expresa condena al respecto. En consecuencia, el agravio relativo al cálculo de los intereses, tiene sustento en los elementos del proceso y la decisión apelada pasa por alto que la controversia giró sobre dos aspectos netamente distintos que son, por un lado, el capital correspondiente a la indemnización y, por otro, la procedencia del curso de los intereses por la demora en el pago del principal, a los que tiene derecho la recurrente en el marco de un supuesto de responsabilidad extracontractual. Desde esa perspectiva, habiéndose hecho lugar a la demanda por una suma sin discriminación de los conceptos que la integran, la sentencia aparece fundada en una afirmación puramente dogmática, en tanto no expresa motivaciones objetivas para la determinación del monto de condena, y carece de validez como acto jurisdiccional en cuanto la conclusión que impone abonar una reparación calculada a valores actuales no puede suplir la consideración indispensable sobre la procedencia del pago de intereses moratorios, que sanciona el retardo en el cumplimiento de la prestación debida. Aún cuando se entendiera que la cuantificación decidida por el a quo incluía los intereses correspondientes al tiempo transcurrido desde el accidente hasta el dictado del pronunciamiento, debe descalificarse el fallo, pues en tal hipótesis la sala habría impedido al damnificado conocer, de un lado siquiera aproximadamente, el monto del capital y de los eventuales intereses, y de otro tampoco quedaría claro a los interesados si se configura una capitalización de intereses vedada por el art. 623 del Código Civil.


    Insaurralde, Jorge Raúl y otro c/ Transportes Olivos SACI y F y otro s/ Accidente.


    I, 241, L.XLIII, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción Liberatoria


    Demanda por daño ambiental contra una Unión Transitoria de Empresas: notificación al representante legal que suspende e interrumpe la prescripción. Ley 19.550. Doble carácter de uno de los demandados: como miembro de la UTE y como responsable de la contaminación.


    La cuestión central en debate se relaciona en forma directa e inmediata con la prescripción -suspensión e interrupción- de una acción por daños -y su alcance- derivados de responsabilidad civil extracontractual y con la inversión de la carga de la prueba, temas éstos que remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal que son materia propia de los jueces de la causa y, por lo tanto, no susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48. Máxime cuando la sentencia cuenta con fundamentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. En este marco entonces, las cuestiones invocadas en orden al daño ambiental carecen en el referido contexto de relación directa con el objeto de la controversia suscitada. En el sub-lite no se trata de un supuesto de extensión de los efectos de la suspensión de la prescripción a un cointeresado como alega la recurrente, sino de un supuesto de representación legal conforme al cual corresponde imputar los actos del representante a las personas jurídicas representadas. Los integrantes de la UTE expresamente acordaron pagar los daños que ocasionaran a terceros con los fondos de la cuenta conjunta y que en- caso de que se promovieran demandas o acciones legales, el representante tenía la obligación de informarles de inmediato dicha circunstancia, sin perjuicio de contestarlas o conciliarlas bajo determinadas situaciones. Por otra parte, tampoco resultan suficiente dichos agravios para enervar la conclusión sobre la posterior interrupción de la prescripción en los términos del artículo 3986 del Código Civil toda vez que la demanda en su origen no solamente fue interpuesta contra Perez Companc y la UTE sino también contra los responsables de la contaminación del Río Colorado, individualizándose más tarde a YPF como uno de ellos.


    Faure, Juan Eduardo c/ Cía. Naviera Pérez Companc SACIFI y otros s/ Ordinario s/ Casación


    F, 486, L.XLIII, 10 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad Civil


    Art. 1101 del Código Civil: supuesto de prejudicialidad. Prohibición de dictar pronunciamiento en sede civil, hasta que se haya expedido la justicia del crimen. Norma de orden público, aplicable de oficio, con independencia de la postura asumida por los propios interesados. Fiscal General de la Corte Penal Internacional: inmunidad prevista por el art. 48 del Estatuto respectivo, recibido por la Ley 25.390. Inaplicabilidad del precedente de Fallos: 330:2975.


    A partir de los mismos hechos que son materia de las presentes actuaciones, hacia noviembre de 1998, se inició una causa en sede penal. Sin embargo, con motivo del nombramiento en calidad de Fiscal General de la Corte Penal Internacional, que recayó en imputado en el proceso penal y demandado en estos obrados, el magistrado interviniente decretó la suspensión de aquel trámite, sobre la base de la inmunidad prevista por el art. 48 del Estatuto respectivo, recibido por la Ley 25.390. Ahora bien, el art. 1101 del Código Civil consagra un supuesto de prejudicialidad, en tanto prohíbe dictar pronunciamiento en sede civil, hasta que se haya expedido la justicia del crimen, con el objetivo de prevenir y evitar contradicciones en el juzgamiento del hecho ilícito, con el consiguiente escándalo jurídico que ello podría importar. Este precepto es interpretado unánimemente como una norma de orden público, aplicable de oficio, con independencia de la postura asumida por los propios interesados. Y es a su luz que, a partir del estudio minucioso de las características de ambos procesos, corresponde determinar que en estos obrados resulta adecuado atenerse a la directiva que de él emana.


    Falcone, Roberto Atilio y otro c/ Moreno Ocampo, Luis s/ Daños y perjuicios


    F, 1464, L.XLII, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Sucesiones


    Derechos y Obligaciones del Heredero. Posesión Hereditaria. Modos de Adquirirla


    Revocatoria in extremis: tergiversación del recurso. Problema de bigamia: orden público internacional argentino. Interpretación del Tratado de Montevideo de 1940. Garantía del debido proceso.


    Las resoluciones de las Cortes provinciales que desestiman recursos a nivel local, escapan en principio al control propio de este remedio, máxime en lo que concierne a los componentes de naturaleza netamente procesal. Los estándares de evaluación son, pues, restrictivos del acceso a la instancia federal; salvo que se dé una manifiesta arbitrariedad o una limitación impropia del derecho de defensa. Esta última situación se configura toda vez que, al dejar sin efecto la sentencia de mérito, lejos de remover un grosero error de carácter evidente, el Superior Tribunal correntino alteró el encuadre jurídico sustancial en el que había sustentado su anterior decisión, mientras se encontraba en curso la apelación federal articulada por la vencida, decisión que impacta centralmente en la garantía del debido proceso. Esa actuación excede el margen de discrecionalidad propio de los jueces, en grado tan marcado, que autoriza a tenerla por arbitraria. En este sentido, hasta los autores que promueven el mentado mecanismo con mayor ahínco, recalcan que -como lo sugiere su denominación misma-, la reposición in extremis configura un remedio heroico, sujeto -por lo mismo- a interpretación restrictiva y aplicación subsidiaria. Quiere decir, entonces, que al ingresar en la reconsideración del esquema conceptual seguido en la sentencia, y frente a la pertinencia de una vía correctiva concreta (que, de hecho, la interesada ya había activado), el proceder jurisdiccional ha desvirtuado abiertamente el medio provisto por la ley, en serio detrimento del derecho de defensa en juicio de una de las partes.


    Boo, Héctor José s/ sucesión testamentaria


    B, 139, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Legados


    Caducidad del legado. Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. N° 509, L XLIV. Inadmisibilidad de la queja.


    Muñiz Fonseca, Josefina s/ Sucesión


    M, 358, L.XLIV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Ineficacia de las Disposiciones Testamentarias. Caducidad


    Nulidad del auto que había habilitado la entrega de dinero en favor de legatarios de un inmueble. Supuesto de venta efectuada por el curador respecto de un bien objeto de legado: caducidad prevista por el art. 3803 del Código Civil. Producido monetario de la enajenación: imposibilidad de identificación con la cosa legada. Imposibilidad de que prospere el recurso extraordinario: crítica que se esboza contra la interpretación normativa plasmada en la sentencia, sin refutar el análisis construido en torno a la noción de "pérdida de la cosa en su individualidad" que los jueces extrajeron de la nota al art. 3803. Hipótesis de conducta antijurídica de los herederos: posibilidad de que la situación legal genere un perjuicio resarcible: contingencia solventada mediante la acción de daños.


    El recurso extraordinario no debe prosperar, toda vez que la crítica que se esboza contra la interpretación normativa plasmada en la sentencia, no refuta el análisis construido en torno a la noción de "pérdida de la cosa en su individualidad" que los jueces extrajeron de la nota al art. 3803, y que los llevó a descartar la conservación del precio obtenido, como un elemento diferencial relevante. En ese plano, la pretendida asimilación que se atribuye al fallo, entre venta y caso fortuito, no se ajusta al razonamiento que efectivamente desarrolló el a quo, en base al tenor expreso del art. 3803, que transcribió ("...cuando la cosa determinada en su individualidad... perece en su totalidad antes de la muerte del testador, sea o no por hecho del testador o por caso fortuito..."). Tampoco explica la dogmática reducción de las alternativas legales, que da por sentada (caso fortuito y voluntad del causante [de las que se habría apartado el fallo]), ni la confronta con el texto antedicho. Por otro lado, en modo alguno acepta lo inicuo de la caducidad que ella consagra. A la inversa, parece claro que la Sala se ha limitado a trazar un marco conceptual al meritar no una certeza, sino una posibilidad de que -siempre en la hipótesis de conducta antijurídica de los herederos-, la solución legal pueda generar un perjuicio resarcible; pero ha entendido que el sistema solventa esa contingencia, sólo a través de la acción de daños. Luego, ante la eventualidad de que en el caso se configurase una situación de esa índole, ha restaurado la chance de que se debatan y acrediten ampliamente las maniobras fraudulentas cuya existencia proclaman los legatarios, cosa que no ha tenido lugar en la causa. En esa misma línea, el impugnante da por supuesto el proceder irregular del heredero y, desde esa premisa, predica la injusticia de lo resuelto. Empero, pasa por alto que no habría sido su oponente quien impulsó la venta cuestionada, como así que la operación habría tenido lugar mediando la compulsa y tasación de un perito de oficio, con sujeción a un trámite judicial de autorización y control posterior del producido. No es irrazonable, entonces, que los jueces hayan visto la necesidad de verificar en un proceso de conocimiento, aquellos hechos en los que el legatario basa su postura.


    Muñiz Fonseca, Josefina s/ sucesión


    M, 509, L.XLIV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho Comercial


    Contratos Comerciales


    Contrato de Concesión


    Régimen de ahorro previo: indemnización por la diferencia del margen comisional. Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz. Reducción del margen comisional de las concesionarias. Contrato de adhesión. Contrato atípico: concesión privada.


    Corresponde considerar que asiste razón a los recurrentes toda vez que el a quo para decidir condenar a los co-demandados a pagar una indemnización por la diferencia del 2% del margen comisional por las operaciones convencionales y por las concertadas en el marco del régimen de ahorro previo (por el período mayo 1993 a la finalización del contrato de concesión), se sustentó, esencialmente, en la pérdida de vigencia del acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz cuyo vencimiento operó el día 1 de enero de 1993, mediante el cual, la cámara que nuclea a las concesionarias automotrices A.C.A.R.A. había acordado la reducción del margen comisional de las concesionarias, sin haber sido suscriptas las prórrogas de fechas 31 de mayo de 1993 y 2 de agosto de 1994, como así también en que mediando reclamos por parte de dicha entidad, la Terminal continuó descontado el beneficio a la demandada, sin valorar las distintas circunstancias económicas, jurídicas y contractuales, oportunamente planteadas por las partes, y que resultan conducentes para la solución del caso. Asimismo, no resulta suficiente el carácter de contrato de adhesión, para dejar sin efecto una cláusula contractual que no preveía un porcentaje determinado sino la posibilidad del concedente de fijarlo, si no fue, en relación con esta cuestión y en el marco de los antecedentes fácticos en debate, específicamente analizada la abusividad de la conducta del predisponerte en la determinación de la comisión (art. 1071, C.C.), ponderando las circunstancias propias del supuesto examinado en todos sus aspectos y en forma conjunta, lejos de cualquier aplicación mecanicista. En este sentido, tratándose el contrato de concesión privada de un contrato atípico, el que, por ende, carece de normas expresas que lo regulen, su régimen debe buscarse principalmente, en la propia voluntad de las partes expresadas en la convención y en los principios generales de los contratos.


    Rot Automotores c/ Sevel Argentina S.A. s/ Ordinario


    R, 409, L.XLIV, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contratos Bancarios. Depósito en Caja de Seguridad


    Robo del contenido de una caja de seguridad mediante el uso de una llave maestra acreditado en causa penal. Responsabilidad del banco por la devolución en especie de lo depositado. Naturaleza jurídica del contrato de caja de seguridad: depósito regular. Inaplicabilidad de la normativa de emergencia.


    La sentencia presenta argumentos suficientes respecto al contenido de la demanda, al acaecimiento del ilícito y sus circunstancias, la relación de causalidad entre el hecho, el daño ocasionado y la conducta del banco, circunstancias todas resultantes de prueba producida en la causa penal. Sin que su examen y valoración por los jueces de la causa se presenten como irrazonables a la luz de la doctrina y jurisprudencia que citan y en la que fundan la responsabilidad finalmente atribuida al banco demandado para su condena. No siendo de curso legal la moneda extranjera y tratándose de obligaciones que tengan a ésta como su objeto, del juego de los artículos 607, 617, 619 y 740 del Código Civil, se infiere que por aplicación del principio de identidad del pago y por tratarse de una relación jurídica encuadrable en el marco de la normativa atinente al depósito regular, la cancelación de la obligación bajo examen debe realizarse únicamente en la especie extranjera designada en el título. Desde esa perspectiva, la hermenéutica atribuida a los preceptos del decreto en el sentido que resultan inaplicables al supuesto examinado en el sub-lite se presenta como una interpretación posible y razonable de los mismos, ya que la finalidad de la normativa de emergencia, tal como ella misma consigna, es la reestructuración de aquellas obligaciones dineradas que fuesen afectadas por el nuevo régimen cambiario cuyo establecimiento pone en cabeza del Poder Ejecutivo. Situación que, no se verifica en el caso en razón de tratarse de una obligación en la cual la moneda extranjera constituye su objeto y, por lo tanto, no resulta utilizada como precio valor de bienes o servicios intercambiados. Es doctrina de la Corte que postula que no hay violación del derecho de propiedad, artículo 17 de la Constitución Nacional, cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad, sino que sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Y que la restricción que en tales casos el Estado impone al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato. Asimismo, que está sometida al control de constitucionalidad, toda vez que a diferencia del estado de sitio, la emergencia no suspende las garantías constitucionales.


    Slatapolsky, Jorge Alberto c/ Banco do Brasil S.A. s/ Ordinario


    S, 492, L.XLIV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuenta Corriente Mercantil


    Contrato de seguro de cambio. Cuenta corriente bancaria y cuenta corriente mercantil. Novación. Prescripción. Procedencia del recurso extraordinario.


    Si los agravios presentados remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley N°48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que la dan un fundamento sólo aparente y que ni encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente. En la sentencia recurrida, los jueces -por mayoría- reconocieron que la cuenta corriente mercantil y la bancaria deben diferenciarse, y que la novación no se presume, pues implica la renuncia por el acreedor a la obligación primigenia (art. 812, C.C.). Sin embargo, concluyeron que eran aplicables las mismas reglas para ambos institutos, sobre la base de una presunta incompatibilidad entre la obligación originada en el contrato de seguro de cambio y el saldo de la cuenta corriente bancaria, omitiendo ponderar si el procedimiento seguido por el banco, encontraba justificación en el marco del convenio suscripto por los litigantes, y así como la vinculación del sistema adoptado con las relaciones jurídicas preexistentes ya mencionadas.


    Banco de la Nación Argentina c/ Marítima Integrada de Armadores S.R.L. s/ Cobro de pesos


    B, 228, L.XLIII, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Propiedad Intelectual


    Ley 11.723 y Decreto 5146/69. Convención de Berna sobre derechos de autor. Alícuotas exigibles por SADAIC a los usuarios. Determinación del tope arancelario por derechos de autor. Remuneración justa o equitativa.


    Ha reiterado la Corte que los pronunciamientos de los superiores tribunales de provincias que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local no justifican, por regla, el otorgamiento del remedio federal, en virtud del tenor fáctico y procesal de los temas que suscitan, y que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida a su respecto. También ha manifestado que la ley n° 11723 y sus reglamentos, son normas de derecho común y, por lo tanto, su interpretación es ajena al recurso extraordinario. Y agrega, que corresponde desestimar la queja que no satisface el requisito de la fundamentación autónoma, el cual supone además de su autosuficiencia, hacerse cargo de lo expuesto en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los argumentos por los que se desestimó la apelación federal. Señalado lo anterior, es claro que atañe, con la suficiencia que se deriva de la jurisprudencia precedente, acreditar la existencia de las tachas y asuntos federales que invoca, lo que compete examinar en el orden que se desprende de Fallos: 323:35, etc. En lo relativo a la cuestión de fondo, sin desconocer que son los países signatarios de la Convención de Berna quienes quedan facultados de manera exclusiva para establecer las modalidades de la percepción y el monto a percibir en la materia que se trate, la quejosa pretende, en el marco de dicha norma federal, que la arbitraria inteligencia conferida por la juzgadora al asunto desconoce la exigencia de "remuneración justa o equitativa" -estipulada, en defecto de pacto amistoso, por la autoridad competente- a que se refieren los artículos 11.2 y 13.2 del mencionado convenio internacional. Cabe reiterar que, según la Cámara, la alícuota del 16% debe aplicarse sobre una "base arancelaria" del 20% de los ingresos brutos de boletería, y no sobre el total de ellos cómo pretende la quejosa, importando el último porcentaje -en la tesis recursiva- el "tope o límite" en que pueden afectarse los ingresos para afrontar los derechos de autor (art. 4, inc. a), decreto 5.146/69). La interpretación realizada por la Cámara ceñida literalmente al significado de la voz "afectar", prescinde, por de pronto, sin proveer razones para ello, de lo dispuesto por los artículos 3, inciso b), 4, 5 y -especialmente- 7 del decreto n° 5.146/69 y, por esa vía, priva de sustento a la denegación del recurso de inconstitucionalidad local, debiendo estarse, en materia de introducción oportuna de la tacha, al criterio de Fallos: 325:1014; 329:5323, entre otros.


    Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música c/ Crazy Confitería s/ Cobro de australes.


    S, 826, L.XLIII, 09 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Sociedades


    Sociedades Cooperativas


    Cooperativa de trabajo insalubre. Aportes previsionales de los socios: opción al régimen dependiente previsto por el art. 3 de la Resolución 784/92 de ANSES y por el antecedente “Martínez, Ramón”. Vulneración de preceptos constitucionales previstos en los arts. 17 y 18 CN. Procedencia del recurso extraordinario.


    La Sala, mal interpretando el planteo de los pretensores, se expidió reiterando el tenor societario de los integrantes de la Cooperativa y disponiendo, en consecuencia, la transferencia de sus aportes al régimen para trabajadores autónomos, con el fin, asimismo, de evitar una doble tributación. Se abstuvo así, en rigor, de pronunciarse a propósito de la legitimidad del proceder de los asociados de la Cooperativa fundado en la opción establecida por el artículo 3 de la resolución n° 784/92 y sobre el supuesto reconocimiento anterior de esa prerrogativa por la Sala. El mencionado artículo 3 autoriza a los socios de las cooperativas de trabajo que a la fecha de publicación de la resolución 784/92 se hallen afiliados al régimen dependiente a seguir tributando previsionalmente en él u optar por aportar en el autónomo extremo que, además de preterido por la Alzada, relativiza la trascendencia de la pretensión contraria de la Cooperativa destacada en la decisión en estudio.


    Cañete, Nereo c/ AFIP-DGI s/ Impugnación de deuda


    C, 1297, L.XLIV, 20 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Títulos Valores


    Certificados de Depósito Bancario a Plazo Fijo


    Ley de Entidades Financieras. Régimen de garantía de los depósitos: requisitos legales conforme el decreto 2076/93. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Contrariamente a lo sostenido por el apelante, en el caso no se encuentra en tela de juicio la hermenéutica del artículo 1 del decreto 2076/93 -que coincide con la postulada en su recurso- sino el cumplimiento de los tres recaudos fácticos contemplados en el mismo; a saber: que el certificado fuera formal y materialmente válido, la justificación del origen y disponibilidad de los fondos y de su efectivo ingreso a la entidad. Lo resuelto, además de apoyarse en la doctrina que sostiene que el régimen de garantía de los depósitos instituido por la Ley de Entidades Financieras ampara los depósitos genuinos y no aquéllos que sólo contablemente aparecen como tales, también se encuentra en línea con lo sostenido por la Corte en el sentido que, acreditados que fueran los depósitos por prueba suficiente, no autorizan a privilegiar las constancias de la entidad financiera por cuanto el depositante carece de posibilidades de control, siéndole inoponibles los defectos y omisiones en que incurriera el depositario (Fallos 311:769). De tal suerte, no desvirtuada la autenticidad del certificado de plazo fijo, ni acreditado su pago y, por el contrario, demostrada la efectiva realización del depósito, las quejas del apelante que se limitan a reiterar argumentos vertidos en sus anteriores presentaciones constituyen una mera discrepancia con lo decidido razonablemente. Las cuestiones que intenta poner en crisis el recurso remiten a los aspectos meramente fácticos, de hecho y de prueba resueltos por los magistrados de la instancia, sin que se advierta o demuestre la afectación de la norma federal.


    De Napoli, Alberto Victor y otro c/ B.C.R.A. s/ Cobro de australes


    D, 1190, L.XLII, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Pagaré


    Remisión a S.C. R. N° 320, L. XLII, caratulados "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", S.C. L. Nº 971, L. XL., "Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L." y S.C. F. Nº 1074, L. XLI, "Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pérez Valiño, Jorge c/ Hering Textil Argentina S.A. s/ Ordinario


    P, 1148, L.XLIII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por consignación del importe pesificado de un pagaré en dólares. Existencia previa de proceso obligatorio de mediación. Ley Nº 25.561 y normas concordantes. Artículo 42 del Decreto Ley 5965/63: prohibición de rehusar un pago parcial. Prohibición de actualización monetaria.


    En el sub lite, asiste razón a los recurrentes toda vez que el a quo para rechazar la consignación, hizo mérito, por un lado, de la presentación tardía de dicha acción, omitiendo valorar la existencia previa de un proceso legalmente obligatorio de mediación, cuya constancia fue agregada por la parte actora. Por otro lado, constituye un hecho no controvertido en autos, que el deudor ofreció el pago del importe, previamente pesificado conforme establece la Ley Nº 25.561 y normas concordantes, cuya aplicación y constitucionalidad no fueron atacadas, y que el acreedor lo rechazó, alegando que era su pretensión cobrar el título del avalista. Estas circunstancias, si bien reconocidas por el tribunal, no fueron debidamente relacionadas, en el marco de lo dispuesto por el artículo 42 del Decreto Ley 5965/63, en cuanto prohíbe al portador rehusar un pago parcial, con la posibilidad de retener el título y protestar por el resto, invocado por el actor oportunamente, teniendo especialmente en consideración que el tenedor del título manifestó aceptar el dinero bajo reservas. A su vez, los jueces no pudieron dejar de apreciar las disposiciones de la Ley Nº 25.561, que si bien derogaron el régimen de convertibilidad impuesto por la Ley Nº 23.928, no modificaron, en lo sustancial, sus artículos 7 y 10 (v. art. 4, Ley Nº 25.561), por lo que se mantiene la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa.


    Latina de Gestión Hotelera S.A. c/ Scherzer, Federico Víctor s/ Ordinario


    L, 263, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Constitución


    Estructura Jerárquica de las Normas. Supremacía de la Constitución. Tratados.Derechos Humanos Con Jerarquía Constitucional


    Investidura procesal de los niños en asuntos civiles: ausencia de sentido de imperativo constitucional. Afianzamiento de la función protectora de los niños. Necesidad de audiencia del hijo menor de edad -con bastante edad y grado de madurez- en aquellos asuntos que le atañen. Convención sobre los Derechos del Niño: prerrogativa del menor a ser oído, pero no a asumir automáticamente y en cualquier circunstancia la calidad de parte en sentido técnico procesal. Responsabilidad pública: protección genuina de la infancia. Régimen de capacidad de los menores de edad provisto por el derecho de fondo: esquema progresivo, con una secuencia prefijada. Art. 27 de la ley 26.061.


    La función protectoria de los niños, lejos de haberse abrogado, ha venido a afianzarse, mediante un reconocimiento explícito del valor inherente de cada uno de ellos, sujeto activo de derechos y no objeto pasivo de control o de amparo meramente discrecional de padres o instituciones. Así lo propugnó claramente la Convención Constituyente de 1994 (v. art. 75 incs. 22 y 23 de la Carta Magna). En ese contexto, el compromiso fundamental que contrajo la República Argentina, se vincula a la tutela responsable de la infancia y al respeto por su mejor interés. De ellos deriva la necesidad de audiencia del hijo menor de edad -con bastante edad y grado de madurez- en aquellos asuntos que le atañen y, por ende, es a su luz que debe leerse dicha exigencia. He ahí la obligación estatal ineludible que enraíza en la más elemental consideración por la dignidad personal, sobreentendida en cualquier comunidad civilizada. A la inversa, la investidura procesal de los niños en asuntos civiles no adquiere sentido de imperativo constitucional. Es cierto que al delinear las modalidades concretas de participación, el sistema jurídico debe ceñirse a las exigencias de grado superior; y que en ese horizonte, el consenso internacional ha virado cualitativamente desde el paradigma tutelar clásico, para adherir a la doctrina de la protección integral, donde el principio de legalidad es un elemento primario, y la autodeterminación, un valor a fomentar. También lo es que, en el campo de los derechos humanos, la tarea hermenéutica tiende a la optimización de las garantías. Empero, el tratamiento distintivo que la Convención sobre los Derechos del Niño -directamente operativa- presta a la problemática, no puede ser indiferente al intérprete; como tampoco puede prescindirse de ponderar seriamente las características propias de los procesos de familia. En efecto, la Convención consagra la prerrogativa del menor a ser oído, pero no a asumir automáticamente y en cualquier circunstancia la calidad de parte en sentido técnico procesal. Por otro lado, ese dispositivo fundamental de los derechos humanos, no sólo se abstiene de imponer una implementación determinada, sino que -al emplear la conjunción disyuntiva "o"-, abre tres vías alternativas, sin atribuirles una significación explícita, ni erigir al patrocinio letrado en recaudo ineludible. La aprobación de tal fórmula por el conjunto de las naciones, comporta un juicio positivo de compatibilidad de esos medios instrumentales respecto de los restantes lineamientos sustanciales contenidos en el documento; y, más precisamente, significa que esa comunidad ha apreciado satisfechos a través de cualquiera de esos resortes formales, los derechos y libertades fundamentales directamente implicados (entre ellos, debido proceso/defensa, participación/libertad de expresión, e igualdad ante la ley). En este orden de ideas, la responsabilidad pública deviene de un prius que es la protección genuina de la infancia. Y es a partir de allí que en las contiendas judiciales que le conciernen, no puede -en principio- omitirse la exploración de la voluntad de quien será sujeto último de la decisión, si tiene edad y madurez suficientes. Mas la consistencia de esa audiencia y cómo debe llevarse a cabo, es un asunto crucial, ya que en su puesta en práctica, se juega la vigencia misma de las finalidades que persigue la Convención; máxime cuando ella ha de desplegarse en el contexto del Derecho de Familia. La constitución en parte procesal supone un conflicto suscitado entre personas que se encuentran en posiciones jurídicas contrapuestas. Dicha definición patentiza de inmediato el profundo compromiso que de allí puede derivar, para la niña cuyo problema está en cuestión, pues en el caso implica necesariamente tomar partido (desde un papel principal o coadyuvante, pero siempre como protagonista), en la disputa entablada entre sus padres. Es así que en la causa se recomendó tanto atender a la opinión de la menor como a la recuperación de los vínculos que fueron dañados en el marco de la contienda judicial. La impresión de "madurez" allí volcada (sólo se mantuvo una entrevista), no resulta entonces decisiva, pues deviene de un esfuerzo de sobre adaptación a efectos de enfrentar, soportar y defenderse del complejo contexto familiar en el que transcurrió y transcurre su infancia reconocido por la especialista designada. Inquietante panorama a cuya profundización no deberían contribuir los jueces, so pena de desvirtuar su ministerio esencial, cual es velar por un desarrollo integral, que incluye -por de pronto-, la salud psíquica. Desde esa perspectiva, resulta menester volver a subrayar que la cláusula tomada por la propia peticionante como apoyo primordial de su derecho, defiere la organización puntual de la mentada prerrogativa a cada uno de los ordenamientos internos. Y, además, les confiere un margen de apreciación relativamente amplio para el diseño de los mecanismos concretos. De tal suerte, al par de la obligada ponderación de elementos de neto corte fáctico -propia de los jueces de la causa-, nuevamente aparece aquí la idea de una hermenéutica integradora y, con ella, el reenvío al régimen de capacidad de los menores de edad provisto por el derecho de fondo, que traza básicamente un esquema progresivo, con una secuencia prefijada. En este contexto cabe puntualizar que, además de que la adecuación de dichas normas comunes a la Constitución Nacional o a los tratados internacionales recibidos en su texto, la Cámara no ha rehusado sino reafirmado la participación directa de la menor en el juicio. En tales condiciones, el problema gira en torno a la forma elegida para el ejercicio del derecho sustancial, en el marco de lo dispuesto por el art. 12 de la Convención citada. Y remite, por ende, a la calificación de su regularidad (cualidad de parte y contratación por la nombrada de un letrado particular, o expresión personal ante el tribunal); campo en el que la tensión capacidad-competencia parece mermar en virtualidad. Sin perjuicio, claro está, de que los jueces rodeen a las reuniones presenciales con los niños, de los máximos recaudos. Así las cosas, la solución aportada por el tribunal de la causa no aparece como irrazonable ni incurre en una restricción relevante del derecho de defensa.


    M., G. c/ P., C. A. s/ Tenencia de hijos.


    M, 394, L.XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Interpretación de Cláusulas Constitucionales


    Telefonía móvil: legislación municipal referida a ubicación de las estructuras de soporte de antenas. Normativa que varió con carácter retroactivo los requisitos que debían cumplir empresas telefónicas a los efectos de lograr la aptitud urbanística y su consiguiente permiso definitivo. Facultades propias del municipio. Inexistencia derecho adquirido. Rechazo inconstitucionalidad. Leyes de carácter público administrativo: no comprendidas en la prohibición establecida por el art. 3° del Código Civil.


    Es menester distinguir las normas sobre el servicio de telecomunicaciones, de aquellas que reglan la ubicación de la estructura de soporte (que consiste en una obra civil donde se emplaza la antena). Las atribuciones atinentes a la regulación administrativa y técnica, el control, la fiscalización y verificación en materia de telecomunicaciones le compete a los órganos nacionales, mientras que la regulación de los espacios físicos para el emplazamiento de las instalaciones son de competencia de las autoridades locales. No se advierte que las disposiciones de la Municipalidad de Rosario cuya inconstitucionalidad se sostiene, al regular aspectos que hacen al desarrollo urbano y de índole típicamente municipales -referidas a la salubridad, estética y seguridad de los ejidos-, esté en pugna con las normas federales que reglan los aspectos técnicos de los servicios de telecomunicaciones -cuya competencia es exclusiva de las autoridades nacionales- y sin que en aquéllas se advierta, por lo demás, interferencia alguna con tal servicio. Respecto de las ordenanzas, al participar del mismo régimen que las leyes, ningún derecho adquirido puede impedir su aplicación, de lo contrario se admitiría el postulado de la inamovilidad del derecho objetivo. La modificación del ordenamiento jurídico no da lugar a cuestión constitucional alguna, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a su inalterabilidad. Las leyes de carácter público administrativo, como lo son las de orden sanitario e higiénico dictadas por la Nación, las provincias y los municipios en ejercicio de su poder de policía, no están comprendidas en la prohibición establecida por el art. 3° del Código Civil, que sólo rige respecto de los derechos civiles, ni en lo dispuesto acerca de la irretroactividad por el art. 18 de la Constitución Nacional, que se refiere a las leyes penales que agravan la condición del procesado.


    Telefónica Comunicaciones Personales S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Acción meramente declarativa.


    T, 79, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Derechos


    Civiles. Propiedad. Inviolabilidad


    Demanda de repetición por derechos de ocupación o uso de espacios públicos, abonados al municipio. Sumas canceladas durante periodos fiscales en los cuales regía la exención de pago (art. 39 de la ley 19.798). Sentencia que reconoció a la actora tal situación (Remisión "Telefónica de Argentina S.A. c/Municipalidad de General Pueyrredón"). Cosa juzgada. Inconstitucionalidad ley 24.932. Violación derecho de propiedad. Derecho adquirido. Servicio telefónico: jurisdicción nacional. Procedencia repetición.


    La situación del contribuyente en orden a sus obligaciones respecto de los derechos de ocupación o uso de espacios públicos indebidamente abonados estaba dilucidada y fijada en oportunidad de consumarse el acto u operación tenido en vista por ese gravamen. Existe, así, una fuerza o virtud liberatoria que proviene de las normas vigentes al perfeccionarse el hecho imponible, en lo que podría llamarse la regularidad legal de la situación de quien ha realizado un acto u operación de la especie de los alcanzados por la ley pero que goza de una franquicia, válidamente establecida, que lo libra de satisfacer la consecuente obligación tributaria. Cuando bajo la vigencia de un sistema de excepción, el particular ha cumplido todos los actos y obligaciones sustanciales y requisitos formales en ella previstos para ser titular de un derecho, debe tenérselo por adquirido, y es inadmisible su supresión por una ley posterior sin agraviar al derecho constitucional de propiedad; hipótesis que se da en el caso, en que el contribuyente se encontraba exento por el art. 39 de la ley 19.798 durante los períodos fiscales de que se trata, generando de tal modo una situación tributaria y patrimonial consolidada no susceptible de ser menoscabada ulteriormente por la ley 24.932 La ley 24.932, en cuanto pretende impedir el reintegro de las sumas aquí debatidas, es contraria a la garantía de la inviolabilidad de la propiedad consagrada por el art. 17 de la Constitución Nacional. Resulta también objetable la constitucionalidad de la ley 24.932, pues la inexigibilidad de los derechos de ocupación o uso de espacios públicos de la demandada a la actora había sido decidida con anterioridad a la vigencia del texto normativo aludido, por lo que no es susceptible de ser enervada en la medida en que el pronunciamiento que así lo declara se encontraba firme y tutelado por el atributo de cosa juzgada, que torna a lo resuelto inmutable, inimpugnable y ejecutable al amparo de las garantías de la propiedad y del debido proceso reconocidas en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Las comunicaciones telefónicas interestatales están sujetas a la jurisdicción nacional, pues ellas constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país. El tributo local aquí debatido constituye un inequívoco avance sobre la reglamentación que el gobierno nacional ha hecho en una materia delegada por las provincias a la Nación (incs. 13, 14, 18 y 32 del art. 75 de la Constitución Nacional), importa el desconocimiento del ámbito de protección que la ley federal otorga a dicho servicio público, y en definitiva lesiona palmariamente el principio de supremacía legal del art. 31 de la Constitución Nacional.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Gral. Pueyrredón s/ Repetición


    T, 11, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T.11, L.XLIII, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municip. de Gral. Pueyrredón s/ repetición".


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Repetición


    T, 332, L.XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Políticos. Partidos Políticos


    Partidos Políticos: instituciones fundamentales del sistema democrático. Cancelación de personería en el orden nacional. Ausencia de cumplimiento de los requisitos establecidos en el art. 8 de la ley 23.298. Vigencia de la misma en los partidos distritales. Posibilidad de obtener reconocimiento como partido nacional.


    El requisito del art. 8 de la ley 23.298, en torno a la cantidad mínima de partidos de distrito necesarios para poder conformar uno de orden nacional es una exigencia que debe mantenerse continuamente. La norma exige para la obtención del reconocimiento como partido nacional, la concurrencia de cinco o más partidos de distrito reconocidos que hayan resuelto actuar en tal carácter con el mismo nombre, declaración de principios, programa o bases de acción política y carta orgánica. Si no se otorga tal reconocimiento a los que no cumplan con tales exigencias, resulta razonable pensar, aunque la norma no lo establezca expresamente, que dicho carácter (el nacional) desaparezca cuando alguno de los partidos distritales reconocidos -que, a su vez forma parte del número mínimo necesario para constituirlo-, pierda la personería juridico-política por alguna de las causales establecidas en la ley y ya no se cumpla con la cantidad mínima de partidos exigidos para constituir el del orden nacional.


    Incidente de cancelación de personería al Partido Movimiento al Socialismo Orden Nacional s/ Art. 52 Ley 23.298


    I, 2, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Sociales y Económicos. Consumidores y Usuarios


    Infracciones cometidas a la ley 24.240 y 25.065. Procedencia sanción de multa. Inaplicabilidad ley provincial que exime de todo gravamen a la entidad bancaria sancionada. Violación garantías constitucionales de los consumidores.


    La exención de los gravámenes a los que se refiere la ley local tienen una naturaleza jurídica diferente a la que reviste la sanción de multa impuesta por la Dirección Nacional de Comercio Interior y su actuación en cumplimiento de las disposiciones de la Ley de Defensa del Consumidor -de orden público, de derecho común y operativas de los nuevos derechos a la Constitución Nacional (art. 42) incorporados con la reforma de 1994- no se contrapone con aquella reservada a la Provincia de Buenos Aires, por el Pacto de San José de Flores, de legislar y gobernar el Banco homónimo. Lo decidido no afecta, el status jurídico de la entidad bancaria local como institución autárquica de derecho público ni limita las exenciones de las que goza en virtud de la reserva constitucional, en tanto los privilegios invocados no guardan relación con el comportamiento del banco respecto del cumplimiento de normas de derecho común y frente a la vulneración de las garantías constitucionales de los consumidores.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ DNCI - Disp. 622/05 (Exp. 29184/02)


    B, 721, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Legitimación de asociación civil de usuarios y consumidores. Procedencia recurso extraordinario. Ministerio Público: guardián del orden público y defensor del orden jurídico. Art. 120 de la Constitución Nacional y Ley Orgánica del MP (24.946). Participación obligatoria en el proceso. Falta de intervención: nulidad de todo lo actuado.


    Si bien, en principio, las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, no son impugnables por la vía del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a ese principio cuando la resolución impugnada afecta el ejercicio de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público como magistratura de control, a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integridad, conclusión que actualmente encuentra sustento en lo establecido en el art. 120 de la Constitución Nacional. El art. 25 inc. b de la Ley Orgánica del Ministerio Público confía a sus integrantes la representación y la defensa del interés público en todas las causas y asuntos que las leyes establezcan y el art. 41 asigna como deber y atribución a los fiscales ante la justicia de primera instancia federal y nacional a intervenir en todas las causas o trámites judiciales en que el interés público lo requiera de acuerdo con el art. 120 de la Constitución Nacional, a fin de asegurar el respeto al debido proceso, la defensa del interés público y el efectivo cumplimiento de la legislación, así como para prevenir, evitar o remediar daños causados o que puedan causarse, entre otros, al consumidor. Debe asignarse efectos definitivos a las decisiones que omitieron dar oportuna vista al fiscal, a quien correspondía intervenir como representante de aquel Ministerio, pues ello importó sustraer de su control actos procesales de gran trascendencia, generando perjuicios que no cabe suponer subsanables en esta instancia.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    U, 56, L.XLIV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Asociación legitimada para demandar. Pretensión de declaración de ineficacia de cláusulas contractuales del contrato de adhesión tipo suscripto con una empresa de medicina prepaga. Derecho de incidencia colectiva. Proceso Sumarísimo. Pautas adjetivas mínimas para hacer viable una acción colectiva: remisión precedente H.270, L. XLII, "Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 - dto. 1563/04 s/ amparo ley 16.986".


    El derecho cuya protección se procura es de incidencia colectiva, referente a intereses individuales homogéneos, por lo que se encontrarían cumplidos los recaudos para hacer viable una acción colectiva, en los términos delineados en el precedente jurisprudencial inicialmente aludido. Existe un hecho único (el contrato tipo que suscribieron todos los afiliados de Swiss Medical Group para acceder a los servicios de medicina prepaga) que causa una lesión a una pluralidad de sujetos. La pretensión está concentrada en los "efectos comunes" para toda la clase de sujetos afectados, con lo que se cumple el segundo requisito expuesto precedentemente. La lectura del contrato tipo revela que sus cláusulas alcanzan por igual y sin excepciones a todo el colectivo afiliado a la demandada. Hay una clara afectación del acceso a la justicia, porque no se justifica que cada uno de los posibles afectados de la clase de sujetos involucrados promueva una demanda peticionando la declaración de ilegitimidad de las cláusulas del contrato, con lo que se cumple el tercero de los elementos señalados anteriormente. La actora es una asociación entre cuyos fines se encuentra, como surge de su acta constitutiva, el de la defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, tutelados por el art. 42 de la Constitución Nacional y los tratados con jerarquía constitucional, cuando sus intereses resulten afectados o amenazados, mediante la interposición de acciones administrativas y judiciales ya sea en representación grupal, colectiva o general. No obsta a lo aquí expuesto, en orden al art. 43 de la Constitución Nacional, el hecho de que en el sub lite se haya demandado según el proceso sumarísimo en los términos del art. 53 de la ley 24.240, pues la acción de amparo no es el único canal apto para tutelar los derechos constitucionales. Ante la ausencia de pautas adjetivas mínimas que regulen la acción colectiva y a los fines de resguardar el derecho de defensa en juicio de modo de evitar que alguien pueda verse afectado por un sentencia dictada en un proceso en el que no ha tenido la posibilidad efectiva de participar, devolver las actuaciones al juzgado de origen a fin de que se verifiquen los recaudos formales que hacen a su viabilidad, según las pautas dadas por la Corte en el considerando 20) de la causa "Halabi" citada.


    PADEC c/ Swiss Medical S.A. s/ Nulidad de cláusulas contractuales


    P, 361, L.XLIII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Medio Ambiente


    Daño ambiental. Competencia justicia provincial. Autoridades locales: protección ambiental. Ausencia carácter interjurisdiccional del pleito: improcedencia fuero federal. Valoración de circunstancias de acuerdo a la localización del factor degradante.


    La propia Constitución, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. La determinación de la naturaleza federal del pleito -el carácter interjurisdiccional del daño denunciado- debe ser realizada con particular estrictez de acuerdo con la indiscutible excepcionalidad del fuero federal, no verificándose causal específica que lo haga surgir, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local.


    Justicia Ambiental Asociación Civil c/ Curtarsa Curtiembre Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1040, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Trabajo. Condiciones de Trabajo. Empleo Público


    Demanda interpuesta con fundamento en el decreto 1770/91. Diferencias salariales. Sumas consolidadas por la ley 23.982. Modo de cálculo de intereses.


    El decreto 1770/91 reconoció a todos los magistrados nacionales y funcionarios de jerarquía equivalente, que se hubieran desempeñado como tales entre el 1° de abril de 1987 y el 31 de octubre de 1990, el pago de una suma hasta un monto que se establecería multiplicando la suma fija indicada en su art. 1° por la cantidad de meses en que prestaron servicios dentro del período indicado. Al tratarse de créditos a cargo del Estado Nacional que encuentran su origen en el reconocimiento de diferencias salariales devengadas durante un período determinado con anterioridad al 1° de abril de 1991, quedan alcanzados por la consolidación dispuesta por la ley 23.982 -a lo que no obsta que el decreto 1770/91 se hubiera dictado en una fecha posterior- y los intereses deben calcularse de conformidad con el procedimiento fijado por el art. 45 de la ley 26.078.


    Sedelli, Enrique y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) s/ Empleo Público.


    S, 184, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales. Inexistencia derecho adquirido. Falta de acto administrativo concediendo el suplemento por jefatura. Efecto constitutivo de derecho. Improcedencia cobro de adicional con anterioridad al dictado del acto.


    Si bien la jurisprudencia constante de la Corte expresa que si bajo la vigencia de una ley el particular ha cumplido todos los actos y condiciones sustanciales y requisitos formales en ella previstos para ser titular de un derecho determinado, debe considerarse que hay derecho adquirido, no corresponde en autos aplicar tal doctrina toda vez que la disposición es clara en cuanto a que es necesario el dictado de un acto administrativo que apruebe la designación del suplemento y, por lo tanto, sea éste constitutivo del derecho. El suplemento se cobrará a partir del mes siguiente del acto de aprobación; en consecuencia, no habiendo sido tampoco atacada esta premisa, se corrobora el efecto constitutivo de derecho del acto, por lo que mal podría pretenderse su cobro sino desde la fecha en que el acto fuere dictado.


    Chedufau de Pinto, Maria Lilian c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Empleo público.


    C, 1101, L.XLIV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    No Enumerados. Catálogo. Salud


    Derecho fundamental a la salud. Pedido para que una obra social y, subsidiariamente, el Estado Nacional, se hagan cargo de un procedimiento en etapa experimental. Disposición Nº 5330/97 (ANMAT): estudios clínicos aplicados en seres humanos. Artículo 20 de la ley 17.132.


    El objeto del pleito se ubica en el ámbito del derecho fundamental a la salud, aunque, en la especie, en ese concepto -de importancia innegable-, se incardinan otros que también revisten relevancia singular, como son los relacionados con el poder de policía sanitaria. En efecto, mas allá de los alcances de la gratuidad prevista en la Disposición Nº 5330/97 (ANMAT), el consenso internacional determina -en defensa de los sujetos de investigación-, que los estudios clínicos aplicados en seres humanos, deben ajustarse a los más rigurosos cánones técnicos y éticos. Dicha exigencia deviene de la naturaleza primordial de los derechos humanos que se juegan en esas experiencias, sobre todo si se tiene en cuenta la vulnerabilidad que en muchos casos sufren los individuos que se ven precisados a participar en ellas, producto de sus padecimientos físicos. En ese sentido, la ley 17.132, en su art. 20, descarta razonablemente toda posibilidad de desarrollos que comprometen a seres humanos, sin aprobación científica y al margen de la supervisión de la autoridad sanitaria. Esos aspectos, imponen al intérprete la tarea de calibrar los componentes de la situación jurídica particular, como ya lo ha hecho esa Corte en el contexto de procesos de amparo a nivel salud y discapacidad. La trascendencia de las circunstancias apuntadas, en tanto en autos se pretende que una obra social y, subsidiariamente, el Estado Nacional, se hagan cargo de un procedimiento en etapa experimental, y la circunstancia de que, en definitiva, los agravios expuestos se vinculen con aristas meramente probatorias, ponen en evidencia que la materia federal que se esgrime -arts. 16, 18, 42 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional y derechos a la salud y la vida, genéricamente invocados-, carece de la relación directa e inmediata que hace a la procedencia del remedio de excepción que se intenta. En este terreno, la Corte Suprema ha enseñado desde antiguo que ni la mera exposición de reproches constitucionales, ni el planteo de soluciones jurídicas distintas a las que siguió el pronunciamiento -incluso sobre la base de la interpretación de reglas federales-, alcanzan para descalificar lo decidido por el tribunal de la causa. A la luz de ese criterio, la apelación no debe prosperar.


    B., Valeria c/ Obra Social Unión Personal s/ Amparo


    B, 537, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Ausencia de una afectación grave del derecho fundamental a la salud. Negativa formulada por una obra social a continuar prestando servicio a un afiliado cuando ya había cesado la relación laboral y habían transcurrido los tres meses previstos por la ley. Art. 10 de la ley 23.660. Proceso de insania: pedido de cobertura de salud por medio de una pensión o jubilación. Interés satisfecho en forma excedentaria: acceso a una afiliación sine die, con alcances idénticos a aquellos que se propusieron desde el inicio de la curatela.


    Corresponde determinar que una vez superado el plazo previsto por el art. 10 de la ley 23.660, la negativa formulada por la obra social a continuar prestando servicio a un afiliado cuando ya había cesado la relación laboral y habían transcurrido los tres meses previstos por aquel estatuto, no aparece teñida de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, pues se adhiere a lo dispuesto por la norma específica. Asimismo, en el caso tampoco se configura una afectación grave del derecho fundamental a la salud, toda vez que, según surge del expediente sobre insania, el actor -quien recibe tratamiento médico y farmacológico a través de una institución local-, estaría a punto (si no lo ha logrado aún), de normalizar su situación, merced a la gestión de un beneficio previsional, con el correlativo ingreso a la estructura asistencial respectiva. De ser así, su interés vendría a llenarse en forma excedentaria, ya que accedería a una afiliación sine die, con alcances idénticos a aquellos que se propusieron desde el inicio de la curatela. Es que, mientras se desarrollaba el amparo, en aquel otro proceso se impulsó la cobertura de salud por medio de una pensión o jubilación.


    M., E. L. c/ Obra Social del Personal Marítimo y Otros s/ Amparo.


    M, 988, L.XLIV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Prestación médica obligatoria. Medida autosatisfactiva: restablecimiento de cobertura de una persona con salud mental comprometida. Corresponde a la justicia federal.


    Debe declararse la competencia del fuero civil y comercial federal para entender en las actuaciones; al encontrarse en juego normas y principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia, para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, al establecer la prestación médica obligatoria, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos, en razón de que la Ley 24.754 hizo extensivas las prestaciones básicas implementadas por las Leyes 23.660, 23.661 y sus reglamentaciones, a las prestadoras privadas. Estos obrados resultan autónomos respecto del proceso de insania del actor, en trámite ante el Magistrado de Familia, iniciado a posteriori, y al solo efecto de dar cumplimiento con la requisitoria del Juez Federal de turno al respecto, la competencia del Juzgado de Familia, es exclusiva y excluyente, no ejerciendo la insania fuero de atracción con relación a la presente causa.


    Á., M. c/ Mutual Agua y Energía s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 382, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Garantías


    Amparo


    Remisión a "Contino, Javier Leonardo c/Obra Social de Unión del Personal Civil de la Nación y otros s/amparo" (S. C. C. N° 1005, L. XLIV).


    Contino, Javier c/ Obra Social de Unión del Personal Civil de la Nación


    C, 880, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo: pedido de inconstitucionalidad del artículo 9 de la ley 24.463. Descuento practicado en el haber jubilatorio que desnaturaliza el derecho a obtener un beneficio previsional integral y móvil. Sentencia arbitraria: decisión de naturaleza dogmática, que cuenta con el sólo apoyo de la voluntad del juzgador.


    Frente a una acción de amparo interpuesta para que se declare la inconstitucionalidad del artículo 9 de la ley 24.463, por entender que el descuento practicado en el haber jubilatorio, en virtud de dicha norma, desnaturaliza el derecho a obtener un beneficio previsional integral y móvil al superar ampliamente, el porcentaje retenido, los límites fijados por la Corte Suprema, tornándolo confiscatorio, si bien el organismo previsional, en su escrito de contestación de demanda, cuestionó la vía procesal utilizada para encausar la acción alegando la necesidad de un mayor debate y prueba -transcribiendo una jurisprudencia de la Corte Suprema sin explicitar razón alguna al respecto-, lo cierto es que el fallo cuestionado constituye una decisión de naturaleza dogmática, que cuenta con el sólo apoyo de la voluntad del juzgador y por ello se torna descalificable como acto jurisdiccional válido a la luz de la excepcional doctrina referida. Esto es así, pues el sentenciador no precisó qué otra prueba se debería aportar al proceso para realizar un examen acabado de la causa, cuando la arrimada por el actor siquiera fue cuestionada por la demandada. Asimismo, no se advierte cuál es el impedimento alegado por el a-quo para el estudio -en el marco del amparo- de las normativas que rigen la cuestión en debate, máxime cuando se está ante una solicitud de la órbita de la seguridad social, circunstancia que imponía que el juzgador justifique con mayor rigor su conclusión. De este modo, las circunstancias apuntadas impiden visualizar con claridad la ventaja de ventilar el litigio en un proceso ordinario tal como lo sostuvo la Cámara, razón que es suficiente para descalificar el decisorio en crisis, desde que las falencias indicadas ponen en evidencia que el sentenciador no actuó con la cautela con la que deben actuar los jueces cuando deciden sobre beneficios de orden alimentario.


    Car, José c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    C, 4283, L.XLI, 10 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Hábeas Corpus. Estado de Sitio



    Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043. Exilio voluntario. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento de fs. 92 realizó un examen de las circunstancias en las que el actor debió abandonar el país, así como de las probanzas obrantes en autos y concluyó que en ellas no existía prueba suficiente para tener mínimamente por configurados los presupuestos tenidos en cuenta por la Corte en el precedente "Yofre de Vaca Narvaja, Susana". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 -ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 -ex 141.610/04").


    Abus, Ernesto Angel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Ex. 151.437/05)


    A, 1248, L.XLIV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Assaf, Estela María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06


    A, 948, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Echenagucía Istillarte, Lucas Eugenio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Ex. 147.847/05)


    E, 154, L.XLIV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Figueiras, Marina Laura c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Ex. 152.938/06)


    F, 638, L.XLIV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio puro. Improcedencia concesión de indemnización. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento de fs. 116 realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, así como de las probanzas obrantes en autos y concluyó que en ellas no existía prueba suficiente para tener mínimamente por configurados los presupuestos tenidos en cuenta por la Corte en el precedente "Yofre de Vaca Narvaja, Susana", máxime, cuando la demandante regresó al país voluntariamente en diciembre de 1982 "circunstancia ésta que hace presumir válidamente que no temía por su libertad".


    Galíndez, María Virginia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1418/06 (Ex. 452.058/98)


    G, 962, L.XLIV, 04 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de indemnización. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de las circunstancias en las que la actora abandonó el país, así como de las probanzas obrantes en autos y tuvo por no acreditada ni la persecución política que la actora alega haber sufrido, ni la existencia de órdenes restrictivas de su libertad que, conocidas por ella, le permitieran considerar que su vida o su libertad se hubiesen hallado en peligro; de lo que concluyó que su decisión de abandonar el país debía ser interpretada como un exilio voluntario. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 ? ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 ex. 141.610/04") y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Guerra Peña, Mary Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1382/06


    G, 1100, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Henales, Oscar José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 149/08 (Ex. 145.933/04)


    H, 188, L.XLIV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Ledesma, Ana Clarisa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06.


    L, 542, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Ledesma, Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Ex. 146.088/04)


    L, 541, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Morán, Aldo Julián c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 194/08 (Ex. 147.938/05)


    M, 77, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Nale Roxlo, María Teresa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex.


    N, 78, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Improcedencia concesión de indemnización. Falta de prueba. Remisión.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de las circunstancias en las que la accionante debió exiliarse así como de las probanzas obrantes en autos y concluyó que no logró probar la alegada persecución política y personal en su contra e interpretó que su partida del país fue "un autoexilio voluntario, más sin desconocer que circunstancias exógenas relacionadas con el régimen reinante en el país en ese momento pudieron haber influido en la decisión tomada". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04") y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Nemseff, Lucinda Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Resol. 1382/06 - Art. 3 Ley 24.043 (Ex. 145.271/04)


    N, 14, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley. 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Pravisani, Mirta Araceli Teresita c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 779/08 (Ex. 132.574/02)


    P, 846, L.XLIV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Blumetti, Mirta Sonia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Res. 1510/08 (Ex. 151.187/05)


    B, 365, L.XLV, 23 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Figura de libertad vigilada. Falta de prueba. Denegación de beneficio.


    Remisión M. 894, L. XLII, "Merola, Hugo Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos" autos en los que el actor sostuvo que, recuperada su libertad, debió "reportar telefónicamente a un Sr. Jiménez y después a un tal 'Colores'y en los que la Cámara le había denegado el beneficio previsto por la ley 24.043. La Cámara -si bien de manera sucinta- examinó la situación de privación y grave menoscabo a su libertad que el actor dijo haber padecido, analizó si ella había sido corroborada en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo, estimó que no obraban en estas actuaciones constancias que acreditasen indubitablemente tal circunstancia y resolvió así rechazar el recurso de apelación directo interpuesto por el actor.


    Navarro, Obdulio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 769/07(Ex. 441.282/98)


    N, 63, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión del beneficio. Período posterior a la detención ilegítima.


    Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar -a efectos de otorgar la compensación- el período en el que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su previa detención ilegítima, por considerar que se trataba de una prolongación de aquel estado de restricción de la libertad. Así, al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" se aseveró que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que V.E. señaló como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva.


    Peralta, Norma Edith c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1839/08 (Ex. 337068/92)


    P, 184, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Moriondo, Ana Rita c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 7551/05 (Ex. 149150/05)


    M, 29, L.XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Serrano, Claudio Javier c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 585/07 (Ex. 151.436/05)


    S, 364, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal apelado en su pronunciamiento realizó el examen -si bien sucinto- de las probanzas obrantes en autos y concluyó que el caso resultaba asimilable al ponderado por V.E. in re "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que debía concederse el beneficio. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de exilio puro (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04").


    Sosa, Silvia Graciela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 195/08 (Ex. 148.369/05)


    S, 266, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Tellez, María Guadalupe y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 904/08 (Ex. 150.570/05)


    T, 222, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión del beneficio. Remisión. Libertad vigilada. Heredera del peticionario del beneficio.


    Remisión M. 894, L. XLII, "Merola, Hugo Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos". Señaló allí V.E. que las cuestiones planteadas encontraban respuesta en el precedente "Noro", en tanto correspondía incluir dentro de la figura de "libertad vigilada", no sólo los casos que formalmente se ajustaron a la reglamentación del gobierno de facto y que fueron objeto de un acto administrativo debidamente notificado al interesado, sino también "aquellos otros en los que la persona fue sujeta a un estado de control y de dependencia falto de garantías -o sin pleno goce de las garantías- demostrable en los hechos, que representó un menoscabo equiparable de su libertad. Toda vez que el heredero asume la misma condición en la que se encontraba el transmitente y que no puede alterar el monto de las cuestiones debatidas, más allá de lo que surge de la información sumaria cuya copia obra en autos y de la explicación brindada por Concepción Episfania Bordón a requerimiento de la autoridad de aplicación el beneficio debe ser concedido sólo desde la fecha señalada por el causante.


    Bordón, Pedro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1461/06 (ex 350.080/93).


    B, 1415, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Abus, Laura c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Exp. 145.395/04)


    A, 713, L.XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    García Iglesias, Silvia Mónica c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 149/08 (Ex. 149.166/5)


    G, 879, L.XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    García, Mirta Adriana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 149/08 (Expte. 149.169/05)


    G, 906, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Rechazo del beneficio. Ausencia de prueba de la persecución política y personal. Exilio voluntario. Improcedencia aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja".


    El tribunal en su pronunciamiento, realizó un examen -si bien sucinto- de las circunstancias en las que el demandante debió exiliarse, así como de los elementos obrantes en autos y llegó a la conclusión de que el actor no había sustentado válidamente sus dichos de persecución política y personal que acreditase una "situación siquiera próxima a la padecida por la familia Vaca Narvaja". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04".


    Giovagnoli, Julio César c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180-06 (Expte. 448.203-98)


    G, 391, L.XLIV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Istillarte, Teresa María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Ex. 330.485/92)


    I, 156, L.XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Pfluger, María Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 797/01


    P, 1309, L.XLIII, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Soto, Juan Leonardo y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043


    S, 812, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Aganchul, Estela Maris c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06


    A, 590, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Armengol, Carlos Eusebio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06 - Ex 146.718/04


    A, 133, L.XLIV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    Esta Procuración General, en oportunidad de analizar la situación traída a examen in re Y. 43, XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior (Resolución MJDH 221/00) - expte. 443.459/98" opinó que tal situación sí encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias y, por ende, que correspondía otorgar la compensación peticionada, toda vez que "detención, no solo en esa ley sino también para el sentido común, significa distintas formas de menoscabo a la libertad ambulatoria .Por ello, no cabe duda que también se encuentra ínsito en el concepto de detención de la ley en análisis, el confinamiento obligado de toda una familia -abuelos, hijos, cónyuges y nietos- en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes". Al dictar sentencia como lo hizo, el tribunal apelado siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "CAGNI Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04".


    Beguelin, Celia María del Rosario c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1418/06 (Ex 437.077/98)


    B, 150, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Di Florio, Silvia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06 - Ex. 450.504/98


    D, 924, L.XLIII, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Díaz, Mario Antonio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156/06


    D, 917, L.XLIII, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    Esta Procuración General, en oportunidad de analizar la situación traída a examen in re Y. 43, XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior (Resolución MJDH 221/00) - expte. 443.459/98" opinó que tal situación sí encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias y, por ende, que correspondía otorgar la compensación peticionada, toda vez que " .detención, no solo en esa ley sino también para el sentido común, significa distintas formas de menoscabo a la libertad ambulatoria .Por ello, no cabe duda que también se encuentra ínsito en el concepto de detención de la ley en análisis, el confinamiento obligado de toda una familia -abuelos, hijos, cónyuges y nietos- en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes". El tribunal -si bien de manera sucinta- examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que debía concederse el beneficio peticionado. Al dictar sentencia como lo hizo, el tribunal apelado siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "CAGNI Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04".


    Greco, Santiago Martín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Ex 145.977/04)


    G, 69, L.XLIV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Guevara, Ana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Ex 150.937/05)


    G, 423, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Lerena López, Fabiana Fernanda c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 - Ex. 452.765/98


    L, 152, L.XLIV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Montenegro, Marcelo Luis c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06


    M, 1562, L.XLIII, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Nillni, David Horacio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex 446.442/98)


    N, 26, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio Puro. Procedencia indemnización. Aplicación doctrina precedentes "Yofre de Vaca Narvaja" y "Portugheis".


    Esta Procuración General, en oportunidad de analizar la situación traída a examen in re Y. 43, L. XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior (Resolución MJDH 221/00) - expte. 443.459/98" opinó que tal situación sí encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias y, por ende, que correspondía otorgar la compensación peticionada, toda vez que " .detención, no solo en esa ley sino también para el sentido común, significa distintas formas de menoscabo a la libertad ambulatoria .Por ello, no cabe duda que también se encuentra ínsito en el concepto de detención de la ley en análisis, el confinamiento obligado de toda una familia -abuelos, hijos, cónyuges y nietos- en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por el Tribunal en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 -ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04".


    Nillni, Sergio Alejandro c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06 (Ex 446.443/98)


    N, 27, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Varszafski Chejanowski, Elena c/ Ministerio Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181-06 (Ex 132.845-02)


    V, 218, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Yacomini, Ricardo Julio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06


    Y, 7, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Zucaria, Eleonor Elena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 - Ex 449.142/98


    Z, 61, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio posterior a la detención. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio.


    Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, por considerar que se trataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Así, al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" -a los que la Corte remitió en razón de brevedad- se sostuvo que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que V.E. indicó como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Cabe recordar que, más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva (circunstancia ésta que en el sub lite fue reconocida por la autoridad de aplicación y cuya indemnización dispuso por la resolución M.I. n° 1510/94, del Ministro del Interior).


    Bertella, María Luján c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (Exp. 389.674/95)


    B, 761, L.XLIV, 11 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Falta de prueba de que el exilio hubiese sido la única alternativa a fin de preservar la seguridad e integridad física. Denegación del beneficio.


    El tribunal en su pronunciamiento de fs. 214/216, realizó un examen de las circunstancias en las que el demandante debió exiliarse, así como de los elementos obrantes en autos y llegó a la conclusión de que no se encontraba probado que el camino del exilio hubiese sido la única alternativa con la que contaba la madre del actor, que a la sazón tenía algo más de un año de edad, a efectos de preservar su seguridad e integridad física. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "CAGNI Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04").


    Martínez Zemborain, Nicolás c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181/06 (Exp. 132.985/02).


    M, 870, L.XLIV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Picardi, Ilda Raquel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1166/06 (Expte. 446.065/98)


    P, 645, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Viale, José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181/06 (Expte. 132.578/02)


    V, 361, L.XLIV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Barboza, Elvira c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Dic 3014/05 (Ex. 133.530/02)


    B, 1209, L.XLIV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó el examen -si bien sucinto- de las probanzas obrantes en autos, cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias que tuvo en consideración V.E. en el caso "Yofre de Vaca Narvaja" y concluyó que no alcanzaban para demostrar que la decisión del actor de exiliarse, lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada "fue la única alternativa que tuvo para salvar su vida". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04").


    Bejarano, Mariano c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 192/108 (Ex.


    B, 387, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Compensación prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Persona menor de edad al momento del exilio de los progenitores. Concesión del beneficio.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó el examen -si bien sucinto- de las probanzas obrantes en autos y concluyó que resultaban atendibles las razones expuestas por el actor en el sentido de que su progenitor se vio forzado a abandonar el país para salvaguardar su integridad y la de su familia, entre cuyos miembros se contaba el recurrente, a la sazón menor de edad.


    Cabral, Benjamín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2089/08 (Ex. 153.321/06).


    C, 313, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Chamorro, Rafael c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 368/08 (Ex. 44924/98)


    C, 145, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Fiszbein Brandenburg, María Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/05 (Ex. 145.593/04)


    F, 11, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Compensación prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio. Beneficio otorgado a los padres de la actora. Concesión de la indemnización.


    El tribunal -si bien de manera sucinta- examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos y concluyó que dado la edad con la que contaba la actora cuando abandonó la Argentina junto a sus progenitores -quienes habían hecho uso de la opción de salir del país- no era dable considerar como forzosa la salida del país de sus padres y negarle dicho carácter a la de su pequeña hija.


    Korilchik, Paula Andrea c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 143/08 (Ex. 45.267/04)


    K, 54, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Krueger, Aldo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (Ex. 132.863/02)


    K, 26, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Marafuschi, Virginia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06


    M, 682, L.XLIV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Penedo, Julieta c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 831/08 (Ex. 146.145/04).


    P, 112, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Rosenzweig, Mario Tomás c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 62674/04) (Ex. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 150.172/05)


    R, 913, L.XLIV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Rotania, Julieta Victoria c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 661/08 (Ex. 150.348/05)


    R, 943, L.XLIV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Ruda, Luis Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 145.323/04)


    R, 134, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Villarreal, María Inés c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 755/08 (Ex. 149.623105)


    V, 83, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Zuker, María Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 146.133/04)


    Z, 37, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043 (modificada por la 24.906). Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Falta de prueba. Denegación del beneficio.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de los sucesos que habrían motivado el exilio de la apelante, así como de las probanzas obrante en autos y tuvo por no acreditada ni la persecución política que la actora alega haber sufrido, ni la existencia de ordenes restrictivas de su libertad que, conocidas por ella, le permitieran considerar que su vida o su libertad se hubiesen hallado en peligro, de lo que concluyó que su decisión de abandonar el país debía ser interpretada como un exilio voluntario. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, EIsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04").


    Barca, María Isolina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Ex. 147.721105)


    B, 25, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de los sucesos que habrían motivado el exilio del apelante, así como de las probanzas obrante en autos y llegó a la conclusión de que no se encontraba probado que el camino del exilio hubiese sido la única alternativa con la que contaba el actor a efectos de preservar su seguridad e integridad física. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 -ex. 446755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 -ex 141610/04)".


    Basualdo, Alberto José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1463/06 (Ex. 446.376/98)


    B, 42, L.XLV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Bejarano, Enriqueta Carolina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 191/08 (Ex. 145.740/04)


    B, 133, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de los sucesos que habrían motivado el exilio del apelante, así como de las probanzas obrante en autos y tuvo por no acreditada la persecución política alegada por el actor, de lo que concluyó que su decisión de abandonar el país debía ser interpretada como un exilio voluntario, aun cuando pudieran haber influido en la decisión que tornó circunstancias exógenas relacionadas con el régimen imperante en ese momento en el país. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de exilio puro (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04").


    Devoto, Alejandro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (Ex. 145.631/04)


    D, 28, L.XLV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Frayssinet, Cristina Maria c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 831/0S (Ex. 150.979/05)


    F, 92, L.XLV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Guevara, Martín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 535107 (Ex. 150.938 105)


    G, 196, L.XLV, 13 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Guevara, Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 153.640/05)


    G, 195, L.XLV, 13 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex 141610/04)".


    Navarro, Cristina María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (exp. 337.553/92)


    N, 15, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    González, Angelina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 149108 (Ex. 146.128104)


    G, 1025, L.XLIV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Ledesma, Adrián c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156/06 (Ex. 146.947/04)


    L, 525, L.XLIV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Ruda, Hugo Ricardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 144.402/04)


    R, 16, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Tatar Fiszben, Iara c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 145.597/04)


    T, 53, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Ubaldini, Paula c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 126/08 (Ex. 145.274)


    U, 11, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    De Petre, Juan Carlos c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 755/08 (Ex. 149.147/05)


    D, 51, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Díaz, Patricia Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 584/07 (Ex. 150.970/05)


    D, 50, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de los sucesos que habrían motivado el exilio del apelante, así como de las probanzas obrante en autos y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que no concurrían en el caso circunstancias similares a las tenidas en cuenta por el Tribunal en el citado precedente. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de exilio puro (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04").


    Gabetta, Néstor Hugo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 (Ex. 451.018/98)


    G, 55, L.XLV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Exilio puro. Circunstancias equiparables. Concesión de indemnización. Precedente "Yofre de Vaca Narvaja".


    La Cámara -si bien de manera sucinta- examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja" y concluyó que la situación por la que atravesó el actor era asimilable a la de dicho precedente, en atención a que " .frente a la persecución, desaparición y muerte que rodeaba a su entorno laboral y social se presenta como verosímil y fundado el temor por su vida y su libertad. Al dictar sentencia como lo hizo, el tribunal apelado siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, EIsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446.755/98)" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex 141.610/04)".


    Galin Israel, Pedro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 596/06 (Ex. 158.794/07)


    G, 354, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 928, L. XLIII, "López Osornio, Viviana Marcela c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1561/06 (ex. 452.046/98)".


    Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp. 154.006/06)


    G, 119, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 119, L. XLV, "Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp. 154.006/06)".


    Gass, César Aníbal c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (exp. 447.993/98)


    G, 477, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 119, L. XLV, "Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp. 154.006/06)".


    Gass, Leandro Saúl c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1113/08 (exp. 447.991/98)


    G, 246, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 354, L. XLV, "Galin, Israel Pedro c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 596/06 (Ex. 158.794/07)".


    Goldin, Martha Susana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 335/08 (Ex. 158.795/07)


    G, 352, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    González, Ricardo Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 149/08 (Ex. 146.127/04)


    G, 1026, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Lelchuk, Alicia Noemí c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Res. 1200/06 (Ex. 132.860/02)


    L, 676, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Marafuschi, Eduardo Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06


    M, 683, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Paredes, Berta Isabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 336/08 (Ex. 151.051/05)


    P, 1005, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Parisi, Alberto Policarpio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 (Ex. 448.206/98)


    P, 992, L.XLIV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Pereyra, Alba Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1023/08 (Ex. 151.388/05)


    P, 85, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Rico, Gerardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 755/08 (Ex 151.228/05)


    R, 32, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 100, L. XLIV, "Cortese, María Cecilia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1409/06 (ex. 345313/92)".


    Thompson, Andrés Arturo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1383/06 (exp. 451.154/98)


    T, 13, L.XLV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Truppel, Clara Mercedes c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08 (Ex. 147.851/05)


    T, 52, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98).


    Yankelevich Pattin, Gabriela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 488/08 (Ex. 145.811/04)


    Y, 43, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 119, L. XLV, "Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp. 154.006/06)".


    Yoguel de Gass, Ilda c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp. 154.007/06)


    Y, 56, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de los sucesos que habrían motivado el exilio de la apelante, así como de las probanzas obrantes en autos y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que no concurrían en el caso circunstancias similares a las tenidas en cuenta por la Corte en el citado caso. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de exilio puro (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 ex. 141.610/04").


    Zacco, Hebe c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06


    Z, 5, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Exilio puro. Circunstancias equiparables: pérdida de libertad ambulatoria. Concesión de indemnización.


    El tribunal en su pronunciamiento, realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, así como de las probanzas obrantes en autos y concluyó que en ellas se configuraba un contexto en el que el ostracismo fue el camino idóneo para preservar su vida o su libertad.


    Munarriz, María Susana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06 (Ex. 446.441/98)


    M, 916, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Ríos, Mariana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 193/08 (Ex. 147.796/05)


    R, 739, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Solari, Juan Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 412/08 (Ex. 145.928/04)


    S, 907, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Unia, Gerónimo Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446.582/98)


    U, 64, L.XLIV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Abus, Angel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Expte 145.397/04)


    A, 418, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Ceirano, Luciana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Expte. 150.802/05)


    C, 571, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Erostarbe Candamil, Federico Carlos c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Expte 150.953/05)


    E, 69, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Krueger, Laura Alicia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06 (Expte. 454.277/98)


    K, 60, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Rotania, Marcela Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Expte. 150.347/05).


    R, 353, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Teper Battiaz, Andrés c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Expte. 145.929/04)


    T, 222, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Bonet, Hernán Diego c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (Expte. 132.862/02)


    B, 535, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Blaustein, Liliana Clara c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1212/07 (Expte. 150.297/05)


    B, 792, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Drangosch, Susana Lía c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156-06 (Expte. 446.042-98).


    D, 923, L.XLIII, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Frondizi, Marcelo Hernando c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06 (Expte 144.307/04)


    F, 352, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión del beneficio por el período de exilio, posterior a la detención ilegal sufrida.


    Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, si se trataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Así, al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" -a los que la Corte remitió en razón de brevedad- se sostuvo que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que la Corte indicó como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Cabe recordar que, más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva. Para resolver como lo hizo, el tribunal efectuó un análisis -si bien sucinto- de las circunstancias en las que la actora debió exiliarse y de las probanzas obrantes en autos, de lo que concluyó que se verificaba en ellas un supuesto que presentaba semejanzas sustantivas a las ponderadas por la Corte en otros casos relacionados con la aplicación de la ley 24.043.


    Flesler, Raquel Cecilia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1406/06 (Expte. 446.308/98)


    F, 368, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Morales, Raúl Héctor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (Expte. 338.930/92)


    M, 414, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Teper, Leonardo Víctor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Expte. 145.930/04)


    T, 220, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex 141610/04)".


    Bruera, Juan Carlos Emilio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Expte. 150.210/05)


    B, 986, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Ministerio de Justicia y DDHH. Resolución 779/08. Persecución y exilio: beneficio previsto en ley 24.043. Precedentes "Aragón" y "Portugheis". Caso "Yofre de Vaca Narvaja": características familiares especialísimas. Confinamiento obligado.


    Es dable poner de resalto que la resolución 779/08 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -cuya impugnación directa por vía del art. 3° de la ley 24.043 dio origen a la intervención de la Cámara- no ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido, toda vez que no contiene los motivos concretos que llevaron a denegar el beneficio solicitado por la actora -resolvió conjuntamente catorce pretensiones-, máxime que en ella sólo se hicieron consideraciones generales sustentadas en un dictamen del señor Procurador del Tesoro de la Nación y no, como lo exige el art. 7° inc. b, de la LNPA, en los hechos y antecedentes de la causa. Cabe recordar al respecto, que en ocasión de dictaminar en expedientes en los cuales la Sala, al igual que aquí, remitió a su precedente "Aragón", se aconsejó -en consonancia con lo resuelto por la Corte - revocar lo decidido y devolver las actuaciones al tribunal a fin de que se dictase un nuevo fallo. Sin perjuicio de lo expuesto resulta pertinente recordar también, que la Procuración General, en oportunidad de analizar la situación traída a examen, manifestó que tal situación encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias toda vez que "también se encuentra ínsito en el concepto de detención de la ley en análisis, el confinamiento obligado de toda una familia en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes", circunstancias éstas que guardan cierta analogía con las del presente.


    Borgoglio, María Luisa c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043-Resol. 779/08 (E 145.627/04)


    B, 139, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto en la ley 24.043: circunstancias que rodearon el exilio. Casos denominados de "exilio puro". Precedente “Yofre de Vaca Narvaja”.


    El thema decidendi consiste, pues, en determinar si las circunstancias que rodearon el exilio del demandante, son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. Es dable poner de resalto que la resolución 1198/06 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -cuya impugnación directa por vía del art. 3° de la ley 24.043 dio origen a la intervención de la Cámara- no ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido, toda vez que no contiene los motivos concretos que llevaron a denegar el beneficio solicitado por el actor -resolvió conjuntamente diecinueve peticiones-, máxime que en ella sólo se hicieron consideraciones generales sustentadas en un dictamen del Señor Procurador del Tesoro de la Nación y no, como lo exige el art. 7° inc. b, de la LNPA, en los hechos y antecedentes de la causa. No obstante ello, el tribunal en su pronunciamiento -si bien de manera sucinta- realizó un examen de los sucesos que habrían motivado el exilio del apelante, así como de las probanzas obrantes en autos y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que no concurrían en el caso circunstancias similares a las tenidas en cuenta por la Corte en el citado caso. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Salinas, Juan José c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446.705/98)


    S, 210, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Concesión del beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio puro. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    La Cámara -si bien de manera sucinta- examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y señaló que aquéllas guardaban cierta analogía con las tenidas en cuenta por V.E. en el precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que debía concederse el beneficio. La Cámara siguió las pautas sentadas, por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04)".


    El Ganame, María Zaide c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06 (Ex. 386.853/95)


    E, 10, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión del beneficio. Casos de exilio: precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    Es dable poner de resalto que la resolución 937/06 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -cuya impugnación directa por vía del art. 3° de la ley 24.043 dio origen a la intervención de la Cámara- no ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido, toda vez que no contiene los motivos concretos que llevaron a denegar el beneficio solicitado por la actora -resolvió conjuntamente catorce pretensiones-, máxime que en ella sólo se hicieron consideraciones generales sustentadas en un dictamen del señor Procurador del Tesoro de la Nación y no, como lo exige el art. 7° inc. b, de la LNPA, en los hechos y antecedentes de la causa. La Cámara —si bien de manera sucinta— examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y concluyó que la decisión de la actora de abandonar el país no debía interpretarse como un autoexilio voluntario. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro” y, por ende, ésta debería ser confirmada.


    Moreno, Elena Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 937/06


    M, 422, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Compensación prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Improcedencia aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Denegación de la indemnización. Casos de "exilio puro".


    El tema decidendi consiste, pues, en determinar si las circunstancias que rodearon el exilio de la demandante, son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. Es dable poner de resalto que la resolución 1180/06 del Ministerio de Justicia y Derechos Humano -cuya impugnación directa por vía del art. 3° de la ley 24.043 dio origen a la intervención de la Cámara- no ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido, toda vez que no contiene los motivos concretos que llevaron a denegar el veredicto solicitado por la actora -resolvió conjuntamente trece peticiones-, máxime que en ella sólo se hicieron consideraciones generales sustentadas en un dictamen del señor Procura dar del Tesoro de la Nación y no, como lo exige el art. 7° inc. b, de la LNPA en los hechos y antecedentes de la causa. No obstante ello, el tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de los sucesos que habrían motivado el exilio de la accionante, así como de las probanzas obrantes en autos y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que la apelante no logró probar la alegada persecución política y personal' en su contra e interpretó que su partida del país fue " .un autoexilio voluntario, aunque pudieran influir circunstancias exógenas relacionadas con la tiranía reinante en el país". Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Veleda, Telma Elena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180106 (Ex. 448.985/98)


    V, 37, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    La Cámara - si bien de manera sucinta - examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja ", para concluir que debía concederse el beneficio peticionado. Al dictar sentencia como lo hizo, el tribunal siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04") y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Gómez, Dora Graciela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 146.001/04)


    G, 271, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH - art 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".



    Almirón, Emma Valentina c / M° J y DDHH - Art 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex 446.386/98)


    A, 1445, L.XLIII, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -art 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Carman, Jorge Carlos Gregorio c/ M° J y DDHH - Art 3 Ley 24.043 - Resol. 978/06 (Ex 150.091/05)


    C, 28, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Rillo, María Victoria c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Art. 3 Ley 24.043 Resol. 585/07 (Exp. 146130/04) s/ Recurso.


    R, 373, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ? Art. 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Roca, Alfredo Mario c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06 (ex 447.958/98) s/ Recurso


    R, 186, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio Puro. Denegación de beneficio.


    El tribunal en su pronunciamiento de fs. 86/88, realizó un examen -si bien sucinto- de las circunstancias en las que el accionante debió exiliarse así como de los elementos obrantes en autos y llegó a la conclusión de que no se encontraba probado que el camino del exilio hubiese sido la única alternativa con la que contaba la familia del actor, que a la sazón tenía diez años de edad, a efectos de preservar su seguridad e integridad física. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "CAGNI Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04") y, por ende, que ésta debería ser confirmada.


    Serrano, Sergio Fabian c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 585/07 (Expte. 151434/05).


    S, 450, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos HumanosArt. 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (ex 446755/98)".


    Yacomini José Luis c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1084/06.


    Y, 4, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Hábeas Data. Archivos, Registros, Bancos de Datos


    Procedencia de la acción de habeas data. Derecho a obtener información existente en la SIDE, a los efectos de obtener un beneficio jubilatorio. Interpretación del art. 43 de la Constitución nacional y de las leyes 25.326 y 25.520. Documentación que no compromete la seguridad y los intereses nacionales. Distintas categorías de información.


    El habeas data consagrado en el art. 43 de la Constitución nacional protege la identidad personal y garantiza que el interesado tome conocimiento de los datos a él referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos públicos o los privados destinados a proveer informes. Constituye, por tanto, una garantía frente a informes falsos o discriminatorios que pudieran contener y autoriza a obtener su supresión, rectificación, confidencialidad o actualización. En principio, la obtención de información sobre datos personales obrantes en los organismos y fuerzas de seguridad halla adecuación legal en la acción de habeas data, pero con la salvedad de los casos en que el suministro de esa información pueda, eventualmente, afectar la seguridad, la defensa nacional, las relaciones exteriores o una investigación criminal, cuestión que en cada caso deberá ser invocada por el titular de la respectiva institución. Aun cuando la función regulada por la ley 25.520 comprenda la inteligencia nacional entendida por tal a la actividad consistente en la obtención, reunión, sistematización y análisis de la información específica referida a los hechos, amenazas, riesgos y conflictos que afecten la seguridad exterior e interior de la Nación (art. 2, inc. 1), ello no implica que toda la actividad que realicen los organismos de seguridad y de defensa se encuentre alcanzadas por las excepciones previstas en el art. 17, inc. 1, de la ley 25.326, sino que sólo se podrá denegar el acceso, rectificación o supresión de aquellos datos que involucren la protección de la defensa de la Nación, del orden y la seguridad públicos, o de la protección de los derechos e intereses de terceros. El aludido art. 23 de la ley 25.326 prevé que el tratamiento de los datos personales con fines de defensa nacional o de seguridad pública por parte de las fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, organismos policiales o de inteligencia, sin consentimiento de los afectados, queda limitado a aquellos supuestos y categoría de datos que resulten necesarios para el estricto cumplimiento de las misiones legalmente asignadas a aquéllos para la defensa nacional, la seguridad pública o para la represión de los delitos. Los archivos, en tales casos, deberán ser específicos y establecidos al efecto, debiendo clasificarse por categorías, en función de su grado de fiabilidad (inc. 2).


    R. P., R. D. c/ Estado Nacional - Secretaría de Inteligencia del Estado s/ Ley 25.326.


    R, 755, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Penales. Legalidad


    Concepto de arma. Criterio amplio. Posible inclusión del concepto de arma impropia. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 975, L. XLII, “B., Oscar Roberto s/ causa nº 6634”.


    En cuanto al concepto de arma que pretende imponer la defensa, que pretende que no quedarían comprendidas en él las llamadas "impropias", no deja de ser más que una posición cuestionable, más aún si se tiene en cuenta que la propia Real Academia Española ha definido aquel término de una manera alternativa como el "instrumento, medio o máquina destinado a atacar o defenderse", lo que demuestra que no resulta viable restringir inadecuadamente -so pretexto de vulnerar el principio de legalidad- su alcance, pues de ninguna forma se le está otorgando uno distinto al aceptado gramatical, doctrinaria y jurisprudencialmente. En cuanto a los planteos referidos a la inconstitucionalidad de la reincidencia, y la posible afectación al principio "ne bis in idem" por la supuesta existencia de un concurso aparente entre dos tipos penales, cabe remitirse a lo dictaminado en la causa B. 975, L. XLII, “B., Oscar Roberto s/ causa nº 6634”.


    L., Héctor Fabián s/ Robo, etc. -causa nº 7980-


    L, 19, L.XLIV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Procesales Penales


    Debido Proceso


    Garantía del Debido Proceso. Derecho a ser oído. Audiencia de cámara. Garantía de defensa en juicio. Omisión de ofrecimiento de prueba del imputado. Necesidad de demostrar un perjuicio efectivo o afectación a garantía.


    Es condición para la procedencia de los recursos deducidos sobre la base de la violación de la defensa en juicio la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho y que ese recaudo no se satisface cuando, como en este caso, el apelante no especifica de manera concreta cuales son las defensas que el recurrente se habría visto impedido de oponer y qué influencia hubieran tenido en la decisión del pleito. Para evaluar el desempeño técnico de los abogados es preciso analizar la totalidad de las circunstancias del proceso, pues no existe un catálogo exhaustivo de reglas que permita determinar a través de su confrontación si la conducta del defensor ha sido satisfactoria o no; por el contrario, un sistema de este tipo significaría "restringir la amplia latitud que debe tener la defensa para tomar decisiones tácticas", dado que "el acto u omisión de un defensor que … es impropio en un caso puede ser legítimo e incluso inteligente en otro". Ello no implica necesariamente lesión a la garantía constitucional analizada, en tanto ella tiende a asegurar oportunidades suficientes de audiencia y prueba. Si bien es de capital importancia para el debido proceso la presencia del imputado tanto en el juicio como en la apelación la asistencia del acusado a la audiencia durante la apelación no tiene la misma significación crucial que en la audiencia del juicio.


    R., Diego s/ Robo agravado y tentativa de homicidio - causa N° 21018/07)


    R, 53, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen



    



    Queja por denegación de recurso extraordinario. Robo agravado por haber sido cometido en poblado y en banda. In dubio pro reo. Arbitrariedad de sentencia.



    Las críticas de la defensa se ciñen a cuestionar las razones por las que el a quo modificó la calificación legal de la condena a la que había arribado el tribunal de sentencia a partir del análisis de temas de hecho, prueba y derecho común, cuya apreciación constituye, en principio, una facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción, salvo supuestos de arbitrariedad que no advierto en el caso. En orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y que satisfecha esta exigencia no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales mencionados precedentemente No ha existido violación al principio de congruencia en tanto que, a partir de 10 expuesto, es posible concluir que los apelantes tuvieron amplias oportunidades de ser oídos, alegar y probar sobre cada punto que conformó el hecho motivo de condena Respecto al agravio, vinculado a la invocación del principio del in dubio pro reo, resultan de aplicación al caso, los fundamentos del dictaminen A. 799, L.XLIV "Avallone, Nicolás Alberto y otro s/causa nO 6799", apartados IV y V.


    A., Nicolas Alberto y otro s/ Causa n° 6799


    A, 805, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indeterminación del hecho de la acusación. Imputado que se abstuvo de declarar. Validez de la testimonial de un tercero que recoge los dichos del hijo de aquél. Derecho de los testigos de no declarar en contra de sus parientes más próximos. Incoercibilidad del imputado.


    La determinación clara, precisa y circunstanciada de la acusación tiene por objeto permitirle al encartado negar o explicar el hecho que se le atribuye, afirmar alguna circunstancia excluyente o atenuante de su responsabilidad, ofrecer pruebas a su favor o argumentar en sentido contrario a la imputación, o sea, en otras palabras, ejercer el derecho de defensa. No existe violación de las garantías constitucionales de la intimidad y la cohesión familiar, al incorporarse como prueba válida la testimonial de un tercero que recoge dichos de un menor, hijo de uno de los imputados, quien al tener oportunidad procesal, se abstuvo de declarar, si el a quo a través de un análisis minucioso de la valoración probatoria que sustenta la sentencia demuestra que, aún con la supresión del indicio controvertido, la misma encuentra respaldo en otras constancias de la causa. Si en el caso se trata de manifestaciones proferidas extrajudicialmente, en el contexto de una conversación desinteresada entre conocidos extraños al ámbito policial o judicial y sobre la que no recae ninguna sospecha de haber sido provocada o dirigida intencionalmente para obtener información sobre el hecho criminal que se investigaba ni de que haya existido coacción, no podría pedírseles a los eventuales testigos que no cuenten a la justicia lo que otras personas les han contado.


    B., Jorge Raúl s/ robo calificado -causa Nº 12/07-


    B, 973, L.XLIII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Oído


    Derecho del imputado a ser oído con anterioridad al dictado de la sentencia definitiva. Incumplimiento de la regla como violación a los derechos y garantías del imputado. Revisión Extraordinaria de la graduación de la pena impuesta.


    El conocimiento de visu de los condenados previo a la determinación de la pena se encuentra claramente destinado a garantizar el derecho del condenado a ser oído antes de que se lo condene, así como a asegurar que una decisión de esta trascendencia no sea tomada por los tribunales sin un mínimo de inmediación. Desde el punto de vista de la ley penal de fondo, una pena dictada sin escuchar lo que tiene que decir al respecto el condenado no puede considerarse bien determinada.


    R., Fernando Roman y otro s/ Robo agravado con arma en grado de tentativa - causa N° 19759-120/2004-


    R, 476, L.XLIV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de extraordinario contra sentencia de Casación que fija pena. Omisión de audiencia de visu. Derecho a ser oído. Incumplimiento de las prescripciones del art. 41 del C.P. Viabilidad del Recurso Federal.


    Asiste razón a la defensa ya que la omisión en la que incurrió el a quo en el caso, le implicó a la condenada un perjuicio concreto –al menos desde el punto de vista de la escala penal prevista para el delito motivo de condena, ya que la sanción que le fue impuesta permitía una determinación más favorable, extremo que, precisamente torna esencial el cumplimiento del recaudo previsto en el artículo 41 del Código Penal.


    Niz, Rosa Andrea y otros s/ Recurso de Casación


    N, 132, L.XLV, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho de Defensa


    Recurso extraordinario federal. Perjuicios derivados de la propia conducta discrecional del recurrente. Inobservancia de los plazos procesales. Régimen de preclusión.


    La garantía de defensa en juicio no ampara la negligencia de los litigantes, y los perjuicios derivados de la propia conducta discrecional del recurrente -como sustituir a su abogado de confianza una vez vencido el término para impugnar- carecen de aptitud para sustentar agravios de orden constitucional. En razón de lo expuesto, la amplitud con que se ha interpretado la materia revisable por un tribunal superior, no exime de la observancia de los plazos contemplados en la ley. Ello es así pues, sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora en ejercer su derecho y, de tal suerte, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. En otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte en numerosos precedentes.


    M., Germán Néstor s/ Lesiones culposas


    M, 429, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Recurso "in pauperis" interpuesto por el imputado. Omisiones del defensor particular. Estado de indefensión. Doctrina de la arbitrariedad.


    El Tribunal debe analizar la totalidad de las circunstancias del proceso; pues no existe un catálogo exhaustivo de reglas que permita determinar a través de su confrontación si la conducta del defensor ha sido satisfactoria o no, pues el acto u omisión de un defensor que es impropio en un caso puede ser legítimo e incluso inteligente en otro. Un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía constitucional analizada; de otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no condice con las expectativas del justiciable, éste podría rebatir incesante y caprichosamente las decisiones judiciales a partir de una valoración ex post facto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal. No es óbice para la procedencia de la queja que ésta se remita a cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenos a la vía del artículo 14 de la ley 48, cuando se ha omitido tratar planteos oportunamente propuestos y conducentes para la resolución de la causa, y los jueces han fundado sus decisiones en afirmaciones dogmáticas.


    B., Alejandro Norberto s/ Recurso Extraordinario


    B, 381, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho a Contar con un Abogado Defensor


    Derechos del imputado a una defensa y a una tutela judicial efectiva, así como también a la doble instancia, que contemplan los artículos 18 de la Constitución Nacional; 8.1., 8.2.d., 8.2 h. y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.d. y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Eficacia en la labor del letrado. Estrategia. Falta de demostración de estado de indefensión.


    En materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Asimismo, la tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, en los que señaló que su ejercicio debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de ese modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. De modo que no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, puesto que ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su defensor. De todas formas, es importante resaltar que la eficacia en la labor del letrado que asistió técnicamente al imputado no es un aspecto que se encuentre cubierto por la garantía de defensa en juicio toda vez que un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía constitucional analizada; de otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no coincide con las expectativas del justiciable éste podría rebatir incesante y caprichosamente las decisiones judiciales a partir de una valoración ex post facto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal.


    C., Orlando Antonio s/ Homicidio calificado por alevosía -causa nº 27.309/07-


    C, 514, L.XLIV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Derecho de defensa. Ausencia del defensor oficial en la notificación de sentencia. Estado de indefensión del imputado. Plazo para interponer el recurso de casación.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales locales, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, no justifican el otorgamiento del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal debe ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, requisito que no se satisface con la intervención meramente formal del defensor oficial.


    R., Ramón Armando s/ Causa N° 3.065


    R, 7, L.XLIV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho a la Doble Instancia


    Recurso de casación contra la resolución que declara penalmente responsable al niño. Sentencia equiparable a definitiva. Medidas de seguridad. Convención sobre los Derechos del Niño. Protección especial del niño como sujeto pleno de derechos. Interés superior del niño. Artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. "Medidas de otra índole". Obligación de los tribunales de hacer efectivos los derechos y garantías reconocidos en la Convención.


    Si bien es cierto que la sentencia que declara penalmente responsable al menor no constituye sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48, también lo es que dicha resolución merece ser equiparada a tal por sus efectos, pues, en tanto impone una medida de seguridad que importa una restricción de derechos y, a veces, hasta de la libertad, el pronunciamiento ocasiona un perjuicio de in-susceptible reparación ulterior. El régimen previsto en la ley 22.278 contiene un régimen penal de la minoridad que consagra un derecho penal de autor, en tanto prevé consecuencias jurídicas similares tanto para menores que requieren tutela por encontrarse en situación irregular, como para quienes han realizado comportamientos ilícitos. En cuanto aquí interesa, que es lo relativo al joven imputado de un delito, la ley desdobla el momento decisivo, pues el tribunal, en caso de hallarlo responsable, primero debe declarar su responsabilidad y someterlo a una medida de seguridad, y sólo después, en un segundo momento, puede imponerle una pena, siempre que haya cumplido los dieciocho años de edad y haya sido sometido a una medida de seguridad no inferior a un año, que puede prorrogarse hasta la mayoría de edad. En consecuencia, la primera decisión supone la imposición de una medida de seguridad que, aunque pueda reconocer orientación educativa o tutelar, se traduce en una restricción de derechos que se impone en forma coactiva y encuentra su razón en el conflicto con la ley penal ya declarado. De ello se sigue que la decisión de la cámara a quo, en cuanto consideró que el agravio puede disiparse si, llegado el caso, no se impone una pena, desatiende la realidad de que la decisión impugnada conlleva per se una consecuencia jurídica que aunque con distinto nomen iuris genera al destinatario consecuencias similares a la imposición de una pena que, como tal, no resulta susceptible de reparación ulterior. Los tribunales están obligados a atender como consideración primordial el interés superior del niño, sobre todo cuando es doctrina de esta Corte que garantizar implica el deber de tomar todas las medidas necesarias para remover los obstáculos que pudiesen existir para que los individuos puedan disfrutar de los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Ésta prevé, específicamente, que los Estados Partes garantizarán: si se considerare que el niño ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley (artículo 40. 2. v. de la Convención). Norma que, por otro lado, internaliza y reglamenta la ley 26.061, estableciendo, entre las garantías mínimas en los procedimientos judiciales o administrativos, el derecho de todo niño, niña o adolescente a recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte (artículo 27, inciso e). Los niños poseen los derechos que corresponden a todos los seres humanos, menores y adultos, y tienen además derechos especiales derivados de su condición. (Del dictamen del Procurador Fiscal que la Corte Suprema de Justicia de la Nación hace suyo).


    G., J. L. s/ Causa nº 2182/06


    G, 53, L.XLIV, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia formal de la vía intentada: ausencia de afectación del derecho al recurso.


    No se advierte excesivo rigor formal que implique la pretendida violación a la garantía de la doble instancia, pues la improcedencia formal de la vía intentada no debe ni puede confundirse con la afectación del derecho al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluto y se ejerce conforme a las reglas que reglamentan su ejercicio. Con arreglo a lo expuesto, cabe destacar que ha sido el propio recurrente quien, pese a tener a su alcance la totalidad de los mecanismos que habilitan la revisión de fallos, no ha satisfecho una de sus principales cargas a fin de evitar que la decisión apelada continúe conservando su sustento jurídico y adquiera firmeza.


    M., José Domingo s/ causa nº 6318


    M, 65, L.XLIV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Garantía de la doble instancia: amplitud de la sentencia de casación. Valoración de la prueba por parte del tribunal revisor.


    En lo que respecta a los temas de hecho y prueba, la defensa no cumple con el requisito de fundamentación autónoma necesario para conformar un caso de arbitrariedad federal si sólo introduce alegaciones abstractas, reiterativas e insuficientes. La parte debe demostrar en su recurso extraordinario que la revisión ha sido insuficiente, más allá del acierto o error de sus conclusiones, a la luz de la garantía de la doble instancia. La sentencia de casación tiene la amplitud necesaria como para cumplir con el estándar mínimo que exige ese derecho aunque en algunos aspectos se limite a repetir los argumentos de la condena, siempre que la defensa, en su recurso de casación, no haya desarrollado de manera suficiente e inédita los fundamentos de su postura como para que fuera posible, y mucho menos exigible, una respuesta original. Respecto de la manera en que el tribunal de juicio valora la prueba, el tribunal de casación difícilmente pueda ir más allá del control formal o de razonamiento, ya que él no la percibió directamente, si no se encuentra un esfuerzo defensista que pudiera motivar la necesidad de reiterarlos.


    M., Cristian s/ robo agravado por homicidio


    M, 947, L.XLIII, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Revisión de Cuestiones de Hecho


    Revisión y control de las condenas. Omisión por parte del tribunal revisor de analizar pruebas esenciales.


    El máximo tribunal provincial no cumple con las pautas de revisión y control de las condenas que surgen de la doctrina establecida por la Corte si obvia o no considera debidamente elementos probatorios esenciales para resolver el recurso de casación.


    L., M. C. s/ Recurso extraordinario


    L, 421, L.XLIV, 15 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho a la Libertad. Detención por Averiguación de Antecedentes


    Detención por "averiguación de antecedentes y medios de vida". Requisa personal. Actitud sospechosa. Arbitrariedad. Ausencia de fundamentación. Deber del funcionario policial de dejar asentada la totalidad de las circunstancias que motivaron su proceder. Control judicial posterior.


    Las normas de procedimiento penal e inclusive las leyes orgánicas de la policía, reglamentan la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional y prevén los casos y las condiciones bajo los cuales los agentes de las fuerzas de seguridad pueden arrestar a un individuo o practicar medidas que supongan una injerencia en su ámbito privado, sin contar con una autorización judicial. Toda medida de coerción en el proceso penal, en tanto supone una injerencia estatal en derechos de rango constitucional, se encuentra sometida a restricciones legales destinadas a establecer las formas y requisitos que aseguren que esa intromisión no sea realizada arbitrariamente y que en última instancia pueda ser sometida al escrutinio imparcial de los jueces. El control judicial es la vía que ha de garantizar al ciudadano frente a toda actuación estatal injustificada. Los jueces están obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan el pedido de las autoridades administrativas y no se encuentran facultados para ordenar medidas coercitivas sin expresar sus fundamentos. Como correlato, ello supone que los funcionarios que han de ser controlados especifiquen su actuación de tal forma que dicho control pueda ser efectivamente ejercido.


    M., Gustavo Alejandro s/ Causa nº 9283.


    M, 1088, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


    Garantía de ser juzgado en un plazo razonable. Demora en el procedimiento por la complejidad de la causa e interposición de Recursos de la defensa. Rechazo del pedido por falta de fundamentación suficiente.


    La propia naturaleza de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo que circunstancias comenzaría a lesionarse, pues la duración razonable de un proceso depende en gran medida de diversas circunstancias propia de cada caso, por lo que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años.


    A., Sergio Edgardo s/ Instigador y partícipe necesario de falsedad ideológica - causa N° 75/2008


    A, 946, L.XLIV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Garantía de juzgamiento en plazo razonable. Sentencia arbitraria. Plazos ordenatorios para resolver. Prescripción. Actos interruptivos. Extensión del proceso por actuación dilatoria de la defensa.


    Si bien lo relativo a la prescripción de la acción penal es materia ajena a la jurisdicción extraordinaria por versar esencialmente sobre temas de hecho y derecho procesal y común, cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente o luce en forma inequívoca un apartamiento de la solución normativa prevista por ley, todo ello incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. No existen plazos automáticos o absolutos, y la inobservancia de los términos de derecho interno no configura, por sí, una violación a la garantía de ser juzgado en un plazo razonable.


    B., Lidia Ines s/ Causa N° 8403


    B, 719, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delito de contrabando agravado. Plazo razonable. Ley penal más benigna.


    La omisión de indicar los actos que, a su juicio, habrían dado lugar a dilaciones indebidas, y demostrar que éstas tengan entidad suficiente para generar una restricción a ese derecho, no carece de relevancia, toda vez que ello resulta especialmente exigible ya que en la materia no existen plazos automáticos o absolutos, y la referencia a las circunstancias propias de cada caso aparece como ineludible. Al limitarse la apelante a proponer una solución jurídica diferente sin refutar los aspectos señalados, si no ha podido demostrar que sus críticas, sustentadas en la supuesta afectación del derecho a obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable y en el principio que impone la aplicación de la ley penal más benigna, guarden relación directa e inmediata con lo decidido, esa circunstancia impide la procedencia del remedio federal.


    P., Raúl José Luis y otros s/ Art. 871 y 872 Código Aduanero


    P, 32, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Hábeas Corpus. Clases. Correctivo


    Sentencia arbitraria: autocontradicción. Alcance colectivo de la acción. Orden impartida a fin de regularizar las condiciones de detención en el establecimiento penitenciario: apartamiento del ámbito creado por la Ley 23.098.


    La decisión que, tras declarar abstracto el tratamiento del habeas corpus correctivo, ingresó no obstante en el conocimiento de la situación que atravesaba el establecimiento penitenciario de referencia a la luz de las exigencias constitucionales, y que había dado fundamento, precisamente, a los agravios que antes rehusó considerar, incurrió en una autocontradicción que la descalifica como acto jurisdiccional válido. Tal proceder importó otorgar, en la misma resolución, una naturaleza individual a la acción al exigir que las condiciones denunciadas afectaran a sujetos determinados e impedir de este modo el examen de los agravios con la extensión pretendida pero, por el otro, también entendió suficiente la verificación de la prohibición contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional para disponer medidas que regularizaran las condiciones de detención en la unidad con lo que le dio, entonces, un alcance colectivo. Aquellas afirmaciones incompatibles entre sí, no sólo privaron de fundamento al fallo, sino que además implicaron una interpretación restrictiva y desnaturalizadora de las normas que regulan el instituto, al que se ha reconocido como instrumento deducible también en forma colectiva. Aun cuando el a quo advirtió el estado de cosas denunciado y lo tomó como fundamento para la adopción de una serie de medidas con el objeto de "lograr que las condiciones de detención de los allí alojados se regularicen", finalmente, al no expedirse sobre la procedencia de la acción, decidió por fuera del marco legal que se ha establecido para este proceso tuitivo. Tal proceder, en tanto se desarrolló más allá de la acción, no logró dotar a la orden impartida de las condiciones que asegurarían la efectiva corrección de los factores lesivos, pues se la sustrajo del ámbito creado por la ley 23.098 para garantizar el cese inmediato de los actos u omisiones que importen el agravamiento denunciado.


    R. V., Marco Antonio y otros s/ Habeas corpus


    R, 860, L.XLIV, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Juez Natural. Juez Imparcial


    Garantía de imparcialidad judicial. Juez que ha sido miembro del Ministerio Público. Inexistencia de razón suficiente para temer por su parcialidad. Ausencia de intervención directa o indirecta en la causa. Interpretación rígida y formalista de la unidad e indivisibilidad del Ministerio Público.


    Si no se puede predicar que el juez impugnado haya tenido una intervención directa o indirecta en la causa, ni en un sentido más amplio, que haya formado parte de un departamento que investigó al imputado, no hay razones legítimas para no confiar en su independencia como magistrado, ni hay hechos que autoricen a sospechar sobre su imparcialidad. Aceptar el agravio sería caer en el prejuicio de suponer sin más que un acusador queda de tal manera determinado por su función, que no puede desempeñarse, en un caso que le es ajeno, con la libertad del juez prudente. Por lo demás, una solución tan radical, basada en una interpretación rígida y formalista de la unidad e indivisibilidad del Ministerio Público, supondría una barrera infranqueable entre dicho Ministerio y los tribunales. El simple hecho de que un juez haya sido miembro del Ministerio Público no es razón suficiente para temer por su parcialidad.


    G., Leonardo s/ homicidio -causa Nº 103/04-


    G, 671, L.XLIII, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de imparcialidad del juzgador. Tribunal que ya juzgó el hecho respecto de otro coimputado. Falta de afectación a la garantía si la primer sentencia no contiene referencia alguna a la participación.


    Constituye un presupuesto del tribunal imparcial la prohibición de que forme parte de él quien haya intervenido, de cualquier modo, o en otra función o en otra instancia de la misma causa. Los jueces deben ser imparciales desde un punto de vista objetivo, es decir, deben ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al respecto. Bajo ese análisis objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento personal, hay hechos averiguables que podían suscitar dudas respecto de su imparcialidad. Para decidir una cuestión de imparcialidad cobra especial interés la calidad de la resolución o interlocutorio de que se trate, pues la posibilidad de un reexamen de la condena por parte de los mismos jueces puede afectarse si la intervención anterior implicó un estudio minucioso de la cuestión en cuanto a consideraciones de hecho, prueba, calificación legal y determinación de responsabilidad por la realización de conductas desde el punto de vista de la culpabilidad.


    G., Oscar Alberto s/ Su presentación


    G, 105, L.XLIV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la doctrina del precedente "Llerena" publicado en fallos 328:1491, por ser uno de los jueces del Tribunal quien instruyó como fiscal durante la investigación.



    S., Hermes y otros s/ Asociac. Ilícita.


    S, 645, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Garantía de imparcialidad. Juez que intervino previamente en el proceso como fiscal de cámara. Sentencia que se aparta de la doctrina de la Corte sentada a partir de los fallos "Dieser" y "Llerena".


    La queja es formalmente admisible, si lo discutido se trata de una nulidad absoluta que involucra la garantía de imparcialidad, correlativa de las de juez natural e independiente. De ahí que el recurso federal resulta procedente, por cuanto la respuesta dada por el a quo para desestimar, por ausencia de perjuicio, el agravio de la parte basado en un vicio objetivo del procedimiento (producto de lo que se tildó de "debilidad estructural del sistema") susceptible de lesionar la garantía invocada, constituye un apartamiento de la doctrina sentada por la Corte a partir de "Llerena" y "Dieser". Ello se advierte al omitir el superior tribunal local toda consideración a las circunstancias concretas del caso, exteriorizadas con la intervención sucesiva y sustancial, en la misma etapa del proceso, de quien, como fiscal de cámara, ofreció la prueba de cargo que luego, como integrante y presidente del tribunal de juicio, recibió en el curso del debate y valoró en la sentencia, donde, a propuesta de su voto, se culminó con la condena. Es decir, se pasó por alto que un mismo sujeto, actuando bajo el rol de impulsor del proceso, tomó previo contacto con elementos de juicio que propuso al debate y que después, en el ejercicio de funciones jurisdiccionales, utilizó de sustento para declarar la culpabilidad del imputado, sin mantener su posición de "ajeno" al sustrato fáctico de la causa, por estar condicionado de antemano.


    C., Segundo s/ Queja


    C, 902, L.XLIV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Garantía del juez imparcial. Juez que intervino en la instrucción y dictó la condena. Nulidad absoluta.


    Constituye un requisito previo emanado de la función jurisdiccional el control del desarrollo del procedimiento, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta directamente una garantía constitucional, no podría ser confirmada. Al hallarse involucrada el alcance de la garantía de juez imparcial, el tratamiento del tema resulta pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48, puesto que la omisión de su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por los máximos tribunales provinciales.


    A., H. F. s/ Abuso deshonesto calificado -causa nº 92.988-


    A, 273, L.XLIV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Ne Bis In Idem


    Reincidencia. Denegación de formas de ejecución penal atenuadas. Verificación de ciertas condiciones objetivas al momento de la condena. Irrelevancia de la declaración expresa de la reincidencia. Non bis in idem


    La Corte ha autorizado la valoración dual de la reincidencia, como reflejo de una mayor culpabilidad y como dato que autoriza al legislador a denegar formas de ejecución penal atenuadas, sin ver en ello una violación al non bis in idem, siempre que tal análisis se dé en el marco del cumplimiento de una pena cuyo fundamento sea la culpabilidad del condenado, dentro de la escala legal respectiva. Si bien es cierto que la función de la acusación es constituir la imputación que delimita el objeto del juicio en torno del cual girará la defensa también la Corte ha establecido que en orden a la justicia represiva, el deber de los magistrados se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de la prueba, las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables, o la pena solicitada. Es por esto que las condiciones objetivas que le imposibilitan al reincidente gozar de la libertad condicional existen al momento de la condena, independientemente de la falta de una declaración expresa de ese estado. La reincidencia no constituye una facultad de los jueces, como lo es decidir fundadamente sobre la modalidad de cumplimiento de la pena impuesta, sino que constituye una situación de hecho donde basta para acreditarla con la verificación de ciertas condiciones objetivas.


    C. F., Elbio Ciriaco s/ Causa Nº 8570


    C, 595, L.XLIV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Identidad de Hecho


    Arbitrariedad. Extinción de la acción penal por prescripción. Delito de Peculio. Nueva investigación con distinta calificación legal. Violación a la garantía de ne bis in idem.


    El instituto de la prescripción en materia penal encuentra fundamento en el hecho social, según el cual el transcurso del tiempo importa, naturalmente, el olvido y desinterés por el castigo. La garantía constitucional "ne bis in idem" no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por el hecho anteriormente penado. sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante el sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho.


    B., Hugo Jorge s/ Causa N° 8691


    B, 762, L.XLIV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Denegatoria de extradición por haber sido juzgado por el mismo hecho en territorio nacional. Prohibición de ser juzgado nuevamente por los mismos hechos.


    El requerido fue condenado en dos países por del delito de contrabando de estupefacientes. De esta forma, atendiendo a la doctrina sentada por la Corte en el precedente "Cabrera" (Fallos 330:261), en cuanto a que la entrega en estas condiciones violaría la garantía que resguarda contra la doble persecución penal, en virtud de que las acciones de exportación e importación constituyen una única conducta punible, no debe prosperar el presente remedio procesal.


    T., Javier Rolando s/exhorto


    T, 323, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Principio de Inocencia. Prisión Preventiva. Plazo Máximo


    Crímenes de lesa humanidad. Prórroga de la prisión preventiva: existencia de peligro procesal. Arresto domiciliario: modalidad menos lesiva que el encarcelamiento. Art. 1º de la Ley 24.390. Plazos de la prisión preventiva: valoración sujeta a las circunstancias del caso concreto.


    Lejos está la resolución impugnada de postular la no excarcelabilidad en abstracto de los crímenes de lesa humanidad. Por el contrario, el eje de la argumentación no ha sido la gravedad de los hechos -que constituye no obstante un parámetro más a tener en cuenta-, sino la persistente renuencia de los involucrados a estar a derecho, su conocido recelo hacia la legitimidad de la judicatura, el alto nivel de sofisticación y organización del aparato represivo pergeñado, el ascendiente que aún conservan en diversos sectores de poder, etc. En lo que respecta a la alegada irrazonabilidad del plazo de detención que viene sufriendo el imputado, es fundamental recordar que no se encuentra cumpliendo esa medida cautelar encarcelado, sino bajo la modalidad de "arresto domiciliario". Modalidad que, indudablemente, resulta menos lesiva que el encarcelamiento, pues allí no existe el mismo grado de aflicción psicológica que caracteriza al interno, no se pierde la relación con el núcleo familiar y social, se puede continuar -depende del caso- ejerciendo una actividad laboral o profesional, y se sigue gozando de múltiples beneficios propios del hogar y la situación económica personal que serían imposibles en un establecimiento penitenciario". Por último, en cuanto a la taxatividad de los plazos de prisión preventiva, la validez del artículo 1º de la ley 24.390 se halla supeditada a la circunstancia de que los plazos fijados en dicha norma no resulten de aplicación automática por su mero transcurso, sino que han de ser valorados con sujeción a las circunstancias del caso concreto, a los efectos de establecer si la detención ha dejado de ser razonable.


    H., Albano Eduardo s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    H, 2, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Naturaleza provisoria de la prisión preventiva: ausencia de violación del principio "ne bis in idem" ante el cambio de criterio. Intervención del mismo fiscal ante el juez de instrucción y el tribunal de apelación. Imparcialidad del tribunal: garantía de que no sean los mismos jueces los que reexaminen una causa.



    La resolución que mantiene la prisión preventiva del imputado no es arbitraria si analiza puntualmente, por un lado, la existencia de elementos de prueba que, prima facie, son suficientes para vincularlo con los delitos investigados, y, por otro lado, la necesidad de la prórroga de la prisión preventiva para asegurar los fines del proceso. La naturaleza provisoria de la prisión preventiva no sólo autoriza, sino que obliga a los jueces a cambiar su criterio y volver a pronunciarse al respecto, cuando las causas y la necesidad de esa medida sobrevengan o dejen de existir con posterioridad a una decisión sobre ella. Por lo tanto, debe entonces desecharse la interpretación según la cual nunca puede superarse, sin excepción alguna, el límite máximo de la prisión preventiva establecido en la ley, pues, para decidir acerca del mantenimiento de esa medida hay que atender a las circunstancias del caso concreto. La intervención del mismo fiscal ante el juez de instrucción y el tribunal de apelación no viola la garantía de la doble instancia. No existe un derecho del imputado a que sean dos fiscales distintos los que se pronuncien en la primera y segunda instancia, sino que, la garantía en cuestión se tutela al impedirse que forme parte del tribunal revisor quien haya intervenido anteriormente en otra función o en otra instancia en la misma causa. En otras palabras, la garantía de la doble instancia exige que no sean los mismos jueces los que reexaminen una causa, pues se quiere evitar el riesgo del prejuzgamiento, que echa por tierra la imparcialidad del tribunal. Y como el fiscal no juzga, en cuanto es la parte del proceso que, de manera objetiva, debe “representar y defender el interés público en todas las causas y asuntos que conforme a la ley se requiera”, ese riesgo no puede alegarse en su caso sin caer en una contradicción en los términos.


    L. V., Ramiro del Valle s/ Recurso de Casación.


    L, 733, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos para su Dictado


    Crímenes contra la humanidad cometidos durante el último gobierno de facto. Existencia de peligro procesal: fuga o entorpecimiento de las investigaciones. Pronunciamiento de la Cámara Nacional de Casación Penal: carencia de fundamentación.


    Sin perjuicio de los hechos esgrimidos por el recurrente, existirían circunstancias objetivas de envergadura que no podrían ser soslayadas por el a quo al momento de ponderar la existencia de peligro procesal. Concretamente, no debería ignorarse que las investigaciones de los crímenes contra la humanidad cometidos durante el último gobierno de facto han puesto de manifiesto, de parte de las personas involucradas, un persistente recelo hacia la legitimidad de la judicatura, materializado más de una vez en la reticencia a estar a derecho. Tampoco se debería desatender que los imputados han formado parte de un aparato represivo altamente sofisticado y organizado, y que no es posible además descartar que muchos de ellos conserven un notorio ascendiente en sectores de poder, de modo que no debería dejar de evaluarse si no podrían estar en condiciones de malograr u obstaculizar los procesos en trámite. En caso de que V.E. compartiera el criterio propiciado en este dictamen y, en consecuencia, devolviera el expediente a la Cámara Nacional de Casación Penal, ésta podría naturalmente ratificar la necesidad de la medida cautelar infligida, aunque ya no le sería admisible prescindir de las constancias concretas de la causa para elaborar un pronóstico de fuga o de entorpecimiento de las investigaciones, sea éste afirmativo o negativo. De lo anterior se sigue, entonces, que los defectos atribuidos al pronunciamiento del a quo no residen en la decisión adoptada respecto de la prisión preventiva, sino que se vinculan con la nula fundamentación empleada a dicho efecto.


    P., Ariel Zenón s/ Recurso Extraordinario


    P, 1017, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos


    Órganos Extrapoder


    Ministerio Público


    Improcedencia intervención del Ministerio Público. Causa en la que la Corte Suprema entiende a raíz del recurso de apelación ordinaria: materia prevista en el art. 24, inc. 6, apartados b) y c) del decreto ley 1285/58.


    No corresponde que este Ministerio Público se expida con relación a los agravios que, por medio del recurso ordinario interpuesto, el letrado de la ejecutada pone a consideración del Tribunal (conf. art. 33, inc. a) ap. 3 de la ley 24.946.


    Caja Nacional de Ahorro y Seguro c/ Ingenio La Esperanza SAICAG s/ Ejecución prendaria.


    C, 1640, L.XLIV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Ministerio Público de la Defensa


    Falta de intervención del Ministerio Público de la Defensa, desde el inicio del proceso. Parte esencial en el litigio cuando intervienen menores de edad. Nulidad de las resoluciones dictadas sin su participación previa. Defensa en juicio y debido proceso legal.


    Es descalificable la sentencia que, al confirmar una resolución, omitió dar intervención al ministerio pupilar para que ejerciera la representación promiscua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses de la menor, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley le ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. De acuerdo con lo dispuesto en los arts. 59, 493 y 494 y art. 54 de la Ley Orgánica del Ministerio Público 24.946 el Defensor de Menores es parte esencial y legítima en todo asunto judicial o extrajudicial en el que intervenga un menor de edad, e incluso puede deducir todas las acciones y adoptar las medidas que sean necesarias para su mejor defensa en juicio, bajo pena de nulidad de todo acto que hubiere lugar sin su participación. En esta causa no se dispuso la participación el Ministerio de Menores pese a que obraba un pedido expreso en tal sentido de la actora al entablar demanda como que tampoco se le confirió intervención alguna previo a la adopción de decisiones posibles de causar a dicha representación promiscua un gravamen de insusceptible reparación ulterior, como lo fueron las resoluciones dictadas durante el proceso.


    Rivera, Rosa Patricia (en nombre y representación de sus hijos menores) c/ Estado Nacional y/o Est. Mayor Gral. del Ejército Arg. s/ Daños y perjuicios.


    R, 221, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Ministerio Público Fiscal


    Validez de normas provinciales que ordenaron inscripciones registrales. Ausencia de cuestión federal. Circunstancia que exime de dictaminar al MPF.


    En autos no se discuten cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión sino, antes bien, la invalidez o no de los decretos locales y la consecuente inscripción registral de los inmuebles cuyo dominio se cuestiona, lo que dependerá exclusivamente del análisis y la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que rodean la cuestión, materia propia de los jueces de la causa.


    Correo Oficial de la República Argentina c/ Neuquén, Provincia del y otra s/ Amparo.


    C, 2252, L.XLII, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Revocación de donación realizada al Estado Nacional, por parte de una provincia. Inexistencia de cuestiones federales que requieran opinión del Ministerio Público.


    En autos no se discuten cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión el Ministerio Público, porque para resolver esta causa será necesario, por un lado, evaluar los aspectos de hecho y prueba invocados por las partes, mientras que, por el otro, será preciso aplicar e interpretar las disposiciones del derecho común en las que aquéllas fundan sus derechos y ambas materias están reservadas a la apreciación que hagan los jueces de la causa.


    Estado Mayor General del Ejército c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa.


    E, 18, L.XL, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda de una persona discapacitada contra la obra social y el Estado Nacional. Recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal General. Legitimación: interés autónomo del Ministerio Público.


    El debate desplegado en esta causa estaría vinculado con el derecho a la salud de una persona que padece una discapacidad total, permanente, de lenguaje y motora; quien hace varios años persigue de su obra social -IOMA- así como del Estado Nacional, una atención acorde a sus necesidades. Es claro que es éste el tipo de situaciones que pretendió preservar el legislador con la participación del Ministerio Público, especialmente por la propia condición del actor, quien pudo verse impedido de interponer los recursos pertinentes, que razonablemente el Fiscal ha asumido. Así, del sustrato descripto deviene -en principio- la incumbencia fiscal en la revisión del desempeño del Estado argentino en el plano de los derechos humanos, con ajuste a diversos instrumentos, cuyo desconocimiento podría comprometer la responsabilidad internacional de la República. En ese contexto, y en el marco de los arts. 120 de la Constitución Nacional, 25 y 41 de la ley 24.946, se concluye que el Ministerio Público posee un interés autónomo, que autoriza a tenerlo por legitimado para intentar el remedio cuyo acceso le fue negado.


    B., B. A. c/ IOMA y Estado Nacional - Ministerio de Salud s/ Amparo.


    B, 547, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Poder Ejecutivo. Atribuciones


    Indulto y Conmutación de Penas


    Delitos de lesa humanidad. Inconstitucionalidad de los indultos. Competencia de la Cámara Federal. Derecho a ser oído de los pretensos querellantes. Supuesta falta de excitación de la jurisdicción. Responsabilidad internacional del Estado.


    La declaración de la inconstitucionalidad de un indulto no es un hecho que socave la jurisdicción, si el tribunal que la dicta es el mismo que antes dictó la condena, actuó como órgano de ejecución y declaró extinguida la pena por indulto. Tampoco debe llevar a confusión la circunstancia de su desprendimiento posterior de la competencia, si dicho desprendimiento en modo alguno se debió a la materia, sino simplemente a división de funciones. Tan es así que el código de rito incluso reconoce validez, en esos casos, a los actos procesales cumplidos por el tribunal declinante. En definitiva, no es cuestionable el avocamiento de la cámara si tuvo como efecto evitar, sin dilaciones, la impunidad de condenados por crímenes de lesa humanidad, en salvaguardia de la responsabilidad internacional del Estado argentino. A la víctima de delitos de lesa humanidad le asiste el derecho a peticionar ante los jueces competentes, con el objetivo de perseguir el castigo de los culpables. La negación a darle respuesta por no considerarla parte del proceso o portadora de un interés legítimo, constituye afectación al derecho a la jurisdicción. Resulta dificil invocar razones que permitan justificar que un Estado verdaderamente interesado en la persecución de violaciones a los derechos humanos no le permita a las víctimas impulsar y controlar en el proceso mismo el cumplimiento de las obligaciones asumidas frente a la comunidad internacional. En este caso no estamos ante una violación del principio ne procedat iudex ex officio, pues el ejercicio de la jurisdicción no sólo quedó habilitado, sino que era obligatorio ante la petición de los damnificados, a quienes no se puede negar, por haber sufrido el avasallamiento de sus derechos fundamentales, que reclamen y obtengan de la justicia lo que por derecho corresponda. Esto más allá de ceñir la cuestión a si las peticionantes deben o no ser tenidas por parte formal en carácter de querellantes en el proceso. Ante una declaración de culpabilidad por delitos de lesa humanidad, el Estado tiene la obligación internacional de "sancionar adecuadamente a los responsables", por lo que el indulto es inoponible para este tipo de casos y no se puede hacer valer la objeción de cosa juzgada derivada de él, so pena de que el Estado incurra en responsabilidad internacional. El indulto es un perdón de la pena y no de la condena. Por lo tanto, al conservar su vigencia la condena, declarativa de los hechos delictivos que la motivaron, subsiste la declaración de culpabilidad y permanece destruida toda presunción de inocencia. Permanece, inclusive, el deshonor y desdoro que la condena penal implica, ya que subsiste una descalificación que no puede considerarse revocable para quien eludió la condenación condigna.


    V., Jorge Rafael y M., Emilio Eduardo s/ Recurso de casación.


    V, 281, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Reglamentarias


    Otorgamiento de pasajes a personas con discapacidad. Inconstitucionalidad del Art. 4º, inc. b), del decreto 118/06, en el caso concreto de los actores. Irrazonabilidad de la reglamentación del beneficio establecido por las leyes 22.431 y 25.635. Fijación de límites a las plazas para discapacitados y sus acompañantes teniendo en cuenta la capacidad del ómnibus. Protección integral de las personas discapacitadas. Necesidad de dejar asentada una interpretación constitucional en situaciones que son susceptibles de repetición.


    Resulta necesario un pronunciamiento sobre las cuestiones involucradas en la causa, dada la certeza de que un conflicto similar se reitere mientras las normas cuya constitucionalidad aquí se impugnan continúen vigentes. En efecto, no parece admisible que los actores deban iniciar una acción judicial ante cada negativa que reciban a su pedido de contar con pasajes gratuitos para viajar en un mismo ómnibus el grupo familiar más un acompañante, pues ello no sólo infringiría la garantía constitucional de acceder a la justicia en procura de obtener tutela para los derechos que estiman que les asiste, sino que, además, sería harto difícil que, en la práctica, lleguen a estudio del Tribunal las importantes cuestiones constitucionales que se discuten en esta causa sin haberse vuelto abstractas para remediar esta situación, que es frustratoria del rol que posee todo tribunal al que se le ha encomendado la función de garante supremo de los derechos humanos, es necesario ingresar el examen de los temas de orden federal que se traen a conocimiento de la Corte. El sistema legal de protección integral de las personas discapacitadas es amplio y generoso en cuanto a las franquicias y estímulos que instituye a efectos de que sus destinatarios puedan en lo posible neutralizar la desventaja que la discapacidad les provoca y cuenten con oportunidad, mediante su esfuerzo, de desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las demás personas. Incluso se advierte el progresivo aumento de beneficios, mediante la continua modificación legal y, en tal sentido, el derecho de gratuidad para viajar en los distintos tipos de transporte colectivo de pasajeros es una buena muestra de ello, en tanto el legislador fue ampliando el beneficio previsto originalmente para mejorar la situación de aquellas personas y, de tal modo, asegurarles una mayor integración (conf. leyes 24.314 y 25.635). No vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°), de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. La potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, si se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta. En su concreta aplicación al sub discussio, el límite que fija el art. 4°, inc. b), del decreto 118/06 es irrazonable y no se ajusta al espíritu de la ley que viene a reglamentar. En efecto, el espíritu y la amplitud de criterio que ha guiado al legislador en esta materia, como lo comprueba la sanción de las leyes 24.314 y 25.635, se ve restringida por aquella limitación en cuanto se pretende aplicar a la situación de los actores -familia integrada por cuatro personas con discapacidad para movilizarse que requieren de acompañantes-, al mismo tiempo que se presenta como frustratoria de los derechos que les confiere la ley a fin de que puedan contar con posibilidades reales de integración. Además, con particular referencia al caso de autos, ese límite constituye un impedimento para el derecho de los actores a participar en igualdad de condiciones y con equiparación de oportunidades junto al resto de la población, que las autoridades deben garantizar tanto porque así lo disponen la legislación interna como los tratados internacionales suscriptos por la Nación. La atención y asistencia integral de la discapacidad constituye una política pública de nuestro país, así como que las leyes referidas y la jurisprudencia de la Corte ponen énfasis en los compromisos asumidos por el Estado Nacional en esta materia. Por ello, para lograr la plena integración en la vida social de las personas con discapacidad, es menester adoptar medidas concretas y eficaces para la obtención del resultado esperado y, ciertamente, la disposición bajo examen no cumple tal finalidad en cuanto se pretende aplicar a los actores.


    A., M. B. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Dto. 118/06 (ST) s/ Amparo Ley 16.986.


    A, 1021, L.XLIII, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Poder Judicial


    Consejo de la Magistratura


    Consejo de la Magistratura: elección de los representantes de los abogados. Art. 2° de la resolución 316/06: confección de dos padrones para elegir a los abogados de la matrícula federal que representarán a ese estamento en aquel cuerpo. Potestad reglamentaria del Consejo: habilitación para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que integran la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta.


    La decisión resuelta por el Consejo de la Magistratura de conformar dos padrones electorales, uno para los abogados inscriptos en el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal y otro para los letrados inscriptos en la matrícula federal correspondiente para el interior del país, no se presenta como irrazonable ni contraria al espíritu de las disposiciones legales de rango superior que se reglamentan por la resolución 317/06. En efecto, la medida dispuesta en la referida resolución no aparece en contradicción evidente ni palmaria con la finalidad perseguida por la ley, a saber: la de asegurar que de los representantes de los abogados de matrícula federal que integrarán el Consejo de la Magistratura, uno sea del interior del país.


    Federación Argentina de Colegios de Abogados c/ EN - PJN- Consejo Magistratura - Jurado de Enjuiciamiento Resolución 317/06


    F, 75, L.XLIV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Competencia. Originaria


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia del carácter de parte sustancial en el pleito de la provincia demandada.


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Este proceso no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, toda vez que a partir de la sanción de la ley local se otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-, por lo que cabe concluir que el Estado provincial no está sustancialmente demandado en autos.


    Bolsa de Cereales de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 1024, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de las partes intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ San Luis, Provincia de y otra s/ Acción de lesividad


    E, 5, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Remisión M. 1267, L. XLIV, "Molinos Río de la Plata S.A. y otra c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Esta acción de amparo debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte, al ser parte la Provincia de Misiones en una causa de manifiesto contenido federal. Si bien el recurso interpuesto por el Fiscal Federal contra la medida cautelar debió haber sido resuelto por la alzada del Juez Federal que la dictó, aun cuando éste se haya inhibido de oficio, la materia de autos es de naturaleza federal y, por lo tanto, la competencia originaria resulta improrrogable a los tribunales federales de grado. Además, las medidas cautelares, o sus modificatorias, dictadas por jueces incompetentes y apeladas por los interesados, pueden ser revisadas por un tribunal de grado de otro fuero, en el cual el litigio continúe su trámite doctrina que, resulta aplicable al caso en examen.


    Navar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo


    N, 4, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Remisión T.181, L.XXXV, "Transnoa S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Inconstitucionalidad". Tributo local contrario al régimen federal de la energía eléctrica.


    Remisión T.181, L.XXXV, "Transnoa S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Inconstitucionalidad". La pretensión tributaria local se alza contra lo dispuesto terminantemente por las normas federales aplicables (art. 12, ley 15.336; y el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, al que adhirió la provincia demandada).


    Transnea S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 668, L.XL, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Presunta comisión del delito de lesiones por un agente diplomático. Necesidad de determinar la entidad de las mismas y que el damnificado inste la acción penal.



    Probado el rango diplomático del imputado, se habilita en principio la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Ello sin perjuicio de que previamente se determine a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, que el imputado sigue revistando status diplomático, supuesto que una vez acreditado, obligará a requerir al Estado por él representado la conformidad exigida por el artículo 32 de la convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el nombrado pueda ser sometido a juicio. En el supuesto de lesiones, previo a ese requerimiento, corresponde certificar la entidad de las mismas y recibirle declaración testimonial al damnificado, a los efectos de que manifieste si desea o no instar la acción penal, toda vez que el hecho ilícito materia de este proceso -artículo 94 del Código Penal- podría requerir de instancia privada para el ejercicio de la acción.


    B., Mohsen s/ lesiones culposas


    B, 26, L.XLV, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Hechos que no llegan a constituir un delito. Archivo de las actuaciones.


    Si los hechos denunciados no tendrían entidad suficiente para constituir un hecho delictivo, corresponde que la Corte, de compartir el criterio, archive las actuaciones por inexistencia de delito.


    S. A., Felipe s/ denuncia


    S, 1158, L.XLIV, 05 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    No surge circunstancia alguna que suscite la competencia originaria -restringida y excepcional- de la Corte.


    B., Pedro Hugo s/ Querella por concurso de delitos


    B, 686, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo. Cuestionamiento de actos dictados por la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA). Pretensión de cobro de impuesto provincial. Cuestiones de índole local. Ausencia manifiesto contenido federal: improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.


    Coco, Juan c/ Formosa, provincia de y otro s/ Amparo


    C, 647, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Impugnación de normas provinciales. Improcedencia competencia originaria de la Corte: inexistencia de cuestión con manifiesto contenido federal. Competencia justicia local.


    Contra las leyes y decretos locales, que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En el sub examine se presenta el último de los supuestos enunciados, pues la cuestión federal no es la predominante en la causa y la materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto la actora efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con una de orden local, ya que está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que integran el derecho público provincial; por lo que el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia del Chaco, toda vez que es dicho Estado local, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar en primer lugar si ha existido afectación de lo dispuesto en el Código Tributario provincial.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Chaco, provincia del s/ Repetición de impuesto


    E, 21, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo promovido por una obra social, con domicilio en otra jurisdicción territorial, contra una provincia, por cobro de aportes: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ San Luis, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 136, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo promovido por una obra social, con domicilio en otra jurisdicción territorial, contra una provincia, por cobro de aportes: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Jujuy, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 137, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo promovido por una obra social, con domicilio en otra jurisdicción territorial, contra una provincia, por cobro de aportes: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 138, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo promovido por una obra social, con domicilio en otra jurisdicción territorial, contra una provincia, por cobro de aportes: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 44, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo promovido por una obra social, con domicilio en otra jurisdicción territorial, contra una provincia, por cobro de aportes: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Salta, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 45, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada por una obra social contra una provincia, a fin de que se declare la nulidad e inconstitucionalidad de una ley local. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O, 46, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por obra social, contra una provincia, a fin de obtener la nulidad e inconstitucionalidad de normativa local: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra un Estado local por un vecino con domicilio en otra jurisdicción territorial -la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- y la materia en debate reviste naturaleza civil, en tanto se trata de ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Tucumán, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O, 56, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por daño ambiental colectivo. Competencia originaria de la Corte: existencia del carácter interjurisdiccional de la cuestión del pleito, requerida por el art. 7º, Ley General del Ambiente 25.675.


    En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual resulta necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda y de la prueba documental agregada al expediente, el requisito de interjurisdiccionalidad del art. 7° de la LGA se encuentra cumplido, pues se trata de un emprendimiento minero a cielo abierto de carácter binacional, que está situado al norte del cinturón minero "El Indio", en la tercera Región de Chile y en el extremo norte del Valle del Cura, Departamento de Iglesia, en la Provincia de San Juan de la República Argentina, en el límite de la frontera entre ambos países. El Estado Nacional se obligó y se responsabilizó por la ejecución de tal proyecto minero en su territorio, lo que hace que la cuestión salga de la órbita interna de la República Argentina para ubicarse en el plano internacional, permitiendo ello admitir que éste reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial en que se funda la pretensión y quien tiene la idoneidad para cuestionar y contradecir la específica materia sobre la que versará el pleito. La controversia también le es común a la Provincia de San Juan, dado que es la titular del dominio del recurso ambiental sobre el que se pretende tutela, donde se ubica el factor degradante. Concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del bien colectivo presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente. Dado el carácter federal de la materia en debate, en tanto se trata de un supuesto de problemas ambientales compartidos de carácter internacional, y la necesidad de conciliar el privilegio al fuero federal que corresponde al Estado Nacional, con la condición de aforada a esta jurisdicción originaria de la Provincia de San Juan, la única solución que satisface esas prerrogativas jurisdiccionales es declarar que la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Vargas, Ricardo Marcelo c/ San Juan, provincia de y otros s/ Daño ambiental


    V, 175, L.XLIII, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por responsabilidad extracontractual contra provincia y Estado Nacional: inadmisibilidad acumulación de acciones. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Acción contra provincia: materia regida por el derecho público local. Estado Nacional demandado: fuero federal.


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte, dado que la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existe, en principio, razones que autoricen a concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. La Provincia de Buenos Aires deberá ser emplazada por los actores ante sus propios jueces (arts. 5, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), debiendo dirigirse contra el Estado Nacional ante la justicia federal, en donde encontrará satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental).


    Wasniovsky, Leonardo Martín y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    W, 13, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 69, L. XLIII, "Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Autorídad Minera en Primera Instancia de la Ciudad de Zapala, Provincia del Neuquén s/ medida cautelar genérica".


    En virtud de lo expuesto en tal precedente y su cita, Fallos: 329:4829, causa "Y.P.F. S.A.", este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, provincia del s/ Acción declarativa


    A, 579, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Repetición de sumas de dinero pagadas. Ausencia de cuestión federal en forma exclusiva. Planteamiento conjunto de cuestiones. Ley-convenio que integra el derecho público provincial. Ausencia de causa civil. Competencia justicia local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El cobro de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional.


    Dow Agrosciences Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de pesos


    D, 436, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad extracontractual de una provincia y municipio. Presunta falta de servicio. Incumplimiento de las obligaciones a su cargo. Concepto de causa civil. Cuestiones locales: competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Medidas precautorias: competencia del tribunal que deba conocer en el proceso principal.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A partir de la sentencia dictada in re B. 2303, XL, Originario "Barreta, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios ", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de causa civil que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58. Se excluye de tal naturaleza a estos casos de responsabilidad del Estado por "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público cuya regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los estados locales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


    Godoy, Norma Beatriz c/ Chubut, provincia del y otros s/ Medida cautelar


    G, 424, L.XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad extracontractual de una provincia. Presunta falta de servicio de alguno de sus órganos. Cuestión de índole provincial y de competencia de los poderes locales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte. Improcedencia acumulación subjetiva de pretensiones. Partes del proceso que no son aforadas en forma autónoma. Demanda contra provincia: emplazada ante sus propios jueces. Obra Social PAMI: justicia federal. Corte Suprema: intérprete supremo de la Constitución Nacional.


    No procede la competencia originaria ratione personae ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que voluntariamente formuló la actora contra la Provincia de Buenos Aires y el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, a la luz de las razones expuestas por V.E. en su sentencia publicada en Fallos: 329:2316, causa "Mendoza" (v. especialmente cons. 11 a 16). No se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. No existen motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario pues, la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que por el contrario, la actora trata de obtener una sentencia condenatoria que exija a la provincia el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente del PAMI que es una entidad nacional (conf. art. 669 del Código Civil). Dado que se encuentra en juego la interpretación de la Corte respecto del alcance del art. 117 de la Constitución Nacional, si bien la Corte sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces de todo el país tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllos.


    Orsini, Olga C/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    O, 57, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada contra la provincia de Misiones a fin de declarar la inconstitucionalidad de una ley provincial que declara la insalubridad laboral de la industria productora de pasta celulosa, papel y cartón en su territorio. Ejercicio del poder de policía del trabajo. Control de constitucionalidad. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local.


    En el sub lite la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. Según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la actora pretende impugnar la ley local 4438 dictada por la Provincia de Misiones en ejercicio del poder de policía del trabajo, pues se relaciona con las condiciones en que la actividad en cuestión se debe prestar. Tal reglamentación está a cargo de los gobiernos locales, quienes pueden dictar leyes y reglamentos a fin de proveer lo conveniente a la salubridad, seguridad y moralidad, pues es una facultad que se han reservado en virtud del pactum foederis, de conformidad con los arts. 121, siguientes y concordantes de la Constitución Nacional. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Ello es así puesto que, la instancia original sólo procede cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen, además, temas de índole local y de competencia de los poderes provinciales. El sub judice corresponde al conocimiento de los jueces de la Provincia de Misiones; son ellos quienes deben examinar, en primer término, si la demandada se ha excedido en el ejercicio del poder de policía al declarar la insalubridad laboral para toda la industria de pasta celulosa, papel y cartón, ya que "por expreso mandato de la Ley Fundamental, todos los jueces integrantes del Poder Judicial -nacional y provincial- pueden y deben efectuar el control de constitucionalidad de las normas y actos y ese 'poder-deber' de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación constituye no sólo el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional sino, más aún, un elemento integrante del contenido intrínseco de esa función estatal (provincial o nacional).


    Alto Parana S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    A, 952, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio. Responsabilidad del Estado local. Concepto causa civil precedente Barreto. Competencia tribunales locales. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Basigaluz Saez, Laura Ema c/ Entre Rios, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B, 1094, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Presunta interferencia de gravámenes locales sobre sociedad en la cual el Estado es titular de acciones. Competencia originaria de la Corte. Remisión C. 394, L. XLIV, "Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ medida cautelar". Inaplicabilidad precedente "Tecpetrol".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Si bien se trata de cobrar un impuesto local, también resulta evidente que existe un claro interés nacional en juego -la libre circulación de la energía eléctrica- protegido por normas federales como son los arts. 13 del decreto del PEN 1192/92 y 12 de la ley 15.336 que prohíben en forma expresa a las provincias la aplicación de tributos provinciales a las actividades que conforman el objeto social de la actora, las cuales deben ser necesariamente interpretadas para solucionar el pleito. C.A.M.M.E.S.A. ha sido creada por ley del Congreso de la Nación (art. 35 de la ley 24.065), el Estado Nacional es titular de parte de su capital accionario, mediante el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios (decreto del PEN 172/07), y su capacidad, derechos y obligaciones están reglados por los decretos del PEN 1192/92 y 172/07 y por las leyes nacionales 15.336 y 24.065, por lo que constituye un "instrumento de gobierno" del Estado Nacional que requiere la tutela inmediata del fuero federal. El derecho que invoca la actora encuentra su fundamento en esas normas nacionales de eminente carácter federal, por lo que considero que debe ser la Corte quien determine si existe interferencia en la satisfacción de aquel interés público nacional, pues admitir lo contrario implicaría negar la verosimilitud de ese derecho, puesto que la cuestión excede la competencia del juez provincial que conoce en el juicio de apremio.


    Compañia Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. (Cammesa) s/ Inhibitoria en los autos: "Dirección General de Rentas de la Provincia del Chubut c/ Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. s/ vía de apremio"


    C, 1057, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Impugnación de normas dictadas por el Gobierno provincial, que regulan el procedimiento de selección de magistrados interinos. Competencia justicia local. Cuestiones de organización y funcionamiento de poderes públicos provinciales. Improcedencia competencia originaria de la Corte en razón de la materia. Acción que no se basa directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia, y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Pero quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos en los que se debaten cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o revisión en sentido estricto de actos administrativos de las autoridades provinciales, legislativos o judiciales de carácter local. Las provincias, en virtud de su autonomía, tienen competencia privativa y excluyente para establecer los procedimientos y condiciones para la elección, nombramiento y remoción de sus autoridades, cuestiones que se rigen por la constitución y leyes provinciales, por lo que a su respecto no corresponde, en principio, el control y la intervención de la Corte. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Colegio de Abogados de Tucumán c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 1637, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 952, L. XLIV, "Alto Paraná S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P, 660, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional, Provincia de Buenos Aires, Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS) y Aguas Argentinas S.A. (AySA). Cumplimiento de las obras necesarias para ampliar la red cloacal y el servicio de agua potable en el Partido de Lomas de Zamora y cesación del daño ambiental causado por la elevación del nivel de la napa freática del agua subterránea. Competencia: Inaplicabilidad precedente "Mendoza". Competencia originaria de la Corte. Relación jurídica inescindible, común e indivisible entre todos los sujetos involucrados. Pretensión de resarcimiento por los daños y perjuicios derivados del deterioro del inmueble de titularidad de los actores en dicha jurisdicción: Competencia tribunales locales o federales.


    En el precedente "Mendoza", el Tribunal decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas, es decir cuando una provincia y el Estado Nacional conformen un litis consorcio pasivo por acumulación subjetiva de pretensiones contra ellos. La excepción a tal principio se produce cuando concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litis consorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya sea en razón de una previsión legal o por la naturaleza de la relación o situación jurídica controvertida. Dicha hipótesis es la que se configura en autos. Ello es así, dada la naturaleza de la pretensión que se deduce, la cual tiene por fin establecer o delimitar responsabilidades para que se realicen las obras necesarias para ampliar la red cloacal y el servicio de agua potable y que cese el daño ambiental y sanitario, con relación a un idéntico objeto, esto es, la elevación de la napa freática en el Partido de Lomas de Zamora y al estancamiento de las redes cloacales. En consecuencia, la relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión de los actores es común e indivisible respecto de la Provincia de Buenos Aires, del ETOSS, de Aguas Argentinas S.A. y del Estado Nacional, puesto que el asunto está referido a la tutela del medio ambiente local, en particular, de las aguas subterráneas, y los demandantes deducen su pretensión tanto en su carácter de "usuarios" de un servicio público nacional que presta Aguas Argentinas S.A., sometido a la jurisdicción del ente regulador, como así también en su calidad de "vecinos" a fin de recomponer el ambiente dañado. En consecuencia, al integrar la litis la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley fundamental- y ser demandados el Estado Nacional y el ente regulador - con derecho al fuero federal, según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte. En relación al reclamo por daños y perjuicios individuales, considero que éstos deberán ser interpuestos ante los tribunales de cada una de las jurisdicciones, local o federal, según el caso, en razón de lo resuelto por V.E. en las causas "Barreto" y "Mendoza" respectivamente, y los fundamentos dados por este Ministerio Público, in re "Cannavo", que compartió el Tribunal.


    Santa Cruz Yañez, Celso y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S, 832, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Acción autónoma de nulidad. Pretensión revocación de sentencia definitiva dictada por un tribunal provincial pasada en autoridad de "cosa juzgada". Presunta responsabilidad del Estado por la falta de servicio de uno de sus órganos, del Poder Judicial. Concepto de causa: precedente Barreto. Competencia de justicia local.


    Los supuestos en los que se debe interpretar o revisar resoluciones judiciales locales no son del resorte de la Corte, ya que dichos actos procesales son dictados en ejercicio de una facultad reservada por las provincias -la actividad jurisdiccional-, en relación a la cual conservan una autonomía absoluta con arreglo a las normas constitucionales y locales que han sancionado para garantizar y organizar su administración de justicia, y que reglan el procedimiento a que han de sujetarse los tribunales locales en la tramitación de los procesos que se ventilan ante su jurisdicción (arts. 5°, 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional). Dicho examen, resulta inadmisible en la instancia originaria del Tribunal por ser incompatible con el respeto constitucional a las autonomías provinciales que establece el régimen federal. A partir de la causa "Barreto", V.E. excluyó del concepto de causa civil a los procesos en los que se pretende hacer efectiva la responsabilidad del Estado por la falta de servicio de uno de sus órganos, el Poder Judicial.


    Santisteban, Pedro Julio Ramón c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Nulidad y otras acciones


    S, 819, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: distinta vecindad de la actora respecto del Estado provincial demandado y naturaleza civil de la materia del pleito.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Misiones, provincia de s/ Cobro de cuota sindical


    A, 1325, L.XLIV, 28 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual del Estado provincial. Remisión "Aguilar" (Fallos: 329:2069), E. 355, XXXIX, "Entre Ríos, Provincia de c/ Amado, Héctor Hernán y otra s/ Daños y perjuicios?, y H. 213, XLII, "Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires".


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser la materia del pleito de derecho público local.


    López, Luis José c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L, 232, L.XLV, 28 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Asociación mutual. Cuestionamiento de cobro de impuesto provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Necesidad de examinar cuestiones de derecho público local: competencia justicia local. Ausencia carácter exclusivo de la cuestión federal.


    El planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto incluye cuestiones federales y locales por lo que la cuestión debatida corresponde al derecho público local. Avala tal idea la nueva doctrina adoptada por V.E. en la causa P. 582. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa", en la que el Tribunal modificó lo sostenido en el precedente "El Cóndor", y retornó a la jurisprudencia anterior en el sentido de que las leyes-convenio como la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, al ser ratificadas por una ley local entran a formar parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía, por lo que su violación configura un asunto de igual naturaleza, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal. El proceso debe sustanciarse ante la Justicia de la Provincia del Corrientes, puesto que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Asociación Mutual de Empleados Bancarios (A.M.E.B.) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    A, 80, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra provincia. Materia del pleito regida por derecho público local: improcedencia competencia originaria de la Corte. Aplicación doctrina "Barreto", "Aguilar" y "Heredia". Improcedencia fuero federal en razón de la persona. Competencia justicia provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, se debe examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, tiene dicho V.E. que para dilucidar la competencia hay que examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. El fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, cede a favor de la justicia provincial.


    Alvarez, Ricardo Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A, 1120, L.XLIV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por daños y perjuicios. Presunta falta de servicio. Responsabilidad extracontractual. Ausencia de "causa civil". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Fuero competente: justicia provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, tiene dicho V.E. que para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada in re B. 2303, XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", publicada en Fallos: 329:759, V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así con nuestro criterio sostenido desde hace más de quince años. Se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Aquino, Néstor Leonardo y otra c/ San Juan, provincia de s/ Interrupción de prescripción


    A, 493, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa promovida a fin de revisar judicialmente resoluciones del Tribunal Electoral provincial, en el marco de elecciones provinciales y municipales. Competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Candidaturas locales: cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Inadecuada vía procesal seleccionada. Precedentes "Strada" y "Di Mascio".


    El pleito es de naturaleza electoral y, por lo tanto, se rige por el derecho público local -sin perjuicio de que esas elecciones se celebren simultáneamente con los comicios nacionales, toda vez que no se encuentran en juego las candidaturas nacionales, sino únicamente las locales-, lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en esta instancia originaria. Se intenta la intromisión de la Corte Suprema en un proceso sujeto a la jurisdicción y competencia de los magistrados de la Provincia de Jujuy por una vía inadecuada, pues el actor en lugar de continuar en sede local el proceso de impugnación, persigue mediante una acción independiente de certeza ante V.E. que ésta revise en un juicio nuevo las resoluciones dictadas por una autoridad provincial, lo cual resulta a todas luces improcedente. Sobre el punto, la Corte tiene establecido desde antiguo que -con arreglo al art. 7º de la Constitución Nacional- las resoluciones de los tribunales provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción de que se haga por vía del recurso extraordinario, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan a idéntico fin. En ese orden de ideas, ha extendido la doctrina de las causas "Strada" y "Di Mascio" a los asuntos en que se impugnan pronunciamientos dictados por las juntas o tribunales electorales locales, tal como se pretende realizar en autos.


    Frente Primero Jujuy c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    F, 217, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por daños y perjuicios sufridos como consecuencia de accidente de tránsito en ruta nacional. Remisión R. 21, XLIV, "Rodríguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Rivarola, Héctor Hugo c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Ordinario (Accidente de Tránsito)


    R, 55, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios por accidente automovilístico en ruta concesionada. Responsablidad extracontractual de la provincia demandada: Excepción de legitimación. Improcedencia competencia originaria de la Corte: ausencia del carácter de parte sustancial en el pleito.


    La carencia de legitimación se configura cuando alguna de las partes en litigio no es la titular de la relación jurídica que da origen a la causa, con prescindencia de que la pretensión tenga o no fundamento. El Estado local no es parte sustancial en el pleito, requisito este imprescindible para que las actuaciones tramiten en la instancia originaria de la Corte, toda vez que ha quedado demostrado que no resulta ser la titular de dominio de la ruta donde efectivamente se produjo el hecho dañoso que dio origen a estas actuaciones.


    Becciu, Salvador Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B, 71, L.XXXVII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada por un diplomático. Medida Preliminar. Juez competente: el del proceso principal. Competencia originaria de la Corte.


    En las medidas preliminares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Según se desprende de los términos del pedido efectuado y del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, el actor tiene Status diplomático. Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria


    Boucher, Jean Benoit c/ JR Automotores s/ Medida de prueba anticipada


    B, 60, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra la provincia de San Juan derivados de la presunta falta de servicio de alguno de sus órganos. Concepto causa civil: Fuero federal por distinta vecindad. Competencia justicia local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A partir de la sentencia dictada in re "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", V.E. modificó su doctrina sobre el concepto de causa civil, al que se refiere el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a las causas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido alguno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y especialmente en este caso por la ley 6898 de la Provincia de San Juan, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El pleito correspondería al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. Frente a las cuestiones de naturaleza local -como la que se ventila en autos-, cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil -la que no se da en autos-, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.


    Casella de Fernández Leda, Alicia y otros c/ San Juan, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C, 1701, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T.294. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Entidad demandada que goza de autarquía.


    Remisión T.294. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Este proceso no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, toda vez que a partir de la sanción de la ley local 13.766 (arts. 1° y 2°) se le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-, por lo que cabe concluir que el Estado provincial no está sustancialmente demandado en autos.


    Compañia Microómnibus La Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 1540, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de las partes intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Tucumán -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ Tucumán, Provincia de y otra s/ Acción de lesividad


    E, 13, L.XLV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de las partes intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental -demanda a la Provincia de Catamarca- a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ Catamarca, Provincia de y otras s/ Acción de lesividad


    E, 4, L.XLV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de las partes intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de La Rioja -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional (Ministerio del Interior) c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de lesividad


    E, 268, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 721, L. XXXIX, "Colgate Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". El proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Johnson Diversey ce Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    J, 138, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra una provincia, por presunta falta de servicio por medio de algunos de sus órganos (Registro Propiedad). Vecino de extraña jurisdicción. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia provincial: materia propia de derecho público local.


    El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. No obsta a ello el hecho de que la actora denuncie su domicilio en la Provincia de Santa Fe, circunstancia que motivó la interposición de la demanda ante la justicia federal, toda vez que tal fuero de excepción en razón de la distinta vecindad encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna. En dichos casos el fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, cede a favor de la justicia provincial.


    La Segunda Cooperativa Limitada de Seguros Generales c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L, 779, L.XLIV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar" y M.1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ cobro de sumas de dinero". Competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, Provincia de c/ Y.P.F. S.A. s/ Ordinario.


    M, 1379, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar" y M.1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ cobro de sumas de dinero". Competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, Provincia de c/ Alianza Petrolera Argentina S.A. s/ Ordinario


    M, 1380, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Competencia N° 2094, L. XXXIX, "Pérez, Bruno Nahuel c/ Instituto de Obra Médico Asistencial y otro s/ amparo". Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Remisión Competencia N° 2094, L. XXXIX, "Pérez, Bruno Nahuel c/ Instituto de Obra Médico Asistencial y otro s/ amparo". Esta acción de amparo resulta ajena a la competencia originaria de la Corte, en tanto la Provincia de Buenos Aires no es parte en el sub lite, tal como lo exige el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Mosca, Abel Pedro c/ Estado Nacional y otro s/ amparo


    M, 53, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 446, L. XLIII, "Forestadora Tapebicuá S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ incidente de medida cautelar".


    El proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal


    San Ignacio del Valle S.A. c/ Estado Nacional (AFIP) y Catamarca, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar.


    S, 1140, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos


    S, 1039, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C.755, L. XXXVIII, "Chiodi Carlos y otros c/ Salta, Provincia de y otros s/ amparo" y C.1840, L. XXXVIII, "Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ amparo". Corresponde a la instancia originaria de la Corte, al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Spivak, Juan Carlos c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    S, 1014, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T. 339, L. XLIV "T.V. Contenidos S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ ejecución". El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte, por tratarse de una cuestión que se rige por el derecho público local.


    T.V. Contenidos S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ ejecución


    T, 39, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T. 339, L. XLIV, "T.V. Contenidos S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ ejecución". Cuestión de derecho público local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    TV Contenidos S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecución


    T, 478, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra la ciudad de Buenos Aires. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Carácter taxativo de los supuestos previstos en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional para que se habilite la competencia originaria. Imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno. Precedente "Sojo".


    El Tribunal sólo puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, es parte una provincia, o se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. El sub judice no corresponde a la competencia originaria de V.E., toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230- el actor dirige su pretensión contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, de conformidad con la doctrina de V.E. sentada en Fallos 322:2856 y 323:1199 (entre otros), por lo que no se presentan los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte.


    Abrain, Luis Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza.


    A, 1318, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por cobro de tributo local en presunta violación al régimen nacional de Coparticipación Federal. Inexistencia causa civil. Competencia justicia local: materia de derecho público provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte Suprema.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. El pleito debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Salta, pues el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Credimas S.A. c/ Salta, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    C, 104, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia, municipio, Estado Nacional y Aero Club municipal por daños y perjuicios, producidos por presunto mal estado del aeródromo demandado. Ausencia carácter de parte sustancial en el proceso de la provincia demandada. Improcedencia competencia originaria de la Corte Suprema.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos. La Provincia de Buenos Aires no resulta ser parte sustancial en el proceso, en tanto no aparece como titular de la relación jurídica que da origen a la pretensión, por lo cual carece de un interés directo en el pleito. Descartada la Provincia, sabido es que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.


    Establecimientos La Serena S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    E, 225, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia y Dirección General de Rentas provincial. Pretensión de cobro de impuesto. Cuestionamiento de actos locales. Competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. El cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser un carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. La cuestión federal no es la predominante en la causa pues la materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto la actora efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de carácter local con uno de naturaleza federal, ya que está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que integran el derecho público provincial, el Código Fiscal y la Ley de Procedimientos Administrativos de la Provincia.


    Faraday S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de (Dirección General de Rentas) s/ Acción declarativa de certeza


    F, 714, L.XLIV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Incidencia de lo resuelto en la causa M. 1569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)". Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones. Provincia demandada: competencia justicia local. Demanda contra Estado Nacional: justicia federal. Responsabilidad del Estado por falta de servicio: cuestión de derecho público local. Excepción: competencia originaria de la Corte por razones de economía procesal.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Córdoba y el Estado Nacional (Dirección General de Fabricaciones Militares), resulta actualmente inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, por lo que no existen razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. La responsabilidad del Estado por falta de servicio es una cuestión que se rige por el derecho público local y, en consecuencia, resulta propia de los jueces provinciales y ajena a la competencia originaria de la Corte. No obstante lo expuesto, V.E. como juez de la causa podría mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite y en evidentes razones de economía procesal, aspectos que hacen a la buena administración de justicia, ya que se refieren a la preservación de las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Guzmán, Rafael Ramón y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G, 612, L.XXXIII, 11 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Incidencia de lo resuelto en la causa M. 1569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)". Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones. Provincia demandada: competencia justicia local. Demanda contra Estado Nacional: justicia federal. Responsabilidad del Estado por falta de servicio: cuestión de derecho público local. Excepción: competencia originaria de la Corte por razones de economía procesal.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Córdoba y el Estado Nacional (Dirección General de Fabricaciones Militares), resulta actualmente inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, por lo que no existen razones que autoricen dicha acumulación (v. cons. 16). Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. La responsabilidad del Estado por falta de servicio es una cuestión que se rige por el derecho público local y, en consecuencia, resulta propia de los jueces provinciales y ajena a la competencia originaria de la Corte. No obstante lo expuesto, V.E. como juez de la causa podría mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite y en evidentes razones de economía procesal, aspectos que hacen a la buena administración de justicia, ya que se refieren a la preservación de las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Piedra, Vladimir Ramón y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P, 522, L.XXXIII, 11 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Tramitación de la acción de amparo en la instancia originaria de la Corte Suprema. Improcedencia. Remisión. Demanda contra entidad autárquica de derecho público.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La cuestión de competencia en examen resulta sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento por este Ministerio Público in re T.294. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Este proceso no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, toda vez que a partir de la sanción de la ley local 13.766 (arts. 1° y 2°) la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires ?ARBA- tiene carácter de entidad autárquica de derecho público, por lo que cabe concluir que el Estado provincial no está sustancialmente demandado en autos.


    Ruta 5 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    R, 186, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional (Registro Nacional de la Propiedad Automotor) y Provincia de Buenos Aires (Policía local) por daños y perjuicios derivados del secuestro de su automotor. Inadmisibilidad acumulación subjetiva de acciones. Provincia demandada: justicia local y Estado demandado: fuero federal. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia y el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por V.E. en su sentencia del 20 de junio de 2006, in re M. 1569; XL, Originario "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios", publicada en Fallos: 329:2316, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional continuar ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


    Suárez, Sergio Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    S, 1224, L.XLI, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio de uno de de sus órganos. Responsabilidad extracontractual. Ausencia de causa civil: precedente "Barreto". Competencia de la justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La presunta ''falta de servicio" es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


    Bo, Tulio c/ Río Negro, provincia de s/ Daños y perjuicios


    B, 541, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acciones contra Y.P.F. S.A.: resarcimiento de daños y perjuicios derivados del incumplimiento contractual y responsabilidad extracontractual por presunto daño ambiental. Inexistencia de afectación a recurso natural de carácter interjurisdiccional. Acumulación de procesos: sujeta a la decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La primera pretensión no corresponde a la competencia originaria de la Corte, pues sólo puede asumirla en aquellos casos que conciernan a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, o sea parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, o cuando se den las circunstancias que legalmente la habiliten, de conformidad con los arts. 1 de la ley 48, 2 de la ley 4055 y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, circunstancias que aqui no se presentan. La competencia originaria del Tribunal, procede en las causas referidas a cuestiones ambientales si es parte una provincia y la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Si bien se consideró que la Provincia del Neuquén reúne la calidad de "parte" en el pleito, toda vez que es el titular de dominio del recurso ambiental sobre el cual se pretende tutela y porque tiene a su cargo el poder de policía ambiental en esa jurisdicción territorial , la controversia no le es común al Estado Nacional, a quien los actores le han negado responsabilidad por los daños derivados de causas anteriores al 31 de diciembre de 1990, y, en el supuesto más favorable a ellos, si se considerase responsable al Estado Nacional por los hechos que se denuncian como provocadores de contaminación anteriores a la privatización de YPF S.A., sólo cabría a su respecto la fijación de una indemnización del perjuicio ocasionado, mas no la recomposición del medio afectado, ya que en la actualidad no actúa por medio de la persona jurídica en cuestión, por lo que el reclamo pertinente podría deducirse ante el fuero federal donde encontraría aquél satisfecho su privilegio, según lo previsto en art. 116 de la Constitución Nacional.


    Confederación Indígena del Neuquén y otros c/ Y.P.F. S.A. s/ Ordinario


    C, 66, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios por accidente de tránsito ocasionado en una ruta nacional. Acumulación de procesos. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    El Tribunal sólo puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, es parte una provincia, o se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 10 de la ley 48, 20 de la ley 4055 y 24, inc. 10, del decreto-ley 1285/58. En cuanto a la acumulación de procesos, la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a su procedencia, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Vanni, Fabiana Andrea c/ Veraye Ómnibus S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    V, 85, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo ambiental. Impugnación del decreto 1837/08. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia del carácter de parte sustancial en el pleito. Poder de policía ambiental: regido por el derecho público local. Inexistencia de requisitos para la acumulación de acciones.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria . Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación juridica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad juridica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. El Estado Nacional es el único que reviste el carácter de titular de la relación juridica sustancial que da fundamento al reclamo, en tanto es el sujeto que dictó la norma presuntamente lesiva de la cual la actora se agravia y el único que resultaría obligado y con posibilidades ciertas de cumplir con aquel mandato constitucional y de restituir el derecho que se denuncia como violado. Tampoco procedería la acumulación subjetiva de pretensiones contra los Estados locales si se alegara la omisión legislativa en que incurrieren, toda vez que ninguno de ellos resultaría aforado en forma autónoma a esta instancia, pues la causa se vincularía con el ejercicio del poder de policía ambiental, que, en principio, está regido sustancialmente por el derecho público local y corresponde a la competencia de las autoridades provinciales (conf. arts. 41 y 121 de la Constitución Nacional).


    Asociación Civil Diálogo por el Ambiente c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo ambiental


    A, 405, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Y.19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chevron Argentina S.R.L. c/ Santa Cruz, provincia de y otros s/ Incidente de medida cautelar


    C, 495, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia y el Estado Nacional. Inadmisibilidad de la acumulación de pretensiones: materia que no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. Demanda contra provincia: justicia provincial. Estado Nacional: prerrogativa al fuero federal. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Entre Ríos y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existe, en principio, razones que autoricen a concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configura la hipótesis que autoriza a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. La Provincia de Entre Ríos deberá ser emplazada por los actores ante sus propios jueces (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), debiendo dirigirse contra el Estado Nacional ante la justicia federal, en donde encontrará satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental).


    Rossetti Serra, Salvador y otros c/ Entre Ríos, provincia de y otro s/ Acción declarativa


    R, 109, L.XLV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo por daño ambiental. Ausencia del requisito de afectación de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Inadmisibilidad de la acumulación subjetiva de pretensiones. Poder de policía ambiental: derecho público local.


    En las causas referidas a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación -según los términos de la Ley General del Ambiente- de tal recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que demuestre que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. La acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por la actora contra las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia pues la materia ni es exclusivamente federal ni reviste naturaleza civil, por el contrario, la causa está vinculada con el ejercicio del poder de policía ambiental, asunto regido sustancialmente por el derecho público local y, por lo tanto, de competencia de las autoridades provinciales (conf. arts. 41 y 121 de la Constitución Nacional).


    Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    A, 262, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por daño ambiental colectivo. Competencia federal en razón de la materia: afectación de un recurso ambiental interjurisdiccional o área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Ambigüedad del objeto y causa de la pretensión. Imposibilidad de determinar los titulares de la relación jurídica sustancial y el interés directo de parte en el pleito. Citación de terceros: carácter excepcional. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    En las causas referidas a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La vaguedad de los términos de la demanda, tanto en lo que respecta al objeto como a la causa de la pretensión, hace imposible tener por determinados los titulares de la relación jurídica sustancial en la que ésta se apoya, lo cual incide sobre la procedencia de la citación como terceros de las provincias del Chubut y Santa Cruz y del Estado Nacional. El instituto de la intervención de terceros reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. Resulta exigible a quien la solicita la carga de demostrar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, la afectación de un interés propio o la presencia de una comunidad de controversia con las partes, que pueda traer aparejada una futura acción de regreso contra el tercero (confr. arts. 90, 92 y 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). El art. 31 de la ley nacional 25.675 impone como regla general para responsabilizar al grupo que cada uno contribuya con la actividad dañosa que se alega, pero para su operatividad resulta indispensable que el criterio clasificatorio empleado en la delimitación del conjunto responsable sea igual al que se utiliza para identificar la causa o agente del daño, lo cual, en autos no se ha podido alcanzar.


    Asociación de Superficiarios de la Patagonia c/ Alianza Petrolera Argentina S.A. y otros s/ Medida cautelar


    A, 28, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestionamiento de actos provinciales. Potestad impositiva provincial: materia que no reviste exclusiva naturaleza federal. Planteamiento conjunto de asunto de orden local con uno de naturaleza federal. Justicia local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, la causa reviste un manifiesto contenido federal si la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, otras cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas, o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza, o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. El sub judice se presenta el último de los supuestos enunciados, por lo que el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia del Chaco.


    Banco Patagonia S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Ordinario


    B, 213, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juez competente en las medidas cautelares: el del proceso principal. Competencia originaria de la Corte. Remisión R.189, XLIV, "Radiodifusora Pampeana S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    LV 7 Radio Tucumán S.A. c/ Tucumán, provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Incidente sobre medida cautelar


    L, 237, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa entablada contra una provincia. Régimen Federal de los Hidrocarburos: Materia con carácter federal. Competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Dado que la materia del pleito reviste un manifiesto carácter federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Total Especialidades Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 475, L.XLIV, 13 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por cobro de deuda. Naturaleza federal de la materia: previsional. Competencia originaria de la Corte.


    Dado que las provincias sólo "pueden" y "deben" ser demandadas en la "jurisdicción federal", diagramada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, ante la Corte Suprema de Justicia, esto es en la instancia originaria del Tribunal, ya sea que ésta proceda por las personas o por la materia, o, por el contrario, ante sus propios jueces cuando el proceso se rija por el Derecho Público local o por el derecho común, en este último caso si no existe distinta vecindad o extranjería (arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental), considero aplicable al caso el primer supuesto de los enunciados. Este Ministerio Público, si bien con anterioridad sostenía que este tipo de procesos configuraban supuestos de "causa civil" según lo dispuesto en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, t toda vez que dicho concepto ha variado su contenido a partir de la causa "Barreto" (Fallos: 329:759), actualmente encuentra el fundamento apropiado para seguir sosteniendo que estas causas corresponden a la competencia originaria de la Corte en los argumentos desarrollados ut supra, pues ha quedado demostrado que la materia del pleito es de naturaleza previsional y tiene un manifiesto contenido federal, más allá del vínculo jurídico que puedan tener los docentes con la provincia demandada, pues es una cuestión que resulta insustancial a los fines del proceso.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 76, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión R. 764, XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ amparo".


    Este proceso de amparo resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte. No obstante, en caso de considerar V.E. que concurren los requisitos para dictarla, siempre tiene la posibilidad de disponer la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Issi, Lidia Carmen c/ Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    I, 40, L.XLV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Precedente M. 1569, XL "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)". Acumulación subjetiva de pretensiones. Competencia: la provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia. Responsabilidad del Estado por falta de servicio: derecho público local. Excepción: competencia originaria de la Corte por razones de economía procesal.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar las actoras contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) entre otros, resulta actualmente inadmisible, toda vez que ninguno de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, por lo que no existen razones que autoricen dicha acumulación (v. cons. 16). Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. V.E. como juez de la causa podría mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite y en evidentes razones de economía procesal, aspectos que hacen a la buena administración de justicia, ya que se refieren a la preservación de las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Banda, Noemi y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B, 865, L.XXXVI, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo. Poder de policía ambiental: materia de jurisdicción local. Ausencia de cuestión federal exclusivamente y de la interjurisdiccionalidad necesaria en cuestiones ambientales: improcedencia competencia originaria de la Corte.


    En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que exige el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675. Dado que la pretensión de los actores involucra cuestiones de índole provincial, referidas al medio ambiente, que requieren para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza, la causa no reviste carácter exclusivamente federal como lo exige el Tribunal para que proceda su competencia originaria ya que incluye una materia concurrente con el derecho público local. El proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia del Neuquén, pues resulta evidente que no se configura la interjurisdiccionalidad a la que alude el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, criterio que se corresponde con la naturaleza difusa de nuestro control de constitucionalidad, el sistema federal y las autonomías provinciales.


    Avila, Clara Rosa y otros c/ Neuquén, Provincia del y otros s/ Amparo


    A, 1284, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado local y nacional. Presunto obrar defectuoso de agentes de la Policía local y Juez Federal. Precedente "Sojo". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte por las personas a quienes demanda en tanto es doctrina de la Corte que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia y el Estado Nacional resulta inadmisible puesto que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, razones que autoricen a concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. El actor imputa responsabilidad extracontractual al Estado local demandado en razón de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido algunos de sus órganos, materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordante s de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte in re "Barreto". En tales condiciones, la Provincia deberá ser demandada por el actor ante sus propios jueces (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), debiendo dirigirse contra el Estado Nacional ante la justicia federal, en donde encontrará así satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental).


    Rodríguez, Diego Luis c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    R, 921, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Pretensa inconstitucionalidad de los arts. 10 a 118 y 145 a 166 de la ley 26.522. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que la Provincia de San Luís -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S, 779, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 538, L. XIV, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente sobre medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Cordoba, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 539, L.XLV, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio por medio de algunos de sus órganos. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Materia propia del derecho público local: competencia justicia local.


    El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Maguna, Susana c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    M, 6, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros.


    Status e inmunidad de agente diplomático, extensivo a su cónyuge. Potenciales legitimados: ausencia de solicitud formal de ser tenidos por parte en el proceso. Inexistencia de afectación a las actividades propias del consulado o de sus funcionarios. Causa ajena al conocimiento del Tribunal.


    No obstante el status diplomático de la Primer Consejero de la Embajada de Francia, extensivo a la persona de su marido, es aplicable al caso la doctrina de la Corte que sostiene que para promover su competencia originaria en las causas por delitos perpetrados contra agentes diplomáticos, resulta indispensable que los potenciales legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ninguna persona aforada. Por otra parte, tampoco surge de las constancias del expediente que la conducta denunciada hubiera afectado las actividades propias del consulado o de sus funcionarios. Sobre la base de estas consideraciones, y en tanto no se acredite en autos algunos de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena al conocimiento del Tribunal.


    D., Jean Marie s/Averiguación de suicidio


    D, 611, L.XLV, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Taxatividad. Casos en que sea parte un agente extranjero con status diplomático. Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos.


    Tanto los dichos del imputado como los de la víctima pueden ser tenidos en cuenta a fin de determinar los hechos, en tanto no sean controvertidos por otras probanzas. Si en el caso fueran contradictorios, resultaría prematura la declaración de incompetencia en tanto no surjan del expediente diligencias necesarias para atribuir la competencia originaria de la Corte que, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


    Poignant, Thierry Ivan Charles s/ Lesiones culposas


    P, 37, L.XLV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Imputados con rango diplomático. Inmunidad de jurisdicción. Artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Conformidad exigida por el artículo 32 de la misma.


    Los imputados que acrediten rango diplomático, gozan de inmunidad de jurisdicción conforme a lo normado por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63. En tales condiciones, concierne la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, por lo que corresponde requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que los imputados puedan ser sometidos a juicio.


    D., Fernando y Aldo J. A. s/ Amenazas


    D, 48, L.XLV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos presuntamente cometidos por representantes de un Estado extranjero. Artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Delegación de la instrucción del sumario en la justicia federal.


    Si concerniera la jurisdicción originaria de la Corte respecto de un representante de un Estado extranjero, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, correspondería solicitar por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad para que el nombrado pueda ser sometido a juicio. Ello no obstante de que, con el fin de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, la Corte delegue la instrucción del sumario, si lo considera pertinente, en el juzgado federal.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    N, 33, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio de ejecución de alquileres contra agente con status diplomático: inmunidad de jurisdicción. Sujeto de derecho internacional: sometimiento a régimen que incluye tal privilegio. Ausencia de renuncia al mismo, en el contrato de locación. Competencia originaria de la Corte.


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Asimismo, el art. 24, inc. 1º in fine del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas " .que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afectan a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático". Los sujetos titulares de ese privilegio son sólo aquellos agentes extranjeros que se encuentren acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera "status diplomático" en los términos del art. 1º, inc. "e", de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. Una interpretación histórica del art. 117 de la Constitución Nacional, permite concluir que, al calificar de "extranjeros" a los embajadores, ministros y cónsules, se excluyó sólo a los diplomáticos que representan al Estado Argentino, mas no a los enviados diplomáticos de organizaciones internacionales y otros sujetos actuales del derecho internacional, que no tenían entonces subjetividad internacional. El proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte, al solo fin de que ésta, en su carácter de juez natural de la causa, se expida sobre el privilegio de inmunidad de jurisdicción invocado por el demandado.


    Molinatti, Walter Miguel y otro c/ Ambrosi, Eugenio y otro s/ Ejecución de alquileres


    M, 64, L.XLV, 04 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Ejecución de alquileres. Status diplomático. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Prórroga de jurisdicción pactada por las partes en el contrato de locación, a favor de los tribunales ordinarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Renuncia a otro fuero o jurisdicción. Aplicación doctrina precedente "Flores".


    El privilegio constitucional de litigar ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación puede ser prorrogado, ya sea en forma expresa o tácita, cuando ésta corresponda ratione personae -como resulta en autos-, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, situación que no se presenta, en principio, en este proceso.


    Gibaut, Osvaldo c/ Lohaka, Yemba y otro s/ Pago de alquileres


    G, 258, L.XLV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Jurisdicción originaria de la Corte. Hechos concernientes a la cónyuge de un agente diplomático.


    Los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que integran su casa, conciernen a la jurisdicción originaria de la Corte.


    A. de P., María Julia s/ Art. 94 del Código Penal


    A, 626, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Imputado que reviste status diplomático.


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, en principio, la causa corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tales condiciones, correspondería requenr por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el nombrado pueda ser sometido a juicio.


    B., Héctor Oscar s/ Homicidio culposo.


    B, 570, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


     Casos en que alguna Provincia es Parte.


    Impugnación de ley provincial por presunta violación a normas del Marco Regulatorio del Gas Natural y disposiciones de la CN. Juez competente en las medidas cautelares: el del proceso principal. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Resulta aplicable al sub examine, el art. 6, inc. 4º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende, es necesario determinar si la pretensión de este proceso principal corresponde a la instancia originaria del Tribunal. Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, toda vez que se trata de un asunto vinculado con un servicio público nacional -distribución de gas natural- (arts. 1º ley nacional 24.076), y, por ende, con el comercio interjurisdiccional (art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional), cuya solución compete a las autoridades nacionales, pues exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, provincia de y otro s/ Medida cautelar


    C, 88, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada por una provincia contra el Estado Nacional (Poder Ejecutivo) y la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES). Medida cautelar: competencia del juez que interviene en el proceso principal. Tramitación de la causa ante la instancia originaria de la Corte ratione personae.


    De conformidad con el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas precautorias será tribunal competente el que deba conocer en el proceso principal. En efecto, toda vez que la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional y otros s/ Medida cautelar


    C, 573, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por daño ambiental colectivo. Naturaleza federal del pleito: carácter interjuridiccional de la cuestión (art. 7 Ley General del Ambiente, 25.675). Afectación a recurso ambiental que goza de tal carácter. Citación a provincias afectadas y al Estado Nacional. Litisconsorcio pasivo. Competencia originaria de la Corte.


    En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá al los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La Corte a través de distintos precedentes ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que en primer término debe delimitarse el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que abarque a más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional, puesto que debe tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del bien colectivo presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente.


    Flores Núñez, Roberto Ramón c/ San Juan, provincia de y otros s/ Daño ambiental


    F, 833, L.XLIII, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Deuda provincial por contribuciones al Régimen Nacional de la Seguridad Social. Impugnación de resolución de la AFIP. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que, en autos, la Provincia de San Juan dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A.F.I.P.- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito por ser la actora una Provincia.


    San Juan, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Ordinario


    S, 811, L.XLIV, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestionamiento de impuesto provincial. Afectación al servicio nacional de aeropuertos: establecimientos de utilidad nacional. Preservación de órbitas de competencia entre jurisdicciones locales y Gobierno Federal: justicia nacional. Incidente de medida cautelar: tribunal competente el que intervenga en el proceso principal. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La sociedad actora sustancialmente funda su demanda directa y exclusivamente en prescripciones de carácter federal como lo son los arts.17 y 75, inc. 30 de la Constitución Nacional, en cuanto la pretensión fiscal de la provincia interfiere y amenaza con obstruir la realización de objetivos propios de un establecimiento de utilidad nacional, incidiendo en forma desmesurada sobre su rentabilidad, lo que provoca una frustración de los fines federales para los cuales tal establecimiento fue creado y ello es contrario a la política de gestión y el funcionamiento del sistema nacional aeroportuario dispuesto por el Poder Ejecutivo Nacional. El art. 75 inc. 30 de la Constitución Nacional atribuye competencia al Congreso Nacional para legislar sobre los establecimientos de utilidad nacional y sobre esa base se advierte que el planteamiento de la actora exige, esencial e indubitablemente, establecer, en forma previa, si la provincia, al ejercer las controvertidas facultades tributarias, ha invadido un ámbito de competencia que es propio de la Nación, en tanto las ejerce sobre una actividad que se desarrolla al amparo de disposiciones federales, como lo son la ley 17.285 (Código Aeronáutico Nacional), el decreto del PEN 375/97, por el que se llama a licitación pública nacional e internacional para otorgar la concesión de la explotación, administración y funcionamiento de aeropuertos, y el resto de las normas que rigen el servicio, como el decreto - ley 12.507/56, ratificado por la ley 14.467, y las leyes 13.041, 21.515,17.520 modificada por la ley 23.696, y la decisión administrativa 60/98, entre otras.


    Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Incidente de medida cautelar


    A, 377, L.XLV, 23 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae. Carácter manifiesto de la cuestión federal.


    Al ser demandados, por un lado, la Provincia de Misiones -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y, por el otro, el Estado Nacional y una entidad autárquica nacional (v. ley nacional 22.351) -quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, y existir entre ellos intereses contrapuestos, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Cataratas 2.000 S.R.L. c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    C, 1696, L.XLIV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte en razón de las personas intervinientes en el pleito.


    Toda vez que la Provincia del Chubut -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional-que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Chubut, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    C, 1036, L.XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: provincia que demanda al Estado Nacional. Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Pedido de inconstitucionalidad del decreto de necesidad y urgencia 2010/09, de la resolución del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas 419/09 y de la ley nacional 26.563 (prórroga de la emergencia pública hasta el 31 de diciembre de 2011).


    Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- a fin de obtener que se declare la inconstitucionalidad del decreto de necesidad y urgencia (DNU) del Poder Ejecutivo Nacional 2010/09, publicado en el Boletín Oficial el 15/12/09, de la resolución del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas 419/09 que lo aplica, así como también de la ley nacional 26.563, que prorroga la emergencia pública hasta el 31 de diciembre de 2011, entendiendo, en definitiva, que mediante tal DNU, el Poder Ejecutivo "toma" de las reservas federales un monto similar al autorizado por la ley de presupuesto 26.546 para el ejercicio financiero 2010, destinándolo a otras finalidades (para el pago de las obligaciones del Tesoro), sin previa autorización y sin reintegrarlo a la masa coparticipable de las provincias, lo que afecta el poder delegado por éstas en el Congreso de la Nación, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la causa en la instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S, 942, L.XLV, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia en las medidas precautorias: tribunal que intervenga en el proceso principal. Naturaleza de las partes del pleito: competencia originaria de la Corte.


    Competencia en las medidas precautorias: tribunal que intervenga en el proceso principal. Naturaleza de las partes del pleito: competencia originaria de la Corte. Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la causa en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    S, 842, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes.


    Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    S, 827, L.XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Córdoba -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Córdoba, provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    C, 538, L.XLV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Corrientes, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 209, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Corrientes, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de sumas de dinero


    C, 240, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en razón de las personas intervinientes en el pleito.


    Toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Salta -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ Salta, Provincia de s/ Acción de lesividad


    E, 59, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra dos provincias y Estado Nacional. Improcedencia competencia originaria de la Corte: necesidad de examinar además la materia del pleito. Cuestiones de índole local y de competencia de los poderes locales. Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones. Competencia tribunales locales y de la justicia federal.


    El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por los actores contra dos provincias y el Estado Nacional, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es inadmisible, en tanto ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, pudiendo ser demandados cada uno en la jurisdicción que corresponda, provincial o federal, según el caso. La pretensión contra cada uno de los estados provinciales debería interponerse ante sus respectivos tribunales locales y la que intentaran contra el Estado Nacional ante la justicia federal de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental) en los que encontrarán así satisfechos sus respectivos privilegios constitucionales. Para que proceda la competencia originaria por ser parte una provincia, debe examinarse además la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que se trate de una cuestión de manifiesto contenido federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.


    Lamattina, Omar Rubén y otra c/ Estado Nacional y otras s/ Daños y perjuicios


    L, 13, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo de una provincia contra el Estado Nacional por sumas de dinero presuntamente adeudadas, en concepto de coparticipación tributaria. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes intervinientes en el pleito.


    En efecto, toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    S, 313, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo de una provincia contra el Estado Nacional por sumas de dinero presuntamente adeudadas, en concepto de coparticipación tributaria. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes intervinientes en el pleito.


    En efecto, toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    S, 314, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo de una provincia contra el Estado Nacional por sumas de dinero presuntamente adeudadas, en concepto de coparticipación tributaria. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes intervinientes en el pleito.


    En efecto, toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    S, 315, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae. Entidad nacional contra una provincia. Armonización prerrogativas jurisdiccionales.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que una entidad nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Banco de la Nación Argentina al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental y el art. 1º y 27 de la ley nacional 21.799 que establece su Carta Orgánica, como la Provincia de Misiones a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciar el proceso en esta instancia, por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Banco de la Nación Argentina c/ Misiones, Provincia de s/ cobro de pesos


    B, 1129, L.XLIV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B.3604, L. XXXVIII, "Banco Sudameris Argentina Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa (inconstitucionalidad)". Competencia originaria de la Corte: Provincia demandada en una causa con manifiesto contenido federal.


    Banco Patagonia S.A. c/ Entre Rios, Provincia de s/ medida cautelar


    B, 1244, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte en razón de las personas intervinientes en el pleito.


    En atención a la naturaleza de las partes que se hallan enfrentadas en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que la Provincia del Chubut -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas) -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando el proceso en esta instancia originaria.


    Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Producción) s/ Cobro de pesos


    C, 1335, L.XLIV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Presunta afectación del sistema de coparticipación federal de impuestos. Cuestión federal. Competencia originaria de la Corte.


    La cuestión federal es la predominante en la causa, pues el conflicto no involucra asuntos cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, pues el acto de la Dirección Provincial de Rentas, que fue dictado conforme a lo dispuesto en el Código Fiscal local, confronta de manera directa con la citada ley federal y las cláusulas constitucionales que rigen el tema. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Cooperativa de vivienda, crédito y consumo Palmares Ltda. c/ Entre Rios, Provincia de s/ Incidente de apelación de medida cautelar


    C, 437, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 1267, L. XLIV,"Molinos Río de la Plata S.A. y otra c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, por ser parte la Provincia de Misiones en una causa de manifiesto contenido federal.


    Establecimiento Las Marías S.A.C.I.F.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 32, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 1267, L. XLIV, "Molinos Río de la Plata S.A. y otra c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, por ser parte la Provincia de Misiones en una causa de manifiesto contenido federal.


    La Cumbrecita S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L, 89, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 853, L. XLIV, "Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ amparo (daño ambiental)".


    El proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, por ser parte dos provincias en una causa de manifiesto contenido federal.


    Ministerio Público Fiscal de la Nación c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Amparo (daño ambiental)


    M, 169, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo entablada contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito.


    En principio, cabe recordar que el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Toda vez que la Provincia de San Luis - a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional - demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S, 1133, L.XLIV, 18 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza entablada por una Universidad Nacional contra la Provincia de Salta. Competencia originaria de la Corte en razón de las personas: armonización de prerrogativas jurisdiccionales. Inaplicabilidad precedente "Ontivero". Competencia originaria al ser parte una provincia en virtud del art. 117 de la CN.


    En atención a la naturaleza de las partes que se enfrentan en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que una entidad nacional, la Universidad Nacional de Salta -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Salta -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. El art. 117 de la Constitución establece que la competencia del Tribunal en estos casos es "originaria y exclusiva". Las provincias sólo "pueden" y "deben" ser demandadas en la "jurisdicción federal", diagramada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, ante la Corte Suprema de Justicia, esto es en la instancia originaria del Tribunal, ya sea que ésta proceda por las personas o por la materia, o, por el contrario, ante sus propios jueces cuando el proceso se rija por el Derecho Público local o por el derecho común, en este último caso si no existe distinta vecindad o extranjería. Y ello es así puesto que dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno federal (arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental). Nunca podría aplicarse al sub examine la doctrina "Ontivero".


    Universidad Nacional de Salta c/ Salta, Provincia de y otros s/ Incidente de medida cautelar


    U, 4, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión N. 4, L. XLV, "Navar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ amparo". Competencia originaria de la Corte por ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Yerbatera del Nordeste S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo


    Y, 2, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Exigibilidad de impuesto de sellos. Competencia justicia provincial: cuestiones de índole local. Ausencia cuestión federal en forma exclusiva y causa civil. Procedimientos y jurisdicciones para cuestionar leyes, decretos y actos locales según el vicio imputado. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser un carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. La cuestión federal no es la predominante en la causa, pues la materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto la actora efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local, ya que está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que integran el derecho público provincial -en el caso- el Código Fiscal de la Provincia de Tucumán y la disposición que ratifica el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento. Contra las leyes y decretos locales (o contra los actos locales como resulta ser el caso en examen), que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. En estos autos se presenta el último de los supuestos enunciados, por lo que el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Tucumán, pues es dicho Estado provincial, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar si ha existido afectación de lo dispuesto en los arts. 99, 110, 214, 222, 265 y concordantes del Código Tributario local (t.o. 2006), que regulan el impuesto de sellos.


    Colombo de Anadon, María Emilia c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    C, 1545, L.XLIV, 05 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Acto administrativo que grava con impuesto a los ingresos brutos al transporte de energía eléctrica. Causa con manifiesto contenido federal. Interés público nacional. Energía eléctrica: régimen federal. Competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La cuestión federal es exclusiva en tanto lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y alcance del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, la "cláusula comercial", que confiere privativamente al Congreso Nacional la competencia de reglar el comercio interprovincial, el cual comprende el de la energía eléctrica, así como también de los preceptos federales dictados en consecuencia, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se invoca. Del principio constitucional de supremacía (art. 31) se desprende que los gravámenes locales no pueden entorpecer, frustrar o impedir la política del Gobierno Federal expresada en normas sancionadas en virtud de los deberes y en uso de las atribuciones previstas en los arts. 25, 27 y 75 incs. 12, 16, 18 y 30, de la Ley Fundamental, así como también que recaigan sobre los "instrumentos" por medio de los cuales aquél persigue satisfacer los altos fines que le han sido encomendados. Dado que el asunto exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere o invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de energía eléctrica, pienso que la acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Intesar S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro s/ Acción declarativa de certeza


    I, 147, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo contra Estado Nacional y Provincia. Recursos coparticipables. Requisitos para que la causa tramite ante la instancia originaria de la Corte: en razón de las personas intervinientes en el litigio y cuestión de naturaleza federal. Pretensiones diferenciadas: demanda contra Estado Nacional: justicia federal. Contra autoridades locales: fuero provincial.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. No procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por la actora contra la Provincia de Corrientes y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Para que proceda la competencia invocada por ser parte una provincia, debe examinarse, además, la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que se trate de una cuestión de naturaleza directa y exclusivamente federal. Dicha hipótesis tampoco se verifica en autos, pues lo debatido comprende cuestiones de índole local y de competencia de los poderes locales. No se configura el supuesto de competencia originaria previsto en el art. 117 de la Constitución Nacional, por lo que el municipio deberá deducir la correspondiente demanda ante la justicia federal de baja instancia, donde el Estado Nacional encontrará satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental y confr. doctrina de Fallos: 324:3853). Resulta aplicable la doctrina según la cual los conflictos entre autoridades locales deben hallar solución -jurídica o política- en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación. Esta segunda pretensión debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Corrientes, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también pueda comprender el pleito sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Municipalidad de Pasos de Los Libres c/ Corrientes, Provincia de y Estado Nacional s/ Amparo


    M, 1373, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Presunta falta de servicio de uno de sus órganos. Responsabilidad extracontractual. Concepto de causa civil precedente "Barreto". Materia de derecho público. Competencia de la justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Díaz, Mario Alberto c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    D, 328, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Presunta falta de servicio de uno de sus órganos. Responsabilidad extracontractual. Concepto de causa civil precedente "Barreto". Materia de derecho público. Justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraría, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la via del recurso extraordinario reglado por el arto 14 de la ley 48.


    Fano, Norberto Gabriel c/ Río Negro, provincia de s/ Daños y perjuicios


    F, 237, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: supuestos. Acumulación de procesos: decisión del tribunal en su carácter de juez de la causa.


    El Tribunal sólo puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, es parte una provincia, o se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. La configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a su procedencia, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Lazarte, Hugo César c/ Veraye Ómnibus S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    L, 162, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo iniciado por una obra social contra una provincia: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 231, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo iniciado por una obra social contra una provincia: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Chubut, provincia del s/ Ejecución fiscal


    O, 233, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo iniciado por una obra social contra una provincia: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Jujuy, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 232, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 864, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo previsional. Demanda contra provincia y entidad nacional. Materia de naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    De la Silva, Mario Rodolfo y otros c/ Santiago del Estero, provincia de y Estado Nacional (ANSES) s/ Reajustes de haberes previsionales


    D, 130, L.XLV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción ambiental declarativa. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Requisito art.7 de la Ley General del Ambiente: afectación de recurso ambiental de carácter interjurisdiccional o área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Improcedencia referencia genérica. Poder de policía ambiental: derecho público local. Provincia demandada: justicia local. Estado Nacional: fuero federal. Inexistencia de litisconsorcio pasivo necesario.


    La competencia originaria del Tribunal procede en las causas referidas a cuestiones ambientales si es parte una provincia y la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La definición de la naturaleza federal de un pleito es restrictiva, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación -según los términos de la Ley General del Ambiente- de un recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que demuestre que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por la actora contra la Provincia de San Juan y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia, pues la materia no es exclusivamente federal ni reviste naturaleza civil.


    Fundación Ciudadanos Independientes c/ San Juan, provincia de, Estado Nacional y otros s/ Acción ambiental meramente declarativa


    F, 121, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Impugnación de norma provincial que aplica un impuesto. Leyes de Coparticipación Federal de Impuestos y Convenio Multilateral: integrantes del derecho público provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Planteamiento conjunto de cuestiones federales y locales. Competencia justicia provincial. Remisión P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa".


    La provincia demandada tiene un interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial junto con la Administración Tributaria Provincial, sin perjuicio de su condición de entidad administrativamente descentralizada. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Las leyes-convenio -entre las que debe incluirse la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y el Convenio Multilateral- al ser ratificadas por una ley local entran a formar parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía, por lo que su violación configura un asunto de igual naturaleza, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal.


    LDC Argentina S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Ordinario


    L, 140, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que la Provincia de Santa Fe -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S, 470, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que la Provincia de Santa Fe -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S, 538, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que la Provincia de Santa Fe -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S, 539, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada por un sindicato, contra provincia. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia de la justicia provincial: necesidad de revisar aspectos propios del derecho provincial. Facultades reservadas de la provincia: reglamentación de cuestiones de derecho laboral.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El derecho constitucional respecto del cual el sindicato pretende tutela, no está directa y exclusivamente protegido por la Constitución Nacional, sino que, en primer lugar, se encuentra garantizado por la Constitución de Río Negro, provincia a la que demanda, por lo que su pretensión no se funda de manera directa en prescripciones constitucionales de carácter nacional, sino que también incluye la inteligencia de aquellas disposiciones de la Constitución local que lo tutelan, lo que hace que el planteamiento sea conjunto y no exclusivamente federal. Contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una leyes contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Sindicato de Trabajadores Judiciales de Río Negro c/ Río Negro, provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    S, 59, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho de dominio sobre los automotores. Cuestionamiento de normas provinciales presuntamente contrarias a normas nacionales: manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. Toda vez que el asunto en examen exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2, inc. 1, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, considero que -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    FJW Sociedad Anónima de Transporte c/ Misiones, provincia de s/ Incidente de medida cautelar


    F, 175, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    S, 191, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Cumplimiento de contrato


    S, 501, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria del Tribunal en razón de la materia y de la persona. Interés directo en la causa por parte de la provincia demandada, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora. Materia previsional: Cuestión federal.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La materia del pleito es de naturaleza previsional, que reviste contenido federal. Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la provincia a favor de los tribunales federales de baja instancia, y que también lo es ratione personae, pues la provincia citada a juicio concurre con una entidad nacional, que ha sido demandada en el litigio, y que, de esta forma, también encuentra satisfecho su privilegio (conf. art. 116 de la Constitución Nacional).


    Arias de Salvadores, Rosa Arcenia c/ Catamarca, Provincia de y otro s/ Reajuste de haberes


    A, 1018, L.XLIV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios por accidente de tránsito contra concesionaria de ruta nacional. Distinta vecindad. Citaciones como terceros a los estados provincial y nacional. Improcedencia competencia originaria de la Corte por la materia: ausencia cuestión federal. Competencia justicia local.


    En cuanto al pedido de citación del Estado Nacional considero que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, nada autoriza a conceder tal solicitud puesto que la controversia no le es común. En lo que hace a la solicitud de citación de la Provincia de Santiago del Estero, cabe recordar que para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por ende, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En el sub lite, se presenta dicha hipótesis. No se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, pues el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Rodriguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R, 21, L.XLIV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en razón de las personas intervinientes en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Misiones -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, demanda al Estado Nacional y a una entidad nacional, la Administración de Parques Nacionales (v. ley 22.351) -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Misiones, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Nulidad de acto administrativo


    M, 957, L.XLIV, 13 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Corrientes, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 352, L.XLV, 02 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 126, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 75, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 77, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 78, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    C, 79, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ ejecución fiscal".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    C, 80, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión I. 189, XLIV, "Industrias Alimenticias Mendocinas S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa".


    El proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, por ser parte la Provincia de Mendoza en una causa de manifiesto contenido federal.


    Fincas Patagónicas S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    F, 696, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia: Exigibilidad de impuesto de sellos por parte de una provincia y eximisión de pago de acuerdo a ley nacional. Competencia originaria de la Corte: causa de manifiesto contenido federal.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. El pleito se encuentra entre los especialmente regidos por la Constitución Nacional, a los que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Industrias Alimenticias Mendocinas c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    I, 189, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T. 41, XLIII, "Transportes Unidos del Sud S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y E.115, XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Transportes Unidos del Sud S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 417, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Córdoba -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Córdoba, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 798, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Corrientes -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Corrientes, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 564, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 721, L. XXXIX, "Colgate Palmolive Argentina S.A." y R. 215, L. XLI, "Reckitt Benckiser Argentina S.A.", en las que V.E. se pronunció de conformidad en sus sentencias. Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en un pleito de naturaleza federal.


    Reckitt Benckiser Argentina S.A c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    R, 146, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Prerrogativas. Compensación Económica


    Compensación prevista por el decreto 1770/91. Reajuste monetario: Remisión. Aplicación del régimen de consolidación de deudas. Procedencia recurso extraordinario en la etapa de ejecución de sentencia.


    En cuanto al reajuste monetario ordenado por la Cámara, resultan aplicables al sub lite las consideraciones efectuadas al respecto en G. 482, L. XLIII, "González Díaz, Rafael Angel y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) -dto. 1770/91- s/ empleo público". Al tratarse de créditos a cargo del Estado Nacional que encuentran su origen en el reconocimiento de diferencias salariales devengadas durante un período determinado con anterioridad al 1° de abril de 1991, quedan alcanzados por la consolidación dispuesta por la ley 23.982 -a lo que no obsta que el decreto 1770/91 se hubiera dictado en una fecha posterior- y, en consecuencia, los intereses deben calcularse de conformidad con el procedimiento fijado por el art. 45 de la ley 26.078.


    Bruno, Carlos Gustavo y otros c/ Estado Nacional s/ contencioso administrativo


    B, 167, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces. Art 14 bis de la Constitución Nacinal: derecho a conseguir los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable, garantía de la movilidad de las jubilaciones. Reajuste de los haberes: pérdida real del significado económico del beneficio no imputable a su titular.


    La intangibilidad de las remuneraciones de los jueces consagrada en el texto constitucional es garantía de independencia del Poder Judicial y la esencia republicana de gobierno requiere que no pueda ser soslayada por las provincias, entendiéndose afectada cuando se constata un ostensible deterioro, temporalmente dilatado, de los ingresos de los magistrados, en actividad o retiro, respecto de lo que resulta razonable. Por otra parte, el artículo 14 bis de la Constitución Nacional consagra el derecho a conseguir los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable y garantiza la movilidad de las jubilaciones, dejando abierta a la reglamentación -necesaria y razonable- la forma de hacerla efectiva. Asimismo, procede el reajuste de los haberes, en los casos de pérdida real del significado económico del beneficio no imputable a su titular, con el fin de impedir que se frustre su finalidad alimentaria y se comprometa la justicia, la propiedad y la movilidad de las prestaciones consagradas en los artículos 14 bis y 17 de la Carta Magna. En ese contexto y atendiendo a la substancia de la pretensión y a su finalidad última, corresponde decir que el pronunciamiento de la Cámara no se sustenta conforme es menester, toda vez que la elección de un régimen que de derecho o de hecho congele los haberes de jubilación y pensión por un término incierto configura un claro apartamiento de lo preceptuado por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional.


    Bianchi, Oscar Alberto y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ amparo


    B, 43, L.XLIII, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Inmunidades


    Disminución salarial de remuneraciones de magistrados y funcionarios provinciales. Potestad legislativa provincial. Normativa de emergencia posteriormente derogada. Inexistencia afectación garantía de intangibilidad de la remuneración.


    El criterio escogido por el superior tribunal local que, si bien reconoció el carácter absoluto del principio de intangibilidad, aceptó como excepcional y de transición la merma sufrida por los asalariados judiciales dentro del contexto de emergencia económica local, no aparece como arbitrario o irrazonable, pues no solamente las normas cuestionadas fueron derogadas expresamente tornando al planteo en una petición por diferencia salarial de cuantía determinada sino por tener en cuenta también -como parámetro posible- anteriores precedentes de la Corte Nacional -referidos específicamente a debilitamientos en las retribuciones judiciales por motivos inflacionarios- donde se sostuvo que las deducciones impuestas a los jueces como un deber de solidaridad con el resto de la comunidad no podía sobrepasar el 30% del resultado final que arrojara el deterioro, en tanto dicha medida preserva el aspecto patrimonial de la garantía establecida por el arto 96 (hoy 110) de la Constitución Nacional.


    Morales, Fernando Tomás y otros c/ Provincia de Córdoba s/ Acción de amparo


    M, 508, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Responsabilidad civil contra magistrado provincial por su actuación judicial. Garantía de inmunidad de jurisdicción. Necesidad de apartarlo del cargo mediante el procedimiento previsto para ello. Respeto del régimen republicano.


    Constituye un requisito indispensable para someter a un magistrado nacional a la jurisdicción de los tribunales ordinarios en procesos civiles o penales que se le sigan por actos realizados en ejercicio de sus funciones, la previa destitución de aquél mediante el juicio político regulado en los arts. 42, 51 y 52 de la Constitución Nacional (anterior a la reforma de 1994, hoy arts. 53, 59 y 60) o el cese de sus funciones por cualquier otra causa. La inmunidad de jurisdicción de los magistrados, en la medida en que impide que sean sometidos a juicio civil mientras permanezcan en sus cargos, es una garantía de independencia de los jueces que hace a la esencia del sistema republicano de gobierno y que, como tal, no sólo se encuentra asegurada en la Constitución Nacional, sino que también debe ser respetada por los ordenamientos provinciales. La trascendencia de esta cuestión excede el marco del derecho público local y se proyecta en el ámbito de la vigencia de la Constitución Nacional, pues si bien está garantizada a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades, aquélla les impone expresamente el deber de asegurar su administración de justicia (art. 5°), proclama su supremacía sobre las constituciones y leyes locales (art. 31) y encomienda a la Corte Suprema de Justicia de la Nación su mantenimiento (art. 116).


    Marincovich, Jose Antonio c/ Vargas, Abraham Luis s/ Responsabilidad civil contra magistrados judiciales


    M, 424, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Poder Legislativo. Atribuciones


    Remisión al dictamen formulado en M. 336 L. XLIV "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".



    Prina, Carlos Omar c/ Caja de retiros, jubilaciones y pensiones de la policía federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    P, 390, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


      Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 336 L. XLIV "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".



    Roncati, Carlos Alberto y otros c/ Estado Nacional- Ministerio del interior- Policía federal Argentina- Decreto 582/93-


    R, 682, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Delegación de Facultades. Improcedencia


    Establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas: facultad del Poder Legislativo. Condiciones para la exigencia de cargas tributarias. Decreto 582/93: modificación del sistema de financiamiento de la Obra Social Policial. Límites a la facultad de reglamentar del Poder Ejecutivo: imposibilidad de consentir la desnaturalización de derechos.


    Los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas; y ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una prescripción legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, y si bien no existe óbice constitucional para que el Legislativo confiera al Ejecutivo o a un cuerpo administrativo cierta autoridad a fin de reglamentar una norma, ello es así en tanto importe configurar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución de la ley y el precepto se ajuste a su texto y espíritu y a la política legislativa fijada. En ese sentido, corresponde dictaminar que no se ha dejado en evidencia, en el texto de la ley 21.965, la existencia de una delegación nítida que, en su caso, pretendidamente habilite al Ejecutivo a dictar el decreto 582/93; a lo que se agrega que dicho precepto, y las normas dictadas en su ámbito, vinieron virtualmente a modificar, por más de 14 años, elsistema de financiamiento de la Obra Social Policial, pretiriendo, incluso, que, por amplio que se aprecie el ámbito de autonomía del Ejecutivo, el poder de reglamentar no llega a consentir la desnaturalización de derechos, máxime cuando el poder administrador ingresa en un ámbito propio de la competencia legislativa.


    Molina, Miguel Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 336, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Nulidad de resoluciones de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y de Seguros de la Nación. Cobro de tasa. Cuantificación dispuesta por el Poder Ejecutivo: Prohibición delegación legislativa. Principio constitucional de reserva de ley en materia tributaria.


    Nuestra Constitución Nacional prescribe, de manera reiterada y como regla fundamental, tanto en el art. 4º como en los arts. 17 y 52, que sólo el Congreso impone las contribuciones referidas en el primero de ellos. Ha dicho el Tribunal al respecto, contundentemente, que "los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas y, concordantemente con ello, ha afirmado reiteradamente que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones". El principio de legalidad o de reserva de ley no es sólo una expresión jurídico formal de la tributación, sino que constituye una garantía substancial en este campo, en la medida en que su esencia viene dada por la representatividad de los contribuyentes. En tal sentido este principio de raigambre constitucional abarca tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones como a las modificaciones de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir el hecho imponible, la alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones. Si bien la ley 24.938 creó el tributo y determinó su hecho imponible y los sujetos pasivos -manteniendo lo hecho precedentemente en la ley 24.557-, no hizo lo propio con relación a su cuantificación, la que quedó completamente librada al arbitrio del Poder Ejecutivo, con mella irreversible de la garantía constitucional señalada. No pueden caber dudas en cuanto a que los aspectos sustanciales del derecho tributario no tienen cabida en las materias respecto de las cuales la Constitución Nacional (art. 76), autoriza, como excepción y bajo determinadas condiciones, la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo.


    Consolidar ART SA c/ Superintendencia Riesgos Trabajo - Resoluciones 39/98 y 25806/98 y otro s/ Proceso de conocimiento


    C, 1842, L.XLIII, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Económicas y Financieras


    Regulación de la actividad pesquera en jurisdicción provincial. Condiciones exigidas por ley local para renovar u obtener permisos de pesca. Contraposición con la ley federal de pesca 24.922 y la Constitución Nacional. Improcedencia ampliación de atribuciones del poder local frente al nacional.


    El legislador nacional ha advertido que, a efectos de otorgar los permisos de pesca, se dará prioridad a aquellos buques que empleen mano de obra argentina en mayor porcentaje, pero no asignó preferencia alguna a los residentes de una región en desmedro de otra, sin perjuicio de lo cual la ley local 5639 genera un distingo que el régimen federal no contempla. Los principios del art. 12 y el contenido amplio asignado a la "cláusula del comercio" en el art. 75. inc. 13) de la Constitución Nacional, impiden que las leyes provinciales puedan ser fruto de una política que discrimine el comercio interior en función de su origen, o que beneficie a un Estado provincial respecto de otro, o que se encarezca su desenvolvimiento al extremo de dificultarlo o impedirlo. Las empresas actoras se ven obstaculizadas en su propósito de comerciar, toda vez que la ley local condiciona el ejercicio de la pesca, en tanto las obliga a desembarcar el total de la captura en los puertos provinciales, y afecta sin lugar a dudas la libre concurrencia al mercado de servicios de otros puertos de oferentes y demandantes con aptitud para perjudicar los intereses de la comunidad que se beneficia de él. La inteligencia de la cuestión suscitada a la luz de los preceptos constitucionales enunciados, parte de consagrados principios de hermenéutica aplicados por V.E. como aquel que sostiene que la Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás y que las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente en el ejercicio del comercio interjurisdiccional. Los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas, las exigencias de los arts. 11 inc. 2), 14, 38 y 45 inc. 5), de la ley 5639 de la Provincia del Chubut se encuentran en pugna con la obligación asumida en el art. 40, inc. b) de la ley 24.922 y con lo previsto en el art. 11 de la Constitución Nacional.


    Pescargen S.A. y otra c/ Chubut, provincia de s/ Acción declarativa.


    P, 1110, L.XXXIX, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Ampliaciones de las redes de distribución del gas natural. Marco regulatorio: obligación a cargo de las licenciatarias. Excepción: solventadas por beneficiarios del proyecto cuando las tarifas autorizadas para los clientes de la zona donde se solicite la expansión no provean el ingreso suficiente a la distribuidora para financiar su ejecución. Principio de rentabilidad razonable. Improcedencia revisión judicial de la normativa: Facultades del Poder Legislativo en cuestiones de política adoptada para la privatización de este servicio público. Inexistencia resolución irrazonable del ente regulador.


    Las extensiones de la red de distribución necesarias para proveer el servicio de gas natural a terceros que lo soliciten deberán ser realizadas, en principio, por la distribuidora, salvo que las tarifas autorizadas para los clientes de la zona donde se requiera la extensión no provean a la distribuidora el ingreso suficiente para costear su construcción, en cuyo caso el ENARGAS podrá requerir a terceros el financiamiento de la obra. Del marco regulatorio del servicio, en especial del numeral 8.1.3 de las Reglas Básicas de la Licencia, surge que el financiamiento que puede requerir el ENARGAS a los interesados para la extensión de la obra no está acotado a un "aporte", sino que aquél puede pedir que la ejecución de la obra sea solventada parcial o totalmente por los terceros interesados. El diseño del sistema de prestación de servicio elaborado por el legislador y las consecuencias directas que derivan de él responden a una valoración de carácter económico cuya apreciación y adopción corresponde al Congreso exclusivamente en virtud de sus altas facultades y constituyen enfoques de política legislativa cuya desventaja o acierto escapa a la consideración de los tribunales. La decisión adoptada en el marco regulatorio del gas sobre quién debe solventar las inversiones en la extensión de las redes de distribución aparece regularmente inscripta en el ejercicio privativo de funciones propias de uno de los poderes del Estado, sin exceder el marco en que constitucional y legalmente éstas se insertan, por lo que no resulta judicialmente revisable el modo en que ese poder ha sido ejercido. De admitirse por esta vía la revisión de la normativa atinente a la extensión de la red de distribución de gas natural como pretende el recurrente, se afectaría seriamente la política adoptada y los objetivos que tuvo en mira el Estado Nacional para concretar la privatización de este servicio público, al desarticular, sin fundamento válido, la ecuación económico-financiera del contrato de concesión. La simple discrepancia del recurrente con el método escogido por el ENARGAS en la resolución 1356/99 para fijar la contraprestación que deben recibir los usuarios por la ejecución y financiación de la obra de extensión de las redes de gas natural no basta para sustentar su inconstitucionalidad. La decisión adoptada por el ENARGAS en dicho acto se inscribe en el ejercicio privativo de funciones propias de uno de los poderes del Estado, sin exceder el marco en que constitucional y legalmente éstas se insertan y sin que sea judicialmente revisable el modo en que ese poder ha sido ejercido. En las causas donde se impugnan actos cumplidos por otros poderes en la órbita de las facultades que les son privativas, la función jurisdiccional no alcanza al modo del ejercicio de tales atribuciones, toda vez que de otra manera se haría manifiesta la invasión del ámbito de las facultades propias de las otras autoridades de la Nación.


    Ameal, Jorge Amor c/ Metrogas S.A. - Resol. 692/05 Enargas (Expte. 10228/05).


    A, 70, L.XLIV, 05 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Aduana


    Derechos específicos de importación. Decreto 998/95. Incumplimiento de las condiciones especiales contenidas en el Acuerdo de Marrakech (ratificado por la ley 24.425). Eliminación de las medidas de urgencia restrictivas de las importaciones de productos determinados.


    La validez de la medida adoptada por el decreto 998/95 se encuentra supeditada a la previa presentación de un plan de eliminación o puesta en conformidad progresiva de este tipo de restricciones, con arreglo a un calendario que debía ser presentado ante el Comité de Salvaguardias en el plazo allí previsto. Contrariamente a lo que era menester, la Dirección General de Aduanas no alega, ni mucho menos demuestra, que el Estado Nacional haya cumplido con este requisito previo imprescindible para el mantenimiento de la salvaguardia que invoca.


    RBK Argentina S.A. (TF 14488-A) c/ DGA


    R, 36, L.XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derechos de exportación. Vigencia del beneficio estatuído por el art. 9°, inc. b), de la ley 23.101. Remisión E. 362, L. XLI, "El Marisco S.A. (TF 20.315-I) c/ D.G.I." y A. 1823, L. XL, "Antonio Barillari S.A.C.I.F. y A. c/ D.G.I.".


    El beneficio sobre los "bienes y servicios promocionados" enumerados según la Nomenclatura del Consejo de Cooperación Aduanera (NCCA) por el decreto 173/85 había sido definitivamente abandonado con el dictado de su similar 553/89. Nada encuentro en el decreto 2.657/91 que afecte el vigor de la derogación operada por el art. 2° del decreto 553/89, toda vez que, el primero se limitó a sustituir la NADE y la Nomenclatura Arancelaria y Derechos de Importación (NADI) por la Nomenclatura del Comercio Exterior (NCE), sin aprobar a tal efecto una nueva lista de mercaderías a las que se les aplique el beneficio de la deducción previsto en el art. 9, inc. b), de la ley 23.101 ni restaurar la contenida en el anexo del decreto 173/85 ni, cabe agregar ahora, pronunciarse sobre la exclusión del beneficio dispuesta por el art. 2° del decreto 553/89. El decreto 2657/91 no ha devuelto su vigencia a la enumeración de los "bienes y servicios promocionados" realizada sobre la NCCA por su similar 173/85 ni tampoco ha afectado la derogación operada por el art. 2° del decreto 553/89, sin que pueda entenderse que exista una redacción descuidada o desafortunada del legislador, quien podría haber aprobado una nueva lista sobre la cual rija el beneficio de la deducción o restaurado la vigencia de aquélla contenida en el anexo del decreto 173/85 y -sin embargo- no lo hizo.


    Pesquera Comercial S.A. c/ AFIP - DGI s/ Acción declarativa.


    P, 758, L.XLIV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Derechos de importación. Resolución que dispuso abonar los mismos con anterioridad a la norma vigente que establece reducciones para dicho concepto. Acto administrativo que exige el pago estando vigente la nueva normativa. Régimen arancelario aplicable: el del momento en que se registró el despacho de importación.


    El art. 637 del Código Aduanero establece reglas para determinar la norma arancelaria aplicable a la mercadería que se importa para consumo de modo regular. La exposición de motivos del Código Aduanero expresa que ese artículo, en sus distintos incisos, contempla diversas situaciones según un orden cronológico, y que "la norma arancelaria vigente al momento de cada uno de dichos supuestos será la que indique el derecho aplicable". Al no discutirse que a la fecha en que la actora registró su solicitud de destinación de la mercadería importada se hallaba vigente la resolución del Ministerio de Economía y Servicios Públicos 1.696/93, carece de toda relevancia que los actos administrativos y judiciales que exigieron el pago de los derechos sean posteriores a la ley 24.425, pues es la primera conducta la que fija el perfeccionamiento del hecho imponible que determina el régimen arancelario aplicable, siendo los demás actos estatales meras derivaciones jurídicas de éste.


    Biaseflex SACIFI c/ AFIP - DGA - Resol. 1211/98 s/ Administración Nacional de Aduanas


    B, 243, L.XLIII, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Validez de memorandos del Administrador de la Aduana de Buenos Aires. Transporte fluvial. Ventas a bordo de buques: inaplicabilidad régimen de tiendas libres (free shops). Ubicación de éstas últimas sólo en aeropuertos internacionales que poseen aduana. Mercaderías sujetas a derechos de importación y exportación al momento de su introducción en territorio nacional. Inexistencia violación derecho de trabajar y ejercer industria lícita.


    No resulta cuestionable lo dispuesto por la autoridad aduanera pues es claro que las tiendas situadas a bordo de los buques que opera la actora difieren de aquéllas libres ubicadas "en los aeropuertos internacionales que cuenten con servicio permanente de aduanas", único supuesto de franquicia vigente para tal tipo de tiendas en nuestro sistema jurídico, regulado en forma específica por la ley 22.056 (cfr. art. 1°). Esta interpretación literal es corroborada por el mensaje que acompañó este proyecto de ley, en el cual se consignó como finalidad del régimen, a la vez que brindar confort al viajero, permitir que, con la explotación de ese rubro comercial, se obtengan recursos orientados a recuperar el costo de operación y mantenimiento de los "aeropuertos". El legislador seleccionó a los aeropuertos, descartando la instalación de tiendas libres en puertos, buques, rutas u otros sitios, lo cual indica que priorizó el tráfico aéreo por sobre otras modalidades. Por tal motivo, carece de fundamento dispensar un tratamiento analógico o extensivo para abarcar también a las tiendas de la aquí demandante, pues la primera regla de interpretación de la ley es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinarla es su letra. La instalación y el manejo de otro tipo de tiendas, diferentes de las comprendidas en las previsiones de la ley 22.056, en los buques de la actora, constituyen manifestaciones válidas de su derecho de trabajar y ejercer industria lícita, amparado por el art. 14 de la Constitución Nacional y sujeto a una razonable reglamentación. De esta afirmación se derivan dos importantes consecuencias: En primer lugar, que las transacciones perfeccionadas en esas tiendas son llevadas a cabo en buques situados fuera del territorio aduanero y, por ende, que las mercaderías allí adquiridas quedarán sujetas a los derechos de importación y exportación al momento de su introducción a este último ámbito espacial (art. 9º, Código Aduanero). En esta oportunidad, como lo destaca el memorando 14/99 y su modificatorio, se realizarán las tareas de control de equipajes y valoración que normalmente se llevan a cabo cuando cualquier otra mercadería proveniente del extranjero es nacionalizada. En segundo término, que quien resulte responsable de la operatoria de estas tiendas deberá abonar todos los tributos -nacionales y locales- que correspondan por la actividad que en ellas se realiza, de conformidad con la legislación vigente.


    Los Cipreses S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas.


    L, 240, L.XLIV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Empréstitos y Deuda Pública


    Aplicación e interpretación de la ley 23.982 y decreto 1316/98. Régimen de consolidación: carácter de orden público. Modo de cálculo de intereses con posterioridad a la fecha de emisión de los bonos. Improcedencia de embargo ejecutorio sobre fondos públicos, en caso de incumplimiento en la entrega de los mismos.


    De conformidad con la ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 1). En ese momento se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece (art. 17) y en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés que prevé el art. 6 de esa ley, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicar la liquidación correspondiente. No procede incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial más allá de la fecha de corte que fijan las leyes de consolidación, sino que lo correcto en el caso es que se la practique hasta el 1 de abril de 1991 y, de allí en adelante, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que devenguen los bonos de consolidación que corresponda entregar. El embargo dispuesto en primera instancia y confirmado por el a quo resulta contrario a lo dispuesto por el art. 4 de la ley 23.982. Ello es así toda vez que, cuando se trata de una deuda consolidada, ello importa que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que les son reconocidos y, en la especie, el ejercicio de la opción de recibir bonos de consolidación impide al acreedor reclamar la obligación original en el caso de demora en la entrega de los títulos correspondientes. No resulta ajustado a derecho el embargo trabado a fin de percibir en forma inmediata el crédito que reclama la incidentista, pues tal decisión importa establecer una suerte de excepción que no se encuentra contemplada en los textos legales aplicables, máxime cuando existen mecanismos legales y reglamentarios tendientes a hacer efectiva la obligación de entrega de los bonos que correspondan, ya sea mediante la imposición de astreintes o los previstos por el decreto reglamentario 1116/00, anexo IV, arts. 30 y 31, cuya aplicación resulta inexcusable en atención al carácter de orden público que revisten las normas de la ley de consolidación (art. 16 de la ley 23.982), lo que trae aparejadas la irrenunciabilidad e imperatividad de esas disposiciones.


    Greco Hermanos SAICA s/ Incidente de actuación por separado (respecto del crédito de Establecimiento Agrícola Las Cortaderas S.A.).


    G, 1024, L.XLIV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales por despidos. Aplicación ley 25.344. Régimen de consolidación. Intereses: tasas diferentes a las previstas por esa ley. Improcedencia. Normas de orden público.


    El a quo, pese a considerar que el crédito de autos se encuentra comprendido en el régimen de consolidación de deudas, admitió el cálculo de intereses con posterioridad al 31 de diciembre de 1999 y, de este modo, prescindió de la solución normativa prevista para el caso que, además, es de orden público. En efecto, de conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito -como ocurre en la especie en virtud de su fecha de origen- se consolidan con los alcances y en los términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés allí previsto, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicarse la liquidación correspondiente.


    Cari, José Daniel c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Diferencia de indemnización


    C, 218, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deuda pública. Crédito correspondiente a intereses. Magistrados en situación de pasividad. Improcedencia aplicación doctrina intangibilidad de las remuneraciones de los jueces. Aplicación a las deudas del órgano judicial.


    El Congreso de la Nación no ha exceptuado al Poder Judicial del régimen de consolidación de las deudas estatales que reúnan, como las debatidas en autos, las condiciones establecidas en el art. 13 de la ley 25.344. Por el contrario, el art. 2 de la ley 23.982 -a cuyos términos remite el art. 13 mencionado- incluye entre los sujetos cuyas deudas quedan alcanzadas por la consolidación, al Estado Nacional, uno de cuyos órganos es el Poder Judicial de la Nación . en tales condiciones, la facultad que el art. 23 de la ley 25.344 confiere al Poder Judicial de aplicar la ley en el ámbito de su competencia en los aspectos que corresponda debe entenderse referida sólo a las cuestiones reglamentarias vinculadas con los capítulos II y IV de la misma, no así al capítulo V concerniente a la consolidación de la deuda pública. Por ello . no es potestativo del Poder Judicial someter o no sus obligaciones dinerarias al régimen excepcional de pago establecido en la ley 25.344, por lo que las disposiciones de ésta devienen de aplicación inexcusable habida cuenta de su carácter de orden público (art. 16, ley 23.982). Al tratarse de créditos por intereses adicionales que reunirían las condiciones establecidas en el régimen de consolidación de deudas, resulta evidente su aplicación en autos, máxime si se tiene en cuenta que este particular sistema de cancelación de pasivos estatales alcanza también a los efectos no cumplidos de las sentencias cuando se trata de deudas pasibles de ser consolidadas.


    Gutierrez Pechemiel, Ismael Carlos c/ Estado Nacional (C.S.J.N.) s/ Empleo público


    G, 235, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Cobro de impuestos contra organismo provincial que goza de autarquía. Improcedencia ejecución forzosa. Crédito comprendido en el régimen de consolidación de deudas. Adhesión de la provincia al régimen nacional.


    El crédito reconocido en autos debe ser cobrado mediante el procedimiento que prevé la ley local 3726 y su decreto reglamentario. En efecto, V.E. tiene dicho respecto de la ley 25.344 que la consolidación de las obligaciones alcanzadas por su art. 13 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Esta circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La circunstancia de que el instituto ejecutado constituya una entidad autárquica no modifica la solución que se propugna, toda vez que el art. 1° de la ley 3726 de la Provincia de Misiones incluye expresamente a las entidades de esa índole, sin efectuar distinción alguna según la actividad que desarrolle, al igual que la legislación nacional, motivo por el cual admitir el agravio que la actora esgrime al respecto importaría el desconocimiento del texto legal. La AFIP, después del reconocimiento firme de la deuda en sede judicial deberá ajustar su proceder a las disposiciones de la ley de consolidación provincial y a los mecanismos administrativos previstos en ese cuerpo legal, en tanto no impongan al acreedor mayores restricciones que las establecidas por la ley nacional a la que la provincia ha adherido.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Instituto de Fomento Agropecuario e Industrial s/ Ejecución Fisca


    F, 1207, L.XLII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Excepciones al diferimiento de pago: servicios de la deuda pública. Precedente “Galli”. Pretendida inconstitucionalidad del Decreto 471/02.


    Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48 siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, tal como sucede en el sub discussio. Empero, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Circunstancia que, prima facie, no parece configurada en este caso, aunque cabe señalar que son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos. Sin perjuicio de lo expuesto, en casos similares en los que también se había dispuesto seguir abonando los servicios de la deuda pública -por estimar que sus titulares estaban incluidos en alguna de las excepciones al diferimiento de pagos- y el Estado Nacional planteaba los mismos argumentos que se relataron, el Ministerio Público propuso al Tribunal que en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación requiriera a las partes que informaran de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de la litis. En concreto, si se abonan, y de qué forma, los servicios financieros y la amortización de dichos bonos, así como si existen pagos pendientes o fueron totalmente cancelados.


    Yáñez, María Nelly s/ Estado Nacional s/ amparo


    Y, 35, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Regulación de honorarios. Régimen de consolidación de deudas: ámbito temporal de aplicación. Ley 25.827, art. 66: bonos de consolidación autorizados.


    Cabe recordar que la ley 25.344 –cuya aplicación al caso no ha sido controvertida por las partes- establece el ámbito temporal de aplicación del régimen de consolidación de deudas atendiendo al momento en que se originó la obligación y, de este modo, comprende aquellas vencidas o de causa o título posterior al 10 de abril de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001. Por otra parte, la Corte tiene dicho que en el régimen instaurado por la ley 23.982 a cuyos términos remite la ley 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla. Sobre la base de lo expuesto, resulta inobjetable la conclusión del a quo en el sentido de que el crédito por honorarios que reclama el perito contador queda comprendido en la ley 25.344, pues los trabajos fueron realizados en 1997. Sin embargo, tal circunstancia no habilita a soslayar las disposiciones contenidas en las leyes de presupuesto que establecen el instrumento que corresponde entregar al acreedor para cancelar la deuda, toda vez que ello importaría confundir la fecha de origen de la obligación, que permite determinar si la deuda queda consolidada y cuál es la ley aplicable, con la fecha de su reconocimiento, que se tiene en cuenta para establecer el título a entregar. Asiste razón al apelante en cuanto a que el derecho preexistente a la retribución de la tarea profesional recién se encuentra reconocido y cuantificado con la regulación de honorarios firme. Es decir que, en el presente, la sentencia con la que se considera operado el reconocimiento judicial a los fines de determinar los medios de pago de la acreencia del perito, es aquella que fija el crédito líquido que se corresponde con aquel derecho nacido en la fecha de la producción laboral que es, en contrapartida, la obligación consolidada. En tales condiciones, dada la fecha del auto regulatorio firme, corresponde que, de conformidad con las normas vigentes cuya aplicación al caso no fue cuestionada, el crédito por honorarios se cancele con los bonos de consolidación autorizados por el art. 66 de la ley 25.827.


    Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva.


    F, 253, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Leyes de Emergencia


    Bonos de la deuda pública. Validez constitucional de las normas de emergencia. Remisión Fallos: 327:3166; F. 72, L. XXXIX, "Falcón, Isabel Y. de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía"; F. 842, L. XL, "Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional"; F. 1546, L. XXXIX, "Furno, Zulema c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ amparo"; C. 1257, L. XLI, "Caporalini, Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G. 1005, L. XLII, "Genoud, Alberto Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Mozdzein, Juan Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo sobre ley 25.561


    M, 1210, L.XLI, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de la deuda pública de la provincia de Buenos Aires. Precedente "Vergnano de Rodríguez" (Fallos: 327:4668): inconstitucionalidad ley 12.836. Disposiciones más gravosas que la ley nacional. Diferencia existente entre las fechas de corte. Necesidad de ajustar el régimen local al nacional: ley 13.436. Falta de subsanación de las objeciones constitucionales formuladas al régimen provincial.


    La objeción vinculada a la diferencia existente entre las fechas de corte establecidas no obtuvo respuesta por parte de las autoridades provinciales. Ello es así, pues al momento de sancionarse la ley 12.836 -que fijó el 30 de noviembre de 2001 como fecha de corte- aún no regía la prórroga establecida por el art. 58 de la ley 25.725, sino la fecha originaria que fijó la ley 25.344, es decir el 1° de enero de 2000. Por lo demás, no se advierte disposición alguna de la ley 13.436 que permita concluir en que el legislador provincial tuvo intención de adherir a cualquiera de las prórrogas fijadas por las diferentes leyes nacionales. En el pronunciamiento recaído en la causa "Vergnano de Rodríguez", V.E. puso especial énfasis en los perjuicios que derivaban de aquella diferencia de casi dos años en los plazos de cancelación de las acreencias. Tal circunstancia llevó a incluir el art. 10 de la ley 13.436, que habilitó al Poder Ejecutivo a modificar los términos y condiciones de los bonos de consolidación a emitir, "de manera que la amortización total de los mismos se complete en el mes de enero del año 2016". Si bien la corrección introducida se ajusta a la observación del Tribunal, lo relevante en el sub lite es que si se considera válida la fecha de corte establecida por la ley 12.836, en cuanto se extiende hasta el 30 de noviembre de 2001, el crédito de autos quedaría comprendido en el régimen de consolidación, pues el hecho que dio origen a la obligación cuyo cumplimiento se reclama a la demandada sucedió el 20 de noviembre de 2001. La ley 12.836 -cuya inconstitucionalidad fue declarada, precisamente, por no ajustarse a la norma nacional a la que adhirió- no resulta apta para consolidar las obligaciones a cargo del Estado provincial originadas con posterioridad al 31 de diciembre de 1999, como ocurre en el caso de autos, ya que la prórroga establecida para las obligaciones generales por el art. 58 de la ley 25.725 -a la que alude el a quo para justificar la extensión en el orden local- sólo rige en el ámbito nacional y no puede operar de pleno derecho para los pasivos de la provincia, toda vez que ella es la única habilitada para decidir si adhiere a la prórroga en ejercicio de las facultades inherentes a su calidad de Estado autónomo (arts. 5° y 122 de la Constitución Nacional).


    Cavada, Juana Estela y otro c/ Fisco de la provincia de Bs. As. s/ Daños y perjucios.


    C, 632, L.XLIV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Afectación de las condiciones originales de títulos de deuda pública nacional y provincial: remisión. Bonos alcanzados por dicha norma. Títulos provinciales: necesidad de accionar contra las provincias emisoras de los mismos.


    Remisión "Falcón, Ignacio" (Fallos: 327:3166); F. 72, L. XXXIX, "Falcón, Isabel Y. de c/ Estado Nacional - Mº de Economía"; F. 842, L. XL, "Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional" y F. 1546, L.XXXIX, "Furno, Zulema c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ amparo". La validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725), constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la ley 25.561, cuyas disposiciones son de orden público (art. 19). Los "Bonos Externos Globales de la República Argentina 11,375% 1997-2017" y "Bonos Externos Globales de la República Argentina 2003 8,375%", no se encuentran alcanzados por el decreto 471/02 (conf. decreto 1161/94, modificado por sus similares 338/96, 1573/96, 862/97, 650/98, 436/99, 343/00, 1179/00 y 348/01, para el primero de aquéllos, y decreto 2455/93 y resoluciones 457/93 y 326/97 de la Secretaría de Hacienda, para el restante). Los "Bonos de Consolidación de Deudas de la Provincia de Formosa (BCDFB1)" y los "Bonos de Consolidación de Deudas de la Provincia de Río Negro (BORD1)", fueron emitidos por las mencionadas provincias y son éstas las que se comprometieron a cancelarlos. En consecuencia, es claro que cualquier reclamo que tenga como causa alguna cuestión vinculada a estos bonos debe dirigirse contra los obligados a su pago que, ciertamente, no fueron incluidos en esta litis. Los actores no integraron el pleito con las provincias que emitieron los títulos de deuda, con las que mantienen la relación jurídica sustancial derivada de los títulos cuya cancelación reclaman, pues se limitaron a demandar al Estado Nacional por su actividad legislativa, cuando es evidente que ésta sólo determina el marco jurídico aplicable a la relación que une a los emisores de los bonos con los tenedores que pretenden que aquéllos se les abonen en las condiciones pactadas. De ahí que el cuestionamiento debe ser encauzado entre quien resulte afectado por el régimen y quienes se digan sus beneficiarios.


    Fradkin, Jorge Horacio y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    F, 709, L.XL, 05 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Ejecución de deuda contra el INSSJP. Aplicación régimen de consolidación de deudas. Monto de la indemnización por daños y perjuicios: de acuerdo a la fecha de la obligación de reparar. Honorarios: fecha de realización de los trabajos. Vigencia de la emergencia sanitaria hasta el 31 de diciembre de 2009.


    De conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan con los alcances y en los términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La suma que corresponde al monto de la condena queda comprendida en este régimen particular de cancelación de deudas estatales pues, la obligación de reparar tiene origen el 18 de septiembre de 1994 y no se configura ninguna de las excepciones previstas en forma expresa. En cuanto a los honorarios que reclaman los letrados que actuaron en el proceso, resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por V.E. en el sentido de que en el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la ley 25.344, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria, ni la fecha de la sentencia definitiva que impone las costas del proceso. La obligación de pagar honorarios debe considerarse alcanzada por este régimen especial en la medida en que corresponda a la retribución de la tarea profesional cumplida hasta la fecha de corte fijada por el art. 91 de la ley 25.725 que, a su vez, consolida en los términos de la leyes 23.982 y 25.344. Por ello, a los efectos de determinar el porcentaje de la retribución que debe quedar comprendido en el régimen de consolidación y aquel que debe afrontarse en efectivo, es preciso establecer qué trabajos fueron llevados a cabo con anterioridad al 30 de junio de 2002 y aquellos que fueron realizados con posterioridad a esa fecha, aspecto de hecho y prueba que, por cierto, resulta ajeno a esta vía extraordinaria.


    Greco, Silvia G. c/ Madies, Eugenio y otros s/ Daños y perjuicios.


    G, 1143, L.XLIII, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Emergencia pública. Ley 25.967. Diferimiento de los servicios de bonos de la deuda pública (BONTES 02). Excepciones. Necesidad de cumplir determinados requisitos para obtener el beneficio. Inexistencia violación principio de igualdad.


    Son tres los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional, en particular respecto de los bonos involucrados en esta causa. Ellos son: a) que los bonos estén en poder de personas físicas de setenta y cinco años o más de edad; b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores S.A. al 31 de diciembre de 2001 y c) que éstas se mantengan sin variación. El art. 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad, por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación, en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. La previsión de que los títulos se encuentren registrados antes de una determinada fecha para que sus tenedores estén exceptuados del diferimiento, se presenta razonable y descarta cualquier afectación de la garantía constitucional invocada.


    Paganini, María y otro c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 214/02 y Dto. 1735/04 s/ Proceso de conocimiento.


    P, 474, L.XLIV, 05 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de sentencia: procedencia recurso extraordinario. Liquidación del saldo de condena. Opción de pago en bonos de consolidación en dólares estadounidenses. Tipo de cambio. Cosa juzgada. Emergencia económica.


    El Alto Tribunal dictó la sentencia en la cual se remitió a lo resuelto en el precedente de "Pibro", donde determinó que el tipo de cambio a adoptarse a los fines de la reexpresión de la deuda en dólares estadounidenses por parte de quien optó por recibir los bonos de consolidación en esa moneda era el que se encontraba vigente a la fecha de origen de la obligación, según la expresa voluntad del legislador puesta de manifiesto en el art. 10, segundo párrafo, de la ley 23.982, criterio seguido por sus decretos reglamentarios. Los derechos reconocidos en una sentencia que adquirió aquel carácter han quedado incorporados al patrimonio y se encuentran protegidos por el art. 17 de Constitución Nacional. Si se tiene en cuenta la necesidad de compatibilizar el carácter de orden público de las leyes de emergencia con los efectos de la cosa juzgada que también reviste dicho carácter y goza de plena protección constitucional, resulta menester que, ante todo, se practique una nueva liquidación de conformidad con las pautas establecidas por el Tribunal en la sentencia de fs. 441, pues el cumplimiento de esta medida es insoslayable a fin de obtener el monto del saldo de la condena, al cual deberán aplicarse las aludidas normas de orden público dictadas en ejercicio de poderes de emergencia, a fin de que la cancelación de la deuda se ajuste a los mecanismos legales previstos.


    Arias, Alfredo Emir c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Ley 9688


    A, 27, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Entidades mutuales. Emergencia económica. Derecho a obtener las compensaciones previstas en el decreto 905/02, por los depósitos de ahorro mutual que fueron afectados por las normas de emergencia, en forma análoga a las acordadas a entidades bancarias.


    Es evidente que las entidades mutuales se vieron afectadas por las normas de emergencia de la misma manera que las entidades financieras y, por lo tanto, corresponde que ambas tengan el mismo tratamiento en virtud del principio de igualdad. No se puede desconocer que la operatoria por la que aquéllas reclaman el reconocimiento de la compensación establecida por el decreto 905/02 fue realizada al amparo de las normas vigentes en ese momento, dictadas por el órgano encargado por la ley específica que regula el funcionamiento y las prestaciones que pueden brindar las mutuales -que, se reitera, no es el BCRA- y que, como también se dijo, esas operaciones fueron tratadas, en lo que ahora importa, del mismo modo que los depósitos bancarios.


    Asociación Mutual Ayuda Asoc. y Adh Romang Futbol Club y otros c/ PEN - Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    A, 335, L.XLIII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo. Validez constitucional del decreto 471/02. Bonos de la deuda estatal no alcanzados por dicho decreto.


    Los títulos que el actor tiene en su poder son "Bonos Externos Globales de la República Argentina 11,375% 1997-2017" (BOGX5), cuyas condiciones de emisión fueron autorizadas por el decreto 1161/94, modificado por su similar 1573/96, y las resoluciones 373/95, del ex Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos; 1/97 y 25/97 de la Secretaría de Hacienda, dentro de los límites de la ley 24.764. El art. 1º del decreto 471/02 establece: "Las obligaciones del Sector Público Nacional, Provincial y Municipal vigentes al 3 de febrero de 2002 denominadas en Dólares Estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, se convertirán a PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense o su equivalente en otra moneda extranjera y se ajustarán por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER)" y, por lo tanto, los bonos del actor no están regidos por el decreto 471/02.


    Isola, Horacio c/ P.E.N. - Ley 25.561, Dto. 1.570/01, 214/02, 471/02 s/ Amparo Ley 16.986


    I, 157, L.XLI, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de cancelación de deudas estatales. Indemnizaciones. Requisitos a cumplir para ser excluidos del régimen particular: circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia. Interpretación de la ley: practicarse sin violación de su letra o su espíritu.


    En cuanto a la exclusión de las deudas de la consolidación, cabe señalar que el art. 18 de la ley 25.344 no sólo exige que la deuda tenga naturaleza alimentaria, sino también que se configuren ?circunstancias excepcionales? vinculadas a situaciones de ?desamparo e indigencia?. En atención a los términos empleados, no parece razonable la interpretación efectuada por el a quo, pues ha considerado que, para encuadrar el caso en esta excepción legal, es suficiente comprobar que se trata de créditos de carácter alimentario y que se originan en una demanda laboral. Ello es así, máxime cuando los interesados tampoco han alegado ni probado los extremos que requiere esta disposición. La exégesis de las normas, aun con el fin de adecuarlas a principios y garantías constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu y no es posible apartarse del principio primario de la sujeción de los jueces a la ley ni atribuirse el rol del legislador para crear excepciones no admitidas por éste, pues de hacerlo así se olvidaría que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación, la norma debe ser aplicada directamente con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en aquélla, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal equivaliese a prescindir de su texto.


    Sánchez, Gregorio y otros c/ Empresa de Ferrocarriles Argentinos


    S, 145, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Legislación de emergencia: decretos municipales que la establecen. Reducción salarial: características para disponerla.


    Para que las disposiciones respecto a la reducción salarial dispuesta por norma municipal que ha sido calificada como de emergencia supere el examen de constitucionalidad, es necesario que la restricción del ejercicio de los derechos patrimoniales sea razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la subsistencia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato, y esté sometida al control jurisdiccional de constitucionalidad, toda vez que la situación de emergencia, a diferencia del estado de sitio, no suspende las garantías constitucionales. En cuanto a la legislación para este tipo de circunstancias excepcionales, su justificación requiere: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no de determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. En tales condiciones, se advierte que el decreto local n° 5/03 se dictó con fundamento en una reestructuración administrativa funcional del municipio, en el marco de la emergencia provincial, sin que surgiera de su articulado que el Estado municipal pueda restablecer los derechos alterados una vez que cesare las circunstancias que dieron motivo al dictado de la norma de crisis. En tal sentido, resulta reprochable la medida adoptada por el Estado Municipal, pues si bien se ha admitido que la falta de definición del plazo de duración de la emergencia no constituye un elemento descalificante de la validez de las medidas que en su consecuencia se adopten, puesto que es difícil prever la evolución de la crisis económica y su duración temporal, lo cierto es que cuando no se establece que el Estado pueda disponer el cese de la medida de emergencia ante la modificación de las condiciones que la generaron, se excluye la posibilidad de verificar el razonable ejercicio de esa facultad.


    Asociación de trabajadores del Estado s/ Acción de inconstitucionalidad


    A, 598, L.XLIII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Reparación de daño psíquico ocasionado en tanto perturbación patológica de la personalidad. Pedido de reembolso de todos los gastos actuales y futuros tendientes a obtener su plena recuperación integral. Alcance y aplicación de la legislación dictada con motivo de la emergencia a las obligaciones pactadas en moneda extranjera: remisión a S.C. R. N° 320, L. XLII, caratulada "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    De la demanda surge que la actora reclamó la reparación del daño psíquico ocasionado en tanto perturbación patológica de la personalidad y el reembolso de todos los gastos actuales y futuros tendientes a obtener su plena recuperación integral, entre los que incluyó el costo de un tratamiento terapéutico y medicación si resultaran necesarios. Por otra parte, los agravios relativos a la tasa de interés a aplicar sobre el capital fijado en pesos y la fecha de su devengamiento, en tanto se limitan a denunciar que implican una modalidad indexatoria no autorizada sin otro fundamento que abone tal afirmación, resultan insuficientes para acreditar el defecto que atribuyen al fallo. Finalmente, tampoco conmueve lo decidido en materia de costas -cuestión de índole procesal- la invocación que hace la recurrente de que en virtud del artículo 21 de la ley 24.463 ellas deben imponerse en el orden causado. En efecto, este precepto resulta de aplicación a los procedimientos de impugnación judicial de los actos administrativos de la ANSES en materia previsional (art. 14 de la citada ley) y no a uno como el que aquí se sustancia por daños y perjuicios que, en lo pertinente, se rige por el respectivo Código Procesal. Sentado ello, las cuestiones materia de recurso en la presente causa, en orden al alcance y aplicación de la legislación dictada con motivo de la emergencia a las obligaciones pactadas en moneda extranjera, resultan sustancialmente análogas a las examinadas por esta Procuración General en autos S.C. R. N° 320, L. XLII, caratulada "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", el día 8 de febrero de 2007, a cuyos términos y consideraciones corresponde remitir, en todo lo pertinente, en honor a la brevedad.


    Perales de Calcagno, Irene c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    P, 55, L.XLIV, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en etapa de ejecución de sentencia. Excepción al cumplimiento del requisito de sentencia definitiva: gravamen de imposible reparación ulterior. Resolución que dispone el pago de una deuda reconocida en dólares. Aplicación normas de emergencia económica. Remisión "Souto de Adler" (dictamen publicado en Fallos: 330:3593, en especial acápites V a VIII), posición que se reiteró en las causas D. 536, L. XXXV, "Diprom S.A.C.I.F. e I. c/ Río Negro, Provincia de s/ Ordinario" y H. 85, L. XXV, "Harza Engineering Company International c/ San Juan s/ cobro de sumas de dinero".


    En dichos precedentes se analizó la aplicación de las normas de emergencia, en particular la modificación que la ley 25.820 le introdujo al art. 11 de la ley 25.561, a las sumas en dólares estadounidenses reconocidas por sentencias anteriores a estas normas. En cuanto a la validez constitucional de ese plexo normativo corresponde estar al dictamen del Procurador General del 26 de octubre de 2004, en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Mafulli, Ciro y otro s/ ejecución hipótecaria", cuyos términos y conclusiones más relevantes están reiterados en el dictamen de la causa "Rinaldi" (Fallos: 330:855, en especial págs. 866/883).


    Administración de Parques Nacionales c/ Llao Llao Holding S.A. s/ Contrato administrativo.


    A, 2286, L.XLI, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Tributo aduanero. Devolución en pesos de la diferencia depositada en dólares, a favor de la Dirección General de Aduanas, en concepto del régimen de garantías. Aplicación normas de emergencia. Remisión causa L. 77, L. XL, "Libertad S.A. c/ AFIP s/ amparo".


    Allí se sostuvo que no había arbitrariedad ni ilegalidad manifiestas en la conducta desplegada por la AFIP al restituir en pesos los depósitos efectuados en moneda extranjera. También se puso de relieve que el art. 1° del decreto 214/02 establece que, a partir de la fecha de su dictado, quedan transformadas a pesos todas las obligaciones de dar sumas de dinero, de cualquier causa u origen -judiciales o extrajudiciales- expresadas en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras, existentes a la sanción de la ley 25.561 y que no se encontrasen ya convertidas a pesos. Por su parte, el art. 8° convirtió las obligaciones exigibles de dar sumas de dinero -expresadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza- a razón de un dólar estadounidense (U$S 1) por un peso ($ 1).


    Buhl S.A. c/ EN - DGA - Resol. 4599, 4600 y 4601 Ex. 408071/72 y 73/03 Administración Nacional de Aduanas


    B, 918, L.XLIV, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra el Estado Nacional y el Banco Central de la República Argentina. Pretensión de inconstitucionalidad de normas de pesificación y emergencia. Improcedencia. Aplicación doctrina de los actos propios: Adhesión voluntaria al régimen de reprogramación y pesificación de los depósitos y ejercicio de una de las opciones previstas por el decreto 905/02 para canjear los depósitos por bonos del Estado Nacional. Precedente "Cabrera".


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas y resueltas por el Tribunal en el caso "Cabrera" (Fallos. 327:2905). Resulta aplicable in totum la doctrina del precedente de V.E. recién citado, pues el voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    HSBC Administradora de Inversiones S.A. c/ PEN - Ley 25.561 y Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    H, 39, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Inconstitucionalidad del decreto 471/02. Cosa juzgada: normas que regulen el procedimiento. Ley 26.198. Diferimiento de pagos de servicios de la deuda pública. Situaciones de emergencia económica.


    El Tribunal ha dicho que el respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteraciones ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, porque la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales tiene igual carácter y constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica; la autoridad de la sentencia debe ser inviolable tanto con respecto a la determinación imperativa del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden a la eficacia ejecutiva de este último. Mas así como se ha destacado el valor de la cosa juzgada, también se ha dicho que los derechos reconocidos en este tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. A tal fin, cabe consignar que, si bien el apelante pretende la aplicación del diferimiento de los servicios de la deuda pública contemplado en los arts. 56 y 59, de la ley 26.198 -por ser esa la norma vigente al momento de resolver la cámara-, se diferimiento se mantiene en la ley 26.422, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio. Los agravios del recurrente deben ser admitidos y corresponde revocar la sentencia apelada, toda vez que en esta instancia del proceso corresponde cumplir o ejecutar la sentencia firme dictada en la causa y pasada en autoridad de cosa juzgada y, a tales fines, se deben aplicar las normas específicas que regulan ese procedimiento, que no son otras que las que contemplan expresamente la situación planteada en el sub lite.


    Svarter, Saúl c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S, 605, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inaplicabilidad de las leyes de emergencia a la cosa juzgada: crédito en dólares reconocido mediante sentencia firme anterior al dictado de la ley 25.820. Extemporaneidad del planteo de inconstitucionalidad del tope previsto en el art. 1 inc. F de la ley 26.167.


    La Corte ha dicho reiteradamente que lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es, por principio, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley N°48, aunque cabría hacer excepción a esa regla cuando la sentencia recurrida carece de la debida fundamentación y ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes para la decisión de la causa. La Corte también ha establecido recientemente que el carácter de orden público de las leyes de emergencia no alcanza para modificar los efectos de la cosa juzgada que también reviste dicho carácter y goza de plena protección constitucional. En esta línea de razonamiento, el Máximo Tribunal ha establecido que el hecho de haberse considerado razonables las medidas adoptadas para paliar las consecuencias de la grave crisis económica, no resulta óbice para resolver la cuestión en el sentido indicado. Ello es así, por cuanto la Corte frente a la alteración de los derechos adquiridos que las leyes pueden llegar a disponer circunstancialmente para asegurar el bien común comprometido en la emergencia, por desequilibrios económicos o sociales u otros motivos de análogo carácter extraordinario, ha privilegiado el principio de inmutabilidad de la cosa juzgada. Finalmente, en lo referente al planteo de inconstitucionalidad, si el mismo resulta extemporáneo, no debe ser considerado por el tribunal, por ser el fruto de una reflexión tardía que es ineficaz para la apertura del recurso.


    Chamizo de Troelsen, María Graciela s/ Concurso preventivo s/ Inc. de rev. por la concursada al crédito del Glucksmann, Martín Enrique


    C, 802, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en SC B. 1694 L. XXXIX "Benedetti" y SC R. 320 L. XLII "Rinaldi".


    Bulaievsky Alicia Noemí c/ Metlife Seguros de Vida S.A. s/ Proceso de conocimiento


    B, 749, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Financiación de operaciones de comercio exterior: excepción a la pesificación. Normativa de emergencia. Interpretación del Decreto N°' 410/02 (art 1°,inc. a) y las Comunicaciones B.C.R.A. "A" N° 3507 y N° 3561.


    El recurso extraordinario es admisible si se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. Entonces, es oportuno recordar que la Corte tiene dicho, que en la tarea de esclarecer la inteligencia de este tipo de normas no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocados también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales es discusión, han de ser examinados en forma conjunta. Por otra parte, corresponde resaltar que la interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que la informan, y, en ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Asimismo, en materia de interpretación de la ley es constante el criterio conforme al cual las excepciones deben resultar de su letra o de la indudable intención del legislador.


    Johnson Acero S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Ordinario


    J, 15, L.XLIV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo: carácter no definitivo de la sentencia. Pesificación y CER: tope a la garantía hipotecaria. Ley de emergencia 25.561 y decretos 214/02 y 320/02. Hermenéutica de las normas: remisión a lo dictaminado en la causa R 320 L XLII “Rinaldi” y, al fallo L 971 L. XL, “Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L.”.


    Ha reiterado la Corte que, si al fundamentarse el recurso extraordinario se alegó, entre otras cuestiones, la arbitrariedad del fallo, corresponde tratar en primer término, los agravios que atañen a dicha tacha, dado que de existir no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha. Asimismo, que los pronunciamientos dictados en los juicios ejecutivos no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, recaudo que no debe obviarse aunque se invoque la arbitrariedad o violación de garantías constitucionales, pues la recurrente cuenta con la vía del juicio ordinario para obtener el reconocimiento de sus derechos. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una “sentencia fundada en ley” con directa lesión a la garantía del debido proceso. En lo que respecta a la cuestión federal planteada, que en el caso no se halla controvertido que la obligación garantizada, se ejecuta en pesos y tampoco que la garantía hipotecaria constituida en dólares estadounidenses al amparo de la Ley de Convertibilidad 23.928 antes de la vigencia de la normativa de emergencia ha quedado "pesificada", sino cuál es el límite o tope que corresponde asignarle a ese gravamen ya convertido a pesos. De acuerdo con lo prescripto por los artículos 11 de la ley 25.561, 8 del Decreto 214/02 y 1 del Decreto 320/02; tratándose en el sub lite de una relación jurídica existente a la fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley 25.561, el límite de la garantía hipotecaria debe calcularse de acuerdo con las pautas establecidas en los referidos cuerpos legales en cuanto regulan la "pesificación" de obligaciones expresadas en moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero y disponen en consecuencia, su conversión a pesos a la relación 1 a 1 adicionando el CER, tal como postula la ejecutante.


    YPF S.A. c/ Sur Combustibles SRL s/ Ejecución hipotecaria


    Y, 10, L.XLIV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en R. 320 L. XLII "Rinaldi, Francisco Augusto c/ Guzmán Toledo Ronaldo Constante y otra a/ Ejecución hipotecaria".


    Fischer, Nelson Abel y otra c/ Juncal. CIA de Seg. de autos y Pat. S.A s/ Sumario


    F, 18, L.XLIV, 05 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Poder Impositivo y Coparticipación


    Procedencia acción de Amparo. Aranceles a la producción primaria y subproductos del algodón: Inconstitucionalidad Resolución 91/03 de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación. Principio constitucional de reserva de ley en materia tributaria. Poder Legislativo: creador de impuestos, contribuciones y tasas.


    Dicho "arancel" constituye, sin hesitación, una "contribución" en los términos de los arts. 4 y 17 de nuestra Constitución Nacional, de inocultable naturaleza tributaria, toda vez que se trata de una suma de dinero que obligatoriamente han de sufragar algunos sujetos pasivos -determinados por la norma-, en función de ciertas consideraciones de capacidad para contribuir, y que se halla destinada a la cobertura de gastos públicos. Nos hallamos frente a un tributo que, más allá de su encuadramiento infraconstitucional, que no es relevante a los fines de este análisis, ha sido establecido mediante un mecanismo que se halla claramente a extramuros de la única forma que nuestra Carta Magna prevé, es decir, mediante ley formal. Nuestra Constitución Nacional prescribe, de manera reiterada y como regla fundamental, tanto en el art. 4 como en los arts. 17 y 52, que sólo el Congreso impone las contribuciones referidas en el primero de ellos. Los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas y, concordantemente con ello, ha afirmado reiteradamente que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones.


    Cladd Industria Textil SA y otro c/ Estado Nacional - SAGPyA - Resol. 91/03 s/ Amparo.


    C, 524, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Convenio Multilateral (CM): determinación de base imponible, entre las distintas jurisdicciones adheridas. Función dentro del esquema tributario en nuestro país: evitar una múltiple imposición a actividades que se desenvuelven en dos o más localidades. Órganos de aplicación del pacto: Comisión Arbitral y Plenaria. Organismos de carácter administrativo con facultades jurisdiccionales para decidir el derecho, en casos concretos. Resoluciones definitiva y obligatoria para las partes. Control judicial de lo actuado. Excepción a la inadmisibilidad del recurso extraordinario. Imposibilidad de proceder a la revisión de lo actuado por ellos, administrativa o judicialmente, en la vía local. Competencia de la Corte. Norma de de derecho intrafederal que forma parte del derecho público local, aunque con diversa jerarquía. Pretensión fiscal provincial contraria a sus disposiciones.


    El CM es un régimen contractual que liga a los Estados provinciales y a la Ciudad de Buenos Aires, con arreglo al cual se distribuye la base imponible en el impuesto sobre los ingresos brutos entre las distintas jurisdicciones. Su finalidad consiste, evitar la superposición tributaria respecto de aquellos contribuyentes que ejercen actividades en más de una jurisdicción fiscal, fijando una determinada esfera de imposición para cada una de éstas. Las partes signatarias del convenio delegaron su interpretación y la solución de las controversias originadas por su aplicación en una Comisión Plenaria y una Comisión Arbitral (art. 15), cuya constitución y funciones, respectivamente, detallan los arts. 16 y 17, y 19 a 26 del CM. En términos generales, un contribuyente del impuesto sobre los ingresos brutos de la Provincia de Misiones, frente a un acto determinativo de oficio (arts. 37, 43, 44 y cc. del Código Fiscal), puede instar la vía local de revisión del acto, la que tiene su inicio con el recurso de reconsideración (arts. 83 y cc. del Código Fiscal), prosigue con uno de apelación ante una Cámara Fiscal (arts. 88 y cc. del citado cuerpo), contra cuyo pronunciamiento -que agota la vía administrativa- cabe la demanda contencioso-administrativa ante el Superior Tribunal de Justicia (arts. 97 y cc.), con la cual se finiquitaría el recorrido local del asunto. Pero, el CM brinda una alternativa para el particular puesto que, a la vez que inicia el procedimiento administrativo local de revisión -una vez realizada la determinación de oficio-, puede plantear su "caso concreto" ante la Comisión Arbitral, en los términos fijados por los arts. 4º y cc. de su reglamento procesal. Resulta claro que en este segundo caso, por voluntad de las partes (de la Provincia al suscribir el CM y al comprometerse a no denunciarlo, en los términos del art. 9º, inc. d, de la ley 23.548; y del contribuyente al momento de presentarse ante la Comisión Arbitral), las cuestiones relativas a la fijación de la base imponible, contenidas en la resolución determinativa -en todo aquello que conlleve la aplicación del CM-, puede ser sustraído de la vía recursiva local para ser deferido exclusivamente al conocimiento de los órganos de aplicación ya mencionados, cuya decisión -en ese punto en particular- será definitiva y resultará obligatoria para las partes. Así, esta opción ejercida el contribuyente pone en práctica funciones jurisdiccionales conferidas a los mentados entes, cuya naturaleza es, indudablemente, de raíz administrativa. Lo que constituye la regla que permite otorgarle validez constitucional al ejercicio de facultades jurisdiccionales por organismos que no estén insertos en la órbita del Poder Judicial, consiste en el control judicial suficiente posterior, a fin de impedir que aquéllos ejerzan un poder absolutamente discrecional, sustraído a toda especie de revisión ulterior. Toda vez que en temas tributarios se trata -en principio- de un asunto de índole económica y, por ende, renunciable para el particular, y que tanto éste como las jurisdicciones locales han acordado la posibilidad de que actúen en uso de facultades jurisdiccionales los órganos de aplicación del CM, podría colegirse que los interesados han renunciado, voluntaria y conscientemente, a la posibilidad de acceder a la vía judicial -bien que con posterioridad al agotamiento de la vía administrativa local-. Y, en tales condiciones, este razonamiento jurídico y lógico llevaría a concluir en la inadmisibilidad formal del recurso extraordinario. El CM fija para los contribuyentes que liquiden el impuesto sobre los ingresos brutos según sus pautas una única base de imposición que deberán aquéllos distribuir entre las jurisdicciones en las cuales realicen actividades. Así, asignarán la porción correspondiente a cada Provincia, para luego aplicar sobre ellas las respectivas leyes impositivas de cada una (con sus deducciones, exenciones, alícuotas, pagos a cuenta, etc.), obteniendo así el monto de las sendas obligaciones fiscales resultantes. Por lo tanto, es a todas luces obvio que, por lo general, la controversia que el contribuyente tenga con una de esas jurisdicciones, cual juego de espejos, necesariamente repercutirá en su relación sustantiva con las demás, ya que la porción diferencial de base imponible que una de ellas pretenda para sí, por considerar que se la ha atribuido en menos el contribuyente, deberá ser detraída de la porción (o las porciones) que a otra (u otras) éste les haya atribuido en exceso. Es un asunto que tiene una explicación matemática muy simple: la sumatoria de las diferentes porciones de base imponible asignadas ha de dar siempre el mismo total. Es por tal razón que el mecanismo del art. 24, inc. b), del CM no constituye una vía "alternativa" para la solución de las controversias entre el contribuyente y el fisco local, sino que se evidencia como el único mecanismo existente que posibilita finiquitar, de una vez, la cuestión con respecto a todas las jurisdicciones involucradas, dado que la corrección que pretenda una de ellas -en la porción de base imponible que le corresponde- repercutirá obligadamente en las relaciones del contribuyente con las demás Provincias, por las ya mentadas cuestiones de simetría especular. Como contracara de lo recién indicado, si, en cambio, un contribuyente que liquida su tributo mediante el mecanismo del CM en -por ejemplo- las jurisdicciones A, B, C y D, ante un cuestionamiento relativo a la atribución de base imponible que realice la jurisdicción A, en vez de recurrir a la vía de la Comisión Arbitral, decidiese exclusivamente hacerlo ante las instancias locales, en caso de quedar firme la tesitura fiscal -sea en sede administrativa o en la judicial local-, no podría oponer esa situación ante el resto de las jurisdicciones en que desarrolla su actividad, ya que éstas no han tenido participación alguna en la disputa. Y, en consecuencia, necesariamente terminará tributando -en conjunto- por una base mayor que la fijada por el CM que es ley convenio de todas las jurisdicciones adheridas, y que fija la base del impuesto -y la porción que le corresponde a cada una de ellas- para tal categoría de contribuyentes. De esta manera, se consagraría en los hechos un resultado no querido por los respectivos legisladores locales ni tampoco por el legislador nacional, consistente -en síntesis- en que el contribuyente quede irremediablemente preso en una situación de doble o múltiple imposición. Para el contribuyente de convenio a quien una jurisdicción le cuestiona la determinación o la atribución de la base imponible, sólo la intervención de los organismos del CM le asegura una solución eficaz y definitiva frente a la jurisdicción pretensora y que, a la vez, le sea oponible y definitiva frente a las demás. El CM es un mecanismo de coordinación horizontal de competencias, que posibilita la armonización vertical de la coparticipación, posee una importancia sustancial en el sistema de las finanzas públicas nacionales. Y, dada la multilateralidad de su funcionamiento, deviene imprescindible que las cuestiones suscitadas por una jurisdicción o ante una de ellas, por su repercusión necesaria en las demás, sean resueltas de manera que todas tengan participación en lo decidido, de forma tal que se les asegure su derecho de defensa. La vía que ofrecen los organismos de aplicación no es una mera opción para las partes y, por otro lado no puede concluirse en que lo resuelto por ellos sea irrevisable por autoridad superior alguna. Ello llevaría a encumbrar a dichos organismos por encima de las más altas autoridades del Estado, al otorgar rango de cosa juzgada a su actuación, sustrayéndola del conocimiento de todo juez en la República, lo cual contraría las consideraciones de la lógica jurídica más elemental. Puesto que el CM es, precisamente, multijurisdiccional, si lo decidido por esos organismos plurilaterales pudiera ser revisado por los jueces de sólo una de las jurisdicciones adheridas, llevaría al problema de que lo resuelto por éstos les sería oponible a las demás, burlando así la decisión conjunta adoptada por todas ellas. Además, tal conclusión, en nuestro sistema jurídico, no parece aceptable, máxime cuando nuestra Carta Magna otorgó a los asuntos en que una o más provincias son parte la jurisdicción originaria y exclusiva de V.E., en razón de las personas (arg. arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional). El CM configura una manifestación positiva del llamado federalismo de concertación que, mediante la participación de todas las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aunadas con la voluntad de la Nación -expresado en el referido art. 9º, inc. d, de la ley 23.548- , tiende a establecer una política uniforme que armonice el principal tributo local de manera tal que éste no se transforme en un impedimento insalvable que opere en desmedro del comercio interjurisdiccional. Lo resuelto por la Comisión Plenaria del CM, como resolución definitiva y obligatoria para las partes, ha de ser revisado por un tribunal de justicia que no puede ser de la instancia local de ninguna de las jurisdicciones involucradas ni tampoco de la federal ordinaria, cupiéndole tal misión, por tales razones, a V.E. Se torna así aplicable la conocida jurisprudencia que postula que el remedio federal sólo procede respecto de las resoluciones de los tribunales de justicia, carácter atribuible a los integrantes del Poder Judicial de la Nación y de las provincias y, por extensión, de las decisiones de los organismos administrativos dotados por la ley de facultades jurisdiccionales, no revisables por vía de acción o de recurso. El obrar de los órganos de aplicación se ha desenvuelto dentro de lo que constituye un "caso concreto" relativo a la aplicación de las pautas del CM para la determinación de la base imponible en el impuesto sobre los ingresos brutos de un contribuyente del citado convenio, sin que se haya transpuesto el quicio de su art. 24, inc. b. Postular lo contrario implicaría darle plena efectividad a maniobras consistentes en apartarse unilateralmente de las pautas del CM que aunque no sean perjudiciales -en principio- para las demás jurisdicciones, impliquen un agravio, dado por ese mismo apartamiento. Es la Provincia quien se aparta, mediante dicha ley local y su reglamentación, de la forma en que la base del tributo ha de ser precisada según las pautas del CM que, como lo ha expresado V.E., es una norma convencional de carácter local, que tiene una especial jerarquía normativa. La tesitura provincial, además de alzarse contra normas de derecho intrafederal a las que voluntariamente adhirió la jurisdicción en su momento y que no han sido denunciadas por ella, de prosperar, conlleva una fuerte inducción al contribuyente para atribuir más base imponible a la Provincia de Misiones, forzando las pautas del CM, de tal forma que se logre equiparar la obligación surgida de aplicar las normas del CM con aquella nacida de la ley 3.563, para evitar el gravoso -e ilegal- pago suplementario, en detrimento del legítimo interés fiscal de las demás jurisdicciones. Interés que fue el expresado y defendido legítimamente en el seno de los órganos de aplicación del CM.


    Maxiconsumo S.A. c/ Provincia de Misiones.


    M, 921, L.XLII, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Interpretación art. 18 de la ley del impuesto a las ganancias: letra de la norma. Deducibilidad de sumas que provienen de ajustes. Liquidación del tributo. Método de lo devengado.


    El precepto no presenta mayores dificultades hermenéuticas ni en cuanto a que los ajustes se devengan en el ejercicio en que se determinan ni, por otra parte, en cuanto a que la "determinación" a la que se refiere no tiene adjetivación o limitación alguna que permita introducir los matices interpretativos que pretende la recurrente al diferenciar entre aquellas cuyo pago sea exigible y aquellas otras que, por los motivos que fuere -v. gr. por haber sido recurridas ante el Tribunal Fiscal de la Nación y estar pendiente de sentencia o ser ésta favorable al contribuyente- no lo sean. Cuando el legislador prevé la utilización del método del devengado exigible -que es, en definitiva, lo que pretende aquí el Fisco Nacional- lo hace de manera expresa (arg. art. 18, segundo párrafo, inc. a, de la ley del gravamen). El precepto bajo análisis contribuye a dar coherencia al mecanismo del tributo que obliga al contribuyente que debe adoptar el método de lo devengado a que compute con idéntico criterio tanto sus ingresos como sus gastos y deducciones que correspondan.


    Scania Argentina SA (TF 19349-I) c/ DGI.


    S, 439, L.XLIII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Multa aplicada por falta de ingreso en término del impuesto a las ganancias por ciertas salidas no documentadas. Resolución General AFIP 893 que fija fecha de vencimiento para el ingreso de ese impuesto. Inconstitucionalidad. Improcedencia pretensión punitiva del Fisco con fundamento en dicha resolución. Principio de reserva de ley en materia tributaria.


    No vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Pero no menos cierto es que, en el presente caso, es una norma de grado inferior (resolución general AFIP 893) la que fija, de manera implícita, la oportunidad en que se perfecciona el hecho imponible, y con base en ello exige la cancelación del impuesto aquí tratado, a extramuros de la inveterada doctrina de V.E. sobre el alcance del principio de reserva de ley que impera en la materia. El principio de legalidad o de reserva de la ley no es sólo una expresión jurídico formal de la tributación, sino que constituye una garantía substancial en este campo, en la medida en que su esencia viene dada por la representatividad de los contribuyentes. En tal sentido este principio de raigambre constitucional abarca tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones como a las modificaciones de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir, el hecho imponible -en todos sus aspectos-, la alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones. De ahí, pues, que en esta materia, la competencia del Poder Legislativo es exclusiva La postura fiscal de considerar perfeccionado el hecho imponible aquí en debate en oportunidad de realizarse las correspondientes erogaciones, como lo establece la resolución general (AFIP) 893, avanza indebidamente sobre una materia reservada con carácter exclusivo al Congreso Federal (arts. 4, 17, 52 y 75, inc. 2°, de la Constitución Nacional).


    Augsburg S.A. (TF 21490-I) c/ DGI.


    A, 549, L.XLIII, 11 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Repetición del impuesto a las ganancias abonado sobre rentas provenientes del extranjero. Ley 24.073: ausencia requisitos constitucionales. Improcedencia aplicación retroactiva de ley posterior. Concepto de residencia: elemento constitutivo del hecho imponible. Principio de reserva de ley en materia tributaria.


    La definición del concepto de "residencia" era un deber ineludible del Congreso Nacional en uso de las facultades peculiares y exclusivas que nuestra Carta Magna le reserva en sus arts. 4°, 17, 52 y 75, inc. 2º, para que los sujetos abarcados por él pagaran sobre todas sus rentas -tanto por las obtenidas dentro como fuera del país- mientras que los "no residentes" sólo lo hicieran sobre las segundas. La reserva de ley, como principio de histórica raigambre constitucional, se erige como de cumplimiento inexcusable e ineludible no sólo para la creación de impuestos, tasas o contribuciones sino también para la definición de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir, su hecho imponible, los sujetos alcanzados, los criterios de medición y las exenciones. De ahí, pues, que en esta materia, la competencia del Poder Legislativo es exclusiva y su omisión en este caso no pueda, ser salvada mediante la remisión a otros preceptos. Sólo por medio de esta definición de rango legal se atiende a la necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria , y se preserva la seguridad jurídica, valor al que se le ha reconocido jerarquía constitucional. El concepto de residencia, en cuanto elemento constitutivo del hecho imponible, no podía ser dilucidado antes de la vigencia de la ley 25.063 ni mediante remisión a los arts. 97 y 99 del Código Civil ni tampoco por aplicación analógica del art. 26 de la propia ley del impuesto. Del examen de la ley 24.073 en juego se desprende con nitidez que el criterio del organismo fiscal expresado en el rechazo de la repetición intentada no puede tener cabida sin lesión al principio de legalidad fiscal, que exige que una ley formal tipifique de manera completa el hecho que se considere imponible y que constituya la posterior causa de la obligación tributaria.


    Devotto Solari, Oscar N. (TF 18489-I) c/ DGI.


    D, 501, L.XLIII, 13 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Regulación del Comercio


    Otorgamiento de las guías de tránsito para transportar productos pesqueros. Régimen Federal de Pesca. Impugnación de normativa provincial. Admisibilidad de la acción declarativa. Reglamentación del comercio interjurisdiccional: materia del Poder Legislativo Nacional. Derecho a la libre circulación interprovincial de mercaderías, libertad de trabajar y comerciar. Facultades provinciales: límites.


    Los principios contenidos en el art. 12 y el contenido amplio asignado a la cláusula del comercio en el art. 75, inc. 13), de la Constitución Nacional impiden que las leyes provinciales puedan ser fruto de una política que discrimine el comercio interior en función de su origen, o que beneficie a un Estado provincial respecto de otro, o que se encarezca su desenvolvimiento al extremo de dificultarlo o impedirlo. La empresa actora se vio obstaculizada en su propósito de comerciar, toda vez que la resolución cuestionada condiciona el otorgamiento de las guías de tránsito necesarias para el transporte de productos pesqueros fuera del territorio provincial, al procesamiento del pescado capturado en establecimientos industriales bonaerenses. Ello afecta, sin lugar a dudas, la libre circulación de mercaderías y la libertad de trabajar y comerciar, al restringir el traslado de la mercancía hacia otros estados provinciales, en los que la actora posee plantas procesadoras. La Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás y las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente en el ejercicio del comercio interjurisdiccional. Las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás estados autónomos y de la Nación toda. Si bien es cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías provinciales ha de instrumentarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes no delegados, no lo es menos que el ejercicio por parte de la Nación de sus facultades propias no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades, que radican en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y participan las provincias.


    Antonio Barillari S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    A, 2043, L.XLI, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional Privado


    Ejecución de sentencia dictada en el extranjero. Exequátur. Inaplicabilidad del tratado de Montevideo a las relaciones con un Estado que no es parte. Jurisdicción internacional. Interpretación de contratos celebrados entre personas jurídicas de distintos países. Análisis de competencia: normas de jurisdicción de fuente interna e internacional. Prórroga tácita de competencia. Procedencia del recurso extraordinario: cuestión federal estricta.


    En lo que se refiere a la interpretación y aplicación de las normas argentinas que permiten asumir la jurisdicción internacional, que revisten naturaleza federal aún cuando estén insertas en un cuerpo normativo de derecho común, el recurso extraordinario es formalmente admisible pues la decisión ha sido contraria a la pretensión que el apelante fundó en ellas; siendo del caso recordar que, la tarea de esclarecer la inteligencia de ese tipo de normas, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos disputados. También debe señalarse, que la Corte tiene dicho que en ausencia de solución convencional específica, cualquier lugar de cumplimiento de las obligaciones contractuales en la República justifica la apertura de la jurisdicción internacional de los jueces argentinos, art. 1215 del Código Civil, y que, en ausencia de tratado, la cuestión relativa a la interpretación de un contrato celebrado entre personas jurídicas de distintos países debe dirimirse sobre la base de normas de jurisdicción nacional en materia contractual de fuente interna, a saber, los artículos 1215 y 1216 del Código Civil, pues abren la jurisdicción de los jueces argentinos cuando el domicilio o residencia del deudor estuviere en la República Argentina o, concurrentemente, cuando el contrato de que se trate deba tener su cumplimiento en ella. Ello claro, atendiendo, como regla general, a que cuando se trate de normas de jurisdicción internacional en tal materia, la voluntad del legislador consiste en dar certeza a una pluralidad de foros concurrentes con el objeto de asegurar el derecho de las partes a acceder a la justicia. A efectos de establecer los tribunales competentes para dirimir la contienda decidida en la sentencia cuyo reconocimiento es perseguido en autos, en primer lugar debe indagarse si las partes convinieron la jurisdicción de algún tribunal determinado y, en su defecto, si rige algún tratado. En ausencia de éste, habrá de recurrirse a las normas de jurisdicción internacional internas, en el caso, el artículo 1216 del Código Civil que, para aquellos contratos que debieran cumplirse fuera de la Argentina, establece puntos de conexión de jurisdicción internacional concurrentes, admitiendo la competencia de los tribunales argentinos del domicilio del demandado y de los tribunales extranjeros del lugar de cumplimiento del contrato, a elección del acreedor. Los jueces de la Sala concluyeron que el Tratado de Montevideo no puede regir la jurisdicción internacional porque uno de los países involucrados en el negocio - Estados Unidos- no es parte en el mismo, con lo cual, cabe recurrir a la voluntad exteriorizada en el documento y a las normas de conflicto del derecho interno.


    Cri Holding Inc c/ Cia Arg de Comodoro Rivadavia S.A. s/ Exhorto


    C, 403, L.XLIII, 19 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho Internacional Público


    Comisión Interamericana de Derechos Humanos: recomendaciones emitidas en un informe final. Carácter no vinculante: imposibilidad de exigir su cumplimiento judicialmente. Responsabilidad del Estado por la actuación de sus órganos: esfuerzo por cumplir las decisiones de la Comisión. Necesidad de armonizar las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Facultad de la Comisión de someter un caso a conocimiento de la Corte Interamericana: efectos vinculantes de las sentencias contenciosas impartidas por este tribunal.


    Resulta correcta la interpretación que niega carácter vinculante a las recomendaciones de la Comisión Interamericana, toda vez que se encuentra confirmada claramente por un argumento que surge de la sistemática de la Convención y del sistema interamericano en general. Si las recomendaciones de la Comisión fueran de cumplimiento obligatorio para los Estados parte, entonces ningún sentido tendría el art. 51.1 de la Convención Americana en cuanto permite a la Comisión someter un caso ante la Corte Interamericana. En otras palabras: ¿qué interés tendría la Comisión Interamericana en someter un caso a conocimiento de la Corte Interamericana -y cuál sería la finalidad del sistema en que lo haga- si sus recomendaciones ya tuvieran los mismos efectos vinculantes que las sentencias contenciosas de este tribunal? ¿Qué sentido tendría que se autorice a la Comisión a someter un asunto a la Corte si ella misma ya pudiera, a través de recomendaciones, imponer reparaciones con carácter obligatorio para el Estado? La interpretación que pretende asignar efectos vinculantes a las recomendaciones de la Comisión emitidas en un informe final termina por vaciar de sentido a la disposición que faculta a la Comisión someter un caso a conocimiento de la Corte, convirtiendo, en los hechos, a la instancia frente a la Corte Interamericana en una suerte de etapa recursiva para el Estado en caso de una decisión adversa de la Comisión. En consecuencia, si bien el Estado argentino ha de esforzarse por cumplir las decisiones de la Comisión, estas no son de cumplimiento obligatorio y, por esta razón, su cumplimiento no puede exigirse judicialmente. Un tribunal judicial no puede condenar al Estado argentino a pagar una indemnización contenida en una recomendación de la Comisión Interamericana, pues esta recomendación no es obligatoria para aquél.


    Carranza Latrubesse, Gustavo c/ Estado Nacional-Ministerio de Relaciones Exteriores-Provincia del Chubut


    C, 594, L.XLIV, 01 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Remisión de la causa a la Corte Suprema de Justicia de la Nación para que sea ésta la que se expida sobre el problema.


    Cisneros de Bau, Norma c/ Telecom Argentina s/ Diferencia de haberes


    C, 366, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S. C. P. nº 1911, L. XLII, "Pérez Aníbal Raúl c/ Disco S.A.".


    D'Andrea, Ceciclia c/ Empresa de Omnibus Centenario


    D, 155, L.XLIV, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho de la Seguridad Social


    Remisión a S.C. P. Nº 55, L. XLIV "Perales de Calcagno Irene c/ Administración Nacional de la Seguridad Social".


    Perales de Calcagno, Irene c/ ANSeS


    P, 1213, L.XLIII, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Resolución que reduce la pensión por supuesta deuda del de cujus. Acción de amparo: falta de acreditación de requisitos imprescindibles. Carácter no definitivo de la decisión impugnada. Falta de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en la conducta de la demandada.


    Como tiene dicho la Corte, si el rechazo de la acción de amparo deja subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, el recurso extraordinario resulta improcedente pues no se dirige contra una resolución definitiva. También, ha declarado, reiteradamente, que la acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto o conducta que se impugna requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, la Corte los ha calificado de imprescindibles. Por ello, la existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, pues este remedio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado la Corte cuando las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, o el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto. En ese mismo orden de ideas, la acción prevista en la ley 16.986, si bien ella no es excluyente de las cuestiones que requieren trámites probatorios, descarta aquellas que son complejas o de difícil acreditación y que, por lo tanto, exigen un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en la reglamentación legal.


    Rifatti, Leonor Elsa c/ Caja de jubilaciones y pensiones de la provincia de Santa Fe s/ Amparo


    R, 925, L.XLII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Obras Sociales


    Remisión O. 148, L. XXV, "Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Córdoba, Provincia de s/ inconstitucionalidad" y O. 462, L. XL, "Obra Social de Docente Particulares (OSDOP) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    La Corte sostuvo que ley 23.660 y, en especial el art. 6° de la ley 26.661, excluyen del sistema asistencial nacional únicamente al personal dependiente de los gobiernos provinciales y sus municipalidades y a los jubilados y pensionados del mismo ámbito. En el último de los casos mencionados, en el dictamen de Ministerio Público se indicó que la circunstancia de que la afiliación no sea compulsiva no es suficiente para modificar la conclusión que surge de los precedentes citados, si se tiene en cuenta que la exclusión de los docentes del ámbito de la actuación de la actora puede ser producto de un acuerdo de la obra social provincial con un tercero, sin que intervenga la voluntad de los beneficiarios (v. acápite IV del dictamen del 20 de diciembre de 2006 y cons. 3° de la sentencia de la Corte)


    O.S.D.O.P. c/ Provincia de Corrientes s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O, 112, L.XLI, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Presunción de legitimidad de las resoluciones de AFIP. Decretos 2284/91 y 507193, ratificados por las leyes 24.307 y 24.447, respectivamente. Facultades de la AFIP en la aplicación, percepción y fiscalización de los tributos y en los recursos de la seguridad social. Remisión a S. C. O.174, I.XLII. "O.S. Personal Gráfico c/ Estado Nacional AFIP s/ incidente" (REX) y S. C. O. 382. XLI (RHE) O. S. Actividad de Seguros y Reaseguros, Capital, Ahorro y Préstamo y otros c/ Estado Nacional Administración Federal de Ingresos Públicos".


    La aceptación por parte del a quo de la verosimilitud del derecho porque la norma impugnada comporta una modificación del régimen de percepción por parte de las obras sociales de todas las deudas por aportes y contribuciones que deben ingresar los empleadores, sin hacerse cargo de las normas que reconocen facultades reglamentarias en materia de recaudación fiscal a la AFIP, desconoce la normativa aplicable y los argumentos expuestos en la causa que fueron llevados a la alzada oportunamente. En efecto, le asiste razón al apelante cuando indica que el pronunciamiento omitió todo análisis respecto de las atribuciones de la AFIP para el dictado de la medida, con sustento en las facultades conferidas por los decretos 2284/91 y 507193, ratificados por las leyes 24.307 y 24.447, respectivamente. En concreto, el art. 87, inc. e, del decreto 2284/91 establece que los aportes y contribuciones recaudados serán acreditados a cada obra social mensualmente, en las condiciones que determinen las normas de aplicación. Y la resolución conjunta de los ministerios de Economía y Trabajo (Min. de Trabajo nº 202/95 y Min. de Economía 202/95. BO del11-09-1995) y el decreto n° 618/97 (SO 14-07-1997 modificado por el arto 2° del decreto 217/03, SO del 18-06-2003) en cuanto disponen sobre las facultades de la AFIP en la aplicación, percepción y fiscalización de los tributos y en especial los recursos de la seguridad social correspondientes a todo aporte y contribución que de acuerdo a la normativa vigente se deba recaudar sobre la nómina salarial. Tales circunstancias, de íntima relación con el recaudo del peligro en la demora, pone en evidencia la falta de sustento del argumento que se apoyó en una supuesta alteración del sistema de cobro de los referidos recursos con capacidad para configurar algún perjuicio para el sistema de salud. Tampoco se explicó en el fallo de qué forma la reglamentación cuestionada produciría un efecto negativo para la obtención de los recursos que sostienen el sistema de prestaciones que cubren los agentes del seguro de salud. Exigencia que fue planteada ante la Cámara, precisamente, porque el fallo de la primera instancia tampoco cumplía con los recaudos del art. 230 del CPCCN. En dicha ocasión se habló del derecho que se intentaba proteger con la medida innovativa, sin dar razones del por qué el mantenimiento de la norma, motivo de impugnación, mientras se sustanciaba el planteo de fondo, pondría en serio riesgo el sistema de salud, más allá de lo que es propio de la esfera de competencia de la administración y de la oportunidad, mérito y conveniencia en su dictado. Por lo tanto, se estaba frente a la presunción de legitimidad de la cual gozan las resoluciones emanadas regularmente de la AFIP, en cuya virtud no resulta fundado admitir su ilicitud o arbitrariedad sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos prima facie, privarían a esos actos de su validez en derecho. La ausencia de examen en este sentido impide tener por configurado el requisito de la verosimilitud del derecho.


    Obra Social Trabajadores de la Actividad del Gas c/ Estado Nacional- AFIP s/ Incidente.


    O, 3, L.XLII, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Remisión a Fallos: 329:2351 y 5534. Decreto 357/2004: importe de las pensiones para sus titulares: equivalente a "tres veces" el haber mínimo de las prestaciones a cargo del Régimen Previsional Público del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones de la ley 24.241. Pedido de abono de las sumas adeudadas en concepto de haberes de pensión de guerra retroactivas al momento de otorgarse el beneficio, con más los intereses desde que cada suma es debida. Artículo 4027 del Cód. Civil. Decreto 2634/90.


    En oportunidad de demandar, la parte actora requirió la admisión del reclamo, con costas, y el abono de "las sumas adeudadas en concepto de haberes de pensión de guerra retroactivas al momento de otorgarse el beneficio, con más los intereses desde que cada suma es debida", invocando, incluso, en los pedidos administrativos, el artículo 4027 del Cód. Civil en relación a las obligaciones periódicas. Ello autoriza a descartar, entonces, el agravio de la interesada, en cuanto reprochó exceso en el pronunciamiento de la sentenciadora, dada la adecuación del fallo a lo requerido. En cuanto a la invocación por el quejoso del artículo 7º del decreto 2634/90 -reglamentario de la ley 23.848- y, por dicha vía, del plazo prescriptivo de dos años reglado en el artículo 82, párrafo 3°, de la ley 18.037, invocación -cabe anotar- que no actualizó en ocasión de responder la apelación actora, tampoco le asiste razón. Y es que, aun dejando de lado los aspectos no federales -y, por ende, extraños a la vía- del planteo y la falta de evidencia de lo absurdo de la solución basada en el articulo 4027 del Código Civil, lo concreto es que el artículo 6° del decreto 886/2005 puntualiza, a propósito del artículo 7 del decreto 2634/90, "que debe entenderse por haberes devengados y no percibidos los pertenecientes al beneficio del causante fallecido", supuesto notoriamente ajeno al debatido. Similar conclusión cabe referir al artículo 5°, inciso a), del decreto 2634/90, en tanto que legisla lo referido al momento a partir del cual la pensión del artículo 1° de la ley 23.848 es debida (a saber, desde la fecha de la solicitud), supuesto, igualmente, ajeno al de las actuaciones, en que se reclama la inclusión en el haber de pensión de suplementos remunerativos.


    Caza, Lorenzo Donato y otros c/ Estado Nacional-Ministerio de Desarrollo Social s/ reajustes varios


    C, 3398, L.XLII, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Haber previsional: naturaleza alimentaria. Prescripción liberatoria de la obligación que surge de una sentencia.


    En lo que respecta a los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal, resultan ajenas por su naturaleza al recurso extraordinario, pero ello no impide su apertura cuando, el estudio del cumplimiento de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado con injustificado rigor formal y, mediante afirmaciones, dogmáticas el tribunal ha omitido el tratamiento de temas oportunamente propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Por otra parte, cabe recordar tal como lo ha sostenido la Corte en materia previsional, que para que el plazo de prescripción liberatoria comience a correr es necesario que se trate del ejercicio de derechos que se encuentran expeditos, lo que no sucede cuando su ejecución está sometida a un plazo u otras contingencias.Y si bien en el caso mediaba una sentencia judicial firme, lo cierto es que ella se refiere a prestaciones periódicas futuras cuya observancia sólo pudo determinar el beneficiario en ocasión del pago mensual de su beneficio devengado con posterioridad a la sentencia que ejecuta. Se sigue de ello que los jueces parecen haber resuelto sobre una cuestión que no era la debatida en el proceso. Las leyes previsionales deben interpretarse conforme a la finalidad que persiguen y, por el otro, que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional garantiza los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable. Es claro entonces que en esta materia el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder a fin de que no se desnaturalicen los principios que la informan. Cabe precisar que, los derechos a la percepción de los beneficios de la seguridad social tienen un tratamiento especial en el artículo 82 de la ley 18.037 vigente por imperio del artículo 168 de la ley 24.241; y que la Corte en pronunciamientos más recientes ha reiterado que para que comience a correr el plazo de la prescripción liberatoria de dicho artículo, párrafo tercero, es necesario que el acreedor mantenga una inactividad en el reclamo de su derecho que supone, de modo inequívoco, que la obligación está expedita, lo que no sucede cuando está sometida a un plazo u otra contingencia que traba el ejercicio de la acción e impide el curso de la prescripción.


    Duant, Cristobal Sebastián c/ ANSeS s/ ejecución previsional


    D, 1450, L.XLII, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Haber previsional: naturaleza alimentaria. Solicitud de revocación de acto administrativo.


    La circunstancia de que los agravios remitan al examen de una cuestión no federal no es óbice para invalidar lo resuelto, cuando el escrito incluye argumentos mínimos en los que se hallan contenidas las exigencias legales para sustentar el remedio y su estudio se efectúa con un injustificado rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso y al derecho federal alegado. Por otra parte, ante planteos referidos a un beneficio de orden alimentario, los jueces deben actuar con la extrema cautela que demanda el tratamiento de solicitudes de esa naturaleza.


    Kern, Aldo c/ ANSeS s/ cobro de pesos


    K, 47, L.XLII, 18 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Haber previsional. Personal retirado de la Policía Federal. Decreto 2744/93. Ley 21.965. Remisión a los precedentes “Torres Pedro c/Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal” y “Costa, Emilia c/Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    En principio es menester destacar que la Corte tuvo oportunidad de pronunciarse sobre el carácter remunerativo de los beneficios prescriptos por el Decreto N° 2744/93, al fallar en autos “Torres, Pedro c/Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”. En dicho precedente, sostuvo la Corte la generalidad que asume el pago al personal en actividad, de los suplementos establecidos por el citado decreto, que se percibe con independencia de si el interesado se ve sometido a una exigencia o situación especial, lo que denota el carácter salarial de tales asignaciones y, por ende el derecho del personal retirado a percibirlo en su haber de retiro. También señala, que en materia previsional de los que trata es de preservar la necesaria proporcionalidad que debe existe entre el haber de pasividad y el de actividad, en razón de la naturaleza sustitutiva que cabe reconocer al primero con respecto al segundo. Por otra parte, la Corte ha sostenido en fallos posteriores, que el reconocimiento de la naturaleza general de las asignaciones creadas por el Decreto 2744/93 al personal retirado, se encuentra restringido por la manera en que se liquiden tales asignaciones al personal en actividad, y una decisión que excediera tal límite traería aparejada la ruptura de la regla de proporcionalidad establecida por la ley de fondo. En tal sentido, conforme señalo el Tribunal en autos “Costa, Emilia c/Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”, el artículo 385 del decreto reglamentario 1866/83, especifica que el “haber mensual” estará compuesto por los ítems “sueldo básico” y “bonificación complementaria”, y el artículo 388 puntualiza que no integran ese haber mensual los suplementos generales, particulares y compensaciones, lo que permite reconocer, la naturaleza general de un suplemento que fue creado como particular sin que ello implique computar tal asignación en el concepto “haber mensual” o en alguno de los ítems que lo integran según la reglamentación de la Ley 21.965. Asimismo, señala, la Corte, que el artículo 96 de la Ley 21.965 prevé, a los efectos del cálculo de haber de retiro, que “…se calculará sobre el cien por ciento (100%) de la suma de los conceptos de sueldo y suplementos generales, o por otros conceptos que se establezcan expresamente en el futuro para el personal en servicio efectivo del mismo grado y antigüedad…”, por lo que el reconocimiento de la naturaleza general de las asignaciones creadas por el Decreto 2744/93 al personal retirado, se encuentra restringido por la manera en que se liquidan tales asignaciones al personal en actividad y una decisión que excediera tal límite traería aparejada una ruptura de la regla de proporcionalidad establecida por la ley de fondo.


    Ortiz, Marcelino y Otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad.


    O, 528, L.XLI, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Regímenes. Reparto. Prestaciones


    Recurso extraordinario. Regímenes diferenciales de jubilación: caja de los notarios, fundamentos de su creación. Haber previsional: carácter alimentario, integral e irrenunciable. Solidaridad previsional. Indubio pro justitia socialis.


    El carácter obligatorio de la incorporación del accionante al régimen de la ley 21.205, del que no lo exime la circunstancia de ser afiliado o beneficiario de otro régimen nacional, provincial o municipal, conlleva la obligación de realizar aportes mensuales, móviles, lo que el actor cumplimentó por más de treinta años. El Estado Nacional, no garantiza ni se hace responsable de las prestaciones complementarias instituidas por la ley bajo examen. En segundo orden procede también resaltar, dado que el actor satisfaría, prima facie, los recaudos establecidos por la ley para acceder al beneficio, como se deriva, por otro lado, de la resolución n° 2.408/02 de la Caja Notarial a la que ya se aludió que la denegación de la solicitud se funda estrictamente en los artículos 2, inciso b), 5, incisos a) y c), y concordantes de la ley n° 21.205; esto es ser jubilado de un régimen no incorporado al sistema nacional de previsión. Dicha pauta, si bien basada en un criterio objetivo en tanto que comporta una restricción a un beneficio general dirigido a un grupo, como el de los jubilados, objeto de preferente tutela, debe ser ponderada en su razonabilidad con rigor, agudizando la exigencia de justificación del distingo. Y es que, como ha sido expresado, la calificación en el texto constitucional de los ancianos como un grupo particularmente vulnerable incorpora una regla hermenéutica que no se compadece con la introducción de diferencias que, distantes de protegerlos, desmejoran su posición jurídica y, en material previsional, es claro que los procedimientos constitucionales deben otorgar la posibilidad de apreciar más rigurosamente la justificación fáctica y jurídica de la privación de derechos, pues se trata de un ámbito especialmente tutelado por el art. 14bis de la Carta fundamental. La ley n° 21.205 -y su reforma- propenden a complementar los insuficientes beneficios derivados del sistema nacional facilitando así el retiro de estos profesionales, impedidos por la regulación de la función notarial del ejercicio de otras labores. Se sigue de ello que la restricción vinculada a los beneficios locales hallaría justificativo en su ajenidad al sistema nacional general y, por ende, a la necesidad de mejorar sus escasas prestaciones. El argumento, empero, no se evidencia razonable. Y es que tan pronto se pondera la ley n° 21.205 en su integridad se advierte que, además de los jubilados del régimen general, la regla contempla también favorablemente a los fines del otorgamiento de estos beneficios a los escribanos jubilados de otras cajas nacionales de previsión (cf. arts. 2, inc. b; y 5, incs. a y d; ley n° 21.205). Ninguna delimitación se advierte en el texto legal, por una parte, respecto a la vinculación o no de las cajas nacionales o locales con la actividad notarial; y por otra, en cuanto al monto o tipo de prestaciones en juego. Resulta entonces evidente que la distinción legal no queda acotada o referida -como se invoca- a favorecer a aquellos escribanos que perciban prestaciones magras, sino que se limita a excluir sin fundamentos razonables, los que tampoco son aclarados adecuadamente en esta instancia extraordinaria, a quienes las reciben de sistemas locales. En tales condiciones la categorización concretada finalmente por la ley 21.205 y su modificatoria resulta lesiva del principio de igualdad ya que deniega, irrazonablemente, el acceso al beneficio que se estudia por la única circunstancia de haber elegido un beneficio provincial. Se agrega a ello que, el principio de solidaridad previsional, que justifica en ocasiones exigir aportes aunque no se tenga acceso a una prestación, remite el supuesto de que la privación resulte de circunstancias personales del afiliado, pero no es invocable para cohonestar la validez de prescripciones que privan a los afiliados de ventajas que adquirieron lícitamente; ni puede mantenerse si se acepta que media lesión de los derechos superiores, y es en el plano del derecho previsional en donde las excepciones a las leyes generales deben tener una fundamentación tuitiva. Asimismo, no debe llegarse al desconocimiento de derechos previsionales, ha reiterado la Corte, sino con extrema cautela, atendiendo al carácter alimentario y protector de riesgos de subsistencia y ancianidad que poseen los beneficios y de acuerdo con el principio in dubio pro justitia socialis. Finalmente cabe señalar que, como apuntó la Corte, los titulares de créditos de naturaleza previsional son ciudadanos y habitantes que al concluir su vida laboral supeditan su sustento, en principio absolutamente, al efectivo cobro de las prestaciones que por mandato constitucional, art. 14 bis, les corresponden; y en la materia, por regla, se trata de proteger la necesaria proporcionalidad que debe existir entre el ingreso de pasividad y actividad, en razón de la naturaleza sustitutiva que cabe referir al primero con relación al segundo.


    Martinelli, Carlos c/ Caja Notarial Complementaria de la Seguridad Social s/ Prestaciones varias


    M, 828, L.XLIII, 02 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Pensión por Fallecimiento


    Concubinato: rechazo de pensión por fallecimiento. Prueba insuficiente de la convivencia. Improcedencia de la queja.


    Las pruebas tendientes a demostrar el connubio no permiten dilucidar la notoriedad, singularidad y permanencia requerida a los fines pretendidos. Precisamente, advirtieron los Jueces, que las probanzas aportadas a fin de demostrar la convivencia con el de cujus en el período final de su vida, no resultan ponderables en forma autónoma pues por tratarse de materia testimonial, basada exclusivamente en una declaración unilateral de la dicente, requiere de otros elementos no acompañados en autos. Asimismo, los Magistrados hicieron hincapié en que más allá de la larga convivencia denunciada -38 años-, con los elementos de juicio existentes en la causa, no fue posible tener siquiera por demostrada en ningún momento la cohabitación con el rigor exigido, máxime cuando omitió la actora explicar en su libelo la razón de los distintos domicilios registrados durante ese lapso.


    Díaz, Angélica Rosa c/ Administración Nacional de la Seguridad s/ Pensiones.


    D, 811, L.XLIII, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Retiro por Invalidez


    Jubilación por invalidez: determinación de los elementos que conforman el concepto de incapacidad previsional. Deberes del juez. Exigencia del 66% de minusvalía física: interpretación. Análisis de circunstancias económico-sociales especiales del pretensor del beneficio.


    En materia de jubilación por invalidez el juzgador no debe atenerse exclusivamente al aspecto psicofísico para determinar los elementos que conforman el concepto de incapacidad previsional, máxime frente al carácter alimentario de los derechos en juego y al deber de actuar con extrema cautela que tienen los jueces cuando se trata de apreciar peticiones de esta índole. Y precisamente, coincidente con la disposición del art. 20 de la ley 18.038, el Alto Tribunal tiene dicho que la exigencia del 66% de minusvalía física no debe ser tomada de una manera rigurosa y con prescindencia de los fines tutelares de la legislación previsional. De acuerdo a lo anterior, más allá de que sea cierto que el peticionante del beneficio, al momento de producirse la pericia médica -objetada por la recurrente- no alcanzaba a obtener el porcentaje legal de invalidez exigido para su obtención, se configuraban en el caso circunstancias económico-sociales especiales para el pretensor -que debieron valorarse- tales como su edad, nivel cultural, manutención económica de su cónyuge e hijas menores en aquel momento, resultando todos ellos serios obstáculos para superar cualquier examen preocupacional. En este sentido, la alzada acogió sólo el aspecto médico de la cuestión, sin entrar a considerar las circunstancias fácticas, así como tampoco el tipo de dolencia que padecía el peticionante, la cual, por la profesión habitual que desarrollaba, le impedía continuar ejerciendo su profesión.


    Serrano Giménez, José Antonio c/ A.N.Se.S. s/ prestaciones varias


    S, 129, L.XLIII, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Accidente de un conscripto. Solicitud de retiro militar. Invalidez. Aplicación del instituto in itinere al ámbito castrense.


    La crítica del Estado Nacional recurrente no se hace cargo como es menester de lo argüido por la a quo en punto a que el actor, revistiendo estado militar (v. arts. 3, inc. 1°, y 6; ley n° 19.101) y sin hallarse excluido del “servicio efectivo” (cf. arts. 10, 38 y 43, ap. 1; ley n° 19.101; y Fallos: 291:280 y 326:1561, etc.), recorrió un trayecto inescindible de la carga pública que se dirigía a cumplimentar. A dicho extremo se añade que, con mención de reglamentos militares (art. 27, inc. 2°) y contradiciendo su tesitura recursiva principal referida a la inaplicabilidad del instituto in itinere, la recurrente admite expresamente la procedencia de tales infortunios en el ámbito castrense.


    Labella, Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    L, 422, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Sujetos Comprendidos


    Nulidad de la pensión otorgada en razón de convivencia en aparente matrimonio: sentencia infundada. Prescindencia por parte de los jueces del decreto n° 1290/94. Cese de la cohabitación producida por el fallecimiento del concubino. Falta de debida corroboración documental de la convivencia en aparente matrimonio. Deber de los jueces de proceder con extrema cautela en el tratamiento de beneficios alimentarios y cuando se trata de juzgar pretensiones vinculadas con la materia previsional.


    A partir de que la insuficiencia probatoria predicada por los jueces de ambas instancias, en el ámbito del decreto n° 1290/94, se centra, a su turno, en la falta de debida corroboración documental de la convivencia en aparente matrimonio de la pareja hacia el período final de la vida del causante, implica considerar que tales decisorios prescinden sin fundamento suficiente de que el domicilio de la interesada, registrado en su documento nacional de identidad, se corresponde con el emergente de la licencia de conductor del causante y de su partida de defunción, entre otras constancias. En este sentido, teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que los jueces deben proceder con extrema cautela en el tratamiento de beneficios alimentarios y cuando se trata de juzgar pretensiones vinculadas con la materia previsional, cuidando de no desvirtuar los fines de subsistencia que la inspiran, corresponde considerar que el pronunciamiento aparece presidido por un injustificado rigor en la consideración del conjunto probatorio que es contrario a las pautas hermenéuticas tocantes a la materia, extremo que conduce a que deba invalidarse.


    Santángelo, Mabel Araceli c/ Estado Nacional -PEN- Ministerio de Trabajo s/ Restitución de beneficio


    S, 994, L.XLIV, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derecho Individual del Trabajo


    Contrato de Trabajo. Extinción


    Indemnización por despido y salarios adeudados. Supuesto defecto formal de la demanda. Falta de entrega del certificado de trabajo y sanción por el incumplimiento: art. 80 de la LCT.


    El a quo no tenía facultades para pronunciarse sobre la insuficiencia del escrito de demanda, pues el régimen del art. 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sólo atribuye al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos por ante ella, limitación ésta que tiene jerarquía Constitucional. Tampoco constituye fundamento válido la cita del art. 65 de la ley 18.345 y los argumentos vertidos al respecto, pues la aplicación de dicha norma no autoriza a prescindir de la intimación prevista en el art. 67 de la misma ley a efectos de corregir las imprecisiones de la demanda. Cabe señalar que fue objeto de reclamo, en las presentes actuaciones, no solamente la multa por incumplimiento sino también la entrega del certificado (art. 80 LCT) y que no surge de las constancias del juicio la acreditación de dicha pieza. Entonces, no parece que el decisorio atacado diera respuesta suficiente a los agravios de la actora. De esa manera, el fallo satisface sólo en forma aparente la necesidad de ser una derivación razonada del derecho vigente con referencia a los hechos de la causa. Por lo tanto, debe ser descalificado en su carácter de acto judicial. Dicha falta de fundamentación en el pronunciamiento se extiende al cálculo de la liquidación final por la carencia de un detalle sobre el salario que en definitiva sirvió de base para su cálculo, pues la remisión genérica al informe contable, sin detalle concreto, no respalda claramente los montos totales que se consignan.


    Delu, Alberto Daniel c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo.


    D, 377, L.XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización Agravada. Multas Previstas en Leyes


    Recurso de queja. Incremento del monto de indemnización por despido. Multas. Imposición de intereses: alcances y limitaciones. Aplicación de la Ley de Contrato de Trabajo. Ausencia parcial de gravamen federal.


    La interpretación de las leyes del trabajo por los tribunales del fuero en causas seguidas entre empleadores y empleados, es materia ajena a la vía extraordinaria; conclusión que tiene su base en la circunstancia de que en esta clase de litigios lo resuelto, se limita a la inteligencia de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y que, como principio, no autoriza el recurso del art. 14 de la ley 48. En cuanto al planteo referido al alcance del Fallo "Vizotti" respecto de los rubros que se señalan en el recurso no se demuestra el gravamen, en la medida que el recurrente no realiza con precisión una crítica fundada en cálculos claros que se opongan a la liquidación practicada en la sentencia. Respecto de los rubros que agravan las indemnizaciones (ley 25.561, y arts. 1° y 7 de la ley 25.323) cabe señalar que su cálculo se reajustó; no tanto por la incidencia del Fallo "Vizzoti" que apunta la quejosa, sino porque se tuvo en cuenta los rubros salariales admitidos y no objetados en esta oportunidad que incrementaron la base de cálculo de todos los conceptos tal como fue objeto de reclamo en la demanda. En cuanto a la objeción formulada respecto al cómputo de la multa del art. 80 de la LCT (modif. 25.345) se realizó sobre el "equivalente a tres veces la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida por el trabajador", como establece la citada norma, por lo que no se advierte en este sentido ninguna desmesura. La admisión de este concepto se fundó en el texto legal citado que expresamente prevé el "modo deficiente" de registración del empleador, en cuanto no consideró salariales los gastos del automóvil, telefonía celular y prepaga. Dicha deficiencia da sentido a la aplicación de la norma en cuestión, pues aparece incidiendo en todos los conceptos laborales que fueron objeto de reclamo, luego admitidos por la Cámara. En consecuencia, lo decidido en este aspecto resulta una interpretación posible de una norma de derecho común, cuya discrepancia por parte del recurrente no alcanza para demostrar la arbitrariedad que se endilga. Respecto a la aplicación de la multa del art. 2° de la ley 25.323 por falta de pago oportuno de las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la LCT cabe señalar que, al igual que el agravio anterior, la causa que dio origen a este reclamo se encuadra dentro de una exégesis del texto legal y su aplicación a un caso concreto, propio de los jueces de la instancia, sin perjuicio que se fundó en la negativa del empleador a la intimación concreta del trabajador, en virtud de lo cual éste se vio obligado a iniciar un reclamo judicial para que se hagan efectivos aquéllos conceptos, situación que encuadra en el supuesto legal, sin que se advierta infundado el fallo en este aspecto. Sin embargo, no parece correr la misma suerte el monto por el cual prosperó el incremento del 50% contemplado en dicha norma, pues se advierte que le asiste razón a la recurrente en cuanto sostiene que su cálculo no se corresponde con los conceptos que deben integrarlos, pues el resultado matemático que se muestra en la sentencia alcanza una suma superior a la prevista legalmente, sin que la sentencia en crisis ni siquiera detalle los pasos con los cuales se arriba al monto estimado en este punto. En cuanto a la imposición de intereses le asiste razón a la impugnante en tanto plantea que el a quo condenó al pago de intereses durante tres años después de la fecha del pago de capital parcial realizado, período durante el cual no se habían devengado, ni menos aún habían sido mencionados por el acreedor, quien por el contrario en la demanda solicitó que se descuente el importe percibido a cuenta en concepto de capital. Sin perjuicio de ello y de la regla del art. 260 de la LCT en cuanto a los pagos parciales, resta señalar que no surge clara (ni de la sentencia, ni del recurso) la proporción de intereses devengados que pudiese existir (o no) entre la fecha del despido (como comienzo del cómputo de intereses) y la del efectivo pago parcial. Sin embargo, es evidente que no pudo calcularse intereses sobre el total del monto reconocido en la sentencia, sin detraer la suma que en su momento se incorporó al patrimonio del acreedor, ya que hasta ese momento el deudor no ganó intereses; una solución contraria sería conducir a un enriquecimiento sin causa de la parte contraria.


    Nassinoff, Andrés c/ Johnson & Johnson Medical S.A. s/ despido


    N, 103, L.XLIV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen


    Encuadre profesional del reclamante: aplicación del Estatuto del Periodista. Mayor protección ante el despido arbitrario. Determinación del objeto de la prestación (art. 37 de la LCT). Ejercicio abusivo del ius variandi. Necesidad de determinar previamente el objeto de la prestación y su encuadre legal correspondiente.


    Le asiste razón a la recurrente en cuanto al agravio referido a la calificación profesional del trabajador, pues el a quo so pretexto de deficiencias formales en el planteo de la actora deja sin respuesta efectiva en el fallo al tema central en debate que sí fue examinado por el juez de primera instancia. Concretamente, le faltó responder con precisión sobre el encuadre profesional del reclamante, pues no basta con exigir pruebas sobre la demostración del perjuicio ante la falta de aplicación del Estatuto del Periodista, si de la demanda surge claramente una alegación de derechos propios del la norma invocada (v.gr. art. 43 de la ley 12.908), la que reconoce una mayor protección ante el despido arbitrario. Ello sin perjuicio de puntualizar que la determinación del objeto de la prestación (art. 37 de la LCT) resulta esencial no sólo para definir el encuadre del estatuto especial invocado, sino también para dilucidar el segundo aspecto controvertido en el caso. Efectivamente, se planteó además un ejercicio abusivo del ius variandi, por lo tanto no podría avanzarse fundadamente en la solución, con los elementos con los que se cuenta, y la evaluación acerca de si existió o no una alteración de condiciones esenciales del contrato y si las medidas adoptas por el empleador fueron funcionales, o no, a los objetivos de la empresa (arts. 63, 64, 65, 66 y 68 LCT) si no se encuentra determinado previamente el objeto de la prestación y su encuadre legal correspondiente.


    Genoud, Martín Miguel c/ Errepar S.A. s/Ddespido


    G, 347, L.XLV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Sujetos. Estado


    Contrato de trabajo. Sometimiento expreso al régimen del decreto 1340/66. Aplicación del art. 2, inc. a) de la LCT: voluntad de la administración de excluir al empleado de dicho régimen normativo. Relación incluida en el ámbito del derecho público. Improcedencia despido sin causa. Sentencia arbitraria.


    Frente a la existencia de un régimen jurídico específico que reglamenta los derechos de los dependientes de la demandada y a la disposición del art. 2, inc. a) de la LCT, según el cual el régimen no es aplicable a los dependientes de la Administración Pública salvo que por acto expreso se los incluya en éste o en el de las convenciones colectivas de trabajo, no es admisible sostener que la relación de empleo se hallaba regida por la ley laboral común. El decreto 1340/66 (anexo 1) cuando dispone que el contratado no tendrá la condición de empleado público del Estado argentino, tampoco trasunta en modo alguno una inclusión expresa ni implícita en el ámbito de la LCT, ni permite afirmar que la contratación quede excluida de la regulación del derecho administrativo. Es más, la intención de la Administración fue excluir al actor de la LCT, pues al determinar que la relación se regiría por el Reglamento de Normas Administrativas para el Personal de la Agregación y Comisión Naval Argentina en Estados Unidos de América, se previó la facultad del Estado de revocar tal relación en cualquier momento sin reconocer al empleado derecho a indemnización alguna.


    Rodríguez, Jorge Omar c/ c/ Estado Nacional - Armada Argentina s/ Despido.


    R, 271, L.XLIII, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Trabajador. Accidentes y Enfermedades. Ley de Riesgos del Trabajo


    Inconstitucionalidad del art. 18.3 del decreto n° 334/96: exceso reglamentario y alteración del orden de prelación de las normas de rango superior (arts. 31, 99, incisos 2°, de la C.N.). Perjuicios al trabajador damnificado debido a las modificaciones al régimen de prestaciones de la ley de riesgos de trabajo: supresión de beneficios legalmente reconocidos e introducción de una disgregación que no resiste la regla que establece que donde la ley no distingue, no cabe distinguir.


    Corresponde la declaración de inconstitucionalidad del art. 18.3 del decreto n° 334/96 por exceso reglamentario y alteración del orden de prelación de las normas de rango superior (arts. 31, 99, incisos 2°, de la C.N.) al regular sobre el contenido material de las prestaciones previstas legalmente reduciéndolas al pago en especie y sin motivo, causa o justificación, anula las prestaciones dinerarias previstas por la ley (arts. 1, 11 a 20 y 28.4, LRT) perjudicando al trabajador damnificado al introducir modificaciones al régimen de prestaciones de la ley de riesgos de trabajo, arrogándose facultades que excedieron de las previstas por la Constitución Nacional, pues se suprime beneficios legalmente reconocidos e introduce una disgregación que no resiste la regla que establece que donde la ley no distingue, no cabe distinguir. Debe estarse al texto de la Ley de Riesgos del Trabajo que obliga a la ART hacerse cargo de las prestaciones en general aun habiendo quedado extinguido el contrato de seguro manteniendo la obligación de pago por un tiempo y habilitando a la aseguradora a repetir contra el empleador.


    Carrizo, Carlos c/ Liberty ART S.A. s/ accidente


    C, 609, L.XLIII, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Indemnización por muerte por la enfermedad cancerígena contraída en ocasión del trabajo. Omisión del tratamiento de la cuestión central sometida a conocimiento del tribunal, relacionada con la absoluta desprotección y ausencia de razonabilidad de los fundamentos que sustentaron la indemnización reconocida en la instancia inferior a la viuda con clara afectación de sus derechos fundamentales. Precedente "Aquino". Protección de la integridad psíquica, física y moral del trabajador: principio alterum non laedere. Consideración plena de la persona humana, e imperativos de justicia de la reparación. Descalificación de la LRT: desconocimiento de otro daño que no fuese la pérdida de la capacidad de ganancias. Valor de la vida: criterios para estipular el resarcimiento. Precedente "Milone": inconstitucionalidad del pago en renta. Reparación inadecuada: mortificación del ámbito de libertad constitucionalmente protegido resultante de la autonomía del sujeto damnificado que experimenta una profunda reformulación de su proyecto de vida.


    Corresponde que se admita el recurso desde que la sentencia apelada con argumentos dogmáticos, formales y aparentes omite tratar la cuestión central sometida a su conocimiento en el remedio local relacionada con la absoluta desprotección y ausencia de razonabilidad de los fundamentos que sustentaron la indemnización reconocida en la instancia inferior a la viuda con clara afectación de sus derechos fundamentales. En ese sentido, a la hora de proteger la integridad psíquica, física y moral del trabajador, frente a supuestos regidos por el principio alterum non laedere, debe tenerse en cuenta la consideración plena de la persona humana y los imperativos de justicia de la reparación, seguidos por nuestra Constitución Nacional y no debe cubrirse sólo en apariencia. La descalificación de la LRT en términos de esa doctrina se debe a que la norma no reconoce otro daño que no fuese la pérdida de la capacidad de ganancias, pues partía del valor mensual del "ingreso base" (vgr. art. 15 y 18 de la LRT) yen definitiva sólo indemnizaba daños materiales y dentro de éstos, únicamente el lucro cesante: pérdida de ganancias, que asimismo evalúa menguadamente. Asimismo el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales, ya que no se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, circunstancia que instauraría una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres. A su vez, al declararse la inconstitucionalidad del pago en renta con fundamento en el precedente "Milone", la Corte Suprema sostuvo que el examen del caso no se limitaba exclusivamente en la forma de pago, sino que debía evaluarse si la indemnización consagraba una reparación equitativa, o sea, que resguarde el sentido reparador en concreto; al paso que con cita de tratados de Derechos Humanos afirmó que una reparación inadecuada mortifica el ámbito de libertad constitucionalmente protegido resultante de la autonomía del sujeto damnificado ("usualmente el trabajador y, en su caso, a la familia de éste") que experimenta una profunda reformulación de su proyecto de vida. Tales extremos no fueron evaluados por el fallo en crisis que dejó firme el pronunciamiento de la instancia que con singulares argumentos entendió que el detrimento sufrido por la viuda fue tan sólo un 25% de los ingresos del causante, sin dar razones que justifiquen en el caso reducir a esa porción el importe del salario, y para el cálculo del resarcimiento reduce una de las pautas a considerar, a extremos que afectan los parámetros mínimos como para considerar una reparación justa. En tal sentido, el precedente "Aquino" memoraba la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en cuanto sostuvo que: "cuando no sea posible el restablecimiento de la situación anterior a la violación del derecho que corresponda reparar, se impone una "justa indemnización". Y las reparaciones, "como el término lo indica, consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial" y no pueden implicar el "empobrecimiento de la víctima". Desde esa perspectiva, la respuesta dada por el a quo, al desestimar el planteo por razones meramente formales, dejó sin respuesta la impugnación concreta de la actora que se apoyaban en el principio pro homine, en la afectación al derecho a la salud, a la vida, a la integridad psicofísica, la protección integral de la familia, en el derecho de propiedad y la reparación integral del daño. De esa manera, el Superior Tribunal a quo dejó firme un pronunciamiento que, con "particulares" apreciaciones, fija un monto indemnizatorio que no se corresponde con los criterios delineadas por la Corte Suprema y que son habitualmente tenidos en cuenta en numerosos precedentes. En tales circunstancias, se torna descalificable el fallo.


    Calderón de Loiza, Norma Isabel c/ Eternit Arg S.A. y otro s/ indemnización por muerte


    C, 1907, L.XLIII, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Exigencia de pago único de una indemnización producto del fallecimiento de un trabajador. Falta de respuesta por parte del magistrado a los planteos formulados por los reclamantes. Transferencia de los fondos reclamados a la AFJP: circunstancia que no impide dar respuesta al planteo concreto con fundamento en normas fundamentales que fueron reiteradas en la contestación de agravios ante la alzada y que se soslayaron totalmente en el decisorio. Rechazo a la forma de pago dispuesta por la ley. Ausencia de contrato de renta vitalicia.


    Cabe puntualizar que la decisión del a quo en cuanto a, de un lado, que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo cumplió adecuadamente su obligación legal, y de otro, que una eventual condena al pago de lo que depositó traería aparejada una situación no ajustada a derecho, no da respuesta a los serios planteos formulados por los reclamantes. En efecto, la circunstancia de la transferencia de los fondos reclamados a la AFJP no impedía dar respuesta al planteo concreto con fundamento en normas fundamentales que fueron reiteradas en la contestación de agravios ante la alzada y que se soslayaron totalmente en el decisorio, sin advertir que más allá que formalmente se había cumplido con el procedimiento ordenado por la reglamentación, los actores habían rechazado desde el primer momento la forma de pago dispuesta por la ley, que nunca aceptaron suscribir un contrato de renta vitalicia, ni ninguna otra forma que no fuese en un pago único y que por esa razón plantearon la inconstitucionalidad del sistema. Desde esa perspectiva, le asiste razón a los recurrentes en cuanto plantean que resulta una situación ajustada a derecho el reclamo por una indemnización de pago único, frente a la circunstancia que no recibieron nada de la ART obligada, salvo la suma correspondiente a la compensación dineraria adicional de pago único del art. 11, inc C., de la LRT. En tal sentido, señalan los reclamantes que sólo tienen a su disposición en la AFJP los aportes voluntarios del hijo fallecido y que requieren en un pago único el importe correspondiente a la reparación por el accidente que todavía se encuentra en manos de la AFJP.


    Gioia, Gustavo Américo y otro c/ Consolidar AR.T. S.A. s/ cobro de pesos


    G, 852, L.XLIV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Incapacidades


    Demanda indemnización por incapacidad absoluta: artículo 212 de la ley de Contrato de Trabajo. Requisitos para la obtención del beneficio previsional en la provincia de Córdoba y en la norma nacional.


    El Superior provincial, mediante fórmulas dogmáticas y sin hacerse cargo de argumentos conducentes, revocó la sentencia porque entendió que la decisión de la instancia había cometido un error en la subsunción de los hechos establecidos por el tribunal al no concurrir la incapacidad sobreviviente del sistema jubilatorio con la incapacidad absoluta exigida por el art. 212 cuarto párrafo de la LCT. El a quo realizó el examen del caso sobre la base del presupuesto fáctico del art. 32 de la ley local n° 8024 que reconoce la pensión por invalidez aun cuando, dadas determinadas circunstancias, el beneficiario no acredite la incapacidad absoluta. Sin embargo, tal afirmación no se adecua a las constancias de la causa por cuanto los requisitos para la obtención del beneficio previsional de la provincia difieren diametralmente del previsto por la norma nacional y por lo tanto el derecho reconocido por la normativa laboral es autónomo y exige para su aplicación la comprobación de presupuestos facticos distintos. En virtud de ello, antes de rechazar el reclamo el a quo debió examinar si las constancias probatorias que fueron tenidas en cuenta en la decisión de grado resultaban no suficientes para tener por probado el requisito legal que sustente el reclamo, independientemente de la causa que dio origen a la extinción del vínculo, pues de lo que se trata es de verificar la existencia de un incapacidad psicofísica que impida la prestación de tareas.


    R. O., H. M. c/ Banco Provincia de Córdoba s/ Demanda


    R, 727, L.XLIV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Derechos


    Remisión al precedente S. C. P.1911 L. XLll "Pérez, Aníbal c/ Disco SA".


    Díaz, Paolo Vicente c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A. s/ Despido.


    D, 485, L.XLIV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Percepción de la Remuneración. Protecciones. Acreedores del Empleador


    Hermenéutica del régimen de privilegios: imposibilidad de que tenga como resultado la exclusión del acreedor laboral por otros mecanismos que no fuesen el asignado por el rango de los privilegios. Interpretación favorable al trabajador. Directriz del Convenio 173 de la OIT: norma de rango superior a la LCQ.


    La hermenéutica del régimen de privilegios no puede tener por resultado la exclusión del acreedor laboral por otros mecanismos que no fuesen el asignado por el rango de los privilegios. Se requiere de una interpretación favorable al trabajador para no enervar este beneficio con aplicaciones desfavorables del texto legal, y contrarias a la lógica de funcionamiento del régimen laboral protectorio que manda el art. 14 bis., de la Constitución Nacional. Dicho criterio se corresponde con la directriz del Convenio 173 de la OIT, norma de rango superior a la LCQ. Situación que invita a realizar un esfuerzo interpretativo del texto de rango inferior a fin de buscar su correspondencia en armonía con el que le sirve de guía, antes que declarar su incompatibilidad, pues debe suponerse que el legislador no ha querido una regulación contraria.


    Tualana Sudamericana S.A. s/ Incidente de apelación


    T, 489, L.XLIII, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Otras Formas de Contratación. Empleo Público


    Desempeño laboral en cargo transitorio en la Universidad de Buenos Aires. Contratación sucesiva. Aceptación sin reservas de las sucesivas renovaciones contractuales. Teoría de los actos propios. Vínculo regido por un régimen jurídico específico. Inaplicabilidad Ley de Contrato de Trabajo. Persona jurídica de derecho público. Estabilidad: beneficio para empleados permanentes. Decisión de finalizar contratación: política administrativa no revisable en sede judicial.


    La Universidad de Buenos Aires, en su carácter de institución universitaria nacional, es una persona jurídica de derecho público con autonomía académica y autarquía económico-financiera (art. 75, inc. 19 de la Constitución Nacional). En ese marco -según la ley 24.521 (art. 59)- le corresponde, fijar su régimen de administración de personal. En tal sentido, el vínculo que mantuvo con la actora estaba regido por normas del régimen jurídico específico que reglamenta los derechos de los agentes -sean permanentes, interinos o contratados- de la Universidad de Buenos Aires y no existe en esos estatutos disposición alguna que los incluya en el régimen de la ley de Contrato de Trabajo. La aceptación de los contratos y sus pertinentes prórrogas, presididos por un régimen de inestabilidad, veda al actor reclamar los derechos emergentes de la estabilidad del empleo, dado que, de otro modo, se violentaría el principio que impide venir contra los propios actos, pues "el voluntario sometimiento, sin reservas expresas, a un régimen jurídico, comporta un equívoco acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con base constitucional, por medio del recurso extraordinario". La mayor o menor conveniencia de recurrir a la contratación del actor, así como la de poner fin al contrato, constituye una decisión de política administrativa no revisable en sede judicial, por estar limitado el control jurisdiccional de los actos administrativos a los aspectos vinculados a su legitimidad.


    Barbat, Cecilia c/ Universidad de Buenos Aires s/ Despido.


    B, 907, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contrato de locación de servicios. Rescisión. Relación laboral regida por un régimen jurídico de derecho público y específico, que no contempla una reparación con motivo de su finalización. Improcedencia indemnización prevista en la Ley de Contrato de Trabajo. Aplicación integral de la ley vigente: imposibilidad de construir un ordenamiento con los aspectos más convenientes de diversas leyes.


    El vínculo que mantuvo el actor con la Armada Argentina se encontraba regido por el decreto 4381/73, que aprueba el Régimen para el Personal de Investigación y Desarrollos de las Fuerzas Armadas, y por su reglamentación, cuyas normas prevén el ingreso de agentes mediante la celebración de un contrato de locación de servicios personales con el organismo respectivo, que puede tener una duración máxima de cinco años. Asimismo, dichos ordenamientos disponen que el egreso del personal se opera, entre otras causa, por la rescisión del contrato por cualquiera de ambas partes y que en cualquier caso de rescisión el contratado no tendrá derecho a indemnización o pago alguno fundado en la rescisión, falta de preaviso, despido, o cualquier otro concepto. No resulta admisible el reclamo indemnizatorio del actor basado en la Ley de Contrato de Trabajo, puesto que los preceptos que este régimen contiene sólo son aplicables a los trabajadores que se encuentran comprendidos en él y, en la especie, el vínculo contractual se hallaba sujeto a un régimen específico, creado y reglamentado por el Poder Ejecutivo, que excluye expresamente cualquier reparación en caso de producirse la rescisión del contrato.


    Ramos, José Luis c/ Estado Nacional s/ Indemnización por despido


    R, 354, L.XLIV, 13 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Principios del Derecho del Trabajo. No Discriminación e Igualdad de Trato


    Despido discriminatorio por motivos antisindicales ley 23.592. Nulidad. Reincorporación al puesto de trabajo. Alegada arbitrariedad. Remisión a lo dictaminado en P 1967, L. XLI "Pellejero, María Isabel".


    Los agravios vertidos por la recurrente en cuanto a la aplicación al caso de la ley 23.592, encuentran suficiente respuesta en el dictamen de autos S.C. P. n° 1697, L. XLI. "Pellejero, María Mabel s/ Amparo" del día 8 de febrero de 2008, a cuyas consideraciones y términos corresponde remitir, en todo lo pertinente, por razones de brevedad. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputan tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional, en que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como sentencia fundada en ley a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la CN. Sin perjuicio de lo señalado, cabe apuntar que la recurrente no se hace cargo de los serios argumentos del fallo en lo que respecta a los fundamentos que justificaron la nulidad del despido y reinstalación de los trabajadores a su puesto de trabajo con apoyo en la ley antidiscriminatoria (n° 23.592) y no en la Ley Sindical (n° 23.551) invocada en la demanda. En efecto, en autos se decidió aplicar la ley 23.592 porque los presupuestos fácticos alegados daban cuenta de la existencia de una discriminación arbitraria y en virtud del principio "iura novit curia" correspondía a los jueces la calificación jurídica de los hechos. En segundo lugar, también se hizo mérito de que la demandada no compareció a contestar demanda y fue declarada rebelde, en una resolución que no fue impugnada, que lleva implícita la presunción de la veracidad de los hechos expuestos en el escrito de demanda. A su vez, lejos de encontrarse desvirtuadas aquellas circunstancias que motivaron la denuncia de trato discriminatorio aquéllas, fueron corroboradas con las declaraciones de los testigos. Tampoco ha sido cuestionada suficientemente la decisión que reconoce como pago a cuenta la indemnización pagada por la demandada, pues no se hizo cargo de las razones dadas en primera instancia y en la Cámara, que bastan para sustentar lo decidido en cuanto se imputó a salarios devengados desde el despido nulo hasta la reincorporación y en lo que exceda a daño moral. Por otra parte, resultaba clara la pretensión de los accionantes de remediar la actitud antijurídica mediante la privación de efectos jurídicos al despido de cinco trabajadores integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación del Personal Jerárquico del Comercio haciendo una referencia especial al art. 16 de la Constitución Nacional que consagra el principio de igualdad, que es reglamentado directamente por la ley 23.592, y que en definitiva es aplicado en el caso por los jueces, cuyo principio constitucional es de tal magnitud, que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad.


    Álvarez, Maximiliano c/ Cencosud S.A. s/ Acción de amparo


    A, 1023, L.XLIII, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra el Orden Público. Instigación a Cometer Delitos


    Presunta instigación a cometer delitos por parte de un diplomático. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Inexistencia de delito: archivo de las actuaciones.


    Si los hechos denunciados no tendrían entidad suficiente para constituir un hecho delictivo, corresponde que la Corte, de compartir el criterio, archive las actuaciones por inexistencia de delito.


    G., Daniel s/ Instigación a cometer delito.


    G, 613, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos Previstos en Leyes Especiales


    Ley de Medicamentos. Defensa de la salud pública. Reglamentación de la elaboración de productos alergénicos. Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica: facultad de inspeccionar y sancionar. Ausencia de afectación al principio de legalidad.


    La Corte ha reconocido la facultad del Estado para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la medida que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral y el orden público, y que el órgano dotado de potestad reglamentaria está habilitado para establecer condiciones, requisitos, limitaciones o distinciones que respeten el espíritu de la norma, sirvan razonablemente a su finalidad, no rebasen el ámbito en que la interpretación es opinable y posible la solución entre varias alternativas; máxime cuando puede establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun no previstas por el Poder Legislativo de manera expresa, se ajusten al espíritu del que habla el artículo 99, inciso 2º, de la Constitución Nacional, o sirvan, razonablemente, a la finalidad esencial que la ley persigue. En consecuencia, del dictado de la disposición nº 6826/02 no puede concluirse que con anterioridad lo referido a los productos alergénicos careciera de reglamentación y que, por lo tanto, las irregularidades detectadas durante la inspección no podían sancionarse sin afectación del principio de legalidad. Ello no sólo por no tratarse de una actividad novedosa sino ya existente, sino también porque al hallarse involucrada la salud pública, que es el bien jurídico que todas esas regulaciones buscan proteger y cuenta con amparo constitucional, resulta absurdo suponer que su elaboración quedara librada al exclusivo arbitrio de los particulares y a su voluntaria observancia de las "reglas del arte usuales en la materia" como se ha alegado en autos. A partir de ello, es razonable interpretar que la A.N.M.A.T. contaba no sólo con la indiscutida facultad de inspeccionar, sino también con la consecuente potestad de sancionar aquellas infracciones a la reglamentación aplicable. Lo hasta aquí expuesto, permite descartar de modo fehaciente que la aplicación en el sub júdice de la ley nº 16.463 y del decreto nº 150/92 por incumplimiento de la disposición A.N.M.A.T. nº 1930/95, haya podido afectar el principio de legalidad que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional, pues el laboratorio en cuestión conocía su vigencia y contó con la posibilidad de obrar con arreglo a aquélla.


    Laboratorios W. S.A. s/ Infracción ley 16.463


    L, 1301, L.XLI, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Estupefacientes. Tráfico


    Presunto tráfico de estupefacientes. Validez de la incorporación de declaraciones de los testigos por lectura. Posibilidad del defensor de ejercer el control de dicha prueba. Hechos probados y alcance de normas de derecho común: ajenos a la instancia extraordinaria.


    El inciso 1°) del artículo 391 del C.P.P.N. permite que las declaraciones sean incorporadas por lectura siempre y cuando las partes presten su conformidad. Por tanto, si el asistente legal ejerció materialmente el control de esta prueba por la vía del envío de los cuestionarios, es improcedente plantear luego la nulidad, cuando las respuestas de los testigos no le fueron favorables. Si las críticas de la defensa sólo trasuntan meras discrepancias en relación con los hechos probados y el alcance de normas de derecho común, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa, no puede revisarse en la instancia de excepción. Ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad. Pero no es así si la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes y razonables con base en las constancias del expediente y en las normas que considera aplicables, que por opinables que resulten, no autoricen su descalificación como acto jurisdiccional.


    M. G., Alfredo s/ Causa nº 6348.


    M, 601, L.XLIII, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Parte General


    Acción Penal


    Causas de Extinción. Prescripción


    Prescripción de la acción penal. Remisión a lo dictaminado en causa S.154.XLV "Stancato, Carmelo Alfredo s/prescripción de la acción -causa N° 26929-".


    S., Carmelo Alfredo y otros s/ Defraudación contra la Administración Pública - Causa N° 11275/97-


    S, 916, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos no pertenecientes a la categoría de los denominados "imprescriptibles". Derecho a conocer la verdad que asiste a quienes han sido víctimas de violaciones a los derechos humanos. Restricción a las garantías fundamentales del imputado: juicio de ponderación. Investigación en el marco del Estado de Derecho.


    La invocación genérica al derecho a conocer la verdad que asiste a quienes han sido víctimas de violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al deber del Estado de garantizarlo, no es suficiente para dar una explicación cabal de la razones por las que la observancia de esos principios habría de justificar la severa restricción de garantías fundamentales del imputado –por cierto, revestidas de igual jerarquía normativa– que supone la decisión de declarar inaplicables las normas sobre prescripción respecto de delitos que no han sido señalados como pertenecientes a la categoría de los denominados “imprescriptibles”. Para resolver un conflicto de intereses en el que no es posible deducir a priori y en abstracto una regla de precedencia, no basta con afirmar la preeminencia de uno sobre el otro, sino que es ineludible la realización de un juicio de ponderación exhaustivo que demuestre bajo qué circunstancias y con arreglo a cuáles principios jurídicos es razonable y proporcionado decidir, pues dada la delicadeza del caso, no cabe acudir a criterios excesivamente vagos o indeterminados alejados de la prudencia que tal balance exige. El deber de investigar y sancionar las violaciones de los derechos humanos no puede constituir fundamento autónomo suficiente para proseguir el ejercicio de una acción penal que ha sido declarada extinguida cuando el hecho investigado no es un delito imprescriptible. Una interpretación armónica y sistemática de los derechos fundamentales consagrados en los tratados internacionales, la Constitución Nacional y los propios fallos del máximo tribunal interamericano permite afirmar que lo vedado a los Estados por el deber de garantía es el dictado de leyes o de cualquier otra disposición con la finalidad de impedir la investigación y la sanción de las graves violaciones de los derechos humanos, pero de ningún modo puede ser entendido como prohibiendo que esos hechos queden sometidos a las reglas generales de extinción de la acción y de procedimiento por la sola razón de que su aplicación pudiera conducir al dictado de una absolución o de un sobreseimiento. La obligación de investigar y sancionar las violaciones de los derechos humanos lo es en el marco y con las herramientas del Estado de Derecho, y no con prescindencia de ellas.


    C., Carlos s/ Sustracción y destrucción de medios de prueba


    C, 1495, L.XLIII, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de Prescripción. Retroactividad de la ley 25.990. Hechos que cabe considerar secuela de juicio.


    La discusión en torno al momento en el que la sentencia quedó firme es inoficiosa, toda vez que por tratarse la prescripción de la acción de un instituto del derecho penal material y por las razones expuestas en el dictamen en la causa T. 404, XLII. "Torea. Héctor s/recurso de casación", del 8 de noviembre de 2006, la ley que debe regir el cómputo de la prescripción es la ley vigente al momento de comisión del delito que en este caso es la ley 13.569, sin que a ley posterior 25.990 pueda resultar aplicable retroactivamente, aunque se la considere más benigna, por no concurrir el fundamento que autoriza esa aplicación retroactiva.


    D., Miguel s/ P.S.A. Alteración de límites.


    D, 675, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Suspensión del trámite del recurso de queja.


    Toda vez que habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, en relación al delito de homicidio culposo, la Corte puede ordenar la suspensión del trámite de la presente queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    C., Luis María s/ Homicidio culposo -causa nº 29.380-


    C, 1897, L.XLIII, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso extraordinario.


    Toda vez que habría transcurrido el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, respecto del delito de robo simple, deviene insustancial el tratamiento de la cuestión planteada por el fiscal general ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Por tal motivo, corresponde desistir del presente recurso extraordinario.


    M., Leandro Patricio s/ Recurso extraordinario


    M, 3, L.XLV, 15 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción: orden público. Declaración de la prescripción: necesidad de intervención de las partes.


    La prescripción en materia penal es de orden público, lo que implica que debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. El carácter de orden público del instituto no legitima a los tribunales a obviar las instancias procesales legalmente previstas. Esto es así porque la decisión exige la comprobación de algo más que el mero transcurso del tiempo, pues la constatación debe hacerse respecto de aspectos sobre los que puede existir controversia, es decir, el debate sobre ciertos puntos decisivos para la suerte del litigio que debe ocurrir bajo el amparo de reglas acordes con el debido proceso.


    L., A. N. s/ Violación.


    L, 308, L.XLIII, 05 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción. Límite al poder punitivo estatal. Momento de consumación del delito o del resultado.


    En lo que atañe al instituto de la prescripción, y en tanto atiende al límite en el ejercicio del poder punitivo estatal, el Código Penal tiene en mira el momento de la consumación o del resultado como parámetro objetivo de la relación temporal.


    S., Diógenes y otros s/ Causa Nº 9071.


    S, 1103, L.XLIV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción. Suspensión del trámite del recurso de queja.


    Si en el caso habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, respecto del delito imputado, la Corte puede ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    J., Bruno Omar Julio s/ Causa Nº 7458


    J, 78, L.XLIV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción. Suspensión del trámite del recurso de queja.


    Si en el caso habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, respecto del delito imputado, la Corte puede ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    D., Jorge Antonio s/ Causa Nº 8.585


    D, 161, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción. Suspensión del trámite del recurso de queja.


    Si en el caso habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, respecto del delito imputado, la Corte puede ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    P., Roque Luis s/ Causa Nº 8444.


    P, 192, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Suspensión del Juicio a Prueba


    Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal. Sentencia arbitraria.


    Si la oposición del fiscal de juicio a la suspensión del juicio a prueba se basó en una interpretación de las normas orientada a fines político criminales que no puede ser tildada de irrazonable, esa oposición fiscal impide de todos modos el otorgamiento de la probation conforme al cuarto párrafo del artículo 76 bis del Código Penal, de cuyo texto el a quo prescindió sin declarar su inconstitucionalidad, razón por la cual el fallo se hace en este sentido merecedor de la tacha de arbitrariedad.


    L. C., Jorge Andrés s/ Causa nº 9212


    L, 766, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal.


    Si la denegación de la suspensión del juicio a prueba se basó a que el tribunal consideró vinculante la oposición expresada por el fiscal, motivada en razones que encuentran respaldo en las características particulares de los hechos investigados, cabe concluir que dicha resolución se funda en una exégesis del derecho común que no cabe descalificar con base en la doctrina de la arbitrariedad, por no tratarse de una interpretación que desvirtúa la norma o la vuelve inoperante, ni decide en contra o con prescindencia de sus términos.


    A. S., María y otros s/ Causa nº 7733


    A, 1440, L.XLIII, 16 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Clases de Sanciones


    Penas


    Denegatoria de la condena de ejecución condicional. Ausencia de fundamentos. Finalidad de la condenación condicional. Afectación del derecho de defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad.


    En casos donde la condenación condicional podría ser aplicada, la decisión denegatoria debe ser fundada, puesto que de otro modo se estaría privando a quien sufre el encierro de la posibilidad de conocer los pronósticos negativos que impiden otorgarle un trato más favorable, y los condenados se verían impedidos de ejercer una adecuada defensa en juicio ante la imposibilidad de refutar decisiones basadas en criterios discrecionales de los magistrados que la disponen. Por otro parte, cabe destacar que el instituto de la condenación condicional tiene por finalidad evitar la imposición de condenas de efectivo cumplimiento en casos de delincuentes primarios u ocasionales imputados de la comisión de conductas ilícitas que permitan la aplicación de penas de hasta tres años de prisión. Tal aserto encuentra explicación en la demostrada imposibilidad de alcanzar en tan breve lapso de prisión el fin de prevención especial positiva que informa el artículo 18 de la Constitución Nacional. Si a pesar de ello, el tribunal a quo omitió analizar de manera razonada el planteo del recurrente, que se encuentra suficientemente fundado, y desechó la existencia de una cuestión que merezca tratamiento ante esa instancia sin exponer argumento alguno en sustento de esa apreciación, dicha circunstancia resulta incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    G., José Martín s/ Causa Nº 97.999


    G, 772, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación Judicial de la Pena


    Sanción impuesta a un menor: debe ser inferior a la impuesta a un adulto en igualdad de circunstancias. Ley 22.278. Juez de menores: determinación judicial de la pena adecuada al caso concreto. Convención de los Derechos del Niño.


    Que la sanción impuesta al menor se halle próxima al máximo permitido por la escala reducida, no implica por sí su impertinencia. Ella debe ser inferior a la impuesta a un adulto en igualdad de circunstancias; extremo que fue cumplido en el sub júdice, donde se tuvo en cuenta la juventud de ambos, sólo que uno apenas había superado los dieciocho años y el otro -a quien se impuso pena menor-se encontraba próximo a cumplirlos al momento del suceso. La ley 22.278 estableció un sistema que se caracteriza por un gran poder para el juez de menores, razón por la cual resultaría contradictorio con esos principios específicos y con los que rigen nuestra sistemática penal, vedar la determinación judicial de la pena adecuada al caso concreto. No se encuentra en discusión el alcance de la Convención de los Derechos del Niño como pauta interpretativa del régimen legal de aplicación de penas a menores, sino simplemente el distinto criterio que, con base en las mismas circunstancias de la causa y dentro de los principios que han inspirado ese instrumento, ha motivado una solución diferente de la pretendida por la parte, sin que se haya demostrado arbitrariedad, más allá de su acierto o error.


    A., Diego Adrián y C., Eber Gabriel s/ Homicidio doblemente calificado


    A, 1331, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Reconocimiento en ronda. Robo y privación ilegítima de la libertad como concurso real. Determinación del monto de la pena. Principio ne bis in idem: aplicación del Art. 41 bis del Código Penal. Principio de culpabilidad por el hecho. Teorías de la pena.


    No se configura uno de los supuestos que, con arreglo a la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, corresponde remediar por la vía del art. 14 de la ley 48, cuando los agravios esgrimidos versan sobre cuestiones probatorias, fácticas e interpretativas de derecho común que, por regla, le son ajenas a la instancia extraordinaria. El reconocimiento en ronda de personas no es una probanza única sino que se conjuga con otros elementos probatorios. En principio, las decisiones relacionadas con el monto de la pena resultan privativas de los jueces de mérito, regla de la que cabe hacer excepción sólo cuando no se advierte una adecuada fundamentación y en la condena únicamente se hace una mera enunciación genérica de las pautas objetivas y subjetivas previstas en los arts. 40 y 41 CP. En relación a esto, no existe vulneración del principio de culpabilidad por el hecho cuando los datos tomados como relevantes para considerar la concurrencia de circunstancias agravantes específicas se derivan directamente del hecho cometido y no del carácter o forma de vida de los condenados. La aplicación de las reglas del concurso real, salvo arbitrariedad, constituyen cuestiones ajenas al recurso extraordinario, en tanto remiten a la aplicación del derecho común o sustantivo. Una privación de libertad relevante (en cuanto a su duración y sus características de ejecución) se independiza de la figura del robo, dando lugar a un concurso real. La prevención especial positiva, cuya finalidad es la futura reinserción social de los condenados, concurre con la prevención general de las penas, la cual consiste en disuadir a la ciudadanía de cometer delitos.


    C., Cesar Gustavo y otros s/ Causa Nº 6770.


    C, 1378, L.XLIII, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Reincidencia


    Reincidencia. Principio de culpabilidad. Valoración de la conducta previa como indicio de la medida de la intensidad criminal. Derecho penal de autor.


    El enfoque de la reincidencia como expresión de la disminución de la posibilidad de comportarse de acuerdo con la norma producto del cumplimiento de la anterior condena, sólo pone de manifiesto la adhesión a una determinada construcción dogmática relativa al contenido y alcance del principio de culpabilidad. La valoración de los antecedentes del autor en el momento de la individualización de la pena es un criterio de medición que, además de ser bastante frecuente en el derecho comparado, no es censurado por la opinión dominante como una influencia del derecho penal de autor, en tanto sólo se valore la conducta previa como indicio de la medida de la intensidad criminal y la actitud interna que se revela en el hecho.


    M., Eduardo Manuel s/ Recurso de casación


    M, 430, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Teoría del Delito


    Tentativa


    Art. 872 del Código Aduanero: tentativa de contrabando. Art. 44 del Código Penal. Misma pena para delito consumado y tentado. Facultad del legislador de determinar penas. Juicio de razonabilidad de la ley.


    En materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. La nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público. Para la procedencia de la doctrina de la arbitrariedad no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento como la “sentencia fundada en ley” a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Cualquier cuestionamiento que se intente respecto de la sanción establecida por una norma penal, inclusive en el ámbito del principio de culpabilidad, debe atender a que dentro de la “sana discreción del legislador”, quien ostenta la potestad exclusiva, de acuerdo con el artículo 75, inciso 12°, de la Constitución Nacional, para declarar la criminalidad de los actos, desincriminar otros e imponer penas, así como también, y en consecuencia, aumentar o disminuir la escala penal en los casos en que lo estime pertinente, junto con las consideraciones orientadas a proteger determinado bien jurídico, otras vinculadas a razones de política criminal y, en algunos casos, elementos referidos a las circunstancias del hecho, los medios empleados, el objeto de la acción y los estados o inclinaciones subjetivas del autor. Esa facultad deriva del principio constitucional de legalidad material, en cuando pone en cabeza del legislador la determinación tanto de los intereses que deben ser protegidos como del alcance de esa protección, mediante el establecimiento en abstracto de la pena que se considere adecuada. El juicio sobre la razonabilidad de una ley no puede fundarse exclusivamente en la comparación de las penas conminadas para los distintos delitos definidos en el catálogo penal pues la única interpretación posible es la que enjuicia la razonabilidad de la ley penal confrontándola con las normas de jerarquía constitucional que la fundan y limitan. En ese sentido, son incompatibles con la Constitución las penas crueles o que consistan en mortificaciones mayores que aquellas que su naturaleza impone, y las que expresan una falta de correspondencia tan inconciliable entre el bien jurídico lesionado por el delito y la intensidad o extensión de la privación de bienes jurídicos del delincuente como consecuencia de la comisión de aquél, que resulta repugnante a la protección de la dignidad de la persona humana, centro sobre el que gira la organización de los derechos fundamentales de nuestro orden constitucional.


    B., Lidia Susana y otra s/ Causa Nº 6979


    B, 984, L.XLIII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Parte General


    Actos Procesales


    Notificaciones. Por Cédula y Personal


    Pesificación de saldo de mutuo en dólares. Caducidad de instancia: carácter restrictivo. Interpretación de normas procesales: notificación art. 135 inc. 6 y 7 del CPCyCN. Afectación de la garantía de defensa en juicio.


    Ha reiterado la Corte que, si bien lo atinente a la caducidad de la instancia, por remitir al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal, es ajeno, como regla, a la vía del recurso extraordinario, dicho principio admite excepción cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio y del debido proceso, lo resuelto se aparta de las constancias de la causa y pone fin al pleito, causando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior; o cuando el examen de aquellos que tendían a demostrar la improcedencia del planteo formulado por la actora, omitiendo ponderar elementos de la causa y disposiciones legales conducentes para la correcta solución del caso. En igual sentido, la doctrina del Máximo Tribunal postula que el recurso extraordinario es admisible si la Cámara no se hizo cargo de que la notificación por cédula correspondía por imperativo de lo dispuesto en el artículo 135 inc. 6° y 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto debía anoticiarse a las partes de la reanudación de los plazos suspendidos por tiempo indeterminado. Ello es así pues, en tales condiciones, se imponía hacer saber al litigante el hecho de que el proceso se encontraba nuevamente en trámite, y la omisión consiguiente se erige en un obstáculo insalvable para hacer renacer la carga de instar el curso del proceso. A los que debe agregar, que tal conclusión aparece como particularmente válida si se tiene en cuenta que la aplicación de las disposiciones que rigen la caducidad de la instancia, atento al objetivo que persiguen y las consecuencias que producen, no pueden ser interpretadas sino con un criterio restrictivo. Asimismo, es doctrina del Tribunal que autoriza a invalidar las resoluciones cuando aparecen revestidas de un injustificado rigor en la apreciación de las normas procesales, vulnerando la garantía del debido proceso y causando un gravamen de insuficiente reparación ulterior.


    Marcellini, Ana María c/ Passamonti, Omar Adolfo y otro s/ Ejecutivo


    M, 283, L.XLIII, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Por Edictos


    Daños y perjuicios. Fallecimiento de codemandado. Citación por edictos a sus herederos (art. 53, inc. 5° CPCyCN): defensa en juicio.


    La inviolabilidad de la defensa en juicio requiere que se dé al litigante oportunidad de ser oído y se le permita el ejercicio de sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales, siendo la notificación el medio que asegura, a los interesados en decisiones judiciales que hacen a sus derechos, la efectiva defensa de esos derechos, evitando que desconozcan actuaciones que podrían afectarlos.


    García, Julio Héctor y otros c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército y otros s/ Responsabilidad contractual del Estado


    G, 390, L.XXXVII, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Acumulación de Procesos


    Acumulación de acciones. Improcedencia: Inexistencia conexidad de causas. Imposibilidad de dictado de sentencias contradictorias: diferentes cuestiones debatidas.


    El art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza la acumulación de procesos cuando se configuran entre ambos juicios la triple identidad de sujeto, objeto y causa. Dichas hipótesis no se presentan en el sub lite, pues tanto los sujetos intervinientes como el alcance de las pretensiones de las partes y el estado procesal de las causas difieren entre ambos procesos. Es doctrina de la Corte que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, circunstancia que tampoco se presenta en el sub lite.


    IPLyC s/ Inc. Inhibitoria en el Expte. 380/07 - Bwin Arg S.A. c/ L.N.S.E. s/ Amparo y medida cautelar


    COMP, 400, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia de la acumulación de procesos aunque no concurra la triple identidad del sujeto, objeto y causa: actores que pretenden la indemnización por daños y perjuicios derivados de un único accidente de tránsito.


    Toda vez que los actores pretenden la indemnización por daños y perjuicios derivados de un único accidente de tránsito y, si bien en los autos no se configura la identidad de partes -requerida por el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la causa origen de ambos reclamos es la misma, corresponde concluir que concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo magistrado que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias. En tal sentido, resulta procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad del sujeto, objeto y causa, si es evidente que existe la probabilidad del dictado de fallos contradictorios.


    Cardozo, Hugo c/ Choperena, Martín s/ Ordinario


    COMP, 334, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia de la acumulación de procesos aunque no concurra la triple identidad del sujeto, objeto y causa: actores que pretenden la indemnización por daños y perjuicios derivados de un único accidente de tránsito.


    De los elementos aportados en la presente causa como de los propios fundamentos esgrimidos por los magistrados en conflicto, en los dos procesos, los damnificados persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo accidente de tránsito y, si bien en las causas no se configura la identidad de partes –requerida por el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es única, concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias. Reiterada doctrina del Tribunal sostuvo que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, se dicten fallos contrapuestos.


    Barbis Farías, Martín Ariel c/ Vannucci, Jessica Marianela y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 234, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Multiplicidad de partícipes. Peligro de sentencia contradictoria. Procedencia del forum conexitatis.


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del CPCCN posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí; a su vez, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en el mencionado Código, e importan admitir el desplazamiento de la competencia natural a favor de otro juez cuando se configura la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica. Tales circunstancias particulares, habilitan a que el magistrado provincial decida en este proceso y sus anexos, no sólo por resultar manifiesto que todos ellos tiene origen en un mismo siniestro, sino, en lo fundamental, porque ante ésta última jurisdicción también se encuentra en tela de juicio la responsabilidad civil que le cabe a la empresa Ferrocarril Metropolitano General Urquiza S.A., entre otros, quien, vale destacar, es demandada común en casi todos los procesos en trámite ante la justicia nacional. La adopción de dicho criterio, permite resguardar la eficiencia y coherencia de las decisiones judiciales, evitando el dictado de sentencias contradictorias o que resoluciones que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada, sobre cuestiones ya planteadas en el otro. En tal sentido, la Corte tiene reiteradamente dicho que la aplicación de las reglas de conexidad está inspirada en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia.


    Aranda Norma y Otros c/ T.A.T.A. Transportes Automotores Terrestres Argentinos S.A.C.I. y otros s/ Ordinario y daños y perjuicios


    COMP, 254, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia


    Pedido de notificación al Ministerio Pupilar.


    P., C. s/ adopción


    COMP, 1058, L.XLIV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita la remisión de las actuaciones caratuladas: "A., Zulma Elizabeth c/ L. S. Gustavo A. s/ tenencia de hijos".


    Lorenzatti Santagostino, Gustavo c/ Albornoz, Zulma


    COMP, 64, L.XLV, 06 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    


    A fin de mejor dictaminar, se requiere la remisión de los autos "Cri Holding Inc. Sucursal Argentina c/ Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia S.A. s/ sumarísimo (constitución de tribunal arbitral)" expte nº 052023.


    Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia Explotación de Petróleo S.A. c/ Compañía de Minas Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia Explotación de Petróleo S.A. Cri Holding s/ medidas cautelares


    COMP, 322, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal tenga a bien, de estimarlo pertinente, solicitar la remisión de los autos "Leiva de Samaniego, Sara Ester c/ Ferrocarriles Argentinos y otros s/ Ordinario", Expediente N° 13.784/96, en trámite ante la J


    Aranda, Norma y otros c/ T.A.T.A. Transportes Automotores Terrestres Argentinos S.A.C.I. y otros s/ Ordinario. (Daños y perjuicios)


    COMP, 254, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos caratulados: "Banco Hipotecario SA c/ Alvarez Raúl Orlando s/ Ejecución hipotecaria".


    Banco Hipotecario S.A. c/ Alvarez, Raúl Orlando s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 220, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Hidalgo Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ proceso de conocimiento", Comp. Nº 1281; L. XL; "Lazcano Julia Susana c/ EN CNAS s/ proceso de conocimiento", in re S.C. Comp. Nº 1615, L. XL, y "Agramount Ricardo Alberto c/ Caja Nac. De Ah. y Seg. (


    Gareis, Celso Roberto y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro en liquidación s/ seguro de vida obligatorio


    COMP, 68, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    En concordancia con lo dictaminado en los autos conexos (S.C. Comp. N° 943; L XLIV), se reitera lo aconsejado a fs. 188 de las presentes actuaciones.


    E., C. A. c/ S. T., R. s/ Alimentos


    COMP, 988, L.XLIV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en "Álvarez, Miguel Ángel s/ medida autosatisfactiva", S.C. Comp N° 382, L. XLV.


    G. V., S. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    COMP, 454, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F.C.M. s/insania"; S.C. Comp. N° 191, L.XLIV, "L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. N° 233, L.XLIV, "N.E. s/internación".


    S.M.I. s/ Incidente de familia


    COMP, 435, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fs. 186/187 de la causa.


    S.T.R. c/ E.C.A. s/ Medida cautelar


    COMP, 943, L.XLIV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Sánchez y Toledo, Alfonso c/ P.E.N. y otros s/ Amparo", S.C.Comp. Nº 512, L. XLIII.


    Ficher, Gustavo Eduardo y otro c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    COMP, 397, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar se le solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación requerir al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial, Conciliación, Familia, Instrucción, Menores y Faltas de la Ciudad de Las Varillas, Provincia de Córdoba l


    Fuhrmann S.A. c/ Picon Fernández Salmerón y otros s/ Sumario (consignación)


    COMP, 861, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a : "Rondinone, Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ medidas precautorias", S.C.Comp. Nº 915, L. XLII.


    García Cornejo, Mariquena Rosario c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/ medidas cautelares


    COMP, 978, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Toda vez que a el Director de la Unidad 31 del Servicio Penitenciario Federal informa que la causante de autos egresó de ese centro por haber sido expulsada a su país de origen, corresponde considerar que el planteo en torno a la competencia para entender en la causa deviene abstracto.


    J. G. s/ curatela


    COMP, 860, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. Comp. 506, L.XIV, "A.R.M. s/curatela".


    U. Z., P. s/ curatela


    COMP, 805, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa" (Fallos: 326:4019).


    Bazterrica Jáuregui, Ignacio c/ PEN s/ Amparo


    COMP, 1041, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 127, L. XXXVI. "Alonso Jorge s/ curatela" (Fallos: 323: 1532).


    Oficio del Tribunal Oral en lo Penal Económico N° 3 c/ Morales, Oscar Luis respecto del Art. 12 del Código Penal.


    COMP, 1454, L.XLIII, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que requiera las actuaciones: "Oficio Ley 22.172 - Córdoba - Juzgado de Conciliación de 2ª Nominación en autos Ramírez, Rubén c/ Club Gimnasia y Esgrima - indem. - ejecución


    Ramírez, Rubén Eduardo c/ Club Atlético Gimnasia y Esgrima s/ Ordinario - enfermedad accidente (Ley de Riesgos del Trabajo)


    COMP, 473, L.XLV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C.Comp. N° 118; L.XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios".


    Espinosa, Alejandro c/ Cámara, Javier s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1004, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de notificación al progenitor, del auto que decretó la incompetencia del tribunal.


    E., J. A. s/ Medida cautelar - Expte. Nº 4078/08.


    COMP, 895, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal tenga a bien, de estimarlo pertinente, solicitar la remisión de los autos "Nager, Emilio Santiago s/ sucesión ab-intestato".


    Municipalidad de General San Martin c/ Nager, Emilio S. s/ Apremio.


    COMP, 892, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita que se requiera el expediente n° 10.730 caratulado "Z., José Ángel c/ T., María Ester s/ Divorcio vincular-ordinario", en trámite ante los tribunales de la provincia de San Juan.


    T., María Esther c/ Z., José Ángel s/ art. 250 CPC incidente familia


    COMP, 918, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se requieren las actuaciones que tramitan por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 12.


    Zalazar, lsaias David s/ Art. 35 inc. h ley 13298.


    COMP, 808, L.XLV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal, de estimarlo pertinente, tenga a bien requerir la remisión de los autos o, para no demorar su tramitación, fotocopias certificadas de "N.N. s/ Dcia. Dte. Wiscot Hugo Alberto", "N.N. s/Falsificación de Do


    Arenas Correa, Benito y otro c/ Vinca, Miguel s/ prescripción adquisitiva


    COMP, 577, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Requerimiento a la Clínica Abrines para que informe si el causante permanece internado en dicha institución y, en su caso, si se modificó el alta médica oportunamente comunicada.


    L. de la V., J. M. s/ Diligencia preliminares


    COMP, 668, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia dictada en autos S.C. Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/acción meramente declarativa", de conformidad con lo dictaminado por la PGN.


    Banco Europeo para America Latina (Beal) S.A. c/ Banco Rio de la Plata S.A. s/ Ordinario s/ Inc. de competencia


    COMP, 874, L.XLI, 08 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Causa con sentencia firme. Permanencia en el juzgado de origen.


    Más allá de que no procedería el fuero de atracción en virtud de lo dispuesto por el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), se advierte que en la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen.


    Rizzi de Calderon, Gladys c/ Clínica Los Cedros S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 61, L.XLII, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la Ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463, lo que no acontece en la causa, toda vez que lo que se reclama aquí es la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Del Valle Barcos, Alicia y otros s/ Ejecución ley 23.660


    COMP, 1067, L.XLIV, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda para hacer cesar el impedimento de acceso a su lugar de trabajo y daños y perjuicios ocasionados: inexistencia de relación laboral. Intervención de la justicia civil y comercial federal.


    En principio cabe recordar que, a los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda, art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de su pretensión. De la situación fáctica descripta en la demanda, no surge que en el caso, se trate de una contienda "entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo, pues el mismo actor señaló que la relación laboral habida previamente finalizó, percibiendo el total indemnizatorio con anterioridad a la presente litis; y respecto de la supuesta relación contractual celebrada con una doctora, durante la cual habrían acontecido los hechos denunciados, cuyo cese se pretende, al no encontrarse ésta demandada en autos, tampoco podría considerarse configurada una contienda entre trabajadores y empleadores. En dicho marco, la cuestión debatida en autos, no encuadra en ninguno de los supuestos del artículo 20 y concordantes de la Ley 18.345, ni aún efectuando una interpretación amplia del mismo.


    Pérez, Gustavo Javier c/ Facultad de Medicina UBA y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 495, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos "Lorenzo, Angélica Irene s/ Acción de amparo" S.C. Comp. 38, L. XLV, en el día de la fecha.


    Cabrera, Graciela c/ Sami s/ Amparo


    COMP, 129, L.XLV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra las sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la acción se haya iniciado conforme a lo previsto por el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3 de la ley 24.655, presupuesto que no seconfigura en el sub lite.


    Nemarnich, Mónica Laura c/ PEN y otro s/ Amparo y sumarísimo


    COMP, 524, L.XLV, 21 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Forum conexitatis.


    Corresponde aplicar en autos forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del C.P.C.C.N., dado que el amparista pretende que se declare la inconstitucionalidad de la normativa de pesificación -ley 25.563 y decretos 214/02, 320102- respecto del mutuo hipotecario cuyo proceso de ejecución se encuentra en trámite por ante el juez provincial a cargo del sucesorio del demandado en dicho juicio. No obsta la solución propiciada, la particularidad de que el Estado Nacional haya sido demandado, desde que dicha entidad podrá hacer uso de la prerrogativa creada a su favor, si así lo estimare pertinente, al momento de contestar la demanda (conf. artículos 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6 de la ley 48).


    Kaplan, Eduardo c/ P.E.N. s/ Amparo


    COMP, 1039, L.XLIV, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos "Lorenzo, Angélica Irene s/ Acción de amparo" S.C. Comp. 38, L. XLV.


    Vaquero, Adrian y otro c/ Sami s/ Amparo


    COMP, 74, L.XLV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra el Estado Nacional. Indemnización por daños sufridos por disparos producidos por un alumno. Acumulación de procesos.


    En el sub lite se encuentran reunidos los requisitos previstos por el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues de un estudio de los procesos se puede constatar que se demanda por un mismo hecho dañoso, en donde existe identidad en cuanto a los demandados y se persigue un fin similar, una indemnización por los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de los disparos producidos por un alumno de la Escuela de Educación Media N° 2 Islas Malvinas, sita en la ciudad de Carmen de Patagones. En tales condiciones, sólo resta determinar en cuál de los tribunales mencionados quedarán radicadas las causas. En tal sentido, resulta procedente acumular los autos de la Capital Federal a los que se encuentran en trámite ante la Justicia Federal de Bahía Blanca, en virtud de lo dispuesto en el art. 189 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Castillo, Mónica Susana c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Prefectura Naval y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 862, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda contra empresa de teléfonos. Repetición sumas de dinero. Justicia local.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte en la que sostuvo que resulta competente la justicia provincial para conocer en los casos en que la relación jurídica que vincula a los litigantes está básicamente regida por normas de derecho común y no se encuentra comprometida en los supuestos contemplados en el art. 116 de la Constitución Nacional y el art. 2° de la ley 48. De los términos en que quedó trabada la litis, no surge que sea necesario para resolver la controversia interpretar el sentido y alcance de normas de carácter federal, como lo es la ley nacional de telecomunicaciones 19.798.


    Fernández, Sergio Ariel c/ Cía. de Teléfonos del Interior s/ Repetición sumas de dinero


    COMP, 858, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión comp. 835, L. XLIV, “Cardiolab SA”. Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Fecliba c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INSSJP - Pami s/ Amparo por mora


    COMP, 874, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Indemnización por daño ambiental. Distinta jurisdicción. Fallos: 316:331. Justica local.


    Si bien el art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, la Corte sostuvo que dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Benzrihen, Carlos Jorge y otro/a c/ Industrias Magromer Cueros y Pieles S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 624, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda contra el Instituto de Vivienda de la CABA. Cobro de sumas de dinero en concepto de expensas adeudadas. Fuero que dictó el acto jurisdiccional. Justicia nacional.


    Procede señalar que en las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional –ya sea que se encuentre firme o no, o que de por terminado el proceso por alguna de la formas de extinción previstas en la Ley- debe continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia nacional en lo civil debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Consorcio de propietarios Edificio N° 17 Gral. División Manuel N. Savio c/ Instituto de Vivienda s/ Ejecución de expensas


    COMP, 631, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos. Opción de los damnificados para interponer la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    En las acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17.418). En orden a ello y a que los accionantes, atendiendo al domicilio de una de las sucursales de la empresa de seguros, optaron por los tribunales con asiento en la ciudad de Tucumán, jurisdicción que fue consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, corresponde que el proceso quede radicado en esta última jurisdicción territorial.


    Daghero, Néstor Héctor y otro c/ Peñalba, David Ernesto s/ Daños y perjuicios


    COMP, 398, L.XLV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demandada en quiebra. Juez del lugar del domicilio social inscripto.


    De las constancias de la causa surge que la presunta fallida tiene su domicilio social inscripto en la Ciudad de Buenos Aires y que no existe constancias de que tal inscripción haya sido modificada. Así, dado que el principio contenido en el art. 3, inc. 3° de la ley 24.522, sólo puede ser soslayado en circunstancias excepcionales y no habiéndose acreditado ni debatido, en el caso, que el domicilio inscripto sea ficticio o elegido para burlar el ejercicio de derecho de los acreedores, corresponde atribuir competencia al magistrado nacional.


    Félix Gancedo SRL s/ Quiebra


    COMP, 438, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cuestiones atinentes a la tenencia y régimen de visita de hijo extramatrimonial. Denuncia de violencia familiar. Juez del domicilio del menor. Noción de “centro de vida”. Protección del mejor interés del niño. Inmediatez.


    No resultan de aplicación al caso las normas contenidas en las leyes sustanciales y formales, en torno a las relaciones personales derivadas del matrimonio. Por lo tanto, es necesario acudir a otros criterios interpretativos propios de la materia. En dicho marco, tenemos la regla atributiva forum personae, utilizada por la Corte Suprema en varios precedentes que hacen referencia al lugar donde los hijos viven efectivamente y representa un punto de conexión realista, en tanto contribuye a la inmediación, valiosísimo elemento en el manejo de casos de esta índole. En tal sentido, ha sostenido la Corte que, teniendo en consideración lo establecido en el artículo 264 del Código Civil -texto según art. 3 de la ley 23.264-, y que el domicilio de los padres determina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a la patria potestad, es competente para entender en la tenencia del hijo extramatrimonial, reconocido por ambos contendientes, el del domicilio del menor, que coincide con el de la madre, por encontrarse la misma en ejercicio actual de su guarda. En nuestros días esa pauta se profundiza y refina, en el tamiz que aporta la noción centro de vida que hace suya el artículo 3° de la Ley 26.061, como una declaración concreta del mejor interés del niño, y al que recurre la comunidad jurídica internacional, cuando los asuntos de competencia afectan a la niñez.


    A., Zulma Elizabeth c/ L. S., Gustavo Alberto s/ tenencia


    COMP, 64, L.XLV, 23 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Apelación de la condena relativa a tributos dictada por el Tribunal Fiscal: corresponde a la Cámara Contencioso Administrativa Federal.


    La competencia para conocer en las apelaciones de las sentencias del Tribunal Fiscal que condenaren al pago de tributos, actualizaciones e intereses se halla reglada en normas federales que revisten el carácter de orden público conforme doctrina sentada por el Máximo Tribunal. ). El Código Aduanero -ley 22.415- en sus artículos 1172 y 1173 dispone que esos recursos deben ser resueltos por las cámaras federales. No obsta a tal conclusión el fuero de atracción del trámite universal ya que el presente no se trata de un juicio de ejecución patrimonial sin garantías reales contra el concursado, de modo que aquél tampoco resultaría operativo en virtud de lo prescripto por los artículos 132 y 21 de la ley 24.522 (mod. por ley 26.086), preceptos que también son de orden público. Por otra parte, es oportuno recordar, que al declarar en “Supercanal” la procedencia del fuero de atracción del concurso una vez cumplido el procedimiento administrativo ya en curso ante el Tribunal Fiscal por hallarse pendiente el tratamiento de la apelación consentida por las partes ante un tribunal de alzada, la Corte diferenció el supuesto allí examinado, en el que tramitaba la verificación de un crédito fiscal cuya determinación por la DGI había sido apelada, de los invocados para negarle operatividad, vale decir, aquellos en los que no se había promovido acción contra el concurso, ni ejecución fiscal o en los que solamente existía una impugnación de la determinación tributaria de oficio por el síndico del concurso.


    Alba Cía. Arg. De Seguros SA (TF 10823-A) c/ DGA


    COMP, 625, L.XLV, 04 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de usucapión. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio de un codemandado: art. 3284 del Código Civil.


    No procede el fuero de atracción normado por el artículo 3284 del C.C., respecto de la acción tendiente a determinar la existencia de derechos reales -juicio de usucapión de un inmueble- ya que no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos.


    Basin, Raúl c/ Pinchulef de Freire, Hilaria y otros s/ Prescripción adquisitiva


    COMP, 911, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463, cuestión que no acontece en el sub lite, toda vez que lo que se plantea centralmente es la regularidad constitucional de la normativa que dispuso la pesificación de dicha renta previsional.


    Cerabona, Claudia Elisa y Otro c/ PEN y otros s/ Amparos y sumarísimos


    COMP, 785, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Acción de amparo. Pesificación de renta vitalicia. Juez del principal a cargo del incidente.


    En el caso se trata de una apelación incoada a raíz del rechazo del embargo de las cuentas de la demandada por una diferencia que la actor invoca en la medida cautelar decretada, y que la Corte tiene dicho que la competencia para entender en el incidente debe corresponder a la del mismo Juez que el principal, por lo que habrá de resolver el recurso interpuesto la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de la Ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires.


    Loray, Zunilda Teresa c/ PEN - Estado Nacional y Otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP, 820, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Solicitud de revocación de resolución de AFIP que impone multa. Competencia de la justicia federal de la seguridad social.


    La demanda se vincula con el cumplimiento de las funciones asignadas al ente recaudador por el decreto 507/93. Dicha circunstancia determina el conocimiento de la pretensión aquí ventilada por parte de la Cámara Federal de la Seguridad Social; ello, pues al perseguirse la revocación de una decisión de la A.F.I.P. la cuestión podría prima facie considerarse comprendida en los supuestos que prevé el art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por el art. 26 de la ley 24.463, desde que su inc. b) se refiere a las resoluciones que denieguen total o parcialmente impugnaciones de deudas determinadas por la Dirección General Impositiva en ejercicio de las funciones asignadas por el decreto mencionado.


    Ofis S.A. c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de deuda


    COMP, 857, L.XLV, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de amparo. Apelación en cuanto al fondo de la cuestión. Improcedencia de la declaración de incompetencia de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo.


    En autos, en oportunidad de examinar la procedencia del recurso de apelación interpuesto por el amparista contra la sentencia de primera instancia que rechazó el remedio solicitado, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, y sin que fuera objeto de agravio, se declaró incompetente. Así los hechos, habiéndose dictado sentencia de primera instancia, la que se encuentra en grado de apelación exclusivamente en cuanto al fondo de la cuestión, sin que los interesados hayan planteado controversia alguna por la competencia de los tribunales intervinientes, corresponde remitir a sus efectos el presente expediente a dicha Cámara que no podía en esa instancia procesal declararse incompetente máxime tratándose de una acción de amparo en la que se solicita un tratamiento odontológico.


    Pérez Leonardi, Maximiliano c/ Asociación Mutual de Empleados del Banco de la Prov. de Bs. As. s/ Amparo


    COMP, 809, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    La Corte Suprema no está llamada a intervenir en la controversia, desde que -al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia-, la cuestión debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, t.o. ley 21.708).


    Tarazi, María Florencia c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. y otro s/ Amparo


    COMP, 781, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Querella por práctica desleal prevista en la ley de Asociaciones Sindicales. Competencia laboral.


    La competencia para resolver una acción con sustento en normas de la ley N° 23.551 como las invocadas, incumbe a los jueces o tribunales con competencia laboral en las respectivas jurisdicciones. Según lo establecido, entre otros, por los artículos 8 de la ley N° 24.588 y 20 y 21 de la ley N° 18.345, en el marco de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esa competencia concierne a los Jueces Nacionales del Trabajo.


    Unión Empleados de la Justicia de la Nación c/ Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires s/ práctica desleal


    COMP, 572, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Demanda de despido. Fuero de atracción del proceso falencial: exclusión de los juicios laborales. Excepción: opción del actor por suspender el procedimiento y verificar su crédito.


    El artículo 7° de la ley 26.086, sustituyó el artículo 132 de la ley 24.522 y, en lo pertinente, al remitir al artículo 21 de este último cuerpo legal (modificado por el art. 4° de la ley 26.086), dispuso que los juicios laborales quedan excluidos de los efectos del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito, conforme lo establecido por el artículo 32 y concordantes de la Ley de Concursos y Quiebras. En tales condiciones, en las presentes actuaciones se configura tal supuesto, toda vez que, el actor optó por la verificación del crédito en la quiebra.


    Velazco, Esteban A. c/Parmalat Cia. Lactea del Sur SA s/despido


    COMP, 803, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homologación de un convenio de constitución de una sociedad de hecho: corresponde que intervenga la jurisdicción estipulada en ese acuerdo.


    Según se desprende de los términos del escrito de inicio, el actor promovió demanda por ante el Juzgado local, a fin de obtener la homologación del convenio de constitución de una sociedad de hecho de cuyo texto surge que se trataría de un acto posterior que modifica lo acordado por las partes en los autos "López Rodolfo Américo c/ Arodeos SRL s/Sumario". Asimismo se advierte que los interesados pactaron en dicha convención esa jurisdicción. Al mismo tiempo, y según afirma el magistrado nacional este proceso se encontraría concluido por un acuerdo que fue homologado.


    López, Rodolfo Américo c/ Hermida Delfín y otro s/ homologación de convenio


    COMP, 240, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de un una decisión jurisdiccional firme. Artículo 6, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La accionante pretende efectivizar una decisión jurisdiccional firme y en trámite de ejecución, resuelta con anterioridad y ordenada por la justicia federal en el marco de un proceso incidental. Tales circunstancias, habilitan a que sea éste ultimo magistrado el que decida en este proceso, a fin de resguardar la eficacia de las decisiones jurisdiccionales y que las resoluciones que recaigan en uno de los procesos no hagan cosa juzgada respecto de las cuestiones ya planteadas en otro. En este sentido, la Corte ha señalado que el cumplimiento de las decisiones dictadas por los jueces de la causa en materia litigiosa, no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución. Además, y en segundo lugar, también resulta aplicable por analogía el artículo 6, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto señala que será competente para entender en los incidentes de esta naturaleza el juez del proceso principal.


    Ruiz, Ana María c/ ACRIMAR s/ Amparo


    COMP, 347, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Ejecución contra deudor concursado. Deuda post concursal. Principios de economía y celeridad procesal. Seguridad jurídica. Competencia del juez del proceso universal. Art. 135 de la Ley N°18.345.


    El crédito laboral que se pretende ejecutar, tiene naturaleza post – concursal, siendo, en consecuencia, y como bien menciona el magistrado a cargo del juzgado en lo comercial, ajeno al trámite de verificación y a los efectos del acuerdo homologado (art. 32 y 56, Ley Nº 24.522). Si bien ello, corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, las que, motivan que la presente causa deba radicarse, para imprimir el trámite que corresponda, ante el tribunal a cargo del proceso universal, con arreglo a principios de orden superior, cuales son el de seguridad jurídica y el cumplimiento de normas de orden público que regulan el procedimiento concursal, cuya protección es función propia de este órgano resguardar. Es dable mencionar que la concursada solicitó la sustitución del bien objeto de embargo –medida que había sido dispuesta por el juez laboral-, alegando, en esa oportunidad, el inmueble gravado estaba en proceso de ser adquirido por un comprador, y que el resultado de esa operación era esencial para la continuación del normal giro de la empresa y la cancelación de sus pasivos. En tales condiciones, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los del deudor laboral y los de los acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución. En este orden de ideas, el artículo 135 de la Ley Nº 18.345 (de Procedimiento Laboral), establece que “la ejecución contra el deudor fallido o concursado, se deberá llevar al respectivo juicio universal”.


    Aguilar, Alfredo c/ Massuh S.A. s/ ley 14.546


    COMP, 1060, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN: conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, atendiendo a lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley n° 1285/58 (según ley n° 21.708), que prevé que el conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    López, Lidia Mercedes c/ Comisión Médica y otro s/ Acción de amparo


    COMP, 50, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Reajuste de haberes previsionales. Denegación del fuero federal. Cumplimiento de una obligación de la provincia de Tucumán: jurisdicción local.


    En cuanto al fondo de la cuestión, no le asiste razón a la recurrente, toda vez que la litis gira en torno a la responsabilidad que le cabe al Estado Provincial referido, respecto a la movilidad de los haberes previsionales de los jubilados y pensionados que obtuvieron su beneficio antes de la vigencia del Convenio de Trasferencia del sistema, suscripto con el Estado Nacional. Ello, pues los hechos y fundamentos del líbelo de inicio del presente giran, principalmente, en base a normas y jurisprudencia estrictamente locales. Por otro lado, más allá del esfuerzo argumental realizado por la apelante en su escrito recursivo, lo cierto es que no precisa cuál es el gravamen concreto que le causa la tramitación del proceso ante sus propios jueces, cuya jurisdicción no le es dado declinar; máxime cuando no se le imputa a la ANSeS -única eventual aforada- la obligación de hacerse cargo del resultado del litigio y dicho organismo no es parte de la litis; por ende, tampoco solicitó la intervención de la justicia federal. En consecuencia, su petición aparece carente de sustento. Es preciso indicar, por último, que mediante el dictado de la ley 7652, la provincia reconoció el pago de montos como los reclamados aquí, circunstancia que reafirma que lo peticionado se encuentra dirigido al cumplimiento de una obligación de la provincia y, por consiguiente, la tramitación de la causa debe ventilarse por ante la justicia local.


    Páez, Elida Argentina y otros c/ provincia de Tucumán s/ cobro ordinario - recurso de queja por casación denegación int/ parte demandada


    P, 787, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Declaración extemporánea de incompetencia de la justicia federal. Sentencia dictada. Orden público.


    Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Las particularidades del caso y el eventual envío de la causa al fuero ordinario, importaría someter cuestiones ya analizadas y decididas en el ámbito de otro tribunal -federal- a un órgano de alzada local, postura contraria a la doctrina de la Corte Suprema.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Amat, Esteban s/ ejecutivo


    S, 805, L.XLIV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción: juicio de conocimiento.


    Asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que, la norma prevista en el artículo 9º de la ley 26.086, no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (v.art. 9°, ley 26.086), corresponde dirimir la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    USLA S.A. c/ Emp. General Roca s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1045, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo. Oportunidad legal para desprenderse del conocimiento de un asunto. Exceso de jurisdicción. Preclusión. Seguridad jurídica y economía procesal. Corresponde a la justicia nacional que intervino primero.


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la oportunidad para el planteo de las cuestiones de competencia, dada la idéntica naturaleza de la jurisdicción ejercida por los tribunales nacionales, reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, igual condición revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ellos principios fundamentales que pudieran impedirlo, y del artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto habilita a la Corte Suprema cuando interviene en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes "en cualquier estado del proceso", se desprende que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquel código. Desde esa perspectiva, la Cámara de Apelaciones en lo Comercial no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero desde que había precluido la oportunidad procesal para hacerlo según lo estipulado por los artículos 4 y 10 del Código Procesal. El Juzgado Nacional tácitamente admitió su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema; máxime cuando la elevación a la Cámara se realizó únicamente con motivo de la medida cautelar concedida, lo cual limita el ámbito de su jurisdicción apelada en el asunto. Resulta de aplicación en autos la doctrina de la Corte que postula que la competencia del tribunal de alzada quedó limitada por las cuestiones introducidas por las partes y, por ende, su exceso al resolver sobre la competencia cuando ninguna de ellas planteó objeciones, afecta la garantía de la defensa en juicio de la actora.


    Agüero, Silvia Edith c/ Oversafe Seguros de Retiro y otro s/ Amparo


    COMP, 185, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por mala praxis médica. Citación en garantía a empresa aseguradora. Opción del damnificado para demandar ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    En casos como el aquí considerado, de acciones personales en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, por el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17.418). En orden a ello y a que en el sub-lite el actor, atendiendo al domicilio de la empresa de seguros como al de la codemandada, optó por los tribunales con asiento en la ciudad de Buenos Aires (art. 5°, inciso 3, del C.P.C.C.N.), jurisdicción que fue consentida por las demandadas al contestar la demanda, el proceso debe quedar radicado en esta última jurisdicción territorial.


    C., María c/ C., Víctor s/ Daños y perjuicios


    COMP, 75, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Sentencia de transe y remate dictada. Declaración oficiosa de incompetencia extemporánea.


    Cabe desestimar la declaración oficiosa de incompetencia del juez civil, en cuanto devino extemporánea, pues se desprende de las constancias de la causa que aquél había dictado sentencia definitiva -de trance y remate- ordenando llevar adelante la presente ejecución fiscal. En tal sentido, la Corte Suprema tiene dicho que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal.


    G.C.B.A. c/ AIKCO S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 177, L.XLV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Demanda de despido. Fuero de atracción del proceso falencial: exclusión de los juicios laborales. Excepción: opción del actor por suspender el procedimiento y verificar su crédito.


    Cabe precisar, que el artículo 7° de la ley 26.086, sustituyó el artículo 132 de la ley 24.522 y, en lo pertinente, al remitir al artículo 21 de este último cuerpo legal (modificado por el art. 4° de la ley 26.086), dispuso que los juicios laborales quedan excluidos de los efectos del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito, conforme lo establecido por el artículo 32 y concordantes de la Ley de Concursos y Quiebras. En tales condiciones, en las presentes actuaciones se configura tal supuesto, toda vez que, según surge de autos, el actor optó por la verificación del crédito en la quiebra. Es oportuno aclarar que el artículo 21 antes referido, sólo dispone la suspensión del trámite ante la opción del acreedor, más no expresamente el desplazamiento de las actuaciones al juzgado comercial, sin perjuicio de la facultad del juez de la quiebra de solicitar la remisión del expediente a los fines que estime pertinentes, medida que no importaría asumir la discutida competencia.


    Acha, Hugo Mario c/ Parmalat Compañía Láctea del Sur S.A. s/ despido


    COMP, 788, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Declaración de incapacidad. Persona sometida a una internación psiquiátrica coactiva. Juez del lugar de internación: inmediatez y economía procesal.


    Ha dicho el Máximo Tribunal, que el juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Por ello, toda vez que la causante se encuentra internada en un sanatorio de la ciudad de Plaza Huincul, Provincia de Neuquén, en el marco de la referida doctrina, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica de la causante.


    C., C. A. s/ declaración de incapacidad


    COMP, 843, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ciudadana extranjera condenada sujeta a curatela. Jurisdicción federal en razón de la distinta nacionalidad. Privilegio instituido exclusivamente en beneficio del ciudadano de otro país. Falta de solicitud expresa.


    Cabe destacar en el sub lite de un lado la peculiar naturaleza de las presentes actuaciones, en las que la condenada quedó sujeta a la curatela establecida por el artículo 12 del Código Penal, con motivo de la pena aplicada. En tal situación el planteo de los jueces locales resulta prematuro. Ello es así toda vez que la jurisdicción federal en razón de la distinta nacionalidad, constituye un privilegio instituido exclusivamente en beneficio del extranjero; es más, ha de ser expresamente solicitado por el ciudadano de otro país o por sus representantes legales. En el caso, en este estado, no se reúnen entonces, hasta el presente, las condiciones que pudieran hacer surgir la jurisdicción federal ratione personae. Por lo que corresponde seguir entendiendo en estas actuaciones al Tribunal de Familia provincial.


    G. I., M. L. s/ curatela


    COMP, 859, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. 1105, L. XLIII, "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios", S.C. Comp. 1413, L. XLIII, "Rojas, Horacio c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios", S.C. Comp. 469, L. XLIV, "C


    Kin, Carlos Alejandro c/ La Nueva Metropol S.A.T.A.C.I. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 848, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Habeas data: acción de protección de datos personales. Archivos de datos informáticos de índole interjurisdiccional: competencia del fuero federal.


    Las cuestiones planteadas en autos, conducen, en último término, a obtener la protección de los datos personales referidos al actor, contenidos en archivos de datos informáticos de índole interjurisdiccional (Organización Veraz S.A) a los que tienen acceso entidades integrantes del sistema financiero, circunstancia que permite sostener, razonablemente, que la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal. En varios precedentes, la Corte Suprema sostuvo, que es competente el referido fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales (cfr. Art. 36 inciso b, de la ley 25.326).


    Municipalidad de Rosario de Lerma c/ Banco del Sol S.A. y/o quien resulte responsable s/ habeas data


    COMP, 810, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de evitar eventuales nulidades y en concordancia con lo ya dictaminado corresponde devolver el expediente a la instancia de grado, en orden al cabal cumplimiento de la notificación pendiente.


    P., Cynthia Lorena s/ Adopción de C. L. de T.


    COMP, 1058, L.XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Interpretación de un convenio colectivo de trabajo. Equiparación entre el personal no permanente y el esclafonado. Competencia de la justicia laboral.


    La causa deberá seguir con su trámite por ante el fuero del Trabajo, toda vez que se funda la pretensión no solamente en la previsión del decreto 993/91, sino también en que tal reclamo exige de la interpretación y alcance de la equiparación que realiza el Convenio Colectivo de Trabajo homologado por el decreto 214/06 (entre el personal no permanente y el escalafonado), sin perjuicio de que también se funda en los preceptos del Derecho del Trabajo, del art. 14 bis de la Constitución Nacional y los Convenios de la Organización del Trabajo (OIT) referidos a Igualdad de Remuneración (n° 100); sobre discriminación –empleo y ocupación- (n° 111) y tratados internacionales de derechos humanos referidos al trabajo.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Superintendencia de Seguros de la Nación, Ministerio de Economía y producción de la Nación s/ Diferencia de salarios


    COMP, 482, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción posesoria. Orden de hacer cesar actos turbatorios de la propiedad. Sentencia firme. Medida cautelar posterior.


    Es el Juzgado Civil y Comercial de San Francisco, provincia de Córdoba el que debe continuar a cargo del proceso dado que, ya ha recaído sentencia firme y no ha podido ser ejecutada por el dictado de una medida cautelar que fue solicitada con posterioridad al presente juicio y ante la justicia ordinaria de la Provincia de Santa Fe, por parte de quien esgrime un contrato de arrendamiento suscripto con las demandadas en autos, respecto de los inmuebles sobre los que ya hay una decisión jurisdiccional. En este sentido, el Máximo Tribunal ha señalado que la ejecución de las decisiones dictadas por los jueces de la causa en materia litigiosa, no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución.


    Baravalle, Daniel Rogelio c/ Marta Leonor Teresa Baravalle y otra s/ Acción posesoria


    COMP, 649, L.XLIV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    La Corte Suprema no está llamada a intervenir en la controversia, desde que -al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia-, la cuestión debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, t.o. ley 21.708).


    Bustamante, Laura Irene c/ Metrovias SA y/o responsable s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 720, L.XLV, 01 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Declaración de incompetencia prematura.


    De los elementos de juicio que obran en los autos "Cri Holding Inc. Sucursal Argentina c/ Compañía Arg. de Comodoro Rivadavia Explotación de Petróleo S.A. s/ Ordinario" surge que se encuentra pendiente de resolver la apelación deducida por la actora contra la resolución que rechazó la demanda, cuyo objeto consistía en condenar a la Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia Explotación de Petróleo S.A. a la suscripción del compromiso arbitral de acuerdo a lo previsto en el art. 18 del acuerdo operativo que habían celebrado las partes en litigio. En tal contexto, resulta prematura la incompetencia decretada por la Cámara de Apelaciones de Comodoro Rivadavia, toda vez que no está determinado si corresponde la constitución de un tribunal arbitral para dirimir los conflictos suscitados entre las partes.


    Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia - Explotación de Petróleo S.A. c/ Compañía de Minas de Compañía Argentina de Com. Rivadavia - Explotación de Petróleo S.A. Cri Holding s/ Medidas cautelares.


    COMP, 322, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Solicitud de beneficio previsional: jurisdicción federal.


    Resulta competente para entender en los obrados la jurisdicción federal, toda vez que, con base a los hechos que se resaltan en la demanda, se solicitaron diferentes medidas con la finalidad de obtener un beneficio previsional.


    Dappiano Leonilda c/ A.N.Se.S. s/ Amparo


    COMP, 661, L.XLV, 21 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Controversia entre salas de una misma cámara. Intervención de la CSJN indispensable para evitar efectiva privación de justicia.


    Conviene apuntar que la Sala I, tenía la indispensable función de dictar la decisión definitiva, sin embargo, evitó avanzar en el proceso y regresó indebidamente a lo actuado por la anterior, después de la resolución de la Sala III que había quedado firme. Ello implicó formular un nuevo juzgamiento sobre una cuestión resuelta y fenecida, decisión carente de razonabilidad en tanto no existía en el caso ninguna circunstancia que permitiese retrotraer el proceso a etapas recluidas, por lo que resultó inválida y deben devolverse las actuaciones a fin de que esa Sala I se expida sobre el planteo deducido en la causa pendiente de resolución. El Máximo Tribunal ha insistido en la necesidad de poner de relieve la pretensión de las partes de obtener una rápida y eficaz decisión judicial -derecho que integra la garantía constitucional de la defensa- que ponga fin a los conflictos y situaciones de incertidumbre y evite, dentro de los límites de lo razonable y conforme a las circunstancias de cada caso, la dispendiosa y eventualmente inútil actividad jurisdiccional -exigencia de "afianzar la justicia" enunciado en el Preámbulo de la Constitución Nacional.


    Decima, Héctor Raimundo c/ Y.P.F. S.A. s/ Indemnización enfermedad accidente


    COMP, 417, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Falta de configuración de cuestión de competencia.


    No se configura en la especie cuestión de competencia debidamente planteada que corresponda a la Corte Suprema dirimir, desde que no surge de las constancias de autos que el magistrado nacional en lo civil se haya pronunciado respecto a la cuestión de competencia aludida por el juez local. Para tener por trabado un conflicto de competencia se requiere la actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda, extremo que, de acuerdo a lo indicado precedentemente, y hasta el presente, no ocurre en la especie.


    Díaz, Claudia c/ Ferrocarril Mesopotámico S.A. s/ Sumario


    COMP, 256, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 254, L. XLV, "Aranda Norma c/ T.A.T.A. Transportes Automotores Terrestres Arg. S.A.C.I. y otros s/ Ordinario".


    Díaz, Daniel Edgardo y otro c/ Ferrocarril Mesopotámico S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 255, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Acción personal derivada de delitos o cuasidelitos. Posibilidad para el damnificado de interponer la demanda ante el domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    El Máximo Tribunal tiene dicho que en casos como el aquí considerado, de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17.418).


    Fernández, Susana Liliana c/ Avilaq, Liliana Beatriz y otros s/ Daños y perjuicios (Acc. tránsito c/ les. o muerte).


    COMP, 659, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Ente Autárquico del Estado Nacional citado como tercero: competencia federal.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencias definitivas salvo que medien circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal. Considero que en el caso dicho supuesto de excepción se configura en el sub lite toda vez que la jurisdicción federal fue solicitada por la presentante, y denegada por todas las instancias locales. En el caso una entidad autárquica del Estado Nacional (v. artículo 1 del decreto ley 505/1958), fue citada como tercero al juicio por la parte demandada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 305 del Código Procesal Civil y Comercial local. Independientemente del alcance que el ordenamiento procesal de la Provincia le otorgue a la citación de un tercero al proceso, cuestión ajena al presente recurso, lo cierto es que la Corte reiteradamente ha sostenido la procedencia del fuero federal en razón de las personas en casos análogos a la controversia en estudio.


    La Meridional Cía. Argentina de Seguros S.A. c/ Aguilera, Osvaldo O. s/ Cobro de pesos (Resp. cont.) s/ Recurso de inconst.


    L, 711, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción contra empresa prestadora del servicio telefónico. Interrupción del servicio. Fuero de excepción.


    Si bien es cierto que esta demanda se ha dirigido contra la empresa privada actualmente a cargo de la prestación del servicio telefónico y ésta, por su naturaleza, se mueve en el marco del derecho común en todo lo que, como es del caso, atañe a los conflictos derivados de su actividad comercial, se advierte que, conforme surge de los hechos explicitados en la demanda y de los propios dichos del actor, la empresa accionada ha interrumpido la prestación del servicio telefónico en cuestión. En este sentido, la Corte Suprema tiene dicho que resulta hábil la intervención del fuero de excepción en aquellos casos en que se encuentra en juego la suspensión del referido servicio.


    Lizaso, Jorge Luis c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    COMP, 399, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de amparo contra IOMA para obtener cobertura de enfermedad. Competencia federal.


    La actora promueve una acción de amparo contra el Instituto de Obra Médico Asistencial (I.O.M.A.), a fin de obtener la cobertura total del tratamiento de la enfermedad -Artritis Reumatoidea Poliarticular- que padece. Funda su reclamo en disposiciones de la Constitución Nacional, Provincial, Tratados Internacionales de Derechos Humanos, en las leyes nacionales 22.431, 23.660, 23.661, 24.901, el decreto 1193/98, y en las de la Provincia de Buenos Aires 10.592, y sus modificatorias, y la 13.928. Cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos, por lo que corresponde que tramiten ante la justicia federal.


    Luraschi, Cecilia s/ Acción de amparo


    COMP, 743, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por diferencias salariales. Artículo 24 de la Ley 18.345: el juez de lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado, a elección del demandante.


    En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley n° 18.345, que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado, ello inspirado en la protección de los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos serán los "demandantes" a los que se refiere el precepto. En tales condiciones, surge de la demanda que el accionante optó por la jurisdicción donde –según dijo- desempeñó su tarea laboral.


    Pepe, Mónica Beatriz c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ diferencias de salarios


    COMP, 628, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 254, L. XLV, "Aranda Norma c/ T.A.T.A, Transportes Automotores Terrestres Arg. S.A.C.l. y otros s/ Ordinario".


    Ramírez, Andrés Armando c/ Empresa Central "El Rápido" S.A.T.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 258, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ciudadana extranjera condenada sujeta a curatela. Jurisdicción federal en razón de la distinta nacionalidad. Privilegio instituido exclusivamente en beneficio del ciudadano de otro país. Falta de solicitud expresa.


    La jurisdicción federal en razón de la distinta nacionalidad, constituye un privilegio instituido exclusivamente en beneficio del extranjero; y ha de ser expresamente solicitado por el ciudadano de otro país o por sus representantes legales. En el caso, no se reúnen hasta el presente, las condiciones que pudieran hacer surgir la jurisdicción federal ratione personae.


    S., V., N., s/ Curatela.


    COMP, 653, L.XLV, 21 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 254, L. XLV, "Aranda Norma c/ T.A.T.A. Transportes Automotores Terrestres Arg. S.A.C.I. y otros s/ Ordinario".


    Saucedo, Marta B. y otros c/ Transportes Automotores Chevalier S.A. y Otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 257, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desalojo por usurpación. Inmueble cedido por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que no ha sido convocada en ningún carácter a juicio. Intervención de la justicia nacional.


    Debe declararse, la competencia del fuero civil para entender en las actuaciones, toda vez que conforme señala el Magistrado de la Ciudad, al hacer suyo lo dictaminado por ambos Ministerios Públicos en autos, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, no es ni actor, ni demandado, y si bien reviste el carácter de propietario del inmueble, en su oportunidad, lo cedió a la accionante, con la finalidad de que realizara en el predio viviendas para personas de escasos recursos, dentro de las cuales se encontraría la propiedad cuyo desalojo por usurpación pretende la cesionaria. No surge de autos la configuración de alguno de los supuestos previstos por el artículo 1502 del Código Civil, que autorizarían a excluir la intervención del fuero civil en la presente causa.


    Sociedad de San Vicente de Paul de la República Argentina c/ Ocupantes Traful 3650 casa 59 s/ desalojo


    COMP, 666, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 508, L. XLV "Garrido, Luis Alberto y otros c/ Terminal de Quequén SA s/ laboral" en el día de la fecha.


    Vázquez, Raúl Ricardo y Otros c/ Terminal Quequen S.A. s/ Laboral.


    COMP, 472, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Declaración de incompetencia extemporánea. Jurisdicción consentida por las partes en litigio.


    La decisión que declaró la incompetencia formulada por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes resulta extemporánea. El límite para este tipo de pronunciamientos está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", tal como sucedió en el caso. Cabe señalar que en oportunidad de deducir el recurso extraordinario local no fue planteado ante el Superior. Tribunal de Justicia de Corrientes agravio alguno vinculado con la competencia territorial, jurisdicción que fue consentida por las partes en litigio.


    Banco Central de la República Argentina - Liquidador Banco de la Empresa Cooperativo Limitado c/ Olga Margarita Romero de Ferrecio s/ Ordinario


    COMP, 585, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 1132. L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahia Blanca s/ apelación".


    Moreyra, Roberto Horacio c/ Comisión Médica N°8 s/ Recurso de apelación.


    COMP, 629, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Archivo del expediente: art. 354 del CPCCN.


    Si bien el art. 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, ello no cabe extenderlo más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el magistrado que se consideró incompetente, circunstancia ésta ultima que no ha sido referida por el juez nacional en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.


    Mut, Darío Javier c/ Guillermo Dietrich S.A. y otros s/ Ordinario


    COMP, 567, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión de los autos "Pagano, Julio s/ sucesión", y las actuaciones "Pagano, Ricardo Javier c/ Pagano, Magdalena y otros s/ Ordinario de simulación".


    Pagano, Julio César s/ Declaratoria de herederos


    COMP, 626, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Proceso de adopción. Juez del domicilio del menor y el adoptante. Inmediación. Mejor interés del niño.


    Si bien es cierto que la declaración de la magistrada santiagueña resulta manifiestamente tardía (arg. arts. 4, 7, 347 inc. 1° del Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación), –dado las particularidades del caso, y al tratarse de una cuestión que involucra centralmente a la vida de un menor de edad–, debe prevalecer la consideración del lugar donde éste habita efectivamente, en tanto es dable pensar que la inmediación –al favorecer la calidad de la actividad tutelar–, estará al servicio del mejor interés de ese niño.


    P., Cynthia Lorena s/ adopción de C., L. T.


    COMP, 1058, L.XLIV, 04 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Indemnización por daños y perjuicios por enfermedad laboral. Aplicación e interpretación de normas de derecho del trabajo. Intervención de la justicia laboral.


    La cuestión en examen se encuentra directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas de derecho del trabajo, toda vez que el demandante encuadra su reclamo en una indemnización por enfermedad derivada de un infortunio suscitado en el marco de una relación laboral que tiene por sujeto pasivo a un empleador y en el que además, según sus propios dichos, exige precisar el sentido y alcance no sólo de las normas vinculadas al, deber de higiene y seguridad del trabajo, sino también de las previsiones contenidas en la Ley de Riegos del Trabajo que expresamente invoca. Tal materia, dada su especificidad en el asunto, habilita, sin hesitación alguna, la actuación del fuero laboral. Tampoco empece a la solución que propongo la particularidad que el actor haya articulado su pretensión, entre otros sujetos, contra una obra social, imputándole mala praxis médica que habrían cometido sus profesionales dependientes, aspectos subsidiarios en los que la Corte admitió la competencia dé la justicia nacional en lo civil. Sin embargo, reitero, surge claramente de la demanda , que la materia central de debate sobre la que versa el pleito está relacionada con cuestiones atinentes al fuero laboral, no verificándose básicamente en el caso los supuestos analizados y considerados, en la referida doctrina del Tribunal, en la que se trataba de una demanda autónoma por responsabilidad civil de profesionales médicos y en el que una obra social integraba la litis como codemandada.


    Robles, Manuel Regino c/ Frutihortícola Don Carlos S.A. y otros s/ Accidente acción civil


    COMP, 535, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: debe ser resuelta por la alzada del primero que hubiera intervenido (art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58, ley 21.708).


    Italiani, Marcela Andrea c/ Obra social del personal de farmacia (OSPF) s/ Cobro de pesos


    COMP, 658, L.XLV, 21 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Indemnización por despido. Organismo autárquico provincial. Intervención de la justicia laboral.


    Según expuso el actor, el reclamo atañe a rubros salariales e indemnizatorios derivados de supuestos incumplimientos del empleador, respecto de prestaciones concretadas como operador de una draga portuaria, cuya actividad laborativa se encuentra regida, sustancialmente, por lo dispuesto en el C.C.T. nº 610/2003 “E” y la L.C.T. Así entonces tratándose el presente de una demanda dirigida contra un ente público no estatal, la causa deberá seguir su trámite por ante la justicia local.


    Lanzavecchia, Carlos Alberto c/ Consorcio de gestión de puerto Quequén s/ Despido


    COMP, 379, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado “Viejo Roble S.A. c/Bank Boston NA s/acción meramente declarativa”. Intervención de la justicia federal.


    Mendoza, Luis Ramón c/ Poder Judicial de la Nación s/ Amparo


    COMP, 746, L.XLV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de honorarios regulados en una causa penal. Remisión a lo dictaminado en autos SC Comp. 418 L. XIL "Poblete, Jorge Guillermo c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de ejecución". Corresponde a la justicia civil.


    El artículo 516 del Código Procesal Penal de la Nación establece que las “sentencias que condenan a restitución, reparación e indemnización de daños, satisfacción de costas -en el caso de honorarios devengados por abogados art. 533 C.P.P.N.- y pago de gastos, cuando no sean inmediatamente ejecutadas o no puedan serlo por simple orden del tribunal que las dictó, se ejecutarán por el interesado ante los jueces civiles y con arreglo al Código Procesal Civil y Comercial de la Nación”. Por otra parte, la cuestión resulta sustancialmente análoga a la dictaminada en los autos S.C. Comp. 418 L XLIV “Poblete Jorge Guillermo c/Estado Nacional y otros s/proceso de ejecución”, donde la Corte adhirió a los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General.


    Pigues, Carlos Alberto c/ Corti, Rubén Ángel s/ Ejecución de honorarios


    COMP, 540, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Habeas data: acción de protección de datos personales. Archivos de datos informáticos de índole interjurisdiccional: competencia del fuero federal.


    Toda vez que la información que se pretende corregir y/o eliminar, consta en una base de datos informática de índole inter jurisdiccional a la que tiene acceso, entre otras, entidades integrantes del sistema financiero, la causa debe continuar su trámite ante la justicia federal. Es competente el referido fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Vilte, Juan Mariano c/ Fideicomiso Mayo 1 s/ Habeas Data (Art 43 CN)


    COMP, 742, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia en Razón de la Materia


    Competencia de la justicia local: accionante que promueve una acción interruptiva de la prescripción contra el Estado Nacional -entre otros- a fin de obtener una indemnización por un accidente de trabajo que sufrió mientras se encontraba alojado en una unidad penitenciaria de la Provincia de Buenos Aires.


    El accionante promovió una acción interruptiva de la prescripción contra el Estado Nacional -entre otros- a fin de obtener una indemnización por un accidente de trabajo que afirma sufrió mientras se encontraba alojado en una unidad penitenciaria de la Provincia de Buenos Aires, en cumplimiento de una condena dictada por un Tribunal federal. En las condiciones descriptas, teniendo en cuenta la doctrina que establece que la jurisdicción federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye, no corresponde a dicho fuero el conocimiento de la causa. En efecto, en autos se trata de un reclamo fundado en la ley 24.557, al que la ley 24.660 (art. 107 inc. g) remite. En consecuencia, corresponde intervenir en el juicio a la Justicia local. Todo ello, sin perjuicio de las eventuales defensas que tanto el Estado Nacional como la Provincia demandada puedan oponer una vez notificadas de la demanda.


    García Lencina, Ricardo Jesús s/ diligencias preliminares


    COMP, 80, L.XLV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia laboral: empresa de servicios eventuales que persigue el reintegro de los importes pagados a los actores en un juicio laboral seguido contra las empresas demandadas. Resolución de la causa que involucra la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho laboral y sus disposiciones legales o reglamentarias según lo prescripto en los artículos 20 y 21 de la Ley Orgánica 18.345.


    La actora -en su carácter de empresa de servicios eventuales- persigue el reintegro de los importes pagados a los actores en un juicio laboral seguido contra las empresas demandadas. Aduce que no existió ningún motivo para que éstas la citaran como tercero pues las deudas remuneratorias por las que en definitiva fueron condenadas corresponden a periodos posteriores a la vinculación laboral con los actores, a quienes -tras su renuncia- les abonó íntegramente su liquidación final, circunstancia que además de resultar de la sentencia de primera instancia, posteriormente confirmada por la Cámara, las demandadas conocían plenamente. Refiere, por último, que si bien fue condenada solidariamente con las nombradas, el fallo no determinó la porción de deuda que debía soportar cada obligado dejándolo librado a las acciones que se dedujeran para su cuantificación. En este contexto, debe declararse la competencia del fuero laboral para entender en las actuaciones pues, si bien no media un conflicto entre un trabajador y un empleador, la resolución de la causa involucra -prima facie- la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho laboral y sus disposiciones legales o reglamentarias según lo prescripto en los artículos 20 y 21 de la Ley Orgánica 18.345.


    Bayton S.A. c/ Molino Osiris s/ Ordinario.


    COMP, 1038, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cobro de honorarios profesionales acordados en pacto de cuota litis. Materia civil.


    En aquellos supuestos en los que se persigue el cobro de honorarios acordados mediante un pacto de cuota litis con motivo de la actuación de un profesional tanto en sede administrativa, como en el ámbito judicial, es materia propia de la justicia nacional en lo civil, por aplicación del artículo 43, inciso c), del decreto-ley 1285/58, texto según ley 24.290.


    Crescia, Ernesto c/ Fusca Eduardo s/ cobro de honorarios


    COMP, 90, L.XLV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa. Candidato a senador provincial. Fuero competente: justicia provincial.


    De conformidad con una reiterada doctrina del Tribunal, la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades provinciales. Al tener la demanda fundamento en cuestiones que se encuentran vinculadas con aspectos directamente relacionados con una elección local, corresponde el conocimiento de las autoridades provinciales.


    Abad, Maximiliano s/ Acción declarativa de certeza.


    COMP, 506, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo por nulidad del acto que dispuso el despido del actor, pretensión de reincorporación y pago de salarios no percibidos. Inexistencia de causa contencioso administrativa. Competencia Justicia Nacional del Trabajo.


    De los términos de la demanda se desprende que la pretensión del actor consiste en cuestionar el acto de despido sin causa dispuesto por la empresa Nación Seguros S.A., que es una sociedad anónima regida por la ley de sociedades comerciales 19.550, de modo tal que la relación jurídica que liga a las partes se encuentra sometida a la legislación laboral, sin perjuicio de que el actor alegue que se ha vulnerado su derecho a la estabilidad. El caso debe tramitar ante la justicia nacional del trabajo (art. 20 de la ley 18.345) y, por lo demás, así también lo determina el art. 4°, segundo párrafo, de la ley 16.986.


    Del Valle, Tomás c/ Nación, Seguros S.A. s/ Amparo ley 16.986.


    COMP, 487, L.XLV, 02 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Acción entablada contra empresa prestadora del servicio de telefonía móvil: intervención de la justicia federal en razón de la materia.


    Le corresponde a la justicia federal el conocimiento de la causa, puesto que para resolver el pleito habrá que interpretar y analizar el sentido y alcance de normas de naturaleza federal, como lo son la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 y diferentes resoluciones de la Comisión Nacional de Comunicaciones, que constituyen el marco regulatorio de las telecomunicaciones. La materia del pleito se vincula con las comunicaciones telefónicas interestatales, que están sujetas a la jurisdicción nacional, pues ellas constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, el adelanto y el bienestar general del país.


    Romero, Mariano c/ Amx Argentina S.A s/ Reclamo contra actos de particulares.


    COMP, 787, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local: acción de amparo contra una empresa de medicina prepaga, a fin de obtener el reintegro de los gastos efectuados con motivo de una intervención quirúrgica. Mantenimiento de la afiliación suspendida.


    Toda vez que la actora inició acción de amparo contra una empresa de medicina prepaga, a fin de obtener el reintegro de los gastos efectuados con motivo de una intervención quirúrgica, y que la prestadora no atendió, y solicitando, a la vez, mantener la afiliación contratada con la demandada, afirmando que la misma fue suspendida, corresponde considerar que la justicia local resulta competente para entender en la causa dado que los hechos expuestos en la demanda se relacionan con la interpretación y aplicación de obligaciones y derechos nacidos de un contrato de locación de servicios médicos asistenciales.


    Cuarto, Olga Ester s/ Acción de amparo


    COMP, 352, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional en lo civil: demanda contra una AFJP donde se requiere el pago de un resarcimiento por los daños y perjuicios causados a raíz de la demora en la obtención de un beneficio previsional, fundando el reclamo en los artículos 1109 y 1071 y demás normas concordantes del Código Civil.


    Toda vez que la actora demandó a Nación AFJP S.A. requiriendo el pago de un resarcimiento por los daños y perjuicios causados a raíz de la demora en la obtención de un beneficio previsional, fundando su reclamo en los artículos 1109 y 1071 y demás normas concordantes del Código Civil, y al ser el objeto de la pretensión de naturaleza eminentemente civil -pues se persigue el resarcimiento de un gravamen patrimonial y moral ocasionado por el obrar desaprensivo y negligente que se le imputa a la demandada en la tramitación de la jubilación de la actora-, corresponde determinar que el caso no encuadra en los supuestos contemplados en el art. 2° inciso b) de la ley 24.655, donde se establece específicamente la competencia de los Juzgados de Primera Instancia de la Seguridad Social, correspondiendo, entonces, designar la competencia a la justicia nacional en lo civil.


    Marino, María Isaura c/ Administración de Fondos de Jubilación y Pensión de la Nación s/ Daños y perjuicios


    COMP, 403, L.XLV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local: acción de amparo contra una obra social. Petición para obtener la cobertura total de una internación en una comunidad terapéutica, y de las prestaciones médicas necesarias para su atención, así como también el reintegro


    Toda vez que el actor, en representación de su hermano, promueve acción de amparo contra una obra social, a fin de obtener la cobertura total de su internación en una comunidad terapéutica, y de las prestaciones médicas necesarias para su atención, así como también el reintegro de las sumas abonadas por su parte a dicho establecimiento, dado su carácter de afiliado a ese sistema de medicina prepaga, corresponde considerar, entonces, que la justicia local resulta competente para entender en la causa ya que los hechos expuestos en la demanda se relacionan con la interpretación y aplicación de obligaciones y derechos nacidos de un contrato de locación de servicios médicos asistenciales.


    Migliorero, Pablo Daniel c/ OSDE s/ Amparo.


    COMP, 427, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional del trabajo: pretensión reclamada con origen en normativa celebrada en un marco ajeno al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones establecido en la ley 24.241.


    Toda vez que la pretensión reclamada tiene origen en normativa celebrada en un marco ajeno al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones establecido en la ley 24.241, no corresponde la intervención de la justicia federal de la Seguridad Social, conforme lo estipulado por el art. 2° de la ley 24.655. Asimismo, en ese plano, los artículos 20 y 21 de la L.O. hacen extensivo a la jurisdicción del fuero laboral a aquellas acciones que tengan influencia decisiva en la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del trabajo.


    Diaz, Francisco Oscar c/ Fondo Compensador de Jubilados y Pensionados Telefónicos


    COMP, 887, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la Cámara de Federal de la Seguridad Social: amparo por mora contra la ANSeS, sustentado, principalmente, en el art. 28 de la Ley de Procedimientos Administrativos.


    Toda vez que el accionante instó un amparo por mora contra la ANSeS, sustentado, principalmente, en el art. 28 de la Ley de Procedimientos Administrativos, y a partir de que el artículo 39 bis, inciso e, del decreto ley 1285/58, señala que la Cámara Federal de la Seguridad Social conocerá en los reclamos que se funden en el citado artículo 28 de la ley 19.549, corresponde determinar que es competente para entender en la apelación interpuesta la Sala I de la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Alvarez Fausto del Carmen c/ Anses- Amparo por mora de la administración


    COMP, 229, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia del trabajo: causa fuente del reclamo que guarda conexidad con la relación laboral que vinculó al esposo de la actora con la empresa demandada.


    Toda vez que la causa fuente del reclamo guarda conexidad con la relación laboral que vinculó al esposo de la actora con la empresa demandada, en virtud de la responsabilidad que la accionante atribuye a la empleadora por incumplimiento de las normas de seguridad, en tanto afirma en la demanda que su ex cónyuge había contraído una enfermedad profesional en ocasión de trabajo (Ley 24.557), circunstancia que provocó su deceso, corresponde entender que el sustento de la pretensión se encuentra prima facie enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos del derecho laboral, más allá de la invocación de normas del Código Civil, ya que lo pretendido por la viuda del trabajador fallecido es una indemnización por el daño causado a su salud psicofísica, pero a partir de un proceder supuestamente negligente de la empleadora relativo al incumplimiento -denunciado- de los deberes a su cargo en materia de seguridad en el trabajo. Consecuentemente, la naturaleza de la materia se encuentra comprendida en el ámbito de la Justicia del Trabajo.


    Mezzetti, Irma c/ Dupont Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 180, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional de primera instancia: reclamo extracontractual mediante el cual se le exige a una institución escolar la suspensión y/o reducción, y una indemnización por daños y perjuicios derivados de los ruidos molestos.


    Toda vez que la pretensión de la requirente no se dirige contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, ni tiene por objeto cuestionar el ejercicio de su poder de policía, y que el reclamo encuadra dentro del ámbito de la responsabilidad extracontractual, ya que se reclama a una institución escolar la suspensión y/o reducción, y una indemnización por daños y perjuicios derivados de los ruidos molestos, corresponde que las actuaciones tramiten ante la justicia nacional de primera instancia.


    Lertora Mendoza, Celina Ana c/ Instituto de Enseñanza General y otro s/ Daños y perjuicios derivados de la vecindad


    COMP, 118, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional en lo comercial: relación que vincula a las partes en litigio ligada a cuestiones estrictamente contractuales de índole comercial. Sociedades comerciales constituidas bajo la forma de responsabilidad limitada y anónima: entidades no comprendidas dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia federal para las llamadas obras sociales. Objeto principal de la acción: interpretación, sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas de un contrato "atípico". Artículo 43 bis, inciso "c", del decreto-ley 1285/58.


    Toda vez que la relación que vincula a las partes en litigio está ligada a cuestiones estrictamente contractuales de índole comercial, siendo la actora y demandada sociedades comerciales constituidas bajo la forma de responsabilidad limitada y anónima, entidades no comprendidas dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia federal para las llamadas obras sociales, y en atención a que el objeto principal de la acción está vinculado prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas de un contrato "atípico", respecto del cual la actora atribuye a la accionada la rescisión unilateral de lo acordado, y dado que en el caso no están en juego cuestiones atinentes a la organización del sistema de salud, corresponde considerar que la materia debatida conduce al estudio de aspectos propios del derecho comercial. Esto es así, en orden a que la causa encuadra en las disposiciones del artículo 43 bis, inciso "c", del decreto-ley 1285/58, que atribuye competencia a los jueces nacionales de primera instancia en lo comercial de la Capital Federal, en los juicios derivados de contratos atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a las locaciones de servicios, cuando el locador es una sociedad comercial.


    Angiocor SRL c/ Clínica Modelo Los Cedros S.A. y otro s/ Cobro de sumas de dinero.


    COMP, 657, L.XLV, 10 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: demanda entablada contra una obra social. Pedido de nulidad de un acto jurídico por el accionar supuestamente doloso de la demandada.


    Toda vez el reclamo excede las previsiones taxativas del artículo 2°, inciso f) de la Ley 24.655, que hace referencia a las causas que tienen por objeto la ejecución de aportes y contribuciones en el marco de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 23.660, persiguiéndose, en cambio, la nulidad de un acto jurídico por el accionar supuestamente doloso de la demandada, y como consecuencia de ello, de comprobarse la denuncia efectuada, el reintegro de los aportes que hubieren sido percibidos maliciosamente por ésta, y teniendo en consideración que se encuentra en autos demandada una obra social, corresponde, entonces, la intervención de la justicia federal, de conformidad con lo normado por el artículo 38 de la Ley 23.661, que somete a dicha jurisdicción las causas en que sean demandadas obras sociales.


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 701, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Guarda con fines de adopción: competencia de la justicia nacional. Residencia de los padres de sangre al tiempo de la entrega de hecho del menor: territorio argentino. Remisión a lo dictaminado en "V., N. y G., F. N. s/ guarda con miras a adopción". Guarda preadoptiva: inadecuación de los patrones fictos para dilucidar los asuntos relativos a la competencia.


    Corresponde señalar que las constancias de la causa evidencian que la residencia de los padres de sangre al tiempo de la entrega de hecho del menor en guarda con fines de adopción, se encontraba en la ciudad de Posadas. En dicho contexto, por su generalidad e imprecisión, el dato consignado en la partida de nacimiento, carente de sustento en otra información fidedigna, no constituye un elemento de juicio que patentice la configuración de un punto de contacto con la jurisdicción paraguaya. Por lo tanto, en definitiva, el problema sometido a examen, debe resolverse -por o menos en este estadio- en base a los criterios expuestos en el dictamen emitido in re "V., N. y G., F. N. s/ guarda con miras a adopción", en el que se estableció que, en materia de guarda preadoptiva, los patrones fictos no son, en principio, adecuados para dilucidar los asuntos relativos a la competencia. Sin embargo, el tribunal superior de la causa se ha adherido a un factor formal (domicilio paterno denunciado en la partida de nacimiento), sin indagar en los componentes efectivos de la situación del infante, quien habitaría en territorio nacional desde el momento de su nacimiento. Lo dicho conduce a concluir que el recurso deducido, debe prosperar.


    M., L. A. y otros s/ guarda con fines de adopción


    M, 582, L.XLV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional en lo civil. Acción sumarísima del consumidor y del usuario promovida contra una empresa de medicina prepaga. Mantenimiento de los servicios y tratamientos médicos contratados originalmente. Interpretación y aplicación


    Toda vez que los actores promueven acción sumarísima del consumidor y del usuario contra una empresa de medicina prepaga, a fin de obtener el mantenimiento de los servicios y tratamientos médicos contratados originalmente con la demanda, y afirmando, además, una de las partes demandantes, a raíz de un accidente de tránsito, poseer una discapacidad del 80%, corresponde concluir que la materia debatida en el caso conduce a la interpretación y aplicación de obligaciones y derechos nacidos de un contrato de locación de servicios médicos asistenciales, resultando competente para resolver el litigio la justicia nacional en lo civil.


    Striano, Héctor Vicente y otros c/ Vansal Salud S.A. y otro s/ Sumarísimo


    COMP, 402, L.XLV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Detenido en Unidad Penitenciaria Federal. Pretensa nulidad de procedimiento de designación de magistrados provinciales y actos jurisdiccionales. Cuestión ajena a la competencia originaria de la Corte. Aspectos de índole local.


    En el sub lite la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, el actor pretende por esta vía, en lo sustancial, que se revisen actos administrativos dictados en el marco de un procedimiento de designación de magistrados que integran el Poder Judicial de la Provincia de Santiago del Estero y actos jurisdiccionales que fueron pronunciados en juicios que se sustanciaron ante los tribunales que lo integran, todos ellos en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121, 122 Y 124 de la Constitución Nacional, y al respecto la Corte ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles la causa no es del resorte de la Corte. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expresado con anterioridad el hecho de que el actor invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986) o en razón de la materia cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48). Este último supuesto tampoco se presenta en autos, toda vez que el actor efectúa, además, un planteamiento conjunto de una cuestión federal y una cuestión local, pues los actos que pretende impugnar resultan violatorios no sólo de la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales, sino también de normas locales y la Constitución Provincial. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción de amparo intentada resulta ajena a la instancia.


    Paz, Claudio Alberto c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Amparo


    P, 369, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia Federal


    Improcedencia del fuero federal: falta de uso oportuno de la prerrogativa por la entidad aforada que tenía el derecho a solicitarla.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como lo es la denegatoria del fuero federal. Sin embargo, quien plantea el recurso extraordinario invocando el fuero federal carece de interés en el asunto pues no es aforada. En efecto, la demandada en autos planteó la incompetencia de la justicia federal, solicitud que sólo se sustanció con la parte actora, pero, una vez apelada la resolución que decretó la incompetencia, la Caja Nacional de Ahorro y Seguro en liquidación -única con derecho al fuero de excepción- nada dijo al respecto a pesar de haber sido adecuadamente notificada. En consecuencia, siendo esta entidad en liquidación la única aforada en la causa, y no habiendo hecho uso de esa prerrogativa, se ha consentido la jurisdicción ordinaria decretada en autos.


    Agramount, Ricardo Alberto c/ Caja Nac. de Ah. y Seg. (en liquidación) y Caja de Seg. de Vida S.A. s/ demanda ordinaria


    A, 1270, L.XLIV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en cuestiones de competencia: Denegación de fuero federal. Demanda contra Estado Nacional: fuero federal en razón de la persona demandada.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Este proceso corresponde a la competencia de la justicia federal. Ello es así, toda vez que si la demanda se instaura contra el Estado Nacional o entidades nacionales el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, incs. 6°) y 12) de la ley 48.


    Cican S.A. y otro c/ Fisco Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza.


    C, 1646, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Expropiación de inmueble integrante de un acervo hereditario. Justicia federal. Improcedencia fuero de atracción.


    A la justicia de excepción le corresponde el conocimiento y decisión de esta causa por razón de la materia, toda vez que el reclamo de la actora consiste en obtener la expropiación de un inmueble con fundamento en la ley 21.499, que expresamente en su art. 21 dispone la competencia del fuero federal del territorio donde se encuentre el inmueble a expropiar. También resulta de aplicación en el sub lite el art. 19 de la ley 21.499, que establece que los procesos de expropiación no están sujetos al fuero de atracción de los juicios universales.


    Entidad Binacional Yaciretá c/ López, Domingo y/o Herederos y/o Quien resulte propietario s/ Demanda de expropiación regular.


    COMP, 290, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa Comp. 290, L. XLV, "E.B.Y. c/ López, Domingo y/o herederos y/o Q. R. P. s/ demanda de expropiación regular".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia federal de Posadas.


    Entidad Binacional Yaciretá c/ Sucesión Domingo López s/ Expropiación regular.


    COMP, 375, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Dirección General de Rentas, por reclamo de impuestos sobre Ingresos Brutos. Empresa que brinda servicios de telecomunicaciones. Fuero competente: justicia federal en lo contencioso administrativo.


    El presente proceso corresponde a la competencia de la justicia federal, cuya decisión está reservada a los jueces federales por aplicación del principio de supremacía del art. 31 de la Constitución Nacional. Ello es así toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez de normas locales por ser contrarias a la ley nacional de telecomunicaciones 19.798, de carácter federal, circunstancia que implica que la causa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que la Ley Fundamental confiere al gobierno nacional. El fuero nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente para conocer en la causa, dado que para resolver la pretensión de la actora se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, constitucional y administrativo.


    Telinfor S.A. c/ G.C.B.A - Dirección General de Rentas s/ Medida cautelar (autónoma).


    COMP, 71, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra un vecino de extraña jurisdicción, por daños y perjuicios. Causa civil: relación de derecho existente entre las partes y naturaleza del litigio. Competencia justicia federal con asiento en la provincia: prórroga de jurisdicción efectuada por la actora a favor de dicho fuero.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. El Tribunal, en su nueva composición, ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. La relación jurídica sustancial que vincula a las partes en el litigio está regida exclusivamente por el derecho común, aun cuando lo haya celebrado una entidad pública provincial, pues no se trata de un contrato administrativo sino de derecho privado de la Administración, y en consecuencia la causa reviste naturaleza civil. Al interponer la actora la demanda ante el Juzgado Federal de Tucumán efectuó una inequívoca renuncia expresa a la prerrogativa que le asiste de invocar su condición de aforada a la instancia originaria de la Corte. El privilegio constitucional asignado exclusivamente a las provincias de ser juzgadas ante la Corte puede ser prorrogado por ellas en favor de los jueces federales de primera instancia, solamente cuando la competencia corresponda ratione personae -como resulta en autos-, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 117 de la Constitución Nacional. Resulta admisible la prórroga de jurisdicción efectuada por la actora a favor de la Justicia Federal de grado, en tanto no se presentan las circunstancias señaladas que lo impiden.


    Tucumán, Provincia de c/ Mottalini, Daniel Alejandro s/ Daños y perjuicios


    T, 371, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Causa en la que el Estado Nacional es parte. Competencia: fuero federal en razón de la persona.


    Este proceso corresponde a la competencia de la justicia federal. Ello es así, si la demanda se instaura contra el Estado Nacional o entidades nacionales el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, incs. 6°) y 12) de la ley 48.


    Alonso, Néstor Fabián c/ Municipalidad de Merlo y otros s/ Ordinario


    A, 1173, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda promovida por el GCBA contra una obra social. Competencia de la justicia nacional en lo civil y comercial federal. Remisión Comp. 347, L. XLIV, "GCBA c/ Obra Social de la Industria Maderera s/ proceso de conocimiento".


    Al ser demandada una obra social que, en principio, se encontraría comprendida en los términos del art. 1 de la ley 23.660 y 2, segundo párrafo, de la ley 23.661, resulta aplicable al caso el art. 38 de la ley mencionada en último término, en cuanto prevé el sometimiento de tales entidades a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria cuando fueran actores. Corresponde que esta causa continúe su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal, sin que obste a tal solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social - Dirección Nacional de Vialidad s/ Cobro de pesos.


    COMP, 757, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desmantelamiento de una antena de comunicaciones: justicia federal en lo contencioso administrativo.


    El trámite corresponde a la competencia de la justicia federal. Ello es así pues para resolver el pleito habrá que interpretar el sentido y alcance de normas de carácter federal, como lo es la ley nacional de telecomunicaciones 19.798. Y además, porque puede verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional y ello afectaría intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal. La materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permite considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Consorcio de propietarios calle República Árabe Siria 3243 c/ G.C.B.A y otros s/ Amparo.


    COMP, 632, L.XLV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: acción de amparo a fin de obtener la cobertura total de un tratamiento de internación y de rehabilitación contra una prestadora privada de servicios médicos. Aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional.


    Toda vez que los actores en representación de su hijo menor de edad promueven acción de amparo contra la Asociación Civil Hospital Alemán, a fin de obtener la cobertura total del tratamiento de internación y de rehabilitación efectuado en un centro terapéutico, así como también el reintegro de las sumas abonadas por su parte a dicha entidad, corresponde considerar que resulta competente la justicia federal, puesto que la materia debatida conduce a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos.


    L., M. F. c/ A. C. H. A. s/ Amparo


    COMP, 381, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Federal: demanda entablada contra una obra social. Artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, y 38 de la ley 23.661.


    Toda vez que en autos se ha demandado a una obra social comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley 23.661, resulta aplicable, entonces, el artículo 38 de esta última norma, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


    P., L. C. A. y otra c/ S. M. S.A. s/ Amparo medida cautelar


    COMP, 348, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen 


    Competencia de la justicia federal: incumplimiento de un contrato de transporte de pasajeros, que habría violado la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y el Código Aeronáutico. Cuestiones vinculadas con el servicio de transporte aéreo comercial.


    Al tener el origen de la pretensión de la actora en el incumplimiento de un contrato de transporte de pasajeros, que habría violado la Constitución Nacional, el Tratado de Varsovia -ley 14.111-, el Protocolo de La Haya -ley 17.386-, la Convención Americana de los Derechos Humanos -artículos 8, 9, 22, 25 y 29-, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y, en el de Derechos Civiles y Políticos -artículos 9 y 14 -, y el Código Aeronáutico, corresponde considerar que las cuestiones planteadas se hallan principalmente vinculadas con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido éste como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y por ende, sujetas a las prescripciones del Código Aeronáutico, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica. Esta materia, reglada por la legislación mencionada, es competencia de los jueces federales.


    Civelli, Silvia c/ Iberia s/ Daños y perjuicios


    COMP, 973, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: violación a las previsiones de las leyes Nº 22.285 de Radiodifusión y 25.156 de Defensa de la Competencia.


    Toda vez que la cuestión litigiosa importa determinar si la conducta de las demandadas se efectuó en violación a las previsiones de las Leyes Nº 22.285 de Radiodifusión y 25.156 de Defensa de la Competencia, en tales condiciones, en atención a que el objeto principal de la presente demanda, está vinculado prima facie con la interpretación, el sentido y/o alcance de normas de naturaleza federal, tanto en lo que concierne a la aplicación de la Ley de Radiodifusión como lo atinente a la Ley de Defensa de Competencia, resulta competente para entender en el caso la justicia federal.


    Massei, Rubén c/ Cablevisión S.A. s/ nulidad acto jurídico


    COMP, 1050, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: exigencia de precisar el sentido del ejercicio de facultades conferidas por la Ley Nacional de Telecomunicaciones Nº 19.798, así como decidir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor.


    Si la apelación judicial interpuesta exige precisar el sentido y alcances de normas federales dictadas por el Estado Nacional -como es el caso del ejercicio de facultades conferidas por la Ley Nacional de Telecomunicaciones Nº 19.798, así como decidir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, a tenor de lo dispuesto en el último apartado de su artículo 25-, tales cometidos exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal ratione materiae.


    Telefónica de Argentina S.A. s/ Recurso de Apelación


    T, 123, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia Civil y Comercial Federal: declaración de nulidad del registro de una marca, fundando la pretensión en la Ley 22.362 y en el artículo 953 del Código Civil.


    Toda vez que la sociedad actora promovió demanda arbitral con el objeto que se declare la nulidad del registro de una marca, fundando su pretensión en la Ley 22.362 y en el artículo 953 del Código Civil, resulta claro, entonces, que el objeto de la pretensión es la nulidad del registro de la marca, circunstancia que conduce al estudio de aspectos vinculados preferentemente con la interpretación, sentido y alcance de temas regulados por la Ley 22.362 de Marcas y Designaciones. En ese contexto, y dada la naturaleza de la materia prima facie debatida, corresponde atribuir competencia a la justicia Civil y Comercial Federal, conforme a lo dispuesto por el artículo 33 de la Ley 22.362.


    Titarelli Vitivinicola c/ Titarelli, Enrique s/ Nulidad del Registro de Marca


    COMP, 941, L.XLIV, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: agentes de obra social. Art. 38 de la ley 23.661.


    Toda vez que se ha demandado a una obra social comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley 23.661, resulta aplicable el artículo 38 de esta última norma, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


    C., M. c/ OSDE s/ Amparo


    COMP, 244, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Extemporaneidad de la declaración de incompetencia: consentimiento de la competencia local por parte de la requerida al contestar la demanda.


    Cuando el fuero federal se establece ratione personae, éste puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita, o resulte necesariamente de la prórroga de jurisdicción operada en el proceso. Así, toda vez que la requerida consintió la competencia local al contestar la demanda por ante dicha jurisdicción, corresponde concluir que de haberle correspondido el fuero federal en ese estado del trámite, la declaración de incompetencia de la justicia ordinaria, fue extemporánea.


    L., M. S. s/ Acción de amparo


    COMP, 1028, L.XLIV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero federal: ausencia de debida acreditación de la calidad de extranjero de un menor de edad, de interpretación y aplicación de tratados con naciones extranjeras, y de violación de normas emergentes de la Ley de Migraciones, que le fueran aplicable. Habilitación del fuero de excepción únicamente a pedido de parte. Competencia de la jurisdicción territorial.


    Frente a una denuncia efectuada por el Comité de Elegibilidad para Refugiados (C.E.P.A.R.E.), dependiente de la Dirección Nacional de Migraciones, ante la Defensoría de Menores N° 6, solicitando la protección de persona para un menor, que dijo haber nacido en la India, sin aportar documentación identificatoria, y que ingresó al país en marzo de 2007, luego compareció ante la Secretaría del CEPARE, y solicitó refugio en los términos de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de Refugiados, denunciando como domicilio real del incapaz uno de la Localidad de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, el Defensor Oficial peticionó ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 76, en razón del domicilio que registra la entidad denunciante, la designación de un representante legal que asista al menor, cuya protección peticiona. Fundó el derecho que le asiste, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, y en los artículos 54 y cctes. de la Ley N° 24.946, 59 y cctes. Del Código Civil, 232 del CPCCN y en la Ley 26.061. Ahora bien, es preciso señalar que no surge en autos debidamente acreditada la calidad de extranjero del menor, ni su nacionalidad, no obrando constancia alguna de la documentación personal de éste, conforme lo denunció por el propio Defensor Oficial. Al respecto, no procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona, sino se ha acreditado debidamente la calidad de extranjero del denunciado. Tampoco corresponde el fuero federal en razón de la materia, por no encontrarse, por ahora, directamente comprometida la interpretación y aplicación de tratados con naciones extranjeras (art. 116 Constitución Nacional). Además, pues no consta en los obrados que el supuesto extranjero refugiado denunciado, hubiere violado normas emergentes de la Ley de Migraciones, que le fueren aplicable. Asimismo, es dable indicar que solamente habilitaría la intervención del fuero de excepción, si éste fuere solicitado por el ciudadano extranjero (o quien lo representa), atento ser un beneficio que únicamente él puede ejercer. Conforme lo señalado, y teniendo en consideración el domicilio del menor, corresponde al juez de la jurisdicción territorial donde se encuentra residiendo efectivamente el incapaz, conocer en las actuaciones sobre protección de personas -conf. art. 235 CPCCN y art. 90, inc. 6° del Código Civil-, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de éstos, pues, hasta el momento no se dan los requisitos que habilitarían la intervención del fuero federal.


    S., G. s/ Protección y guarda de personas


    COMP, 337, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: acción de amparo interpuesta contra la Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro, a fin de obtener un nuevo cálculo de haberes previsionales y que se abonen las diferencias de haberes generadas en la defectuosa determinación de la jubilación. Artículos 14 bis, 43, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, y leyes 2092, 2432 y 2938 de la Provincia de Río Negro. Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Río Negro al Estado Nacional.


    Toda vez que el actor interpuso una acción de amparo contra la Unidad de Control Previsional de la Provincia de Río Negro, a fin de obtener un nuevo cálculo de su haber previsional y que se le abonen las diferencias de haberes generadas en la defectuosa determinación de su jubilación, fundando su derecho en los artículos 14 bis, 43, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, y en las leyes 2092, 2432 y 2938 de la Provincia de Río Negro, y en atención a que la determinación del juez competente en la acción, está vinculada prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de las cláusulas decimocuarta y vigésima primera del Anexo A del Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Río Negro al Estado Nacional, una hermenéutica integrada de ambas normas, concluye en la intervención del fuero federal. Esto es así desde que el proceso, si bien tiene como antecedente un reclamo administrativo anterior a la entrada en vigencia del citado Convenio de Transferencia (ley2988 publicada el 5 de junio de 1996), fue iniciado en abril de 2008, se sigue de ello que es de aplicación el art. 21 del Anexo A del Convenio de Transferencia mencionado, en cuanto prevé que cuando los reclamos se promuevan con posterioridad a la entrada en vigencia del convenio, y en los que se debatieren cuestiones relacionadas con las prestaciones otorgadas bajo la legislación provincial, la Provincia asume la obligación de citar como tercero interesado al organismo previsional del Estado Nacional y la intervención del fuero federal con competencia en su territorio. Y más adelante el mismo artículo impone a los beneficiarios la obligación -en este tipo de casos- de demandar en forma conjunta a la provincia y a la ANSES por ante la justicia federal.


    Schroeder, Alberto Nicanor c/ Provincia de Río Negro (Unidad de control previsional) s/ Amparo


    COMP, 287, L.XLV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Fuero federal ratione personae: posibilidad de declinarlo y admisibilidad de renuncia.


    Cuando el fuero federal se establece ratione personae, éste puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita, o resulte de la prórroga de jurisdicción consentida en el proceso.


    Calegih, Julio c/ FECLIBA s/ Amparo


    COMP, 955, L.XLIV, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero federal: acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional.


    Corresponde atribuir la competencia al fuero de excepción para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional.


    Madrid, Luis c/ Bruno, Carmelo s/ despido


    COMP, 51, L.XLV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Federal: demanda entablada contra una obra social.


    Toda vez que en el caso se encuentra demandada una obra social, resulta de aplicación lo previsto en el artículo 38 de la ley 23.661, en cuanto dispone el sometimiento exclusivo de esos agentes a la jurisdicción federal, salvo que desempeñen un rol activo.


    Núñez, Gustavo c/ OSPE s/ Amparo


    COMP, 1008, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia federal: Estado Nacional es citado como tercero. Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.


    Cuando el Estado Nacional es citado como tercero (ver art. 94 del Código Procesal) y comparece a juicio, procede el trámite de dicha causa ante la jurisdicción federal. Y aunque intervengan otras personas no aforadas también es competente la justicia federal en la causa en que el Estado Nacional es citado en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, sin que quepa distinción respecto del grado y carácter de tal participación federal.


    Garrido, Luis Alberto y otros c/ Terminal Quequen S.A. s/ Laboral.


    COMP, 508, L.XLV, 10 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal. Remisión a "Di Marco, Alejandra c/ Y.PF. S.A. s/ demanda ordinaria" S.C. Comp. 1312, L. XXXIX.


    Botto Romero y o. c/ Y.P.F. s/ Ordinario


    COMP, 583, L.XLV, 18 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo interpuesto por intendente municipal contra provincia y Unión de Trabajadores. Afectación de libre circulación y tránsito en las rutas nacionales. Tráfico interjurisdiccional: Competencia Justicia Federal.


    Le corresponde al fuero federal entender en la causa en la que como consecuencia de las medidas de fuerza se interrumpió el tránsito de vehículos sobre una ruta nacional, pues esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida, entre los que debe encontrarse el de garantizar el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional, por lo que corresponde intervenir a la justicia de excepción.


    Iud, Javier Alejandro s/ Acción de amparo.


    COMP, 488, L.XLV, 28 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo: competencia justicia federal.


    De los términos de la demanda se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener que se declare la inconstitucionalidad de la resolución 1281/06 de la Secretaría de Energía de la Nación, a fin de que la empresa distribuidora de energía no le exija el pago del cargo por consumo adicional de potencia despachada, calculado sobre la base del excedente horario que se registre por encima de la denominada "demanda base" estipulada en el anexo II de dicha resolución y, en tales condiciones, resulta apropiado indicar que la ley 16.986 establece que será aplicada por los jueces federales de las provincias en los casos que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de una autoridad nacional (art. 18, segundo párrafo). Ello es así, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Guacars S.A. s/ Acción de amparo.


    COMP, 127, L.XLV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Jurisdicción federal en razón de la distinta nacionalidad. Privilegio instituido exclusivamente en beneficio del ciudadano de otro país. Solicitud expresa.


    Independientemente de que no se verifican los extremos que habiliten el fuero federal en razón de la distinta vecindad -dado que el actor como la compañía de seguros citada como tercero (ambos nacionales), amén de haber consentido la actuación del fuero local para entender en el asunto, son vecinos de la provincia de Tucumán-, se advierte que los accionados no sólo poseen nacionalidad boliviana sino que, además, han invocado expresamente el privilegio instituido a su favor, particularidad esta, que habilita la actuación del fuero federal.


    Farje, José Antonio c/ Choque Achu, Lucio y Mamani, Concepción s/ Daños y perjuicios


    COMP, 440, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Derechos marcarios entre una empresa y provincia. Incompetencia territorial: ausencia de afectación de derechos. Inexistencia de sentencia definitiva, arbitrariedad ni derechos conculcados.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia, según jurisprudencia de la Corte, no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley n° 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal, una privación de justicia de imposible reparación ulterior o que se desconozca un específico privilegio federal. Dicho requisito, por lo demás, no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad -tacha, no concedida en las presentes actuaciones- o el desconocimiento de garantías constitucionales entre muchos. En el caso, la decisión atacada no deniega el fuero federal ni se prueba que coloque al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- su defensa, ya que no clausura la vía promovida y, por ende, el apelante queda sometido a la jurisdiccion.de un tribunal determinado donde puede continuar tramitando sus pretensiones y, aun, acceder a su alzada y, eventualmente, a la Corte por los agravios constitucionales. Se agrega a lo anterior que, allende las aseveraciones dogmáticas del presentante, tampoco se demuestra la efectiva afectación o desconocimiento de un privilegio federal específico ni, en general, la presencia de agravios de imposible -o tardía- reparación ulterior.


    Provincia de Salta c/ Trenes y Turismo S.A. s/ medida cautelar - ordinario


    P, 111, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cobertura económica integral para tratamiento de fertilización asistida. Intervención del fuero federal.


    En autos se ha demandado a una obra social comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley 23.661, motivo por el cual resulta aplicable el artículo 38 de la última norma citada, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de los agentes del seguro de salud a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


    R., Guillermo Oscar y C., Gisela Noelia c/ Consolidar Salud S.A (Hoy perteneciente al grupo Omint) Amparo- Medida cautelar


    COMP, 252, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia Ordinaria


    Conflicto de competencia. Demanda contra prestador de servicios de salud. Condiciones de servicio y costo de la cuota mensual. Contrato de locación de servicios médico-asistenciales. Competencia de la justicia ordinaria.


    Resulta claro que los hechos que dan lugar al reclamo de autos se relacionan con un contrato de medicina prepaga, siendo el prestador del servicio una asociación civil, entidad no comprendida dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia para las llamadas Obras Sociales. En ese contexto, y en atención a que el objeto principal de la presente acción, está vinculado prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas de un contrato de locación de servicios médico-asistenciales, respecto de los cuales la actora atribuye a la demandada la modificación unilateral de lo acordado y dado que en el caso no está en juego cuestiones atinentes a la organización del sistema de salud, resulta competente la justicia ordinaria.


    Lorenzo, Angélica Irene s/ Acción de amparo.


    COMP, 38, L.XLV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Cobro de honorarios. Competencia de la justicia ordinaria.


    La pretensión dirigida a obtener el cobro de honorarios es propia del derecho común, ajeno a toda cuestión federal.


    Taffarel, Pedro C. s/ Regulación de honorarios.


    COMP, 1063, L.XLIV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por el cumplimiento de trámites de inscripción, transmisión y titularidad de un bien automotor. Obligaciones nacidas de un contrato de compraventa. Competencia de la justicia local.


    La presente acción debe seguir con su trámite ante la justicia ordinaria local, toda vez que conforme surge de los hechos expuestos en la pretensión de inicio el actor, con sustento en un contrato de compraventa de un vehículo automotor, solicita a los demandados que realicen todos los trámites y diligencias, exigidos tanto por las leyes como por el Registro de Propiedad Automotor, a fin de regularizar el status jurídico del rodado objeto del aludido convenio y su inscripción y transmisión posterior en el registro correspondiente. Dicha materia, al estar en juego el cumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de compraventa, regulado por el derecho común, a partir del cual se pretende obtener la inscripción, transmisión y titularidad de un bien automotor, determina la competencia del fuero local para conocer en el juicio.


    Terán, Ricardo Ernesto c/ Liberman, José Roberto y otro s/ Transferencia automotor


    COMP, 441, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda por el pago de un complemento jubilatorio contra un fondo compensador. Competencia ordinaria.


    La pretensión reclamada tiene origen en normativa celebrada en un marco ajeno al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones establecido en la ley 24.241, razón por la cual no amerita la intervención de la justicia federal de la Seguridad Social, conforme lo estipulado por el art. 2° de la ley 24.655. Asimismo, los artículos 20 y 21 de la L.O. hacen extensivo a la jurisdicción del fuero laboral a aquellas acciones que tengan influencia decisiva en la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del trabajo, como precisamente acontece en el sub-lite.


    Martínez Borda, Petrona Clelia c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados s/ cobro de pesos


    COMP, 143, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia Territorial


    Amparo por daño ambiental. Competencia justicia provincial. Ambiente: contralor por parte del titular originario de la jurisdicción. Naturaleza federal del pleito: carácter interjurisdiccional del daño enunciado.


    Corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. La determinación de la naturaleza federal del pleito -el carácter interjurisdiccional del daño denunciado- debe ser realizada con particular estrictez de acuerdo con la indiscutible excepcionalidad del fuero federal, no verificándose causal específica que lo haga surgir, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local, la presente causa debe continuar su trámite ante la justicia local.


    Asociación Civil en Defensa de la Calidad de Vida c/ Eidico S.A. s/ Amparo.


    COMP, 243, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo por levantamiento de medidas cautelares, originadas en un apremio fiscal provincial. Competencia justicia provincial.


    Este proceso corresponde al conocimiento de los jueces locales. Ello es así porque, por un lado, se trata de medidas precautorias que afectan bienes ubicados en la Provincia de Buenos Aires en el marco de un proceso de apremio fiscal y, por el otro, sus efectos se exteriorizan en dicha jurisdicción. Resulta aplicable lo dispuesto por el art. 4 de la ley 16.986, que atribuye competencia para entender en la causa al juez de primera instancia con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere o pudiere tener efectos.


    García, Miguel Ángel s/ Acción de amparo.


    COMP, 669, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Jurisdicción territorial prorrogable: asuntos exclusivamente patrimoniales.


    Los artículos 1º, segundo párrafo, y 2º, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, prescriben que cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales, la jurisdicción territorial es prorrogable mediante convenio escrito y conformidad expresa de los interesados.


    Atlántica de Juegos S.A. c/ Bongiovi, Zulma s/ cumplimiento de contrato


    COMP, 731, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del foro del lugar donde se encuentra el causante.


    Toda vez que el domicilio registrado del causante como el de su progenitora es en la localidad de Pilar, provincia de Buenos Aires, corresponde determinar que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra el causante.


    B., M. s/ insania y curatela (36)


    COMP, 840, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia territorial: casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora.


    Considerando que en los casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, conforme a lo dispuesto por artículo 118 de la ley 17.418, toda vez que el accionante, en base al domicilio de la empresa de seguros que invocó, eligió los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires, jurisdicción luego consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, el proceso, entonces, debe quedar radicado en este ámbito territorial.


    Espínola, Gregorio c/ Liderar Compañía General de Seguros S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 783, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Salud mental: efectiva tutela de las personas vulnerables. Corresponde que intervenga el juez del domicilio del causante.


    El Máximo Tribunal ha dicho, que el juez del lugar donde se encuentra internado el causante, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculados a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal.


    M., M. P. s/ Incidente de familia


    COMP, 782, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia


    Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Bolotner, José Hugo y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo.


    COMP, 8, L.XLIII, 14 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Admisión del forum conexitatis: sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí. Competencia al juzgado provincial donde tramita el proceso sucesorio del causante: decisión adoptada en una causa que tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio sucesorio.


    Corresponde señalar que la admisión del forum conexitatis estatuido en el art. 6º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica. En ese contexto, corresponde atribuir competencia al juzgado provincial donde tramita el proceso sucesorio del causante, toda vez que el objeto de la pretensión de las actuaciones es obtener la rectificación de su estado civil en una escritura pública, en la cual, se le habían cedido derechos y acciones hereditarias. Tal circunstancia estaría, prima facie, vinculada con el supuesto previsto en el artículo 3284 inc. 1º del Código Civil -interpretado en un sentido amplio-, ya que la decisión que se adopte en esta causa tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio sucesorio, en lo que respecta a la determinación de los bienes que componen el acervo hereditario.


    Appollonio, María y otros s/ información sumaria


    COMP, 104, L.XLV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia en una causa que involucra a un menor de edad. Eficacia de la actividad tutelar: competencia del juez del lugar donde viven los niños. Excepciones.


    Es cierto que la eficacia de la actividad tutelar en las cuestiones vinculadas a los niños, aconseja que sea el juez del lugar donde ellos viven, quien dirija los pleitos que los afectan. No obstante, cuando se está ante un supuesto excepcional, pues por un lado, el trámite está llegando a su culminación, y, por el otro, tanto el juzgado que previno como el Cuerpo Médico Forense, han abordado plenamente el caso, accediendo al conocimiento del conflicto familiar, corresponde pensar que remitir a una posible víctima para que reinicie las gestiones y se someta a nuevas evaluaciones, lejos de contribuir al trato respetuoso de los involucrados, a la optimización de los recursos y a la celeridad de la intervención jurisdiccional, redundará en la postergación de un asunto que por su misma índole, debe definirse con agilidad y precisión, minimizando al extremo las posibles contradicciones de los órganos que ejercen el rol ordenador. En este sentido, cualesquiera sea el tribunal que se designe en definitiva, debería actualizar la situación y realizar con premura las acciones tendientes a su clarificación, en el marco de la ley específica.


    G., Y. N. y otros c/ D., M. F. s/ denuncia por violencia familiar


    COMP, 186, L.XLV, 08 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Controversia de competencia ajena al ámbito de la Corte Suprema: contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia.


    La controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte Suprema, toda vez que, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7º del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Medina, Mercedes Marcela c/ Aguas Argentinas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 93, L.XLV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración oficiosa de incompetencia que devino extemporánea: sentencia anterior firme y consentida por la demandada. Declinación de la competencia federal "ratione personae".


    Corresponde considerar que la declaración oficiosa de incompetencia devino extemporánea, toda vez que, dicha decisión, fue adoptada después que el magistrado de primera instancia dictó sentencia de trance y remate, resolución que se encuentra firme y consentida por la demandada. En tal sentido, las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia. Asimismo, en lo atinente a la competencia federal "ratione personae", cabe señalar, que ésta puede ser declinada, y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita, o resulte de la prórroga de jurisdicción consentida en el proceso. Así, puesto que la demandada consintió la competencia local con la contestación de demanda, y demás actuaciones procesales efectuadas a posteriori, tampoco, entonces, resulta oportuna la declaración de incompetencia efectuada de oficio por la Alzada local, toda vez que de haberle correspondido el fuero federal en razón de la persona, el mismo fue prorrogado a favor de la justicia provincial, no encontrándose además discutidas normas esenciales de carácter federal.


    Sciacca, Antonio c/ ANSeS ex CASFEC s/ Ejecucion de honorarios


    COMP, 1073, L.XLIV, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia ajena a la órbita de la Corte Suprema: contienda habida entre jueces nacionales de primera instancia.


    No corresponde a la Corte Suprema intervenir en el caso en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del magistrado que previno.


    Dini, Ricardo c/ Colangelo, Horacio s/ Daños y perjuicios


    COMP, 70, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del primer tribunal judicial que intervino en las actuaciones: petición de beneficio de litigar sin gastos, a raíz de la interposición de un recurso de queja por apelación denegada.


    La petición del beneficio de litigar sin gastos, a raíz de la interposición de un recurso de queja por apelación denegada, debe someterse al juez del proceso principal, lo que supone que tal solicitud debe tramitar ante el primer tribunal judicial que intervino en las actuaciones.


    Fundación Ciudadanos s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP, 174, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional: tribunal que ha prevenido en el conocimiento de la problemática familiar en la que está involucrado un menor. Principio perpetuatio jurisdictionis.


    Atendiendo al estado del litigio y a la especial personalidad del menor, quien necesita un tratamiento por su adicción a las drogas, cuyo consumo lo conduce a cometer delitos, y teniendo en consideración que es proclive a fugarse de los distintos lugares de internación por los que ha pasado, corresponde concluir que a esta altura no resulta adecuado proveer una nueva atribución jurisdiccional, escindiendo la continencia del problema, con el consiguiente desgaste institucional que esto apareja. Al contrario, es razonable que siga interviniendo la justicia nacional, al menos, hasta tanto se verifique fehacientemente el domicilio real y permanente del menor, y de su representante legal.


    R., F. s/ Medidas cautelares


    COMP, 1070, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Banco Hipotecario S.A. contra un municipio, a fin de obtener el cumplimiento de un contrato de mutuo con garantía hipotecaria. Improcedencia tramitación de la causa en fuero federal. Competencia justicia local.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En el sub lite no se presenta ninguna de esas situaciones. Ello es así porque, por un lado, la actora es una sociedad anónima, ente de carácter privado, conforme a lo establecido en el art. 16 de la ley 24.855, y, por el otro, la materia en debate es propia del derecho común toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el objeto de la acción consiste en obtener el cumplimiento de un contrato de mutuo con garantía hipotecaria.


    Banco Hipotecario S.A. c/ Municipalidad de la Costa s/ Ordinario


    COMP, 464, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Competencia justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Chamorro Díaz, Melanio c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 523, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión "Viejo Roble S.A.". Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019, puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa.


    Fernández Vega, Alejandrina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP, 549, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Fiscalía de Estado - Pcia. de Bs. As. c/ Gildin S.A. s/ Cuestión de competencia


    COMP, 531, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Solicita remisión de expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y teniendo presente que el trámite de la inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, solicito a la Corte que tenga a bien requerir al Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires N° 8 el expediente N° 22.312/1 "GCBA s/ otros procesos incidentales?.


    López, Mariela Edith c/ Hospital Público de Autogestión Infantil Ramón Sardá y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 514, L.XLV, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: continuación del trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Matta, José Antonio y otra c/ Banco Francés s/ Sumarísimo


    COMP, 529, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios- resp. Prof médicos y aux".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Sánchez, Julia c/ Hospital Oftalmológico Santa Lucía y otro s/ Interrupción de prescripción


    COMP, 178, L.XLV, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: continuación ante el fuero que lo dictó. Límite de transferencia de expedientes.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Seguí, Guillermo c/ Banco de Galicia y Bs. As. s/ Sumarísimo


    COMP, 605, L.XLV, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Oportunidad para el planteo de cuestiones de competencia. Remisión precedente "Rezk". Inhabilitación del tribunal superior de primera instancia para resolver acerca de su competencia. Materia ajena al recurso de apelación.


    Remisión "Rezk", Fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Si la Corte considera que razones de economía procesal autorizan a dejar de lado tales aspectos procesales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia, resultan aplicables al sub examine, los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debería continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, no obstante lo cual, previamente corresponde devolver las actuaciones a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (Sala IlI) para que resuelva la apelación pendiente.


    Alvarez, Raúl - Incidente de competencia c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    COMP, 214, L.XLV, 01 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Inexistencia. Intervención de la Corte por razones de celeridad y economía procesal. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", segunda hipótesis del acápite VII del dictamen del Ministerio Público y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    En virtud de lo previsto en el art. 24, inc. 7°) del decreto 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Crespo, Amadora c/ P.E.N. - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP, 939, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento sobre la competencia: imposibilidad de revisión de la cuestión. Facultad de los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso: inaplicabilidad cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    La Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios que pudieran impedirlo.


    De Vido, Juan Carlos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 902, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Si la Corte Suprema de Justicia de la Nación considera trabado un conflicto positivo de competencia en los términos del art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, toda vez que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y teniendo presente que el trámite de la inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se solicita al Tribunal Supremo nacional que tenga a bien requerir al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el expediente Nº 6421/09 "GCBA s/ SAO - otros s/ inhibitoria, en Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial c/ GCBA s/ sumarísimo".


    Fiscalía General Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial c/ GCBA s/ Proceso de conocimiento.


    COMP, 903, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Habilitación para resolver un recurso de apelación.


    Por aplicación de la doctrina de la Corte que surge del precedente "Rezk" (publicado en Fallos: 324:2493), cabe concluir que la cámara no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa, pues ello no había sido materia de apelación.


    Ginocchi, Dora Rosa Beatriz c/ Banco de Galicia y Bs. As. Suc. Goya s/ Sumarísimo


    COMP, 907, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Impugnación de acto administrativo (resolución de AFIP). Porcentaje del canon que se destina a la seguridad social. Competencia justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    El fuero nacional en lo contencioso administrativo federal es el competente para conocer en autos, puesto que lo que se está discutiendo es la validez de un acto emanado de autoridad nacional (AFIP), que -según afirma la actora- aplica incorrectamente el régimen aprobado por el decreto 1384/01 y, por lo tanto, la materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a) de la ley 13.998.


    Nuevo Central Argentino S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Inclusión régimen facilidades de pago.


    COMP, 916, L.XLV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Tasas municipales en concepto de derecho de publicidad y propaganda. Incompetencia de la justicia federal. Trámite ante la justicia provincial. Remisión a precedentes. Materia del pleito de naturaleza local.


    En casos similares, en los que se impugnaban normas municipales por estimarlas contrarias al Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento y al Régimen de Coparticipación Federal, este Ministerio Público sostuvo que se trataba de planteos conjuntos de orden local y federal y que, por lo tanto, debían tramitar ante la justicia provincial (v. P. 1644, L. XLII, "Petrobras Energia c/ Municipalidad Gral. Belgrano s/ Acción declarativa" y R. 670, L. XLIV, "Reginald Lee SA c/ Municipalidad de Ensenada Magdalena Brandsen s/ Acción declarativa de certeza". Asimismo, en fecha reciente, al cambiar expresamente la doctrina de Fallos: 324:4426, la Corte señaló que el régimen de coparticipación federal forma parte integrante del plexo normativo local (P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de si acción declarativa"). A la luz de estos nuevos criterios, en su correcta aplicación al sub lite, toda la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales (conf. "Tía Maruca Argentina S.A. c/ Municipalidad de Navarro s/ Ordinario").


    Pritty S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario.


    P, 675, L.XLV, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia cuando se suscitan conflictos entre tribunales de la misma provincia. Resolución por parte del máximo órgano jurisdiccional provincial.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, pues éste no confiere atribuciones para dirimir los conflictos suscitados entre tribunales de la misma provincia, que se refieren a la organización y el funcionamiento de los poderes públicos provinciales, situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. En el sub lite la contienda ha quedado trabada entre juzgados de primera instancia de la Provincia de Buenos Aires cuya solución le corresponde al máximo órgano jurisdiccional provincial.


    Agrogamen S.A. c/ Fisco de la Prov. de Bs. As. s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 980, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por diferencias salariales entablada por personal no docente de la Universidad de Buenos Aires: Competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal. Relación de empleo público autorregulado.


    El fuero contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución.


    Castillo, Adriana Elizabeth c/ UBA - Dto. 2213/87 s/ Empleo público.


    COMP, 1023, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional. Principio de radicación. Competencia tribunal provincial que ya intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Remisión Comp. 775, L. XLIV, Stamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. -Suc. Goya- s/ sumarísimo.


    Escobar, Amado Felix c/ Banco de Galicia y Bs.As. s/ Sumarísimo.


    COMP, 1053, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional. Principio de radicación. Competencia tribunal provincial que ya intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Remisión Comp. 775, L. XLIV, Stamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. -Suc. Goya- s/ sumarísimo.


    Piasentini, Rubén Carlos y otra c/ Bco. de Galicia y Bs. As. s/ Sumarísimo.


    COMP, 1042, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de tributo. Extracción de hidrocarburos. Procedencia recurso extraordinario: denegación del fuero federal. Cuestiones de índole local y federal: competencia justicia provincial. Ausencia de interés directo en el pleito del Estado Nacional. Incompetencia de la justicia federal.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte (art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2°, incs. 6° y 12 de la ley 48). Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, puesto que, por un lado, la resolución de la causa involucra planteos conjuntos de orden local y federal y, por el otro, porque el juez que deba resolver el pleito tendrá que examinar el alcance de un tributo que deriva de una ordenanza municipal creada y aplicada por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. No surgen razones suficientes que permitan concluir que la Nación es parte en la cuestión propuesta. Es decir, no aparece configura la exigencia de que el Estado Nacional sea parte en sentido sustancial, en la medida que los argumentos esgrimidos para involucrar la Nación resultan insustanciales a los efectos de hacer surgir la competencia de excepción.


    YPF S.A. c/ Municipalidad de Comodoro Rivadavia y otro s/ Ordinario.


    Y, 17, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    Cons. de prop. Torre 2 Sec. Castañares 4847 B Samore c/ Instituto de la Vivienda s/ Ejecución de expensas.


    COMP, 479, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de inhibitoria. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia privación de fuero federal y de justicia.


    La resolución apelada, si bien no accedió al pedido de que la causa tramite ante el fuero federal de esta Capital, no implicó que el recurrente se vea privado de su derecho a litigar en el fuero federal, toda vez que ya se encuentra haciéndolo ante la justicia federal de Junín. Por otra parte, esta circunstancia tampoco lo coloca en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir tramitando su pretensión.


    Estado Nacional - Ministerio de Economía - SAGP y A - Resol. 28/04 INASE s/ Inhibitoria.


    E, 81, L.XLIV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A c/ Paimun S.A. s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 401, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A c/ Hoshi S.A. s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 408, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A c/ Favens S.C.A s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 409, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A c/ Ronderos, Alberto José s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 410, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A. c/ Herrera Roger, José s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 420, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia: resolución por parte del tribunal superior del juzgado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que corresponda dirimir a la Corte puesto que el conflicto debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. Ello es así, ya que el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia cuya resolución le compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término


    Lemos, Silvia Elizabeth y otros c/ Repsol YPF S.A. s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 386, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Contienda entre jueces de primera instancia: resolución por parte de la Cámara del tribunal que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Ello es así, porque el art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término


    Martino, María Lucía y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Bco. Provincia) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561.


    COMP, 424, L.XLV, 19 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios- resp. Prof médicos y aux", y Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires".


    El proceso debe continuar su trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Matera, Juan Carlos c/ Zabala, Rubén y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 259, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. Prof médicos y aux".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Mercado Figueredo, Jorge y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 157, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de competencia. Apelación. Resolución por parte de la alzada del juez que dictó la decisión impugnada.


    Resulta aplicable al sub examine la doctrina de la Corte que establece que, en los casos en los que una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez al que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Morelli, Miriam c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y otro s/ Amparo - Ley 16.986.


    COMP, 432, L.XLV, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pretensión de nulidad de sentencia dictada en sede penal. Inexistencia causa contencioso administrativa. Competencia justicia nacional en lo criminal y correccional.


    El contenido de la pretensión de la actora es claramente de naturaleza procesal penal, en tanto requiere que se declare la nulidad de una sentencia dictada por un juez penal -a la que le atribuye ciertos vicios-, para iniciar una nueva causa penal. No se encuentra habilitada para resolver un planteo de nulidad de una sentencia dictada por un juez con otra competencia, como que la actora no demanda por responsabilidad del Estado.


    Padilla, Laura Edith c/ PJN y otros s/ Proceso de conocimiento.


    COMP, 405, L.XLV, 19 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de normas nacionales de procedimientos. Solicita remisión de expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Taboada, José c/ Hospital Rivadavia y otros s/ Interrupción de prescripción (art. 3986 c.c.).


    COMP, 385, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de derecho de publicidad y propaganda. Denegación de fuero federal. Procedencia recurso extraordinario. Competencia justicia provincial: materia del pleito que reviste naturaleza local.


    En casos similares, en los que se impugnaban normas municipales por estimarlas contrarias al Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento y al Régimen de Coparticipación Federal, este Ministerio Público sostuvo que se trataba de planteos conjuntos de orden local y federal y que, por lo tanto debían tramitar ante la justicia provincial. Toda la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales.


    Tía Maruca Argentina S.A. c/ Municipalidad de Navarro s/ Ordinario.


    T, 158, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en cuestiones de competencia. Declaración extemporánea de incompetencia. Causa concluida mediante el dictado de sentencia que puso fin a la controversia.


    Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. El tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad.


    Vitantonio, Eduardo c/ Bank Boston N.A. s/ Cumplimiento de contrato.


    V, 292, L.XLIII, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Mutualidad Argentina de Hipoacúsicos". Competencia fuero contencioso administrativo federal.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Abrazian, Sonia Isabel c/ Estado Nacional - Dto. 1387/01 y 471/02 s/ Proceso de ejecución


    COMP, 62, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Aerolineas Argentinas s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 136, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Apelación de multa interpuesta por un municipio a una empresa del Estado Nacional. Improcedencia fuero federal en razón de la persona. Inexistencia materia de naturaleza federal. Empresa de capitales mixtos. Competencia justicia local. Derecho a litigar en el fuero federal, cuando surge en razón de las personas: renunciable expresa o tácitamente, de acuerdo a la postura asumida en el proceso.


    Esta causa debe tramitar ante la justicia local. La materia en debate no reviste naturaleza federal que haga surtir el fuero de excepción, pues de trata de una cuestión derivada del poder de policía local como es la revisión de una multa, impuesta por un juez de faltas, por infracción a una ordenanza municipal que regula la realización de trabajos sobre las calzadas del municipio. Tampoco compete a la justicia federal ratione personae. Ello es así, porque Aguas y Saneamientos Argentinos es una sociedad anónima, constituida bajo el régimen de la ley 19.550, cuyo capital social está conformado por el Estado Nacional, con un aporte del noventa por ciento, y los ex trabajadores de Obras Sanitarias de la Nación adheridos al Programa de Propiedad Participada, en el restante diez por ciento (conf. arts. 1º y 2º del decreto 304/06, ratificado por la ley 26.100). Se trata de una sociedad de capitales mixtos (públicos y privados) y no exclusivamente estatal, a diferencia de lo que sucedía con la ex Obras Sanitarias de la Nación... . No obstante lo expuesto, tampoco se puede soslayar que por el momento la totalidad del paquete accionario de Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. se encuentra en poder del Estado, porque todavía no se concretó el programa de propiedad participada al que se hizo referencia, circunstancia que podría determinar la procedencia del fuero federal en razón de las personas involucradas en la litis. Sin embargo, aun cuando ello se admita como hipótesis de trabajo, cabe recordar que el derecho a litigar en el fuero federal cuando surge en razón de las personas es renunciable expresa o tácitamente y ello es lo que ha sucedido en esta causa, porque la empresa que podría eventualmente reclamar ser juzgada en aquel fuero no ha invocado esa prerrogativa y, por lo tanto, es válido presumir que ha consentido que sean los tribunales locales los que revisen la medida adoptada por el juez de faltas. En efecto, cuando el fuero federal está establecido ratione personae puede ser declinado y su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquél a cuyo favor se establece. Aquella renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. También ha dicho la Corte que la competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito es renunciable a favor de la justicia provincial, circunstancia que se da en el sub iudice, en virtud de la conducta de la empresa involucrada.


    Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. s/ apel. falta munic.


    COMP, 1064, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Alamtec La Casa del Transformador S.R.L. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 141, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Amersur S.A. Honda Motor de Argentina S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 46, L.XLVI, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abisu, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Bastia, Fernando Gastón c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 813, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra la Administración de Parques Nacionales por diferencias salariales. Cuestiones de derecho público y persona demandada: competencia Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Corresponde a la justicia federal conocer en la causa, puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional, y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. El fuero en lo contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Benavente, Pedro c/ Estado Nacional - APN - Resol. 446/02 s/ Empleo público


    COMP, 78, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Cuestión planteada entre jueces federales de primera instancia. Resolución por parte de la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver. El art. 24, inc, 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    Capelari, Norma Victoria c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 (CITI) s/ Amparo ley 16.986


    COMP, 67, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Carrefour Argentina S.A. y Philips Argentina S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 58, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Carrefour Argentina S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 139, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Clarin Global S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 135, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, Cencosud S.A. c/ Estado Nacional disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Confort Belgrano 2802 S.A. s/ inf. ley 22.802


    COMP, 164, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil


    Cons. de Prop. Azopardo 1539 c/ Instituto de la vivienda del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Ejecución de expensas.


    COMP, 1035, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    Cons. Prop. Soldado de la Frontera 5391 UF 59 s/ Ejecución de expensas


    COMP, 96, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 838, L. XLIV, "Otanaw S.A.A.I.C.I. Y F. c/ Edenor S.A. y otro s/ Expropiación - servidumbre administrativa". Corresponde a la justicia lo civil y comercial federal.


    Consorcio de copropietarios de la Av.Pueyrredon 1681/95 c/ Edesur SA s/ Expropiación - sevidumbre administrativa


    COMP, 23, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    CTI Compañia de teléfonos del interior S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 142, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Daiche S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 60, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05". Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Daimler Chrysler Argentina S.A. S.A.C.I.F.M. s/ Ley 22.802


    COMP, 44, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Dana Argentina S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 59, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Viejo Roble S.A.".


    Resultan aplicables al sub lite, los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Del Valle Díaz, Rosa Petrona c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP, 176, L.XLV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. 01:0068165/05". Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Disco S.A. s/ inf. ley 22.802


    COMP, 5, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Viejo Roble S.A.".


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Echeverría, José María c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ cobro de sumas de dinero


    COMP, 128, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. Prof médicos y aux".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Echeverría Silva, Jacqueline del Carmen c/ Hospital General Ignacio Pirovano y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 188, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces federales de primera instancia: resolución por el órgano superior del magistrado que primeramente intervino.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico. Ello es así, porque el art. 24, inc, 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema de Justicia a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción c/ Gualdo de Romero, Laura Dora s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 10, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Faly & Co de Ary Demian Zajd; Casa Tinok S.R.L; Importadora Americana S.R.L s/ infracción ley 22.802


    COMP, 198, L.XLV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Validez acto administrativo: competencia fuero contencioso administrativo federal.


    El fuero nacional en lo contencioso administrativo federal es el competente para conocer en autos, puesto que lo que se está discutiendo es la validez de un acto emanado de autoridad nacional (Ministerio del Interior) y, por lo tanto, la materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a) de la ley 13.998.


    Figueras, Jorge Omar c/ EN - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 1866/83 s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de seg.


    COMP, 1001, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional SCI Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Florida Classic S.R.L. s/ inf. ley 22.802


    COMP, 132, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, Cencosud S.A. c/ Estado Nacional SCI disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Garbarino S.A. s/ inf. ley 22.802


    COMP, 166, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios resp. Prof médicos y aux.".


    El proceso debe continuar su trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gatti, Esther c/ Hospital Gral. de Agudos Parmenio Piñeiro s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 967, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A. c/ Politi, Vicente José s/ Ejecución fiscal - ABL


    COMP, 123, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, Cencosud S.A. c/ Estado Nacional ? SCI ? disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    General Motors de Argentina S.R.L s/ inf. ley 22.802


    COMP, 165, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas con posterioridad al dictado de un acto jurisdiccional. Competencia tribunal que previno.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Giuliani, Antonio Pablo c/ Banco Rio de la Plata s/ Sumarísimo


    COMP, 989, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: competencia tribunales de la justicia provincial que ya intervinieron.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Giuliani, Maria Alicia c/ Banco Rio de La Plata S.A. s/ sumarísimo


    COMP, 81, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Viejo Roble S.A." y "Rodríguez Atilana".


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Gutiérrez Rosa Luz c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ proceso de conocimiento - Ley 25.561.


    COMP, 117, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Honda Automóviles de Argentina S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 131, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de tributos en concepto de tasa por servicios a la actividad comercial, industrial y de servicios y contribución que incide sobre la publicidad y la propaganda. Procedencia recurso extraordinario: denegación de fuero federal.


    Este proceso no corresponde a la competencia de la justicia federal. Corresponde a la competencia de los jueces locales, puesto que, por un lado, la resolución de la causa involucra planteos conjuntos de orden local y federal y, por el otro, porque el juez que deba resolver el pleito tendrá que examinar el alcance de unos tributos que derivan de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. Ello es así, en resguardo del respeto al sistema federal y de las autonomías provinciales que requieren que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    H.S.B.C. New Life Seguro de Vida S.A. c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán s/ Acción declarativa de certeza


    H, 217, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    In Pack S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 140, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Incidente: juez del proceso: tribunal que intervino en la causa principal.


    La causa debería continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, puesto que, la causa principal a la que corresponde este incidente fue resuelta por ese tribunal el 15 de abril de 2008. Al ser ello así, resulta aplicable al sub lite lo dispuesto en el art. 6°, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será competente para conocer en los incidentes el juez del proceso principal. La doctrina del Alto Tribunal en supuestos similares ha establecido que no procede el planteo de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que deberá seguir entendiendo el magistrado preventor, a fin de que decida las cuestiones accesorias que aún subsistan en la causa, tal como sucede en autos.


    Incidente de oposición al pago de justicia en causa N°59.288 caratulada "Café Recoleta S.A. s/ infracción ley 22.802"


    COMP, 197, L.XLV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Juez competente en un incidente: el que intervino en la causa principal. Cuestiones accesorias de la causa.


    Resulta aplicable al sub lite lo dispuesto en el art. 6°, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será competente para conocer en los incidentes el juez del proceso principal. La doctrina del Alto Tribunal en supuestos similares ha establecido que no procede el planteo de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que deberá seguir entendiendo el magistrado preventor, a fin de que decida las cuestiones accesorias que aún subsistan en la causa, tal como sucede en autos.


    Incidente de oposición al pago de tasa de justicia en causa N° 56.872 caratulada "Callao MTS s/ inf. ley 22.802".


    COMP, 184, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen 


    Remisión Comp. 184, L. XLV, "Incidente de oposición al pago de tasa de justicia en la causa N° 56.872 caratulada: "Callao MTS s/ inf. ley 22.802". Juez competente de un incidente: el de la causa principal.


    Resulta aplicable al sub lite lo dispuesto en el art. 6°, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será competente para conocer en los incidentes el juez del proceso principal.


    Incidente de regulación de honorarios solicitados por la Dra. María E. Vega relacionados con la causa N° 56.872 caratulada "Callao MTS s/ inf. ley 22.802".


    COMP, 183, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 649, L. XLIV, "Aguas Danone de Arg. S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Alimenticias Mendocinas S.A. c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza


    I, 6, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Ivax Argentina S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 133, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05". Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Jumbo Retail Argentina S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 31, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    La Maison de Raul Reynoso s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 138, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Lin Hongmei s/ ley 22.802


    COMP, 57, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional y Obra Social: competencia fuero federal en razón de la persona. Facultad de la Corte: asignación de causa a un tribunal que no intervino en la contienda.


    En el sub examine se encuentra demandado el Estado Nacional (Fundación de Sanidad Naval Hospital Naval Dr. Mallo) y, en tales condiciones, corresponde a la justicia federal conocer en la causa, puesto que, al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de los dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional, y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. También se encuentra demandada una obra social -que, en principio, se encontraría comprendida en los términos de los arts. 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la 23.661-, circunstancia que hace aplicable al caso el art. 38 de la ley citada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores. Esta causa continúe su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal, sin que obste a tal solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Ljunberg, Elsa Beatriz c/ Obra Social de Empleados de Comercio y Act. Civiles s/ Daños y perjuicios


    COMP, 705, L.XLIV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión "Viejo Roble S.A.".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Lucarella, Augusto Alejandro y otros c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP, 55, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Viejo Roble S.A.".


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Macellaro, Antonia c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Patagonia) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP, 147, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Magers S.R.L. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 134, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia en una causa en la que se dictó sentencia. Continuación del proceso en el tribunal que ya intervino.


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal Correccional (Sala I) no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de este tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Mancini, Marcelo Fabián c/ Estado Nacional s/ Amparo ley 16.986


    COMP, 1018, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Mercado Figueredo, Jorge Luis y otros c/ G.C.B.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 157, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05". Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Montagne Outdoors S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 32, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05". Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Ohm S.R.L. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 4, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Pisano S.A. s/ inf. Ley 22.802


    COMP, 137, L.XLV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El limite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Polledo, Marta s/ Ejecución fiscal - ABL


    COMP, 120, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia en un proceso en el que se dictó sentencia. Intervención tribunal que previno. Remisión.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Por aplicación de este criterio y en el mismo sentido que aquí se propugna, se resolvió la Comp. 775, L. XLIV, "Stamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. -Suc. Goya- s/ sumarísimo".


    Pozzer de Benedi, Maria Enriqueta c/ Banco de Galicia Bs. As. SA s/ Sumarisimo.


    COMP, 1054, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Sánchez, Julia c/ Hospital Oftalmólogico Santa Lucía s/ Interrupción de la prescripción.


    COMP, 178, L.XLV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Supermercados Ekono S.A. s/ inf. ley 22.802


    COMP, 103, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo ambiental. Inexistencia carácter interjurisdiccional del daño denunciado, exigida por la ley general del ambiente, para que sea competente la justicia federal. Ausencia carácter de parte sustancial del Estado Nacional. Competencia justicia local.


    Son las autoridades locales las encargadas de valorar y juzgar si la actividad proyectada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. La Corte Suprema dejó establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. En tales condiciones y porque la determinación de la naturaleza federal del pleito -el carácter interjurisdiccional del daño denunciado- debe ser realizada con particular estrictez de acuerdo con la indiscutible excepcionalidad del fuero federal, no verificándose causal específica que lo haga surgir, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local.


    Surfrider Foundation Argentina - Asociación Civil c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP, 39, L.XLV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Teleinfor S.A. c/ GCBA - Dirección General de Rentas s/ Medida cautelar


    COMP, 71, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05". Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Transportes Aéreos del Mercosur S.A. y Tam Lineas Aereas S.A. s/ ley 22.802


    COMP, 33, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Resolución de la contienda de competencia por parte de la Corte Suprema: Razones de economía procesal. Remisión "Viejo Roble S.A".


    Elementales razones de economía procesal permiten dejar de lado reparos procedimentales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia y autoriza a la Corte a resolverlo, máxime cuando en el caso ya han intervenido tres jueces y una cámara y el litigante todavía no encuentra tribunal para que entienda en su proceso. Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Andino Portillo, Idulfina c/ Santander Río y otro s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 350, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Garbini, Jorge Manuel c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 326, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A. c/ Salomon, Nelly s/ Ejecución fiscal


    COMP, 330, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    G.C.B.A. c/ Ragil, Víctor Andrés s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 331, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Grouleff, María Enriqueta y otro c/ Bank Boston NA s/ Sumarísimo.


    COMP, 344, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Cuestiones de competencia: inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia requisito sentencia definitiva. Determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa: cuestión de orden procesal.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.


    José, Minetti y Compañia SAIC c/ Estado Nacional - Secretaria de Estado de Seguridad Social s/ Rendición de cuentas.


    J, 32, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Cuestión entre magistrados de primera instancia: solución por parte del tribunal superior del juzgado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. Ello es así, porque el art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    Lescano, Silvia Adelia c/ Repsol Y.P.F S.A. s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 292, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda entablada por empleados de la Sindicatura General de la Nación por cobro de diferencias salariales. Competencia justicia nacional en lo contencioso administrativo federal: en razón de las personas y de la materia.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En el sub lite se presentan ambas situaciones. El fuero en lo contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Pozzobon, María Luisa y otros c/ Sindicatura General de la Nación s/ Diferencias de salarios.


    COMP, 284, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Banco de la Provincia de Buenos Aires a fin de obtener la inconstitucionalidad de las normas de emergencias. Ley 25.561. Inexistencia conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver: excepción: razones de economía procesal. Remisión a precedentes. Competencia federal.


    No existe en autos una contienda de competencia que la Corte deba resolver, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, toda vez que, a tales efectos, es necesario que exista una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Esta circunstancia no concurre en autos, pues el juez federal no se pronunció expresamente sobre su competencia -tal como hubiera sido menester-, sino que, simplemente se remitió a lo resuelto por su tribunal de alzada y en forma prematura elevó los autos a la Corte Suprema. En tales condiciones, todavía no existe una contienda correctamente trabada, cuya resolución competa al Tribunal. Sin perjuicio de lo expuesto, elementales razones de economía procesal, autorizan a la Corte a dejar de lado reparos procedimentales y a dirimirla sin más trámite, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia. Resultan aplicables al sub examine, los criterios que surgen del precedente de la Corte Suprema de Fallos: 325:1883 ("Melli").


    Scordamaglia, Irma c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Ordinario.


    COMP, 304, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 329:5586 y A. 163, L. XLIII, "Avanza, María Victoria, Álvarez, Blanca Beatriz y Avanza, Jorge Ramón c/ Banco Francés BBVA (Recurso de Hecho)".


    Este proceso debería seguir su trámite ante la justicia federal de Corrientes. Sin perjuicio de ello, en atención al temperamento adoptado en la causa "Cocco" (Fallos: 329:5607), de estimarlo pertinente, la Corte podría requerir informes a fin de averiguar si en esta causa se ha dictado un acto jurisdiccional, puesto que de ser así el proceso debe continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva.


    Vernengo, Andrés H. c/ BBVA Banco Francés S.A. (Suc. Ctes.) s/ Juicio sumario


    V, 1297, L.XL, 05 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión N.73, L. XLI, "Núñez, Mónica Patricia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios".


    Toda vez que la Provincia de Buenos Aires no es parte en este proceso por ser la Dirección General de Cultura y Educación una entidad autárquica que no se identifica con ella según el arto 201 de la Constitución Provincial, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Jardín de Infantes 921 (Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires) s/ Ejecución fiscal


    A, 703, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Interpretación art. 354, inc. 1) del CPCyCN.


    Si bien el art. 354, inc. 1), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Computronic S.R.L. c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán y otros s/ Inconstitucionalidad


    COMP, 814, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 316:331; Comp. 1501, L. XLI, "Fornelli, Rodolfo Eduardo c/ Ocupantes y/o Terceros de Corvalan 3255 Dpto. 10, Lanús (E) s/ Amparo ley 16.986"; Comp. 1445, L. XLIII, "Salomón Rubiño, Maria Josefa c/ Provincia de Mendoza s/ Ordinario" y Co


    Si bien el art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, dicha norma no puede extenderse más allá de aquéllos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Abregu, Pablo Domingo s/ Denuncia contra Distribuidora San Martín y otro


    COMP, 698, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Precedente "Rezk". Habilitación de competencia para resolver un recurso de apelación.


    La cámara no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa, pues ello no había sido materia de apelación.


    Armas, Adriana Noemí c/ Banco Hipotecario s/ Daños y perjuicios


    COMP, 670, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo por daños y perjuicios derivados de actos municipales: competencia justicia local. Co-demandado ETOSS: participación en el pleito de carácter nominal. Improcedencia justicia federal.


    Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, porque son esos magistrados los que tendrán que examinar el alcance de normas de naturaleza local creadas y aplicadas por autoridades de tal carácter. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que se encuentre demandado el ETOSS, pues en la demanda no se imputan conductas u omisiones por las que aquél deba responder y, en tales condiciones, se lo ha demandado solo nominalmente, y es sabido que ello no es suficiente para admitirlo en el juicio.


    Coa Construcciones y Servicios Públicos S.A. c/ Municipalidad de Tres de Febrero y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 727, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de tasa por servicio de inspección veterinaria. Incompetencia de la justicia federal. Régimen de coparticipación federal: integrante del plexo normativo local. Planteamiento de una cuestión federal con una de orden local. Competencia de la justicia local.


    En virtud de los fallos recientes de la Corte, en los que considera que el último de los regímenes jurídicos citados integra el derecho público local, corresponde ajustarse a ese criterio y, por lo tanto, esta causa deberá tramitar ante la justicia local, en virtud de la existencia de planteos conjuntos de orden local y federal.


    Molinos Río de La Plata S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario


    M, 265, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."): competencia del fuero civil y comercial federal. Facultad de la Corte para asignar el conocimiento de la causa a un tribunal que no intervino en la contienda.


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Corresponde atribuir el conocimiento de esta causa al fuero civil y comercial federal, sin que obste a tal solución la circunstancia de que no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen sido parte de la contienda.


    Seselovsky, Alejandro Luis c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (Citi) s/ Amparo sobre ley 25.561


    COMP, 790, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Cobro de tributo municipal en concepto de derecho por publicidad y propaganda: competencia de la justicia provincial. Procedencia recurso extraordinario: denegación de fuero federal. Remisión T. 158, L. XLV, "Tia Maruca Argentina S.A. c/ Municipalidad de


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Tía Maruca Argentina S.A. c/ Municipalidad de Berazategui s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 264, L.XLV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión precedente 325:1883 ("Melli") y Comp. 37, L. XLIII, "Barbona, Ramón Oscar c/ BBVA Banco Francés Suc. Goya s/ sumarísimo". Continuación del trámite ante la justicia federal.


    Por razones de celeridad y economía procesal y con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación de justicia, puede considerarse configurado un conflicto de competencia entre tribunales que carecen de un superior común, cuya resolución corresponde a la Corte, en virtud de la atribución que le confiere el art. 24. inc. 7), del decreto-ley 1285/58. En autos no existe un acto típicamente jurisdiccional que tenga por efecto hacer radicar el expediente en el fuero que lo dictó y, por lo tanto, no existe óbice para que se produzca su transferencia a la órbita federal.


    Ambrosetti, Rodolfo c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Sumario


    COMP, 660, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 632, L. XLV, "Consorcio de Prop. Calle Rep. Árabe Siria 3243 c/ GCBA y otros s/ Amparo".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Ciruelos David c/ G.C.B.A. y otros s/ Amparo.


    COMP, 689, L.XLV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente en la vía pública. Demanda contra GCBA y Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. (Sociedad estatal). Competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito: renunciable a favor de la justicia provincial. Consideración de la conducta de la empresa involucrada. Competencia de la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Remisión Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios"; Comp. 763, L. XLIV, "Rojas, Josefa del Carmen c/ Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios"; Comp. 991, L. XLIV, "Rigolino, Graciela Marta c/ Asturcon S.R.L. y otros s/ Daños y perjuicios" y Comp. 1064, L. XLIV, "Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. s/ apelación falta municipal". El derecho a litigar en el fuero federal cuando surge en razón de las personas es renunciable expresa o tácitamente y ello es lo que ha sucedido en esta causa, porque la empresa que podría eventualmente reclamar ser juzgada en aquel fuero no ha invocado esa prerrogativa. Cuando el fuero federal está establecido ratione personae puede ser declinado y su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquel a cuyo favor se establece. Aquella renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.


    Correa Torres Juvenal, Nicolás c/ AYSA - Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. c/ Daños y perjuicios


    COMP, 251, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Cuestión suscitada entre jueces de primera instancia: resolución por parte del tribunal superior del juzgado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, pues el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Di Piazza, Hilda Elena c/ P.E.N Ley 25.561 (Diferencia CER) - HSBC- s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 717, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: resolución por parte del tribunal de alzada del juez que intervino en primer término. Intervención de la Corte para determinar la radicación definitiva del expediente: razones de celeridad y economía procesal.


    Resultan aplicables al sub lite los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") puesto que se encuentra configurada la tercera de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Echevarría, Beatriz América y otro c/ Banco de la Nación Argentina y otro s/ Ordinario


    COMP, 714, L.XLV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Ferreira, Ignacio Norberto c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 693, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Empresa prestadora del servicio de subterráneos. Parte actora en el pleito. Cuestionamiento de la competencia del tribunal ante el cual presenta el reclamo. Impugnación de acto dictado por autoridad local: interpretación del contrato de concesión y su addenda. Improcedencia del fuero federal. Competencia de la justicia local.


    El conocimiento de esta causa tal como se encuentra planteada no corresponde a la justicia federal. Los jueces locales son competentes para resolver acerca de la validez de un acto administrativo dictado por una autoridad local mediante un proceso previsto en una norma de las mismas características, aún cuando se alegue, como sucede en el caso, que esa autoridad es incompetente para dictar el acto en cuestión. Es que, a tal fin, son aquéllos magistrados los que deberán examinar el alcance de disposiciones locales, creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Metrovías S.A. c/ Ente único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 483, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de normas nacionales de procedimiento. Solicita expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    Ramos, María de los Ángeles c/ Tassi, Gladys Mabel y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 667, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. Prof médicos y aux.".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Taboada, José c/ Hospital Rivadavia y otros s/ Interrupción de prescripción


    COMP, 385, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local: amparo promovido contra la Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización, Ahorro y Préstamo para la Vivienda. Declinación del fuero federal: contestación de la demanda ante la justicia local.


    Toda vez que el actor promovió acción de amparo contra la Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización, Ahorro y Préstamo para la Vivienda, a fin de que se le provea la droga denominada Temozolamida 200 mg. a los efectos de posibilitar el tratamiento de su enfermedad, y que el magistrado local hizo lugar al amparo ordenando a la obra social suministrar el medicamento solicitado, resulta competente para entender en las presentes actuaciones la justicia provincial. Es que si bien fuero federal se establece ratione personae, éste puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita, o resulte necesariamente de la prórroga de jurisdicción operada en el proceso. Por lo que si la requerida consintió la competencia local al contestar la demanda por ante dicha jurisdicción, más allá de haberle correspondido el fuero federal en ese estado del trámite, la declaración de incompetencia de la justicia ordinaria, fue extemporánea


    Nicolino Enrique Vicente c/ Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro y Préstamo para la vivienda s/ Amparo


    COMP, 308, L.XLV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia de primera instancia en lo civil y comercial y de sexta nominación de Santiago del Estero. Pacto entre partes en el que se prorroga la jurisdicción territorial a favor del juzgado provincial a los efectos de homologar un convenio. Deber de comunicar la homologación del pacto del juez provincial al magistrado federal.


    Toda vez que la partes arribaron a un acuerdo conciliatorio, en el que pactaron prorrogar la jurisdicción territorial a favor del juzgado provincial a los efectos de homologar dicho convenio, y atendiendo a la naturaleza del proceso central, corresponde atribuir competencia para entender en la causa al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y de Sexta Nominación de Santiago del Estero, máxime cuando las partes acordaron poner fin al juicio, objeto de acuerdo. Sin perjuicio de ello, cabe señalar que principios de seguridad jurídica aconsejan que, al homologarse el pacto, el magistrado provincial comunique al juez federal tal circunstancia, ello a los fines de evitar la configuración de situaciones procesales contradictorias en uno y otro juicio.


    Sancor Cooperativa de Seguros Limitada s/ Homologación judicial de convenio


    COMP, 433, L.XLV, 28 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil: ausencia de planteamiento ante el tribunal de alzada de agravios vinculados con la competencia en razón de la materia. Actos típicamente jurisdiccionales.


    Corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil para continuar entendiendo en el juicio, toda vez que, en oportunidad de deducir recurso de apelación, no fue planteado ante el tribunal de alzada agravio alguno vinculado con la competencia en razón de la materia, jurisdicción que fue consentida por las partes en litigio.


    The Capita Corporation de Argentina S.A. c/ Ruchti de Arrosagaray, María Angélica s/ Ejecución especial ley 24.441


    COMP, 431, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "A. M. S. s/guarda" (exped. n° 101.818/2001; S. C. Comp. N° 1281, L. XLIII).


    A., N., c/ M., Ricardo s/ reintegro


    COMP, 56, L.XLV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración extemporánea de incompetencia por parte de jueces de segunda instancia.


    Corresponde entender que devino extemporánea la declaración de incompetencia efectuada por la Cámara Federal de la Ciudad de la Plata, desde que se desprende de las constancias de autos, la oportunidad de los magistrados para declarar su incompetencia ha fenecido, por cuanto, al tratarse de jueces de segunda instancia solo podían hacerlo al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de haber recaído la sentencia sobre el fondo del asunto, máxime habiendo en la causa un recurso concedido pendiente de resolución ante ese Tribunal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Obispado de Lomas de Zamora s/ Ejecución Fiscal


    COMP, 937, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 612, L.XLIV, "Fisco Nacional c/Claudio Arens y Carlos Forestier s/ejecución fiscal".


    Fisco Nacional c/ Claudio Arens y Carlos Forestier s/ Ejecución fiscal


    COMP, 610, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 612, L.XLIV, "Fisco Nacional c/Claudio Arens y Carlos Forestier s/ejecución fiscal".


    Fisco Nacional c/Claudio Arens y Carlos Forestier s/ Ejecución fiscal


    COMP, 611, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia: intervención de la alzada del juez que previno. Improcedencia de la intervención de la CSJN.


    No corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación intervenir en el caso en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Lifrieri, Eduardo s/ PEN s/ Amparo


    COMP, 1059, L.XLIV, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia de las contiendas de competencia: declaración extemporánea de incompetencia. Demanda contra el Estado Nacional. Causa regida por el derecho administrativo: competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    De una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del código de rito, la resolución de la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en cuanto se declara, de oficio, incompetente, devino extemporánea, toda vez que, según se desprende de las constancias de autos, dicha decisión fue adoptada luego de haber recaído sentencia de primera instancia sobre las cuestiones de fondo debatidas, que pone fin a este proceso, y sin que el tema de competencia haya sido objeto de agravios por el recurrente. En tal sentido, las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictado tal acto procesal. A mayor abundamiento, corresponde agregar que en el contexto de estas actuaciones, en el que el Estado Nacional se encuentra nominal y sustancialmente demandado y la causa se rige por el derecho administrativo (títulos públicos convertidos en Préstamos Garantizados por la recaudación impositiva, según lo establecido por el Decreto Nº 1387/01, convertidos a pesos por el Decreto Nº 471/02, v. fs. 281/303), la presente causa corresponde a la competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Marti Reta, Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 1037, L.XLII, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. Comp. 650, L. XLIV "Centurión, Mariana c/Provincia ART. SA s/ordinario".


    Romero, Rubén Nicolás c/ Provincia ART s/ Daños y perjuicios


    COMP, 976, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Reitera dictamen.


    S., M., s/ incidente familia


    COMP, 828, L.XLIV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia: intervención de la alzada del juez que previno. Improcedencia de la intervención de la CSJN.


    No corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación intervenir en el caso en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Selmo, Ana María c/ PEN s/ Amparo


    COMP, 35, L.XLV, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del planteo de inhibitoria efectuado en extraña jurisdicción: elección previa de la vía declinatoria.


    Considerando que al elegirse una vía, declinatoria o inhibitoria, no puede en lo sucesivo intentarse la otra, corresponde determinar que es inadmisible el planteo de inhibitoria efectuado en extraña jurisdicción, cuando el demandado, primero, se había presentado ante la justicia nacional en lo civil promoviendo una declinatoria.


    Cabral, Irma c/ Tello, José s/ Daños y perjuicios


    COMP, 232, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Amparo por mora contra la ANSeS. Determinación del magistrado competente frente a un incidente de la causa principal.


    La competencia para entender en el incidente no puede sino corresponder al mismo Magistrado que interviene en el juicio principal debido a la interdependencia por accesoriedad existente entre ambos.


    Cavalieri de Bonavera, Hortensia y otros c/ ANSeS s/ Incidente


    COMP, 246, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos aunque no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa.


    Es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos.


    Federico Pascual c/ Sánchez, Gastón M. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 233, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que tenga a bien remitir al Ministerio Público Fiscal los autos: "Inmobiliaria Celestino S.A. c/ Ficher, Gustavo Eduardo s/ Ejecución hipotecaria"; Expediente N° 25.405/2004, en trámite ante el Juzgado Na


    Ficher, Gustavo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    COMP, 397, L.XLV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 326:4019.


    Gotilla, Hugo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP, 266, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 327:1128.


    González, Raúl c/ González, Nélida s/ Daños y perjuicios


    COMP, 187, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Juez de la causa principal: competencia en la ejecución de los honorarios regulados por el magistrado que por su delegación entendió en el trámite del embargo trabado sobre un bien con radicación en su jurisdicción. Art. 4º del Convenio de Comunicaciones -ley 22.172-.


    En el marco de lo establecido por el art. 4º del Convenio de Comunicaciones -ley 22.172- no pueden plantearse ante el tribunal oficiado cuestiones de ninguna naturaleza. En ese contexto adquiere particular relevancia la doctrina de la Corte Suprema que estableció que el juez de la causa principal es competente en la ejecución de los honorarios regulados por el magistrado que por su delegación entendió en el trámite del embargo trabado sobre un bien con radicación en su jurisdicción. Así, desde que en el proceso principal se encuentra en trámite de ejecución de una sentencia condenatoria en costas, en cuyo cumplimiento se trabó el embargo que dio lugar a la regulación de honorarios cuya factura también se pretende, razones de economía, celeridad y concentración procesal tornan aconsejable que este trámite incidental también se radique ante aquel magistrado (artículo 6° inciso 1 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-aplicable a este tipo de controversias-).


    Marjor S.A. c/ Metalúrgica El Indio S.A. s/ Ordinario s/ incidente de embargo preventivo


    COMP, 1066, L.XLIV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto habido entre jueces nacionales y federales de primera instancia: cuestión ajena al ámbito de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no debe dirimir una contienda jurisdiccional, toda vez que el conflicto habido entre jueces nacionales y federales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    OSECAC c/ Compañía Misionera de Construcción S.A. s/ Ejecución ley 23.660


    COMP, 278, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto habido entre jueces nacionales y federales de primera instancia: cuestión ajena al ámbito de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no debe dirimir una contienda jurisdiccional, toda vez que el conflicto habido entre jueces nacionales y federales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    OSECAC c/ Compañía Misionera de Construcción S.A. s/ Ejecución ley 23.660


    COMP, 279, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 445, L. XXIII, "Sarquis Pablo Víctor c/ Alcantara S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria"; Comp. 747, L. XXIII, "Banco Torquinst S.A. c/ Juan Carlos Brenann y otro s/ Ejecución hipotecaria"; Comp. 395, L. XXIV, "Banco Exterior S.A. c/ Carlos D


    S.A. Alba Fábrica de Pinturas, Esmaltes y Barnices c/ Golkan S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 406, L.XLV, 29 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia en lo laboral: Acordada 75/96 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    De autos surge que aun no se ha dictado un nuevo pronunciamiento conforme lo ordenó el Tribunal respecto a la ejecución de la sentencia n° 10.944 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo y la inconstitucionalidad de los artículos 8° de la ley 25.344, 12 del anexo III del decreto 1116/2000 y de la ley 24.463, cuestión que, por razones de economía y celeridad procesal, además de la índole previsional de los intereses en juego, torna indispensable una pronta resolución del conflicto que haga viable la dilucidación final de la controversia por los jueces correspondientes. En ese ámbito, la justicia en lo laboral es competente para dictar la resolución ordenada. Ello es así, toda vez que si bien la ley 24.655 creó el fuero Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social atribuyéndole el trámite de causas como la presente, la Acordada 75/96 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación dispuso que los juicios radicados en el fuero del trabajo, continuarían tramitando ante esos estrados.


    Trolliet, Juan c/ ANSeS s/ Ejecución previsional


    COMP, 168, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado que entendió en el juicio ejecutivo para conocer en el juicio ordinario posterior.


    El magistrado que entendió en el juicio ejecutivo resulta competente para conocer en el juicio ordinario posterior generado por la promoción de aquél.


    Coleff, Juan c/ Perrault, Eduardo s/ cobro de pesos


    COMP, 339, L.XLIV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita requerir los expedientes "Petrobras Energía S.A. c/ Compañía General de Combustibles S.A." -caso I.C.C. 13885/CCO/JRF, en trámite ante el Tribunal Arbitral designado por la Cámara de Comercio Internacional -con la prueba correspondiente- y "Petrobras Energía S.A. c/ Compañía General de Combustibles S.A. s/ medida precautoria" (expte. Nº 49.837), como así también un informe del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N°18, Secretaria N° 36 sobre el estado del concurso preventivo de Compañía General de Combustibles S.A.


    Compañía General de Combustibles S.A. s/ concurso preventivo


    COMP, 1048, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional en lo civil: medidas preliminares y precautorias: competencia del juez que deba conocer en el proceso principal. Solicitud contra una empresa proveedora del servicio y/o conexión a internet. Cese de la distribución, reproducción y puesta a disposición del público de manera ilegal respecto de determinadas obras musicales y fonogramas: derechos de autor y propiedad intelectual.


    Resulta aplicable al sub lite el artículo 6º, inciso 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual establece que, en las medidas preliminares y precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal, toda vez que, conforme surge de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia de conformidad con los artículos 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, solicitaron la concesión de diligencias preliminares -medida de prueba anticipada- con fundamento en el art. 326 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, contra una empresa proveedora del servicio y/o conexión a internet, para que informe el nombre, domicilio del cliente y/o usuario correspondiente a una dirección IP y domicilio donde se accede a dicha conexión, destinado a un juicio que promoverían, por un lado, solicitando el cese de la distribución, reproducción y puesta a disposición del público por parte del referido usuario respecto de determinadas obras musicales y fonogramas que identifican en el escrito de inicio y cuya titularidad exclusiva invocan; y por el otro, la correspondiente reparación de los daños y perjuicios ocasionados por dicha actividad ilícita. Del pedido efectuado, se desprende que el objeto principal del juicio se relacionaría prima facie con el estudio y análisis de aquellos aspectos relativos a los derechos de autor y de propiedad intelectual sobre determinadas piezas musicales que las actoras individualizan en la demanda; materia que, dada su especificidad en el asunto, autorizaría a enmarcar las presentes actuaciones en el ámbito del fuero nacional en lo civil.


    EMI ODEON SAIC y otros s/ medidas preliminares


    COMP, 1024, L.XLIV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. Comp. N° 1024, L. XLV, "EMI ODEON SAIC y otros s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada".


    EMI ODEON SAIC y otros s/ medidas preliminares y de prueba anticipada


    COMP, 121, L.XLV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia entre jueces locales ubicados en Jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires: órgano que debe resolverlos.


    Los conflictos de competencia entre jueces locales ubicados en Jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires deben ser resueltos por el tribunal habilitado para decidir sobre la competencia, es decir, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, o quien ésta determine.


    M.A.R. s/curatela art. 12 Código Penal


    COMP, 86, L.XLV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Resolución extemporánea de declaración de incompetencia: imposibilidad de que prosperen las contiendas de competencia.


    Corresponde considerar que la resolución del tribunal de alzada local en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que fue adoptada luego de haber recaído sentencia de primera instancia y sin que el tema de competencia haya sido objeto de agravios por la recurrente. En tal sentido, las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal.


    Meroi Bonetto, Raúl c/ O.S.D.E.P.Y.M. s/ Amparo s/ incidente de competencia


    COMP, 63, L.XLV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. Comp. 1105, L XLIII, "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A.T.A.C.I. s/ Daños y perjuicios". Falta de nexo jurídicamente relevante, que pudiera justificar el desplazamiento de la competencia, a favor de un magistrado a quien no le está asignado legalmente el conocimiento de la materia debatida. Ausencia de una comunidad de carácter necesario en el objeto de ambos litigios: vínculo meramente colateral.


    Corresponde hacer remisión a la solución consagrada en S.C. Comp. 1105, L XLIII, "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A.T.A.C.I. s/ Daños y perjuicios", donde no se detectó un nexo jurídicamente relevante, que pudiera justificar el desplazamiento de la competencia, a favor de un magistrado a quien no le está asignado legalmente el conocimiento de la materia debatida. Es que la pretensión esgrimida en autos no apunta a impugnar la medida cautelar dictada en el expediente federal (que, por lo demás, habría concluido), sino que el actor -tercero ajeno a dichas actuaciones-, ha iniciado un juicio autónomo, donde intenta obtener el resarcimiento del perjuicio que le habría ocasionado la empresa demandada. No se observa, entonces, una comunidad de carácter necesario en el objeto de ambos litigios, cuyo único vínculo les viene dado por un dato meramente colateral. En consecuencia, ponderando asimismo el criterio restrictivo con el que debe evaluarse el acceso al fuero federal, el proceso debe quedar radicado ante la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Moya, Ramón Leoncio c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 716, L.XLV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos. Solicitud de citación en garantía a una empresa aseguradora. Competencia: opción de los eventuales damnificados entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador. Artículo 118 de l


    En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, conforme a lo dispuesto por artículo 118 de la ley 17.418. En tal contexto, y dado que en el caso los demandantes, en base al domicilio de la empresa de seguros que invocan, eligieron los tribunales de la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, el presente proceso debe quedar radicado en este ámbito territorial.


    V., Perfidia PS en R. Hij. Men. V., A., N., V., G., Y., D., D., A. M. y otros c/ P., Antonio Cruz y otro s/ accidente - acción civil


    COMP, 705, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Entidades mutuales. Bono compensatorio. Competencia justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    La justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente, pues la pretensión deducida se desenvuelve en el marco del derecho administrativo. El Banco Central de la República Argentina, entidad autárquica nacional, de acuerdo al art. 55 de su Carta Orgánica (ley nacional 24.144), está sometido exclusivamente a la competencia federal, en las causas en las que resulta demandado cuando se encuentra en tela de juicio su accionar como agente financiero y en ejercicio de funciones administrativas del Estado.


    San Cristóbal Caja Mutual Asociados de San Cristóbal SMSG c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Acción meramente declarativa.


    COMP, 156, L.XLV, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Resolución por parte del tribunal Superior que previno. Facultad excepcional de designar un tercer magistrado para que intervenga: atribución de la Corte. Remisión "Viejo Roble S.A".


    Si bien la facultad de dirimir las contiendas de competencia corresponde a la Cámara del juez que previno (art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58) no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte -como órgano supremo de la magistratura-, de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, lo cierto es que, al no aceptar éste tal decisión, se suscita una contienda que toca al Tribunal resolver a los fines de evitar una profusión de decisiones jurisdiccionales en torno al tema de la competencia. Resultan aplicables al sub examine los criterios definidos en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Ingoglia, Miguel c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Lloyds) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP, 179, L.XLV, 07 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Continuación del trámite hasta su culminación ante el mismo fuero: causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Y al haber sucedido eso en una causa, corresponde concluir que la justicia Nacional en lo Civil debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Rodríguez Burlada, Ricardo s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP, 248, L.XLV, 08 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios" y Comp.


    El proceso debe continuar su trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Rigolino, Graciela Marta c/ Asturcon S.R.L y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 991, L.XLIV, 06 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de autos principales.


    Determinar si subsiste la necesidad de emitir un pronunciamiento sobre la cuestión de competencia.


    Alvarez, Raúl c/ PEN - Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP, 214, L.XLV, 08 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Consorcio de Propietarios San Pedrito 1450 Torre c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    COMP, 858, L.XLIV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces de primera instancia: resolución por parte del órgano superior del tribunal que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. El art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    Cafferata, Lorenzo Juan Agustín y otro c/ P.E.N - Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 490, L.XLV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ EN - SCI - disp 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Red Marquez S.A. s/ Infracción ley 22.802


    COMP, 491, L.XLV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión autos principales.


    GCBA s/ otros procesos incidentales.


    COMP, 259, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Díaz, Sandra Cristina c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 265, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Consorcio Barrio Gral. de Div. Manuel Savio Edificio 127 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


    COMP, 859, L.XLIV, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia y conflicto entre jueces. Ausencia de intromisión de la justicia federal en el proceso que se desarrolla ante la justicia local. Consentimiento de las partes intervinientes en el litigio de las decisiones judiciales. Actuación armónica de ambos órdenes jurisdiccionales.


    En autos no se presenta una contienda de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción que, por carecer de un órgano superior común, la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7º), del decreto-ley 1285/58. En las presentes actuaciones no hay dos órganos jurisdiccionales que discrepan acerca de su competencia (negativa o positiva) para intervenir en una causa, pues la magistrada local no reclama para sí el conocimiento y decisión del proceso que tramita en la justicia federal, ni surge de dicha causa que el juez federal o la cámara de apelaciones se hayan declarado competentes para entender en la causa que se desarrolla en el fuero contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Por lo tanto, ambos procesos pueden continuar su trámite sin necesidad de que se unifiquen en un único órgano jurisdiccional. Tampoco se presenta un conflicto entre jueces, cuya resolución también le asigna al Tribunal el precepto legal antes citado. Tal conflicto es tan sólo aparente, si se lo observa desde una perspectiva objetiva y con visión de conjunto e institucional de las cuestiones involucradas en esta particular situación.


    Impsat c/ G.C.B.A. (Ley 1.856/06) s/ Medida cautelar autónoma.


    COMP, 292, L.XLIII, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda del GCBA contra una provincia. Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia: resolución por parte del órgano superior del tribunal que intervino en primer término. Remisión Fallos: 330:5279. Improcedencia fuero nacional y federal.


    El art. 24, inc. 7), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término. Sin perjuicio de lo expuesto, ante las particulares circunstancias de esta causa, la Corte podría dejar de lado tales aspectos procesales con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia, y resolver el conflicto planteado.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Entre Ríos, provincia de s/ Cumplimiento de contrato


    COMP, 592, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión a Comp. 118, L. XLIII, “Fiorito, Omar Horacio y otro”. Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Díaz, Sandra Cristina c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 265, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra empresa concesionaria del servicio de transporte ferroviario de pasajeros de subterráneo de la ciudad de Buenos Aires. Nivel de sonoridad tolerable: salubridad y protección del medio ambiente. Facultades de regulación y contralor. Competencia local.


    El objeto principal del juicio se relacionaría prima facie con el estudio y análisis de aquéllas cuestiones relativas a la regulación del nivel de sonoridad tolerable en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que concierne a las facultades de regulación y contralor propias del ejercicio del poder de policía de la comuna en cuestiones vinculadas a la salubridad y protección del medio ambiente. Por otro lado, cabe resaltar que si bien es cierto que la Ciudad Autónoma de Bueno Aires no ha sido nominal ni sustancialmente demanda en autos, se advierte que la "Dirección General de Control - Agencia de Protección Ambiental" del referido estado local, ante la denuncia efectuada por los vecinos linderos a la aludida ventilación del subte, ordenó a la empresa Metrovías "morigerar los niveles de emisión de ruidos", particularidad que evidenciaría que las cuestiones debatidas en el pleito son atinentes al estado local. Así, de los propios términos de la demanda como de los argumentos dados por los magistrados que intervinieron en la contienda, no surge que se haya puesto en tela de juicio la interpretación del contrato de concesión del servicio de transporte de pasajeros de subterráneo celebrado entre el Estado Nacional y la empresa demanda, por lo que se considera que la presente causa debe continuar su trámite ante el juzgado de la ciudad.


    Styma Dirk c/ Metrovias S.A. s/ Amparo (art. 14 CCBA)


    COMP, 285, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita medida previa a fin de mejor dictaminar. Evitar superposición de trámites.


    Á., Héctor Javier s/ artículo 482 del código civil - proceso especial


    COMP, 920, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la causa "Rondinone, Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ medidas precautorias", Comp. 915, L. XLII.


    Ullmann, Eva Celeste c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 901, L.XLV, 23 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia laboral: sustento de la pretensión del accionante enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos del derecho laboral, más allá de la invocación de normas del Código Civil.


    El demandante promovió acción contra sus empleadores y el Sindicato de Juegos de Azar, con el objeto de obtener un resarcimiento civil por los daños y perjuicios causados en ocasión de su relación laboral, con base en legislación laboral y civil común de fondo. En tal contexto, el reclamo tiene origen en la relación laboral, y la responsabilidad que el accionante atribuye a la demandada y al sindicato en torno a las circunstancias de un despido incausado. En tales condiciones, el sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos del derecho laboral, más allá de la invocación de normas del Código Civil, ya que según dichos del actor lo pretendido nace a partir de un proceder doloso de la empleadora, relativo al incumplimiento de lo estipulado por la Ley de Contrato de Trabajo.


    Altieri, Leonardo c/ Casino de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP, 329, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre juzgados nacionales: corresponde que lo dirima la alzada del magistrado que previno.


    La Corte no está llamada a intervenir en la controversia, desde que -al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia-, la cuestión debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7o del decreto ley 1285/58, t.o. ley 21.708).


    Zaltzman, Sandra Judith c/ Banco Patagonia S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 494, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de un pagaré. Crédito para el consumo. Actividad financiera de la accionante. Prórroga de jurisdicción. Aplicación del art. 36 de la Ley de Defensa al Consumidor N° 24.240: juez del domicilio real del deudor.


    En atención a las circunstancias fácticas del caso, es claro que el litigio se refiere a una operación de crédito para el consumo, motivo por el que resulta aplicable lo normado por el artículo 36 de la ley 24.240 (según ley 26.361) que establece la competencia del juez del lugar del domicilio real del deudor. Consecuentemente, en ese marco jurídico, resulta razonable la solicitud de la demandada vinculada con la declaración de competencia de los tribunales de Paraná, jurisdicción donde se libró el pagaré, tiene sucursal la entidad crediticia y que también coincide el domicilio de la deudora. Por otra parte el desplazamiento del juicio a favor de la Juez de esta Ciudad importaría encarecer al consumidor los costos económicos para litigar en una jurisdicción ajena, en razón de la distancia, a la de su domicilio real.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Monzón, Mariela Claudia s/ Ejecutivo


    COMP, 623, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen  


    Prórroga de la Competencia


    Remisión G. 258, L. XLV, "Gibaut, Osvaldo c/ Lohaka, Yemba y otro s/ Cobro de alquileres".


    La causa resulta ajena a esta instancia por considerar admisible la prórroga de jurisdicción pactada por las partes a favor de los tribunales ordinarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gibaut, Osvaldo c/ Lohaka, Yemba s/ Desalojo


    G, 259, L.XLV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: Inhibitoria. Contrato de concesión con prórroga de jurisdicción: supremacía de la autonomía de la voluntad.


    En primer término, cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. También tiene dicho que la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por los interesados, cuando se trata, como ocurre en autos, de asuntos exclusivamente patrimoniales, art. 2, del Código Procesal Civil y Comercial, y que, a los fines de la dilucidación de la controversia ha de estarse a la competencia por razón del lugar convenido por los contratantes.


    Nation Santa Fe S.A. c/ Fiat Auto Argentina S.A. y/u otro s/ Juicio ordinario


    COMP, 315, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Cosa Juzgada


    Remisión Fallos: 329:5607 y A. 175, L. XLIII, "Ambrosetti, María Leonor c/ BBVA Banco Francés S.A.". Improcedencia planteo de cuestiones de competencia luego del dictado de la sentencia en la causa principal.


    Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, tal como acontece en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


    Santarelli, Sandi Celestino c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Sumarísimo (Art. 321 Inc. 1).


    S, 81, L.XLI, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Costas


    Arbitrariedad de sentencia: afectación de garantías constitucionales. Principio de congruencia o correspondencia. Tope honorarios profesionales art. 8 ley 24.432: remisión a fallo "Abdurraman".


    La resolución que se apela se limita a confirmar lo decidido en la instancia anterior, omitiendo todo análisis en torno al thema decidendum. Al propio tiempo, devela una severa contradicción interna, pues la consideración formulada se restringe a establecer algunos de los requisitos de aplicabilidad del precepto, premisa de la que se extrae -directamente y sin ninguna explicación plausible- el mantenimiento de la inconstitucionalidad decretada. Por último, la Cámara se ha pronunciado sobre un asunto no sometido a su consideración, toda vez que el debate que le tocaba juzgar no versó sobre los presupuestos de operatividad del tope legal, sino sobre su adecuación constitucional. Con ello, ha violentado el denominado principio de correspondencia. El temperamento adoptado por los jueces afecta de modo directo e inmediato a las garantías constitucionales invocadas, lo resuelto merece ser descalificado, con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. En el acatamiento de esas premisas se juegan las garantías constitucionales del debido proceso, de la defensa en juicio, y la denominada garantía de razonabilidad, esto es, el derecho que asiste al justiciable para exigir una sentencia correctamente fundada; elementos todos ellos que hacen al concepto mismo de Estado de Derecho.


    Lomazzo, Eduardo c/ Power Tools S.A. s/ Despido


    L, 233, L.XLIV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Formas Alternativas de Solución de Conflictos


    Arbitraje


    Recurso de nulidad: extemporáneo. Intervención de la Cámara Arbitral de Cereales: sometimiento de las partes. Intento tardío de sustraerse a la jurisdicción de los árbitros. Inadmisibilidad de la queja.


    Según jurisprudencia reiterada de la Corte, se ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local y plazo para su interposición.


    Basf Arg S.A.C. c/ Capdevielle Kay & Cia S.A.C.I.F.I.M. s/ cobro de pesos


    B, 611, L.XLIII, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Litisconsorcio


    Contienda negativa de competencia respecto de la cobertura de prestaciones por escolaridad de un niño discapacitado. Remisión a "Rebull" y "Hormazabal": inexistencia de litisconsorcio pasivo. Corresponde a la justicia federal en razón de la persona demand


    Verón, Leonardo c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    COMP, 510, L.XLIV, 20 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Modos Anormales de Terminación del Proceso


    Caducidad de la Instancia


    Caducidad de instancia. Modo anormal de finalización de un proceso: carácter restrictivo. Injustificado rigor formal. Viabilidad del recurso extraordinario.


    Tiene dicho el Alto Tribunal, que si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal local, materia ajena, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es que, conforme reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio y el debido proceso. Igualmente que, si bien la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable, y afecta irremediablemente, el derecho de defensa en juicio. La Corte se ha pronunciado postulando que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualísticamente el criterio que le preside más allá del ámbito que le es propio. Además, que no procede extender al justiciable actividades que no le son exigibles en tanto la ley adjetiva no se les atribuya, sin riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente, razón por la cual, cuando la parte queda exenta de la carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia porque ello importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones que corresponden a los funcionarios judiciales responsables. A la luz de la doctrina sentada por la Corte, prevé, que si tanto las notificaciones por cédula como la confección y diligenciamiento de los oficios habían sido realizadas por la corte provincial, la actividad que se encontraba pendiente de ejecución, debía ser realizada por dicho tribunal, por lo que resulta injustificado hacer recaer sobre la recurrente la carga de impulsar el proceso. Asimismo, cabe recordar que la Corte tiene reiterado que la caducidad de instancia halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios per no configura un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito, máxime cuando el trámite del juicio se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años.


    El Trébol S.A. Bodegas y Viñedos s/ quiebra


    E, 292, L.XLII, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Principios Procesales


    Conflicto negativo de competencia. Ejecución fiscal. ABL. Declaración de incompetencia posterior a la sentencia. Límite de transferencia de expedientes. Principio de radicación.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodriguez Burlada, Ricardo s/ Ejecución fiscal - ABL


    COMP, 248, L.XLV, 08 de abril de 2009


    Ver Dictamen 


    Recursos


    Pedido de remisión de los autos "Aguas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Ejecución fiscal", Expediente N° 56.667/01.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Ejecución fiscal


    A, 19, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de remisión de actuaciones para mejor dictaminar.


    Boo, Héctor José s/ sucesión testamentaria


    B, 139, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de copias y actuados para el estudio de la causa.


    Fimaco S.A. s/ concurso preventivo


    F, 1168, L.XLII, 03 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Aclaratoria


    Sentencia aclaratoria: modificación del cálculo de intereses. Exceso de las facultades previstas por el artículo 166, inciso 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Asiste razón al recurrente toda vez que mediante el pronunciamiento atacado que resolvió un recurso de aclaratoria se modificó la tasa de interés aplicable, que había sido fijada por una decisión anterior, sin sustanciación previa ni traslado al litigante que resultó perjudicado. Al respecto, es dable recordar que el Tribunal ha dicho que la aclaratoria no habilita a los jueces a introducir modificaciones sustanciales que contradigan lo decidido en la sentencia. Lo resuelto respecto del cálculo de los accesorios, excedió los límites de la simple corrección de algún concepto oscuro, o error material, y alteró, en lo sustancial, la decisión en orden al alcance de los intereses, cuya determinación había sido objeto de controversia por la parte demandada.


    Viacel Corporation c/ Banco Hipotecario S.A. s/ ejecutivo


    V, 219, L.XLIV, 29 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Apelación


    Procedencia recurso extraordinario. Tribunal de alzada: exceso de jurisdicción. Cuestión que no estaba en condiciones de ser revisada: reformatio in pejus. Violación de las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio.


    La alzada incurrió en una indebida reformatio in pejus al colocar a la única apelante en peor situación que la resultante del pronunciamiento recurrido, lo que implica una violación en forma directa e inmediata de las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio.


    Oveon S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Contrato de obra pública.


    O, 169, L.XLIV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Tasa de interés aplicable: procedencia recurso extraordinario en caso de sentencia arbitraria. Tribunal de alzada: exceso de jurisdicción. Cuestión que no estaba en condiciones de ser revisada: reformatio in pejus. Violación de las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio.


    El pronunciamiento impugnado restringió la extensión de la condena -consentida por el adversario-, apartándose así del acotado ámbito de conocimiento que le es propio, y agravando la situación de la peticionaria. La solución consagrada por la Cámara, acabó por colocar a la interesada en peor condición, respecto de aquella en la que se hallaba, a partir de una sentencia que el tribunal superior debía revisar sólo en la medida de la habilitación legal, es decir, en los aspectos que le habían sido propuestos. En tales condiciones, se estima que al reobrar inmotivadamente sobre un asunto que ya se había zanjado con carácter firme, se ha violentado un aspecto de raíz constitucional y de orden público, cual es la autoridad vinculante de la cosa juzgada, en detrimento de la garantía del debido proceso y del derecho de propiedad. Y, paralelamente, se ha incurrido en una reformatio in pejus, que -conforme a la doctrina de la Corte comporta también una violación directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y propiedad, extremo que justifica descalificar lo resuelto por el a quo, con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad.


    Alemanno, Inés Enriqueta c/ Albornoz, Guillermo Javier s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1097, L.XLIII, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Incorrecta aplicación de porcentuales arancelarios en la regulación de honorarios: procedencia recurso extraordinario.


    Toda vez que el propio a quo ha reconocido, en el auto de concesión, que en la sentencia que es objeto de impugnación ha incurrido en desaciertos en la aplicación de los porcentuales arancelarios para la regulación de los honorarios del apelante, la Corte puede declarar procedente el recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada.


    Cabrera Estévez, Adriana Gladys y otro c/ Capital Service S.A. Sociedad de Bolsa y otros s/ Ordinario


    C, 713, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Abogados


    Empleados a sueldo de la Nación: honorarios a cargo de otra dependencia del Estado Nacional.


    La legislación argentina exige para la procedencia de los honorarios de los letrados que representen tanto al Estado Nacional como a alguna de sus personas descentralizadas, por un lado, que éstos sean a cargo de la parte contraria, y por el otro, que sean abonados por ella, lo cual cierra toda especulación respecto a la posibilidad de una doble vía de cobro que puede revertir contra el Estado, vale decir, contra el erario público (v. arts. 60, Ley Nº 11.672 y 2º, 21.839).


    Banco de Crédito Rural Argentino s/ quiebra s/ incidente de restitución de fondos c/ Banco de la Nación Argentina


    B, 927, L.XLIII, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios profesionales. Síndico ad hoc y letrado patrocinante. Ley 24.318. Supuesta aplicación retroactiva. Operatividad de la ley: determinación del monto.


    En primer lugar, cabe destacar que la Corte expresó que resultaba inaplicable lo dispuesto por el art. 2 de la ley 24.318 si los honorarios profesionales habían sido regulados judicialmente con anterioridad a la vigencia de la ley y las resoluciones estuvieran firmes pues, de otra manera, se afectaría el debido respeto a la cosa juzgada. No es el caso del sub lite, en donde la regulación se efectúa una vez en vigor la nueva ley. No se desconoce -como en los precedentes citados- una regulación pasada en autoridad de cosa juzgada sino que se restringe la expectativa de cobro de un honorario devengado hasta la fecha de vigencia de la ley. La Corte tiene dicho que la fijación por ley de límites temporales para el nacimiento o extinción de los derechos -aquí, el art. 40 de la ley 24.318- cuando se produce un cambio de régimen jurídico como en el presente, dejar sin efecto las designaciones de los síndicos ad hoc y determinar sus honorarios por las tareas cumplidas- es un recurso legítimo con el que no se vulnera la igualdad constitucional en tanto nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a su inalterabilidad. De hecho es de advertir que la ley no hace más que cerrar el círculo de prestaciones laborales de los síndicos ad hoc –trata específica ente el tope remuneratorio en función del cese de las designaciones- en lo que no se vulnera el derecho adquirido al honorario, sino que se determina, de un modo razonable, su monto por ley. En consecuencia, no se trata, en principio, de la aplicación retroactiva de una ley sino de la operatividad de ésta a una situación jurídica no consumida a la fecha de su entrada en vigencia y circunstanciadamente enmarcada en ella.


    Banco Español del Río de la Plata S.A s/ Quiebra


    B, 229, L.XLIV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juez


    Solicita medida para mejor dictaminar y a fin de garantizar el ejercicio del derecho de defensa de las partes.


    Agropecuaria El Sauce S.A. c/ AFIP s/ Amparo


    A, 396, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar y a fin de garantizar el ejercicio del derecho de defensa de las partes.


    Molino Trigotuc S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    M, 115, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita Medidas para mejor proveer. Facultades del art. 36 CPCCN.


    Abuin, Alfredo Angel y otro apoderados del partido demócrata progresista s/ Impugnación a candidatura


    A, 748, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Medida para mejor proveer. Facultades del art. 36 del CPCCN.


    Gisande, Gastón s/ Impugnación oficialización de postulación a candidatura


    G, 593, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Medida para mejor proveer. Facultades del art. 36 del CPCCN.


    Novello, Rafael Victor apoderado de la Unión Cívica Radical y otros s/ Impugnación de candidatura a Diputado Nacional


    N, 135, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Como medida para mejor proveer, el Tribunal debería requerir la remisión de los autos principales.


    Cancelo, Juan Antonio - Inc. Ejec. c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de ejecución


    C, 1959, L.XLIII, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para aclarar esta situación y asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Brugola, Humberto Leonardo c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570 01 214 02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    B, 550, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para aclarar esta situación y asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Casal, Roberto y otros c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 y 471/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    C, 309, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para aclarar esta situación y asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Falcón, Héctor Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    F, 506, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Normativa posterior a la concesión del recurso extraordinario. Incidencia en el proceso. Traslado a las partes. Debido proceso legal.


    Toda vez que después de la concesión del recurso extraordinario se sancionó y promulgó la ley 26.547, que tiene la virtualidad de incidir sustancialmente en este proceso, solicito a la Corte que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea esta ley, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debo velar (conf. Art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Feal, José Luis y otros c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo.


    F, 605, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Normativa posterior a la concesión del recurso extraordinario. Incidencia en el proceso. Traslado a las partes. Debido proceso legal.


    Toda vez que después de la concesión del recurso extraordinario se sancionó y promulgó la ley 26.547, que tiene la virtualidad de incidir sustancialmente en este proceso, solicito a la Corte que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea esta ley, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debo velar (conf. Art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Guibelalde, Horacio c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo.


    G, 1163, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Normativa posterior a la concesión del recurso extraordinario. Incidencia en el proceso. Traslado a las partes. Debido proceso legal.


    Toda vez que después de la concesión del recurso extraordinario se sancionó y promulgó la ley 26.547, que tiene la virtualidad de incidir sustancialmente en este proceso, solicito a la Corte que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea esta ley, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debo velar (conf. Art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Moroni, Oscar Guillermo c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    M, 718, L.XLV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Normativa posterior a la concesión del recurso extraordinario. Incidencia en el proceso. Traslado a las partes. Debido proceso legal.


    Toda vez que después de la concesión del recurso extraordinario se sancionó y promulgó la ley 26.547, que tiene la virtualidad de incidir sustancialmente en este proceso, solicito a la Corte que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea esta ley, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debo velar (conf. Art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Musillario, Héctor Salvador c/ Estado Nacional - Ley 25.967, Dto. 1.735/04 s/ Amparo


    M, 843, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Abud, Emilio Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    A, 924, L.XLIV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Arancibia, Adriana Dolores c/ PEN - Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    A, 66, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Badoff, Vanesa Veronica c/ PEN - Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    B, 646, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Cadenas García de Muñoz, Ángeles c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    C, 1567, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Cejas, Daniel Blas Ramón c/ Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 y 471/02 s/ Amparo


    C, 1379, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Adoptar el temperamento que aquí se propone asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Elbert, Ana Maria c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    E, 64, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Adoptar el temperamento que aquí se propone asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Emanuel, María Angélica y otro c/ EN - DADP s/ Amparo


    E, 236, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Fontenla, Lilian Camila c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1.570/01 y 21/02 s/ Amparo


    F, 604, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    Como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Tribunal debería requerir a las partes que informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Francovich, María Isabel y otro c/ PEN s/ Proceso de conocimiento


    F, 818, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Grigera Dupuy, Victoria c/ PEN - Ley 25.661, Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    G, 44, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Gurevich, Daniel c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    G, 51, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Junyent, Josefina c/ PEN - Ley 25.561, 1570/01, 214/02 y 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    J, 116, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Micoli, Amalia A. c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    M, 179, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Ocampo Ríos, Alberto c/ PEN - Ley 25.561 s/ Amparo


    O, 43, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Olive, Ilda Yolanda María c/ PEN - Ley 25.561 s/ Amparo


    O, 267, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Parada, Lylia y otro c/ PEN - Ley 25.561 s/ Amparo


    P, 845, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Peralta Sanhueza, Juan Fernando c/ PEN - Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    P, 855, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    San Martin, Amalia Carmen c/ PEN - Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    S, 260, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Sernicola Rubens, Ernesto c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S, 924, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Sous, Nicolas Leopoldo c/ PEN - Ley 25.561 s/ Amparo


    S, 172, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir a las partes que informen, de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Adoptar el temperamento que aquí se propone asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Stolar Mindel y otro c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01, 214/02 y 471/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561


    S, 79, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Suarez, Ariel Alberto c/ PEN - Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    S, 173, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Tapella, Nestor Carlos c/ Estado Nacional - Bocones Previsionales s/ Amparo


    T, 394, L.XLIV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    Como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Tribunal debería requerir a las partes que informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Adoptar el temperamento que aquí se propone para asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Valencia Moyano Eulalia c/ PEN - Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    V, 479, L.XLIV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Fragale, Wanda Josefa c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    F, 214, L.XLV, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Partes. Legitimación


    Inconstitucionalidad de la ley 26.080: composición y funcionamiento del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación. Rechazo de amparo. Inexistencia interés directo, inmediato, concreto o sustancial que permita tener por configurado un casocontencioso: ausencia de legitimación activa. Carácter de ciudadano: concepto de notable generalidad. Daño abstracto.


    La existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. La "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. Se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca. La calidad de ciudadano, es un concepto de notable generalidad y su comprobación no basta para demostrar la existencia de un interés especial o directo, inmediato, concreto o sustancial que permita tener por configurado un caso contencioso, único supuesto que autoriza la intervención de los jueces nacionales. Esa condición, sin otro interés concreto jurídicamente protegido, no otorga legitimación suficiente para demandar.


    Carrió, Elisa c/ Consejo de la Magistratura s/ Amparo.


    C, 1571, L.XLIII, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad de instrucción general de la Dirección General de Aduanas. Requisito de legitimación activa, necesario para la existencia de una controversia: posibilidad de manifestarse su ausencia, al momento de dictar la sentencia. Pronunciamiento judicial: en un juicio o contienda entre partes. Falta de demostración del perjuicio sufrido y de la relación de causalidad entre los supuestos daños y la norma impugnada.


    La existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. Esta carencia de legitimación en quien demanda (o en la accionada) puede aparecer en forma manifiesta al momento de realizar su presentación ante la Justicia -cuando quien lo hace luce desprovisto de todo interés concreto en el dictado de un pronunciamiento-; o bien, su ausencia puede no ser manifiesta sino permanecer oculta o disimulada durante el trámite de la causa o requerir algún tipo de investigación pero hacerse ostensible recién al momento de dictar la sentencia (arg. art. 347, inc. 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En este último caso, debe ser resuelta igualmente de manera previa, ya que su falta imposibilitaría el ejercicio de la jurisdicción sobre el fondo del asunto discutido, so riesgo de realizar un pronunciamiento en abstracto. Con los elementos aportados por la actora en estos autos, resulta claro que no posee legitimación procesal para perseguir el objetivo reclamado en su demanda, por no haber demostrado tener un interés concreto en el dictado de un pronunciamiento judicial que la beneficie -o perjudique-, que remueva -o no- el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados. El ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio -la afectación de un interés jurídicamente protegido-, de orden personal, particularizado, concreto y además susceptible de tratamiento judicial, recaudos que han de ser examinados con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros poderes del Estado.


    Consorcio Zona Franca Tucumán S.A. c/ AFIP s/ Acción de amparo y medida cautelar.


    C, 547, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Acción declarativa iniciada por concesionarios provinciales de trazas intraprovinciales, contra el Estado Nacional (Secretaría de Transporte), con motivo del llamado a licitación pública de los mismos recorridos. Posible afectación de autonomías provinciales.


    La legitimación sustancial es materia de derecho procesal, ajena en principio al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a esa regla cuando -como en el sub lite- al desestimarse la apelación por considerar el tribunal que las recurrentes carecen de legitimación para actuar, se frustra el derecho a ser oído de quien tiene un interés propio en el litigio e irroga un agravio directo a la garantía constitucional de defensa en juicio. En efecto, más allá de sustentar su postura en el posible avasallamiento de la autonomía provincial en materia de tráfico intraprovincial -que ciertamente su defensa corresponde a la Provincia de Santa Fe- dicho argumento es también fundamento para sostener las autorizaciones y permisos vigentes que les fueron otorgadas legalmente por la autoridad provincial y que se verían, en principio, afectados de consumarse el llamado a licitación por parte del órgano nacional y la consecuente concesión de trazas en superposición a las otorgadas por el estado local. El pronunciamiento apelado afecta de manera directa e inmediata las garantías de defensa en juicio y debido proceso lo que habilita a descalificarlo como acto judicial válido, toda vez que las actoras demostraron tanto la existencia de un interés especial en el proceso -circunstancia que no ha sido cuestionada por la demandada- como el nexo lógico entre el status afirmado y el reclamo que se pretende satisfacer.


    Transur S.R.L. y otro c/ Estado Nacional (Sec. de Transporte) s/ Medida cautelar.


    T, 444, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Peritos. Honorarios


    Regulación de honorarios perito traductora del idioma portugués.


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, las estimaciones propuestas por la interesada resultan adecuadas a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29 de la ley 20.305- conforme las pautas establecidas en los cuadros de aranceles que constan a fojas 6, 22, 43 y 107.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda L. Salem (idioma inglés).


    S, 143, L.XXIV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    


    Parte Especial


    Medidas Cautelares


    Deuda fiscal por impuesto a las ganancias. Casa de cambio. Omisión de realizar retenciones a beneficiarios del exterior. Procedencia recurso extraordinario. Improcedencia de medida precautoria: falta de fundamentación. Requisitos para su procedencia. Arbitrariedad. Resolución que no constituye una derivación razonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa.


    Las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas. La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art.230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. El criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.


    Forexcambio S.A. (TF 27010-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Queja.


    F, 273, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Presupuestos


    Oposición a transferencia de licencias radiofónicas. Otorgamiento de medida cautelar que paraliza el procedimiento administrativo en el que se evalúa dicha operación. Ejercicio de los poderes legalmente atribuidos a la Administración. Necesidad de examinar los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias con especial prudencia. Resolución equiparable a sentencia definitiva.


    La resolución apelada podría ser equiparada a definitiva, en la medida en que ocasiona un agravio de suficiente entidad a la autoridad de aplicación de la ley 22.285, al impedirle ejercer de modo absoluto, en el expediente administrativo que involucra a las partes, las facultades que le otorga aquella ley. La medida confirmada por la cámara no se limita a ordenar a la Administración que se abstenga de autorizar la transferencia en cuestión, es decir, a dictar el acto administrativo que resuelva el fondo de la cuestión sometida a su decisión, sino que directamente le impide realizar cualquier actividad tendiente a impulsar el procedimiento administrativo, incluso las que sean necesarias y pertinentes para desestimar el pedido de transferencia de las licencias radiofónicas. En tales condiciones, la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado, circunstancia que, por la gravedad que trasunta, en el caso, permite apartarse de la regla general en la materia. Los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa, así como aquella otra que resalta que todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza. La peticionaria de la medida cautelar concedida por el a quo no logra satisfacer plenamente esos requisitos, aun cuando es bien sabido que para despachar este tipo de medidas no se requiere certeza absoluta por parte de los jueces. Los magistrados no extremaron los recaudos para verificar si la actora acreditó la verosimilitud del derecho que invoca, máxime cuando la Corte ha dicho en forma reiterada que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre ese requisito, así como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. Este defecto se torna más evidente cuando se repara en que la medida cautelar concedida tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión planteada; anticipación que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o alteración de la situación de hecho pueda influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible.


    Radio y Televisión Trenque Lauquen S.A. - Inc. Competencia c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar (Autónoma).


    R, 218, L.XLIV, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Procesos de Conocimiento


    Demanda. Requisitos de Admisibilidad


    Improcedencia de la acción meramente declarativa. Ausencia de los requisitos necesarios para que sea admisible la acción. Agravio hipotético. Falta de demostración del acto que configuraría un gravamen.


    Siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. No se configuran en el sub lite los requisitos que habilitan la admisión de la acción meramente declarativa intentada. La pretensión deducida, tendiente a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad del impuesto sobre los ingresos brutos de los períodos 2005 hasta la fecha, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    O, 459, L.XLI, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestionamiento de sanción de multa. Inadmisibilidad de la acción declarativa de certeza en caso de existencia de otro medio legal que permita poner término al estado que se alega. Carácter subsidiario de la acción.


    El art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que podrá deducirse la acción que tienda a obtener una sentencia meramente declarativa, para hacer cesar un estado de incertidumbre sobre la existencia, los alcance o las modalidades de una relación jurídica, siempre que esta falta de certeza pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor y éste no dispusiera de otro medio legal para ponerle término inmediatamente. Sobre la base de tales criterios, no se configuran en el sub lite los requisitos que habilitan la admisión de la acción meramente declarativa intentada. La actora tuvo a su alcance otros medios legales idóneos a los efectos de obtener la revisión de las multas que le fueron impuestas. De esta manera, la persistencia de la incertidumbre en la que pretende fundamentar la demanda, resulta atribuible sólo a su conducta, pues ha prescindido de un medio idóneo para obtener, a través de un proceso de condena, la certeza jurídica que reclama.


    Industrial Cooperativa de Trabajo Limitada c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    I, 247, L.XL, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de demanda. Incumplimiento de los presupuestos para la admisibilidad formal de la acción declarativa. Inexistencia de caso y controversia actual y concreta.


    En anteriores oportunidades la Corte, al igual que en algún caso, la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norteamérica, para considerar configurado un caso que pueda ser resuelto por el Poder Judicial de la Nación ha exigido: a) actividad administrativa que afecte un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; c) que aquella actividad tenga concreción bastante. En autos, dichos requisitos no se cumplen en la medida en que no ha existido actividad alguna que haya puesto en tela de juicio el derecho que se dice vulnerado ni se ha afectado el interés que se invoca; no median actos, concretos o en ciernes del poder administrador local. Por lo tanto, no resultan en este pleito demostrados los extremos referidos, en particular la lesión o amenaza que pudiera afectar en grado suficientemente concreto el derecho de la Administración de Parques Nacionales.


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A, 1874, L.XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen 


    Diligencias Preliminares


    Solicitud de documentación e información a la AFIP. Obligación de presentarla, salvo que se comprometa la divulgación de datos correspondientes a terceros, limitándose a individualizar los contribuyentes afectados. Interpretación del art. 101 de la ley 11.683. Inexistencia de violación del secreto fiscal. Presunta conducta arbitraria o persecutoria del organismo en la selección de los contribuyentes sometidos a fiscalización.


    El sentido de la previsión consagrada en el actual art. 101 de la ley 11.683 es llevar tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la ineludible consecuencia de que cualquier manifestación que se formule ante la DGI será secreta. Se trata, pues, de la seguridad jurídica como medio decisivo establecido por el legislador para facilitar la adecuada percepción de la renta pública. El rigorismo de la prohibición fue atenuado por la Corte en los casos en que el propio autor, en cuyo interés se estableció el secreto de las manifestaciones, es quien pide o consiente expresamente que se traigan como prueba en el juicio contra terceros, sus propias declaraciones presentadas ante el organismo fiscal. La orden judicial en el punto concretamente cuestionado aquí no contraviene la norma federal en análisis. El organismo recaudador no se encuentra indefectiblemente compelido a revelar información entregada por los contribuyentes y amparada por el primer párrafo del art. 101 de la ley 11.683 sino que, para la hipótesis de existir esta clase de datos en los antecedentes documentales y expedientes administrativos que se le obliga a presentar, la sentencia aclara que es su deber abstenerse de hacerlo y, en ese caso, limitarse a individualizar a tales contribuyentes.


    Álvarez, Washington c/ A.F.I.P s/ Diligencia preliminar - Actuaciones relativas al recurso de apelación.


    A, 836, L.XLIII, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión suscitada en un proceso preliminar: elementos parcializados y provisionales respecto de los términos de la eventual demanda. Imposibilidad de establecer la configuración que habrá de adquirir la causa.


    Toda vez que la cuestión en tratamiento se ha suscitado en un proceso preliminar, de manera que -a esta altura- sólo se cuenta con elementos parcializados y provisionales respecto de los términos de la eventual demanda, antecedente que dificulta la tarea de establecer la configuración que en definitiva habrá de adquirir, en orden a la aplicación cabal de los parámetros antedichos, sumado a que ni siquiera queda claro si sólo se perseguirá una indemnización por daños -traducida en la restitución de montos supuestamente malogrados-; o si estamos ante dos pretensiones autónomas, corresponde, entonces, determinar que resulta prematuro pronunciarse, en este estado, sobre la cuestión en debate, que deberá ser evaluada por los jueces de la causa al tiempo de entablarse -si así ocurriere-, el proceso principal; ocasión en la que se encontrarán definidos definitivamente los contornos de la acción.


    Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Previsol Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones s/ Medidas preliminares


    D, 811, L.XLII, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia


    Proceso concluido. Inexistencia de motivos jurisdiccionales que justifiquen la intervención del MP. Pretensión de extensión de efectos de sentencia dictada con anterioridad: reapertura del proceso.


    El presente proceso se encuentra concluido, toda vez que este Ministerio Público ya se ha expedido sobre el fondo del asunto en autos en su dictamen del 29 de julio de 2005, y la Corte también lo ha hecho en su sentencia del 7 de octubre de 2008, en la que hizo lugar a la demanda y declaró la invalidez de la ley provincial 3701. No existen motivos jurisdiccionales que justifiquen la intervención de este Ministerio Público para que se expida sobre el nuevo planteamiento introducido por el actor relativo a la ley provincial 4395, en el que solicita que se hagan extensivos los efectos de aquel fallo a esta otra disposición. Tal norma fue dictada con posterioridad a dicha sentencia y la actora inició en forma paralela un juicio independiente solicitando su declaración de inconstitucionalidad, por lo que se ventila una cuestión meramente procesal, la reapertura del proceso, cuya decisión deberá ser decidida por el Tribunal.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, provincia de s/ Inconstitucionalidad.


    C, 3954, L.XXXVIII, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


    Juicio de insania: incidente. Competencia del juzgado que declaró la incapacidad. Circunstancias inalterables de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia. Remisión.


    De las presentes actuaciones surge que el Juzgado Nacional en lo Civil N° 7 ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad en el año 1997. Toda vez que no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que el causante se encuentra internado en la localidad de Open Door -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, la competencia debe definirse, en lo pertinente, en base a los criterios expuestos en los dictámenes emitidos in re S.C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F.C.M. s/insania", del 11 de abril de 2008; S.C. Comp. N° 191, L.XLIV, "L.R. s/art. 482 Código Civil", del 21 de abril de 2008; y S.C. Comp. N° 233, L.XLIV, "N.E. s/internación", del 21 de abril de 2008.


    R., L. A. s/ internación


    COMP, 841, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio de insania: incidente. Competencia del juzgado que declaró la incapacidad. Circunstancias inalterables de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia. Remisión.


    De las presentes actuaciones surge que el Juzgado Nacional en lo Civil N° 84 ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad en el año 1985. Toda vez que no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que el causante se encuentra desde el año 1986 internado en la localidad de Florida, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, la competencia debe definirse, en lo pertinente, en base a los criterios expuestos en los dictámenes emitidos in re S.C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F.C.M. s/insania", del 11 de abril de 2008; S.C. Comp. N° 191, L.XLIV, "L.R. s/art. 482 Código Civil", del 21 de abril de 2008; y S.C. Comp. N° 233, L.XLIV , "N.E. s/internación", del 21 de abril de 2008.


    S., J. D. s/ Incidente de familia.


    COMP, 224, L.XLV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Proceso de insania: competencia de la justicia nacional en lo Civil.


    Corresponde, en un proceso de insania, que intervenga el fuero del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, toda vez que la misma se encuentra residiendo en un Hogar Geriátrico ubicado en la Ciudad de Buenos Aires, radicándose, por lo tanto, el proceso ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N°9.


    Robles, Ana s/ Insania


    COMP, 938, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero en el que efectivamente se encuentra domiciliado el causante.


    Según resulta de los antecedentes de autos, al iniciarse el proceso de insania, la persona se encontraba domiciliada en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, informándose luego el cambio de domicilio del presunto insano a la localidad de Villa Ballester, Partido de San Martín, Provincia de Buenos Aires. Así las cosas, debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante.


    R., J. s/ insania


    COMP, 1069, L.XLIV, 06 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio de insania: competencia del foro provincial.


    De la lectura de los obrados, surge que en las dos circunscripciones involucradas se promovieron sendos juicios de insania, que culminaron con el dictado de la respectiva sentencia. Resulta así que el grado de avance de ambos trámites es similar. Por otro lado, se infiere que el causante residiría en forma efectiva y permanente en la provincia de Buenos Aires. En consecuencia, ponderando que el Tribunal de Morón ha asumido plenamente el conocimiento del caso antes de ahora, y ante la ausencia de elementos relevantes en contrario, no se encuentran motivos para aconsejar otra cosa que la prevalencia del foro provincial.


    S., M. s/ Incidente familiar


    COMP, 828, L.XLIV, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Principios de inmediatez y economía procesal. Protección de derechos y garantías fundamentales.


    Ha dicho el Máximo Tribunal, que el juez del lugar donde se encuentra internado el causante, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Toda vez que la causante se encuentra internada en una institución ubicada en la localidad de Open Door, Provincia de Buenos Aires, en el marco de la referida doctrina, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de su salud psicofísica.


    F., L. M. s/ Declaración de incapacidad


    COMP, 694, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Principios de inmediatez y economía procesal. Protección de derechos y garantías fundamentales.


    Toda vez que el causante se encuentra internado en una institución ubicada en la localidad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de su salud psicofísica.


    B., M. J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 552, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración de Demencia


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Principios de inmediatez y economía procesal. Protección de derechos y garantías fundamentales.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el causante, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Por ello y toda vez que el causante se encuentra internado en una clínica ubicada en la localidad de San Martín, Provincia de Buenos Aires, corresponde que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica del causante.


    M., J. A. D. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 616, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Desalojo


    Demanda de desalojo desestimada. Hechos complejos. Proceso de conocimiento como vía idónea para resolver el conflicto. Carácter no definitivo de la sentencia impugnada. Ausencia de agravio actual e irreparable. Inadmisibilidad de la queja.


    Desde esa Corte y la Procuración, se ha bregado incesantemente por desterrar aquellos rituales que conducen a una indebida prolongación o duplicidad de la intervención jurisdiccional, en el entendimiento de que tales prácticas distorsionadoras conllevan una verdadera privación de justicia, ajena a nuestros valores constitucionales. Empero no es este el caso. Desde la perspectiva del cumplimiento de los recaudos formales, cabe indicar que las referencias precedentes dan cuenta de una problemática que la sentencia apreció razonablemente como compleja y verosímil, en un ámbito de hecho y derecho común y ritual, que en principio, como sabemos, es privativo de los jueces provinciales. La parte demandada ha mantenido a través del litigio la tesitura de que en el marco del desalojo solo le cupo argüir y acreditar la verosimilitud de su título en conexión con la improcedencia de llevar a cabo a nivel de los derechos reales en juego y en estos autos una polémica exhaustiva. Propugnar -como lo hace la parte actora-, que el espectro defensivo específico de la cuestión posesoria se encuentra clausurado, equivale a colocar a su contraria frente a una encrucijada, con directa ofensa a la garantía del debido proceso, puesto que ella no estaba obligada a orientar su desempeño sino en función de los márgenes propios del proceso al que fue convocada. Aunque la demanda por desalojo se inició en el año 1997, la cuestión que tenemos ante nosotros tiene otras serias implicaciones en el terreno del art. 18 de la Constitución Nacional, específicamente referidas a la congruencia del pronunciamiento jurisdiccional respecto del tipo de acción esgrimida, así como a la necesaria amplitud del debate - que, no ha tenido lugar-, en orden a la regularidad de la actividad defensiva desarrollada en un andarivel impropio para el abordaje exhaustivo del derecho real de fondo.


    Ogilvie, John Gilbert y Tortorelli, Silvia Elina c/ Galván, Santiago s/ Desalojo


    O, 100, L.XLIII, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio Ejecutivo


    Remisión a S.C.R. N° 320; L.XLII, caratulada "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución Hipotecaria"; Fallos: 330:855; S.C. L. 971, LX, "Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral


    Scattarella, Carlos s/ Juárez, María s/ ejecutivo


    S, 209, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo: admisibilidad del recurso extraordinario. Domicilio de pago y domicilio constituido: alcances. Domicilio de pago en el extranjero: validez.


    En primer lugar y respecto de los argumentos de la actora, toda vez que las críticas evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal, que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, suficientes, al margen de su grado de acierto, para descartar la arbitrariedad invocada. En este punto, como lo ha reiterado la Corte, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una “sentencia fundada en ley”, con directa lesión a la garantía del debido proceso. En segundo lugar, en cuanto al recurso presentado por el avalista, las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos no son susceptibles de recurso extraordinario, por no revestir el carácter de sentencia definitiva, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que son equiparables a ésta y susceptibles, por tanto, de instancia extraordinaria, aquellos decisorios que priven al interesado de valerse de remedios legales ulteriores que tornen efectiva la defensa de sus derechos, provocando un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. como, es el caso de autos, en el que fue declarada procedente la acción sólo respecto a su parte, por no haber presentado la excepción de inhabilidad de título oportunamente, lo cual, justamente, es objeto de controversia y no podrá ser reeditada la cuestión en un proceso ordinario posterior.


    Alpino Securities Limited c/ Unider Int. S.A. s/ Ejecutivo


    A, 13, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Ejecuciones Especiales. Ejecución Fiscal


    Deuda inexigible al momento su emisión y del inicio de la ejecución fiscal. Notificación nula. Procedencia recurso extraordinario: resolución que pone fin al pleito y causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, dictado por el superior tribunal de la causa. Sentencia arbitraria.


    El juego de los arts. 76, 167 y cc. de la ley de rito fiscal suspende la intimación de pago de la deuda determinada de oficio cuando ésta se apela ante el Tribunal Fiscal de la Nación, en los términos de los arts. 159, 166 y cc. de la mentada ley. Una vez dictada la sentencia por dicho ente, en caso de que ella resultara confirmatoria de la tesitura fiscal, el particular dispondrá de 30 días, a partir de su notificación, para apelarla ante la Cámara Nacional competente (arg. art. 192, ley 11.683). Ese recurso se concederá en ambos efectos, salvo en lo atinente a la condena al pago de tributos e intereses, caso en "que se otorgará al solo efecto devolutivo" (arg. art. 194, ley de rito fiscal). Y, si no se acreditare el pago de lo adeudado al Fisco dentro de los 30 días desde la notificación de la sentencia del Tribunal Fiscal -o desde la notificación de la resolución que apruebe la liquidación practicada, según sea-, "la repartición expedirá de oficio la boleta de deuda a que se refiere el art.92, fundada en la sentencia o liquidación, en su caso" (arg. art. 194, ley 11.683). La deuda que había determinado el Fisco no era exigible al ejecutado hasta tanto no hubiera transcurrido el plazo de 30 días a partir de la notificación de la sentencia del Tribunal Fiscal sobre el fondo del asunto, dictada el 24 de febrero de 2006. Y aquí, precisamente, lo que la demandada ha alegado y controvertido es que la notificación de ese pronunciamiento, realizada el 10 de marzo de 2006, resultaba nula. Al haber decidido la justicia que la notificación practicada el 10 de marzo de 2006 es nula, la acreencia reclamada mediante las boletas de deuda resultaba inexigible al momento de su emisión como así del inicio de estas actuaciones judiciales.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Grasso, Horacio Lorenzo s/ Ejecución fiscal.


    A, 1320, L.XLIII, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario en juicio ejecutivo. Excepción: sentencia equiparable a definitiva. Deuda de título anterior a la apertura del concurso preventivo. Sentencia arbitraria: ausencia de fundamento fáctico para ser considerada una sentencia válida.


    Se configura un supuesto de excepción a la doctrina de irrecurribilidad de las sentencias recaídas en juicios ejecutivos, puesto que el fallo apelado, para rechazar la defensa interpuesta, determinó que la deuda reclamada es de causa posterior a la apertura del concurso preventivo de los recurrentes, circunstancia que no podrá ser revisada en un juicio posterior sin afectación del principio de la cosa juzgada. Asiste la razón a la demandada, puesto que tal como surge del título ejecutivo, el período del IVA agropecuario reclamado es el del año 2002, cuyo vencimiento operó el 23 de enero del año siguiente. Toda vez que el concurso preventivo de Pedro Alberto Montanari quedó abierto el 8 de abril de 2005 en el juzgado local competente, y que a él se sumó Juan Carlos Montanari el 5 de diciembre de 2005 en virtud de lo dispuesto por los arts. 65 y cc. de la ley 24.522 sobre el concurso en caso de agrupamiento, queda en evidencia que la deuda reclamada debió haber sido reclamada allí, puesto que su causa es -indiscutiblemente- anterior a la presentación del concurso, en los términos del art. 32 de la mentada ley común.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Montanari, Juan Carlos y Pedro Alberto s/ Ejecución fiscal.


    A, 1221, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario: resolución que causa gravamen y pone fin al pleito. Prescripción de deuda fiscal. Impuesto interno a fabricantes de vinos. Vencimiento del tributo: comienzo del cómputo del plazo de prescripción. Improcedencia de su prolongación. Término establecido por la ley tributaria.


    Según el art. 60 de la ley 11.683 (t.o. 1978), el término de prescripción del poder fiscal para determinar el impuesto y facultades accesorios del mismo, así como la acción para exigir el pago, comenzará a correr desde el 1de enero siguiente al año en que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen. El vencimiento de los plazos generales para la presentación de las declaraciones juradas e ingreso del gravamen del impuesto interno -fabricante de vinos- y de la sobretasa por los períodos enero a abril de 1991 operó los días 20 del mes siguiente a cada uno de los períodos reclamados. En consecuencia, el 1 de enero de 1992 se inició respecto de ellos el término de prescripción de cinco años previsto en el art. 59, inc. a) de la ley 11.683 (t.o. 1978).


    AFIP - DGI c/ Vinitsky, Guillermo Mario s/ Ejecución fiscal - DGI.


    A, 1025, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia ejecución fiscal contra organismo provincial cuya suma reclamada quedaría comprendida en el régimen de consolidación vigente. Existencia de determinación administrativa definitiva. Deuda reconocida judicialmente que deberá cancelarse siguiendo los procedimientos previstos por aquélla normativa específica. Sentencia arbitraria.


    La vigencia de leyes provinciales de adhesión al régimen previsto por la ley 25.344 no implica necesariamente que el acreedor no pueda iniciar procedimientos de cobro respecto de las deudas comprendidas en él. En efecto, no existe impedimento alguno para que la actora inicie el proceso de ejecución fiscal mediante la única vía que la legislación autoriza -art. 92, ley 11.683- con el objeto de obtener un pronunciamiento judicial que declare su derecho y asegure, al mismo tiempo, la defensa del ejecutado. El inicio de esta vía de apremio es el recurso conferido al Fisco Nacional para interrumpir la prescripción y mantener así sus acciones y poderes para exigir el pago del tributo (art. 67, inc. c, ley 11.683). No constituye una razonada derivación del derecho vigente conforme a los hechos de esta causa la decisión de declarar la nulidad de la ejecución iniciada por el Fisco. Las sentencias que mandan llevar adelante la ejecución cumplen la finalidad de poner en conocimiento del deudor el monto por el que la ejecución prospera -lo que permitirá practicar en su oportunidad la liquidación correspondiente- y, además contienen una decisión expresa, positiva y precisa de todas las pretensiones con arreglo a la acción deducida, al margen de las medidas que se adopten ulteriormente a los fines de su cumplimiento. La sentencia que manda llevar adelante la ejecución se denomina "sentencia de remate" (art. 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) por razones meramente históricas pero que no comporta per se actos precautorios ni actos coactivos sobre el patrimonio del deudor.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Administración Provincial de Obras Sanitarias s/ Ejecución fiscal.


    F, 803, L.XLII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Excepciones. Falsedad o Inhabilidad de Título


    Juicio ejecutivo promovido invocando acción cambiaria y defensa opuesta por nulidad del título en que se basa: rechazo infundado de la excepción por parte de los jueces. Ausencia de explicación adecuada respecto a por qué el reconocimiento de deuda practicado en sede penal convierte en título ejecutivo a un instrumento privado.


    No obstante el alcance de las pretensiones de las partes -juicio ejecutivo promovido invocando acción cambiaria y defensa opuesta por nulidad del título en que se basa-, los jueces sustentaron el rechazo de la excepción en que dicho título importaba un reconocimiento de deuda líquida y exigible por la ejecutada conforme a la normativa procesal, siendo irrelevante su invalidez cambiaria por vicios de forma extrínsecos. Es decir que el Superior Tribunal, sin otra mención que los números de dos artículos del código de rito -arts. 520 y 523 del Código Procesal, no referidos prima facie al tema analizado- y sobre la base de un pagaré cuya nulidad se debatía, concluye sin un tratamiento adecuado del problema desde la perspectiva del artículo 35 del Decreto Ley 5965/63, que el mismo importa un reconocimiento de deuda que trae aparejada ejecución. Tal declaración, además, no constituye el fundamento normativo exigible a los pronunciamientos jurisdiccionales, desde que no explica adecuadamente por qué el reconocimiento de deuda practicado en sede penal convierte en título ejecutivo según los preceptos que menciona a un instrumento privado del tenor que dicen existe; máxime cuando las leyes procesales en los supuestos de documentos que por sí solos no traen aparejada ejecución por regla exigen la preparación de la vía ejecutiva para que el obligado los reconozca, circunstancia no verificada en el caso. De tal manera, si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto abrir una tercera instancia de análisis de las circunstancias de hecho y prueba y de la interpretación de normas de derecho común y procesal local que efectuaron los jueces de la causa, ello no resulta óbice para admitir -como ocurre en el caso- su procedencia en aquellos supuestos excepcionales en que la sentencia recurrida carece de los presupuestos necesarios que la sostengan como un acto jurisdiccional.


    Banco Integrado c/ Caja Municipal de Préstamos s/ ejecutivo


    B, 1192, L.XLIII, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal


    Remisión a S.C. P. Nº 28; L. XLIV, "Perini Eduardo Orlando s/ causa Nº 10830/02".


    Perini, Eduardo s/ quiebra


    P, 10, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. P. Nº 28; L. XLIV, "Perini Eduardo Orlando s/ causa Nº 10830/02".


    Perini, Eduardo s/ quiebra


    P, 131, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen 


    Cese de la inhabilitación: operatividad de pleno derecho. Carácter de los bienes incorporados por sucesión al patrimonio del fallido con posterioridad al lapso anual previsto. Apartamiento de la solución normativa impuesta por el derecho aplicable.


    La sentencia recurrida es arbitraria, si se advierte que el tribunal a-quo, al confirmar el fallo de la instancia anterior entendió que el cese de la inhabilitación no opera de pleno derecho al año de la fecha del decreto de quiebra, sino a partir de una declaración judicial obtenida mediante un trámite previo, decisión, que se aparta de la solución y alcance contemplado en el marco normativo aplicable al caso. Así, puesto que la interpretación dada por los jueces de Cámara vinculada con el requisito de un procedimiento previo no surge del texto de la Ley 24.522. En efecto, su artículo 236 dispone que la inhabilitación del fallido, cesa "de pleno derecho" al año de la fecha de la sentencia de quiebra, o en que quede firme la resolución que fija el momento inicial del estado de cesación de pagos. En ese marco legal, resulta claro que el cese de inhabilitación del fallido operaba automáticamente, salvo que se configuraran los supuestos de reducción o prórroga al que alude la citada norma, circunstancias que no concurrieron en el caso, toda vez que el recurrente no fue sometido a proceso penal alguno. En el caso, el fallido adquirió, supuestamente, la posesión de los bienes que componen el acervo hereditario desde el día del fallecimiento de sus progenitores, hecho acaecido luego de haber transcurrido el lapso anual computado desde la fecha de la sentencia de quiebra. En tal contexto, la decisión de la Cámara no se condice con la solución establecida e importa un apartamiento de la disposición legal que emana de los artículos 236 y 107 de la Ley 24.522 conducentes a la solución del litigio. En tales condiciones, la sentencia apelada no contiene una apreciación razonada de las constancias del juicio, en armonía con la normativa legal aplicable -art. 236 Ley 24.522- y posee un fundamento solo aparente, por lo que debe ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Barreiro, Angel s/ quiebra


    B, 548, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Nulidad del título que motivó la declaración de quiebra. Cesación de pagos basada en créditos originados en títulos falsificados. Garantía de defensa en juicio. Admisibilidad de la queja.


    El Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no tiene por objetivo revisar decisiones de los jueces de la causa referidas a cuestiones de hecho y la aplicación de normas de derecho común y procesal, ha hecho excepción a tal criterio en aquellos supuestos donde la sentencia carece de los requisitos mínimos que la sustentan como un acto jurisdiccional. Defecto que se configura, entre otros supuestos, cuando el pronunciamiento omite dar tratamiento a planteos conducentes, presenta contradicción con constancias de la causa o frustra la vía utilizada por el justiciable, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. En el sub-lite se ha verificado un supuesto de excepción por cuanto la Sala desestimó el planteo de nulidad de las actuaciones del proceso y del título de crédito que dio origen al mismo, sin dar fundamentos suficientes y prescindiendo de constancias de la causa y la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, que resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. En efecto, tras reconocer que el cheque cuya falta de pago originó el pedido y posterior declaración de quiebra había sido falsificado por el apoderado de Servimaq, -quien fue condenado por el delito de defraudación por administración fraudulenta-, la Alzada resolvió que no fue desvirtuada la concurrencia de los presupuestos esenciales para la declaración de quiebra. La decisión recurrida no ha efectuado un examen circunstanciado, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, de las cuestiones fácticas que rodearon a la citación para que la fallida ejerciera su derecho de defensa (arts. 84 y 273, inciso 5 o de la ley 24.522), ni explicado adecuadamente -a la luz de la normativa aplicable- las razones por las que el pedido de nulidad de este acto procesal, que precede a los demás dictados, resultó extemporáneo.


    Servimaq S.A. s/ quiebra - causa N° 13749/1996


    S, 77, L.XLIV, 29 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Afectación del derecho de defensa en juicio al modificar las condiciones de notificación. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad de la queja. Art. 37 ley 24.522 verificación de créditos.


    La Corte tiene reiterado que si bien las objeciones a las sentencias, relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal y la apreciación que efectúan los jueces de la causa de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos en los que el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de su arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada, sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces. Doctrina de la arbitrariedad que tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Por otra parte, cabe recordar que las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de procesos, sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de derechos y lograr concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio. Al respecto la garantía constitucional de la defensa en juicio requiere que se confiera al litigante la oportunidad de ser oído y ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales. Tal derecho ha sido vulnerado, ya que en la resolución que había declarado inadmisible el crédito de los recurrentes se había decidido que esta debía ser notificada. Su modificación posterior por la Cámara nunca puede ser entendida de modo tal que afecte fatalmente el derecho de defensa de quienes no habían sido notificados, retrotrayendo el plazo al momento en que justamente estaba pendiente dicho acto.


    Laguna La Tosca S.A. s/ Concurso preventivo


    L, 814, L.XLIII, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia: inexistencia de inactividad. Verdad jurídica objetiva. Afectación de derechos constitucionales. Fuero de atracción: excepción. Imperativo legal. Doctrina de la arbitrariedad.


    En aquellos casos en que pueda ocasionarse un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el art. 3987 del Código Civil, con lo cual la recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias. Los agravios del recurrente suscitan cuestión federal para su consideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de temas tácticos y de derecho procesal, tal circunstancia no resulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando lo resuelto satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos de la causa y se proyecta en menoscabo de las garantías que tutelan los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional; máxime cuando la interpretación de las disposiciones procesales no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento se vea turbado por un excesivo rigor formal. No se trató en el sub lite del ejercicio de una opción por parte del reclamante, que hubiese sellado la posibilidad de volver a sede laboral, sino del acatamiento de un imperativo legal que luego, en virtud de su modificación legislativa, ordenó lo contrario, en definitiva, la remisión de las actuaciones a la justicia inicialmente competente, ya que -como tiene dicho la Corte- sino concurren las circunstancias excepcionales descriptas por el art. 9 o de la ley 26.086, corresponde al juez originario continuar entendiendo en el juicio primigenio. Finalmente, si la interpretación del a quo se limitó a un análisis parcial y aislado de los diversos elemento de juicio, pero no los integró o armonizó debidamente en su conjunto, entonces cabe descalificar el pronunciamiento sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Bernardini, Ricardo Livio c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Despido.


    B, 310, L.XLIV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción: excepción. Verificación tardía de honorarios regulados en un juicio laboral. Interpretación armónica de las leyes 19.551 y 20.744 junto con 24.522.


    En principio, es menester destacar que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre recursos extraordinarios locales, cabe hacer excepción a ese principio cuando median graves defectos de fundamentación, que descalifican el fallo como acto judicial válido. Para declarar la inoponibilidad de la sentencia dictada en el juicio laboral mencionado, ante el pedido de verificación tardía de las letradas que presentaron dicho pronunciamiento como título verificatorio, era menester un estudio sobre el alcance y aplicabilidad de los artículos 136 de la Ley 19.551 y 265 de la Ley N° 20.744 que excluían de los efectos del fuero de atracción de la quiebra a los procesos laborales en etapa de conocimiento. En ese contexto legal, a su vez, correspondía analizar la compatibilidad de esas normas con lo dispuesto por el artículo 21, inciso 3, Ley 24.522 (texto original, antes de la reforma de la Ley 26.086, artículo 22, Ley 19.551, cuya redacción no varía en lo sustancial), que, vale recodar, prohibía la deducción de nuevas acciones de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a la presentación, exceptuando expresamente aquellas que no sean susceptibles de suspensión.


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ Quiebra- Rachetto, Norberto Manuel- Rec. ext. de Inconstit.


    M, 1115, L.XLIII, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia


    Resistencia del tribunal de origen a recibir una causa: remisión efectuada luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de la ley 26.086. Objetivo del plazo: evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Juicio de conocimiento excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según ley 26.086).


    Cabe advertir que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de la ley 26.086. Sin embargo, corresponde determinar que le asiste razón al señor juez del concurso, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (v. art. 9°, ley 26.086), debe dirimirse la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado del Trabajo de la 8va. Nominación de Rosario, provincia de Santa Fe, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal.


    Banco Suquia S.A. gran concurso preventivo juicio atraído Ponce, Américo c/ Segint y otro s/ demanda laboral


    COMP, 886, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Operatividad del fuero de atracción del concurso: acuerdo preventivo homologado en etapa de cumplimiento.


    Toda vez que no surge que el proceso universal haya concluido, sino que actualmente se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada, ya que el juicio es una ejecución fiscal, la que no se encuentra comprendida en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522, texto según ley 26.086.


    G.C.B.A. c/ Teb S.R.L. s/ Ejecución fiscal - ABL


    COMP, 207, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Operatividad del fuero de atracción: aplicación del art. 21, inc. 3, párr. 3º, de la Ley 24.522. Levantamiento de los embargos preventivos ordenados en los procesos excluidos del fuero de atracción.


    Toda vez que la Cámara interviniente no solicitó expresamente la remisión de las actuaciones -vale decir, no invocó la operatividad del fuero de atracción- sino que ordenó liberar y depositar los fondos embargados por astreintes a la orden del concurso, resulta de aplicación lo dispuesto por el artículo 21 inciso 3º, párrafo 3º de la Ley 24.522 en cuanto prescribe que corresponde al juez del concurso disponer o no el levantamiento de los embargos preventivos ordenados en los procesos excluidos del fuero de atracción, previa vista a los interesados. Por otra parte, también las disposiciones en virtud de las cuales compete a dicho magistrado la determinación de la composición del activo y el pasivo de la concursada (arts. 16, 17, 32 y ccs., Ley 24.522).


    Transporte 9 de Julio S.A. s/ Concurso preventivo.


    COMP, 911, L.XLV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero de atracción: artículo 132 de la Ley 24.522 (según ley 26.086).


    El artículo 132 de la Ley 24.522 (según ley 26.086) establece que la declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, todas las acciones judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales, en virtud de que se trata de la ejecución de un contrato de mutuo con garantía hipotecaria. En tal contexto, y en orden a que el presente juicio se encuentra alcanzado por el fuero de atracción, con independencia de que en las actuaciones se hubiera dictado sentencia, corresponde al tribunal que conoce en la quiebra de la demandada continuar entendiendo.


    Banco Bansud S.A. c/ Instituto de Enseñanza Privada Pedro Goyena S.A. s/ cobro hipotecario


    COMP, 477, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia en un proceso concursal: fuero de atracción: exclusión de los juicios laborales. Excepción: opción del actor por suspender el procedimiento y verificar su crédito.


    Cabe precisar que el artículo 7° de la ley 26.086 sustituyó el artículo 132 de la ley 24.522 y, en lo pertinente, al remitir al artículo 21 de este último cuerpo legal (modificado por el art. 4° de la ley 26.086), dispuso que los juicios laborales quedan excluidos de los efectos del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito, conforme lo establecido por el artículo 32 y concordantes de la Ley de Concursos y Quiebras. En tales condiciones, se configura tal supuesto, toda vez que el actor optó por la verificación del crédito en la quiebra. En ese contexto es oportuno aclarar que el artículo 21 antes referido sólo dispone la suspensión del trámite ante la opción del acreedor, mas no expresamente el desplazamiento de las actuaciones al juzgado Comercial, sin perjuicio de la facultad del juez de la quiebra de solicitar la remisión del expediente a los fines que estime pertinentes, medida que no importaría asumir la discutida competencia.


    Ferreyra, Mauricio c/ Parmalat Cia. Lactea del Sur SA s/ diferencias salariales


    COMP, 806, L.XLV, 09 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio universal: procedencia del fuero de atracción. Demandados que integran una sociedad de hecho: responsabilidad solidaria de los socios.


    Cabe poner de resalto que, conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, la declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, todas las acciones judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales. En ese sentido, toda vez que los demandados integrarían una sociedad de hecho en la que la responsabilidad de los socios es solidaria (art. 23 de la ley 19.550), no cabría estar a lo normado en el supuesto a que se refiere el segundo párrafo del artículo 133 de la ley 24.522 (modificado por el art. 8° de la ley 26.086). Asimismo, cabe resaltar que la AFIP trabó embargo sobre las cuentas bancarias propiedad exclusiva de un particular, y no de la sociedad demandada. Frente a dicho contexto y toda vez que la actora no hizo ejercicio de la opción consagrada en la primera parte del citado artículo 133, según la cual podría haber continuado el juicio ante el tribunal de su radicación, si hubiese desistido de la demanda contra la fallida, sin perjuicio de solicitar la verificación de su crédito, corresponde considerar que se impone el fuero de atracción que ejerce el juicio universal.


    Fisco Nacional c/ Claudio Arens y Carlos Forestier s/ Ejecución fiscal


    COMP, 612, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción: proceso de conocimiento en trámite.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7º de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluído de dicho instituto (art. 21, inc. 2º de ese cuerpo legal). Cabe señalar que tampoco concurren en el caso los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086.


    CONICET c/ Martínez, E. s/ proceso de conocimiento


    COMP, 395, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero de atracción: juicio ejecutivo que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Al no surgir de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que el conflicto se trata de un juicio ejecutivo que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Fisco de la Provincia de Bs.As. c/ Fibraltex S.A. s/ Apremio


    COMP, 286, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero de atracción del concurso. Autorización del Banco Central de la República Argentina para transferir activos y pasivos del Banco Bisel S.A. en los términos del artículo 35 bis, apartado II, de la Ley 21.526 a favor del Nuevo Banco Bisel S.A.


    Toda vez que de las constancias de la causa surge que el 21 de mayo de 2002, el Banco Central de la República Argentina autorizó la transferencia de activos y pasivos del Banco Bisel S.A. en los términos del artículo 35 bis, apartado II, de la Ley 21.526 a favor del Nuevo Banco Bisel S.A., y que el 24 de septiembre de 2002, en autos “Banco Central de la República Argentina solicita Intervención Judicial del Banco Bisel S.A. (expte. Nº 596/02)”, en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Civil y Comercial de la 9na. Nominación de la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, se solicitó la liquidación judicial del Banco Bisel S.A. (v. fs. 133 vta.), en ese contexto, entonces, en el que se encuentra en trámite el concurso preventivo de la ex-entidad financiera (Banco Bisel S.A.), se advierte que aún cuando la acción no estaría alcanzada por el fuero de atracción del concurso (conf. art. 21, inc. 2º, Ley Nº 24.522, texto según Ley Nº 26.086), corresponde que sea el Juzgado a cargo de la intervención del banco accionado, el que entienda en la presente causa. Ello es así, desde que el Banco Bisel S.A. informó que todos los depósitos de plazo fijo efectuados en esa entidad financiera fueron excluidos de su patrimonio, en el marco del procedimiento antes mencionado, a favor del Nuevo Banco Bisel S.A., por lo que deviene aplicable el artículo 35 bis, apartado III, última parte, de la Ley Nº 21.526 que dispone que la intervención de una entidad sujeta al procedimiento de exclusión de activos y pasivos produce la radicación -ante el juez actuante- de todos los juicios de contenido patrimonial que afectaren a los activos excluidos o se refieran a los pasivos excluidos. Siendo que esta atribución de competencia, de conformidad con lo prescripto por los artículos 49 y 51 referidos, tampoco se vería modificada por la eventual liquidación y/ o quiebra de la entidad, de acuerdo con lo previsto con el artículo 46, 51 y 56 de la Ley Nº 21.526.


    Kaczuk, José s/ Acción sumarísima


    COMP, 1067, L.XLIII, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción: procesos de ejecución de garantías reales.


    Sin perjuicio de que, a la fecha en que el magistrado provincial había solicitado la inhibitoria al titular del Juzgado Nacional no se hallaba vigente el art. 21 inc. 2 de la ley 24.522 -modificada por ley 26.086-, dada las particulares circunstancias del caso, y en atención a que la citada norma dispone que las ejecuciones de garantías reales quedan excluidas de la radicación ante el juez que entiende en el proceso universal, corresponde considerar que la causa deberá continuar su trámite ante el juzgado originario.


    Plan Ovalo S.A. de Ahorro para Fines Determinados c/ 14 de Julio S.A. s/ Ejecución prendaria


    COMP, 307, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero en el que se lleva a cabo el juicio universal: actor que ha procedido a verificar los créditos reclamados.


    La causa debe continuar su trámite en el Juzgado Nacional en lo Comercial, donde se encuentra el juicio universal, toda vez que encuadra en los supuestos de excepción contenidos en el art. 9º de la ley 26.086, ya que, según constancias de la causa, el actor ha procedido a verificar los créditos reclamados, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Bouza, José E. c/ Automundo S.A. y Salonia S.A. s/ despido


    COMP, 22, L.XLV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción: finalización del proceso universal por haberse cumplido el acuerdo preventivo. Artículo 59 de la ley 24.522.


    Toda vez que el proceso universal se encuentra concluido por haberse cumplido el acuerdo preventivo, no sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada, puesto que el artículo 59 de la ley 24.522 establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias -respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales-, de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    GCBA c/ Manusovich, Rubén M. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 3, L.XLV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción del proceso concursal: exclusión de los juicios de ejecución de garantías reales.


    Toda vez que en las presentes actuaciones el actor promueve ejecución contra la demandada, en razón del mutuo con garantía hipotecaria suscripto por las partes, y conforme lo ya decidido por la Corte, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, por tratarse en el caso de una de las excepciones previstas.


    Citibank c/ Rogiro Acero S.A. s/ Ejecución especial ley 24.441


    COMP, 1639, L.XLI, 29 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cobro de una deuda fiscal. Conexidad entre incidente de verificación de crédito por impuesto a los sellos y la deuda fiscal reclamada. Procedencia del fuero de atracción.


    La Corte Suprema tiene dicho que el fuero de atracción de los juicios universales sean de sucesión o concurso, opera aún tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine la jurisdicción, doctrina que resulta extensible en orden a las particulares razones de conexidad con el proceso concursal.


    Ferrovías S.A. s/ concurso preventivo s/ Verificación sellos


    F, 292, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Fuero de atracción de la quiebra de la demandada.


    En el caso opera el fuero de atracción de la quiebra de la demandada toda vez que se trata de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21 de la ley 24.522, al que remite el artículo 132 (texto según ley 26.086).


    G.C.B.A. c/ Javilo Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal - Ing. Brutos Convenios Multilaterales.


    COMP, 12, L.XLV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Deudas anteriores y posteriores a la apertura del concurso preventivo del demandado. Fuero de atracción.


    En las presentes actuaciones se persigue el cobro de deudas anteriores y posteriores a la apertura del concurso preventivo del demandado. Respecto del reclamo por períodos anteriores a la apertura del concurso, deberá entender el Juzgado Nacional en lo Comercial, en virtud de que, de las constancias de la causa, no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada. Respecto de las restantes obligaciones, debe considerárselas excluidas del fuero de atracción, en tanto se trata de deudas nacidas con posterioridad a la apertura del concurso.


    GCBA c/ Caroprese, Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP, 407, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción de concurso.


    Toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley N° 24.522, texto según Ley N° 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (v. art. 9°, Ley N° 26.086), corresponde dirimir la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Nacional, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    José Tundis S.R.L. c/ Banco del Suquía S.A. s/ quiebra


    COMP, 912, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Apremio. Sentencia firme. Posibilidad de verificación en el concurso.


    En autos se dictó sentencia de trance y remate y, en consecuencia, la causa debe permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Norpetrol S.A. s/ Apremio provincial.


    COMP, 515, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de crédito con garantía real: procedencia del fuero de atracción.


    En lo que respecta al artículo 132 de la ley 24.522, modificado por el art. 7° de la ley 26.086, exceptúa a los procesos indicados en el artículo 21, incisos 1 a 3, del fuero de atracción ejercido por la quiebra, con excepción de las ejecuciones de créditos con garantía real, motivo por el cual cabe considerar que esta causa es atraída por dicho juicio universal.


    Banco de la Nación Argentina c/ Sigillito, Mauro y otra s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 750, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen 


    Verificación de Créditos


    Recurso de inconstitucionalidad local. Apartamiento del precedente “Casa Marroquín” que impide rever lo resuelto en otra jurisdicción. Reducción de tasa de interés: remisión a lo resuelto en E. 282 L XL” Electrodomésticos Aurora S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por la Administración Federal de Ingresos Públicos -DGI-“.


    Las sentencias emanadas de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local son en principio, irrevisables en la vía del art. 14 de la ley 48, salvo arbitrariedad, tacha que a su respecto debe considerarse como particularmente restringida. Supuesto configurado en el sub lite, por cuanto el juzgador ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, que eventualmente, resultarían conducentes parta la adecuada solución del litigio. En virtud del contexto reseñado por la apelante de cumplimiento del procedimiento estatuido en la ley 11.683 para el cuestionamiento de la determinación impositiva de oficio y la existencia de sentencia firme del Tribunal Fiscal, al concluir que los agravios sobre el apartamiento del precedente "Casa Marroquín" no guardan conexión con la realidad del caso, el a quo ha omitido dar respuesta al planteo atinente a la contradicción intrínseca que el fallo cuestionado revela y a la improcedencia de la revisión de lo decidido en sede administrativa en virtud de las prescripciones federales especiales. Cuestión que Se encarece si se pondera -conforme expone la AFI P- que a la fecha en que la Cámara resolvió la apelación el Tribunal Fiscal ya había dictado la sentencia. La Corte local que rechaza el recurso de inconstitucionalidad sin resolver la cuestión relativa a la articulación de las facultades del juez del concurso con las disposiciones de la ley tributaria no constituye un acto jurisdiccional válido. Por otra parte, en lo que respecta al agravio por la reducción de la tasa de interés, guarda sustancial analogía con el examinado en autos E. 282 L XL “Electrodomésticos Aurora S.A. s/concurso preventivo s/incidente de revisión por la Administración Federal de Ingresos Públicos -DGI-“, en el cual con sustento en el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la Corte desestimó el recurso extraordinario interpuesto.


    Rene Ursella e hijos SRL s/ Concurso preventivo


    R, 1349, L.XLII, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. N° 1115, L XLIII “Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/quiebra – Rachetto, Norberto Manuel – Recurso extraordinario de inconstitucionalidad”.


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ Quiebra Stewart Lizzie Nieves Sol. Pronto pago. Rec. Ext. Inconstit.


    M, 1111, L.XLIII, 03 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Proceso Sucesorio. Competencia


    Declaratoria de herederos: imposibilidad de acreditar de manera incuestionable el último domicilio del causante. Competencia de la justicia ordinaria de la provincia de Santa Fe.


    Toda vez que los elementos probatorios agregados en uno y otro proceso resultan insuficientes para acreditar de manera incuestionable, el último domicilio del causante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 90 inc. 7 ° y 3284 del Código Civil, y teniendo a la vista que el expediente en trámite ante la jurisdicción de la Provincia de Santa Fe ya se ha dictado declaratoria de herederos, resulta competente para entender en la sucesión del causante el juzgado ordinario de la ciudad de Rosario.


    Echaniz, Francisco s/ declaratorio de herederos


    COMP, 716, L.XLIV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Improcedencia del fuero de atracción: acuerdo conciliatorio de las partes.


    El caso no puede ser acumulado, toda vez que en otra causa, las partes han arribado a un acuerdo conciliatorio. En consecuencia, habiendo finalizado dicho proceso y tratándose de una excepción a las reglas de la competencia, la acumulación ha perdido el objeto práctico que la justifica.


    Figueredo, Hilda c/ sucesores De Muraco s/ Usucapión


    COMP, 1033, L.XLIV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Codemandado fallecido. Procedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Encontrándose codemandado en autos el causante, por los supuestos daños y perjuicios ocasionados a la actora, resulta de aplicación el principio que emana del artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, el cual prevé que tramiten ante el juez del sucesorio las acciones personales de los acreedores del difunto.


    Pontino de Angelo, Mónica c/ G.C.B.A. y otros s/ Empleo público


    COMP, 434, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de expensas. Fuero de atracción del sucesorio.


    La obligación cuyo cumplimiento se persigue en autos, es de naturaleza jurídica compleja, y ha sido tratada en el marco doctrinario y jurisprudencial con criterios diversos en orden a su encuadre o no como obligación propter rem. En ese contexto, si bien no puede desconocerse que la obligación de pago de las expensas comunes de un edificio se extiende a los nuevos adquirentes del dominio de los respectivos inmuebles, con el alcance que emana del artículo 3266 del Código Civil (art. 17 de la ley 13.512), ello no libera al propietario originario –deudor natural de dicha prestación (o en supuestos como el de autos en que éste ha fallecido, al igual que su único sucesor, al patrimonio relicto) de responder por vía directa o indirecta a dicha prestación. Siendo ello así, no caben dudas que el crédito que aquí se ejecuta se vincula con el patrimonio hereditario, y desde que el instituto del fuero de atracción -imperativo y de orden público- tiende a facilitar su liquidación, tanto en beneficio de acreedores -como los aquí ejecutantes- como de la sucesión, corresponde que el presente proceso se encuentre comprendido en el desplazamiento a que se refiere el artículo 3284 del Código Civil.


    Consorcio Copropietarios Edificio Astral II c/ Sucesores de Molina de López s/ cobro ejecutivo


    COMP, 756, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de petición de herencia. Impugnación de declaratoria de herederos. Fuero de atracción del sucesorio.


    La pretensión de inicio se refiere a una acción personal de quienes se dicen herederos, tendiente a obtener la rectificación de la declaratoria de herederos ya dictada en el sucesorio del causante, en la cual declaró la existencia de una única y universal heredera, cuya vocación hereditaria impugnan. Las normas que rigen el fuero de atracción, fundadas en la necesidad de concentración ante el mismo magistrado que entiende en el principal, de todos los juicios seguidos contra el causante, resultan aplicables también a las acciones concernientes a los bienes hereditarios a que alude el artículo 3.284, inciso 10 del Código Civil, entre las que se halla la de petición de herencia, aquí entablada Por ello, corresponde que la presente causa de petición de herencia, continúe su trámite ante el citado Tribunal, único competente para rectificar a no, la declaratoria de herederos impugnada respecto del sucesorio, por ser en definitiva, quien en su oportunidad la dictó, en un todo de conformidad con la normado por los artículos 3283, 3284 inciso 1°, siguientes y concordantes del Código Civil.


    Giancristofaro, Juan Domingo, Giancristofaro, Nicolás y Giancristofaro, Monica Raquel s/ Petición de herencia


    COMP, 797, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Fuero de atracción del sucesorio. Partición e inscripción registral de los bienes del acervo sucesorio.


    Resulta razonable declarar operativo en las presentes actuaciones el fuero de atracción que ejerce el proceso universal del demandado, toda vez que surge claramente de las constancias acreditadas en el referido proceso sucesorio como de las propias manifestaciones de la única heredera universal aquí declarada, que sólo se ha decidido la partición y, consecuentemente, inscripción registral respecto de uno solo de los bienes que integraría el total del acervo sucesorio.


    B.N.A. c/ Palomo, Miguel s/ Ordinario


    COMP, 807, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fuero de atracción del juicio sucesorio. Ejecución del pago de contribuciones y otras cargas debidas a una obra social. Corresponde a la justicia local que interviene en la sucesión.


    Resulta procedente indicar que el Tribunal tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción y aún cuando se trate de procesos que corresponderían al fuero federal. También ha dicho que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas y de orden público. Tal doctrina resulta de aplicación al caso sub exámine toda vez que conforme surge de la demanda la actora persigue el cumplimiento de obligaciones que tuvieron por deudor al aquí causante en virtud de haber omitido los pagos, contribuciones y otras cargas debidas, derivadas de las leyes 19.316 y 23.660, con anterioridad a su fallecimiento.


    Osprera c/ Parra, Sebastián s/ Ejecución fiscal- Obras sociales C.P.C.C. Nación


    COMP, 483, L.XLIV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen 


    Procesos de Familia. Alimentos y Litisexpensas


    Acciones por alimentos a favor de menores de edad: juez competente. Autonomía respecto del convenio de alimentos y régimen de visitas que se arribó ante tribunales de otra jurisdicción. Situación de los hijos extramatrimoniales: competencia del juez del lugar donde se encuentran los menores beneficiarios de la obligación y se domicilia el progenitor que ejerza su tenencia o guarda. Parámetros establecidos por el artículo 3°, de la Ley 26.061, de raigambre constitucional -conf. art. 75, inciso 22 de la CN-.


    En las acciones por alimentos a favor de menores de edad, resulta competente para entender el juez del lugar donde reside el menor para quien se reclama el cumplimiento de esa obligación. En tal sentido, la acción interpuesta puede considerarse autónoma del convenio de alimentos y régimen de visitas al que se arribó ante los Tribunales de la ciudad de Formosa. Cabe señalar que dicho acuerdo se habría tornado de cumplimiento imposible, en razón de haberse fijado el pago de un porcentaje respecto de un salario, que el demandado percibía de una empresa para la cual ya no trabaja en la actualidad. En tal situación, no resultaría entonces viable su ejecución. Por otra parte, cabe agregar, en lo que concierne al juicio de alimentos, que a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación de los hijos extramatrimoniales, conforme acontece en autos, por aplicación del artículo 5°, inciso 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y en función de las características y finalidades del instituto (doct. de los arts. 374 y 375 del Cód. Civ,), debe entenderse que es juez competente el del lugar donde se encuentran los menores beneficiarios de la obligación, y se domicilia el progenitor que ejerza su tenencia o guarda, conforme los parámetros establecidos por el artículo 3°, de la Ley 26.061, de raigambre constitucional -conf. art. 75, inciso 22 de la CN-.


    F., M. L. c/ M., R. A. s/ Alimentos


    COMP, 700, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Solicitud de elevación de los autos principales.


    R., Víctor s/ Causa Nº 7862


    R, 193, L.XLIV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión planteada que devino abstracta.


    Las decisiones de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.


    A., Conrado Ramón Ceferino s/ Tentativa de contrabando de estupefacientes -causa nº 56913-


    A, 1503, L.XLIII, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Principio de Congruencia. Extra petitio. Falta de arbitrariedad. Violación del In dubio pro reo. Remisión a S. C. A. 799 L.XLIV "Avallone, Nicolás Alberto y otro s/causa n° 6799".


    En orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio.


    A., Nicolas Alberto y otro s/ Causa N° 6799


    A, 805, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Tripputi, Juan Pablo s/recurso extraordinario federal", causa nº 441, letra T, libro XLIII.


    D., Karina Claudia s/ Causa nº 8260


    D, 411, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Tripputi, Juan Pablo s/recurso extraordinario federal", causa nº 441, letra T, libro XLIII.


    M., Carlos Alberto s/ Causa nº 8175


    M, 281, L.XLIV, 26 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa A.2186, L. XLI "Acosta, Alejandro Esteban".


    O., Eduardo César s/ Su presentación


    O, 170, L.XLIII, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "M., Sergio Aníbal s/causa n° 8301", letra M, número 785, libro XLIV.


    P., Ramón Alberto s/ Causa N° 8313


    P, 586, L.XLIV, 04 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Circunstancias existentes al momento de dictaminar. Cuestión abstracta.


    Toda vez que las decisiones de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal; la Corte debe declarar abstracta la cuestión planteada en las presentes actuaciones.


    R. D. de A., Ilda Noemí s/ Causa N° 8162


    R, 1212, L.XLIII, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a "Marchal, Juan s/ apelación", causa M.1771, libro XL.


    Autoridad del Agua s/ Apela falta municipal


    A, 380, L.XLIII, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a los autos caratulados "L., Ricardo s/ Recurso de casación", letra L, nº 336, libro XLIV.


    L., Ricardo s/ Causa Nº 7942


    L, 331, L.XLIV, 08 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    F., Jorge Alberto y Amancay Tristán, Noelia Romina s/ Causa nº 830


    F, 574, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 1625, L. XXXVI "Córdoba, Juan Manuel s/ Causa nº 2706".


    R., Walter Damián s/ Causa nº 8448


    R, 315, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicitud de elevación de los autos principales.


    M. V., Nelson y S., Andrés Luis s/ Causa nº 9019


    M, 1252, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Rebeldía. Paralización de las actuaciones.


    Teniendo en cuenta que el imputado se encuentra prófugo, la Corte puede paralizar las actuaciones hasta tanto el nombrado se presente o sea habido.


    R. G., Julio Sergio s/ Homicidio culposo -causa Nº 91067-


    R, 423, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al recurso federal planteado en favor de José Darío M., compañero de causa de T.


    M., Cristian s/ Robo agravado por homicidio


    M, 948, L.XLIII, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión N. 116, L. XLII, "Noroña, Nicolás c/ Ferrocarriles Argentinos s/ laboral".


    Ahumada, Bernardino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral


    A, 1720, L.XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B. 167, L. XLIV, "Bruno, Carlos Gustavo y otros c/ Estado Nacional s/ contencioso administrativo".


    Bruno, Carlos Gustavo y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


    B, 168, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso de queja.


    En atención al modo en que propicio que se resuelva la cuestión de fondo en la causa D.68, L. XLIV, "Distribuidora de Gas del Centro S.A. c/ resolución 334/00 ENARGAS (expte. 5018/99)", en dictamen del día de la fecha, al que se remite, corresponde admitir la queja.


    Distribuidora de Gas del Centro S.A. c/ Enargas Resolución 334/00 y otros s/ Recurso


    D, 32, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las sentencias dictadas en autos S.C. B. 852; L. XLI. "Blanco de Mazzina, Blanca Lidia c/ ANSeS s/ inconstitucionalidades varias" y S.C. 0. 279; L. XL "Ochoa, Lina Elva c/ ANSeS s/ inconstitucionalidades varias" el 19 de febrero y el 1 de abril


    Villarruel, Teresa c/ ANSeS s/ Reajustes varios


    V, 577, L.XL, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en A. 752, L. XLIV "ATVC y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y Secretaría de comunicaciones y otros". Se declara inoficiosa la decisión por sobrevenir una modificación en las circunstancias jurídicas del caso.


    ATVC y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Planificación Federal Inversión Pública y Servicios y Secretaria de Comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 798, L.XLIV, 05 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en A. 752, L. XLIV "ATVC y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y Secretaría de comunicaciones y otros". Se declara inoficiosa la decisión por sobrevenir una modificación en las circunstancias jurídicas del caso.


    


    ATVC y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Planificación Federal Inversión Pública y Servicios y Secretaria de Comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 807, L.XLIV, 05 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en A. 752, L. XLIV "ATVC y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y Secretaría de comunicaciones y otros". Se declara inoficiosa la decisión por sobrevenir una modificación en las circunstancias jurídicas del caso.


    


    ATVC y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Planificación Federal Inversión Pública y Servicios y Secretaria de Comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 811, L.XLIV, 05 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 412, L. XLV, "C., Miguel Enrique s/ Causa Nº 10416".


    A., Paulino Oscar s/ Causa Nº 10457


    A, 495, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 412, L. XLV, "C., Miguel Enrique s/ Causa Nº 10416".


    B., Julio César s/ Causa Nº 10552.


    B, 394, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Prescripción. Suspensión del trámite del recurso de queja.


    En el caso en que hubiese transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2º, del Código Penal, corresponde que la Corte ordene la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    S., Aldo Javier s/ Causa Nº 8362


    S, 255, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en las causas J. 35, L. XLV, "J., Yamil s/ Recurso de casación".


    C., Daniel Néstor s/ Causa Nº 10417


    C, 435, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa J. 35, L. XLV, "J., Yamil s/ Recurso de casación".


    C., Miguel Enrique s/ Causa Nº 10416


    C, 412, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 80, L. XLV, "D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9888".


    D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9961


    D, 122, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 80, L. XLV, "D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9888".


    P., Rubén Oscar s/ Recurso de Casación


    P, 220, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Negocio ilícito de intermediación financiera. Ley 21.526 de entidades financieras. Evasión impositiva. Regla nemo auditur o imposibilidad de alegar la propia torpeza. Falta de demostración de afectación del interés general. Inadmisibilidad de la queja.


    La compulsa del expediente demuestra que la magistrada de primera instancia también evaluó la actividad de los actores como ilícita, en base a los arts. 1, 2, 7, 38 y 41 de la ley 21.526, dedicándole varios párrafos al estudio del tema. Los agravios contenidos en el recurso extraordinario sobre la naturaleza de la actividad de los actores y las implicaciones que de ella deberían derivarse -en función de la inteligencia de la ley 21.526, que hoy proponen como correcta-, al no haberse sometido a la consideración de los jueces ordinarios, se presentan como una reflexión tardía, que en el marco de este pleito no debería admitirse. De compartirse el criterio expuesto, firme la valoración hecha en primera instancia acerca de la ilicitud del negocio, sólo queda subsistente el aspecto residual referido a la atribución de consecuencias que - a partir de aquella premisa y conforme a la normativa civil- realizaron los jueces. Es que, acorde con el rigor propio de este remedio particular, calificada como había quedado la conducta de los interesados, éstos debieron establecer el absurdo de los efectos imputados por la Sala, de cara -principalmente- al doble cobro que se endilga a los demandados; duplicidad que el recurso da por sentada, sin justificar de qué modo las constancias de la causa prestan respaldo cierto a ese aserto. La apelación federal no se autoabastece en un punto ciertamente relevante. En ese contexto, sin perjuicio de la censura que pueda recaer sobre los alcances que el a quo confirió a las precitadas circunstancias, no encuentro desaciertos groseros en el encuadre de la relación jurídica; de manera que -como adelanté- los agravios no pasan de ser diferencias con el criterio interpretativo de la Sala, en punto a posibles errores de apreciación -en un terreno no federal-, inconducentes en esta instancia. Cabe insistir a esta altura, en que no estamos ante una apelación que habilite a enderezar lo opinable, ni aún el desacierto mismo. Con ello, sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar este debate, estimo que no procede entrar aquí en ese orden de consideraciones. Al contrario, según la recordada doctrina de esa Corte, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, esa Corte no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones. Como sabemos, la procedencia formal del instituto exige acreditar que la intervención de esa Corte se reclama con un propósito que no sea la defensa de incumbencias netamente individuales, sin repercusión directa en la comunidad.


    Martin Vega, Domingo y otro c/ Garberi, Juan Carlos y otros s/ Cobro de suma de dinero


    M, 1647, L.XLII, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. N° 533, L. XLIV, Maldonado, Pedro c/ Kursaal S.A." y Fallos 327:3753 -Aquino-.


    Sánchez, Miguel Ángel c/ General Motors de Argentina S.A. s/ Incapacidad


    S, 845, L.XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Naturaleza jurídica de la obligación de escriturar. Comisionista y comitente. Sentencia definitiva. Fundamentación racional que no puede ser atacada por mera discrepancia.


    La sentencia puede calificarse como definitiva, desde que la pretensión del actor tendiente a la escrituración en un ciento por ciento del inmueble en disputa, ha sido rechazada, provocándole en ese punto un agravio de no susceptible reparación ulterior. Por otro lado, la contienda traída ante la Corte corresponde estrictamente al plano del derecho común, por lo que no resulta susceptible de revisión, excepto que el Tribunal se haya apartado en forma intolerable de una recta comprensión jurídica del conflicto. Pues como esa Corte ha dicho repetidamente, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una vía regular destinada a corregir en una tercera instancia aquellos pronunciamientos que se consideran equivocados, por discrepancias respecto del alcance asignado a hechos, principios y normas de derecho procesal o común. Antes bien, por su carácter excepcional, aquel mecanismo sólo debe aplicarse frente a la ausencia manifiesta de racionabilidad. En efecto, la Sala partió de la premisa de que el comitente es el dueño real del negocio, que desplaza de la operación al comisionista, en el momento mismo en el que se descubre su identidad y éste asume ostensiblemente su condición, con independencia de los medios utilizados para llevar a cabo tal revelación. Asimismo, catalogó a la obligación de escriturar como indivisible e impropia, concluyendo que la demanda debía haberse deducido en forma conjunta por todos quienes quedaron emplazados en el lugar de adquirentes, por configurarse en autos un supuesto de litisconsorcio necesario. Ese tratamiento constituye un abordaje posible de la cuestión planteada. En esa línea, el recurrente aporta una visión opuesta, partiendo de la tesis de que es el único dueño del negocio, mas no explica su postura a la luz de la noción general del instituto de la comisión - a la que se ajustaron los jueces-, cosa que debería haber hecho en función de la calidad de comisionista que se atribuyó al tiempo de celebrar el contrato origen del diferendo. Por otra parte, los jueces no están obligados a ponderar uno por uno y con exhaustividad todos los elementos argumentativos y probatorios traídos por las partes, salvo que su desconocimiento resulte injustificado. A la luz de esa directiva de la Corte, y en el marco particular de estas actuaciones, el tratamiento de aquella faceta, vinculada con la teoría de los actos propios, no podía alterar la solución a la que llegó el a quo, por lo que el agravio no es atendible. Según la recordada doctrina de esa Corte, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, esa Corte no es, salvo en el recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Varela Vaamonde, Víctor Manuel c/ Capricciulo, Victorio y otro s/ Escrituración


    V, 500, L.XLIII, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra la AFIP: impugnación de deuda. Pago previo estipulado por el artículo 15 de la ley 18.820. Beneficio de litigar sin gastos denegado en forma dogmática. Procedencia del recurso.


    La Cámara desestimó el beneficio de litigar sin gastos interpuesto por el actor, sin dar respuesta válida a sus planteos en esa cuestión. En efecto, dicho beneficio fue denegado en forma dogmática, pues no se ordenó producir la abundante prueba ofrecida, ni tampoco se justificó la eventual improcedencia de dichas medidas El alegado estado de imposibilidad de afrontar el pago previsto en el art. 15 de la ley 18.820 era susceptible, además, de verificación mediante medidas para mejor proveer, que los jueces se encontraban facultados a dictar, para dar una acabada solución al litigio; máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad. Tiene dicho el Alto Tribunal que si bien se ha aceptado reiteradamente que la exigencia de depósitos previstos como requisito de viabilidad de los recursos de apelación no es contraria a los derechos de igualdad y defensa en juicio, también lo es que se ha admitido la posibilidad de atenuar el rigorismo de tal requisito en supuestos que involucren situaciones patrimoniales concretas de los obligados, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de las garantías constitucionales.


    Caprioli, Rodolfo c/ A.F.I.P. s/ Impugnación de deuda


    C, 3755, L.XLI, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra obra social por cobertura de microcirugía. Práctica realizada en función de medida cautelar previa. Improcedencia por falta de gravamen. Costas.


    Aunque en la secuencia lógica de la impugnación se ha hecho abstracción de este dato de la realidad, lo cierto es que la práctica médica reclamada ya fue llevada a cabo, en función de la medida cautelar decretada previamente. Por ende, este aspecto del recurso resulta formalmente improcedente por inexistencia de gravamen. En lo que concierne al orden de imposición de las costas (único tema susceptible de un eventual interés actual), la Corte Suprema ha enseñado reiteradamente que esa materia pertenece al ámbito adjetivo, propio de los jueces de la causa y ajeno al remedio federal, salvo que se haya incurrido en arbitrariedad. Ausente el caso federal y denegado el recurso extraordinario sustentado en la arbitrariedad, el peticionario debió mantener el agravio respectivo y no lo ha hecho, por lo que dicha faceta de la discusión se encuentra precluida.


    Contino, Javier c/ Obra Social de Unión del Personal Civil s/ amparo


    C, 1005, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Acuerdo conciliatorio. Posterior presentación de recurso de hecho. Renuncia o desistimiento tácito. Pronunciamiento inoficioso.


    La conducta adoptada por la demandada constituye una actividad procesal en pugna con el recurso interpuesto, desde que en el acuerdo en que intervino la nombrada, se manifestó que se desisten de “cualquier incidente y/o recursos”, sin realizar una manifestación o reserva expresa sobre su presentación directa ante la Corte, circunstancia que importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso en examen de conformidad con lo dispuesto en los artículos 873, 915 y 918 del Código Civil; y dado que el pronunciamiento de la Corte Suprema debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, desde que la apelante carecería ya de interés en su recurso, resulta inoficioso el pronunciamiento.


    O., I. c/ M., A.F.J.P. S.A. s/ Amparos y sumarísimos


    O, 287, L.XLII, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contrato de seguro de vida y pesificación. Arbitrariedad de sentencia: omisión de análisis integral. Garantía de defensa en juicio.


    Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene de un lado, que el a quo, previo a determinar la sumas adeudadas por la aseguradora al actor debió ponderar primero, las peculiaridades especificas y contexto de la inversión en cuestión expresamente invocadas por la apelante. Y de otro que también omitió, un tratamiento pormenorizado de otro argumento que interpreto central, como es que en el caso no se encuentra en discusión la conversión a pesos del contrato de seguro que une a las partes, ya que según la demandada se ha mantenido en la divisa extranjera pactada -dólares estadounidenses-, sino el quantum del rescate que debía abonar la quejosa. En torno a este aspecto, para su determinación, los jueces prescindieron valorar los términos y condiciones del acuerdo de base, el riesgo de la inversión acordada y la operatoria que, según la documentación adjunta, consiste en asignar los pagos de primas a fondos comunes de inversión, siendo el asegurado acreedor del valor de las cuotas partes, equivalente en la divisa extranjera, y no de un monto fijo. Por otro lado, también pretirieron el efecto y alcance real del endoso emitido, considerando la fecha de vigencia de la Ley 25.561, el impacto en la inversión de las restricciones legales impuestas por el Decreto 1570/01, y la incidencia de los feriados bancarios en la disponibilidad del importe de la prima adicional depositada. Dichas cuestiones, susceptibles de incidir en el resultado de la controversia, habían sido planteadas por la aseguradora, no resultando respuesta suficiente a dichos agravios la vigencia de la ley de Convertibilidad, ni la exigencia de constituir reservas técnicas de conformidad con lo dispuesto por el art.33 de la ley 20.091 cuya obligatoriedad y cumplimiento no es objeto de debate. Tal situación importa un desmedro de la garantía de defensa en juicio que asiste al quejoso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Rosetti, Eduardo A. c/ Eagle Star Ltd. s/ Ordinario


    R, 472, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Chiaravalloti, José Luis c/ Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 575, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. H N° 158, L. XLIII; “Hernández, Blanca E. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba”, y Fallos: 330:3149 (“Iglesias”).


    Murias de Pizarro, María Cristina c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad


    M, 2238, L.XLII, 20 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Re, Oscar Juan c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 817, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja: fundamento insuficiente. Cuestiones de hecho y de derecho común ajenas a la instancia extraordinaria. Ausencia de arbitrariedad.


    El Tribunal tiene reiterado que, la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales en orden a temas no federales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, las fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. En ese marco entonces, debe resaltarse que más allá del acierto o error de lo decidido, los agravios vertidos en torno a la naturaleza de la letra hipotecaria, su inscripción en el registro, novación de la obligación principal y prescripción, cuestiones fácticas y de derecho común y procesal privativas de los jueces de la causa, no resultan suficientes para acreditar la tacha de arbitrariedad. Los agravios traídos a esta instancia de excepción constituyen centralmente reiteración -en su mayoría- de los formulados en las instancias anteriores y fueron objeto de examen detallado por los jueces de la Cámara, sin que el recurrente haya rebatido el argumento consignado en la aclaratoria en el sentido que el régimen aplicado es el de los artículos 39 y 55 de la ley 24.441 según resulta del instrumento notarial ni el referido a que constituye requisito previo para la cancelación de la hipoteca que la deuda por cual ha sido dada se encuentre cancelada en su totalidad (art. 3202 del Código Civil).


    Lapadula, Pablo Victor y Otra c/ López, Hebe Beatriz s/ Cobro de sumas de dinero


    L, 686, L.XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Concubina reclama cobro de la indemnización prevista por el art. 248 de la LCT. Acceso a la jurisdicción. Excesivo rigor formal. Garantía de defensa en juicio.


    Cabe destacar que la afectación de la defensa en juicio se ve seriamente comprometida en el caso, pues el a quo no se pronunció sobre la presentación de quien invocaba un derecho de naturaleza alimentaria; la vía por la que la peticionante pretendía acreditar su carácter de concubina; sobre la idoneidad de la prueba que había propuesto como cuestión previa y que resultaba indispensable para resolver la cuestión vinculada con la calidad con que se presentó la quejosa en el trámite sucesorio y si correspondía tenerla, o no, por parte. Todo ello quedó sin resolver a pesar que la recurrente mantuvo ante el Superior Tribunal local que en el caso se estaba violando la garantía de defensa y el derecho de propiedad por habérsela excluido del proceso con abierta privación de justicia al impedírsele el acceso a la jurisdicción. Ahora bien, llegada a la instancia que tenía la última palabra a fin de realizar el acceso a la justicia de quien invoca un derecho legalmente previsto en el art. 248 de la LCT, ni siquiera tuvo la oportunidad de que se la tuviera por presentada a fin de ser oída, y sus reiterados intentos se vieron frustrados con distintas reglas rituales que bien pudieron ser subsanados, inclusive mediante el ejercicio de las facultades otorgadas por el art. 36 inciso 2. c, del ordenamiento procesal local (ley N° 2335), a fin esclarecer la verdad de los hechos. Desde esa perspectiva, se muestra excesiva la exigencia pues debió tratarse el planteo con el objeto de evitar un agravio mayor cual es el de privar del acceso a las vías procedimentales al justiciable. Ello en el marco de una apropiada y razonable tutela judicial, dado que el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, ya que no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva, que es su norte.


    Machado, Epifanio Roque s/ Sucesión intestada


    M, 1035, L.XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conductor de tren subterráneo: revocación de su restitución por falta de acreditación de idoneidad. Cuestión que afecta la seguridad del transporte público de pasajeros. Sentencia arbitraria.


    El informe médico no da cuenta de la aptitud profesional del accionante como conductor sino como guarda. Por otro lado del acuerdo celebrado ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatorio (SECLO) el trabajador no superó la renovación de la licencia habilitante para el ejercicio de la función de conductor, ni acreditó haber recuperado su aptitud profesional para esa función, como subrayan el juez de grado y la minoría de la Sala. A la fecha no se encuentra probada su aptitud para la función de conductor de trenes subterráneos. Tal extremo excede las vicisitudes formales de la causa y el interés individual de las partes para proyectarse sobre el de la comunidad, pues lo contendido toca la seguridad del transporte público de pasajeros.


    Avanzato, Adrián Orlando c/ Metrovías S.A. s/ Restitución en puesto


    A, 688, L.XLIII, 01 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Preclusión de la excepción de incompetencia. Ausencia de perjuicio. Improcedencia de la queja.


    Es doctrina reiterada del Máximo Tribunal que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Banco Santander S.A. s/ Cobro de aportes o contribuciones


    S, 194, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. N° 533, L. XLIV; "Maldonado, Pedro c/ Kursaal SA s/ incapacidad", del 25/11/08, y al precedente de Fallos: 327:3753 ("Aquino").


    Londero, Hernán Alberto c/ La Voz del Interior s/ inconstitucionalidad


    L, 575, L.XLIV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia de Río Negro por reintegro de lo descontado en virtud de la ley N° 2989 y resolución N° 07/97 y el abono del adicional del decreto N° 926/96. Carencia de fundamentos.


    La a quo omitió expedirse sobre la procedencia del reintegro de los descuentos de la ley N° 2989 y resolución N° 07/97, sin proveer razones que justificaran tal proceder, extremo que torna infundado el fallo en ese punto. En relación a la procedencia de la inclusión en el haber previsional del complemento del decreto N° 926/96, la a quo, hace foco en lo concerniente al obligado al pago del complemento en el plano del Acuerdo de Transferencia, ello no fundamenta con el rigor y suficiencia que es exigible, tornando en ese punto vacía de substancia la confirmación del resolutorio de grado.


    Martínez, Cirila c/ ANSES s/ Restitución de haber


    M, 2134, L.XLI, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Presentación de la Queja


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Posible responsabilidad internacional del Estado Argentino. Evaluación de la existencia de riesgos procesales. Consideración del poder de las estructuras de represión ilegítima que actuaron durante la última dictadura militar.


    En casos en los que se imputan al acusado delitos calificados como de lesa humanidad, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia. Y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio. Algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente con jerarquía de mando en esas estructuras, incrementa la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia. Por otra parte, la libertad del imputado favorece claramente la posibilidad de que eluda u obstaculice la acción de la justicia, al tener en cuenta su experiencia, los medios y las relaciones de las que podría valerse. Además este riesgo se ve robustecido por la expectativa de una condena que sería con toda probabilidad una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    D., Luis Gustavo s/ Causa N° 9959


    D, 575, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Características del delito de desaparición forzada de personas. Evaluación de la existencia de riesgos procesales. Consideración de las estructuras de represión ilegítima que actuaron durante la última dictadura militar.


    Existe un especial deber de neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en casos en que se investiga la comisión de delitos de lesa humanidad, ya que excarcelar a un imputado de numerosos delitos de tal carácter no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino. La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas (art. 3, primer párrafo in fine, de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aprobada por ley 24.556 y con jerarquía constitucional según ley 24.820), por lo que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan. En consecuencia, si se aceptara que no pueden considerarse comprendidas en el art. 319 del C.P.P.N. las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos, como las prácticas sistemáticas de ocultamiento del destino de los desaparecidos, lo que incluye la eliminación de toda prueba o rastro, deberíamos entender que tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas. Sin perjuicio de aceptar que el delito de desaparición forzada de personas es concebido y ejecutado por una organización, en estos casos no se trata de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión legítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, todavía hoy conservarían una actividad remanente en nuestro país. La libertad del imputado favorece claramente la posibilidad de que eluda u obstaculice la acción de la justicia, al tener en cuenta su experticia, los medios y las relaciones de las que podría valerse dentro de aquellas estructuras. Y este riesgo se ve robustecido por la expectativa de una condena que, si se consideran las gravísimas imputaciones que se le dirigen, sería con toda probabilidad una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    E., Omar Alfonso s/ Causa Nº 11.381


    E, 199, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa M. 612, L.XLV, "M., Virtom Modesto s/ Recurso de casación".


    N., Edmundo Oscar s/ Causa N° 11.156


    N, 188, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad


    Doctrina de la arbitrariedad. Rechazo por falta de arbitrariedad y agravio federal. Mera disconformidad del recurrente. Dominio del hecho por los imputados.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Atento a las características del delito que se les atribuye, el diagrama y desarrollo de una empresa criminal en común están conformados, de diferentes actos, muchos de los cuales son compartidos entre los autores y que, por ello, no siempre consisten en acciones u omisiones que puedan ser descriptas en forma individual y material, pero que implican el dominio del suceso ilícito pues demuestran su ejecución en conjunto.


    V. S. s/ Causa N° 6543


    V, 94, L.XLIV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Desestimación recurso de queja. Improcedencia remisión al escrito del recurso extraordinario. Requisito de fundamentación autónoma.


    La queja interpuesta no es procedente toda vez que tiene dicho la Corte que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales la cámara rechazó el recurso extraordinario pues la insuficiencia de argumentos no se salva con la remisión a escritos anteriores o a otras actuaciones del proceso.


    Asociación Mutual Policía de Rosario c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Demanda de cumplimiento de contrato


    A, 913, L.XLIV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad de recurso extraordinario por rechazo de recurso de queja local. Excepción: supuestos de arbitrariedad.


    El recurso extraordinario es inadmisible y fue correctamente denegado por el tribunal apelado, porque no son revisables por esta vía las decisiones que declaran inadmisibles los recursos deducidos ante los tribunales locales, en tanto se sustenten en cuestiones de carácter local y procesal.


    Asociación Vecinal de Belgrano "C" San Benito y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    A, 771, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia de queja por recurso extraordinario denegado, en etapa ejecución de sentencia: Interpretación de pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa. Procedencia sustancial del recurso: si la resolución impugnada se aparta inequívocamente de lo dispuesto por la Corte en el proceso.


    Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, tal como sucede en el sub discussio. Aunque la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos, especialmente en situaciones como la de autos, donde la Procuración General no intervino en forma previa al dictado de la sentencia publicada en Fallos: 324:3322, ni en ninguna de las numerosas oportunidades en que la causa llegó a conocimiento del Tribunal antes de ese pronunciamiento.


    Sosa, Eduardo Emilio c/ Provincia de Santa Cruz s/ Ejecución de sentencia


    S, 2083, L.XLI, 27 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Inembargabilidad e inejecutabilidad de la vivienda única familiar: leyes 22.232 y 14.394 de Protección del inmueble destinado a vivienda. Medidas cautelares: pasibles de revisión cuando lo decidido cause un agravio de imposible o muy dificultosa reparación posterior.


    Es doctrina reiterada del Tribunal, que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten, en principio, carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley N° 48 para la procedencia del recurso extraordinario, salvo que lo decidido cause un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior. En el caso, dista de resultar irrazonable lo argumentado por el apelante, en torno a que la sentencia recurrida posee el carácter de definitiva, desde que la decisión atacada, finalmente, importa la desafectación del inmueble de la tutela prevista por el artículo 34 de la Ley 22.232 cuando el recurrente afirma que es el único asiento de su familia, permitiendo su ejecución. Asimismo, con excesivo rigor formal, la decisión deniega el recurso, omitiendo pronunciarse sobre cuestiones planteadas de eminente naturaleza federal, con la consecuente afectación de los derechos constitucionales invocados. Sentado ello, corresponde recordar que el artículo 34 de la Ley Nº 22.232, de naturaleza federal, es una disposición de orden público que responde a un claro objetivo de interés social y general, por el cual se ha instituido la inembargabilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a vivienda propia y construidos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional, protección que se mantiene mientras los bienes conserven su categoría originaria y los préstamos su destino. En este sentido, y atendiendo a que el beneficio otorgado por la Ley Nº 22.232 concuerda con las funciones de fomento de la vivienda familiar atribuidas al Banco Hipotecario y con el espíritu de normas análogas, como la mencionada Ley Nº 14.394, que regula el llamado "bien de familia", y que halla su fundamento en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, era menester un estudio sobre el alcance y la procedencia del requisito que emana del artículo 41 de la Ley Nº 14.394 mencionada, de ocupación permanente del "titular o de su grupo familiar" en el inmueble afectado. Ello, valorando que el tribunal aplicó dicho cuerpo normativo para interpretar los presupuestos para la viabilidad del beneficio otorgado por la Ley Nº 22.232, en cuestión.


    Erbes, Damian E. c/ Molinuelo, Ludovico y otro s/ Daños y perjuicios


    E, 128, L.XLIV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Trámite


    Queja por denegación de recursos: cumplimiento arts. 283 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La presentación en vista a este Ministerio Público no cumple lo previsto en el art. 283, inc.1), ap. a), del Código de rito y, por lo tanto, devuelvo la causa a la Corte a los fines que estime pertinentes.


    Metrovías S.A. c/ Gobiernos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros rec. judiciales


    M, 638, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recursos: cumplimiento arts. 283 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La presentación en vista a este Ministerio Público no cumple lo previsto en el art. 283, inc.1), ap. a), del Código de rito y, por lo tanto, devuelvo la causa a la Corte a sus efectos.


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros reclamos


    M, 639, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recursos: cumplimiento arts. 283 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La presentación en vista a este Ministerio Público no cumple lo previsto en el art. 283, inc.1), ap. a), del Código de rito y, por lo tanto, devuelvo la causa a la Corte a los fines que estime pertinentes.


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 640, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recursos: cumplimiento arts. 283 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La presentación en vista a este Ministerio Público no cumple lo previsto en el art. 283, inc.1), ap. a), del Código de rito y, por lo tanto, devuelvo la causa a la Corte a los fines que estime pertinentes.


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros reclamos


    M, 641, L.XLIV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal


    Reiteración de dictamen.


    D. S., Fabio Fernando c/ M., Daniela Marta s/ régimen de visitas


    D, 701, L.XLIV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen S.C. G n° 123, L. XLIV; "Gerez, Carmelo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ impugnación de resolución administrativa - proceso ordinario".


    Aquino, Gerardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar


    A, 709, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Mancuso, Claudio César c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 335, L.XLIV, 30 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen elaborado para la causa S.C. P. N° 686, L. XLIII, caratulada "Papamundo S.A. y otra c/ Solvay Indupa S.A.I.C s/ Ordinario".


    Melhen, Oscar c/ Solvay Indupa S.A. s/ Sumarísimo


    M, 416, L.XLIV, 14 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Remisión a Fallos: 330:4476.


    A., Sergio Raúl y otro s/ Recurso de casación


    A, 560, L.XLIV, 19 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a F. 100, L. XXXV, "Fayt, Carlos Santiago c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento" (Fallos: 322:1616).


    Carbone, Edmundo José c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Art. 99 CN) s/ Proceso de conocimiento


    C, 738, L.XLIV, 16 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Plazo perentorio para mantener Recurso de Casación. Notificación a la defensa. Presentación extemporánea. Cuestión procesal ajena a la competencia de la Corte Suprema. Garantía de la doble instancia. Resolución no susceptible de revisión por la vía del Recurso Extraordinario.


    Las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48. La cuestión relativa a la forma en que deben ser realizadas las notificaciones remite al examen del derecho procesal y es, en principio, ajena a la competencia extraordinaria de la Corte. Los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. El mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso.


    K., Claudio David s/ Recurso de Casación


    K, 155, L.XLIII, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.154, XLV, "Stancato, Carmelo Alfredo s/ Prescripción de la acción -causa N° 26.929-".


    D., Jorge Gaspar s/ Prescripción de la acción -causa nº 26.930-


    D, 107, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita la elevación de los autos principales.


    M., Gustavo Alejandro s/ Causa nº 9283


    M, 1088, L.XLIV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    V., Angel Rubén s/ Causa nº 5122


    V, 42, L.XLV, 04 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita la elevación de los autos principales para mejor dictaminar.


    V., Stavro s/ Causa nº 6543


    V, 94, L.XLIV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    A. D., Alejandro Agustín s/ Recurso Extraordinario


    A, 1287, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/recurso de queja".


    L., Horacio Elizardo s/ Recurso Extraordinario


    L, 723, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    M., Luciano Benjamín s/ Recurso Extraordinario


    M, 1313, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    M., Vicente s/ Recurso Extraordinario


    M, 1314, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    R., Hermes Oscar s/ Recurso Extraordinario


    R, 904, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    V., Carlos Alberto s/ Recurso de Queja


    V, 15, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 903, L. XLIV, "R., Hermes Oscar s/ Recurso de queja".


    V., Carlos Alberto s/ Recurso Extraordinario


    V, 523, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a los autos M, 1207, XLIII, "M., Jorge Pablo s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad".


    I., Carlos Horacio s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    I, 163, L.XLIII, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Cuestión abstracta.


    Si la cuestión planteada en las actuaciones devino abstracta, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    J., María Rosa s/ Causa nº 8252


    J, 44, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 330:4476.


    A., Oscar Leandro s/ Recurso de casación


    A, 722, L.XLIII, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Rebeldía del procesado. Reserva de las actuaciones.


    Si la declaración de rebeldía del procesado se encuentra vigente, corresponde reservar las actuaciones hasta que comparezca a estar a derecho.


    E., David s/ Causa nº 9394


    E, 230, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Depósito realizado íntegramente, sin reserva alguna y de modo espontáneo: renuncia o desistimiento tácito del recurso.


    El pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, efectuado con posterioridad a la interposición del recurso de hecho sin formular reserva alguna de continuar el trámite de la queja. importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones.


    Loma Negra Compañía Industrial S.A. y otros s/ Infracción ley 22.262 - causa nº 55.037


    L, 1363, L.XLII, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a R. 193, L. XLIV, "Rosenblatt, Víctor s/ Causa nº 7862".


    S., Gustavo Javier y otra s/ Causa nº 9659


    S, 108, L.XLV, 02 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    K., David Alberto s/ Causa nº 8600


    K, 55, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita se eleven los autos principales.


    B., Hugo Jorge s/ Causa nº 8691


    B, 762, L.XLIV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a M. 88, L. XLV, "M., Walter Luis, G., María Angélica y G., Miguel Luis s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros -causa nº 3255/08-".


    M., Walter Luis, G., María Angélica y G., Miguel Luis s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros -causa nº 3255-


    M, 83, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a M. 88, L. XLV, "M., Walter Luis, G., María Angélica y G., Miguel Luis s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros -causa nº 3255/08-".


    M., Walter Luis y otros s/ Falsedad ideológica de instrumento destinado a acreditar la identidad de las personas y otros -causa nº 3255/08-


    M, 85, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita la elevación de incidentes.


    M., Walter L., G., María Angélica y G., Miguel L. s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas -Causa nº 3255/08-


    M, 88, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 1343, L. XLII, "AABA c/ Estado Nacional Ley 26.080 s/ Amparo".


    Asociación de los Derechos Civiles c/ Estado Nacional s/ Amparo


    A, 1016, L.XLIII, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 1, L. XXXIX, "Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de amparo" (Fallos: 330:3908).


    Editorial Perfil S.A. y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    E, 80, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 80, L. XLV, "Editorial Perfil S.A. y otro c/ EN - Jefatura Gabinete de Ministros - SMC s/ Amparo ley 16.986" y E. 1, L. XXXIX, "Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de amparo" (Fallos: 330:3908).


    Editorial Perfil S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    E, 84, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de acción de amparo. Inconstitucionalidad de la ley 26.080. Modificación de la composición y funcionamiento del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación. Remisión A. 1343, L. XLII, "AABA c/ Estado Nacional Ley 26.080 s/ amparo".


    Monner Sans, Ricardo c/ Secretaría General de la Presidencia s/ Amparo


    M, 2503, L.XLII, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 1207, L. XLIV, "Gallo Llorente, Santiago Emilio y otro c/ EN - Ministerio de Economía - Resol. 125/08 (Dto. 2752/91) s/ Amparo ley 16.986".


    Gallo Llorente, Santiago Emilio y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Res. 125/08 (Dto. 2752/91) y otro s/ Amparo


    G, 1132, L.XLIV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    D., Luis Gustavo s/ Recurso Extraordinario


    D, 147, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a dictamen emitido en los autos principales.


    Novello, Rafael Víctor apoderado de la Unión Cívica Radical y otros s/ Impugnación de candidatura a Diputado Nacional


    N, 137, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G.53, L. XLIV.


    A., Matías Ezequiel y otros s/ causa N° 8661


    A, 1272, L.XLIII, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Toda vez que el Procurador General se expidió en el recurso de queja que dedujo el Estado Nacional contra la sentencia de fojas 423/436 de los autos principales (expte. C. 594; L.XLIV del registro del Tribunal), en el que examinó las cuestiones federales que se presentaron en la causa, corresponde considerar que resulta innecesario que pronunciarse en esta queja del actor contra la decisión denegatoria del recurso extraordinario que dedujo contra la sentencia mencionada.


    Carranza Latrubessse, Gustavo c/ Estado Nacional -Ministerio de Relaciones Exteriores- Provincia del Chubut


    C, 568, L.XLIV, 01 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 53, L. XLIV.


    V., Jeremías s/ Causa N° 8530


    V, 562, L.XLIII, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Solicitud de remisión de los autos principales.


    N., Rolando Héctor y otro s/ Homicidio Simple -causa Nº 22.220-


    N, 83, L.XLIV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa J. 35, L. XLV, "J., Yamil s/ Recurso de casación".


    M., Raúl Orlando s/ Recurso de Casación


    M, 306, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 220, L. XLV, “P., Rubén Oscar s/recurso de casación”.


    C., Bernabé Jesús s/ Recurso de Casación


    C, 368, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa J. 35, L. XLV, "J., Yamil s/ Recurso de casación".


    G., Roberto Omar s/ Recurso de Casación


    G, 328, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa P.220, L. XLV, “P., Rubén Oscar s/recurso de casación”.


    K., Miguel s/ Recurso de Casación


    K, 35, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P.220, L. XLV, “P., Rubén Oscar s/recurso de casación”.


    K., Miguel s/ Recurso de Casación


    K, 36, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa P 220, L. XLV, “P., Rubén Oscar s/recurso de casación”.


    L., Jorge Daniel s/ Recurso de Casación


    L, 177, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a Fallos: 329:3034.


    D., Ricardo s/ Infr. Art. 259 del C.P.


    D, 359, L.XLIV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa M. 612, L. XLV, "Mendíaz, Virtom Modesto s/ Recurso de casación".


    B., Víctor Hugo s/ Recurso de casación


    B, 577, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Defectos formales en la Resolución de Casación. Pedido de nulidad. Mero error material: inexistencia de arbitrariedad. Ausencia de gravamen irreparable.


    La parte demuestra tanto en la apelación federal como en el presente recurso de hecho, la existencia de un claro error material, mas no una arbitrariedad evidente, que, como tal, pueda habilitar el conocimiento de la Corte, conforme doctrina de innecesaria cita. La apelación se ciñe a este aspecto, y no rebate ni demuestra la arbitrariedad de los fundamentos dados por el a quo para rechazar su queja, más allá del equívoco de nombres. Corresponde aclarar que el término "equívoco" porque tanto en el 1º considerando, como en el 2º que citó la parte, la cámara se refiere a la acción civil deducida por el representante, justamente, de la querella apelante que, además, es la única. Se advierte que la sentencia se refiere concretamente a sus agravios, pues al explicar la insuficiencia del recurso, va descartando los argumentos relativos a la arbitrariedad alegada, a la nulidad que se predica de la sentencia del tribunal oral, a la mención que se hace del art. 172 del Código Penal y, finalmente, a la invocación del precedente de la Corte in re "Casal", lo que quita sustancia a la cuestión planteada que se basa, en definitiva, en un mero error nominativo sin consecuencias importantes para el objeto justiciable.


    C., Jorge Alberto s/ Causa nº 8371


    C, 383, L.XLIV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P 448, L. XLV, "Piñeiro, Sergio Alejandro s/ Recurso de casación".


    L., Martín s/ Recurso extraordinario


    L, 389, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 576, L. XLIV, "Dillion, Juan Carlos s/ Recurso extraordinario".


    S., Jaime s/ Recurso extraordinario


    S, 902, L.XLIV, 18 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B. 31, L.XLV, "Bonnin, Carlos Alfredo c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia".


    Bonnin, Carlos c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


    B, 32, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B. 818, L.XLIV, "Bonnin, Carlos Alfredo c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia".


    Innecesaria declaración de inconstitucionalidad del art. 61 de la ley 21.839 y aprobación de la liquidación practicada con fundamento en el principio de la cosa juzgada.


    Bonnin, Carlos c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


    B, 819, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B. 818, L. XLIV, "Bonnin, Carlos Alfredo c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia".


    Innecesaria declaración de inconstitucionalidad del art. 61 de la ley 21.839 y aprobación de la liquidación practicada con fundamento en el principio de la cosa juzgada.


    Bonnin, Carlos c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


    B, 820, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    Conagri S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal s/ Medida cautelar


    C, 990, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 1387, L. XLIII, "Aguerre, Miguel Ángel c/ ETOSS - Res. 75/94 y 59/95 y otro s/ empleo público".


    De Prat Gay, Maximo c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Empleo público


    D, 455, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    El Cochucho S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios s/ Medida cautelar


    E, 222, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    Fernández y Céspedes, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación - ENARGAS s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    F, 661, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    Flores Cipriano, Eugenio c/ c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación - ENARGAS s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    F, 662, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 867, L.XLIII, "Lamuraglia, Raul Eduardo y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Daños y perjuicios".


    Lamuraglia, Raúl Eduardo c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    L, 450, L.XLII, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    Martínez Viudez, José Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal s/ Medida cautelar


    M, 815, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Como medida para mejor dictaminar, solicita copia completa del escrito de interposición del recurso extraordinario federal.


    Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 435, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen emitido en los autos principales.


    Radio y Televisión Trenque Lauquén S.A. c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar


    R, 169, L.XLIV, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 878, L.XLIV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal, Inversión pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS)".


    Sucesión de Manuel Alfaro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación - ENARGAS s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    S, 934, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a C. 1696, L. XLIV, "Cataratas 2.000 S.R.L. c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza".


    Asociación de Fotógrafos y Operadores de Video Profesionales de Parque Iguazú c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    A, 1326, L.XLIV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Battista, Susana Elsa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 830/08 (Ex. 144.755/04)


    B, 303, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas P. 1493, L. XLII, "Perez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Cabana, Sara Elvecia Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C, 846, L.XLIV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Daroqui, Raúl Horacio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 829/08 (Ex. 144.754/04)


    D, 221, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 320: 1302 y 322:1781.


    Edenor c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E, 294, L.XLI, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en E 1, XXXIX, "Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de amparo".


    Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ordinario


    E, 88, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Eichelbaum, Silvia Rut c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 755/08 (Ex. 152.721/06)


    E, 78, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos. 1570/01, 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Sin perjuicio de ello, toda vez que la actora es titular de Bonos de Consolidación (U$S) 2° Serie obtenidos en los términos de la ley 24.411 y que, en consecuencia, se encuentra dentro de las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública que establece la resolución del Ministerio de Economía 73/02, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa, en los términos de los arts. 52 y 55 de la ley 26.422, se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada.


    Imberti, Julieta c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    I, 99, L.XLIV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en C.1.842, L.XLIII "Consolidar ART SA c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otro rsls. 39/98 y 25.806/98 s/ proceso de conocimiento".


    La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Superintendencia de Seguros de la Nación - Res. 39/98 y 25.806/98 y otro s/ Proceso de conocimiento


    L, 666, L.XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas P. 1493, L. XLII, "Perez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Larraquy, María Juliana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    L, 537, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.".


    López, Mariela Edith c/ Hospital Público de Autogestión Infantil Ramón Sardá y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 514, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, Maria Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01, 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Martin, Gustavo Miguel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    M, 138, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a N. 235, L. XLII, "Nisalco S.A. c/ Ente Provincial de Agua y Saneamiento".


    Nisalco S.A. c/ Ente Provincial de Agua y Saneamiento s/ Acción procesal administrativa


    N, 37, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en L. 1303, L. XLII, "Laboratorios Raffo S.A. c/Municipalidad de Córdoba".


    Pfizer SACI s/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Demanda contencioso administrativa


    P, 899, L.XLIV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en L. 1303, L. XLII, "Laboratorios Raffo S.A. c/Municipalidad de Córdoba"


    Productos Roche S.A.Q. E.I. C/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Demanda contencioso administrativo


    P, 847, L.XLIV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos. 1570/01, 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Sin perjuicio de ello, toda vez que la actora es titular de Bonos de Consolidación (U$S) 2° Serie obtenidos en los términos de la ley 24.411 y que, en consecuencia, se encuentra dentro de las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública que establece la resolución del Ministerio de Economía 73/02, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa, en los términos de los arts. 52 y 55 de la ley 26.422, se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada.


    Rosenfeld, Sebastián c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    R, 157, L.XLIII, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos. 1570/01, 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública (art. 1° de la ley 26.547).


    Suárez Nelson, Elsa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Inconstitucionalidad


    S, 1156, L.XLIV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en L. 1303, L. XLII, "Laboratorios Raffo S.A. c/Municipalidad de Córdoba".


    Syncro Argentina SAQICIF (hoy IVAX Argentina S.A.) c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Demanda contencioso administrativa


    S, 1370, L.XLIII, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en en las causas P. 1493, L. XLII, "Perez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Wainer, Mirta Elizabeth c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    W, 5, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Woycik, Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    W, 135, L.XLII, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Yankelevich Pattin, Lucila c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 904/08 (Ex. 145.817/04)


    Y, 1, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A.679, L.XLII, "Akapol S.A. (TF 20.986-I) c/ DGI".


    Akapol S.A. c/ Dirección General Impositiva


    A, 242, L.XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 151, L. XLIV, "Alzugaray, María del Carmen y otros c/ Estado Nacional".


    Alzugaray, María del Carmen y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


    A, 141, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 362, L. XLI, "El Marisco S.A. c/D.G.I.".


    Cab Trac Argentina SRL (TF 20694-I) c/ DGI


    C, 1658, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T. 514, L. XL, "Transportes Automotores Chevallier s/ Quiebra s/ Inc. de revisión por el Fisco Nacional".


    Díaz de Vivar, Elisa Matilde - Incidente de Embargo - c/ EN s/ Empleo público


    D, 294, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M.12, L.XLII, "Massuh S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ sumarísimo".


    Electricidad de Misiones S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de inconstitucionalidad


    E, 166, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 971, L. XLIII, "Abregú Neri del Carmen c/ Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio".


    Fin, Néstor c/ Y.M.A.D. s/ Laboral


    F, 96, L.XLII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 502, L. XLIV, "Longombardo, Marta Cristina y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia".


    Hariri, Juan Carlos M. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Circular 253/03 s/ Proceso de conocimiento


    H, 91, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M.1.320, L.XLIII, "Mosquera, Alfonso Fernando y otros c/ A.F.I.P. - Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Marc, Carlos y otros c/ AFIP s/ Acción declarativa


    M, 487, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión R. 1055, L.XLIII "Renault Argentina S.A. (TF 19.292-A) c/ DGA".


    Plaswag S.A. c/ DGA


    P, 464, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 190, L. XLIV, "Lombardi, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) - Dto. 1770/91 s/ empleo público".


    Sola, Roberto Carlos c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) s/ Empleo público


    S, 332, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 235, L. XLIV, "Gutiérrez Pechemiel, Ismael Carlos c/ Estado Nacional (C.S.J.N.) s/ empleo público".


    Soto, Francisco de Asís y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) s/ Empleo público


    S, 454, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 501, L. XLIV, "Aguirre, Sergio Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio Justicia Serv. Penitenciario Fed. s/ Daños y perjuicios".


    Cura, Leonardo Horacio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Daños y perjuicios


    C, 1170, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de los expedientes administrativos.


    Finexcor S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso


    F, 464, L.XLIII, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión R.1055, L.XLIII, "Renault Argentina S.A. (TF 19.292-A) c/ DGA".


    Ford Argentina SCA c/ Estado Nacional - AFIP - DGA s/ Administración Nacional de Aduanas


    F, 385, L.XLIV, 30 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Maldonado, Pedro Dante y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos SSI PFA s/ Daños y perjuicios


    M, 956, L.XLIV, 30 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1842, L. XLIII, "Consolidar ART S.A. c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otro rsls. 39/98 y 25.806/98 s/ proceso de conocimiento".


    Omega SRT S.A. c/ Superintendencia de Riesgo de Trabajo y otro s/ Proceso de conocimiento


    O, 72, L.XLIV, 30 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 329:5586.


    Este proceso debería seguir su trámite ante la justicia federal del Chaco. Sin perjuicio de ello, también cabe señalar que, en atención al criterio que adoptó el Tribunal en Fallos: 329:5607, en varias oportunidades este Ministerio Público sugirió a la Corte que, de estimarlo pertinente, requiriera informes a fin de averiguar si se había dictado un acto jurisdiccional, puesto que de ser así, el proceso debe continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva.


    Aguirre, Esteban Rolando c/ Banca Nazionale del Lavoro s/ Medida cautelar


    A, 2102, L.XLI, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión "Geuna, Graciela Susana c/ Ministerio del Interior".


    Cornalea, Estela Mary c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 375/07 (Expte. 451.086/98)


    C, 1264, L.XLIV, 19 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 429, L.XL, "Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional)".


    Corresponde desestimar la presente demanda.


    Edesal c/ Estado Nacional s/ Nulidad


    E, 111, L.XXXVII, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 429, L.XL, "Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional)".


    En virtud de los fundamentos allí expuestos, en lo que fueren aplicables al sub examine, corresponde desestimar la presente demanda y rechazar el agravio de la Provincia de San Luis para que se declare la nulidad de la cláusula contenida en el inc. 2º del capítulo cuarto del anexo I del contrato de concesión que suscribió con la citada empresa.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (Citada como tercero provincia de San Luis) s/ Impugnación de actos administrativos


    E, 137, L.XXXVII, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 429, L.XL, "Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional)".


    Corresponde desestimar la presente demanda.


    Empresa Distribuidora San Luis (Edesal) Sociedad Anónima c/ Estado Nacional (Citación Pcia. San Luis) s/ Nulidad


    E, 270, L.XXXIX, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 429, L.XL, "Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional)".


    Corresponde desestimar la presente demanda.


    Empresa Distribuidora San Luis (Edesal) Sociedad Anónima c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Impugnación de actos administrativos


    E, 577, L.XXXVIII, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 429, L.XL, "Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional)".


    En virtud de los fundamentos allí expuestos, en lo que fueren aplicables al sub examine, corresponde desestimar la presente demanda y rechazar el agravio de la Provincia de San Luis para que se declare la nulidad de la cláusula contenida en el inc. 2º del capítulo cuarto del anexo I del contrato de concesión que suscribió con la aludida empresa.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) y otra s/ Impugnación de actos administrativos


    E, 8, L.XXXVIII, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del 17 de diciembre de 1999, in re, "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior".


    Gras, Martín Tomás c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1419/06 (Expte. 337.484/92)


    G, 866, L.XLIV, 19 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 329:5586.


    Este proceso debería seguir su trámite ante la justicia federal del Chaco. Sin perjuicio de ello, también cabe señalar que, en atención al criterio que adoptó el Tribunal en Fallos: 329:5607, en varias oportunidades este Ministerio Público sugirió a la Corte que, de estimarlo pertinente, requiriera informes a fin de averiguar si se había dictado un acto jurisdiccional, puesto que de ser así, el proceso debe continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva.


    Stahringer, Rodolfo y María del Carmen Villanueva c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    S, 1815, L.XLI, 16 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Tagliani, Luis Carlos Roberto y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo


    T, 22, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en los autos principales.


    Asociación Mutual Ayuda Asociación y Adherentes Romang Fútbol Club y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    A, 348, L.XLIII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita aclaración de motivo de la vista.


    Banda, Noemi y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B, 865, L.XXXVI, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Intimación a la actora a fin de que acompañe el certificado de deuda que intenta ejecutar.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C, 126, L.XLV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 66, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 73, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 74, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 75, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 79, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 83, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 85, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 86, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 87, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de casación. Infracción.


    E, 88, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 89, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 76, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 77, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 78, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 80, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de queja


    E, 81, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor SA s/ Recurso de Queja


    E, 82, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E.345, L.XLII, "Edenor S.A. s/ Apel. Falta Municipal".


    Edenor S.A. s/ Recurso de Queja


    E, 84, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 355, L. XLIII, "Soldevila, José Alberto c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Laboral" y C. 218, L. XLIV, "Cari, José Daniel c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos".


    Gravina Davalos A. c/ A.F.I.P. s/ demanda laboral


    G, 820, L.XLIV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 867, L.XLIII, "Lamuraglia, Raul Eduardo y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios".


    Lamuraglia, Raúl Eduardo y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    L, 450, L.XLII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Solicita copia certificada de la sentencia de los autos principales.


    Lamuraglia, Raúl Eduardo y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Daños y perjuicios


    L, 867, L.XLIII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 450, L. XLIV, "Serrano, Sergio Fabián c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Exp 151.434/05)".


    Medina, Martha Luisa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp 151.435/05)


    M, 567, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión B. 939, L. XLIV, "Boschetti, Lidia Ana c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - DNRPA y CP-Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento".


    Mo, Fernando Juan c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento


    M, 1003, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictámenes causa D.68, L. XLIV, "Distribuidora de Gas del Centro S.A. c/ Resolución 334/00 ENARGAS (expte. 5018/99)" y D.32, L. XLIV, "Recurso de hecho deducido por Distribuidora de Gas del Centro S.A.".


    En atención al modo en que se propicia que se resuelva la cuestión de fondo en las causas D.68, L. XLIV, "Distribuidora de Gas del Centro S.A. c/ resolución 334/00 ENARGAS (expte. 5018/99)" y D.32, L. XLIV -Recurso de hecho deducido por Distribuidora de Gas del Centro S.A.-, dictámenes del día de la fecha, a los que se remite, un pronunciamiento sobre el tema planteado en la presente queja se torna inoficioso.


    Distribuidora Gas del Centro S.A. c/ Resolución 334/00 Enargas (Expte. 5818/99) s/ Queja


    D, 37, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 1185, L. XLII, "Loza, Inés Soledad c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ despido".


    Fernández, Jorge Omar c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Despido


    F, 540, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos principales.


    Intesar S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro s/ Incidente de medida cautelar.


    I, 147, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a M. 537, L. XLIII, "Martitegui, Edgardo Aníbal c/ Metrovías S.A. y otros s/ Daños y perjuicios".


    Montes, Alberto Omar c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y Otros s/ Daños y perjuicios


    M, 186, L.XLV, 21 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 190, L. XLIV, "Lombardi, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional (M° de Justicia) Dto. 1770/91 s/ Empleo público".


    Ziella, Carlos A. y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) - Dto. 1770/91) s/ Empleo público


    Z, 65, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, de los autos principales.


    ABN Amro Asset Management S.A. Gerente de Fondos Comunes de Inversión c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 s/ Amparo


    A, 948, L.XLII, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 814, L. XLV, "Computronic SRL c/ Municipalidad de Tucumán y otros s/ inconstitucionalidad".


    Aconquija Televisora Satelital S.R.L. s/ Recurso de apelación


    COMP, 834, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión R. 271, L. XLIII, "Rodriguez, Jorge Omar c/ Estado Nacional Armada Argentina".


    Anaut, Roberto c/ Estado Nacional - Armada Argentina s/ Despido


    A, 1384, L.XLIII, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión R. 21, L. XLIV, "Rodríguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Carrizo, Dora Laurentina y otro c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C, 197, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión causa E. 124, L. XXXVII, "Edenor S.A. c/ Resolución 664/99 ENRE (Expte. 57.522/97)".


    Edenor S.A. c/ Resolución 341/99 ENRE Expte. 64509/98


    E, 34, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 814, L. XLV, "Computronic SRL c/ Municipalidad de Tucumán y otros s/ Inconstitucionalidad".


    Farmacia La Unión S.R.L. s/ Recurso de apelación


    COMP, 831, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Leiva, Mario c/ I.N.V s/ Contencioso administrativo


    L, 266, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 197, L. XLV, "Carrizo, Dora Laurentia y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Lobo, Hortensia María c/ Veraye Ómnibus S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    L, 163, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha de los autos principales.


    Machado, Jorge José c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/ Queja


    M, 140, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios derivados del fallecimiento de suboficial retirado de la Policía Federal, en ocasión de realizar tareas como policía adicional. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada. Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Massolo de Franco, Beatriz Luisa c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    M, 1184, L.XLIV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 506, L. XLV, "Abad, Maximiliano s/ Acción declarativa".


    Rubianes, María A. y otros s/ Acción declarativa de certeza


    COMP, 863, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 814, L. XLV, "Computronic SRL c/ Municipalidad de Tucumán y otros s/ Inconstitucionalidad".


    Terminal de Tucumán S.A. c/ Municipalidad de Tucumán s/ Inconstitucionalidad


    COMP, 815, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 405, L. XLV, "Asociación Civil Diálogo por el ambiente c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo ambiental".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Multisectorial del Sur en Defensa del Desarrollo Sustentable c/ Estado Nacional s/ Amparo ambiental


    A, 392, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI - s/ Dirección General Impositiva".


    Caja de Crédito Sarandí Villa Dominico Wilde Ltda. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Proceso de conocimiento


    C, 637, L.XLIV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Necesidad de resolver una petición pendiente, previo a dictaminar el Ministerio Público.


    Ciancio, Susana c/ GCBA s/ Despido


    C, 1173, L.XLIV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S.98, L. XLII, "Siderca S.A.I.C. c/ E.N. - Dto. 493/04 y 424/01 s/ Amparo ley 16.986".


    De Biasi, Miguel Angel c/ Estado Nacional - AFIP s/ Amparo


    D, 97, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1257, L. XLI, "Caporalini, Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G. 1005, L. XLII, "Genoud, Alberto Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Arbeleche, María Mercedes c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    A, 823, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 424, L. XLV, "Marincovich, José Antonio c/ Vargas, Abraham Luis s/ responsabilidad civil contra magistrados judiciales".


    Benavidez Heduer, Gualberto c/ Vargas, Abraham, Luis s/ Responsabilidad civil contra magistrados judiciales.


    B, 382, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Carbajal, Angel y otros c/ INV s/ Contencioso administrativo


    C, 150, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Carlos, Jorge y otro c/ LS 83 TV Canal 9 s/ Cobro de pesos


    C, 789, L.XLIII, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Conapa S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Banade


    C, 856, L.XLIII, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 928, L. XLIII, "Cremer y Asociados S.A. c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Delotte S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    D, 210, L.XLIV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa E. 194, L. XLIV, "Edesal S.A. c/ Resol. ENRE 472/01 y Resol. SE 716/05".


    Edesal S.A. c/ Resol. ENRE 472/01 y 716/05


    E, 166, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión E. 194, L. XLIV, "EDESAL S.A. c/ Resol. ENRE 472/01 y Resol. SE 716/05".


    Edesal S.A. c/ Resolución 271/06 ENRE (Expte. 16403/04)


    E, 40, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Grosso, Luis A. y otros c/ Estado Nacional - Pref. Naval s/ Cobro de sumas de dinero


    G, 1158, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 482, L. XLV, "Metrovias S.A. c/ Gobiemo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 436, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 482, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales contra Res. Pers. Públicas No Est. s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


    M, 437, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 482, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 447, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Recurso


    M, 797, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos


    M, 911, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos


    M, 912, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Otros recursos


    M, 913, L.XLIV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Roman, Edith Teresita y otro c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo


    R, 101, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 13287-I) Inc. honorarios c/ DGI s/ Proceso de conocimiento


    V, 256, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional -DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 1804-1) Inc. Ejec. Honorarios c/ DGI s/ Proceso de conocimiento


    V, 395, L.XLIV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. N° 1003, L. XLIV "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ Inc. de revisión por HSBC Bank Argentina".


    Alfacar S.A. s/concurso preventivo


    A, 37, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de remisión de los autos principales.


    Carniel, Leandro Atilio s/ sucesión s/ Nulidad acto jurídico e inclusión de bienes


    C, 177, L.XLIII, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. Nº 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    A., Ángela Beatriz por si y en representación de su hijos L., D., M., P. y N. D. c/ Compañía Elaboradora de Productos Animales s/ acc. ley 9688


    A, 1014, L.XLIV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en A. 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/quiebra".


    Glaucos S.R.L. s/ Cancelación


    G, 343, L.XLIV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que, de estimarlo pertinente, requiera a la ANSeS la remisión del expediente administrativo 024-27-05108709-2-990-000001.


    Hoffman, Elsa Beatriz c/ A.N.Se.S. y otros s/ amparos y sumarísimos


    H, 226, L.XLIV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. Nº 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Roibal, Juan Manuel c/ Raico S.A. s/ accidente civil


    R, 138, L.XLIV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicito a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que, de estimarlo pertinente, requiera a la ANSeS la remisión del expediente administrativo 024-27-00052176-6-972-1.


    Yanino Blanca Luisa c/ A.N.Se.S. y otros s/ amparos y sumarísimos


    Y, 53, L.XLIV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C.M.2230; L.XL "M.J.J. c/ A.N.Se.S. y otros" y a S.C.G. 2072; L.XLII "G.M. c/ A.N.Se.S.".


    Dávila Lerma, Carlos c/ Provincia de Formosa


    D, 518, L.XLI, 03 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/Quiebra


    M, 591, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 312:1881, en el caso S.C. Comp. 747, L. XXIV, "Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad Médica", y a S.C.Comp.668, L. XXXVIII, "Dramisino Alicia c/ Sociedad Italiana de Beneficencia Hospital Italiano s/ accidente.


    C., A. R. y otros c/ H. M. C. s/ Responsabilidad médica


    COMP, 201, L.XLV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C.P. 787, L. XLIV "Páez, Elida Argentina y otros c/Provincia. de Tucumán".


    Castaldo, Norah c/ Provincia de Tucumán s/ Diferencia salarial


    C, 1169, L.XLIV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C.P. 787, L. XLIV "Páez, Elida Argentina y otros c/ Provincia de Tucumán".


    Gómez Mentor, Antonio Roque c/ Provincia de Tucumán s/ Diferencias salariales


    G, 858, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Argenta S.R.L. s/ ejecución fiscal


    M, 1091, L.XLIV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C.R. N° 472; L. XLIV, "Rosetti, Eduardo A. c/ Tagle Star Ltd. s/ Ordinario".


    Rosetti, Eduardo A. c/ Eagle Star Ltd. s/ Ordinario


    R, 417, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en "S.C. S.805, L. XLIV, Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Amat Esteban s/ejecutivo".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Plegament S.R.L. s/ Ejecutivo


    S, 72, L.XLV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar se requiere las actuaciones principales.


    Techint Compañía c/ A.F.I.P. s/ impugnación de deuda


    T, 748, L.XLII, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. n° 2371; L. XLII.


    Comisión Nacional de Valores c/ Banco Hipotecario S.A. sobre verificación s/ organismos externos


    C, 2106, L.XLII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Estese a lo dictaminado en el día de la fecha en los autos P. 55, L. XLIV, "Perales de Calcagno Irene c/ Administración Nacional de la Seguridad Social".


    Perales de Calcagno, Irene c/ Anses s/ Daños y perjuicios


    P, 1213, L.XLIII, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. A n° 151, L. XXXVII "Abdurraman, Martín c/ Transporte Línea n° 104 S.A. s/ accidente - ley n° 9688".


    Toloza, Raúl c/ Meda S.A. s/ accidente acción civil


    T, 420, L.XLIII, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos"


    Abregú, Pedro y otros c/ Estado Nacional Ministerio del Interior y otros s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A, 1005, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. C. n° 357, L. XLI; "Celind de Graetz R. y Kann C. S.H. c/ H.S.B.C. Bank Arg. S.A. s/ amparo"; S.C. V. n° 112, L. XL; "Voloschin, Luis c/ PEN s/ amparo"; S.C. F. n° 611, L. XLIII; "First Rate S.A. s/ concurso pr


    Alfacar S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por HSBC Bank Argentina


    A, 1003, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1003, L. XLIV "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Alfacar S.A. s/ Concurso preventivo s/ Inc. de revisión por BBVA


    A, 949, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Alfamaq Venturis s/ concurso preventivo


    A, 1002, L.XLIV, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. A. Nº 13; L. XLIV, "Alpino Securities Limited c/ Unidor Internacional S.A. y otros s/ ejecutivo".


    Alpino Securities Limited c/ Unider Int. S.A. s/ Ejecutivo


    A, 1472, L.XLIII, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Amill, Alejandro Claudio c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A, 1154, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Bensi, Oscar Rubén y otros c/ Ministerio del Interior y otros s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 1158, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Bernet, Violeta Noemí y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 905, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Borrello, Osvaldo Julio c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Amadas y de Seguridad


    B, 938, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en orden al plazo prescriptivo en el caso S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Bruno, Eugenio c/ Superintendencia de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA


    B, 779, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. C. Nº 1013; L. XLIV, "Cablevisión S.A. s/ Acuerdo Preventivo Extrajudicial".


    Cablevisión S.A. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    C, 734, L.XLIV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. C. Nº 1013; L. XLIV, "Cablevisión S.A. s/ Acuerdo Preventivo Extrajudicial".


    Cablevisión S.A. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    C, 855, L.XLIV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Caprarulo, Alfredo Luis c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 23, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Cassaglia, Agustín c/ Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 1382, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Correa, Ismael Ramón y otros c/ Ministerio del Interior y otros s/ Decreto 582/1993


    C, 1465, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Croce, Norberto Carlos c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio del Interior - Caja R.J. y P.P.F. - Policía Federal Argentina - Superintendencia de Bienestar s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 1469, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Della Mónica, Roberto Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 551, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Desaquilan, Juan Carlos c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 509, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Eggs, Jorge Herminio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ otros


    E, 164, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Estévez, Nelva c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA


    E, 126, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Etcheverry, Alfredo c/ Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA


    E, 243, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Ferrin, Ismael y otros c/ Estado Nacional s/ personal militar y civil de las FFAA


    F, 651, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Funes, María y otros c/ Ministerio del Interior s/ decreto 582/93


    F, 237, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado por la Procuración General en autos: S.C. Comp. 1407, L. XLIII, "G.C.B.A. c/ Avellaneda A. s/ ejecución fiscal".


    G.C.B.A. c/ Señor propietario Viel 1516 s/ Ejecución fiscal


    COMP, 167, L.XLV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Giancaspro, Mario Luis y otros c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G, 331, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Hazme, Jorge Oscar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    H, 184, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Heredia, Rogelio y otros c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA


    H, 113, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C.P. 787, L. XLIV "Páez, Elida Argentina y otros c/Provincia. de Tucumán".


    Jozami de Marengo, Mary Leila y otros c/ Provincia de Tucumán s/ Nulidad revocación rec. de queja cas. deneg. int./ Gob. de la Prov.


    J, 77, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Lagunas, Jorge Norberto y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Seguridad Social y otros s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L, 780, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Luna, Omar c/ Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las FFAA


    L, 530, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Rodas S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    M, 1158, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Combustibles San Pedro s/ Ejecución fiscal


    M, 1159, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal"


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Vázquez Automotores S.A. s/ Ejecución fiscal


    M, 1160, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. N°1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Dedal S.A. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 991, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Regalos S.R.L. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 992, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal"


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Grupo Masso S.R.L. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 993, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Romero Maderas S.R.L. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 994, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Saavedra Comunicaciones S.R.L. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 995, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Fas Ingenieros Asociados S.R.L. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 997, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 1025 L. XLIV "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Red de Prestadores Asistenciales Chaco S.A. s/ Ejecución fiscal - procedimiento tributario


    M, 996, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Maldonado, Julián y otros c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA


    M, 859, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. M. Nº 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación"


    Manufactura Algodonera S.A s/ Quiebra


    M, 895, L.XLIV, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Mendoza, Felix Ambrosio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otros s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 712, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Meneses, Ramón Jorge y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    M, 102, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Miño, Jorge Luis c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 415, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Mondot, Adriana Beatriz y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 1026, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M.336, L. XLIV, "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Navarro, Eduardo Omar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    N, 187, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, ?Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Ochoa, Osvaldo y otro c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA


    O, 114, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Ojeda Granzella, Jorge Luis c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Dto. 582/93 s/ Otros


    O, 7, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Olmos, José María y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O, 191, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Ortiz, Raúl c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA


    O, 240, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Oste, Tomás c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA


    O, 208, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Oxenford, Eduardo y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O, 192, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Pagni, Ricardo y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 762, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L. XLIV, "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Paolucci, Pascual c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 763, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Plaza, Julio Argentino c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 728, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Ruíz Díaz, Carlos y otros c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 723, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Sampaolisi, Mirta Dolores Luisa c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 840, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Sánchez, Luis Ambrosio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 97, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Scalise, Claudio s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por HSBC Bank Argentina S.A.


    S, 763, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Scalise, María Gabriela s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por HSBC Bank Argentina S.A.


    S, 930, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Sombra, Ramón Antonio c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 733, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina" y S.C. P. n° 327, L. XLIV; "Paz, Graciela y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Villalba, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    V, 378, L.XLIV, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Álvarez, Susana Inés c/ Astilleros Río Bravo S.A. s/ accidente


    A, 1297, L.XLIV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Colombo, Gustavo s/ quiebra


    C, 1385, L.XLIV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLlV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Daniszewski, Juan s/ quiebra s/ incidente de realización de bienes s/ incidente de apelación


    D, 224, L.XLIV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLlV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Embotelladora Maipú S.A. s/ quiebra s/ incidente de apelación


    E, 198, L.XLIV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLlV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Falatycki Szmul Herz s/ quiebra


    F, 653, L.XLIV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Gavilan Gimenez, Cecilia s/ Quiebra.


    G, 121, L.XLV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita se disponga de la remisión de la prueba instrumental.


    Hidronor S.A. Hidroeléctrica Norpatagónica c/ Salta, Provincia de y otros s/ Ordinario


    H, 22, L.XXXIV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos principales (M. 988; L XLIV; "M. E. L c/ O.S.P.M. y otros s/amparo").


    M., E. L. c/ Obra Social del Personal Maritimo y Otros s/ Amparo


    M, 884, L.XLIV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLlV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Mollo, Francisco Domingo c/ Mollo, José Ignacio y otro s/ Sumario


    M, 1058, L.XLIV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLlV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Muliere, Mario Ruben s/ quiebra


    M, 1048, L.XLIV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Nuñez, Juan Carlos c/ Magan S.A. s/ Ejecutivo


    N, 36, L.XLIV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. O. 3, L XLII, "O. S. Trabajadores de la Industria del Gas c/ Estado Nacional - AFIP".


    Obra Social del Personal de la Actividad del Turf c/ Estado Nacional - AFIP s/ Incidente


    O, 284, L.XLIII, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Oxido Metal c/ Zona Color S.A. s/ Ejecución de sentencia


    O, 261, L.XLIV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Quirno de Lynch, Josefina Teresa y otros c/ Torreón del Mar S.A. s/ Ejecución hipotecaria inc. de apelación


    Q, 74, L.XLIV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    R., Elida en representación de sus hijos menores O. A. y C. A. P. c/ Amadeo Quiroga Transportes S.A. s/ Acción civil


    R, 786, L.XLIV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Acrílicos Salerno S.A. s/ Quiebra


    A, 1152, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. R. 409; L. XLIV, "Rot Automotores S.A. c/ Sevel Argentina S.A. y otro s/ Ordinario".


    Maurino S.A. c/ Autolatina Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    M, 939, L.XLIV, 19 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. R. 409; L. XLIV, "Rot Automotores S.A. c/ Sevel Argentina S.A. y otro s/ Ordinario".


    Maurino S.A. c/ Autolatina Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    M, 946, L.XLIV, 19 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 495, L. XLV, "Pérez, Gustavo Javier c/ Facultad de Medicina U.B.A. y otros s/ Daños y perjuicios".


    Pérez, Gustavo J. s/ su presentación en autos: "Pérez, Gustavo J. c/ Facultad de Medicina y otros s/ despido"


    P, 266, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Ultrahide S.A. s/ quiebra


    U, 91, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Urbasud S.A. s/ quiebra


    U, 73, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Yacuiba S.A. s/ quiebra s/ inc. de extensión de quiebra a Ismael Olivares y Timbo SAC


    Y, 44, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en "Johnson Acero S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Ordinario", S.C. J. 15, L. XIV.


    Johnson Acero S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Ordinario


    J, 14, L.XLIV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión D. 501, L. XLIII, "Devotto Solari, Oscar N. (TF 18.489-I) c/DGI.


    Moreno, Julio César (TF 18888-I) c/ DGI


    M, 1153, L.XLIII, 13 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 928, L. XLIII, "López Osornio, Viviana Marcela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1561/06 (ex 452.046/98)".


    Casademunt, Fernando Nahuel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (exp 133.423/02).


    C, 1265, L.XLIV, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión L. 77, L. XL, "Libertad S.A. c/ AFIP s/ Amparo".


    Livore Hnos. S.R.L. c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Amparo sobre Ley 25.561


    L, 483, L.XLIII, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T.172, L.XLIII, "Telefónica de Comunicaciones Personales S.A. c/ Municipalidad de Concordia".


    Cti Norte Compañia de Teléfonos del Interior S.A. c/ Municipalidad de Concordia s/ Acción meramente declarativa


    C, 753, L.XLIII, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de queja.


    En el día de la fecha se expidió en los autos principales y en atención a ello y a los términos que surgen de ese dictamen, se considera que corresponde rechazar esta queja.


    HSBC Administradora de Inversiones S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    H, 191, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del 19 de diciembre de 1999, in re, "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior".


    González de Langarica, Pablo Antonio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1778/06 (Expte 146.187/04)


    G, 407, L.XLIV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión M. 482, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de actos administrativos


    M, 445, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Whirlpool Puntana S.A. (TF 21671-A) c/ DGA


    W, 61, L.XLIV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Bio Sidus S.A. (TF 22046-A) c/ DGA.


    B, 87, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Sancor Cul (TF 22428-A) c/ DGA


    S, 107, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Sancor Cul (TF 22781-A) c/ DGA


    S, 1170, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Sancor Cul (TF 20820-A) c/DGA


    S, 150, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 346, L.XLIII, "Sancor Cul (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Sancor Cul (19296-A) c/ DGA


    S, 151, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a causa P.1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/recurso extraordinario"


    A., Juan Daniel y otros s/ Recurso Extraordinario


    A, 1256, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    C., Eduardo Rodolfo s/ Recurso Extraordinario


    C, 1658, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    D., Luis Gustavo s/ Recurso Extraordinario


    D, 713, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    D., Luis Gustavo s/ Recurso Extraordinario


    D, 714, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    G., Hugo Alberto s/ Recurso Extraordinario


    G, 18, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    G., Miguel Ángel s/ Recurso Extraordinario


    G, 19, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    P., Walter Salvador Dionisio s/ Recurso Extraordinario


    P, 1018, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 1017; L. XLIV, "P., Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    P., Luis Vicente s/ Recurso Extraordinario


    P, 80, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema que requiera a la demandada que informe sobre los montos individuales percibidos de sus clientes por el concepto impugnado en los períodos correspondientes, sin incluir los nombres de aquellos, sus números de cuenta ni ningún dato que los pueda identificar, ya que la envergadura de esos montos no puede derivarse de las constancias del expediente.


    Proconsumer c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ sumarísimo


    P, 192, L.XLIII, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, en autos S. 1397, L. XLIII.


    Shell Compañía Argentina S.A. s/ Acción de amparo


    S, 1310, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, en autos S. 1397, L. XLIII.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Acción de amparo


    S, 1323, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, en autos S. 1397, L. XLIII.


    Shell Compañía Argentina S.A. s/ Acción de amparo


    S, 1332, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Barral, Silvia Irene c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 1076, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Bonifacio, Miguel y otros c/ Ministerio del Interior s/ personal militar y civil de las FFAA


    B, 650, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina" y S.C. P. 327, L. XLIV, "Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos".


    Capuchetti, Roberto c/ Superintendencia de Btar. Obra Social de la Policía Federal s/ personal militar y civil de las FFAA


    C, 1575, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Grimaldi, José Inocencio c/ Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G, 333, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L.XLIV, "Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Oliveira vda. de Blanco, Haydee María c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Caja de Retenciones, Jubilaciones y Pensiones Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O, 127, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. 336, L. XLIV, "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Ríos, José Luis y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Superintendencia de Bienestar s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 460, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Constitucionalidad del artículo 11 de la ley N° 18.695 y resolución MTySS N° 100/01. Desestimación del recurso.


    Lo resuelto no constituye, en estricto, la sentencia definitiva a que se refiere el artículo 14 de la ley n° 48, habiendo descartado la a quo, por lo demás, sin queja de la interesada, que se verifique en los actuados un supuesto de gravedad institucional. Se suma a dicho extremo el carácter sustancialmente procesal de los agravios, que admite, incluso, la recurrente. En tales condiciones, procede desestimar el recurso pues, defectos como los mencionados, no se suplen con la invocación de garantías constitucionales o la alegación de sentencia arbitraria.


    Decsa S.R.L. s/ Apelación (Art. 11 Ley 18.695).


    D, 726, L.XLIII, 10 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo por deudas con el régimen de la seguridad social de un empleado no registrado. Inidoneidad del planteo de prescripción en juicio ejecutivo: debe tratarse en sede ordinaria. Excepción de inhabilidad de título: falta de fundamentación del recurrente. Improcedencia del recurso.


    El a quo, fundado en la preceptiva del artículo 11 de la ley n° 18.820 y en constancias no objetadas, concluyó que la accionada dejó vencer el plazo para observar la deuda, dejando así expedita la ejecución. No obstante, expresó que lo argumentado por la reclamada en torno a la prescripción excede el acotado marco cognoscitivo ejecutorio, "... sin perjuicio de su inclusión en un juicio ordinario posterior... " . Frente a ello la recurrente se limita a señalar -en sustancia- que la ausencia de impugnación en sede administrativa no obsta a la alegación del planteo en el ámbito judicial, sin rebatir, empero, la aserción del a quo en torno a la inidoneidad del marco ejecutivo para examinar la excepción invocada, desde que no basta a tal efecto su dogmático señalamiento. Por ello, lo resuelto en el punto, de nítido carácter no federal, adquirió firmeza dada la falta de un adecuado cuestionamiento y que lo concerniente a la prescripción carece de alcance definitivo o equiparable, pues lo argüido por la ejecutada en torno al tema, según consideración expresa del a quo, puede ser reeditado en sede ordinaria (v. art. 92, ley n° 11863). En lo que concierne a la inhabilidad de título, extremo notoriamente no federal en virtud del carácter fáctico y procesal del asunto, incumbe anotar, en primer término, que la propia demandada reconoce que, según sentencia laboral firme, es continuadora la firma condenada por omisión de registro de uno de sus dependientes, a lo que se adiciona que la deuda -según sus propios dichos- le concerniría, al menos, por el período que va desde su constitución como sociedad anónima hasta el último mes reclamado. Por lo demás, cabe anotar que la ejecutada, quien se abstuvo oportunamente de expresar su disconformidad con la deuda establecida (cfr. art. 11, ley n. 18.820), emplaza su crítica relativa a la falta de precisión de los rubros y períodos reclamados en el plano de la excepcional doctrina sobre sentencia arbitrarias. Omite evidenciar con la nitidez que es menester, el defecto manifiesto en que habría incurrido el tribunal a quo en ese punto; máxime cuando, como resulta de sus presentaciones y de los elementos probatorios acompañados entendió, que se le reclamaban aportes, contribuciones, multas y accesorios por el período 1993/1996, derivados de la falta de registro de un dependiente verificada en sede judicial.


    Fisco Nacional (AFIP) c/ Vertrans S.A. s/ Ejecución fiscal.


    F, 59, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Pago de la tasa de justicia "bajo protesto": resguardo del principio solve et repete.


    No puede sostenerse genéricamente que la tasa de justicia obste a la posibilidad de acceder a la jurisdicción, toda vez que la falta de ingreso del tributo no impide la prosecución del trámite normal del juicio.


    Loma Negra Compañía Industrial S.A. y otros s/ Ley 22.262


    L, 16, L.XLIII, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Radiodifusión y telecomunicaciones. Licencias. Medida cautelar. Sobreviniente modificación de las circunstancias jurídicas: sanción de la ley 26.522. Resolución inoficiosa.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Aquí, con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario se sancionó la ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, respecto de cuya aplicación nos se han pronunciado los jueces de la causa. Así las cosas, al no subsistir los requisitos jurisdiccionales -cuya comprobación se realiza de oficio- también desaparece el poder de juzgar y resulta inoficiosa la resolución del Tribunal. Por lo que, corresponde declarar inoficiosa la decisión en estos autos por haber sobrevenido una modificación en las circunstancias jurídicas del caso.


    ATVC y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Planificación Federal Inversión Pública y Servicios y Secretaria de Comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 752, L.XLIV, 05 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Al haber vencido las prórrogas en cuestión, la cuestión planteada devino abstracta.


    M., José Néstor s/ Causa Nº 9740/9189


    M, 314, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ Infracción ley 22.362".


    Fiscal s/ Av. Inf. Ley 22.362 y 11.723


    COMP, 396, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa I. 159, L. XLIV, "Ibáñez, Ángel Clemente s/ robo calificado por el uso de armas".


    B., Enrique Gabriel s/ robo calificado por el uso de arma


    B, 627, L.XLIV, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S 1158 XLIV.


    G. G. A. Darío s/ denuncia.


    G, 1201, L.XLIV, 05 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 80, L. XLV, "D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9888".


    D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9962


    D, 123, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa V 300, L. XLIV, "V., Jorge Rafael s/ Recurso de inconstitucionalidad de los decretos N° 1002/89 y 2745/90".


    M. de H., José Alfredo s/ Recurso de Inconstitucionalidad de los Decretos Nº 1002/89 y 2745/90.


    M, 729, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    L., Daniel José y otros s/ Causa nº 9562


    L, 247, L.XLV, 05 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables al sub lite las consideraciones efectuadas por la Corte en su sentencia en la causa E. 50, L. XLIII, "EDEMSA c/ E.N.A. y M.E.O.S.P.N. s/ Cobro de pesos".


    Al momento de iniciarse la demanda (10 de octubre de 2001), no había vencido el plazo de noventa días que tenía la administración para pronunciarse acerca del reclamo presentado por la actora el 30 de agosto de ese año. En consecuencia. tal como señala la demandada, no puede considerarse cumplido el procedimiento que exige el art. 31 de la ley 19.549 como requisito previo al inicio de una demanda contra el Estado Nacional. De conformidad con la solución que se propugna, se ha tornado inoficioso el tratamiento de los agravios referidos a la aplicación al caso del régimen de consolidación de deudas.


    E.D.E.M.S.A. c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    E, 15, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa G. 271, L. XLV, "Gómez, Dora Graciela c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex 1460.01/04)".


    Godoy y Gómez, Lidia Graciela c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex 146.000/04)


    G, 500, L.XLV, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Maillmann, Sergio Joaquín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 779/08 (Ex. 145.236/04)


    M, 580, L.XLV, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa K. 14, L. XLIV, "Koppius, Alex c/ Estado Nacional - Ejército Argentino".


    Fernández Abadie de Ferguson, Ana c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Despido


    F, 551, L.XLIII, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A." y segunda hipótesis del acápite VII del dictamen del Ministerio Público. Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Barquín, María Antonia c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 845, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Barris, Alejandro Alfredo c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol 755/08 (Ex 149.254/05)


    B, 227, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Cañete, Olga Noemí c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 661/08 (Ex 446.078/98)


    C, 306, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión F. 143. L. XLV. “Falcón Isabel Y. de - Incidente de ejecución de sentencia”.


    En esta queja el Estado Nacional también alega que la decisión de la cámara que impugna -por la que se rechazó la queja por apelación denegada contra la sentencia de la instancia anterior que había ordenado practicar una liquidación- tergiversa el sentido del fallo que el Tribunal dictó en los autos principales, por el cual rechazó el amparo por aplicación de la doctrina del precedente "Galli". En su concepto, los jueces de las anteriores instancias adoptaron disposiciones que no cuentan con fundamento en ninguna disposición y colisionan manifiestamente con lo resuelto por la Corte, porque, por un lado, en el precedente cuando no se estableció ninguna pauta o criterio para practicar liquidaciones, en tanto únicamente se rechazó la demanda, mientras que, por el otro, en esta causa no existe ninguna deuda del Estado Nacional que deba ser liquidada, porque la Corte rechazó el amparo y, por lo tanto, aquél en vez de ser deudor es acreedor por reembolso de las sumas que la actora percibió.


    Falcon, Isabel s/ causa Nº 20016/07


    F, 177, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 94, L. XLV, “García Ferreiro, José Luis y otros c/ EN – Ministerio de Justicia – Dto. 1770/91 s/ Empleo público”.


    Lara, Cristina Beatriz c/ Ministerio de Justicia s/ empleo público


    L, 718, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    RHE de la demandada en autos: "Lebron, Gilda Marcela c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol 661/08 (Ex 446.077/98)"


    L, 10, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Maradei, Ana María c/ Mº J y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol 196/08 (Ex 150.971/05)


    M, 263, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Pereira, María Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 661/08 (ex. 145.504/04)


    P, 196, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión G. 94. L. XL V, “García Ferreiro, José Luis y otros”.


    Roatta Ezio, Bartolomé Juan y otros c/ Estado Nacional s/ empleo público


    R, 896, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión S. 145. L. XLIV, “Sánchez. Gregario y otros”.


    En lo que atañe al carácter alimentario de los honorarios la Corte tiene dicho que tal circunstancia no autoriza a excluirlos del régimen de consolidación, pues tal distinción carece de fundamento normativo al no haber sido enumerado entre las excepciones.


    Sucesión Juan Isauro Dorao c/ Dirección Nacional de Azúcar s/ cumplimiento de contrato


    S, 70, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos expuestos en el anterior dictamen. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Universidad Nacional de Salta c/ Salta, Provincia de (Secretaría de Medio Ambiente) s/ Acción de amparo


    U, 11, L.XLIV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, “PORTUGHEIS EIsa Rosa”.


    Urdapilleta, Carlos José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 658/08 (Ex. 446.681/98)


    U, 10, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Huerta de Tome, María Inés c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 831/08 (Ex. 146.050/04)


    H, 9, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Ocampo, Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    O, 81, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa M. 422, L. XLV, "Moreno, Elena Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 937/06".


    Scirica, Carlos Ernesto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159/06


    S, 267, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa M. 422, L. XLV, "Moreno, Elena Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 937/06".


    Scirica, Eduardo Victor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06


    S, 192, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Villaflor, Lilian Emilse c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 334/08 (ex. 144.662/04)


    V, 69, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, “CAGNI Carlos Alberto”.


    Weissberg, Estela Gloria c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1418/06 (Ex. 454.264/98)


    W, 3, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Bolsa de Cereales. Resolución general (AFIP) 1394. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Servicio de certificación de operaciones. Medida cautelar: necesidad de previa remisión del incidente.


    El Tribunal ha admitido la virtualidad de dictar pronunciamiento aún frente al cambio de marco fáctico o jurídico, siempre que subsista el interés de las partes por los efectos jurídicos producidos durante el lapso anterior a esa variación. Ello podría suceder en el sub lite ya que el amparista solicitó una medida cautelar dirigida a que se ordene a la Bolsa de Cereales de Buenos Aires a proveer el servicio de certificación, en condiciones iguales a las del resto de los operadores inscriptos. En tales circunstancias, podría haberse encontrado autorizado a realizar operaciones con el régimen impositivo que perseguía obtener mediante la presente acción de amparo, lo que tendría innegable repercusión para la posición jurídica sostenida por las partes en litigio. En consecuencia, a fin de dirimir si mantiene virtualidad emitir una decisión que declare de modo definitivo si los derechos invocados por el amparista fueron arbitraria e ilegítimamente vulnerados por las demandadas, tal como lo sostuvo el a quo en el pronunciamiento recurrido por la vía extraordinaria, resulta necesario -con carácter previo- que la Corte ordene la remisión del incidente de medida cautelar formado.


    Biagio Cereales S.A. c/ Bolsa de Cereales BA y otros s/ Amparo.


    B, 67, L.XLIV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Actor con HIV. Demanda por daño moral y psíquico contra empresa de medicina pre paga por rechazo de re-afiliación. Alegación no probada de discriminación. Falta de fundamentación e inconsistencia del recurrente.


    Principalmente, se observa que aunque en el inicio del pleito el pretensor aludió a la ley antidiscriminatoria, llegado a esta instancia, no se ha ocupado -como debería haberlo hecho- de explicitar ningún criterio de evaluación propio de ese ámbito, para desvirtuar puntualmente la dirección analítica que inspiró a la sentencia que pretende impugnar. Tampoco intentó siquiera comprobar la analogía del supuesto en estudio con el precedente de Fallos: 327:5373, de manera tal que se justifique aplicar la solución allí consagrada al caso de autos, que presenta una marcada vertiente patrimonial y donde, además, media una interrupción voluntaria del vínculo por parte del propio peticionario. Máxime si se tiene en cuenta que no se da ningún enlace con el concepto de afiliación obligatoria. El cuestionamiento no pasa el nivel de lo meramente nominal, en tanto el sustento de la apelación no se ha formulado con claridad ni se ha profundizado con una mínima solidez, tal como lo requiere la seriedad propia de dicho mecanismo. No se ha llenado, por ende, el recaudo básico de suficiencia, toda vez que, esa inexcusable autonomía no se logra con la mera expresión de una solución jurídica contraria a la que siguió el a quo -aún sobre la base de la lectura de reglas federales-, cuando ella no atiende ni controvierte los argumentos del decisorio en crisis.


    D. M., A. L. c/ S. M. S.A. s/ Daños y perjuicios


    D, 439, L.XLIV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda resarcimiento por incumplimiento y rescisión intempestiva del contrato de distribución. Demandada residente en el extranjero. Moneda del monto de condena. Pesificación. Normativa de emergencia: supuestos de excepción del decreto 410/02.


    Dado el contexto y la naturaleza del resarcimiento pretendido, derivado del incumplimiento de la obligación de exclusividad del contrato de distribución en virtud del cual la actora percibía comisiones, en su mayoría calculadas sobre el precio en dólares facturado directamente al cliente, y de la rescisión intempestiva del mismo, cabe extender al supuesto examinado la solución prevista en el artículo 1° del decreto 410/02, reglamentario de las excepciones a la conversión a pesos establecida por el artículo 1° del Decreto 214/02, en particular su inciso g), que expresamente contempla entre ellas a las obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera, contraídas por personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el extranjero, pagaderas con fondos provenientes del exterior, a favor de personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el país aún cuando fuera aplicable la ley Argentina.


    Rainly S.A. c/ Lindsay Internacional Sales Corporation s/ Ordinario


    R, 428, L.XLIV, 18 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Reajuste de haber jubilatorio e impugnación del sistema de movilidad reglado por la ley 24.241. Excesivo rigor formal. Beneficio de carácter alimenticio.


    La alzada ha procedido con excesivo rigor formal y prescindió de considerar planteos y constancias de la causa que podrían incidir en la solución del caso. El juzgador no advirtió que el objeto del reclamo en sede administrativa era el mismo que el que posteriormente, se tramitó por vía judicial, sin que se aprecien entre ambos diferencias tales que justifiquen la conclusión a la que arriba el sentenciador. En efecto, de las constancias agregadas al proceso surge que el actor, en sede administrativa, impugnó el sistema de determinación del haber inicial, el de movilidad y los correspondientes a los topes del nuevo sistema jubilatorio implementado por la ley 24.241, al igual que lo hizo ante los estrados judiciales. Cabe destacar que si bien el planteo de la actora pudo haber llevado a confusión, pues solicitaba la declaración de inconstitucionalidad de varios artículos de la ley previsional referida, al mismo tiempo que peticionaba su reemplazo por un sistema equivalente al implementado por la ley 18.037, lo cierto es que de una lectura precisa de la causa se advierte claramente cuál es en definitiva el objeto de la petición que parte del reemplazo de los sistemas de determinación de haber y movilidad previsional de la 24.241 por un mecanismo similar al de las leyes 18.037 y 18.038. Teniendo en cuenta que nos encontramos ante un reclamo concerniente a un beneficio de la seguridad social, su naturaleza amerita que se lo examine a partir de los fines y principios que caracterizan a esta rama del derecho, dejando de lado reparos excesivamente formales, máxime tratándose de un beneficio de carácter alimentario.


    Fonseca, Roberto c/ Administración Fonseca, Roberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ reajustes varios Nacional de la Seguridad Social s/ reajustes varios


    F, 1476, L.XLII, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia en autos S.C. S. 393; L. XXXVIII “Saralegui Francisco c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional” de fecha 14 de febrero de 2006, de conformidad con el dictamen de la PGN.


    Salguero, Roberto Roque c/ Est. Nac. - Dcto. 894/2001 y Res. 1002/02 s/ amparo ley 16.986


    S, 1496, L.XLII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Cobertura médico-asistencial debida a afiliados discapacitados. Multa por infracción al artículo 19 de la ley N° 24.240. Razonabilidad de la conducta supuestamente infractora. Carencia de debate en torno a la inteligencia de la normativa federal. Improcedencia del recurso.


    Si bien es claro que, como lo ha manifestado la Corte, la inteligencia de la ley n° 24.240 es de índole federal en cuanto al régimen de sanciones que establece y a las competencias que atribuye a la autoridad de aplicación nacional, lo debatido aquí -a saber: la razonabilidad de la conducta supuestamente infractora del Hospital-, remite al estudio de extremos de hecho y derecho procesal, extraños a la vía, e inabordables aquí, en el excepcional ámbito de la tacha de arbitrariedad, en virtud del alcance limitado con que fue concedido el remedio federal por la Sentenciadora.


    A. C. H. A. c/ DNCI-Disp.14/06


    A, 36, L.XLV, 29 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario por casación rechazada. Fallo “Di Mascio”. Principio “iura novit curia”. Indemnización por muerte en accidente laboral: normas aplicables –Código Civil o Ley de Riesgos del Trabajo-. Indemnización: carácter alimentario.


    Es facultad no delegada por las Provincias al Gobierno Nacional, la de organizar su administración, de justicia y por ello la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva, razón por la cual pueden establecer las instancias que estimen convenientes, pero que tal ejercicio es desde todo punto de vista inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado. Sobre el particular, en el fallo “Di Mascio” la Corte dejó establecido que, en los casos aptos para ser conocidos por el tribunal, según la vía del artículo 14 de la Ley 48, la intervención del Superior Tribunal de Justicia de Provincia es necesaria, en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano en tales supuestos: por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas. Asimismo señaló, que siendo la disposición de la Ley 48, que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se suscitan cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura por lo que cabe concluir que las decisiones que son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano superior de provincia. En este contexto, sostener como fundamento del rechazo, un erróneo encuadramiento legal del reclamo en función de una normativa derogada, importa soslayar que los jueces tienen no sólo la facultad, sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho aplicable, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes. En igual sentido, ha puesto la Corte de relieve que la facultad que deriva del ejercicio de la regla iura novit curia no comporta un agravio constitucional. Aún cuando la actora sustentó su pretensión en lo normado por la Ley 24.028, correspondería al juez de la causa fijar el marco jurídico debido, conforme al principio iura novit curia, más aún cuando fue la propia Alzada quien al confirmar la declaración de inconstitucionalidad del artículo 39 de la Ley 24.557, determinó la competencia civil de la causa, y dispuso que las actuaciones debían regirse por lo normado en los artículos 1109, 1113 Y concordantes del Código Civil, por lo que mal pudo luego, so pena de incurrir en auto contradicción -como efectivamente ocurre en el propio pronunciamiento del Máximo Tribunal cuando primero sostiene que la Cámara trató en concreto la inconstitucionalidad del artículo 39 de la L.R.T., y luego que no lo hizo -rechazar la acción con fundamento en la normativa derogada en que se sustentaba -Ley 24.028-, tomando para ello los dichos del alegato. También corresponde destacar el carácter alimentario que reviste la indemnización objeto del reclamo, debiendo otorgársele preeminencia al interés superior de los menores -art. 3° de la Convención sobre los Derechos del Niño-, de raigambre constitucional. Cabe agregar, por último, que a los efectos de conceder el recurso extraordinario en los términos del artículo 14 de la ley 48, el Superior Tribunal local destacó, que sobre la cuestión objeto de litigio hubo, tanto en la Corte Suprema de Justicia de la Nación, como en ese Tribunal, cambios y vaivenes jurisprudenciales de importancia, que a su entender, no sólo confundieron a las partes y sus letrados, sino también á los magistrados de todo el país, resaltando que en autos se dejó sin reparar, ni resarcir, un accidente de trabajo que tuvo consecuencias fatales para el empleado, por lo que entendió se vulneraron derechos federales constitucionales fundamentales que ameritan la concesión del recurso.


    G., E. M. por sí y por sus hijos menores c/ Insegna, Rubén s/ Muerte por accidente de trabajo


    G, 134, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y fallado en autos S.C. R. N° 320, L. XLII, caratulada “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”, y fallos de S.C. L. N° 971, L. XL, “Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L.” y S.C. F. N° 1074, L. XLI, “Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Ruberto, Guillermo Miguel c/ Levame, Juan y otro s/ ejecución hipotecaria


    R, 512, L.XLIV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, solicita remisión de otro expediente.


    Admar S.A. c/ Atlántica de Juegos S.A. y otros s/ Ejecución de alquileres


    COMP, 668, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de naturaleza fáctica y de derecho procesal. Recurso extraordinario inadmisible.


    Se advierte que la totalidad de los agravios presentados por el apelante remiten al estudio de cuestiones de naturaleza fáctica, y de derecho procesal, que se circunscriben al alcance de la sentencia aclaratoria dictada por el tribunal, a su juicio, en exceso de su jurisdicción, en tanto implicó una modificación de la resolución dictada por la Cámara. Estos aspectos, que resultan ajenos, en principio y por naturaleza a la instancia extraordinaria, en definitiva, al no haber sido presentada la correspondiente queja, fueron consentidos por el recurrente, por lo que corresponde declarar inadmisible el recurso extraordinario.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires S.A. c/ DNCI Disp. 518/05 (Exp. S01:29829/03)


    B, 233, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por despido. Diferencias derivadas de la duplicación resarcitoria del artículo 16 de la ley n° 25.561. Modificación in pejus del fallo de mérito.


    Asiste razón a la apelante, pues, al ponderar abstractos los agravios relacionados con la responsabilidad del BCRA y del interventor judicial del Banco Velox S.A., con base en que no resulta aplicable el artículo 16 de la ley n° 25.561 en los casos en que se encuentra ausente el presupuesto de continuidad de la empresa, la a quo soslayó toda consideración sobre la procedencia de ese rubro desde la perspectiva de si había adquirido firmeza dada la falta de embate recursivo o nítido cuestionamiento de los interesados. Por lo demás, cabe añadir que la Sentenciadora no se expidió sobre la procedencia del rubro del artículo 2 de la ley n° 25.323 ni, al menos de forma explícita, sobre la responsabilidad del Administrador del Fondo Fiduciario, temas oportunamente introducidos al deducir el recurso de apelación y el último, incluso, al interponer aclaratoria.


    Pilka, Verónica c/ Banco Velox S.A. s/ despido


    P, 342, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Se solicita previo al dictaminar, se corra vista al Defensor Oficial.


    Roston, Juan c/ Nogueira, Adrián s/ Daños y perjuicios


    R, 42, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Aparicio, Carlos René c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A, 1226, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Acosta, Miguel Angel y otros c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina


    A, 926, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Aguirre, Leoncio Rosendo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - S.S.S. s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    A, 699, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Bizjak, Héctor Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 937, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Bouchkovitch, José Abel c/ Ministerio del Interior s/Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 17, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Obligaciones pactadas en moneda nacional. Cláusula inserta en las facturas que establecía la cancelación en dólares billetes. Vigencia del régimen de convertibilidad de la Ley 23.928. Adecuado sustento de la sentencia: improcedencia del recurso.


    La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones efectuadas como así también en la valoración de la prueba agregada a la causa, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, pues las manifestaciones del recurrente en relación con el origen de las mercaderías y la moneda en que fueron emitidas las facturas, no logran desvirtuar la conclusión arribada por el tribunal, en orden a que la cláusula inserta en todos aquellos documentos establecía la obligación de cancelar la deuda en dólares billetes o en pesos al tipo de cambio vendedor del mercado libre al momento del pago, que tuvo por finalidad, como menciona la Cámara, evitar las consecuencias de un eventual deterioro de la moneda argentina, independientemente de la naturaleza importada de los bienes objeto de la venta. Esta solución no fue criticada por los apelantes en el recurso en estudio, no resultando suficientes las alegaciones referidas a que la leyenda mencionada sólo indicaba una equivalencia o que las facturas acreditan únicamente la compraventa mercantil, desde que, tal como señala la alzada, al momento de la emisión de los títulos de crédito se encontraba vigente el régimen de convertibilidad, y lo pactado por las partes, tuvo por finalidad, justamente, evitar desequilibrios entre la moneda nacional y la extranjera. A su vez, las críticas de los sancionados en orden a que siempre habían abonado las facturas en pesos, que las registraciones contables como los resúmenes de cuenta eran en dicha moneda, o que los bienes estaban destinados a venderse en forma minorista en el ámbito nacional, no logran conmover lo antes expuesto, desde que en aquel momento regía el régimen de la Ley Nº 23.928, tal como fue indicado por los magistrados en el pronunciamiento apelado.


    Caffaro Hermanos S.R.L. c/ El Mundo del Juguete s/ Ordinario


    C, 752, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L. XLIV, “Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Castrogiovanni, Omar Miguel c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 1499, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Contrera, Juan Mario c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 1468, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Coulleri, José Arturo c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 1467, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    D'Alesandro, Ramón de Jesús c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Otros


    D, 380, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Dalia, Ana María y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 555, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Di Pasquo, Dora c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 688, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Eckell, Jorge Alberto y otros c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    E, 262, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L. XLIV, “Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Erias, Osvaldo Manuel y otros c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    E, 206, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Escalante, Héctor Roque y otros c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    E, 181, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Farías, Nélida y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Seguridad del Interior y otros


    F, 774, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Ferigo, Blanca Nélida y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    F, 773, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. n° 336, L. XLIV; “Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina”.


    Franco Sanabria, Alicia c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Caja de R. J. y P de la Policía Federal Argentina s/ otros


    F, 704, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Gamba, Aldo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G, 149, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina".


    Giménez, Manuel Enrique y otros c/ Superintendencia de Bienestar y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G, 9, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Imfeld, Julia Beatriz c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Superintendencia de Bienestar s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    I, 122, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, “Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina”.


    Juki S.A. s/ concurso preventivo


    J, 1, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, “Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina”.


    Juki S.A. s/ Concurso preventivo


    J, 113, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, “Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina”.


    Juki S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por HSBC Bank Argentina S.A.


    J, 136, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y fallo en autos S.C. R. Nº 320, L. XLII, caratulada “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”, S.C. L. Nº 971, L. XL., “Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L.” y S.C. F. N° 1074, L. XLI, “Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Laser Med S.A. c/ Giménez, Liliana s/ Ordinario


    L, 684, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Leal, Miguel Angel y otros c/ Superintendencia de Bienestar - Dirección General de Obra Social - Polocía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    L, 59, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 329:3054, 329:3488 y 330:3483 (con remisión a los fundamentos y conclusiones de los dictámenes de la Procuración General emitidos en dichos autos los días 13 de marzo de 2005, 15 de abril de 2005 y 1 de febrero de 2007, respectivamente).


    Llanos Olimpia del Carmen c/ 4 De Septiembre S.A.T.C.P. s/ Daños y perjuicios


    L, 38, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1025 L. XLIV “Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal”.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ González, Leoncio Ramón s/ Ejecución fiscal


    M, 1126, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1025 L. XLIV “Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Naoki, Ricardo s/ejecución fiscal”.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Estación Confort S.A. s/ Ejecución fiscal - Procedimiento tributario


    M, 998, L.XLIV, 07 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. M. n° 336, L. XLIV; "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Maidana, Ramón Esteban c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 1171, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Mancini, Antonio Angel c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 1254, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Mancurti, Ida y otros c/ Superintendencia de Bienestar - Dirección General de Obra Social de la Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 26, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Olivera, Eduardo Telesfero c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O, 226, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Paletta, Stella y otros c/ Policia Fed. Arg. s/ Pers.militar y civil de las FFAA


    P, 840, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. Nº 1003, L. XLIV, “Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina”.


    Pinelli, Haydee s/ Concurso preventivo


    P, 679, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Pintos, Juan Alberto Ramón c/ Policía Federal Argentina - Superintendencia de Bienestar s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 17, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Poire, Arturo c/ Pol.Fed.Arg. s/ Pers.militar y civil de las FFAA


    P, 969, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Roux, Marta Inés y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 88, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Saucedo, Valeriano c/ Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 1142, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, y S.C. P. 327, L. XLIV, “Paz, Graciela y otros c/Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


    Serrese, Dagoberto José c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 608, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Solis, Pedro y otros c/ Superintendencia de Bienestar y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 620, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Sopena, Héctor Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 876, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. C. Nº 802, L. XLIV, “Chamizo de Troelsen, María Graciela s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión de la concursada al crédito de Glucksmann, Martín Enrique”.


    Troelsen, Guillermo s/ Concurso preventivo


    T, 244, L.XLIV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”, el 30 de abril de 2009.


    Vera, Adolfo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina


    V, 442, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L. XLIV, “Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina”.


    Villasanti, Pedro Vicente y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    V, 55, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. M. 336, L.XLIV, “Molina, Horacio y otros c/Policía Federal Argentina”.


    Zugel, Alicia Carlota y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otros s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    Z, 17, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Personal militar. Liquidación de haberes de retiro y pensión. Admisión de los rubros de los decretos N° 2.000/91, 628/92 y 2.701/93. Omisión de sumas devengadas por el período en actividad.


    La Corte Suprema tiene dicho que el cambio en la situación de revista no altera la interpretación en orden al alcance de los preceptos federales ya que la inteligencia asignada a los suplementos en Fallos 322:1868 y 2398 es de aplicación tanto al personal militar en actividad como en retiro. En ese marco, no resulta razonable exigir a la apelante que deduzca dos demandas análogas ante distintos fueros a fin de lograr idéntica admisión, ya que ello importaría un arbitrario retraso en la declaración de derechos de tenor alimentario y un dispendio jurisdiccional.


    Mini, Francisco Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 2424, L.XLII, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario en etapa de ejecución de sentencia. Inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la causa. Intereses devengados de un depósito judicial en moneda extranjera ordenado por el Juez: siguen la suerte del principal. Corresponde la tasa de mercado existente en ese tiempo y para ese tipo de moneda.


    Si el recurso deducido compromete la inteligencia y alcance de un pronunciamiento del Máximo Tribunal recaído en la misma causa, en cuyo mérito el recurrente funda el derecho que estima asistirle, en principio es procedente. Este Ministerio Público ha sostenido en reiteradas ocasiones que cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de ese Tribunal, dictado en la misma causa, son los miembros del Máximo Tribunal, quienes revisten el carácter de intérpretes naturales y finales de los alcances de sus sentencias. Por otra parte, la Corte ha dicho que los depósitos judiciales son solamente disponibles por el magistrado a cargo de la causa, desde que la administración y disposición de fondos en los procesos judiciales implica el ejercicio del poder público estatal a cargo de los jueces, que se encuentra legalmente regulado. Asimismo corresponde aplicar, en forma subsidiaria, las reglas del depósito irregular, y que, de tal forma, el banco depositario se transforma en el dueño del bien recibido en custodia y soporta todos los riesgos, no quedando obligado a devolver el mismo bien, sino su valor, sin ninguna disminución. Ello encuentra fundamento en el artículo 2220 del Código Civil que establece que el depositario, cuando el depósito es irregular, está obligado a restituir otro tanto del dinero depositado, con tal que sea de la misma especie, y más allá de la interpretación que pueda otorgarse a dicha norma, cuyo alcance ha generado arduos debates en doctrina, lo cierto es que ello no impide que el bien depositado genere intereses, en el marco de un eventual acuerdo de partes sobre el modo de su restitución o de una orden judicial de inversión. La inversión en dólares estadounidenses de los fondos judiciales, dispuesta por el magistrado competente con anterioridad al dictado de la Ley 25.561 en la entidad financiera demandada, en una operación que devenga réditos, como lo sostuvo la Corte, constituye, en igual medida, una decisión dentro de la órbita de poder del juez. Es claro que ello responde a una realidad económica en la que el buen desempeño de la función jurisdiccional, exigía la preservación de su valor adquisitivo. En tales condiciones, el mantenimiento del depósito judicial en la moneda de origen -dólares estadounidenses- no puede, en el contexto antes señalado, tener como efecto anular el beneficio económico que la imposición legalmente genera, en tanto dicha consecuencia fue el objetivo que también tuvo el magistrado al efectuar esa inversión. Esta Procuración General en la causa “EMM”, expuso su opinión en torno a que los fondos judiciales, depositados a la vista o a plazo, integran la capacidad prestable de las entidades financieras depositarias, razón por la cual devengan intereses. Considerando que en el caso se trata de un depósito a plazo fijo en dólares estadounidenses (constituido con anterioridad al dictado de la ley 25.561 por el juez a cargo del proceso universal con una finalidad de inversión), es razonable que los intereses devengados, como un accesorio de la obligación principal contraída por el banco, a los efectos de su cálculo, sigan su suerte –en lo que al signo monetario respecta-. Sin perjuicio de ello, habida cuenta que el banco apelante se agravia, también de la tasa de interés impuesta por el a quo al depósito judicial invertido en plazo fijo, resulta pertinente agregar que la aplicación de dicha tasa (12% anual) conduce a un resultado excesivo, que deriva en un enriquecimiento incausado del patrimonio falencial, y se aparta palmariamente del accesorio que hubiere generado la imposición en dólares estadounidenses en el lapso en cuestión. En efecto, la determinación por los jueces del porcentaje para el cálculo de los intereses del depósito judicial invertido en un plazo fijo en moneda extranjera, no se sustenta en las constancias de la causa, ni en las normas legales aplicables, como así tampoco en las tasas que para operaciones de idénticas características pagaban las entidades financieras durante el período reclamado, desnaturalizando la finalidad de la pretensión, cual es, en el marco de la decisión del Máximo Tribunal, la obtención de los réditos que naturalmente hubiese generado el capital en la moneda de origen, provocando, por lo tanto un menoscabo en el derecho de propiedad de la entidad financiera.


    Algodonera Lavallol SA s/ quiebra


    A, 1300, L.XLIV, 01 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    A.P.S. s/ Quiebra s/ Incidente por Banco Galicia y Buenos Aires S.A.


    A, 1197, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Astilleros Alianza S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación (art 250 C.P.C.C.)


    A, 1060, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra", en fecha 1 de octubre de 2009.


    Celulosa del Litoral S.A. s/ Quiebra


    C, 1431, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra", en fecha 1 de octubre de 2009.


    Celulosa Jujuy S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de determinación de fondos


    C, 1563, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Gen 3 S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de venta s/ Incidente de apelación art. 250


    G, 930, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Lanusse, Sergio Rómulo s/ Quiebra


    L, 721, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Levi Hadid S.R.L. s/ Quiebra (antes concurso preventivo).


    L, 596, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol s/ su quiebra".


    Sai Welbers Ltda. s/ incidente de apelación


    S, 678, L.XLIV, 08 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. B. N° 3629, L. XXXVIII "Banco Extrader S.A. s/ quiebra s/ incidente de revisión por el Banco Central de la Nación Argentina" y S.C. B. N° 1041, L. XL "Banco Mayo C.L. s/ Liquidación Judicial - Incidente de Revisión.


    Scotiabank Quilmes S.A. s/ incidente por Banco Central de la República Argentina s/ incidente de revisión de crédito


    S, 1371, L.XLII, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos: S.C.B. N° 1130, L. XLIII "BMW de Argentina S.A. c/ Citibank N.A. s/ Cumplimiento de Contrato".


    BMW de Argentina SA c/ Citibank NA (Sucursal Buenos Aires) s/ Cumplimiento de contrato


    B, 1007, L.XLIII, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. J. N° 6, L. XLIII, "Johnson y Johnson de Argentina S.A.C.E.I. c/ Deutsche Bank S.A. s/ cumplimiento de contrato", en fecha 21 de octubre de 2008.


    BMW de Argentina S.A. c/ Citibank NA s/ Cumplimiento de contrato


    B, 1130, L.XLIII, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de denegación del fuero federal.


    Si bien la demandada solicitó que se declare la competencia de la justicia federal, dicha excepción fue desestimada con fundamento en que es competente la justicia nacional comercial con asiento en Capital Federal, en cuyo caso resulta de aplicación la doctrina de la Corte que postula que no media denegatoria del fuero federal si todos los tribunales, tanto el que se ha declarado competente, cuanto aquéllos a los que la recurrente pretende que se remitan las actuaciones ejercen la misma jurisdicción, es decir, la que es propia de todos los tribunales nacionales, no advirtiéndose que se encuentre en juego ninguna cláusula constitucional.


    Proconsumer c/ Telecom Personal S.A. s/ Sumarísimo


    P, 39, L.XLV, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, causa B. 167, L. XLIV, "Bruno, Carlos Gustavo y otros c/ Estado Nacional por contencioso administrativo".


    Alzugaray, María del Carmen y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


    A, 151, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 878, L. XLlV, "Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y Ente Nacional Regulador del Gas (Enargas).


    Cespedes y Cazorla, Rafael c/ Poder Ejecutivo Nacional- Ministerio de planificación federal- Enargas s/ Acción declarativa de inconstit.


    C, 1403, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. M. Nº 1110, L. XLIII, “Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación”.


    Manufactura Algodonera S.A. s/ quiebra


    M, 1009, L.XLIV, 20 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a fallo M 336, LXLIV “Molina". Plazo prescriptivo: remisión a lo dictaminado en autos P 327 LXLIV “Paz".


    Toniollo, Erica Alejandra c/ Estado Nacional- Ministerio de Justicia y derechos humanos - Policía federal Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    T, 332, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Generalidades


    Posible prescripción del delito. Suspensión del trámite del recurso extraordinario. Cuestiones a resolver por las instancias locales.


    Corresponde ordenar la suspensión del trámite del presente recurso extraordinario a las resultas de la decisión sobre la posible prescripción de la acción penal que deberán tomar los jueces locales, adecuada al caso concreto y en los términos de la doctrina de plazo razonable, habida cuenta de que este tipo de cuestiones deben ser tratadas previamente en las instancias correspondientes.


    I., Ángel Clemente s/ robo calificado por el uso de armas


    I, 159, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso.


    En esta queja el apelante no tiene agravio actual ya que, como surge de los autos principales requeridos por el Tribunal, el proceso principal continuó y luego de la interposición de la presente aquél requirió la aplicación de la ley 26.198, pretensión que fue desestimada y dio origen a la queja que tramita por expediente L. 537, L. XLIV, respecto de la cual se expide en el día de la fecha.


    Larraquy, María Juliana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    L, 798, L.XLII, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad de una ley posteriormente abrogada. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. Inexistencia requisito conflicto litigioso actual.


    Las sentencias del Tribunal deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. La modificación en el ordenamiento jurídico de la Provincia ha tenido como efecto la desaparición de uno de los requisitos que, como el gravamen, condiciona la jurisdicción del Tribunal y convierte en abstracta la cuestión que se invocó en la demanda (ley 27, art. 2°). De otro modo, el referido fallo de la Corte implicaría un pronunciamiento inoficioso, una mera declaración abstracta o interpretación teórica, carente de contenido práctico. Esta conclusión obsta a cualquier consideración sobre la substancia del asunto debatido en la causa y que se pretendió someter a este estrado constitucional en la instancia originaria, en la medida en que, por no verificarse excepcionales razones de índole institucional que justifiquen apartarse de esa regla, a la Corte le está vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual.


    Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción de amparo


    S, 841, L.XXXVII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C.2.040, L.XLII, "Cooperativa de Trabajo Agrícola Colonia Barraquero Limitada (T.F. 20.241-I) c/ Dirección General Impositiva".


    C.2.040, L.XLII, "Cooperativa de Trabajo Agrícola Colonia Barraquero Limitada (T.F. 20.241-I) c/ Dirección General Impositiva".


    Cooperativa de Trabajo de seguro y vigilancia (TF 15090-I) c/ DGI


    C, 337, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso por haber devenido abstracta la pretensión articulada en la demanda. Inexistencia conflicto litigioso actual: cuestión abstracta.


    El Tribunal, reiteradamente, ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. La conducta asumida por la actora implica un reconocimiento de la competencia de los organismos federales tanto para dirimir los conflictos entre actores del MEM como para regular la PAFTT y da la pauta de que no subsiste a la fecha agravio alguno para que se dicte sentencia sobre el pedido efectuado en la demanda. Tal modificación en el marco jurídico del servicio eléctrico nacional ha tenido como efecto la desaparición de uno de los requisitos que, como el gravamen, condiciona la jurisdicción del Tribunal y convierte en abstracta la cuestión que se invocó en la demanda (ley 27, art. 2°), haciendo que el eventual fallo de la Corte implicara una mera interpretación teórica, carente de contenido práctico.


    Empresa Distribuidora de Energia Norte S.A. (EDEN S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ordinario


    E, 274, L.XXXVIII, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión T. 79, L. XLIV, "Telefónica Comunicaciones Personales c/ Municipalidad de Rosario".


    Telefónica Comunicaciones Personales S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Acción meramente declarativa


    T, 54, L.XLIV, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta: Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial 13.648 que establece un Adicional al Impuesto Inmobiliario Urbano y un Adicional al Impuesto a los Automotores, cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada por la ley provincial 13.850. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto.


    Basso, Ana María c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 198, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta: Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual toda vez que la ley provincial 13.648 que establece un Adicional al Impuesto Inmobiliario Urbano y un Adicional al Impuesto a los Automotores, cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue en autos, ha sido derogada por la ley provincial 13.850 con efecto retroactivo al momento de entrada en vigencia de la ley anteriormente citada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto que aquí se debate ha devenido abstracto.


    Basso, José Arturo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 200, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta: Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual toda vez que la ley provincial 13.648 que establece un Adicional al Impuesto Inmobiliario Urbano y un Adicional al Impuesto a los Automotores, cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue en autos, ha sido derogada por la ley provincial 13.850 con efecto retroactivo al momento de entrada en vigencia de la ley anteriormente citada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto que aquí se debate ha devenido abstracto.


    Basso, Raúl Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 199, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta: Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual toda vez que la ley provincial 13.648 que establece un Adicional al Impuesto Inmobiliario Urbano y un Adicional al Impuesto a los Automotores, cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue en autos, ha sido derogada por la ley provincial 13.850 con efecto retroactivo al momento de entrada en vigencia de la ley anteriormente citada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto que aquí se debate ha devenido abstracto.


    López, Ernesto Francisco s/ Sucesión c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L, 134, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta: Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual toda vez que la ley provincial 13.648 que establece un Adicional al Impuesto Inmobiliario Urbano y un Adicional al Impuesto a los Automotores, cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue en autos, ha sido derogada por la ley provincial 13.850 con efecto retroactivo al momento de entrada en vigencia de la ley anteriormente citada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto que aquí se debate ha devenido abstracto.


    López Moreno, Ernesto Francisco c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L, 135, L.XLV, 06 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 885, L. XLIV, "Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ EN - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento". Cuestión abstracta.


    Atento a que el apelante carece de interés en su recurso, es inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal.


    América TV S.A. y otro c/ EN - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento


    A, 2, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Prestación de servicios de comunicación audiovisual. Legislación promulgada con posterioridad a la interposición del recurso. Cuestión abstracta de lo planteado en el recurso extraordinario. Ausencia de interés actual. Pronunciamiento inoficioso.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente.


    Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ EN - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento


    A, 885, L.XLIV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 885, L. XLV, "Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ EN - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento". Cuestión abstracta.


    Atento a que el apelante carece de interés en su recurso, es inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal.


    Compañia de Televisión del Atlántico S.A. y otra c/ P.E.N. s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - Medida cautelar


    C, 390, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión Y.19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Chubut, provincia de s/ Medida cautelar


    E, 113, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión A. 885, L. XLIV, "Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ EN - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento". Cuestión abstracta.


    Atento a que el apelante carece de interés en su recurso, es inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal.


    Televisión Federal S.A. - Telefé S.A. c/ EN - Dto. 1214/03


    T, 342, L.XLIV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso extraordinario: deviene inoficiosa la emisión del dictamen.


    Belgrano Day School S.A. (TF 18678-I) c/ DGI


    B, 56, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    La Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Nisalco S.A. c/ Instituto provincial de la Vivienda s/ Acción procesal administrativa


    N, 13, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Cumplimiento de los requisitos de la Acordada 4/2007: control por parte de la Corte Suprema.


    Con carácter previo a la intervención de este Ministerio Público corresponde verificar si en autos concurren lo presupuestos para habilitar esta instancia de excepción, toda vez que el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Neuquén, por mayoría, denegó el recurso extraordinario al considerar que no cumplía adecuadamente con los arts. 2° incs. e) y f), 3° incs. d) y e) y 8° del reglamento aprobado por la acordada 4/2007. La Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11). De considerar la Corte que los defectos que el superior tribunal reprocha al recurso extraordinario no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirlos, podría dejar de lado tales reparos para el caso de autos e ingresar el examen de las cuestiones que aquéllos plantean ante vuestro estrado, en cuyo caso, a partir de dicha definición y de considerarlo el Tribunal pertinente solicito dé nueva vista a este Ministerio Público.


    Siracusa, Lorenzo c/ Instituto provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción procesal administrativa


    S, 187, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad


    Requisitos de admisibilidad de Recurso Extraordinario Federal. Fundamentación autónoma. Preclusión procesal.


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -como regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, salvo arbitrariedad. Los derechos nacidos de la preclusión procesal son tan dignos de protección constitucional como los surgidos con motivo de la cosa juzgada, por lo que el desconocimiento de la situación ya fijada en la causa por una resolución jurisdiccional, lesiona las garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional que asisten a las partes. Asimismo la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica. Resulta improcedente el recurso extraordinario si los argumentos del a quo no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el art. 15 de la ley 48 pues, según esta exigencia, el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, o sea que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian.


    S., David Andrés s/ Homicidio agravado por ensañamiento.


    S, 219, L.XLIV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Habilitación de la instancia de excepción: cumplimiento de requisitos formales fijados por Acordada 4/2007. Consideración por parte de la CSJN.


    la Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Pilquiman, Crecencio c/ Instituto Autárquico de Colonización y Fomento Rural s/ Acción de amparo


    P, 811, L.XLIV, 27 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Agravio introducido en oportunidad de interponer recurso extraordinario: extemporáneo.


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública.


    Melero, Norberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    M, 1011, L.XLIV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: omisión del traslado preceptuado en el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Vulneración al derecho de defensa.


    Corresponde dejar sin efecto el auto de concesión del recurso extraordinario y devolver las actuaciones al tribunal de origen a fin de que, antes de dictar uno nuevo, proceda a sustanciar la apelación de conformidad con lo preceptuado en el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, toda vez que el traslado resulta insoslayable puesto que su omisión compromete irremediablemente el derecho de defensa de quien tiene conferida expresa intervención en la causa.


    Mobil Argentina S.A. c/ Gasnor S.A. s/ laudo arbitral


    M, 1548, L.XLIII, 13 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Prescripción de la acción penal. Garantía de plazo razonable del proceso


    El agravio sobre la posible afectación de la garantía de plazo razonable se sustenta en elementos causídicos que no fueron sometidos a estudio de la corte provincial a fin de determinar si, en este caso, resulta aplicable la doctrina sentada por la CSJN en la materia En consecuencia, este defecto obsta a la admisibilidad formal del recurso interpuesto, al impedir que la Corte pueda ejercer correctamente su competencia apelada, pues el requisito de adecuada introducción de la cuestión federal no sólo comprende la invocación precisa del derecho o la garantía lesionados, sino también la exposición de las circunstancias concretas del caso que habrían dado origen a esa lesión, por lo que no bastan, a ese fin, las alegaciones formales y abstractas efectuadas en instancias anteriores.


    C., Limitada y otros s/ Denuncia


    C, 172, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo laboral. Jurisdicción expedita en la medida en que el remedio ha sido concedido. Improcedencia del recurso.


    Lo debatido remite a extremos fácticos, procesales y de derecho público local, notoriamente extraños a la instancia extraordinaria, y propios -por norma- de los jueces del caso; jueces que, en resolución firme, se refirieron a la autenticidad de la certificación y ordenaron su incorporación a la causa.


    Foglino, José Carlos y otros c/ Cámara de Diputados de la Provincia del Chaco s/ Acción de amparo


    F, 279, L.XLIV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Planteo carente de actualidad. Denegación de los recursos locales. Inadmisibilidad del Recurso Extraordinario Federal.


    Las denegaciones de los recursos locales es una cuestión que, en principio, no debe trascender el ámbito ordinario. Si el agravio planteado carece de actualidad, y la declaración que pretende el recurrente resulta meramente teórica en el caso, corresponde rechazar el recurso.


    Moreno, Guillermo y otros s/ Violación de secreto


    M, 1079, L.XLIV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    La Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone el reglamento aprobado por la acordada 4/2007, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente. La Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art.11).


    Ampel S.R.L. c/ Instituto provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal


    A, 78, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    La Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Baserga, Eduardo Roberto c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción procesal administrativa


    B, 149, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Aplicación de astreintes. Procedencia del recurso. Gravedad institucional.


    Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, tal como sucede en el sub discussio. Empero, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, circunstancia que, prima facie, parece configurada en este caso, aunque cabe señalar que son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos.


    Falco, Isabel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ proceso de ejecución


    F, 143, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Recurso extraordinario inadmisible: requisitos de procedencia, art. 15, Ley 48.


    El recurso extraordinario interpuesto no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni contiene una crítica prolija, de la sentencia impugnada en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal es decir que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian a los apelantes a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en el pronunciamiento. Aun cuando los recurrentes se fundan en la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, lo cierto es que circunscribieron sus objeciones a afirmar dogmáticamente que la cámara omitió aplicar al crédito de autos lo dispuesto por el art. 58 de la ley 25.725 –que extiende la fecha de corte fijada por el art. 13 de la ley 25.344- lo cual implicaría que las sumas que se liquiden a su favor sean inferiores a las que estiman que les corresponden. De ello resulta evidente que no se hicieron cargo, como hubiera sido menester, de que el tribunal ordenó un modo de cálculo de los intereses que se ajusta a lo dispuesto por la ley 25.344, cuya aplicación no ha sido puesta en tela de juicio, pues la nueva fecha de corte fijada por el art. 58 que invocan los apelantes no incide, en el caso en la liquidación de los accesorios. A mayor abundamiento, cabe señalar que la decisión apelada también encuentra sustento en el art. 45, in fine, de la ley 26.078, que regula en forma expresa la cuestión debatida y es de aplicación inexcusable en virtud del carácter de orden público que reviste el régimen de consolidación de deudas del Estado. En tales condiciones, la apelación federal no satisface el requisito de fundamentación que exige el art. 15 de la ley 48 y la jurisprudencia sentada al respecto por la Corte.


    García Ferreiro, José Luis c/ Estado Nacional - Mº Justicia Dto. 1770/91 s/ empleo público


    G, 94, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Impugnación de candidatura a diputado nacional. Supuesto incumplimiento del requisito de residencia, art. 48 Constitución Nacional. Meras discrepancia con razones de hecho y prueba. Falta de fundamentación. Planteo extemporáneo. Ausencia del planteo de queja. Recurso inadmisible.


    Respecto de la posible cuestión federal que supone la interpretación del art. 48 de la Constitución Nacional -punto sobre el que la cámara sí concedió el recurso-, el recurso federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y evaluaciones que fundan el fallo. Por otra parte, cabe recordar que es doctrina del Tribunal la que enseña que el recurso extraordinario es formalmente improcedente si el apelante no expone fundamentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal aplicada y, en el caso, aquél no sólo incumple esta exigencia, sino que, por el contrario, coincide con la cámara en que la finalidad del requisito constitucional es asegurar que el candidato conozca y adquiera un compromiso con los intereses del pueblo que habita, a fin de garantizar el principio de la representación. Así lo indica expresamente en el escrito de apelación extraordinaria en forma coincidente con su planteo impugnatorio original, aunque ciertamente discrepe con la evaluación que hicieron los jueces de la causa, pues considera que la permanencia en un lugar es necesaria pero no suficiente para lograr aquella finalidad. Con relación al segundo planteo que ahora trae a consideración el apelante, el vinculado con el art. 34 de la Constitución Nacional, cabe poner de relieve que la cámara rechazó este agravio pues entendió que carecía de relación directa para resolver la causa, pues el juez de primera instancia había admitido la posición del impugnante que sostenía que por aplicación de aquel precepto no se podía computar -a los fines de la residencia que exige el art. 48 del texto constitucional- el tiempo que el candidato residió en la Quinta Presidencial en calidad de Presidente de la Nación. Ello sería suficiente para desestimar la pretensión de habilitar esta instancia de excepción. No obstante, como aquél ahora postula que el primero de los preceptos mencionados, en cuanto se aplica a la actual titular del Poder Ejecutivo Nacional; también proyecta sus efectos sobre su cónyuge para obstaculizar su candidatura a diputado nacional, es del caso señalar que no puede ser admitido, toda vez que se trata de un planteo extemporáneo, que recién se introdujo al momento de interponer el recurso extraordinario y que, por lo tanto, no se articuló en la primera oportunidad procesal ni se mantuvo en las instancias posteriores. Ni en el escrito de impugnación ni en el de apelación contra el fallo de primera instancia se desarrolló un planteo del tipo que ahora se intenta someter a consideración del Tribunal y en tales condiciones, resulta aplicable aquella jurisprudencia constante que indica que la argumentación desarrollada en ocasión de interponer el recurso federal constituye un planteo deducido extemporáneamente, pues debió realizarse en la primera oportunidad posible en el curso del procedimiento.


    Morales, Gerardo s/ Impugnación de candidatura


    M, 683, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Etapa de ejecución de sentencia. Improcedencia del recurso. Pronunciamiento no equiparable a sentencia definitiva. Desestimación recurso de queja.


    Las decisiones adoptadas durante el proceso de ejecución no revisten el carácter de definitivas que exige el art. 14 de la ley 48 para admitir formalmente el recurso extraordinario, aunque también corresponde señalar que en ciertas oportunidades la Corte ha considerado que cabe hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Por aplicación de tales pautas el recurso interpuesto es formalmente inadmisible, pues surge de la causa principal -requerida por el Tribunal para examinar esta queja- que luego de su interposición la demandada formuló una denuncia en la que señaló que habían dos procesos en etapa de ejecución de sentencia con identidad de partes, objeto y causa. Al decidir dicho planteo, la jueza de primera instancia sostuvo que la sentencia firme dictada en estos autos se refería "... sin duda, respecto de los títulos públicos que se mencionan en ese decisorio F.R.B. y Bonos del Tesoro (BONTE 2002)". El demandado con esta nueva presentación pretende que se declare que nada debe en este juicio y, por lo tanto, que nada se debe ejecutar. Ello demuestra tanto que el recurso extraordinario intentado es formalmente inadmisible como que será la resolución de la apelación formulada en la causa la que, eventualmente, produciría un gravamen irreparable, circunstancia que también torna improcedente el remedio federal que aquí se intenta. Cabe señalar que las circunstancias expuestas justifican adoptar un temperamento distinto al que expresó el Ministerio Público al pronunciarse en las causas P. 1493. L. XLH, “Pérez Villalba, María Magdalena” y T. 186, L. XLIV, “Tonelli, Pablo Gabriel”.


    Tommei, Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    T, 212, L.XLIV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    la Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Toqui S.A. - Ampel S.R.L. c/ Instituto provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    T, 68, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    la Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Toqui S.A. c/ Instituto provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal


    T, 7, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos de Actividad


    Amparo. Retenciones móviles. Normas que no se encuentran vigentes. Pronunciamiento inoficioso. Sentencia declarativa de inconstitucionalidad que no puede ser revisada: dejada sin efecto.


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aún de oficio.


    Gallo Llorente, Santiago y otro c/ EN - Ministerio de Economía s/ Amparo


    G, 1207, L.XLIV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Fundamentación


    Inexistencia de sentencia definitiva o equiparable a tal: resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal. Ausencia de agravios que contemplen los términos del fallo impugnado.


    La recurrente no rebate el argumento en que se fundó el auto denegatorio de la apelación extraordinaria relativo a la ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal, y que se ajusta al criterio del Tribunal conforme al cual, por regla, no reúnen esa condición las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. Asimismo, la admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a aquéllos.


    L., Norberto Javier y L., Juan Pablo s/ Causa Nº 8497


    L, 87, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Valoración de la labor técnica del abogado. No implica la obligación de fundar pretensiones que no aparezcan, a su entender, mínimamente viables.


    El plazo para interponer recurso contra la sentencia condenatoria en materia criminal, o las decisiones que acarrean su firmeza, debe computarse desde la notificación personal al encausado, pues lo contrario implicaría admitir que la condena quedase firme con la sola conformidad del defensor. Es condición para la procedencia de los recursos deducidos sobre la base de la violación de la defensa en juicio la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho.


    G., José Roberto s/ Cohecho


    G, 904, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Transferencia de las deudas del INSSJP a la Tesorería General de la Nación. Consolidación de deuda. Inadmisibilidad recurso extraordinario: agravios que constituyen argumentaciones prematuras o meramente conjeturales.


    La aplicación del decreto 197/97 dispuesta por la cámara importa, precisamente que el acreedor deberá someterse al procedimiento allí regulado para obtener el reconocimiento y cobro de sus deudas, que se complementa con el régimen opcional de cancelación mediante la entrega de bonos de consolidación que prevé el decreto 1316/98, cuyas normas establecen en forma expresa el trámite a seguir y los requisitos de los formularios de requerimiento de pago, régimen que no resulta opcional para los acreedores alcanzados por sus disposiciones. La procedencia del remedio federal exige un gravamen concreto y actual y ello no se configura en las concretas circunstancias de esta causa, toda vez que la decisión de la cámara de condenar al Estado Nacional al pago de la deuda reconocida no implica ordenar un pago de imposible cumplimiento por el trámite a seguir, pues tales cuestiones podrán ser planteadas en la etapa procesal oportuna por la parte eventualmente afectada, a fin de que los jueces de la causa las resuelvan en forma expresa.


    Círculo Odontológico Santafesino c/ Instituto Nac. de Serv. Soc. para Jub. y Pen. y otro s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    C, 11, L.XLIV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Obligación expresada en moneda extranjera emergente de un pagaré internacional con causa en un préstamo a tenor de lo dispuesto por el decreto 410/02, artículo 1°, inciso e. Improcedencia del recurso extraordinario: falta de una crítica prolija y concreta


    El recurso no contiene una crítica prolija y concreta de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la sentencia, consistiendo los agravios en la reiteración de los vertidos en instancias anteriores sobre cuestiones fácticas y de derecho común que fueron resueltas por el a quo con fundamentos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. Sin que, por otra parte, tales quejas conciten una cuestión federal estricta ya que el apelante se limita a efectuar una crítica genérica por la no aplicación de la normativa de emergencia que dispuso la "pesificación" de las obligaciones expresadas en moneda extranjera y sin precisar cuáles preceptos entiende soslayados o la hermenéutica diferente que corresponde atribuir a la norma citada en el pronunciamiento impugnado. Máxime cuando los jueces fundaron su pronunciamiento en el punto de conexión que adopta el artículo 1210 del Código Civil (lugar de cumplimiento), sin que el recurrente traiga a consideración planteo alguno en torno a otra preceptiva de derecho internacional privado que podría resultar aplicable al sub-lite -por ej. Convención de Panamá de 1975- en razón de los países involucrados al concertarse el negocio jurídico examinado.


    Banco Comercial Fondo de Recuperación de Patr. Bancario c/ Giusti, Enrique Carlos y otro s/ ejecutivo


    B, 794, L.XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de fundamentación del recurso. Leyes 19.101, 22.674, 23.848, 24.310, 24.343, 24.652, 24.892 y los decretos 1.244/98, 1357/04 y 886/05.


    El recurso no podrá prosperar toda vez que sólo fue concedido en lo que hace al examen de las normas federales invocadas en la sentencia en crisis (leyes 19.101, 22.674, 23.848, 24.310, 24.343, 24.652, 24.892 y los decretos 1.244/98, 1357/04 y 886/05) y no en cuanto a la arbitrariedad alegada por la demandada, sin que ésta haya interpuesto la queja pertinente, circunstancia que obsta el tratamiento de dichos planteos. En efecto, el recurrente nada dijo -en el escrito correspondiente- sobre la interpretación o inteligencia de dichas normas, limitando su crítica a la tacha de arbitrariedad de la sentencia, en virtud de que el juzgador no determinó desde qué momento aplicó el decreto 886/05 aludido, así como también, que obvió expedirse sobre la prescripción alegada por su parte durante el proceso.


    Medrano Raúl A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de seguridad


    M, 1414, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación ineficaz. Imposibilidad de equiparar a sentencia definitiva una medida cautelar por la sola existencia de cuestión federal. Falta de acreditación por parte del apelante de que la resolución le irrogue un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    En el sublite, además de que la sola existencia de cuestión federal, por norma, no equipara a sentencia definitiva una medida cautelar, se agrega que, en sustancia, se han decidido extremos fácticos y procesales con fundamentos de igual naturaleza y el apelante no acreditó que la resolución le irrogue un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, allende la eventual existencia de menoscabos como los argüidos por la impugnante. Y es que, en efecto, la interesada ninguna consideración ha esgrimido a los fines de poner en evidencia que OSECAC, una de las obras sociales más importantes del país, no cuenta con bienes suficientes para -en su oportunidad- cumplimentar adecuadamente con la condena en su contra, ni ha demostrado fehacientemente cómo es que lo decidido en el fallo en crisis pueda eventualmente provocar una frustración o un riesgo irreparable que torne de imposible cumplimiento la acreencia ilíquida en juego.


    Asociación Mutual Mercantil RG c/ OSECAC s/ Recurso


    A, 325, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación indebida. Ausencia de suficiencia y autonomía.


    Toda vez que al contestar el traslado de la presentación federal, resulta notorio que buena parte de ésta se refiere a lo acontecido en otras actuaciones, corresponde concluir que dicho extremo conspira irremediablemente en el subexámine contra la exigencia de fundamentación -suficiente y autónoma- establecida en el artículo 15 de la ley 48. Y es que el recurso federal, máxime a partir del dictado de la Acordada n° 4/2007, no satisface tal exigencia cuando el relato de los hechos y los agravios expuestos resultan insuficientes para rebatir adecuadamente los fundamentos de la sentencia objetada. Tal refutación deviene virtualmente imposible en el sublite dado que los notorios defectos e inatingencia de la exposición recursiva impiden o dificultan gravemente la comprensión de la crítica; a lo que se agrega en el caso de la alegación de incompatibilidad de los beneficios a propósito de las leyes 19.101 y 24.310, y reiterada dogmáticamente a propósito de las leyes 22.674 y 24.310, que, allende su viabilidad, ella fue abandonada por la demandada en oportunidad de deducir la apelación.


    Farkas, Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - E.M.G.E. s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    F, 158, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Agravios relativos a la inexistencia de orden judicial y responsabilidad de la demanda por la interceptación de teléfonos: aspectos meramente fácticos y procedimentales, tratados por los jueces de la causa con fundamentos suficientes.


    Los apelantes aducen ahora también, para fundar su tacha de arbitrariedad, que el a quo omitió considerar que la propia Telecom S.A. había reconocido estar al tanto de la inexistencia de dicha orden, limitándose a sostener que a la empresa telefónica no le era exigible la verificación de si el pedido de la SIDE tenía sustento en una orden judicial. Sin embargo, esa circunstancia -concretamente, que la propia demandada habría reconocido saber que no había orden- no sólo no halla respaldo en las constancias de la causa, sino que además recién ha sido alegada por la parte en la instancia extraordinaria, de modo que mal pudo ser tenida en cuenta por el a quo al momento de dictar la sentencia aquí impugnada. Las manifestaciones de los recurrentes relativas a que la decisión se apartaría de los dispuesto por el art. 18 de la ley 19.798 que establece que sólo procederá la interceptación de la correspondencia de telecomunicaciones, a requerimiento de juez competente, no logran desvirtuar lo resuelto por el a quo, quien, por un lado, reconoció la inviolabilidad de esas comunicaciones (art. 18 de la ley 19.798 y art 18 de la Constitución nacional), y, por otro, aclaró, que su decisión no implicaba resolver sobre la eventual responsabilidad del organismo de inteligencia respecto del cumplimiento de los preceptos legales. En este punto, es necesario precisar que la sentencia recurrida, en definitiva, determina la falta de legitimación pasiva de la demandada con fundamento en aspectos procesales y la valoración de su cumplimiento, que la dejan a resguardo de la tacha de arbitrariedad. El escrito de interposición del recurso extraordinario no contiene un relato claro y prolijo de los hechos de la causa, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por lo que, conforme reiterada jurisprudencia del máximo Tribunal, no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige el art. 15 de la ley 48. Este Ministerio Fiscal, no desconoce que ese Tribunal ha subrayado recientemente (causa "Halabi", H. 270, L. XLII) que sólo la ley puede justificar la intromisión en la vida privada de una persona, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen. Es en ese marco constitucional en que debe comprenderse que, en el orden del proceso penal federal, la utilización del registro de comunicaciones telefónicas a los fines de la investigación penal, requiere ser emitida por un juez competente mediante auto fundado (cf. art. 236, parte 2° del Código Procesal Penal de la Nación), de manera que el común de los habitantes está sometido a restricciones en esta esfera, semejantes a las que existen respecto a la intervención sobre el contenido de las comunicaciones escritas o telefónicas. Esta norma concuerda con el art. 18 de la ley 19.798 que establece que “la correspondencia de telecomunicaciones es inviolable. Su intercepción sólo procederá a requerimiento de juez competente".


    Allochi, Henry Walter y otro c/ Telecom S.A. s/ Sumario


    A, 409, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Autónoma


    Impugnación de decisiones de la Comisión Arbitral del Convenio Multilateral por parte de Dirección General de Rentas Provincial. Ausencia de caso o causa en los términos de los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Pretensión de declaración de inconstitucionalidad. Falta de individualización de gravamen sufrido. Inadmisibilidad recurso extraordinario.


    No debe perderse de vista que los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional encomiendan a los tribunales de la República el conocimiento y decisión de todas las "causas", "casos" o "asuntos" que versen -entre otras cuestiones- sobre puntos regidos por la Constitución, siendo también claro que dichos casos son aquellos en los que se persigue, en concreto, la determinación del derecho debatido entre partes adversas, motivo por el cual no hay "causa" cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes; ni, por ende, existe facultad alguna en cabeza del Poder Judicial de la Nación que lo autorice, en tales circunstancias, a formular dichas declaraciones. Se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca, y que amerite el dictado de un pronunciamiento judicial que la beneficie -o perjudique-, que remueva -o no- el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados. La Provincia alega sufrir un menoscabo en el conjunto de sus facultades dirigidas a la fijación, percepción y recaudación de sus rentas tributarias, que hacen a su autonomía, de acuerdo con los arts. 5, 121 y cc. de la Constitución Nacional, como derivación de la tesitura de los órganos de aplicación del Convenio Multilateral. Sin embargo, no identifica con precisión ni mucho menos demuestra cuál es el daño o perjuicio concreto que dice sufrir. Es decir, que el proceder de la Comisión Arbitral y su confirmación por la Plenaria, de por sí, le estén produciendo un menoscabo real y efectivo en la percepción de sus rentas.


    Provincia de Misiones s/ Derogación Res. Grals. 70/02 y 16/05


    P, 1089, L.XLII, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia requisito fundamentación del recurso. Falta de crítica concreta y razonada de la sentencia cuestionada.


    La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.


    Gómez, Alberto c/ Estado Nacional - Dto. 894/01 - PSA s/ amparo ley 16.986


    G, 923, L.XLIV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Suficiente


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Introducción tardía de la cuestión federal.


    La cuestión constitucional, base del recurso extraordinario, debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, exigencia que tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes. En este sentido, su introducción tardía en el escrito de interposición del recurso extraordinario impide su consideración en la instancia extraordinaria, tanto más cuando el planteo exige la consideración de puntuales aspectos de hecho, prueba y de derecho procesal, privativos de los jueces de la causa y ajenos a la revisión por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    D., Raúl Oscar s/ Causa nº 8839


    D, 619, L.XLIV, 04 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Inexistencia cuestión federal típica. Informe pericial: ausencia de arbitrariedad en su aplicación. Agravios referidos a cuestiones de hecho y prueba que por su naturaleza están reservados a los jueces de la causa.


    No existe en autos una controversia en punto a normas federales en tanto los argumentos del apelante no se dirigen principalmente a cuestionar la interpretación dada por la cámara a las disposiciones de la reglamentación del servicio de comunicaciones sino que se limitan a enfrentar el informe pericial técnico rendido en el expediente judicial con el efectuado por el organismo de control en sede administrativa -en cuanto a la determinación de dónde se encuentra el punto Terminal de Red-, lo que constituye una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por esta vía. Si bien es cierto que las normas procesales no acuerdan carácter de prueba legal a los dictámenes periciales y éstos no obligan al juez, lo cierto es que no es posible apartarse arbitrariamente de la opinión pericial y para desvirtuarlos es imprescindible contar con elementos concluyentes que permitan concluir que hubo error.


    Impsat S.A. c/ CNC - Resol. 1342/02 y 1066/03 (Expte. 5200/01) s/ Proceso de conocimiento


    I, 23, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del recurso extraordinario: ausencia requisito de fundamentación exigido por el art. 15 de la ley 48.


    El recurso extraordinario interpuesto no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni contiene una crítica prolija de la sentencia impugnada en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, es decir que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian a los apelantes, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en el pronunciamiento.


    Lombardi, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) - Dto. 1770/91 s/ Empleo público


    L, 190, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad de recurso. Inexistencia sentencia arbitraria. Resolución que constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    El fundamento jurídico de la decisión impugnada resulta suficiente para ponerla a resguardo de esa tacha, sin que el apelante se haya ocupado de rebatirlo mediante una crítica concreta y exhaustiva, pues se limitó a transcribir el criterio sentado en el precedente de Fallos: 328:1108, sin relacionarlo con las particularidades del caso ni explicar por qué razón sería aplicable a un proceso de distinta índole como el sub examine, lo que priva a la apelación del debido fundamento que exige el artículo 15 de la ley 48.


    Shell S.A. s/ Acción de amparo


    S, 1397, L.XLIII, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extrartodinario federal. Fundamentación suficiente. Planteo sobre inconstitucionalidad del instituto de la reincidencia.


    La impugnación extraordinaria carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, si la misma plantea la inconstitucionalidad del instituto de la reincidencia pero se sustenta en afirmaciones dogmáticas y en asertos ya vertidos en las instancias anteriores, sin que se rebatan todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada, ni se brinden razones novedosas que hagan ineludible la modificación del criterio en que se apoyó la decisión del a quo, que se corresponde con el expuesto por la Corte acerca de la materia.


    B., Miguel Ángel s/ Causa Nº 9039


    B, 1432, L.XLIII, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Adecuación constitucional del artículo 872 del Código Aduanero. Doctrina de la arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Como no cabe suponer que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión al dictar las leyes, éstas deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y las deje a todas con valor y efecto. El recurso no ha cumplido con las exigencias del artículo 15 de la ley 48 si no alude a los términos de la decisión apelada, ni rebatió la forma en que la cuestión había sido resuelta de acuerdo con las razones expuestas emanadas de los precedentes que se citaron a tal efecto y que se referían, precisamente, al examen de la pretendida transgresión a la Carta Fundamental. Esta deficiencia de fundamentación no se subsana con la sola mención genérica y esquemática de la violación de normas de rango constitucional, en tanto no se ha acreditado que guarde relación directa con el caso, ya que de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    G., Angélica s/ Causa nº 8681


    G, 692, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Crítica concreta y razonada del fallo impugnado.


    La admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del fallo impugnado y, mediante prolija crítica, rebatan todos y cada uno de los argumentos en que éste se apoya. El recurso no satisface dicho requisito si se limita a reiterar asertos vertidos en la anterior instancia, sin ocuparse de realizar una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que la sentencia basó su refutación.


    Buffard, Nancy Graciela s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    B, 1069, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación insuficiente. Falta de agravio federal.


    La admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. Si el apelante se limita a realizar citas de doctrina que consisten en la mera afirmación de la solución que esa parte propone, sin fundamentos que la sustenten ni que demuestren la irrazonabilidad de la interpretación en que se basó el a quo, los agravios sólo evidencian discrepancias con fundamentos no federales del decisorio, vinculados a cuestiones de derecho común y procesal que, al margen de su grado de acierto o error, resultan suficientes para descartar la arbitrariedad invocada.


    C., Fabricio s/ Recurso de queja


    C, 868, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos: fundamentación suficiente. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Ne Bis In Idem. Doctrina de la arbitrariedad: carácter excepcional.


    La mera invocación del agravio relativo a la violación del principio de cosa juzgada, no es suficiente para dar por cumplido el requisito de sentencia definitiva y acceder a esta instancia extraordinaria. Si bien la Corte ha aceptado la asimilación a sentencia definitiva de decisiones que impliquen no sólo la aplicación de una nueva sanción por el mismo hecho anteriormente perseguido, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido, el defecto de fundamentación no se subsana con la sola mención genérica de normas de rango constitucional. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional. El reclamo que se circunscribe a la determinación de la existencia o inexistencia de cosa juzgada, así como a su alcance y extensión, excede la competencia extraordinaria de la Corte, salvo supuesto de arbitrariedad, en la medida en que depende de la apreciación de circunstancias de hecho y de la aplicación de normas de derecho común o procesal. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, que impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la “sentencia fundada en ley” a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    T., José s/ Causa nº 8690


    T, 519, L.XLIII, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Valoración de la prueba. In dubio pro reo. Principio de legalidad.


    La sola invocación de la regla in dubio pro reo a luz de un disímil análisis de las circunstancias fácticas y probatorias, no es suficiente para otorgarle fundamentación adecuada al recurso que, más allá de esa alegación en abstracto, no contiene una crítica concreta y razonada de los argumentos en que el a quo apoyó su decisión. En el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia de condena sólo puede ser el resultado de un convencimiento que esté más allá de toda duda razonable, acerca de la responsabilidad del acusado por un hecho punible. Sin embargo, no cabe extraer de ello que la mera invocación de cualquier incertidumbre o de versiones contrapuestas acerca de los hechos impida, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido e integral de los elementos de juicio, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. Para cumplir con el requisito del artículo 15 de la ley 48, no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso rebatir mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los fundamentos expuestos en ella.


    A., Nicolás Alberto y otro s/ Causa nº 6799


    A, 799, L.XLIV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Suspensión del juicio a prueba. Legitimación de la parte querellante para recurrir la decisión que otorga el beneficio.


    El planteo relacionado con la legitimación de la parte querellante para interponer recurso de casación contra la decisión que suspendió el juicio a prueba, refiere a un aspecto atinente a la legitimación procesal de las partes, al examen del derecho procesal, que resulta, por regla, ajeno a la vía del artículo 14 de la ley 48. En este sentido, no cabe hacer excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, si la legitimación concedida al querellante se apoya en una interpretación posible de las normas aplicables que, además, tiende a ofrecer mayores garantías al derecho que la ley le concede a ser oído en juicio oral y público. En cuanto a la constitucionalidad del artículo 10 de la ley 24.050, el recurso carece de la fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, ya que no refuta todos y cada uno de los argumentos en que se sostiene el fallo impugnado, máxime si aquéllos coinciden con la jurisprudencia vigente de la Corte sobre la materia, y el apelante no aduce nuevas razones que justifiquen la modificación de tal criterio. El análisis de la razonabilidad de las leyes en punto a su validez constitucional no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de los resultados posibles de su aplicación, pues tal procedimiento importaría valorarlas en mérito a factores extraños a sus normas.


    R., Víctor s/ Causa nº 7862


    R, 193, L.XLIV, 02 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Plazo de interposición


    Recurso extraordinario federal. Incidente de nulidad. Excepción de prescripción de la acción penal articulada después de dictada la sentencia definitiva no firme. Improcedencia de la suspensión del plazo previsto para interponer el recurso extraordinario.


    La prescripción se produce de pleno derecho, debe ser declarada de oficio en cualquier instancia y resolverse en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. La pretensión de diferir mediante la interposición de un incidente de prescripción el vencimiento del plazo para presentar el recurso extraordinario contra la decisión final, resulta improcedente. Precisamente por esas características del instituto, mientras el recurso extraordinario no estuviera resuelto de modo definitivo, existe la posibilidad de plantear la prescripción de la acción. En ese sentido, en numerosos casos, la Corte resolvió suspender el trámite de apelaciones federales para que los jueces de la causa se pronunciaran sobre la prescripción de la acción. Es por esto que los planteos efectuados por medio de incidentes de nulidad no suspenden el plazo previsto para interponer el recurso extraordinario. Por otra parte, la interpretación de las reglas que rigen la prescripción y, en particular, la del concepto de “secuela de juicio” como causal de interrupción, remiten al análisis de cuestiones de derecho común y procesal ajenas, en principio, a la jurisdicción extraordinaria de la Corte.


    O., José Horacio y otro s/ Estafa - causa nº 1086/2006


    O, 437, L.XLII, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Introducción oportuna del agravio. Concepto de "banda". Principio de legalidad.


    Las cuestiones de pretendida naturaleza federal, base del recurso extraordinario, deben introducirse en la primera ocasión posible, a fin de que los jueces de la causa puedan tratarlas y resolverlas, pues tanto la admisión como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a plantear en su momento las defensas a que hubiera lugar. Si la crítica del recurrente se circunscribe a discutir la inteligencia asignada a una norma del código penal, esa circunstancia resulta ajena a la instancia extraordinaria, toda vez que lo relativo a la subsunción legal de las conductas y al alcance de los conceptos incluidos en los tipos penales configura eminentes cuestiones de derecho común. El principio de legalidad contenido en el artículo 18 de la Constitución Nacional completa la tarea de interpretación de las normas penales en tanto exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como la ultima ratio del ordenamiento jurídico, y con el principio pro homine que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal.


    B., Rubén Horacio s/ Causa Nº 8550


    B, 1255, L.XLIII, 14 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos Objetivos


    Recurso Extraordinario Federal. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso: improcedencia del recurso.


    Para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso concreto.


    L., Sandra Noemí s/ Recurso extraordinario


    L, 144, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles


    Procedencia recurso de queja contra resolución que dictó una medida cautelar si se configura un supuesto de agravio irreparable o gravedad institucional. Requisitos viabilidad medidas cautelares. Bonos de la deuda estatal.


    Si bien las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten en principio carácter de sentencias definitivas para la procedencia del recurso extraordinario, tal doctrina cede en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. La viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, así como que el Tribunal ha señalado reiteradamente que los requisitos para su otorgamiento deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. Los jueces de la causa no evaluaron correctamente la concurrencia de aquellos requisitos, en particular el que se vincula con el fummus bonis iuris, pues para considerarlo acreditado examinaron y aplicaron a la causa el decreto 471/02 cuando dicha norma no resulta aplicable en virtud de que los títulos de la actora no están alcanzados por sus disposiciones.


    Di Stefano, Adela Eduarda c/ Estado Nacional s/ Amparo


    D, 1669, L.XL, 13 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Resolución que no tiene carácter de sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal. Cuestiones de competencia.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia, o un perjuicio de imposible, o de tardía reparación ulterior.


    Legajo de Apelación en autos: "Dip Juan Elías y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ medida cautelar"


    D, 21, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia requisito sentencia definitiva. Cuestiones de competencia introducida luego de dictada la sentencia: cosa juzgada. Inexistencia privación de justicia.


    El recurso deducido es inadmisible, pues no se encuentra cumplido el requisito de sentencia definitiva o equiparable a tal, pues se trata, de una cuestión de competencia planteada después de dictada sentencia en la causa. Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad. La decisión apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio.


    Municipalidad de Rosario c/ Central Térmica Sorrento s/ Cobro de pesos


    M, 1357, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Resolución que no tiene carácter de sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal. Cuestiones de competencia. Excepción: denegación de fuero federal y privación de justicia.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible, o de tardía reparación ulterior. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de esas situaciones, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal, y por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio.


    Rios, Hector Daniel c/ Estado Nacional - Banco Central de la República Argentina s/ Medidas cautelares.


    R, 2, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Resolución que no tiene carácter de sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal. Cuestiones de competencia. Excepción: denegación de fuero federal y privación de justicia.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible, o de tardía reparación ulterior. La resolución apelada no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal y tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio.


    Vassel, Rubén Dario y otros s/ Medida cautelar


    V, 4, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia recurso extraordinario. Decisión que declara inadmisible recurso deducido ante tribunal local. Inexistencia de arbitrariedad. Citación de tercero: interpretación y aplicación de norma infraconstitucional. Cuestión de naturaleza procesal no susceptible de ser revisada por vía del recurso extraordinario.


    No son revisables por esta vía las decisiones que declaran inadmisibles los recursos deducidos ante los tribunales locales en tanto se sustenten en cuestiones de carácter local y procesal. Y si bien es cierto que esta doctrina admite excepciones en supuestos de arbitrariedad, en el caso no corresponde apartarse del principio general porque el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dio razones para fundar su decisión, al considerar que el apelante no había rebatido los argumentos de la cámara local mediante el recurso que desestimó, y las criticas que éste formula al respecto son discrepancias con una resolución adoptada por los jueces de la causa sobre una materia que es de su propio conocimiento.


    Metrovías S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales.


    M, 482, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Inconstitucionalidad del art. 61 de la Ley de aranceles profesionales, 21.839. Remisión al dictamen B. 31 L. X L V “Bonnin, Carlos Alfredo”. Inacción del Estado ejecutado. Reflexión tardía: decisión pasada en autoridad de cosa juzgada.


    Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo, al declarar la inconstitucionalidad del art. 61 de la ley arancelaria con fundamento en la necesidad de actualizar las sumas debidas por inflación, desconoce la vigencia de una norma federal como la 25.561 que establece una prohibición indexatoria. Sin embargo, no corresponde hacer lugar al recurso en cuanto a la modificación que propicia respecto de la liquidación aprobada por el a quo, toda vez que so pretexto de objetar la innecesaria declaración de inconstitucionalidad del art. 61 de la ley arancelaria pretende reeditar la cuestión atinente a la tasa de interés que fue resuelta en una decisión que se halla firme y pasada en autoridad de cosa juzgada por la propia inacción del Estado ejecutado y torna el planteo en el fruto de una reflexión tardía. El ejecutante practicó la liquidación según los términos del pronunciamiento pasado en autoridad de cosa juzgada, el que fue impugnado por el Estado Nacional con fundamento en que no correspondía aplicar la tasa activa sino la pasiva. En consecuencia, el recurrente dejó transcurrir la oportunidad procesal apropiada para articular su oposición a que se computaran los intereses a la tasa activa.


    Bonnin, Carlos c/ Estado Nacional s/ Ejecución


    B, 818, L.XLIV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones Judiciales. Contraria al derecho federal


    Defensa en juicio. Imposibilidad de discutir adecuadamente cuestiones fácticas y jurídicas si la única vía expedita fuese la prevista en el Artículo 14 de la Ley 48. Revocación con reenvío.


    Si bien lo atinente al alcance de la jurisdicción de los tribunales locales y a la forma en que ejercen su ministerio regulado por las normas de sus constituciones y leyes es materia ajena a la instancia extraordinaria, debe hacerse excepción a esa regla en tanto la resolución que es objeto de recurso extraordinario lesiona la defensa en juicio. La complejidad de cuestiones fácticas y jurídicas debatidas pueden dar lugar a distintas interpretaciones posibles que las partes perjudicadas se verían privadas de discutir adecuadamente si la única vía expedita con la que pudieran contar en el futuro fuese la prevista en el artículo 14, de la ley 48. En conclusión, la Corte debe dejar sin efecto la sentencia apelada para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento conforme a derecho.


    C., Susana y otros s/ Homicidio culposo


    C, 1081, L.XLIII, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Servicio público de telecomunicaciones: competencia federal, ley 19.798.


    En primer lugar, es menester destacar que el recurso extraordinario es admisible, toda vez que la competencia asignada importó, para el apelante, la denegatoria del fuero federal. Analizados los presupuestos facticos y en virtud de que corresponde determinar las obligaciones de la prestadora de un servicio público en este caso telefónico, considero que asiste razón al accionante en cuanto sostiene que la causa es de competencia federal por la materia, toda vez que la pretensión del caso guarda estrecha vinculación con el funcionamiento y organización de dicho servicio. A su vez, vale recordar que la Corte tiene dicho que es competente la justicia federal para conocer en la demanda contra una empresa telefónica, si resulta necesario precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798.


    Sintel SRL c/ Telefónica de Argentina S.A s/ Daños y perjuicios


    S, 942, L.XLIV, 14 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Emanada del Tribunal Superior de la causa


    Requisitos del recurso extraordinario. Facultades de los tribunales de provincia: entendimiento en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales. Legislación de emergencia económica.


    Todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincias se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el máximo órgano judicial de la provincia. Partiendo de tales premisas, asiste razón al recurrente, cuando sostiene que la Corte local basándose en argumentaciones dogmáticas, omitió tratar los agravios de naturaleza federal vinculados con la inconstitucionalidad de la legislación de emergencia económica.


    Valmar S.A. s/ concurso preventivo


    V, 1204, L.XLI, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Planteo de inconstitucionalidad de los decretos de indulto Nº 1002/89 y 2745/90. Cámara Nacional de Casación Penal: tribunal superior de la causa.


    Se considera tribunal superior de la causa a aquél que dentro de la respectiva organización procesal se encuentra habilitado para decidir en último término sobre la materia que suscita la cuestión federal o para reparar el gravamen. Desde la vigencia del actual régimen procesal, ese organismo es, en el orden nacional, la Cámara Nacional de Casación Penal. La inserción institucional de la Cámara de Casación tiene una doble finalidad: por un lado, dar efectividad a la garantía del condenado de obtener un segundo pronunciamiento sobre su responsabilidad de parte de un tribunal distinto y superior, por el otro, actuar como “tribunal intermedio”, para cimentar las condiciones necesarias a fin de que la Corte satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante él pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en las instancias anteriores sin tener que recurrir ante ella, sea porque el objeto a revisar por el Tribunal ya sería un producto más elaborado. Dicho tribunal se encuentra facultado para conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intenten someterse a la decisión final de la Corte, ya que la norma que crea la Cámara Nacional de Casación Penal como máximo organismo jerárquico en el ámbito penal, ha sido interpretada en consonancia con las leyes 48, 4055, 14.467 y sus modificaciones, y considerada como directamente reglamentaria de las cláusulas constitucionales que establecen la jurisdicción federal, más allá de que su origen esté conectado con un determinado sistema procesal.


    V., Jorge Rafael s/ Recurso de Inconstitucionalidad de los Decretos Nº 1002/89 y 2745/90


    V, 300, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Existencia de agravios de naturaleza federal que habilitan la competencia de la Corte. Tratamiento previo por la Cámara Nacional de Casación Penal.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48.


    B., Saúl s/ Recurso de queja


    B, 625, L.XLIV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo recurso de queja: no se dirige contra sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa.


    Es inveterada doctrina de la Corte que la apelación del art. 14 de la ley 48 debe interponerse contra la sentencia definitiva que haya dictado el superior tribunal de la causa una vez agotadas las instancias existentes en las respectivas jurisdicciones para el examen y decisión de las cuestiones federales planteadas. Con arreglo a la jurisprudencia de la Corte, cuando existe un recurso formalmente hábil para conocer de cuestiones que han sido ya decididas en una sentencia ésta no es la definitiva a que se refiere el art. 14 de la ley 48. Desde esta perspectiva, y más allá de la corrección de los cauces procesales seguidos en este juicio, es evidente que el pronunciamiento del Juzgado Federal de la Seguridad Social N° 5 no reviste el carácter de definitivo en los términos exigidos por el art. 14 de la ley 48, pues contra él la ejecutada interpuso el recurso de apelación ante la Cámara -concedido a fs. 125-, que originó su revisión por ese tribunal. La falta de sentencia definitiva sella la suerte adversa del recurso extraordinario intentado por la demandada, pues su inexistencia no puede ser suplida por la invocación de la doctrina de la arbitrariedad o la alegada violación de garantías constitucionales.


    Obra Social Unión Personal de la Unión del Personal Civil de la Nación c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución Ley 23.660


    O, 186, L.XLII, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio laboral y concursal: sentencias contradictorias. Afectación del derecho de defensa: admisibilidad del recurso extraordinario.


    La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter no local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley N°48, este criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una limitación sustancial de la vía utilizada por el recurrente, afectando su derecho de defensa en juicio y debido proceso. Sentado ello, en el caso, se configura el supuesto de excepción, toda vez que, más allá de lo dispuesto por el artículo 278 del código de rito de la provincia de Buenos Aires y de una indispensable hermenéutica razonable -según cada caso- que debe efectuarse de dicho precepto, el pronunciamiento atacado, deja firme, la decisión del tribunal del trabajo, que, inaudita parte, condenó a la empleadora concursada a pagar diferencias salariales, que según ésta entiende, no se habrían devengado en aplicación de lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley 24.522, que había autorizado el juez a cargo del proceso universal mediante sentencia, que ha pasado en autoridad de cosa juzgada. En este sentido, el superior tribunal provincial debió analizar los alcances de la resolución de la instancia anterior, sin que los fundamentos expuestos, relativos a que el juez laboral no intentó ejecutar contra el concurso, logren alcanzar dicho fin. Correspondía estudiar todos los aspectos fácticos y legales indicados en conjunto, para evitar el dictado de medidas contrapuestas sobre el mismo asunto, que afecten el derecho de defensa de las partes. Por último, no es ocioso recordar que las disposiciones de la ley concursal son de orden público y por lo tanto no resultan disponibles para los litigantes.


    Sansalone, Federico c/ Serem S.A. s/ Diferencia salarial


    S, 459, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda de nulidad de una resolución de la Dirección General de Rentas provincial. Competencia. Procedencia recurso extraordinario: arbitrariedad. Carácter de sentencia definitiva. Distinta vecindad de los litigantes: competencia fuero federal si es una causa civil. Cobro de impuestos: competencia derecho público local.



    El recurso extraordinario es formalmente admisible, pues si bien, en principio, no son revisable por esta vía las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, ni los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de las normas del derecho público local, existe cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas cuando la resolución impugnada adolece de arbitrariedad y atenta contra la garantía de defensa en juicio. El requisito de que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o impide su continuación y aquella que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, se encuentra cumplido en el caso, toda vez que la actora no tendría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, quedado así afectado el derecho a la jurisdicción. Para que surja la competencia federal en razón de la distinta vecindad de los litigantes, el art. 2º de la ley 48 exige que se trate de una causa civil. El cobro de impuestos no constituye una causa civil que haga surgir el derecho a litigar en el fuero de excepción, desde que se trata de una carga impuesta a personas o cosas con un interés público y su percepción es un acto de índole administrativa, es decir, integra el derecho público local. La prerrogativa que asiste a los vecinos de distinta jurisdicción territorial al fuero federal cede cuando la materia del pleito es de derecho público provincial, la cual sólo resulta propia del conocimiento de los magistrados locales, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de las autonomías provinciales. La decisión recurrida le impide a la actora litigar ante los tribunales naturales de la causa y, por lo tanto, las garantías constitucionales invocadas guardan nexo directo e inmediato con lo decidido, según lo exige el art. 15 de la ley 48, por lo que corresponde dejarla sin efecto para que se dicte una nueva.


    Quickfood S.A. c/ Dirección General de Rentas s/ Demanda contenciosa administrativa


    Q, 23, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad queja por recurso extraordinario denegado. Resoluciones referidas a medidas cautelares. Ausencia requisito sentencia definitiva. Medidas cautelares: accesorias y provisionales: No resuelven fondo de la cuestión ni impiden tramitación de la causa.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. El recurso extraordinario fue correctamente denegado, toda vez que no se dirige contra una sentencia definitiva, desde que no resuelve el fondo de la cuestión debatida ni impide la tramitación normal de la causa. Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor.


    Carrara, Gustavo Jorge y otros c/ E.N. s/ accion declarativa de certeza


    C, 2496, L.XLII, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestionamiento de medida cautelar. Rechazo de amparo. Mantenimiento de los requisitos jurisdiccionales. Inexistencia de interés actual. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tomado inoficiosa la decisión pendiente.


    Maset, Antonio c/ Estado Nacional - Ley 25.827 Dto. 1735/04 s/ Amparo


    M, 2203, L.XLII, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Interpretación de pronunciamiento. Procedencia recurso extraordinario: resolución impugnada consagra un apartamiento de lo allí dispuesto. Integrantes del tribunal: desentrañar el alcance de sus propios fallos.


    Siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario. Empero, debe señalarse que la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, así como que, para determinar esa circunstancia, los integrantes de la Corte son los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos.


    Schnaiderman, Ernesto Horacio c/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación de la Presidencia de la Nación s/ Nulidad de resolución


    S, 1053, L.XLIV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Sentencia definitiva o equiparable. Defecto de fundamentación.


    No es definitiva la sentencia que, al admitir el recurso de casación, anula el pronunciamiento apelado y dispone que se dicte uno nuevo pues no pone fin al proceso ni cierra definitivamente la suerte de la pretensión. Tampoco existen razones que autoricen a admitir la procedencia de la apelación intentada por vía de excepción, si en el caso no se ha logrado demostrar que el fallo impugnado pudiera provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, tal como se exige para dar por cumplido el requisito de definitividad. En este sentido, cabe destacar que las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que quepa decidir contra la sentencia final de la causa, de modo tal que la invocación de agravios de esa naturaleza no puede suplir el requisito en análisis pues, precisamente, la afectación a las normas fundamentales que pudiera producirse durante la sustanciación de los juicios podría ser corregida en aquella ocasión.


    F. M., Darío y T. C., Raúl s/ Causa Nº 8336


    F, 834, L.XLIII, 08 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios con motivo de delitos cometidos por los órganos del gobierno de facto. Defensa de prescripción como de previo y especial pronunciamiento. Improcedencia recurso extraordinario. Ausencia requisito de sentencia definitiva. Inexistencia gravedad institucional.


    El recurso extraordinario requiere, para su procedencia, que la decisión apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, vale decir, que ponga fin al pleito, impida su continuación o cause un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Los pronunciamientos que se limitan a rechazar la defensa de prescripción -además de remitir al examen de extremos de hecho y de derecho común, pues tales son los referidos a determinar el plazo aplicable para el transcurso de dicho instituto y el momento en que ha de comenzar su cómputo o ha de estimárselo cumplido- no son revisables en la instancia extraordinaria, ya que no constituyen la sentencia definitiva a la cual se refiere el art. 14 de la ley 48. No se advierte que concurran los extremos de un supuesto de gravedad institucional, ya que no basta con su invocación genérica, sino que es preciso demostrar qué perjuicios concretos por su magnitud o entidad, trascienden el interés de la parte y afectan de modo directo a la comunidad, así como un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indubitable su concurrencia, requisitos que no satisface la presentación bajo examen.


    Brarda, Fernando P. c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    B, 616, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia recurso extraordinario en etapa de ejecución de sentencia. Resolución que determina alcances de pronunciamiento anterior, de acuerdo a las nuevas circunstancias. Inexistencia requisito sentencia definitiva. Ausencia violación cosa juzgada. Inexistencia agravio irreparable.


    El recurso deducido es formalmente inadmisible, toda vez que el pronunciamiento impugnado, recaído durante el proceso de ejecución de sentencia -que hizo lugar a la demanda de reivindicación declarando que la actora es propietaria del predio reclamado- no reviste el carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario. Tampoco el pronunciamiento de fs. 1130/1133 pueda ser equiparable a definitivo, pues aun cuando la Corte ha considerado en determinadas circunstancias que cabe hacer excepción a tal recaudo cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa, lo cierto es que, en el sub lite, no se configura ese extremo que habilitaría la apertura de la vía extraordinaria. Si se confronta la sentencia que hizo lugar a la demanda de reivindicación con los términos de la resolución apelada, es posible advertir que ésta no cambia los contenidos de la resolución originaria, ni altera la cosa juzgada, lo cual obsta a la admisibilidad de la vía intentada. La ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas ni con la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso. En el sub lite se ha omitido tanto alegar como demostrar la existencia de un agravio irreparable, toda vez que lo resuelto en el fallo recurrido de manera alguna impide a la actora cuestionar la servidumbre constituida o reclamar la indemnización que pudiere legalmente corresponderle.


    Okal Argentina SACI c/ Gas del Estado Sociedad del Estado y otro s/ Reivindicación


    O, 152, L.XLIII, 05 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de amparo por cuestiones formales. Revisión judicial por medio de la instancia ordinaria. Habilitación de instancia extraordinaria: resolución definitiva o equiparable a esa categoría. Inadmisibilidad recurso extraordinario.


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva, ni el apelante demuestra -con el rigor que es necesario en estos casos- que corresponda apartarse del principio general.


    ABN Amro Asset Management Argentina Gerente FCI c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    A, 382, L.XLIII, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva. Autos que resuelven cuestiones de competencia.


    Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En tal sentido, corresponde señalar que en el sub lite no se da ninguna de las excepciones que el Máximo Tribunal ha admitido a la mencionada doctrina, toda vez que la justicia provincial de Chubut es la que entiende en el proceso, jurisdicción que reviste la misma naturaleza local que la del Tribunal recurrido, lo que impide considerar que en el sub examine ha existido denegación del aludido fuero.


    Aerotan S.A. s/ cuestión de incompetencia


    A, 56, L.XLV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Ausencia de carácter definitivo de la sentencia: pronunciamientos dictados en los juicios ejecutivos. Excepción de inhabilidad de título.


    Los pronunciamientos dictados en los juicios ejecutivos no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, recaudo que no debe obviarse aunque se invoque la arbitrariedad o violación de garantías constitucionales, pues la recurrente cuenta con la vía del juicio ordinario para obtener el reconocimiento de sus derechos. Supuesto que se verifica en cuanto a la excepción de inhabilidad de título, desde que el a quo desestimó el planteo de falsedad del certificado de deuda -motivado en que al expedirlo la ejecutante ya no era administradora del consorcio y carecía de representación para hacerlo por haber sido removida del cargo mediante sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada- con fundamento en que la ejecutada no cumplió con la carga impuesta por el artículo 544, inciso 4°, in fine, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Consorcio de Propietarios de Inclan 4226 c/ Fortunato, Nora s/ ejecución de expensas


    C, 943, L.XLIII, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: inexistencia de denegatoria del fuero federal. Ausencia de sentencia definitiva.


    Cuando no media denegatoria del fuero federal no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Banco Central s/ Liquidación del patrimonio desafectado N°1 s/ Rendición de cuentas s/ Ordinario


    B, 525, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Rechazo acción de amparo. Ausencia requisito sentencia definitiva.


    A efectos de habilitar la instancia extraordinaria, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o equiparable, calidad de la que carecen -en principio- las que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria.


    Monner Sans, Ricardo y otro c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones Resol. 2926/99 s/ Amparo Ley 16.986.


    M, 1077, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Cuestiones de competencia. Ausencia de sentencia definitiva.


    Las resoluciones que deciden cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas, en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo dos excepciones: a) Cuando exista denegatoria del fuero federal; o, b) Cuando las cuestiones debatidas remitan a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales.


    D., Juan Carlos s/ Recurso extraordinario


    D, 576, L.XLIV, 18 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recusación. Materia ajena al artículo 14 de la ley 48. Excepciones.


    Lo concerniente a la recusación de los jueces es materia ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48, dada su naturaleza procesal y por la ausencia de sentencia definitiva o equiparable a ella. Regla de la que puede apartarse en supuestos que se verifiquen circunstancias especiales que hubieran incidido en menoscabo del servicio de administración de justicia y requerido que su amparo llegara en la oportunidad en que supuestamente surgió y se invocó la lesión constitucional; casos en los que, por cierto, un pronunciamiento de la Corte antes del fallo final de la causa, cumpliría con la finalidad práctica de evitar el cercenamiento de garantías constitucionales y la concreción del supuesto perjuicio.


    M., Pedro Pablo s/ Causa nº 7699


    M, 132, L.XLV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva


    Ejecución de sentencia. Procedencia recurso extraordinario: gravamen de imposible reparación ulterior. Aplicación del diferimiento de pago de los servicios de la deuda pública del Gobierno Nacional, contemplado en la ley 26.198: normas específicas que regulen el procedimiento. Cosa juzgada: derechos reconocidos susceptibles de ser reglamentados.


    El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteraciones ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, porque la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales tiene igual carácter y constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica; la autoridad de la sentencia debe ser inviolable tanto con respecto a la determinación imperativa del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden a la eficacia ejecutiva de este último. Los derechos reconocidos en este tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. Si bien el apelante pretende la aplicación del diferimiento de los servicios de la deuda pública contemplado en los arts. 56 y 59 de la ley 26.198 -por ser esa la norma vigente al momento de resolver la cámara-, ese diferimiento se mantiene en la ley 26.422, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio. Por aplicación de tales normas, que rigen el caso bajo examen (art. 52 de la ley 26.422 y art. 55, tercero y cuarto párrafos), los agravios del recurrente deben ser admitidos y corresponde revocar la sentencia apelada, toda vez que en esta instancia del proceso corresponde cumplir o ejecutar la sentencia firme dictada en la causa y pasada en autoridad de cosa juzgada y, a tales fines, se deben aplicar las normas específicas que regulan ese procedimiento, que contemplan expresamente la situación planteada en el sub lite.


    Esperon, Modesta Silvina c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    E, 38, L.XLIV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Liquidación de indemnización: pautas establecidas en sentencia firme. Arbitrariedad. Admisibilidad recurso extraordinario. Sugerencia al máximo tribunal referido a practicar la liquidación pertinente a fin de evitar mayores dilaciones.


    Si bien es inadmisible el recurso extraordinario que no se dirige contra una sentencia definitiva, cabe hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto sea ajeno o constituya un apartamiento palmario de los términos de la sentencia final de la causa que se pretende implementar, lo que justifica la equiparación a definitivo del auto recurrido, máxime cuando lo resuelto causa un gravamen que es insusceptible de ulterior reparación. Las pautas a tomar en cuenta en la liquidación a realizar para cuantificar la indemnización a percibir por el actor quedaron fijadas por la sentencia de fs. 392/395, toda vez ella adquirió firmeza al haber sido rechazados por la Corte los recursos extraordinarios presentados contra aquélla el 20 de diciembre de 1999 (ver fs. 461/464). Considero oportuno sugerir al Tribunal que, en uso de las atribuciones del art. 16, in fine, de la ley 48, que realice la pertinente liquidación para poner punto final a la presente causa evitando mayores dilaciones para el actor.


    Barbarosch, Alfredo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Empleo Público


    B, 93, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en un proceso de ejecución de sentencia. Decreto 471/02. Títulos de la deuda pública. Sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada: susceptible de reglamentación. Aplicación de las normas específicas que regulan el procedimiento: diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública.


    El carácter intangible de los pronunciamientos judiciales firmes no es ajeno a la inviolabilidad de la defensa en juicio, pues la sentencia dictada de modo regular integra el debido proceso que dicha cláusula asegura y constituye asimismo presupuesto de seguridad jurídica. El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteraciones ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, porque la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales tiene igual carácter y constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica; la autoridad de la sentencia debe ser inviolable tanto con respecto a la determinación imperativa del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden a la eficacia ejecutiva de este último. Los derechos reconocidos en este tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. En esta instancia del proceso corresponde cumplir o ejecutar la sentencia firme dictada en la causa y pasada en autoridad de cosa juzgada y, a tales fines, se deben aplicar las normas específicas que regulan ese procedimiento.


    Cosentino, Ubaldo Adán y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C, 1185, L.XLIV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en un proceso de ejecución de sentencia. Decreto 471/02. Títulos de la deuda pública. Sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada: susceptible de reglamentación. Aplicación de las normas específicas que regulan el procedimiento: diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública.


    El carácter intangible de los pronunciamientos judiciales firmes no es ajeno a la inviolabilidad de la defensa en juicio, pues la sentencia dictada de modo regular integra el debido proceso que dicha cláusula asegura y constituye asimismo presupuesto de seguridad jurídica. El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteraciones ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, porque la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales tiene igual carácter y constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica; la autoridad de la sentencia debe ser inviolable tanto con respecto a la determinación imperativa del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden a la eficacia ejecutiva de este último. Los derechos reconocidos en este tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. En esta instancia del proceso corresponde cumplir o ejecutar la sentencia firme dictada en la causa y pasada en autoridad de cosa juzgada y, a tales fines, se deben aplicar las normas específicas que regulan ese procedimiento.


    Milione, Osvaldo Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    M, 929, L.XLIV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Aprobación de pedido de desafuero de diputado nacional. Resolución en los autos principales que ordena incorporarlo. Sentencia equiparable a definitiva: pronunciamiento que impide la ejecución de una sentencia. Gravamen de difícil reparación ulterior. Inteligencia de pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa: en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos. Habilitación de instancia extraordinaria.


    Las decisiones recaídas en la etapa de ejecución de sentencia no revisten, en principio, el carácter de definitivas que se requiere para admitir el recurso extraordinario. Sin embargo, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la resolución impugnada causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario. La procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, así como que, para determinar esa circunstancia, los integrantes de la Corte son los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos.


    Patti, Luis Abelardo c/ Cámara de Diputados de la Nación s/ Promueve acción de amparo


    P, 913, L.XLIV, 18 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Honorarios. Modo en que debe practicarse la liquidación del monto de la condena. Rechazo de recurso. Procedencia recurso extraordinario: sentencia arbitraria.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. La renuncia consciente a la verdad es incompatible con el adecuado servicio de justicia y si bien los jueces deben fallar con sujeción a las reglas y principios de forma, según las circunstancias de hecho que aducen y acreditan las partes, nada excusa su indiferencia respecto de la objetiva verdad en la augusta misión de dar a cada uno lo suyo.


    Szpakowski, José Domingo c/ Dirección General de Fabricaciones Militares s/ Retiro militar y Fuerzas de Seguridad


    S, 727, L.XLIV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Ejecución de sentencia. Pretensión de inconstitucionalidad de las disposiciones de la ley 26.198. Improcedencia. Diferimiento del pago de la deuda pública: aplicación de normas específicas que regulen el procedimiento. Cosa juzgada. Decisiones recaídas en esta etapa: inadmisibilidad recurso extraordinario. Excepción: resolución que causa gravamen de imposible reparación ulterior. Rechazo de recurso: sentencia de la cual no se deriva un gravamen actual y concreto.


    En el sub lite se configura una situación excepcional que torna formalmente admisible el recurso deducido por los actores. Porque si bien la decisión del a quo se basó en las disposiciones de la ley 26.198, que rige para el ejercicio fiscal 2007, la posibilidad de que aquéllos replanteen la cuestión con un resultado distinto al que obtuvieron es prácticamente nula si se toma en cuenta que la ley 26.422 -que aprueba el presupuesto del ejercicio fiscal en curso- mantiene tanto el diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública como la suspensión de las sentencias firmes dictadas contra las disposiciones de la ley 25.561, el decreto 471/02 y sus normas complementarias, recaídas sobre títulos de aquella deuda (arts. 52 y 55 de la ley 26.422). El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteraciones ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, porque la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales tiene igual carácter y constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica; la autoridad de la sentencia debe ser inviolable tanto con respecto a la determinación imperativa del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden a la eficacia ejecutiva de este último. Los derechos reconocidos en este tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. Si bien los apelantes pretenden que se declare la inconstitucionalidad de las disposiciones de la ley 26.198, con la finalidad de percibir el crédito que tienen contra el Estado Nacional, el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.422, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio.


    Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    T, 186, L.XLIV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en caso de denegación de fuero federal. Tribunal de alzada que declaró la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa. Improcedencia. Existencia de sentencia. Cosa Juzgada.


    Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tiene los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. La declaración de incompetencia dispuesta por la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario resultó extemporánea. El tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad.


    Marchena, Cristina y otros c/ Bansud S.A. s/ Acción de cumplimiento contractual y daños y perjuicios


    M, 610, L.XLIII, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Plazo razonable. Derecho de defensa. Principio de preclusión de los actos procesales. Prescripción.


    Las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, no son, en principio, impugnables por la vía intentada en la medida en que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación. Sin embargo, también se ha dicho que cabe hacer excepción a esa regla cuando concurre un supuesto de privación de justicia que afecta en forma directa e inmediata el derecho de defensa en juicio y se verifica un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior, lo cual permite que la decisión sea equiparable a definitiva en sus efectos. La garantía constitucional de defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan. La prescripción en materia penal es de orden público, y debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente, que se produce de pleno derecho, que debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo y que debe declararse en cualquier instancia del juicio y por cualquier tribunal.


    S., Carmelo Alfredo s/ Prescripción de la acción -causa nº 26.929-


    S, 154, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva y equiparables a tal. Supuestos que obligan al imputado a seguir sometido al proceso. Inadmisibilidad del recurso.


    Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    S., Leandro Ezequiel y otro s/ Causa nº 6183


    S, 604, L.XLIV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Planteo de prescripción de la acción penal. Necesidad de una sentencia definitiva o equiparable a tal.


    Las decisiones que rechazan la defensa de prescripción no ponen término al pleito ni impiden su continuación, principio que no debe soslayarse aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. En ese caso el recurso federal resulta formalmente inadmisible, en cuanto no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal.


    T., Ricardo s/ Secuestro extorsivo


    T, 3, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Motivos en los que debe apoyarse


    Recurso extraordinario federal. Unificación de condenas. Cómputo del tiempo de detención en prisión preventiva. Cuestión regida por normas no federales.


    No cabe admitir recursos basados en cláusulas constitucionales, pero referentes a cuestiones no regidas de modo directo por normas federales, pues de ese modo sería ilimitado el acceso a los estrados de la Corte Suprema, ya que no hay derecho que no tenga su raíz y fundamento en la Constitución, aunque esté directa o indirectamente regido por el derecho común.


    C., Carlos Andrés s/ Recurso de Casación


    C, 967, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Excarcelación. Modificación de las circunstancias existentes al momento del fallo recurrido. Cuestión abstracta.


    Los pronunciamientos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de su dictado, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Si como consecuencia de una modificación de las circunstancias fácticas, las razones invocadas en la sentencia apelada para encuadrar el caso en el artículo 319 de la ley ritual, se han vuelto inaplicables, al igual que los agravios que el recurrente había planteado para desvirtuarlas, cabe concluir que ese aspecto del remedio federal devino abstracto.


    W., Christian A. s/ Recurso de Casación


    W, 62, L.XLIII, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal: supuesta gravedad institucional no probada. Insuficiencia del quantum económico como fundamento de apertura del recurso. Ausencia de materia federal y arbitrariedad. Corresponde su rechazo.


    El recurso extraordinario ha sido mal concedido. De un lado, la alusión al nexo que los sujetos en pugna tendrían con los derechos consagrados en el art. 14 bis de la Constitución Nacional, no incide en el juicio de admisibilidad del recurso, puesto que no se advierte una articulación inmediata de esos objetivos con la discusión que se ventila en autos, en tanto ésta se orienta exclusivamente a zanjar diferencias económicas suscitadas a raíz de una supuesta novación de deuda. De otro, la sola referencia al quantum económico de un juicio, no aparece como una base idónea para dar acceso a dicho remedio en el marco de la doctrina de la gravedad institucional, pues no se ha justificado de qué manera la atribución de esos fondos podría incidir sustancialmente en el equilibrio del sistema. En la especie no se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de aquellas leyes como sustento de las posturas esgrimidas por las partes, ni la sentencia se ha fundado en una lectura particular de sus cláusulas para llegar al rechazo de la demanda. Entonces, no se advierte aquí la configuración de materia federal, en los términos del art. 14, inc. 3, de la ley 48, regulación ésta que descarta de plano su concurrencia en lo que atañe a los preceptos del Código Civil. La actora se ha limitado a reiterar alegaciones ya vertidas en el curso de un proceso jalonado desde su inicio por circunstancias peculiares, sin replicar ninguna de las respuestas centrales que el a quo dio a los planteos propuestos por las partes. De tal manera, las observaciones de las que se vale, devienen extrañas a esta instancia extraordinaria, desde que tanto lo atinente a la naturaleza jurídica y alcances de la cesión, como a la legitimación de los representantes, constituyen temas tácticos y de derecho común, a los que los jueces atribuyeron una interpretación posible en un campo controversial, según denota la diversidad misma de las posturas adoptadas por los distintos magistrados actuantes. Conforme a lo establecido por esa Corte, si no se ha probado acabadamente la existencia de incoherencias graves la solución de las contiendas mediante la aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias tácticas y constancias probatorias, no puede sino, fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, esa Corte no es, salvo en el recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Asociación Bancaria (Sociedad Empleados de Bancos) c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ ejecución ley 23.660


    A, 319, L.XLIV, 29 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Agravio irreparable


    Demanda de escrituración. Garantía de la doble instancia. Recurso extraordinario defectuoso: ausencia de sentencia definitiva.


    Es primordial recordar que, en principio, la garantía de la doble instancia no alcanza el proceso civil. Por ello, las circunstancias expuestas no poseen virtualidad para alterar el hecho de que el dictado del pronunciamiento final está pendiente, y a él se encuentra sujeto el indispensable agotamiento de la vía recursiva local. En lo que respecta al agravio relativo a la gravedad institucional, si el mismo no fue acompañado por argumentos que corroboren acabadamente la configuración en autos de dichos supuestos, por cierto excepcional, en ese orden de ideas, la impugnación hace referencia a un interés individual, que no afecta de modo directo a la comunidad toda.


    Dri, Carmen Inés c/ Banco del Chaco S.E.M. en liquidación y/o contra quien y/o quienes en definitiva resulte responsable s/ cumplimiento de contrato de escrituración de daños y perjuicios


    D, 406, L.XLIV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad


    Procedencia del recurso extraordinario: tergiversación de los principios dispositivo y de congruencia, lesión de la cosa juzgada material, desconocimiento de normativa específica -art. 4.027, inc. 3°, C. Civil-, incurrimiento en aserciones dogmáticas en lo referido al establecimiento de las costas del pleito.


    Asiste razón a la actora toda vez que no medió agravio de los interesados en orden al término quinquenal de la prescripción con base en el artículo 4027, inciso 3°, del Código Civil, y, por el contrario, la propia accionada alegó, expresamente, ese plazo prescriptorio.


    Beterette, Hermenegildo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 24, L.XLIII, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: falta de análisis jurídico razonado y preciso. Apartamiento de los términos en que había quedado trabada la litis y del principio de congruencia en que habría incurrido la Cámara. Desnaturalización de la relación jurídica a que se sometieron los litigantes. Usucapión.


    Asiste razón al recurrente toda vez que el fallo del Superior Tribunal Provincial incurre en arbitrariedad al omitir dar un tratamiento adecuado a los argumentos expuestos por el apelante y valorar las constancias de la causa, puesto que sus jueces al desestimar el recurso local prescindieron analizar razonada y precisamente desde el punto de vista jurídico de fondo, los argumentos expuestos por el recurrente relacionados en particular, con el apartamiento, por un lado, de los términos en que había quedado trabada la litis y del principio de congruencia en que habría incurrido la Cámara; y, de otro, con la desnaturalización de la relación jurídica a que se sometieron los litigantes, al confirmar la decisión de la instancia anterior, en cuanto, si bien había hecho lugar a la demanda de usucapión imponiendo las costas a la accionada, luego tuvo a la actora por allanada a la reconvención de la demandada y contradictoriamente dispuso el cumplimiento de un contrato de permuta que vincularía a los interesados, admitiendo la escrituración del inmueble que recibiera la Provincia de Chaco.


    Tiro Federal c/ Pcia. del Chaco s/ Usucapión


    T, 103, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Carencia de fundamentos: afirmaciones dogmáticas. Apartamiento de la solución normativa. Desconocimiento de las constancias de la causa.


    El a quo sostuvo la validez de la resolución impugnada mediante afirmaciones dogmáticas y declaraciones en materia de derecho procesal penal que no se ocupó de referir con el concreto contenido de aquella decisión, lo que, por lo demás, hubiera permitido advertir no sólo la equivocación acerca de los hechos del caso, sino también que la única alusión que la cámara de apelaciones hizo, en abstracto, a la actitud nerviosa y esquiva de un individuo, habilitaría la actuación del personal policial. En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las constancias de la causa, y merece ser descalificado con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    C., Néstor Eduardo s/ Causa nº 8864


    C, 731, L.XLIV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Robo agravado por el uso de arma. Adecuación un "cuello de botella rota" al elemento típico "arma".


    Resulta inadmisible la queja toda vez que la sustancia del agravio reside en la crítica a la inteligencia asignada a una norma del código penal, materia ajena a la instancia extraordinaria, máxime si no se advierte que el fallo apelado exceda la interpretación posible de la norma al adscribir a una postura que cuenta con considerable apoyo en la literatura especializada y la jurisprudencia de los tribunales, lo que traduce el carácter opinable de la solución y la coloca a reparo de la tacha de arbitrariedad.


    M., Matías Gonzalo s/ Causa Nº 7858


    M, 337, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Contrabando de estupefacientes. Intervenciones telefónicas. Valoración de circunstancias de hecho y prueba: cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    El planteo del recurrente adolece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48, desde que se limita a afirmar de manera dogmática que las expresiones del coimputado no bastaban para disponer la intervención de las comunicaciones telefónicas, y omite ocuparse de demostrar en qué consistiría la alegada arbitrariedad del razonamiento del a quo, lo que resultaba de particular significación teniendo en cuenta que los hechos y las pruebas deben ser analizados conforme a las reglas de la lógica y la sana crítica, y que el beneficio de reducción de pena con el que pretende quitar valor a los dichos del coimputado se encuentra condicionado, entre otros factores, por la veracidad de la información aportada. Cabe desestimar los agravios vinculados con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, ya que su apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a la instancia de excepción, en particular si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que descartan la tacha de arbitrariedad


    C., Luciano y otros s/ Causa Nº 6801


    C, 431, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Recurso interpuesto "in forma pauperis" previo a la notificación de la sentencia. Cómputo del plazo legal para la interposición del recurso. Doctrina de la arbitrariedad.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria; sin embargo esa regla no es óbice para que el tribunal conozca en los casos cuyas particularidades permiten hacer una excepción con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa. Si el fallo cuestionado se apartó de las constancias de la causa, que indicaban de manera inequívoca que al momento en que el acusado manifestó in pauperis por primera vez su voluntad de impugnar aún no había sido formalmente notificado del contenido y alcance de la decisión que acarreaba la provisoria firmeza de la sentencia condenatoria, y que luego de tomar conocimiento de ella, la fundamentación técnica del recurso se presentó dentro de los términos previstos en el rito local, cabe concluir que se encuentra acreditada la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente.


    G., Mario Santiago s/ Homicidio y disparo de arma de fuego -causa nº 3084-


    G, 18, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Recurso que no rebate los argumentos del fallo impugnado. Carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad.


    De acuerdo con la reseña efectuada, la apelación federal carece del requisito que exige el artículo 15 de la ley 48, pues se reiteran argumentos ya vertidos en la instancia anterior sin rebatir todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, respecto de cuestiones cuyo conocimiento, por regla, resulta ajeno a la instancia extraordinaria. En tales condiciones, la crítica del apelante no atiende a los términos del pronunciamiento, lo que priva a su recurso del requisito de adecuada fundamentación. La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no tiene por objeto corregir en una nueva instancia pronunciamientos equivocados o que las partes reputen tales, sino que requiere, para resultar aplicable, un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, o una decisiva carencia de fundamentación, no parece que ello ocurra en el sub júdice, pues el fallo impugnado cuenta con suficiente fundamentación acerca de cuestiones de hecho y derecho común que, más allá de su acierto o error y de lo opinable que pueda resultar lo decidido, descartan esa tacha alegada.


    C., Jorge Nelson s/ Causa Nº 7403


    C, 434, L.XLIII, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fallo que carece de mayorías. Nulidad.


    Si bien lo vinculado al modo en que emiten los votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida.Si no existe, respecto de determinada cuestión, una mayoría absoluta de opiniones con fundamentos concordantes que sustenten la parte dispositiva, dicha circunstancias invalida el pronunciamiento.


    C., Jorge Oscar s/ Recurso de Casación


    C, 1389, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario contra decisiones adoptadas en la etapa de ejecución. Resolución que se aparta de los términos del fallo final de la causa. Liquidación de sumas retroactivas. Aplicación del criterio de la jurisprudencia dictada con posterioridad a la sentencia. Principios de economía procesal y concentración procesal.


    Resultan aplicables al sub lite las consideraciones formuladas por el Alto Tribunal en el precedente "Castro Fox". No parece razonable exigir a los recurrentes que deduzcan dos demandas similares ante distintos fueros a fin de lograr idéntico reconocimiento, ya que no sólo importa un arbitrario retraso en la declaración de derechos de naturaleza alimentaria que cuentan con amparo constitucional, sino que trasunta un dispendio jurisdiccional que se opone a principios básicos de economía y concentración procesal. No obsta a esta solución la circunstancia de que dicho precedente fuera dictado con posterioridad a la sentencia que resolvió la cuestión de fondo pues, de ella surge precisamente que el cálculo debe contemplar las retroactividades al 21 de septiembre de 1994. El tribunal se apartó palmariamente del verdadero sentido que correspondía atribuir a la sentencia que ha adquirido firmeza, lo cual importa una restricción indebida de sus alcances y demuestra una clara obstaculización en su cumplimiento, sin que los argumentos vertidos en el fallo que actualmente se recurre justifiquen el temperamento adoptado.


    Zacarías, Carlos E. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    Z, 181, L.XLIII, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: alteración del principio de congruencia por parte del tribunal. Honorarios y tasa de justicia.


    De la lectura de la resolución impugnada, surge que se omitió abordar tres agravios presentados en el memorial de estilo y que -más allá de su procedencia última-, resultaban relevantes en orden a la impugnación del despacho apelado, entre ellos: A) se expusieron serias críticas respecto de los autos regulatorios a nivel de defectos in procedendo que -de verificarse- no podían -en principio- solventarse por la vía de la apelación -como si se tratase de errores in iudicando-, en tanto comportarían la nulidad de lo actuado y, por añadidura, la separación del conocimiento de la causa del magistrado que haya fallado en tales condiciones. B) La decisión carece de argumentos idóneos, pues los jueces se limitaron a afirmar -en forma dogmática y genérica, con cita de jurisprudencia usual-, que en los juicios de simulación, el monto de los honorarios está dado por los valores reales de los bienes que se trata de rescatar, antecedente del que concluyeron que, en el caso, debió aplicarse el procedimiento establecido por el artículo 23 de la ley 21.839. Omitieron, sin embargo, precisión alguna respecto de los planteos concretos de la actora, relacionados con el objeto de su acción, expuesto al iniciar la demanda. Tampoco los jueces de alzada atisban premisa o conclusión alguna sobre la pretensión del actor, vinculada a un eventual encuadre del juicio en el supuesto de procesos no susceptibles de apreciación pecuniaria, petición que el demandante también incluye en su expresión de agravios. Los referidos defectos, entonces, no pueden considerarse subsanados con la adecuación del trámite regulatorio al procedimiento dispuesto por el art. 23 de la ley 21839, ordenada por el a quo, desde que la dilucidación de tales cuestiones se imponía como previa a la apertura de la referida etapa. Así, la falta de un tratamiento concreto y preciso, frente a las nuevas demoras y costos que podría generar la implementación de ese mecanismo, permite considerar que el pronunciamiento es susceptible de ocasionar al recurrente, agravios de dificultosa reparación ulterior. C) Por otra parte, se invocó también el efecto cancelatorio del pago efectuado en su momento en concepto de tasa, y la prescripción planteada subsidiariamente, extremos que -incluso- fueron sustanciados con el Sr. Representante del Fisco, pero no merecieron ninguna mención por parte de los jueces. De ese modo se ha alterado el principio de congruencia; defecto éste que se verifica cuando el fallo olvida pronunciarse sobre alegaciones, peticiones o argumentos conducentes oportunamente propuestos a la consideración del tribunal.


    Fontana, Luis c/ Muñoz Juvenal y otra s/ Acción de fraude


    F, 531, L.XLIII, 13 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: decisión impugnada que extiende su valor formal más allá de límites razonables y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa. Pesificación.


    Si bien la existencia o inexistencia de la cosa juzgada es un problema de hecho y de derecho procesal, ajeno a la instancia extraordinaria, ello no es óbice para conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión impugnada extiende su valor formal más allá de límites razonables y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, lo cual redunda en un evidente menoscabo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. Supuesto de excepción que se halla configurado cuando la modificación del alcance otorgado por el juez de grado a la resolución del 21 de mayo de 2002, importa una inadecuada ponderación de aspectos relevantes del expediente y una indebida restricción al derecho de defensa del recurrente, quien no sólo planteó la inconstitucionalidad de la normativa de emergencia oportunamente sino que, además, dio cumplimiento al procedimiento que especialmente instruyó dicho magistrado. En dicho contexto, la decisión de la Cámara declarando que el planteo de inconstitucionalidad quedó resuelto por esa decisión firme del 21 de mayo, además de extender el valor formal de la cosa juzgada del decisorio más allá de límites razonables, comporta la omisión de examen de la cuestión federal oportunamente planteada por el recurrente, circunstancia que traduce un evidente menoscabo de la garantía de defensa resguardada por el artículo 18 de la Constitución Nacional. De tal modo, corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que resuelve el fondo del asunto sobre la base de afirmaciones dogmáticas y contradictorias con las particularidades que presenta el caso apreciadas en su conjunto, circunstancia que lo priva de la debida fundamentación.


    Kenia S.A. s/ quiebra


    K, 21, L.XLIII, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: remisión a la causa: S.C.C. 16; L.XLIV "Centro de Distribuzione Eurolatino S.R.L c/ Banca Nazionale del Laboro SA s/ Ordinario".


    El recurso extraordinario deducido por el Banco es admisible pues se cuestiona la validez y hermenéutica de normas federales y la decisión de la anterior instancia, efectúa una inteligencia contraria al derecho que la apelante funda en ellas. De este modo, toda vez que las cuestiones materia de recurso en orden a la constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (decreto 410/02 y comunicación ?A? 3507 y sus modificatorias), guardan sustancial analogía con las examinadas en la causa: S.C.C. 16; L.XLIV "Centro de Distribuzione Eurolatino S.R.L c/ Banca Nazionale del Laboro SA s/ Ordinario", dictaminada por la Procuración el 10 de diciembre de 2008, corresponde remitirse, por razones de brevedad, en lo pertinente, a los términos y consideraciones allí vertidos.


    Lámparas Dilam S.A. c/ PEN s/ Amparo Ley 16.986


    L, 1011, L.XLII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Personal de la AFIP. Acción declarativa de certeza. Procedencia de queja por recurso extraordinario denegado: resolución que excede el interés individual de las partes y atañe a la comunidad. Arbitrariedad. Inexistencia requisitos para que proceda el dictado de medida cautelar.


    La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. Los fallos judiciales han de tener fundamentos serios, lo que exige un correcto estudio de las constancias del expediente, que acrediten los hechos y una razonable conclusión sobre la valoración que les corresponde a la luz del derecho vigente.


    De La Vega Madueño, Víctor Manuel y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Acción de inconstitucionalidad


    D, 212, L.XLIV, 08 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria que rechaza el recurso de inaplicabilidad de ley con afirmaciones meramente dogmáticas, desprovistas de sustento en las constancias de la causa e invocadas oportunamente por la recurrente. Derecho a la imagen y su protección en la ley 11.723 (Régimen Legal de la Propiedad Intelectual). Imagen de un funcionario público tomada en un proceso penal en el que interviene en calidad de funcionario. Caso "Carrasco".


    Si bien los agravios de la impugnante remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común, materia ajena -como regla- al remedio extraordinario, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando la decisión impugnada sólo satisface en apariencia la exigencia constitucional de adecuada fundamentación, con menoscabo de la garantía de debido proceso y defensa en juicio. Esta es la situación que se verifica toda vez que el a quo rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley con afirmaciones meramente dogmáticas, desprovistas de sustento en las constancias de la causa e invocadas oportunamente por la recurrente. En efecto, sin perjuicio de las consideraciones relativas a la naturaleza del derecho a la imagen y su protección en la ley 11.723 (Régimen Legal de la Propiedad Intelectual), el tribunal, en definitiva, confirmó la condena con sustento en que ni la obtención ni la publicación de la fotografía habrían contado con el consentimiento del actor. En especial, sostuvo que el retrato no habría sido tomado con los fines o en el marco de una de las situaciones en que se encuentra permitida su libre publicación, es decir, cuando se relaciona "con fines científicos, didácticos y en general culturales, o con hechos o acontecimientos de interés público o que se hubieran desarrollado en público" (artículo 31 de la ley 11.723). Sin embargo, más allá de esa afirmación, no se observa en la sentencia las razones en virtud de las cuales la fotografía cuestionada no estaría comprendida en una de esas excepciones, en especial, habida cuenta de que la recurrente insistió, en todas las instancias, en que el retrato reflejaba la imagen de un funcionario público e ilustraba una nota periodística relativa a la marcha de un proceso penal, en el que, justamente, él intervenía en su calidad de funcionario. Desde esta perspectiva y, además, en función de la indudable notoriedad que alcanzó el denominado Caso "Carrasco", el tribunal a quo debería haber explicado, cuanto menos, los motivos por los cuales omitió la consideración de las circunstancias mencionadas a fin de establecer si concurrían algunas de esas excepciones. Por añadidura, tampoco se comprende, a partir de los argumentos de la sentencia, por qué razón la publicación de la foto devendría en ilícita por el hecho de que hubiese sido tomada en un contexto temporal diferente al de ese momento si, en definitiva, la fotografía había sido obtenida en el marco de un proceso penal inexorablemente ligado al proceso al que se hizo referencia en la nota que suscitó la presente contienda (homicidio y encubrimiento del homicidio de Omar Carrasco, respectivamente), habiendo intervenido el actor, en su calidad de funcionario, en ambas etapas. Tales omisiones, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad, privan al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y bastan para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    De Reyes Balboa, Manuel c/ Editorial Río Negro S.A. s/ Daños y perjuicios


    D, 285, L.XLIII, 18 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Denuncia por mal desempeño contra juez federal. Desestimación. Demanda por daños y perjuicios morales y psicofísicos. Rechazo por irrelevancia de los hechos en que se fundaron las denuncias. Inexistencia de arbitrariedad.


    La Alzada no omitió dar tratamiento a los agravios del recurrente, en lo relativo a las tres denuncias interpuestas en su contra por el demandado. Por el contrario, efectuó un análisis pormenorizado de cada una de ellas, arribando a la conclusión de que si bien fueron desestimadas por el Consejo de la Magistratura, no lo fueron por falsas, sino más bien -según sus propios términos- "por nimias", no resultando a su entender hábiles como para generar los daños cuyo resarcimiento se persigue, más aún teniendo en consideración que quien se dice afectado, es un profesional del derecho, eximiendo razonablemente de responsabilidad al denunciante, en un todo de conformidad con la normativa civil de expresa aplicación al caso. La Doctrina de la arbitrariedad, al decir de la Corte, posee carácter excepcional y no se dirige a corregir fallos que se reputen equivocados en orden a temas no federales, en que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal y común, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifique la decisión apelada como un acto jurisdiccional válido. Por otra parte, si los argumentos no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el artículo 15 de la Ley 48, el recurso no puede prosperar, pues la exigencia según la cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada significa, que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto n basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia. No es ocioso reiterar que, como ha señalado la Corte, la doctrina de la arbitrariedad procura cubrir casos excepcionales, en que groseras deficiencias lógicas o una total ausencia de sustento normativo, impiden considerar el fallo como una sentencia fundada en ley, con lesión a la garantía del debido proceso.


    Maiztegui, Martín José c/ Acevedo, Horacio Néstor s/ Daños y perjuicios


    M, 151, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Inmediación propia del juicio oral: omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes. Doctrina "Casal". Reconocimiento por parte de los Estados provinciales del derecho a una revisión amplia de la condena. Contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa.


    La inmediación propia del juicio oral no impedía examinar el contenido de las tasaciones, informes contables y demás documentación incorporada, ni analizar las declaraciones que los expertos prestaron en el debate, que fueron grabadas por pedido de la defensa, lo que habría permitido al a quo dar tratamiento a los agravios introducidos por el recurrente del modo más extenso y amplio posible, y ajustar su pronunciamiento a la doctrina de la Corte establecida en el precedente publicado en Fallos: 328:3399, cuya aplicación a un recurso previsto en el ordenamiento procesal provincial se impone en cumplimiento de la supremacía constitucional establecida en el artículo 31 de la Norma Fundamental y la cláusula federal estatuida en los artículos 28 de la Convención Americana y 50 del Pacto Internacional, que exigen el reconocimiento por parte de los Estados provinciales de los derechos resultantes de esos tratados, entre ellos, a una revisión amplia de la condena. Asimismo, la aplicación en la sentencia de condena de un criterio opuesto al sostenido hasta ese momento, constituye una causal que descalifica el fallo impugnado en cuanto avaló ese temperamento pues, como ha sostenido la Corte, la contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa no se compadece con la adecuada prestación del servicio de justicia, ya que la coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, para evitar la perplejidad de los litigantes.


    A., Luis s/ Recurso extraordinario


    A, 1483, L.XLIII, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del sobreseimiento: hipótesis fácticas que debían aún ser investigadas. Principio de congruencia: hechos que habían sido objeto del auto recurrido.


    Los jueces prescindieron de la normativa procesal aplicable al sobreseer definitivamente al imputado con relación al hecho histórico investigado, cuando aún se hallaba pendiente de discusión en el sumario la hipótesis de una eventual complicidad -y no un mero encubrimiento- de parte del imputado. Este déficit en modo alguno se ve subsanado por la invocación que hace el a quo a la congruencia que debía mediar entre el objeto del recurso y el objeto de su decisión. Pues si bien es cierto que en virtud de ello la cámara sólo podía confirmar el auto de prisión preventiva o dejarlo sin efecto, tomando en cuenta para ello exclusivamente los hechos que habían sido objeto del auto recurrido, de ello no se sigue que pudiera clausurar definitivamente la investigación respecto de otras hipótesis fácticas que debían aún ser investigadas -y sobre las que carecía de la certeza negativa que la ley procesal exige para un sobreseimiento- por la sola razón de que aún no le habían sido impuestas al imputado.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ denuncia Las Palomitas-Cabeza de Buey s/ homicidio, privación ilegítima de la libertad y otros


    M, 1232, L.XLIV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Etapa de ejecución de sentencia: procedencia recurso extraordinario. Omisión de aplicación de normas del régimen de consolidación de deudas estatales y cancelación mediante la emisión de bonos previsionales. Improcedencia aplicación tasa de interés distinta a la prevista por la normativa específica.


    El a quo se apartó de expresas disposiciones de carácter federal que regulan la tasa de interés que corresponde calcular durante el período que media entre la fecha de corte que fija la ley de consolidación para las deudas previsionales (31 de diciembre de 2001) y la fecha de emisión de los bonos cuarta serie con los cuales se cancelarán las acreencias del actor (14 de marzo de 2004). De conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan con los alcances y en los términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La decisión apelada no sólo se apartó de la solución normativa prevista para el caso y omitió aplicar normas federales sin declarar su inconstitucionalidad, sino que también se atribuyó la facultad de fijar la tasa de interés que consideró adecuada en detrimento de las funciones asignadas a otro poder público.


    Modarelli, Nicolás José c/ ANSES s/ Reajustes varios


    M, 182, L.XLIII, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: apartamiento de la solución legal prevista para el caso. Resolución 1222/04 ANSeS. Determinación de beneficios previsionales.


    El recurso interpuesto es procedente pues la tacha de arbitrariedad procede en los casos en que media un apartamiento de la solución legal prevista para el caso y ello es precisamente lo que ocurre cuando, posteriormente a la interposición del recurso de apelación del recurrente, y antes del dictado de la sentencia en crisis, el organismo previsional dictó la Resolución 1222/04 ANSeS publicada el 6/12/04 que, en principio, sería de aplicación a la situación de la actora. Pues dicha norma modifica el método de cómputo para determinar el haber inicial de beneficios previsionales como el que implica una pensión, ya que estableció que se excluyen del cálculo del ingreso base al que alude el artículo 97 de la ley 24.241, asimilándose a períodos inactivos, los servicios prestados por los trabajadores autónomos por cuyos aportes el afiliado o sus causahabientes se hubieran amparado, entre otras normas, en la condonación establecida por a la ley 24.476.


    Angulo, Marta Edith c/ A.N.Se.S.


    A, 1131, L.XLII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: apartamiento de la solución normativa. Decreto 1464/90. Movilidad otorgada por la ley 22.955. Ley 23.928. Inexistencia de fundamento válido que justifique retacear ajustes que debían ser trasladados a los haberes de los jubilados.


    Le asiste razón al demandante en lo atinente a la arbitrariedad atribuida al fallo de la Alzada, toda vez que la Cámara le negó a la actora el derecho a cobrar el monto estipulado en el inciso b) del artículo 3° del decreto 1464/90 por no revestir las categorías 25 o 26, empero no advirtió que ostentaba la 24-1, jerarquía que, según lo estipulado por los artículos 5° y 7° del mismo plexo normativo, cobra dicho ítem, sin la necesidad de ser previamente calificado. Idéntica solución cabe respecto al monto estipulado en el inc. c), pues el sentenciador siquiera consideró en su sentencia las probanzas mencionadas. Deben rechazarse los agravios referidos a la movilidad otorgada por la ley 22.955, toda vez que las remuneraciones de los activos no han sido alcanzadas por las disposiciones de la ley 23.928, a lo que hay que agregar que no existe fundamento válido que justifique retacear, a partir de dicha normativa, los ajustes que debían ser trasladados a los haberes de los jubilados.


    Colamarino, Elda Norma c/ Estado Nacional -ANSeS- s/ reajuste varios


    C, 2182, L.XLII, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Bonos de la deuda pública nacional. Recurso extraordinario concedido en términos amplios: defensa en juicio. Sentencia arbitraria: apartamiento de las normas que rigen el caso. Relación directa entre resolución impugnada y garantías constitucionales invocadas.


    En caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir esa tacha, en principio, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. Para resolver los reclamos que el actor formula con fundamento en los derechos que estima que le corresponden en virtud de los títulos que tiene en su poder, el a quo debió atender los planteos del Estado Nacional, en particular el que se relaciona con las normas que rigen los bonos de la deuda pública nacional que se discuten en estos autos. Esta omisión descalifica la sentencia dictada en la causa y torna procedente el recurso extraordinario que se deduce con el objeto de obtener una decisión de la Corte que la revoque, sin que resulte necesario, por lo demás, examinar los restantes agravios.


    Rabolini, Germán Adolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 73/02 s/ Amparo Ley 16.986


    R, 421, L.XLIII, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: exceso jurisdiccional por parte de la alzada.



    Corresponde determinar que el a-quo incurrió en un exceso jurisdiccional al decidir sobre el fondo del asunto cuando el aspecto a resolver fincaba en la excepción de previo y especial pronunciamiento interpuesto por la demandada, sin que, por otra parte, hubiese decisión de la instancia anterior que declarara la cuestión de puro derecho, como erróneamente entendió el tribunal de alzada. En efecto, la propia actora se quejó porque en primera instancia se declaró la cosa juzgada sin producirse prueba alguna con la que se pudiese demostrar las circunstancias que motivaron la ruptura del contrato y la posibilidad de librar oficio o citar como tercero a la AFIP-DGI, a efectos que se exprese respecto al gravamen en discusión. De este modo, la decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso.


    Torres, María Julia c/ RCI ARG Inc s/ Despido


    T, 181, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fallo del tribunal superior provincial que declara inadmisible un recurso local. Doctrina de la arbitrariedad.


    La arbitrariedad es particularmente restrictiva cuando se articula contra pronunciamientos de superiores tribunales de provincia que resuelven sobre la admisibilidad de los recursos locales, salvo cuando se verifique un apartamiento de las constancias del proceso o su rechazo conduzca, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta la garantía de la defensa en juicio.


    W., Yu Liang s/ Doble homicidio agravado - causa nº 20.326


    W, 12, L.XLV, 02 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Descalificación de sentencia que, so color de un supuesto respecto al principio de cosa juzgada, aprueba una liquidación que conduce a un resultado que quiebra toda norma de razonabilidad, violenta los principios establecidos en los artículos 953 y 1071 del Código Civil y desnaturaliza la finalidad de la pretensión entablada.


    Debe descalificarse la sentencia que, so color de un supuesto respecto al principio de cosa juzgada, aprueba una liquidación que conduce a un resultado que quiebra toda norma de razonabilidad, violenta los principios establecidos en los artículos 953 y 1071 del Código Civil y desnaturaliza la finalidad de la pretensión entablada. En este contexto, corresponde determinar que la Cámara, cuando, ante un recurso de apelación presentado por el fiador y actual recurrente, excediendo el marco litigioso que llegaba a su conocimiento, resolvió revocar una sentencia de primera instancia que aplicaba un 6% anual como interés por mora, para dar lugar a la tasa pactada por el locador y el locatario (180%), generó la posibilidad de que la causa tenga un resultado irrazonable que no se condiga con el monto originalmente reclamado por el incumplimiento en el pago de 19 alquileres mensuales.


    Cassanese de Maringolo, Susana c/ Ortiz, Paulina s/ Ejecución de haberes


    C, 1857, L.XLIII, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: apartamiento de los elementos de la causa al contraponerse a lo resuelto en el proceso universal en sede comercial y prescindir del derecho aplicable. Artículo 251 de la Ley 20.744: determinación de las circunstancias que hacen viable la indemnización prevista en el artículo 247 de la LCT.


    Asiste razón al apelante cuando alega que la sentencia es arbitraria al contraponerse a lo resuelto en el proceso universal en sede comercial y prescindir del derecho aplicable, toda vez que el a quo, para declarar la inaplicabilidad del artículo 251 de la L.C.T., entendió que el empleador no había acreditado que no le fuera imputable el acaecimiento de su quiebra, sin valorar que el magistrado actuante en el proceso universal había resuelto tal cuestión en un decisorio agregado en copias certificadas. No puede dejar de mencionarse, al respecto, que el artículo 251 de la Ley 20.744, establece, en su última parte, que la determinación de las circunstancias que hacen viable la indemnización prevista en el artículo 247 de la L.C.T., debe ser efectuada por el juez de la quiebra.


    Fainsznaider, Cecilia c/ Liga Israelita Argentina s/ despido


    F, 565, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: fundamentación aparente en base a las constancias de la causa.


    La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Telefónica de Comunicaciones Personales S.A. c/ Municipalidad de Concordia s/ Acción meramente declarativa


    T, 172, L.XLIII, 29 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Reclamo de diferencia salariales. Sentencia arbitraria: falta de derivación razonada del derecho vigente con referencia a los hechos de la causa. Acto judicial inválido.


    El fallo satisface sólo en forma aparente la necesidad de ser una derivación razonada del derecho vigente con referencia a los hechos de la causa. Por lo tanto, debe ser descalificado en su carácter de acto judicial.


    Cabrera, Vanesa Mariel c/ Morgraf S.A. s/ Despido


    C, 492, L.XLIV, 03 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad del decreto 471/02. Títulos de la deuda pública. Sentencia arbitraria: contradicción y ausencia de fundamentos.



    El pronunciamiento es arbitrario, toda vez que efectivamente carece de fundamentos para resolver del modo que lo hizo, máxime cuando, por otra parte, es autocontradictorio y esta deficiencia no se subsana con la aclaratoria de fs. 99. El acto judicial atacado es pasible de ser descalificado por aplicación de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias y que, al existir relación directa entre la resolución adoptada y las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48), corresponde admitir el recurso y revocarla.


    Labora, Beatriz c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    L, 191, L.XLV, 11 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Apartamiento del texto legal al aplicar una pena menor a la que correspondería. Jueces de la causa: obligación de ponderar sólo aquéllas pruebas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones.



    La imposibilidad del a quo de prescindir del texto legal al aplicar una pena menor a la que le correspondería al encausado de acuerdo con el delito que se le reprocha -con la agravante prevista en el artículo 41 bis del Código Penal- sin invocar argumento alguno que justifique tal proceder; importa un defecto de fundamentación del fallo en detrimento de las garantías constitucionales alegadas que, por tal motivo, merece ser descalificado como acto jurisdiccional válido. Los jueces de la causa no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas, sino sólo aquéllas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones; ni tampoco a seguir a las partes en todas sus argumentaciones que a su juicio no sean decisivos. Las críticas en este aspecto traducen meras diferencias con el criterio del juzgador en temas no federales, cuyo análisis no le compete a la Corte revisar.


    B., Héctor Eduardo y otros s/ Recurso extraordinario


    B, 1218, L.XLIII, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Despido. Indemnización. Arbitrariedad de sentencia: fundamentación aparente. Lucro cesante: ausencia de valoración de la prueba producida para su determinación. Daño moral: necesidad de verificar el método seguido para fijar su monto.


    Si bien es cierto que los criterios para fijar el resarcimiento de los daños remiten al examen de una cuestión de hecho y derecho común, la tacha de arbitrariedad resulta procedente cuando la solución se sustenta en afirmaciones meramente dogmáticas, que le dan al fallo un fundamento sólo aparente que lo descalifican como acto jurisdiccional. Al elevar el monto de la condena por lucro cesante y daño moral en forma exorbitante y desproporcionada, sólo se satisface en apariencia la exigencia de una adecuada fundamentación.


    San Martín, Juan José Félix c/ Banco de la Nación Argentina s/ Demanda contenciosa administrativa


    S, 419, L.XLIII, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario. Falta de sustento jurídico de la resolución de la alzada. Pronunciamiento inválido. Análisis de la garantía afectada en base a conceptos y percepciones del miembro del tribunal: sentencia arbitraria.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de diversos principios constitucionales y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas. Considero, asimismo, que toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad de sentencia se encuentran inescindiblemente ligados con los referentes a la inteligencia de dichas normas, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos. La mera invocación de la experiencia personal de los jueces o su convicción subjetiva no proporcionan una adecuada fundamentación a la sentencia toda vez que, de ese modo, al omitir considerar la legislación específica su fallo no constituye una derivación razonada del derecho aplicable con referencia a los hechos de la causa.


    Cavallo, Gabriel Rubén c/ Estado Nacional - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    C, 1082, L.XLIV, 26 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia sustentada en afirmaciones dogmáticas. Daño causado por el riesgo de la cosa (art. 1113, C.C.): eximentes y carga de la prueba.


    Si bien los agravios presentados remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que la dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes. De ese modo, asiste razón a los recurrentes toda vez que el a quo, para rechazar la demanda tuvo por probado que el demandado no conducía el vehículo que participó del accidente y que tampoco acompañaba a quienes lo hacían aquel día, cuando dichas circunstancias aparecen controvertidas en las actuaciones. En este sentido, corresponde señalar que sentada la participación del automóvil cuya guarda se encontraba a cargo del demandado, no era razonable exigir a los apelantes la acreditación de otros extremos ni la demostración de la falsedad del robo, ya que, al tratarse de un daño causado por el riesgo de la cosa (art. 1113, C.C.), basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquélla, quedando a cargo de los demandados -como dueños o guardianes de ella-, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deban responder. En relación con ello, es menester resaltar que, si bien los jueces mencionaron que fue declarada la caducidad de la testimonial ofrecida por las partes, no valoraron la aptitud de dicha prueba para acreditar si el guardián de la cosa conducía el vehículo al momento del accidente, cuando el demandado había opuesto la excepción de falta de legitimación pasiva con basamento en esas circunstancias.


    Vidal de Romero, Patricia c/ Gatti, Sergio s/ Daños y perjuicios


    V, 297, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Ausencia de legitimación pasiva de la citada en garantía. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación.


    Los aspectos identificados revisten entidad suficiente para exigir un pormenorizado estudio, cuya ausencia incide negativamente en la conformación lógica del pronunciamiento y aconseja su revisión en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Caja de Seguros S.A. c/ Supermercados Mayoristas Makro S.A. s/ Ordinario


    C, 1835, L.XLIII, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por diferencias salariales. Sentencia arbitraria por falta de fundamentos.


    Asiste razón a la recurrente en cuanto plantea que el a quo no se hizo cargo del Decreto 925/96 que dejó sin efecto la estructura orgánica funcional del Instituto, derogando la Resolución 328 del INSSJP y dispuso que los trabajadores se regirían por la Ley de Contrato de Trabajo. Ante el planteo concreto de la demandada expuesto en sus agravios ante la alzada, el a quo debió expedirse concretamente, máxime teniendo en cuenta que la actora había respondido a tales cuestiones; sin embargo, la decisión en crisis no formuló reparo alguno al respecto, extremo que fue reconocido en la resolución que concedió el remedio de excepción.


    Sagrista S.M. c/ I.N.S.S.J.P. s/ Cobro de pesos laboral


    S, 967, L.XLIV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: carencia de fundamentos al determinar el valor de reposición de mercadería importada. Artículo 2º del Decreto 320/02. Artículos 2º y 8º del Decreto 214/02 y 11 de la Ley 25.561.


    Si bien en el pronunciamiento atacado es reconocida la inexistencia de prueba alguna tendiente a acreditar el valor de reposición de la mercadería importada y vendida por la sociedad actora, se determinó de todas formas y sin pautas objetivas concretas, con fundamento jurídico en el artículo 2º del Decreto Nº 320/02, el monto en concepto de reajuste que, por el origen extranjero de las cosas objeto del contrato de compraventa, debía soportar el demandado. Al respecto, cabe mencionar que los artículos 2º y 8º del Decreto Nº 214/02 y 11 de la Ley Nº 25.561 prevén dicha compensación, pero para su procedencia exigen tener en cuenta el valor de reposición de las cosas, bienes o prestaciones con componentes importados al momento del pago. Estas circunstancias fácticas no fueron debidamente estudiadas por la alzada. A su vez, la Cámara, en forma intempestiva, impuso intereses a la tasa activa, que no habían sido objeto de pretensión por parte de la accionante, y omitió valorar, respecto de este punto, que no fue invocada mora del deudor en el cumplimiento de su obligación.


    Eduardo Udenio y Cía. c/ Editorial Atlantida S.A. s/ Ordinario


    E, 286, L.XLIII, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios: apartamiento infundado del monto mínimo legal. Admisibilidad de la queja.


    Tiene dicho la Corte, que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, se justifica hacer excepción a esta doctrina en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a la circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de este modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. En el caso se configura tal supuesto de excepción por cuanto la sentencia sólo invoca la norma que habilita a los jueces a apartarse de los mínimos establecidos en la ley de arancel, sin dar cumplimiento con el presupuesto que contiene la misma disposición legal, en cuanto impone que para ello el tribunal deberá indicar, bajo sanción de nulidad, el fundamento explicito y circunstanciado de las razones que justificaren tal decisión. Los jueces no mencionan qué pauta tuvieron en cuenta para confirmar la regulación practicada, elemento de juicio que resultaba indispensable en virtud de que se apartaban de los mínimos establecidos en la ley de arancel; lo contrario implicaría admitir que la determinación de los honorarios está sujeta a la mera voluntad o arbitrio de los jueces.


    Fisco nacional- Administración federal de ingresos públicos- Universidad nacional de la Patagonia San Juan Bosco s/ Ejecución fiscal


    F, 876, L.XLIII, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Liquidación de crédito. Planteo oportuno de inconstitucionalidad de la ley 23.982 y reserva de caso federal. Afectación del derecho de propiedad y debido proceso. Sentencia arbitraria.



    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican la apertura de la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a dicho principio de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad de sentencias cuando lo resuelto revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio. La negativa del tribunal a atender la cuestión constitucional planteada se presenta revestida de un injustificado rigor formal, incompatible con el derecho de defensa, conclusión que se torna particularmente válida cuando se alega la afectación de la sustancia de los derechos acordados debido a la avanzada edad del actor y se pone de relieve que la aplicación de la ley cuestionada importa que el crédito se abonará con bonos de consolidación que tienen un plazo total de cancelación de dieciséis años.


    Bruglia, Oscar Roberto c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Empleo público


    B, 312, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Depósito judicial por el importe total de la condena como requisito indispensable para la admisibilidad del recurso extraordinario. Sustitución por un seguro de caución. Injustificado rigor formal. Arbitrariedad.


    En el sub lite si bien los jueces admitieron sin reparos que se sustituya el depósito por un seguro de caución con el objeto de garantizar una eventual condena en caso de quedar firme la sentencia recurrida, no aceptaron el certificado con el que se intentaba acreditar la existencia de esa garantía. Los certificados acompañados coinciden en los datos que interesan, fueron expedidos por el productor de la compañía de seguros y sin que se los cuestione por falsedad, no se advierte cuál sería la objeción a dicho medio, que en caso de existir alguna razón suficiente debió ser expuesta claramente por los jueces arbitrando los medios para constatar la veracidad de los datos que en ellos constaban, aunque no fueron cuestionados, sino por la forma extemporánea en la que se instrumentaron. Cabe destacar que el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, ya que no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva, que es su norte, así como una apropiada y razonable tutela judicial. Incurren así los Juzgadores en arbitrariedad, al aplicar de forma mecánica la norma ritual obligando al depósito de los importes de condena y sus accesorios, soslayando de manera manifiesta lo señalado en el punto que precede, defecto que se encarece aquí toda vez que impide el conocimiento por el superior tribunal de provincia de las cuestiones debatidas, fundadas en la vulneración de derechos constitucionales.


    Brizuela, Miguel c/ Gualok S.R.L. s/ despido


    B, 354, L.XLIV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Caducidad de incidente de revisión de crédito. Carácter de sentencia definitiva. Arbitrariedad y excesivo rigor formal.


    La Cámara al confirmar la sentencia de la instancia anterior, en cuanto había decretado la caducidad del incidente de revisión, por no haber sido interpuesto en la oportunidad prevista por el artículo 37 de la Ley 24.522, priva al recurrente de un nuevo planteo de la cuestión, dejando firme el rechazo de su pedido de verificación de un crédito de naturaleza laboral Si bien los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho común y procesal, ajenas, por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no impide la apertura del recurso extraordinario cuando la decisión evidencia exceso ritual manifiesto y prescinde de tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la adecuada solución del litigio. Partiendo de tales premisas, asiste razón al quejoso, cuando señala que el fallo del tribunal de alzada incurre en arbitrariedad y excesivo rigor formal al omitir analizar de manera razonada argumentos expuestos y de valorar las constancias de la causa. Así es puesto que la Cámara no valoró suficientemente los términos y el efecto que implicó el auto que declaró inadmisible la verificación de crédito deducida tempestivamente en el concurso preventivo de la demandada, sobre la base de encontrarse controvertido, tanto la causa como su monto atento a que el proceso laboral se hallaba en pleno trámite. La interpretación del a-quo se limitó a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integró ni armonizó debidamente en su conjunto, por lo que cabe descalificar la sentencia apelada en los términos de la doctrina de arbitrariedad, por ser fruto de un inadecuado rigorismo formal.


    Industria Publicitaria Ital Art S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente revisión por Gonzalez, Roberto Asencio


    I, 337, L.XLII, 16 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por ex empleados del Tribunal de Cuentas de la Nación por diferencias salariales. Inclusión de adicionales en la base de cálculo. Cuestión no reclamada. Sentencia arbitraria.


    La sentencia de la cámara -que ordena la inclusión de los suplementos que se reclaman en la base de cálculo con fundamento en que tendrían carácter remunerativo y bonificable- empleó argumentos que sólo en apariencia sustentan su decisión y, por lo tanto, no satisface la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente aplicable con adecuada referencia a los hechos de la causa, lo que torna procedente el recurso deducido. Ello es así, porque el a quo analizó los adicionales "compensación funcional" y "dedicación exclusiva" y, sobre la base de encontrarlos remunerativos y bonificables, concluyó que debían considerarse para calcular las remuneraciones de los actores. Mas con esa decisión avanzó sobre aspectos que no se hallaban en tela de juicio y desplazó el tema central que se debate en la causa, cual es la necesidad de determinar el carácter general o particular de ambos adicionales. Ello importa, también, una lesión al derecho de defensa del recurrente (art. 18 de la Constitución Nacional), que afecta la validez de la decisión.


    Acuña, Juan Manuel y otros c/ Estado Nacional - AGN - Disp. 70/05 s/ Empleo público


    A, 512, L.XLIV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad de sentencia. Improcedencia revisión de cuestiones que quedaron firmes y consentidas en la instancia anterior. Violación garantías constitucionales: Principio de congruencia.


    La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que la jurisdicción de los tribunales está limitada por el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y que la prescindencia de tal limitación infringe el principio de congruencia que se sustenta en los arts. 18 y 17 de la Constitución Nacional. El carácter constitucional de dicho principio, como expresión de los derechos de defensa en juicio y de propiedad, obedece a que el sistema de garantías constitucionales del proceso está orientado a proteger los derechos y no a perjudicarlos, de ahí que lo esencial sea que la justicia repose sobre la certeza y la seguridad, lo que se logra con la justicia según la ley, que subordina al juez en lo concreto, respetando las limitaciones formales -sin hacer prevalecer tampoco la forma sobre el fondo pero sin olvidar que también en las formas se realizan las esencias-.


    A., Ramona y otros c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Daños y perjuicios


    A, 17, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal. Sanción disciplinaria: exclusión de matrícula profesional. Ley 23.187 y 27 del Código de Ética. Lesión a garantía del debido proceso adjetivo: inexistencia de la audiencia de visu.


    Cabe señalar que la facultad disciplinaria del Colegio atribuida por la ley 23.187, persigue el objetivo de asegurar el correcto ejercicio de la abogacía en todos los ámbitos de la actuación profesional y, a tal efecto, le permite juzgar a los abogados inscriptos en la matrícula y aplicar las sanciones correspondientes, previa tramitación de un procedimiento determinado que debe desarrollarse con absoluto respeto de los principios inherentes al debido proceso legal para preservar los derechos de los citados profesionales. En el sub lite la cámara no ponderó adecuadamente el argumento planteado por el apelante relativo a la inexistencia de la audiencia de vista de causa que resulta conducente para la solución del litigio. Tal circunstancia configura un vicio que podría afectar la validez de la sanción impuesta por el Tribunal de Disciplina, toda vez que esta se basa en un antecedente de hecho que no existió en la realidad, lo cual implica falsa causa (art. 7°, inc. b. y 14. inc. b, de la ley 19.549) y una lesión a la garantía del debido proceso adjetivo así como también al derecho de defensa en juicio, que eventualmente provocaría la nulidad del acto en cuestión. También resultan atendibles los argumentos del apelante referidos al modo en que la cámara consideró su defensa en cuanto al exceso de punición en que incurrió el Tribunal de Disciplina. Ello es así, porque el recurrente fundamentó su posición con argumentos serios y conducentes, citando incluso diversos precedentes tanto de la Corte Suprema como de la propia Cámara que ciertamente podrían hacer variar la resolución del caso y la respuesta que obtuvo del tribunal fue meramente dogmática sin tener presentes los antecedentes jurisprudenciales traídos por el abogado, todo ello con el agravante de que está en discusión la exclusión de la matrícula profesional del recurrente la máxima sanción que contempla la ley 23.187. De tal modo, media en el caso nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), porque la incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa, así como la falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determinan la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, sin que sea necesario examinar los otros agravios que plantea el apelante.


    Machado, Jorge José c/ CPACF (Expte. 19982/05)


    M, 158, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de cuestiones planteadas por el quejoso respecto al pedido de nulidad de varias Resoluciones del Instituto Provincial Autárquico Unificado de Seguridad Social, en las que por la aplicación del artículo 50 de la ley local 561, se imponía un tope al monto de sus haberes jubilatorios. Intangibilidad de los haberes de los magistrados locales.



    El desarrollo del tema propuesto por el juzgador, no basta para una solución adecuada e integral respecto al pedido de nulidad de varias Resoluciones del Instituto Provincial Autárquico Unificado de Seguridad Social, en las que por la aplicación del artículo 50 de la ley local 561, se imponía un tope al monto de sus haberes jubilatorios, pues no realizó un estudio pormenorizado de las circunstancias del caso, ni de las normas locales en juego. Esto es así pues, por un lado, desestimó el planteo del ahora quejoso referido a la intangibilidad de los haberes de los magistrados locales descartando, para ello, jurisprudencia del Alto Tribunal Nacional, sólo en la diferencia existente entre los sistemas jubilatorios que asisten a éstos y a sus pares federales, empero siquiera mencionó la garantía que en ese sentido estipula el artículo 144 de la Carta Fundamental de la provincia y su interrelación con las normas previsionales por las cuales la demandante obtuvo su retiro.


    González Godoy, Félix c/ Instituto Provincial Unificado de Seguridad Social s/ Acción de nulidad y cobro de pesos


    G, 248, L.XLII, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Aspectos relevantes y oportunamente invocados por el recurrente. Protección de los derechos constitucionales. Acceso vedado a la instancia superior.


    La omisión de tratamiento por parte del a quo de un aspecto relevante y oportunamente invocado por el recurrente, cuyo análisis resultaba indispensable para la adecuada protección de los derechos constitucionales que considera conculcados, autoriza a descalificar como acto jurisdiccional válido lo resuelto por él, pues se vedó definitivamente el acceso a la instancia superior sin atender los argumentos expuestos por el apelante en torno a una situación objetiva e idónea para lograr la revisión del sobreseimiento en la instancia casatoria, de acuerdo con la inteligencia asignada en las instancias anteriores a la figura penal motivo de imputación.


    R., Juan Pablo y O., Carlos Fabián s/ Causa Nº 30997/06


    R, 89, L.XLIV, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fallo que omite pronunciarse sobre cuestiones trascendentes. Arbitrariedad.


    Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.


    C., Rodolfo Aníbal y otros s/ Recurso Extraordinario


    C, 267, L.XLV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de oficio por impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de los órganos judiciales para conocer y decidir en los recursos concedidos ante ellos. Principio general: atribución exclusiva de los jueces de la causa y cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: resolución que no cumple con el recaudo de ser un acto jurisdiccional válido. Omisión de tratamiento de argumentos de derecho de carácter esencial para la causa.


    Lo concerniente a los alcances de la competencia de los órganos judiciales cuando conocen y deciden los recursos concedidos ante ellos constituye -por su carácter fáctico y procesal- una atribución exclusiva de los jueces de la causa y resulta ajena, en principio, a la vía prevista en el art. 14 de la ley 48. La procedencia de la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre recursos extraordinarios de orden local. Sin embargo, la Corte reconoció que cabe hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Tecno Sudamericana S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Imp. actos administrativos.


    T, 254, L.XLIV, 17 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Rechazo de queja: excepción a la procedencia del recurso. Régimen de consolidación de deudas de la ley 23.982. Omisión de tratamiento de cuestiones planteadas. Sentencia arbitraria. Depósito de bonos de consolidación, con posterioridad a la presentación de recursos: cuestiones abstractas.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. La sentencia que dispone la inmediata ejecución del crédito por las vías comunes no encuentra sustento alguno en las normas que rigen el cumplimiento de las sentencias que condenan al Estado Nacional e importa prescindir de ellas, que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación. El pronunciamiento apelado -que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso- exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia y torna innecesario el tratamiento de las restantes cuestiones planteadas por la apelante.


    Bordón, Carlos Francisco c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Diferencias de salarios


    B, 1125, L.XLIV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de cuestiones conducentes: antecedente de Fallos: 328:1265 ("Castro Fox"): supuesto que sólo refiere a la situación de revista de los propios militares -en actividad y retiro- y no considera el caso específico de los pensionistas.


    Asiste razón a la apelante toda vez que la a quo omitió -como la jueza de grado- pronunciarse en torno al asunto desde que el antecedente de Fallos: 328:1265 ("Castro Fox") sólo se refiere, estrictamente, al supuesto de la situación de revista de los propios militares -en actividad y retiro- y no considera el caso específico de los pensionistas. En el sublite, los actores, viuda e hijo de un Capitán, dedujeron su reclamo administrativo el 19/04/01 y la demanda el 24/04/02, tras obtener su pensión el 21/03/00, extremo que confiere conducencia al agravio dada la singularidad del supuesto y la falta de respuesta, en el punto, de los interesados.


    Benazzi, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional-Mº de Defensa- Estado Mayor General de la Armada s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 1168, L.XLIII, 02 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de cuestiones conducentes para resolver la causa. Solicitudes de beneficios de naturaleza alimentaria.


    Corresponde concluir que le asiste razón a la recurrente, toda vez que la Alzada en su decisorio sin fundamento alguno, soslaya las declaraciones de los testigos propuestos por la actora, las cuales fueron claras y coincidentes respecto a la fecha desde la cual la peticionaria y el causante mantenían una relación similar a la de un matrimonio hasta el día del deceso de aquél. No obstante ello, los jueces de la Cámara priorizan ante todo -para resolver el caso- las constancias del acta labrada por la verificadora de la A.N.Se.S., que, mas allá de resultar imprecisas y dudosas, no fueron suscriptas por los requeridos -contrariamente a lo expresado por los jueces-, circunstancias que en el marco de sus imprecisiones, le restan certeza.


    Gutierrez, Carmen c/ A.N.Se.S


    G, 604, L.XLII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión por parte del tribunal de considerar los hechos que podrían constituir presunciones con habilidad para acreditar un negocio simulado en los términos del artículo 955 del Código Civil. Determinación de la procedencia de impugnaciones de diversas operaciones tales como transferencias de acciones, donaciones y condonaciones de pasivos a favor del fallido. Verificación de créditos.


    Cuando el thema decidendum se circunscribe a determinar la procedencia de las impugnaciones de diversas operaciones -transferencias de acciones, donaciones y condonaciones de pasivos a favor del fallido-, cuya viabilidad condiciona la del crédito por Impuesto a las Ganancias, Bienes Personales y Altas Rentas que pretende verificar el Fisco Nacional, asiste razón a la apelante toda vez que el a quo, para rechazar la verificación del crédito que alega el Fisco Nacional, omitió la específica consideración de los hechos que podrían constituir presunciones con habilidad para acreditar un negocio simulado en los términos del artículo 955 del Código Civil, independientemente del alcance de las facultades otorgadas por el artículo 1 y 2 de la Ley 11.683 al organismo de control. En este sentido, puede demostrarse la simulación de un acto, mediante hechos que constituyan presunciones graves, precisas y concordantes, y, asimismo, la parte interesada en defender la validez del negocio que un tercero aduce simulado, tiene el deber moral de agregar las explicaciones y elementos demostrativos de la honestidad, realidad y seriedad de los actos. Toda vez que en el marco de una verificación de créditos, que se entiende como una acción causal y de conocimiento pleno tendiente a demostrar la legitimidad de la acreencia pretendida, la alzada se limitó a señalar que el monto de la donación no podía hacer suponer su falsedad o inexistencia, cuando el recurrente había invocado otras circunstancias, que por su relevancia e interrelación, deberían haber sido merituadas puntualmente, para resolver la cuestión en debate, y que, adicionalmente, los magistrados para rechazar las impugnaciones de las transferencias de acciones efectuadas por el contribuyente, manifestaron que no resultaba suficiente que existiesen indicios que lograran crear presunciones en contra de la existencia y legitimidad de operaciones de venta de ciertas empresas, sin explicar el fundamento de su aserción, atento a la evidencia presentada por el organismo de control, y a los cuestionamientos relativos a falta de acreditación de la realidad de las utilidades exentas que habían sido declaradas, corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento recurrido y remitir los autos al tribunal de origen, para que se dicte uno nuevo con arreglo a derecho.


    Miyazono, Ricardo s/ quiebra


    M, 2116, L.XLII, 03 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión por parte de los jueces de alzada de toda referencia y estudio del decreto 160/05 y la Resolución SSS N° 41/05.


    Cabe poner de resalto que la prescindencia de elementos conducentes, la omisión de una adecuada exégesis de las normas invocadas y el apoyo de pautas de excesiva latitud, constituyen causales de procedencia del recurso extraordinario, ya que redundan en menoscabo de la adecuada fundamentación exigible a los fallos judiciales y, por ende, lesionan seriamente el derecho de defensa en juicio de la impugnante, que es lo que acontece en el sub lite, por cuanto los jueces de la Alzada omiten toda referencia y estudio del decreto 160/05 y la Resolución SSS N° 41/05 (v. especialmente artículo 3°) invocados por la actora, normativa vigente al momento del dictado de su pronunciamiento. En efecto, a mayor abundamiento, la Resolución SSS n° 41/2005 -la cual en su artículo 3° establece el sistema de cálculo del suplemento para los investigadores científicos y tecnológicos afiliados al régimen de capitalización- fue promulgada el 29 de abril de 2005, y denunciada oportunamente como hecho nuevo, con anterioridad al dictado de la sentencia de primera instancia. En tales condiciones, la mención oportuna de normativa eventualmente conducente, y reiteradamente incoada por la quejosa en su expresión de agravios, imponía a los juzgadores un pronunciamiento a su respecto.


    Roux, María Estela c/ A.N.Se.S. y otros s/ Reajustes varios


    R, 969, L.XLIII, 16 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad local dirigida a conseguir la invalidación del precepto que impediría a la actora obtener la pensión derivada del retiro de su conviviente. Procedencia del recurso extraordinario: omisión de considerar la petición de la actora por la cual estarían afectando derechos de la personalidad no patrimoniales de la accionante, relacionados con beneficios de la seguridad social.


    Corresponde considerar que el rechazo, por parte del Superior Tribunal de la provincia de Misiones, de la acción de inconstitucionalidad local dirigida a conseguir la invalidación del precepto que impediría a la actora obtener la pensión derivada del retiro de su conviviente no se sostiene conforme es menester, puesto que, en primer lugar, resulta notorio que la a quo situó la cuestión en el plano del artículo 786 del Código de rito local, sin pronunciarse, empero, sobre la petición de la actora en cuanto invoca encontrarse en el marco de la excepción al plazo de caducidad reglada en el artículo 787, párrafo 1°, de dicho ordenamiento; es decir, que omitió considerar, prima facie, su alegación según la cual se estarían afectando "derechos de la personalidad no patrimoniales" de la accionante, relacionados con beneficios de la seguridad social tutelados, entre otras normas, por el artículo 14 bis de la Carta Magna y concordantes internacionales con carácter integral e irrenunciable. Por otro lado, tratándose de una demanda de tenor alimentario, de razonable base constitucional, postulada por una persona, entonces sexagenaria, que, según se estableció en sede administrativa, convivió al menos treinta años con el causante, de escasa disponibilidad económica -como se determinó al admitir el beneficio de litigar sin gastos- y con problemas de salud, el tratamiento conferido al asunto debió haber prescindido de formalismos excesivos, en pos de garantizar la consideración substantiva de los agravios propuestos por la interesada, en especial, los constitucionales.


    Benítez, María Elena s/ Acción de inconstitucionalidad


    B, 2186, L.XLI, 20 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de derecho común y procesal. Procedencia recurso extraordinario: sentencia arbitraria. Omisión de tratamiento de argumentos conducentes para la correcta solución del litigio. Exceso de jurisdicción.


    El tribunal justificó su decisión en afirmaciones dogmáticas y soslayó el tratamiento de los fundados agravios planteados por la demandada en torno a que la actora prestó su conformidad con el grupo y función que le fueron asignados mediante el acto de designación, argumentos que habían sido oportunamente propuestos y que podrían haber variado la solución del caso. El a quo incurrió en exceso de jurisdicción al ordenar el pago de diferencias salariales sin que existiera petición alguna al respecto, pues el pronunciamiento apelado importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, lo que se traduce en un evidente cercenamiento de las garantías constitucionales de la propiedad y del debido proceso de los justiciables.


    Salcedo de Matos, Adriana Noemí c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    S, 485, L.XLIV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Supuestos de excepción: decisión que causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Omisión de tratamiento de cuestiones planteadas: restricción garantía del debido proceso.


    En orden a verificar si en autos se encuentra habilitada la instancia del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que la doctrina del Tribunal indica que las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son definitivas, en los términos del precepto legal citado y, por ello, en principio, no son susceptibles de apelación por la vía extraordinaria. Sin embargo, esa regla admite excepciones cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio, o cuando pone fin a lo discutido, o cuando decide una cuestión ajena a la sentencia que se pretende ejecutar y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, al tiempo que priva al interesado de otro medio legal para la tutela de su derecho. Aún tratándose de la interpretación de leyes federales, la solución de los problemas de carácter procesal está reservada a los jueces de grado, con exclusión de la vía del recurso extraordinario, salvo si, declarada la improcedencia de la apelación, pudiere quedar restringida la defensa en juicio o frustrado el derecho federal invocado. El pronunciamiento apelado afecta en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Cuesta, Eulogio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C, 2178, L.XLII, 22 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes. Ley penal más benigna: aplicación retroactiva.


    Si la Cámara omitió el análisis de una cuestión conducente para la solución del caso, propuesta oportunamente por la defensa, esa circunstancia hace viable la impugnación del fallo con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad. Ello es así pues, a quo debió evaluar, aún de oficio, la posibilidad de aplicar retroactivamente la ley penal más benigna, toda vez que sus efectos operan de pleno derecho.


    Q. del N. S.A.I.C. y F. y otros s/ Ley 24.144 - Causa Nº 56532-


    Q, 96, L.XLIII, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad: sentencia definitiva o equiparable. Decisiones que deniegan la exención de prisión. Doctrina de la arbitrariedad.


    Las decisiones que deniegan la excarcelación o exención de prisión, en tanto restringen la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, se equiparan a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que pueden ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que requiere tutela inmediata. Sin embargo, ese sólo aspecto no resulta suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues para ello se requiere además que se halle involucrada una cuestión federal o que el agravio se funde en la arbitrariedad, o en los graves defectos del pronunciamiento. Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto conducen a una violación de las reglas del debido proceso.


    M., Jorge Pablo s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    M, 1207, L.XLIII, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión Federal


    Inexistencia relación directa de las normas federales invocadas con resolución apelada. Improcedencia recurso extraordinario.


    Por imperio del art. 15 de la ley 48, la cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con el fallo apelado para la procedencia de la apelación extraordinaria, y tal la relación directa existe sólo cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional aducido; por el contrario, cuando la cuestión federal propuesta es ajena a los puntos decididos en la sentencia, y obviamente ineficaz para modificarla, viene a faltar entre ambas el requisito apuntado.


    Ruiz de Gastaminza Elena y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y P. s/ Amparo ley 16.986


    R, 1074, L.XLIII, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: puesta en tela de juicio la inteligencia de normas de la ley de emergencia económica de carácter federal -decreto 1570/01, Ley Nº 25.561 y concs.-.


    El recurso interpuesto es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de normas de la ley de emergencia económica de carácter federal -decreto 1570/01, Ley Nº 25.561 y concs.-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En tal contexto, asiste razón a los recurrentes cuando sostienen que el pronunciamiento de la Cámara Federal de la provincia de Córdoba carece de fundamentos suficientes, en tanto no aporta nuevos elementos relevantes que permitan apartarse de los argumentos esgrimidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente "Bustos Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Arteche-Inepar-TT S.A. c/ HSBC Bank s/ Ordinario


    A, 798, L.XLII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: carácter federal de la cuestión. Determinación acerca de si el retiro de un agente del Servicio Penitenciario Federal, a la luz de la ley n° 20.416, configura el egreso a que alude el artículo 3° del decreto n° 8160


    La cuestión reviste carácter federal toda vez que se reduce a determinar si el retiro de la parte actora, a la luz de la ley n° 20.416, configura el egreso a que alude el artículo 3° del decreto n° 8160/68, obstativo del abono de las vacaciones no gozadas. En el supuesto, y no sin antes destacar que el artículo 3° del decreto bajo examen consagra sólo limitadamente y como excepción el derecho al cobro "de la parte proporcional de la licencia de descanso no utilizada" en los casos de incapacidad por acto de servicio o fallecimiento, es notorio que el retiro del Servicio Penitenciario ha sido legislado en el capítulo correspondiente al egreso, a lo que se añade que el propio artículo 3° reconoce el derecho al cobro de la licencia anual no gozada en una hipótesis de retiro -sólo una- a saber: la de minusvalía motivada por acto de servicio. En el marco indicado, por lo tanto, no asiste razón a la quejosa.


    Boffino, Gustavo c/ Ministerio de Justicia s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 692, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: puesta en tela de juicio la interpretación y alcance de las leyes Nº 22.285, 25.750 y 17.811 y el Decreto Nº 677/01. Arbitrariedad: apartamiento de disposiciones de la Ley Nº 24.522. Leyes 22.285 (art. 45) y 25.750 (art. 2º): orden público. Protección de la soberanía nacional, la seguridad nacional y el desarrollo de la democracia. Máximo para la participación accionaria de fondos extranjeros en medios de comunicación locales.


    Existe cuestión federal toda vez que se encuentra en tela de juicio la interpretación y alcance de las leyes Nº 22.285, 25.750 y 17.811 y el Decreto Nº 677/01. A su vez, la sentencia es arbitraria, pues se aparta de disposiciones de la Ley Nº 24.522 aplicables al caso en el marco de aspectos fácticos que refiere y omite tratar planteos oportunamente presentados y conducentes para la solución de la causa que indica. En particular, contrariamente a lo manifestado por el tribunal, las leyes 22.285 (art. 45) y 25.750 (art. 2º), son de orden público, ya que tienen por finalidad proteger la soberanía nacional, la seguridad nacional y el desarrollo de la democracia. De hecho, la ley 25.750, de naturaleza federal, establece un límite máximo para la participación accionaria de fondos extranjeros en medios de comunicación locales, con el objeto de evitar la desnacionalización de dicha actividad, preocupación que fue puesta de resalto en el debate parlamentario de la Ley Nº 25.750. Por último, el tribunal omite tratar la inconstitucionalidad del artículo 45 bis de la Ley Nº 24.522 a un acuerdo preventivo extrajudicial, y de ese instituto (APE) como tal, que había sido presentada oportunamente para su consideración.


    Cablevision S.A. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    C, 1013, L.XLIV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario


    Improcedencia del recurso extraordinario: sentencias que hacen lugar a la defensa de prescripción.


    Es improcedente el remedio contra las sentencias que hacen lugar a la defensa de prescripción, ya que el tema se basa en consideraciones de hecho y de derecho, común y procesal, propias de los jueces de la causa y no revisables en la instancia federal, salvo supuestos excepcionales. Así, toda vez que la quejosa no pone en evidencia la índole notoriamente irrazonable de la solución de la Alzada, la que no se apoya, en rigor, sobre la inteligencia propiamente dicha del artículo 2° de la ley n° 23.627, cuya estricta ajenidad al caso no se controvierte, sino sobre la relevante similitud de los supuestos allí contemplados y el sublite, extremo no federal, corresponde desestimar la queja.


    Paz, Graciela Noemí y otros c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 327, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: pronunciamientos atacados por la recurrente que fueron resueltos con carácter firme en instancias anteriores. Restitución del inmueble y competencia del juez actuante.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Máxime, cuando los aspectos puntualmente atacados por la recurrente -relativos a la restitución del inmueble y la competencia del juez actuante para ordenarla-, fueron resueltos con carácter firme en instancias anteriores.


    Solari S.A. s/ Quiebra


    S, 898, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: sentencia recurrida que halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y derecho común y procesal.


    La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y derecho común y procesal, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, toda vez que las manifestaciones del recurrente relativas a que la sentencia en crisis viola el principio de la cosa juzgada al resolver la sustitución de las garantías ya fijadas en un pronunciamiento dictado dentro de la causa, no logran desvirtuar lo sostenido por la alzada en orden a que es el propio ordenamiento procesal el que permite dicha solución, siempre que se garantice suficientemente el derecho del acreedor. En ese marco, el a quo consideró suficientes los bienes ofrecidos en sustitución, circunstancia que no fue debidamente criticada por la quejosa, no alcanzando a ese efecto, las manifestaciones efectuadas en el recurso relativas a que su valor no cubriría el monto a asegurar. Así, es dable valorar que los jueces resaltaron que la sindicatura en su condición de experta contable efectuó cálculos, no rebatidos en esta instancia, que permitirían concluir la suficiencia de los bienes ofrecidos en sustitución.


    Solari S.A. s/ Quiebra


    S, 901, L.XLIV, 21 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones de hecho y derecho común, propias de los jueces y ajenas a la instancia extraordinaria.


    No se aprecia del contenido del recurso extraordinario que el apelante se haya hecho cargo ni rebatido adecuadamente los argumentos que invocó el a quo para rechazar su planteo en torno a la individualización y monto de la pena impuesta en autos, lo que obsta a su procedencia en función de lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 48. Esto adquiere mayor relevancia si se repara que, la discusión suscitada apunta exclusivamente al análisis de cuestiones de hecho y derecho común propio de los jueces y ajenos, por regla, a esta instancia de excepción, tal como lo constituye determinar la operatividad de la regla establecida en la última parte del artículo 55 del código sustantivo -antes de la reforma introducida por la ley 25.928- con motivo de la sanción de la ley 23.077 y su relación con otras leyes complementarias, así como también las graves incongruencias que traería aparejado la aplicación del criterio sentado en el fallo en lo atinente a la libertad condicional, tentativa e inhabilitación absoluta y especial.


    P., Pedro David s/ Violación reiterada


    P, 531, L.XLIV, 04 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Delito de asociación ilícita. Omisión de valorar pruebas y argumentos decisivos para la solución del pleito. Posible afectación de garantías constitucionales.


    Los aspectos vinculados con la interpretación de normas de derecho común y procesal son ajenos en principio a la vía extraordinaria. La actual redacción del art. 67 del Código Penal es aplicable a los procesos regidos por el Código Obarrio, y la acusación prevista en su artículo 591 encuadra en la causal del inciso 3° del citado artículo 67. Los jueces de la causa se encuentran facultados para determinar cuáles son los elementos relevantes para la solución del pleito y no están obligados a considerar todas las alegaciones de las partes sino sólo aquéllas que estimen conducentes a tal fin. No satisfacen el requisito de adecuada fundamentación las aserciones que no están enunciadas con referencia a las circunstancias concretas de la causa, ni a los términos de la sentencia que resolvió la cuestión. La prohibición de aplicar penas crueles, infamantes, inusitadas, degradantes o inhumanas, o de someter a torturas o tratos de esa naturaleza a toda persona, deja expresamente a salvo los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas. En cuanto a la afectación de la garantía de igualdad que consagra el artículo 16 de la Ley Fundamental, para que exista agravio constitucional, la desigualdad debe surgir del texto mismo de la ley y no de la diversa inteligencia que pudieron haberle otorgado sucesivamente las autoridades encargadas de hacerla cumplir.


    F., Jorge Alberto y otros s/ Asociación ilícita


    F, 136, L.XLIII, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Enriquecimiento ilícito. Análisis de su adecuación constitucional. Validez de la aplicación conjunta de multa y decomiso.


    El análisis acerca de la inteligencia de una norma de derecho común, como es el artículo 268, inc. 2 del Código Penal, es materia propia de los jueces de la causa, en particular si la decisión recurrida cuenta con fundamentos suficientes que descartan la tacha de arbitrariedad. Los jueces no están obligados a considerar todos y cada uno de los argumentos propuestos por las partes, sino sólo aquellos que estimen conducentes para la correcta solución del caso. El recurso carece de la debida fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, cuando se alega la afectación del debido proceso sin explicar mínimamente de qué defensas se habrían visto impedidos, y su eventual incidencia en el resultado del pleito. La aplicación de multa y decomiso no constituye un caso de doble pena por una misma infracción, sino de una pena única con pluralidad de sanciones, modalidad que se halla admitida por el Código Penal.


    Y., Mario y T., Silvia s/ Enriquecimiento ilícito de funcionario público - Causa nº 530-300-3-


    Y, 37, L.XLIII, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Ley 24.660. Temas de derecho común, procesal y de su aplicación al caso: cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Fundamentación de las resoluciones judiciales: remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores.


    La remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores es fundamento bastante de las decisiones judiciales, más aún, cuando el recurrente no demuestra en forma concreta el gravamen que ello le ocasiona, y se limita a esbozar una posición diferente respecto de un tema de hecho, prueba y derecho común, como es la ley 24.660, lo que únicamente traduce el carácter opinable de la solución y, en consecuencia, no autoriza su impugnación con base en la doctrina de arbitrariedad de sentencias, más allá de su acierto o error. Resulta improcedente el recurso extraordinario que no trasciende de la interpretación de temas de derecho común, procesal y de su aplicación al caso, aspectos ajenos a la instancia extraordinaria, sin que la sola mención de preceptos constitucionales baste para la debida fundamentación del recurso y, menos aún, cuando la apelante se ha limitado a invocarlos sin desarrollar ninguna inteligencia específica que demuestre que las normas aplicadas sean incompatibles con ellos. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz.


    R., Hermes Oscar s/ Recurso Extraordinario


    R, 903, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Examen de cuestiones de hecho y prueba. Ausencia de arbitrariedad.


    El criterio con el que los jueces aprecian la prueba incorporada al expediente remite al examen de cuestiones de hecho y prueba, propias de los magistrados intervinientes y, en principio, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, ese principio reconoce excepciones en los casos en que es aplicable la doctrina de la arbitrariedad, ya que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    S. G. S.A. - T. G. A. S.A. s/ Recurso de Apelación


    S, 808, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria. Fundamentación del recurso.


    La interpretación de normas de derecho procesal y su aplicación al caso, y las circunstancias de hecho y prueba, son aspectos ajenos a la instancia extraordinaria. La sola mención de preceptos constitucionales no basta para la debida fundamentación del recurso, ya que de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    C., Raúl Luis y otro s/ Causa nº 8850


    C, 1086, L.XLIV, 01 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación suficiente. Plazo razonable. Derecho de defensa. Doctrina de la arbitrariedad.


    La impugnación en examen carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48, si se basa en el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y omite una referencia a las particularidades del caso. Dicha argumentación no se satisface con la sola mención de ciertas pautas formales que la jurisprudencia ha tomado como criterios aceptables para juzgar la razonabilidad de la duración de los procesos, sino que requiere una referencia extremadamente detallada de los pasos de tramitación del expediente que pudieron haber ocasionado el retraso. Las decisiones referentes a nulidades procesales suscitan problemas de hecho y derecho adjetivo que son propios de los jueces de la causa y, en principio, ajenos a la instancia extraordinaria. La omisión de tratamiento de cuestiones sometidas a consideración del tribunal no produce afectación de la defensa en juicio ya que los jueces no tienen obligación de expedirse a su respecto por no resultar decisivas para la solución del caso o por no haber sido demostrado en qué forma su tratamiento hubiera podido conducir a una solución diferente del litigio. Los reclamos basados en la garantía de la defensa en juicio se hallan supeditados a la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho, y dicho recaudo no se encuentra satisfecho si el apelante no especificó de manera concreta cuáles fueron las defensas que se habría visto impedido de oponer y cuál hubiera sido su influencia en la decisión del pleito. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende casos de carácter excepcional en que graves deficiencias lógicas en el razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el pronunciamiento de los jueces como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    L., Néstor Antonio s/ Causa nº 53.966.


    L, 884, L.XLII, 02 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Oposición del fiscal al otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba. Aplicación del plenario "Kosuta".


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de alzada mediante fundamentos de orden procesal que bastan para su sustento, son ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa. La garantía de igualdad sólo se ve afectada por la arbitraria discriminación entre situaciones semejantes que consagre el texto de la ley, y no por la aplicación que de ella hagan los tribunales.


    P., Alberto Juan s/ Causa nº 8909


    P, 224, L.XLIV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el pronunciamiento recurrido.


    El recurso federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido. En efecto, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Hanriquez Abdón, Zenón c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1011/06 (Ex. 343.747/92)


    H, 177, L.XLIV, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso de queja. Inexistencia de arbitrariedad. Materia ajena al recurso extraordinario. Cuestiones de derecho procesal y público local. Régimen de consolidación. Modo de cálculo de los intereses.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el tribunal apelado a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. La doctrina invocada por el apelante tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinario como "la sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Caja Complementaria de Jubilaciones y Pensiones para el personal de Obras Sanitarias c/ Instituto Misionero de Aguas y Saneamiento s/ Demanda ordinaria


    C, 517, L.XLIII, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Inexistencia cuestión federal. Resolución ajustada a derecho y fundamentada. Interpretación de normas de derecho común.


    No existe en autos una controversia en punto a normas federales, pues los argumentos del apelante no se dirigen a cuestionar la interpretación dada por el a quo a los arts. 2° y 5° de la ley del impuesto al valor agregado ni tampoco al art. 3°, primer párrafo, de la ley del impuesto a las ganancias, sino que, por el contrario, se limitan a controvertir la apreciación de las cláusulas contractuales y de ciertas disposiciones del Código Civil, lo que constituye una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y derecho común que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por esta vía.


    Alfa Pesca S.A. (TF 20486-I) c/ DGI


    A, 58, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad ley provincial de adhesión a la nacional de emergencia 25.344 y su decreto reglamentario 357/01. Procedencia recurso extraordinario. Materia reservada a cada poder. Declaración de inconstitucionalidad: ultima ratio del orden jurídico.


    Aún cuando se trate de cuestiones de orden local -ajenas por ende a la competencia de la Corte Suprema- corresponde admitir la intervención del Tribunal cuando se alega la violación del principio de la separación de los poderes del Estado y consecuentemente, la afectación del régimen republicano de gobierno al que deben ajustarse los estados provinciales (art. 5 de la Constitución Nacional). En efecto, el principio de separación de poderes y el necesario autorrespeto por parte de los tribunales de los límites constitucionales y legales de su competencia impone que, en las causas donde se impugnan actos que otros poderes han cumplido en el ámbito de las facultades que les son privativas con arreglo a lo prescripto en la Constitución Nacional, la función jurisdiccional de los jueces no alcance a interferir con el ejercicio de tales atribuciones, puesto que si así fuera se haría manifiesta la invasión del campo de las potestades propias de las demás autoridades de la Nación. Es así que lo atinente al gobierno, la administración de la hacienda y los patrimonios públicos y las políticas respectivas, son materia propia de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Desde luego compete al Poder Judicial, en punto a los actos dictados en esa materia, decidir -en casos judiciales- acerca de su legalidad, especialmente en cuanto concierne a su confrontación con la Constitución Nacional, pero no de su acierto, oportunidad o conveniencia.


    Díaz, Osvaldo Enrique s/ Contencioso Administrativo


    D, 246, L.XLIV, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia. Improcedencia. Cuestiones ajenas al remedio federal. Sentencia fundada.


    Cabe desestimar la alegada afectación del derecho de defensa y al debido proceso, pues los planteos del apelante remiten a cuestiones de hecho y prueba, que por su naturaleza, son ajenas al recurso extraordinario. Los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio no sean decisivos para la resolución del litigio. La doctrina de la arbitrariedad de sentencia reviste carácter excepcional y no tiene por objeto abrir una tercera instancia ordinaria donde puedan discutirse decisiones que se estimen equivocadas según las divergencias del recurrente con la apreciación de los hechos de la causa.


    Edenor S.A c/ Resolución 341/99 ENRE s/ Recurso directo


    E, 17, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedencia de reclamo por cobro de facturas. Inexistencia de cuestión federal que requiera una opinión de la Procuración General: cuestiones de hecho y prueba. Interpretación de disposiciones de derecho común.


    En autos no se discuten cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión el Ministerio Público, porque para resolver esta causa será necesario, por un lado, evaluar los aspectos de hecho y prueba invocados por las partes, mientras que, por el otro, será preciso aplicar e interpretar las disposiciones del derecho común en las que aquéllas fundan sus derechos y ambas materias están reservadas a la apreciación que hagan los jueces de la causa.


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta tensión - Transener S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    C, 3780, L.XXXVIII, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Interpretación del plazo de caducidad para interponer la acción: cuestión de hecho, prueba y derecho público local ajena a la instancia extraordinaria.


    Los agravios referidos a la interpretación y aplicación de las leyes de amparo provinciales, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local ajenas, por su naturaleza, a la instancia extraordinaria. Tampoco se advierte en autos la existencia de un supuesto de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte toda vez que el superior tribunal local rechazó la acción por no haberse cumplido con los requisitos formales -extemporaneidad- lo que sólo hace cosa juzgada formal y no impide la promoción de otra clase de proceso.


    Oliva Antenor, Ramón y otros c/ Provincia de Córdoba s/ Amparo


    O, 113, L.XLIV, 21 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Discrepancia sobre la ponderación de los hechos de la causa y la interpretación de normas de derecho público local: cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad. Consentimiento de de jurisdicción de la Secretaría de Energía para revisar actos de carácter jurisdiccional. Inexistencia de demostración de gravamen o eventual perjuicio. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Los agravios de aquélla enderezados a cuestionar la sentencia en lo atinente a la aplicación de los arts. 72 y 76 de dicha ley y el art. 76 de su decreto reglamentario -en orden al control de juridicidad que debe hacer el superior a fin de determinar si se incurrió en arbitrariedad manifiesta, grave error o gruesa violación al derecho en la emisión del acto impugnado (art. 99 del decreto 1759/72, t.o. 1991), remiten a una cuestión ajena al orden federal. No se podría analizar este planteo sin revisar extremos fácticos y normas de derecho público local -ajenas al recurso extraordinario- como son el contrato de abastecimiento de energía eléctrica (CAEE) celebrado en la órbita local entre la empresa actora y la empresa provincial ERSA (luego transferido a EdERSA), el contrato de concesión de EdERSA (aprobado por la ley 3019 y su decreto reglamentario 1406196) así como lo dispuesto en la resolución del ente provincial 042/02, ello con el objeto de establecer si la Secretaría de Energía se excedió o no en la competencia que las aludidas normas de la ley 24.065 -y con el alcance establecido en el art. 99 del decreto citado- le acuerdan para revisar actos jurisdiccionales. El marco regulatorio eléctrico le acuerda facultades a la Secretaría de Energía para revisar, por vía de alzada, los actos jurisdiccionales del ENRE, lo cual surge de modo implícito de la correlación de los arts. 72 y 76 de la ley 24.065 y claramente del art. 76 del decreto 1398/92 al establecer que "los recursos de alzada que se interpongan contra las resoluciones del ENRE serán resueltos, en forma definitiva, por la Secretaria de Energía Eléctrica, quedando agotada con su pronunciamiento la vía administrativa. A los efectos de determinar los alcances del contralor de la Secretaría de Energía Eléctrica, con respecto a cada uno de los actos del citado ente que fueren recurridos, aquélla deberá previamente, caracterizar el acto, según sea o no de naturaleza jurisdiccional". La declaración solicitada se trata de un acto suma gravedad que constituye una de las más delicadas funciones que puede encomendarse a un tribunal de justicia, y sólo corresponde cuando una estricta necesidad lo requiera, en situaciones en las que la repugnancia con la cláusula constitucional sea manifiesta e indubitable, y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa.


    Turbine Power CO S.A. c/ Resolución 1461/06 ENRE


    T, 360, L.XLIV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: decisiones recaídas en materia de competencia. Debate en el que se controvierte la competencia territorial del Juez Nacional en lo Comercial para entender en un proceso ordinario.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, tal como ocurre cuando se trata de un debate en el que se controvierte la competencia territorial del Juez Nacional en lo Comercial para entender en un proceso ordinario, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Ecolaire Andina S.L. c/ Aldo Monteverde Construcciones Civiles S.A. s/ Ordinario


    E, 183, L.XLIV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones recaídas en materia competencia: imposibilidad de efectuar apelación extraordinaria, cuando no media denegatoria del fuero federal. Ausencia de carácter de sentencia definitiva.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Cierres Love S.A.I.C. s/ concurso preventivo


    C, 537, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de los requisitos que emanan de los incisos 1º o 3º del artículo 14 de la Ley 48. Inexistencia de la discusión respecto a la inteligencia o validez del "Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz". Falta de configuración de la causal de gravedad institucional.


    En el marco en el que fue concedido el recurso extraordinario de las demandadas, y atento a los términos de la apelación deducida, resulta menester precisar que en autos no concurren los requisitos que emanan de los incisos 1º o 3º del artículo 14 de la Ley 48, desde que no se encuentra en tela de juicio la inteligencia o validez del "Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz". A su vez, tampoco se encuentra configurada la causal de gravedad institucional que habilite la vía extraordinaria intentada, desde que no aparece fehacientemente demostrado que lo decidido en esta causa pueda afectar principios del orden social vinculados con instituciones básicas del derecho que autoricen a prescindir de los recaudos formales y sustanciales de la apelación intentada.


    Tommasi Automotores S.A. c/ Ciadea SA y otro s/ Ordinario


    T, 315, L.XLIV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: intento de poner en crisis la forma en que los magistrados actuantes apreciaron la prueba aportada para tener por acreditado los motivos que justificaron el despido de la trabajadora. Hechos evaluados por los jueces en el marco que permite la ley (art. 242, de la LCT). Licencia por enfermedad: violación del principio de buena fe.


    Toda vez que, mediante el recurso extraordinario, se intenta poner en crisis la forma en que los magistrados actuantes apreciaron la prueba aportada para tener por acreditado los motivos que justificaron el despido de la trabajadora, y al tiempo que los hechos fueron evaluados por los jueces en el marco que permite la ley (art. 242, de la LCT) y que concluyeron en que la injuria se circunscribió a que mientras la actora gozaba de licencia por una enfermedad que le impedía prestar servicios, desarrolló tareas en su negocio particular, y que, por lo tanto, tales circunstancias fueron entendidas como violatorias al principio de buena fe, por la búsqueda de un aprovechamiento personal indebido por parte del dependiente, sumado al impedimento del médico de la empresa de realizar el control respectivo por no haber encontrado a la trabajadora en su domicilio, y teniendo en cuenta la valoración que realizó el a quo con argumentos no federales, de los hechos y las pruebas sobre la que versó su decisión, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentar la sentencia e impiden su descalificación como acto judicial, corresponde concluir, entonces, que no concurren los requisitos de la arbitrariedad por la circunstancia de que el tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, así como tampoco las discrepancias manifestadas por el apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa.


    Aguirre, Laura c/ La Voz del Interior S.A. s/ demanda


    A, 157, L.XLIV, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: mera repetición de los planteos deducidos oportunamente ante la Alzada. Reproducción de lo puntos expuestos en el recurso administrativo.


    De los agravios traídos en el recurso extraordinario no se advierte cuestión federal alguna sino una mera repetición de los planteos deducidos oportunamente ante la Alzada, y como evidencia el recurso extraordinario no son más que una reproducción de lo puntos expuestos en el recurso administrativo que insistía con los argumentos de la impugnación original que habían obtenido respuesta en dicha sede, luego ratificado por el a quo en sede judicial y que tratan sobre cuestiones de hecho y prueba e interpretación de los términos del contrato suscripto por las partes, sin que se advierta nuevos elementos a los ya invocados originariamente, como para acreditar ciertamente la falta de respuesta a sus planteos. En consecuencia, la resolución impugnada se sustentó en elementos probatorios concretos, recabados en la tramitación administrativa que le dan fundamento suficiente y pone a la decisión judicial al abrigo de la tacha de arbitrariedad alegada; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Clínica Uruguay S.R.L. c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de deuda


    C, 1875, L.XLII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: determinación acerca de si un inmueble afectado como bien de familia excede -o no- las necesidades de sustento y vivienda de su familia, en los términos de la Ley Nº 14.394.


    Los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal, que se circunscriben a determinar si un inmueble afectado como bien de familia excede -o no- las necesidades de sustento y vivienda de su familia, en los términos de la Ley Nº 14.394, remiten al examen de aspectos fácticos y probatorios, los cuales resultan ajenos, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. Ello es así, pues los jueces sustentaron su decisión de confirmar la desafectación parcial del inmueble del beneficio del bien de familia, en la valoración efectuada de la pericia realizada en las actuaciones, concluyendo que superaba las necesidades actuales de sustento y vivienda del demandado y su familia, sin que logren modificar las mencionadas conclusiones los argumentos presentados por el quejoso en orden a que la morada carece de lujos y excentricidades.


    S., Evelina c/ M., Reynaldo s/ Sumario


    S, 796, L.XLIII, 06 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Mora del deudor. Ley 25.713 y Comunicación A Nº 3507. Interés previsto en el artículo 4º del Decreto 214/02: inaplicabilidad a las obligaciones no vinculadas al sistema financiero, contempladas en el artículo 8º del Decreto 214/02, conforme lo dispuesto por el artículo 7º del Decreto 410/02.


    Toda vez que la sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones relativas a la procedencia de recursos locales, así como en las circunstancias de hecho y de derecho común relacionadas con el caso, no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, toda vez que los intereses que la Cámara resolvió aplicar tienen su razón en la mora del deudor, por lo que no resultan procedentes los planteos presentados en orden a la aplicación de la normativa de emergencia que prevé la aplicación de intereses como parte del mecanismo de compensación allí previsto (en particular la Ley 25.713 y la Comunicación A Nº 3507, que establecen una tasa máxima del 8% para las obligaciones de capital a término convertidas a pesos), máxime cuando el quejoso no niega su estado de morosidad. Vale aclarar que el interés previsto en el artículo 4º del Decreto 214/02, no resulta aplicable a las obligaciones no vinculadas al sistema financiero, contempladas en el artículo 8º del Decreto 214/02, conforme lo dispuesto por el artículo 7º del Decreto 410/02. Sentado ello, cabe recordar, además, que la determinación de los accesorios por mora en los términos del artículo 622 del Código Civil como consecuencia del régimen establecido en la ley 23.928, queda comprendida en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dichos ordenamientos en tanto sus normas no imponen una versión reglamentaria única del ámbito en cuestión. Máxime cuando, por un lado, las partes pactaron una vez y media la tasa activa que cobra el Banco Nación, en dólares estadounidenses y, por otro, los jueces actuantes valoraron la conducta observada por la demandada en el proceso y la excesiva mora del deudor.


    Sersider SAMICFIA c/ Aceros Zapla S.A. s/ Ordinario


    S, 206, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones recaídas en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal: debate en el que se controvierte la competencia del Juez Nacional en lo Comercial para entender en un proceso ordinario por razón del lugar de celebración del contrato y de cumplimiento de las obligaciones que nacen de dicha relación jurídica.


    Corresponde aplicar la doctrina que establece que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, y que dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales, cuando se trata de un debate en el que se controvierte la competencia del Juez Nacional en lo Comercial para entender en un proceso ordinario por razón del lugar de celebración del contrato y de cumplimiento de las obligaciones que nacen de dicha relación jurídica.


    Zolezzi, Rodolfo Osvaldo c/ Banco de la Provincia de Bunos Aires s/ Ordinario


    Z, 126, L.XLIV, 29 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: discusión relativa -de un lado- a si es el juez que dictó el acto -auto de prisión preventiva- el único que tiene jurisdicción para ordenar la modificación de dicho registro, y de otro, la hermenéutica que debe hacerse, en consecuencia, del art. 51 del Código Penal.


    Corresponde desestimar el recurso extraordinario interpuesto toda vez que la discusión relativa -de un lado- a si es el juez que dictó el acto -auto de prisión preventiva- el único que tiene jurisdicción para ordenar la modificación de dicho registro, y de otro, la hermenéutica que debe hacerse, en consecuencia, del art. 51 del Código Penal, remiten a la interpretación de normas de derecho común y procesal ajenas a esta instancia.


    R., M. R. c/ Registro Nacional de Reincidencia s/ Hábeas data


    R, 568, L.XLIV, 18 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: críticas de la sociedad concursada que evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal. Resolución que resuelve no tener en cuenta la documentación agregada por la concursada por extemporánea: falta de apelación oportuna.


    En el pronunciamiento recurrido, el a quo, para rechazar el descuento alegado, sostuvo que la concursada no había producido prueba en forma oportuna tendiente a acreditar tal supuesto, y valoró que del informe pericial surgía que no había sido registrada en la contabilidad del banco asiento alguno o cuenta contable que permitiera afirmar la existencia de cheques entregados en garantía por la deudora. En ese contexto, corresponde rechazar tales agravios, toda vez que las críticas de la sociedad concursada evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal, que no compete a la Corte Suprema revisar, ya que se encuentran vinculados con cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, suficientes, al margen de su grado de acierto, para descartar la arbitrariedad invocada; máxime cuando la resolución que resuelve no tener en cuenta la documentación agregada por la concursada, por extemporánea, no fue apelada por esa parte por lo que ha quedado firme. Además, siendo que el perito contador designado en autos informó que los cheques invocados no fueron registrados en la contabilidad de la entidad financiera, las alegaciones de la concursada relativas a la inversión de la carga de la prueba no logran desvirtuar las premisas de las que parte la alzada, cuando el aspecto a ser acreditado resulta ser, en definitiva y para la parte acreedora, la inexistencia de títulos de crédito librados por la deudora a su favor.


    Alfamaq Venturi S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión promovido por BBVA Banca Nazionale del Lavoro


    A, 362, L.XLV, 12 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Decisiones recaídas en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal: insusceptibles de apelación extraordinaria. Ausencia de carácter de sentencia definitiva. Debate en el que se controvierte por razones de conexidad la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Este criterio resulta aplicable cuando la causa se trata de un debate en el que se controvierte por razones de conexidad la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil. En tal contexto, se ha resuelto que los pronunciamiento que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria.


    Federación Metropolitana de Ajedrez c/ Federación Argentina de Ajedrez s/ Amparo


    F, 787, L.XLIV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del recurso extraordinario: planteo que se halla pendiente de resolución. Imposibilidad de admitir que los litigantes se coloquen en contradicción con sus propios actos, ejerciendo conductas incompatibles con otras anteriores deliberadas, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces. Inexistencia de la configuración de un agravio irreparable. Revocación del embargo con sostén principal en la falta de periculum in mora.


    Toda vez que la Obra Social de Fedecámaras solicita la revocación del embargo con sostén principal en la falta de periculum in mora, y que este es un planteo que se halla pendiente de resolución, lo que implica tanto como trasuntar su convicción de que se encuentra abierto el debate sobre la medida, corresponde, entonces, que en ese marco, y previo destacar que no cabe admitir que los litigantes se coloquen en contradicción con sus propios actos, ejerciendo conductas incompatibles con otras anteriores deliberadas, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces, considerar actualmente inatendible el remedio federal solicitado, desde que la interesada cuenta, según ella misma lo viene a reconocer con su accionar, con una instancia ordinaria para resolver el tema, lo que conduce a sostener la no configuración de un agravio irreparable en esta instancia y oportunidad.


    González Acosta, Alejandro c/ Federación de Cámaras y Centros Comerciales de la República Argentina (Obra Social) y otro s/ cumplimiento de contrato


    G, 166, L.XLV, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Inexistencia interés institucional o cuestiones de orden público que amerite el dictado de un pronunciamiento.


    Los agravios que se pretende traer a conocimiento de la Corte se refieren a un conflicto que no presenta aspectos de interés institucional o de orden público que ameriten que esta Procuración se pronuncie al respecto.


    Comafi Fiduciario Financiero S.A. c/ Vi Ir S.A. y otro s/ Ejecutivo


    C, 1276, L.XLIV, 03 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Resolución que deniega recursos locales. Cuestiones ajena a la instancia extraordinaria.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, máxime si el rechazo del recurso no obedeció a una interpretación excesivamente ritualista de las normas formales, sino que se basó en una inteligencia opinable del derecho procesal. La tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva en casos en que la sentencia impugnada emane de los tribunales superiores de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre la procedencia de los recursos extraordinarios previstos en el orden local.


    G., Héctor Daniel s/ Recurso de Casación.


    G, 416, L.XLIV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Oposición fiscal a la suspensión del juicio a prueba. Inexistencia de arbitrariedad. Autonomía funcional de los fiscales.


    Corresponde desestimar el recurso extraordinario si los argumentos del recurrente tienden a cuestionar el quantum del perjuicio y afirmar la inconveniencia de llevar adelante un juicio oral, proponen tan sólo una divergencia con el criterio del fiscal en aspectos de hecho, prueba y derecho común que no alcanza para demostrar su arbitrariedad, máxime dentro del estrecho límite trazado por la autonomía funcional de los fiscales que los tribunales no deben invadir.


    F. de I., Mirta Irene s/ Recurso Extraordinario


    F, 521, L.XLIV, 09 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Multas por infracción a la ley 16.463. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    El ejercicio de la facultad de los jueces de la causa para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas, no suscita, por regla, cuestiones que quepa decidir en la instancia extraordinaria, máxime si los agravios del recurrente sólo exhiben su discrepancia en cuanto a la diversa valoración de las circunstancias tenidas en cuenta por el juez revisor, lo cual constituye materia que –descartada la existencia de arbitrariedad– también excede la jurisdicción extraordinaria de la Corte por referirse a aspectos de hecho y prueba.


    B. S.R.L. s/ Inf. ley 16.463


    B, 798, L.XLII, 15 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Agravios como limitación al conocimiento del tribunal de alzada. Imposibilidad de exceder la competencia que le ha sido devuelta.


    Lo atinente a las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, es ajeno, en principio, a la instancia extraordinaria. No obstante, corresponde abrir el recurso cuando lo decidido carece de fundamentos suficientes que le den sustento como acto jurisdiccional, en tanto esa circunstancia compromete la garantía constitucional de la defensa en juicio, que presupone la posibilidad de obtener la consagración jurisdiccional de los derechos afectados. La doctrina ha denominado a la expresión de agravios "demanda de impugnación", ya que importa un llamamiento legal a los jueces de la segunda instancia, mediatizado por el apelante; convocatoria que, en principio, los habilita a decir el derecho, en la medida de esos agravios. Nuestra organización procesal impone, pues, una limitación apriorística al conocimiento del tribunal de alzada, que no puede ir más allá de la competencia que le ha sido devuelta (tantum apellatum, quantum devolutum).


    L., Leonardo Jorge s/ estafa y adulteración de documento público


    L, 924, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por recurso extraordinario denegado. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común: cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Excepción: supuestos de arbitrariedad.


    Las cuestiones de hecho, prueba y derecho común o procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía del art. 14 de la ley 48; y la sola mención de hallarse afectadas garantías constitucionales no alcanza para suplir tal deficiencia, sino que es necesario que en el caso se verifique un supuesto de arbitrariedad.


    N., Rolando Héctor y otro s/ Homicidio simple -causa nº 22.220-


    N, 83, L.XLIV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de remuneraciones profesionales. Inadmisibilidad del recurso extraordinario: falta de cuestión federal. Ausencia de arbitrariedad.


    La Corte tiene dicho, que lo atinente a las remuneraciones profesionales fijadas en las instancias ordinarias constituye materia extraña al recurso extraordinario del art. del 14 de la ley 48, dada su vinculación con cuestiones no federales. Asimismo cabe recordar que la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida en este punto, teniendo en cuenta que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. En el mismo sentido, la Corte ha puntualizado que la parquedad del auto regulatorio no comporta, por sí sola, un supuesto que autorice la descalificación de lo decidido en los términos de dicha doctrina. Tal doctrina admite excepciones, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación, o cuando la solución acordada no permite referir correctamente la regulación al respectivo arancel. Las circunstancias de la causa no permiten encuadrarla dentro de los supuestos de excepción que considera la doctrina de la Corte, ya que la cámara ha expresado fundamentos suficientes para sustentar lo resuelto. Determinar si un pleito es o no susceptible de apreciación pecuniaria, así como efectuar esa apreciación y resolver cuál es la escala aplicable a los efectos regulatorios, no plantea cuestión federal que corresponda dilucidar en la instancia extraordinaria prevista en el art. 14 de la ley 48. Las discrepancias sobre tales aspectos no configuran circunstancias de excepción que autoricen apartarse de los principios enunciados. La revisión solicitada por los recurrentes llevaría a sustituir a los magistrados del proceso en la solución de cuestiones que les son privativas y abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales, aspectos que son ajenos a la finalidad propia del recurso extraordinario federal.


    Salamanca, Camilo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ amparos y sumarísimos


    S, 1185, L.XLII, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Demanda por daño moral: falta de prueba. Monto indemnizatorio: cuestión ajena al remedio federal salvo arbitrariedad. Principio de congruencia: identidad de objeto litigioso entre las distintas resoluciones. Improcedencia del recurso extraordinario: falta de autosuficiencia.


    Si la contienda corresponde estrictamente al plano del derecho común, no resulta susceptible de revisión, salvo que el tribunal se haya apartado en forma intolerable de una recta comprensión jurídica del conflicto. Es que, como la Corte lo tiene dicho repetidamente, la doctrina de la arbitrariedad carece de virtualidad para abrir otra vía regular, destinada a corregir en una tercera instancia toda resolución que se considere equivocada, por discrepancias respecto del alcance asignado a hechos, principios y normas de derecho procesal o común. Antes bien, por su carácter excepcional, aquél mecanismo sólo debe aplicarse frente a la irrazonabilidad manifiesta. Sin perjuicio de los errores que pueda exhibir la sentencia, y se acuerde o no con la definición que ésta confirió al pleito-, los agravios vertidos, aparecen como meros disensos con la solución aportada por los jueces, desde que no logran demostrar con la precisión exigible, incoherencias internas de una magnitud tal, que justifiquen desautorizar el temperamento que siguió el tribunal de la causa La Corte provincial decidió - de una parte- que la Cámara tenía que expedirse exclusivamente sobre las prestaciones recíprocamente cumplidas en el decurso del contrato; y - de otra- que la faceta cuya definición se requiere en este estadio, no integraba los términos de la litis. Sin embargo, el interesado no ha confrontado esas premisas centrales con un solo dato concreto, que autorice a inferir que los jueces se encontraban obligados -y, a la vez, habilitados- a emitir un pronunciamiento específico sobre el punto. Luego, teniendo en mira el principio basal de congruencia, no parece irrazonable el señalamiento de la Corte local, en el sentido de que, en el marco de los juicios aquí entablados, tratándose de meras reservas, los jueces mal podrían haber emitido una resolución sobre esos aspectos. El quantum de las indemnizaciones es un asunto de hecho, prueba y derecho común, reservado -salvo arbitrariedad- a los jueces de la causa. El monto del daño moral no debe guardar necesaria relación con el daño material, -y sin desconocer las proyecciones que conductas como las que se atribuyen al demandado, podrían generar en el ánimo de un artista plástico-, lo cierto es que el recurrente no acreditó con una mínima eficacia, a través de medios dotados de suficiente fuerza de convicción (v.gr., dictámenes periciales), la significación efectiva del daño moral provocado, en el marco económico real de la relación jurídica truncada. En tales condiciones, se carece de un cartabón de mínima consistencia, que permita -en base al monto tarifado originariamente-, atribuir arbitrariedad al temperamento seguido por el superior tribunal de la causa, en un ámbito que - por su índole misma - presenta naturales dificultades en la tarea de cuantificación. Así ubicados, y teniendo en cuenta los parámetros adoptados en precedentes de la Corte referidos a situaciones tales como fallecimiento, grave detrimento a la salud, prolongada privación de la libertad, dilación en la entrega del cadáver de un hijo e, incluso, destrucción de obras artísticas, entre otras, el recurso no alcanza a formar convicción en el sentido que el importe admitido, se desentienda abiertamente de los requerimientos de la prudencia, por desconocer la intensidad de la lesión a las afecciones causadas, en forma tan patente, que conlleve una virtual inoperancia del art. 1078 del Código Civil. Finalmente, según la recordada doctrina de la Corte, la solución de controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y en tal sentido, esa Corte no es, salvo en el recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Torre, Eddie Julio c/ Vezio Tiezzi s/ cumplimiento de contrato


    T, 447, L.XLIV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Gravedad Institucional


    Servicio público de gas. Cobro de cargos específicos. Admisibilidad recurso extraordinario: gravedad institucional. Disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de otros poderes del Estado. Improcedencia de la medida cautelar otorgada: necesidad de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora.


    Como medio para admitir el recurso extraordinario, el Tribunal ha entendido que la gravedad institucional alude a aquellas situaciones que "exceden el interés de las partes y atañen al de la comunidad" o cuando están en juego "instituciones básicas de la Nación" o "la buena marcha de la instituciones" o cuando la cuestión incide "en la prestación de un servicio público" o cuando lo decidido tiene entidad suficiente para repercutir en la percepción de la renta pública, circunstancia que revela prima facie un factor de retardo y perturbación en el desarrollo de la política económica del Estado, con menoscabo de los intereses de la comunidad. Las circunstancias de la causa exceden el interés particular y atañen a la sociedad toda, pues se compromete la regularidad, continuidad y eficacia del servicio público al suspenderse, mediante la cautelar dictada, la plena aplicación del ordenamiento creado a partir de la ley 26.095, el que habría sido concebido para tratar de superar las notorias deficiencias que padece el sector. Los magistrados no extremaron los recaudos para verificar si los actores acreditaron la verosimilitud del derecho invocado, máxime cuando la Corte ha dicho en forma reiterada que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre ese requisito, así como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad, defecto éste que se torna más ostensible cuando se repara en que la medida cautelar concedida tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión planteada; anticipo que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o alteración de las circunstancias de hecho puedan influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible. El peligro en la demora, el examen de su concurrencia, requiere una apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si las secuelas que lleguen a producir los hechos que se pretenden evitar pueden restar eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y extintivo del proceso, así como que ese extremo debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones impugnadas, entre ellos su gravitación económica.


    Castilla, Miguel Alfredo y Céspedes, Maximiliano c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal s/ Medida cautelar.


    C, 878, L.XLIV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos Subjetivos. Interés


    Conflicto que no presenta aspectos de interés institucional o de orden público que ameriten pronunciamiento del MPF.


    Giacomuzo Hnos. SACIF c/ Mercedes Benz SA s/ Ordinario


    G, 842, L.XLIV, 21 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Trámite ante la Corte


    Recurso Extraordinario Federal. Afectación a la garantía de imparcialidad: agravio federal. Conocimiento del órgano máximo de la judicatura local previo a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se suscitan cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales. Cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas, bajo pretexto de recaudos formales, del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia.


    C., Ángel José y otros s/ Homicidio calificado


    C, 61, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Se solicita remisión de los autos principales.


    M., Adriana Isabel s/ Homicidio simple -causa nº 5834/08-


    M, 491, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa Comp. 122, L XLII, "Sección Comodoro Rivadavia Gendarmería s/ Averiguación adulteración de documento".


    G., Cristian Eustaquio s/ Inf. Art. 292 C.P.


    COMP, 589, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Arbitrariedad en la sentencia. Derechos y garantías del imputado. Valoración de la prueba. Doctrina del Tribunal europeo de Derechos Humanos.


    En casos como el presente, cobra especial interés para decidir sobre la cuestión, la calidad de la continuación del auto de procesamiento, pues la afectación de aquella posibilidad se verifica si esta decisión "implicó un estudio minucioso de la cuestión en cuanto a consideraciones de hecho, prueba, calificación legal y determinación de la responsabilidad por la realización de conductas desde el punto de vista de la culpabilidad". En síntesis, no parece admisible la postura pregonada por el supremo tribunal provincial, pues la mayoría de los jueces que confirmó el auto de procesamiento de la condenada no reunió la exigencia de imparcialidad objetiva para pronunciarse sobre la sentencia definitiva, en razón de que ya había analizado parte del fondo del asunto y no sólo la forma.


    Vladimirsky, Viviana Isabel s/ Supresión de documento público s/ Queja por deneg. del rec. de Inconst.


    V, 448, L.XLIV, 13 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio de Admisibilidad


    Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    la Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos formales que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Toqui S.A. c/ Instituto provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal


    T, 6, L.XLV, 25 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Sentencia


    Solicita medida para mejor proveer. Evitar pronunciamiento inoficioso. Circunstancias existentes al momento de resolver.


    Previo a dictaminar con relación a la vista que se confiere a este Ministerio Público, el Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. En concreto, si se abonan -y de qué forma- los servicios financieros y la amortización de dichos bonos.


    Uribe, Ana Livia y otro c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01 y 214/02 (Caja de Valores) s/ Amparo


    U, 46, L.XLIV, 29 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Confirmación de la Sentencia Recurrida


    Demanda de daños y perjuicios contra Estado Nacional. Responsabilidad por “falta de servicio”. Monto indemnizatorio. Costas de instancias ordinarias: cuestión ajena al remedio federal. Ley 18.564: validez constitucional.


    No cabe la apelación extraordinaria cuando procede el recurso ordinario concedido, por ser éste comprensivo de la plena jurisdicción de la Corte Suprema y de hecho así resolvió la alzada en autos respecto del presentado por el Estado Nacional. En el sub lite, es correcto y atinado el análisis exhaustivo del a quo respecto de la validez de la ley 18.564 y del decreto 258/70 y los intentos argumentativos de los apelantes no son suficientes ni relevantes como para modificar las conclusiones a las que se arribó. Tampoco resulta admisible atacar de irregular el proceder del interventor de solicitar la intervención judicial —más allá de haberse ésta anulado con posterioridad— porque estando investido de las facultades del directorio tenía las facultades necesarias para solicitarla; de hecho, los mismos directores de la sociedad sostuvieron que a ellos le hubiera correspondido pedir judicialmente la intervención de haber estado en ejercicio y fueron ellos los que finalmente la apelaron obteniendo su anulación. Además, la mera petición no puede acarrear responsabilidad alguna toda vez que bien pudo haber sido rechazada por la justicia local; a todo evento —aunque no evaluado en autos— podría haberse cuestionado la actividad de la justicia provincial. En síntesis, no existe arbitrariedad alguna en la conclusión del a quo ni que los argumentos del recurrente sean otra cosa que una divergencia de apreciación de criterios. Con relación a los demás agravios —la extensión del monto indemnizatorio por daño moral; el modo en que el a quo fijó las costas y el planteo de inconstitucionalidad de las leyes de convertibilidad y de consolidación— en tanto su evaluación se encuentra supeditada a lo que la Corte resuelva en los recursos ordinarios de apelación —en especial, el deducido por el Estado Nacional en referencia a su supuesta responsabilidad por falta de servicio— su análisis deviene inoportuno para este Ministerio Público. Sin perjuicio de ello, dable es destacar que: 1) el argumento referido al monto resarcitorio sólo revela una apreciación diferente a la del sentenciante sin que se demuestre una irrazonabilidad de la conclusión; 2) tiene dicho el Tribunal que la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal y 3) la Corte reiteradamente ha expresado su decisión a favor de la validez constitucional de las leyes de convertibilidad y de consolidación de deudas del Estado Nacional.


    Lamuraglia, Raúl Eduardo y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Daños y perjuicios


    L, 867, L.XLIII, 03 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Revocación con Reenvío


    Demanda contra Estado Nacional. Prohibición de actualización monetaria. Inconstitucionalidad del art. 61 de la Ley 21.839. Pronunciamiento inválido. Fundamento insuficiente.


    Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo, al declarar la inconstitucionalidad del art. 61 de la ley arancelaria con fundamento en la necesidad de actualizar las sumas debidas por inflación, desconoce la vigencia de una norma federal como la 25.561 que establece una prohibición indexatoria. En este sentido, cabe destacar que la ley 25.561 si bien deroga el régimen de convertibilidad impuesto por la ley 23.928, no modifica en lo sustancial los artículos 7 o y 10 (ver art. 4 de la ley 25.561), por lo que se mantiene la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa. Por lo tanto, el apartamiento de la normativa aplicable al caso sin fundamento suficiente, sin que obsten a ello las referencias a la variación del índice de precio, a la inflación o al cambio de las condiciones económicas y financieras, torna el pronunciamiento inválido.


    Bonnin, Carlos Alfredo c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


    B, 31, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Penal


    Etapas del Proceso Penal


    Ejecución


    Pena Privativa de la Libertad


    Tratado sobre Traslado de Condenados. Ley del Estado receptor. Equiparación a la menor restricción de la libertad: principio humanitario.


    Más allá de la interpretación literal del artículo XI del Tratado sobre Traslado de Condenados, que impone que la ejecución de la sentencia se rige por la ley del Estado receptor, razones de humanidad, equidad y estricta justicia, impiden soslayar las particulares implicancias y duración del encierro, correspondiendo la equiparación a la menor restricción de la libertad. Esta solución del principio humanitario no deriva en un incumplimiento contractual, pues no menoscaba la vigencia del orden jurídico extranjero, si se le concede al presentate algo que también se le concedería en el país que la condenó.


    G., Karina Dana s/ Recurso de casación


    G, 942, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Instrucción


    Excarcelación


    Excarcelación. Doctrina de la arbitrariedad. Necesidad de valorar los elementos objetivos del caso. Probabilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva.


    Varias de las circunstancias que fueron invocadas por la Cámara de Apelaciones y por el representante del Ministerio Fiscal y que el a quo descalificó, constituían justamente circunstancias objetivas de envergadura que no podrían ser soslayadas por los jueces de la causa, sin incurrir en arbitrariedad, al momento de elaborar el pronóstico de fuga o entorpecimiento de las investigaciones y resolver sobre la necesidad de disponer restricciones tendientes a dificultar comportamientos que malogren los procesos en trámite.


    Z., Albino Mario Alberto s/ Causa N° 10.087


    Z, 105, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    


    Delitos de lesa humanidad. Posibilidad de otorgar la libertad al imputado. Responsabilidad internacional del Estado argentino. Necesidad de merituar los riesgos procesales y la gravedad del delito imputado.


    Si se autoriza la libertad del imputado en casos en los que se imputan al acusado varios delitos calificados como de ‘lesa humanidad’, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por lo tanto, pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en estos hechos. Debe tenerse en cuenta que no es lo mismo la sujeción de una persona que espera la realización de su juicio con la expectativa de ser condenada a una pena de ejecución condicional o de efectiva privación de la libertad por un periodo de tiempo limitado, que otra respecto de la cual, de recaer condena, será fatalmente de efectivo cumplimiento y, casi con seguridad, la máxima prevista en el ordenamiento. Asimismo no debe menospreciarse a las estructuras de poder a las que podría recurrir con mayor facilidad el imputado de recuperar su libertad; estructuras que habrían actuado con total desprecio por la ley y sobrepasado los límites del territorio nacional, integrando una red continental de represión ilegal, cuyos residuos remanentes sería ingenuo ignorar.


    J., Yamil s/ Recurso Extraordinario.


    J, 35, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Arresto domiciliario. Evaluación de los riesgos procesales. Consideración de las estructuras de poder que actuaron durante la dictadura. Condiciones personales del imputado.


    Si bien el pronunciamiento impugnado no pone fin al proceso, puede ser equiparado a definitivo en atención a la naturaleza del agravio que se invoca, pues el recurrente alega tanto arbitrariedad fáctica como normativa, al sostener que el alcance irrestricto otorgado por el a qua a las normas que restringen la excarcelación importa una aplicación automática del instituto liberatorio, en perjuicio de los fines del proceso. En casos en los que se imputan al acusado numerosos delitos calificados como de "lesa humanidad", se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Corresponde destacar el carácter menos lesivo de la detención cautelar domiciliaria respecto del encarcelamiento con el mismo fin, ya que, ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, esa medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado. Sería ingenuo desconocer que las estructuras de poder que actuaron con total desprecio por la ley en la época de los hechos, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente con alta jerarquía en esas estructuras facilita claramente la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.


    V., Alberto Gabriel s/ Causa nº 10.919.


    V, 261, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Evaluación de los riesgos procesales. Consideración del poder de las estructuras de represión ilegítima que actuaron durante la dictadura militar. Condiciones personales del imputado.


    Existe un especial deber de neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en los casos de delitos de lesa humanidad, ya que excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino. Sin perjuicio de que el delito de desaparición forzada de personas es concebido y ejecutado por una organización, ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata de una organización cualquiera, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, todavía hoy conservarían una actividad remanente en nuestro país. La libertad del imputado favorece claramente la posibilidad de que eluda u obstaculice la acción de la justicia, al tener en cuenta su experiencia, los medios y las relaciones de las que podría valerse. Además este riesgo se ve robustecido por la expectativa de una condena que sería con toda probabilidad una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    P., A. R. s/ Causa N° 11.382.


    P, 666, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Excarcelación. Arresto domiciliario como medida menos lesiva que el encarcelamiento.


    Existe cuestión federal cuando se invoca la violación del derecho federal fundado en la ley 24.390, a causa de su aplicación errónea. La resolución impugnada es equiparable a sentencia definitiva pues se trata de una cuestión que reviste gravedad institucional, en tanto el criterio adoptado por el a quo compromete la administración de justicia al afectar la forma de aplicación de la ley procesal penal. Cabe recordar que en los casos de crímenes de lesa humanidad se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos constitutivos de violaciones graves a los derechos humanos, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por ello pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado frente a la posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en estos hechos. Por último, debe destacarse que la modalidad de la privación preventiva de la libertad de “arresto domiciliario” tiene un carácter menos lesivo respecto del encarcelamiento, por lo que la Corte ha confirmado la denegación de una excarcelación solicitada por haber transcurrido más de tres años en aquella condición. En el mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha afirmado que, cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepase lo razonable, el Estado podrá limitar la libertad del imputado con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, distintas a la privación de su libertad mediante encarcelamiento.


    D., Orlando Oscar s/ Causa Nº 9888.


    D, 80, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Detención cautelar domiciliaria como medio menos lesivo que el encarcelamiento. Evaluación de riesgos procesales.


    Si se autoriza la libertad del imputado en casos en los que se imputan al acusado varios delitos calificados como de ‘lesa humanidad’, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por lo tanto, pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en estos hechos. Corresponde destacar el carácter menos lesivo de la detención cautelar domiciliaria respecto del encarcelamiento con el mismo fin, ya que, ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, esa medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado. No se debe menospreciar las estructuras de poder a las que podría recurrir con mayor facilidad el imputado de recuperar su libertad; estructuras que habrían actuado con total desprecio por la ley y sobrepasado los límites del territorio nacional, integrando una red continental de represión ilegal, cuyos residuos remanentes sería ingenuo ignorar.


    G., Aníbal Alberto s/ Causa Nº 8222.


    G, 1162, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Excarcelación. Requisitos para su denegación. Evaluación de los riesgos procesales. Resoluciones que revisten la calidad de "sentencia definitiva".


    La sola referencia a la pena establecida por el delito por el que ha sido acusado y la condena anterior que registra el imputado, sin precisar cuáles son las circunstancias concretas de la causa que permitieran presumir fundadamente que intentará burlar la acción de la justicia, no constituye fundamento válido de la decisión de denegar la excarcelación, sino que sólo trasunta la voluntad de denegar el beneficio. La CIDH sostuvo que el art. 7.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos exige que la detención cautelar se funde en la necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. Por el contrario, las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva. Debe considerarse “sentencia definitiva” a todo pronunciamiento que si bien no ponga fin al pleito, pueda generar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, como la resolución que deniega una excarcelación. Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso penal, no reúnen, por principio, esa calidad; principio que no debe soslayarse aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.


    P., Roberto Luis s/ Causa Nº 8271.


    P, 315, L.XLIV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    


    Delitos de lesa humanidad. Excarcelación. Criterios para evaluar el riesgo de entorpecimiento de la investigación o el peligro de fuga. Conductas que se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de estos hechos. Consideración del poder remantente de


    Si el imputado se encuentra cumpliendo su detención cautelar bajo la modalidad de arresto domiciliario, la Corte ha valorado el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, al sostener que, ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado. Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentra el que se juzga en esta causa. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones político·sociales y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio. Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, que apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegitima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente con alta jerarquía en esas estructuras, facilita claramente la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia. No se teme a la capacidad fisica de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre las estructuras de poder que le fueron adictas y que, por desgracia, pueden pervivir en el país. No se teme la fuerza, sino el poder de un hombre.


    D. B., Ramón Genaro s/ Recurso de casación.


    D, 352, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Excarcelación. Gravedad institucional. Carácter menos lesivo de la detención domiciliaria. Criterios para evaluar la existencia de riesgos procesales. Consideración del poder de las estructuras de represión ilegal que actuaron d


    En atención al carácter menos lesivo de la detención domiciliaria respecto del encarcelamiento con el mismo fin, al sostener que, ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado. Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura tuvieron inicio luego de restablecida la democracia. La circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones político-sociales y mediante distintos medios. por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio. Algunos casos recientes de maniobras que ponen en pelígro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravisimos que habría cometido en su calidad de agente con alla jerarquia en esas estructuras, facilita claramente la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.


    M., Virton Modesto s/ Recurso de casación.


    M, 612, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Procesamiento. Prisión Preventiva


    Remisión a lo dictaminado en la causa V. 300, L. XLIV, "V., Jorge Rafael s/ Recurso de inconstitucionalidad de los decretos N° 1002/89 y 2745/90".


    V., Jorge Rafael s/ Legajo prórroga prisión preventiva.


    V, 6, L.XLV, 26 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Juicio


    Juicio Común. Sentencia. Modificación de la Calificación. Principio de Congruencia


    Principio de congruencia. Tribunal que impone una condena por una calificación diferente a la pretendida por el fiscal.


    La función de la acusación es construir la imputación que constituye el objeto del juicio, en torno del cual girará la defensa. En este orden de ideas, la Corte ha establecido que aquel pronunciamiento sólo se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables. Si bien en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia.


    R., Franco David s/ Robo con armas, etc. - Causa nº 2496-


    R, 1096, L.XLIII, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    


    General


    Extradición


    Extradición Pasiva


    Extradición pasiva. Carácter del procedimiento extraditorio. Posible influencia política sobre los magistrados del país requirente. Ausencia de pruebas que avalen la protesta.


    El proceso de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. Así, resulta claro que el juez de la extradición no debe merituar la prueba ni los argumentos que fundamentan la imputación en el Estado requirente. Mal puede prosperar el agravio referido a la influencia que ejercerían el presidente anterior del país requirente y sus aliados políticos en el desempeño de los magistrados y agentes del poder judicial, si no se acompañan pruebas que apuntalen tal protesta, sin que puedan considerarse tales, conjeturas que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los Estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente han de aplicar con justicia la ley de la tierra.


    A. R., Octavio s/extradición.


    A, 1184, L.XLIV, 05 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Condena dictada en rebeldía. Normativa del país requirente que no contempla la reapertura de la causa. Derechos inherentes al debido proceso.


    Si de las constancias que obran en el legajo surge que el imputado no estuvo a derecho en ninguna de las etapas del proceso por el cual fue condenado, y que las normas del Estado requirente "no contemplan la reapertura de la causa", no existe posibilidad de sostener el recurso intentado por este Ministerio Público, ello sin desmedro de la función que atribuída por el artículo 25 de la ley de extradiciones, en atención al superior mandato constitucional contenido en al artículo 120 de la Constitución Nacional.


    A. M., Gonzalo s/ Extradición.


    A, 593, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Procedimiento de extradición. Extradición pasiva. Artículo 2.1 del Tratado de Extradición con la República del Perú. Principio de doble subsunción. Necesidad de que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. Alcance del trámite de extradición.


    El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. En el trámite de extradición no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. La configuración del principio de doble subsunción no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito.


    F. H., Samuel s/ Extradición -art. 52-.


    F, 361, L.XLV, 29 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. Hechos juzgados en el país requerido: garantía de ne bis in idem. Cómputo del tiempo que el requerido haya estado privado de su libertad en el marco del trámite de extradición.


    Ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Sólo se ve vulnerada la garantía contra la doble persecución penal si la totalidad del reproche contenido en la conducta por la que se formula el pedido extraditorio ya está comprendida en la imputación más amplia por la que fue perseguido penalmente en el país, por cuanto el tipo penal más gravoso consume las distintas etapas del iter criminis. Cabe destacar que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    P., Roberto s/ Extradición.


    P, 213, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Identificación fehaciente de la persona requerida. Necesidad de certificación de las copias de las piezas procesales.


    El Estado requirente aporta la documentación requerida por la Convención para identificar fehacientemente a la persona cuya entrega se reclama, sin prejuicio de que en una de las resoluciones por las cuales se lo solicita se indique como imputado a una persona distinta del requerido, siempre que resulte a las claras que esa sindicación constituye un mero error material. La copia de uno de los autos de detención adquiere el carácter de "copia auténtica" al haber sido certificada por el órgano judicial en el país requirente y al ser introducida por la vía diplomática.


    S. G., Edgardo Dante s/ Detención preventiva.


    S, 307, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Razonabilidad de las exigencias solicitadas al Estado requirente. Supuesto peligro de ser sometido a tratos inhumanos en razón del estado carcelario del estado requirente. Necesidad de un peligro real y concreto. Cómputo del plazo privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en el trámite de extradición.


    No resulta razonable exigir al Estado requirente, cuando se encuentra en las primeras instancias el proceso por el que solicita el extrañamiento, mayores precisiones que las que reclama nuestro ordenamiento ritual en la misma etapa procesal, en la cual sólo se impone al denunciante y al fiscal una descripción circunstanciada del hecho cuando fuera posible. Los argumentos dirigidos a cuestionar la participación que se le atribuye al requerido en los hechos que dan fundamento a la asistencia internacional, constituyen una defensa de fondo que sólo puede discutirse ante los tribunales del país requirente, por vincularse con la determinación de su responsabilidad. Respecto del supuesto peligro de ser sometido a tratos inhumanos en razón del estado carcelario del estado requirente debe tenerse en cuenta, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en el proceso en particular de la justicia del país requirente. Ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Esto sin prejuicio de que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    S., Juan s/ Detención preventiva para extradición intern.


    S, 273, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Presunta comisión del delito de tráfico ilícito de estupefacientes por una pluralidad de intervinientes en forma organizada. Proceso multijurisdiccional. Cooperación internacional.


    Basta, para resguardar la integridad física del extraditable, que el Poder Ejecutivo, quien deberá hacer efectivo el extrañamiento, provea de los medios necesarios para que el traslado se efectúe resguardando su salud física y mental, y obtenga del Estado requirente las seguridades de que se continuará con los tratamientos médicos que hubiere menester. El tipo penal del delito de tráfico ilícito de estupefacientes, cometido por pluralidad de intervinientes en forma organizada, consume los injustos realizados en el iter criminis, en razón de tratarse de las que se denominan "infracciones progresivas" en las que el proceder del agente va recorriendo diferentes infracciones jurídicas de creciente gravedad y respecto de las cuales la punición del grado más avanzado comprende el contenido del injusto de los pasos previos. Por ello, delitos como el aludido, que afectan a la comunidad de las naciones, requieren razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación internacional, atento a que, dada la modalidad en que se llevan a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho. La Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, prevé que cada Estado parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos por ella tipificados, como la participación en la comisión de alguno de ellos, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de realizarlos, y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión, cuando se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en él alguno de los injustos prohibidos por el instrumento internacional. A su vez, la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal contempla dos supuestos en los cuales podrá concederse la extradición cuando un delito cayere también bajo la jurisdicción argentina. Por un lado, cuando el ilícito por el que se la requiere integre una conducta punible significativamente más grave, que fuese de la competencia del Estado requirente y ajena a la jurisdicción argentina; o por otro, cuando el país solicitante tuviese facilidades notoriamente mayores que la República Argentina para conseguir las pruebas del delito. De ello puede concluirse que ante la concurrencia de jurisdicciones para entender respecto de los delitos sobre los que versa la presente asistencia, se permite el juzgamiento por un Estado de los hechos que se hayan cometido en su inicio fuera de su territorio, cuando produzcan sus efectos en él. Cabe destacar que lo que la Constitución repudia es el intento de privar a un juez de su jurisdicción en un caso concreto y determinado, para conferírselo a otro juez que no la tiene, en forma tal que por esta vía indirecta se llegue a constituir una verdadera comisión especial disimulada bajo la calidad de juez permanente de que se pretende investir a un magistrado de ocasión.


    Interpol Moscú s/ Pedido de extradición.


    I, 19, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Separación de los requeridos y sus hijos. Convención sobre los Derechos del Niño. Aplicación de la acordada 40/97 de la Excelentísima Cámara Federal de Apelaciones de San Martin. Valoración de la prueba ajena al proceso de extradición.


    En el caso de un proceso extraditorio, no puede inferirse que la separación de padres e hijos sea contraria a los valores que sostiene la Convención sobre los Derechos del Niño. Por el contrario, los Estados contratantes previeron especialmente esa excepción ante dos supuestos. Por un lado, cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Y en segundo término, cuando "sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (... ) de uno de los padres del niño, o de ambos". En este sentido, la pauta hermenéutica liminar del "interés superior del niño" no puede ser interpretada de forma que los derechos receptados por el instrumento internacional, sean utilizados para beneficiar a los adultos con quienes el niño mantiene algún vínculo familiar o afectivo. Respecto del derecho del niño a intervenir en todos los asuntos que lo afecten, en particular, de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo, la Corte sostuvo que el mecanismo regulado por la acordada 40/97 de la Excelentísima Cámara Federal de Apelaciones de San Martin se presenta como suficiente para encauzar cualquier reparo que el menor y/o sus representantes tuvieron o pudieran tener en punto a la separación de padres e hijos, y que esa intervención puede efectuarse aún luego de adquirir firmeza la declaración de procedencia de la extradición. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo, por lo que no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. De allí que cuestiones vinculadas a la valoración de la prueba son ajenas a este proceso y deben ser planteadas ante los jueces naturales del Estado requirente.


    L., Vanesa Maricel y O., Félix Adrián s/ Extradición.


    L, 125, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Observancia del Debido Proceso


    Sistema de enjuiciamiento español. Representación del imputado en juicio. Notificación de la sentencia. Ausencia de afectación del orden jurídico internacional o nacional.


    El sistema de enjuiciamiento que aplica España, prevé que las personas imputadas, a lo largo del proceso, estén "representadas por procurador y defendidas por letrado". De tal forma, no debe llevar a engaño que la notificación de la sentencia fuere efectuada a un "procurador", puesto que es quien representa en el juicio al imputado, y también se encuentra previsto que esa notificación surtirá plenos efectos en caso de no ser posible notificar "a la parte". Y en esto, que es en definitiva la simple aplicación del ordenamiento español al caso, no se aprecia afectación del orden jurídico internacional o nacional.


    C.P., Oscar Alfredo s/ Extradición.


    C, 205, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Requisitos. Carácter del proceso extraditorio. Agravios introducidos tardíamente. Opción de ser juzgado por tribunales nacionales.


    El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. De allí que cuestiones vinculadas a la valoración de la prueba son ajenas a este proceso y deben ser planteadas ante los jueces naturales del Estado requirente. Si uno de los agravios recién se la introdujo en la presentación del memorial ante la Corte, corresponde su rechazo in limine. Si los Estados contratantes previeron especialmente en el instrumento convencional, que la extradición y entrega de la persona reclamada no serán denegadas en virtud de ser ésta nacional de la parte requerida, no hacer lugar al pedido del extraditable de de ser juzgado por los tribunales nacionales.


    L., Ricardo Jorge s/ Extradición.


    L, 182, L.XLV, 02 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Pedido de Extradición


    Extradición pasiva. Condena dictada en el extranjero en ausencia del imputado. Carácter del proceso extraditorio. Requisitos del pedido de extradición: acompañamiento de copias de la normativa aplicable. Pedido de nulidad del proceso: requisito de fundamentación del planteo.


    En el juicio extraditorio no se podrá discutir acerca de la existencia del hecho imputado o la culpabilidad del requerido, restringiéndose el debate a las condiciones exigidas la ley 24.767, por lo que está vedado al juez de aquél proceso conocer del fondo del asunto, y en especial, sobre la culpabilidad o inculpabilídad de la persona reclamada. Mientras no lo exijan expresamente el respectivo tratado o la legislación nacional, no es indispensable que el pedido de extradición contenga copia de las disposiciones legales del país requirente relativas a la prescripción de la acción o de la pena. La prueba de que ésta se ha operado incumbe a quien la alega, por tratarse de una excepción y de la existencia de una ley extranjera. Es inadmisible el planteo de nulidad del proceso si el recurrente no señala de qué modo los intereses concretos de su pupilo han resultado afectados por los actos que pretenden impugnar, ni qué derechos se ha visto privado de ejercer, máxime si el agravio, lejos de poder ser invocado como una causal de nulidad del proceso, solo constituye un reproche a la viabilidad del pedido de extradición.


    P., Christophe Alain Laurent s/ Detenc. Prev. con miras a la extradición.


    P, 352, L.XLV, 18 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Tratado de extradición con la República Federativa de Brasil. Artículos 12 y 36 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Disparidad de trato entre las distintas normas de carácter nacional y otras internacionales. Sospecha de que se conculcarán las garantías fundamentales de la persona cuya entrega se reclama: necesidad de razón fundada.


    En el sistema legal vigente, si un tratado faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo debe resolver, en la oportunidad prevista en el artículo 36 de la citada ley, si hace o no lugar a la opción. La disparidad de trato en relación con la ley nacional y otros convenios celebrados con potencias extranjeras que sí permiten la opción del nacional de ser juzgado en la República, no es contraria a las disposiciones de la Constitución Nacional. El artículo 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia amplitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación, aunque ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. Mientras la distinción radique en una clasificación objetiva, originada en algún motivo sustancial para que las cosas o personas sean catalogadas en grupos distintos, que no merezca la tacha de irrazonabilidad o arbitrariedad, la garantía velada por la Carta Magna consistente en "tratar igualmente a los iguales en iguales circunstancias" no se ve violentada de manera alguna. No basta la mera invocación de la existencia de prácticas aberrantes por parte de las autoridades del país extranjero para sostener la imposibilidad de efectuar la entrega de una persona, sino que debe tenerse en cuenta, al margen de esas referencias genéricas, si existen elementos concretos en la causa que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación, en un proceso en particular, de la justicia del país requirente.


    D. C., Carlos Alberto s/ Extradición a la República Federativa del Brasil.


    D, 456, L.XL, 13 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Presunto tráfico internacional de estupefacientes. Pedido de extradición. Garantía contra la doble persecución penal: necesidad de que el extraditable no esté procesado en el país donde se pidió la extradición.


    Si el extraditable sólo fue investigado en el país, y ello consistió únicamente en tareas de inteligencia destinadas a determinar su identidad y circunstancias personales, sin llegar a ser considerado como imputado y no fue indagado ni procesado, cabe concluir que aceptar el pedido de colaboración internacional no implica riesgo alguno para el requerido de ser perseguido múltiples veces por el mismo hecho. Según el artículo 5.2 del Tratado de Extradición con los Estados Unidos de Norteamérica si ambas Partes tienen jurisdicción por los hechos sobre los cuales se solicita la extradición, ésta no será denegada por el motivo de que las autoridades del Estado requerido no hayan iniciado un proceso penal contra la persona reclamada por tales hechos. En los casos en que exista un proceso iniciado en jurisdicción argentina en contra de los extraditables, cualquiera sea la causal por la que finalice -absolución, condena o no continuación- el individuo requerido se encuentra al amparo de la garantía que veda el doble juzgamiento según el alcance del ordenamiento jurídico argentino.


    P. C., Ibar Esteban s/ Su pedido de extradición.


    P, 479, L.XLV, 13 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Tráfico ilícito de estupefacientes. Principio de territorialidad: acciones con relevancia típica realizadas en el extranjero.


    Si no surge del relato que realiza la justicia requirente, ninguna conducta reprochable realizada por el extraditable que haya ocurrido en la Argentina, sino que el único hecho punible ocurrido en nuestro territorio, fue llevada a cabo por terceras personas, quienes ingirieron los estupefacientes para sortear nuestras fronteras y entregar el estupefaciente en Alemania, por lo que corresponde conceder la extradición respecto a esos hechos, al no corresponder la jurisdicción penal argentina respecto de esos hechos. Además, debe tenerse en cuenta que delitos como el tráfico ilícito de estupefacientes, afectan a la comunidad de las naciones, requieren de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación judicial, por lo que nada obsta a admitir la concesión parcial de la extradición, juzgando los hechos que se le imputan según el criterio de la territorialidad.


    M., Oleg s/ detención preventiva con miras de extradición.


    M, 1202, L.XLIV, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición. Imposibilidad de modificar la calificación efectuada por el país requirente. Tiempo de privación de la libertad: cómputo del plazo.


    Ante la existencia de un tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente porque ese extremo resulta ajeno al trámite de la extradición y debe ser resuelto en el proceso penal pertinente. Los reclamos en torno a esta cuestión, por constituir defensas de fondo, deben ser ventilados en el marco de la causa que da origen a la asistencia internacional. Razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    B. M., Nelson s/ Extradición.


    B, 1248, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Extradición. Doble subsunción del hecho. Necesidad de que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.


    La doble subsunción del hecho en el proceso de extradición no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley, siendo lo relevante que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.


    M., José Antonio s/ Extradición.


    M, 52, L.XLV, 23 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Procedimiento Extraditorio


    Recurso de apelación ordinaria: Documentación necesaria para resolver la extradición. Envío de la documentación por parte del Estado solicitante durante la sustanciación del recurso. Devolución de las actuaciones al Tribunal de origen.


    Encontrándose en vista en esta Procuración General el presente remedio procesal, arribó la documentación reclamada a las autoridades italianas en virtud de la sentencia dictada por la Corte en estos autos en fecha pasada. Por esta razón, las actuaciones deben regresar al tribunal que intervino en la sustanciación del trámite extraditorio a fin de que las partes puedan celebrar el juicio correspondiente, donde podrán ofrecer su parecer respecto de la información acompañada y ejercer plenamente sus facultades en un contradictorio.


    G., Sergio Miguel s/ Extradición.


    G, 621, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Proceso Judicial. Defensas


    Extradición pasiva. Compromiso de no aplicación de la pena de muerte. Legitimación del fiscal del país requirente para asumir dicho compromiso. Órgano facultado para apreciar la ejecución de un tratado o las medidas a adoptar en caso de incumplimiento.


    Si el compromiso de que la pena de muerte no será impuesta, o de serlo, no ejecutada, fue asumido por una funcionaria estatal que integra, jerárquica y operativamente, la autoridad competente a la que hace referencia el tratado aplicable, y su legitimidad no puede cuestionarse porque el Fiscal General y sus dependientes son, en suma, "las autoridades pertinentes de la Autoridad Ejecutiva". El órgano investido para apreciar la ejecución de un tratado y las medidas que, en caso de incumplimiento, puedan adoptarse, es el Poder Ejecutivo Nacional, en consonancia con las cláusulas constitucionales que confían a éste el manejo de las relaciones exteriores. Ello es así, desde que le corresponde en forma privativa la valoración de las relaciones que vinculan a nuestro país con el Estado requirente y, por tanto, es él el único capacitado para decidir hasta qué punto la práctica extranjera, o el motivo que ha dado lugar a ella, puede afectar la confianza en el cumplimiento de las obligaciones que asume la nación solicitante. Respecto de la queja de que no puede concederse la extradición a un Estado que contempla la pena de muerte entre sus sanciones, en razón de que nuestro país ratificó la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la misma debe ser rechazada si el país solicitante asumió el compromiso de que dicha condena no será impuesta, de acuerdo a las previsiones del artículo 6 del tratado aplicable, mediante el cual específicamente se buscó salvaguardar las normas de orden público nacional.


    C., Roque Esteban s/extradición


    C, 1625, L.XLIV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Órganos Intervinientes. Poder Ejecutivo


    Extradición pasiva. Solicitud del requerido de ser juzgado por los tribunales argentinos: resolución del Poder Ejecutivo.


    El Tratado de extradición celebrado con la República de Italia, prescribe que "cada parte podrá rehusar la extradición del propio nacional". Es decir que el instrumento internacional no obliga a entregar al ciudadano del estado reclamado, sino que le otorga discrecionalidad. Lo que significa que este convenio es de aquellos que facultan la extradición de nacionales. Este supuesto se encuentra contemplado por el artículo 12 de la Ley 24.767, el cual prevé que "si fuere aplicable al caso un tratado que faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo, en la oportunidad prevista en el artículo 36 resolverá si se hace lugar o no a la opción". Por ello, es el Poder Ejecutivo quien debe resolver si hace o no lugar a la opción.


    P., Eduardo Francisco s/ Detención con fines de extradición.


    P, 306, L.XLV, 13 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Garantías Procesales


    Recurso de queja. Requisitos para la procedencia de recurso ante tribunal de alzada. Derechos y garantías del imputado. Similitudes con lo dictaminado en el caso "Saavedra".


    Las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48. Y si bien es cierto que la Corte ha reconocido que ese principio puede ceder cuando lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio, no se encontraría que los agravios del recurrente alcancen a demostrar que en el caso se trate de ese supuesto. Así, pues una detenida lectura de las actuaciones permite advertir que la decisión que declaró desierto el recurso no resulta arbitraria, en tanto se encuentra fuera de discusión que al momento de mantener la apelación, el plazo previsto para realizar ese acto procesal se encontraba fenecido y no surge del expediente, ni la defensa alegó -más allá de la referencia a una permanente recarga de tareas- razones excepcionales que el tribunal hubiera debido tener en cuenta para dispensar el cumplimiento de la elemental carga procesal de observar los términos de la ley. Acerca de la pretendida violación a la garantía de la doble instancia, ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos que el mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante -como podría ocurrir, por ejemplo, cuando no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado- no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. De acuerdo con ese criterio, el hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio, y así lo ha entendido la Corte al concluir que la Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, ni ellos tienen en sí tal carácter. En ese sentido, se entiende que el apelante no ha demostrado la existencia concreta de agravios de naturaleza federal, ni que su crítica supere el ámbito propio de los aspectos regidos por el derecho procesal, cuyo análisis es ajeno a esta instancia ele excepción y que, en la medida en que fueron resueltas por el a quo con fundamentos de igual carácter, obstan la tacha de arbitrariedad.


    P., Walter Salvador Dionisio s/ Causa N° 7737


    P, 1156, L.XLIII, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia


    En atención a que el legajo es copia fiel del remitido a conocimiento de la Corte Suprema, debe estarse a lo allí dictaminado.


    


    C., Federico J. s/ Denuncia.


    COMP, 416, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia


    Remisión a la Competencia nº 723 L. XLII in re "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Rolando y otro s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 235, L.XLV, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias nº 264 L. XLII in re "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y nº 303 L. XLII in re "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Elizabeth y otro s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 239, L.XLV, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la competencia nº 611 L. XLIII in re "C., Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Andrés s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 260, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "C., Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    P., Sergio s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 264, L.XLV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 734, L. XLIII in re "González, Narda s/ suicidio en tentativa".


    N.N. s/ Suicidio en tentativa


    COMP, 130, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias n° 264 L. XLII in re "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y n° 303 L. XLII in re "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Alberto s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 29, L.XLV, 25 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Requiere al juzgado nacional los antecedentes necesarios para poder emitir el dictamen.


    B., Jorge Antonio s/ Encubrimiento


    COMP, 325, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 660, L.XLII, "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23.737".


    D. P., Jorge Adrián s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 545, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    G., Christian Jorge s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP, 360, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Amenazas y lesiones leves. Unidad de contexto delictivo.


    Si en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, es aconsejable que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves. Al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva. posee la más amplia competencia para su conocimiento,


    M., Alberto s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP, 341, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 723, L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Emilia Ángela s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP, 547, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    C., Antonio Ramon s/ Denuncia estafa


    COMP, 419, L.XLV, 04 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 20, L. XLIV, "Campusano, Juan Antonio s/ Infracción a la ley 23.737".


    P., Jesús Alejandro s/ Infracción ley nacional de estupefacientes


    COMP, 640, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias n° 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la ley 23.737" y n° 163, L. XLIII, "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    S., Miguel Angel s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 484, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 328:4696, y a la Competencia nº 193, L. XLIV, "N.N. s/ Tenencia o acopio de material explosivo".


    S. S., Martín Eduardo s/ Inf. art. 189 bis


    COMP, 378, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 723, L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    V., Hugo Orlando s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 581, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Transferencia progresiva de competencias penales al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Delitos tipificados con posterioridad a dichas transferencias.


    No resulta admisible considerar inserta dentro de la competencia local a cada conducta ilícita que, con posterioridad a la sanción de la ley 24.588, sea catalogada como delito sino que, contrariamente, los nuevos tipos penales que, eventualmente, se sancionen en el futuro, a menos que contengan disposiciones expresas, deben ser sometidos a un nuevo convenio de partes y posterior ratificación legislativa, para integrar la jurisdicción local.


    Z., Santiago y K., Claudio s/ Pta. comisión delito ley 25.761


    COMP, 83, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. N° 264 L. XLII, "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y S.C. N° 303 L. XLII, '''Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Juan Manuel y P., Mario Francisco s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 1000, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Competencias n° 264, L. XLII, "Satazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Walter Ramón s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 1042, L.XLV, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 1068 L. XLIII "Otero, Miguel Ángel s/ Infracción a la ley 23.737".


    P. G., Pablo Gabriel s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 970, L.XLV, 03 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Competencia N° 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    Dirección Antidrogas de la Gendarmería Nacional s/ Denuncia


    COMP, 900, L.XLV, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S. C. N° 159 L. XLIII, "Juárez. Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes".


    L., Atilio José y H., Luis Sergio s/ Tráfico ilegal de estupefacientes en la modalidad transporte


    COMP, 966, L.XLV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Competencia n° 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Máximo Javier s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 1050, L.XLV, 30 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S.C. N° 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P, s/ infracción a la ley 23.737".


    N.N. varios s/ Posible Delito de Infracción a la ley 23.737


    COMP, 904, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de conpetencia. Remisión a N° 665, L. XLIII, "Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23.373".


    R., Rocio Giselle s/ Tenencia simple de Estupefacientes


    COMP, 927, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 723, L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    A., Rolando Alberto s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 338, L.XLV, 01 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 525, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 526, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 527, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 528, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 133, L. XLIII "Castillo Peralta, César y otros s/ robo con armas".


    F., Fernando Gastón s/ Art. 189 bis Código Penal


    COMP, 145, L.XLV, 04 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias n° 264, L. XLII, "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y n° 303, L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    R., Mirna Noemí s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP, 425, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 444, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias nº 211, L.XLI, "Molina, Jorge Leonardo y Gamboa, Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil" y n° 595, L.XLI, "Personal Policial s/ hallazgo de arma de guerra".


    S., Darío s/ Inf. Art. 189 bis -portación de arma-


    COMP, 295, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 412, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 414, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 443, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 1300 L. XLIII "Abregú, Sara s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Ernesto s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 79, L.XLV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en la Competencia nº 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    Averiguación presunta infracción a la ley 23.737


    COMP, 159, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 755, L. XLIV, "Jaimovich, Diego Martín s/ inf. Art. 149 bis, Amenazas, Código Penal", dictamen del 10/11/2008.


    J., Diego Martín s/ Infr. art. 149 bis del C.P. Amenazas


    COMP, 755, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 936 L. XLII "N.N. Marcela s/infracción a la ley 23.737".


    N.N. s/ Abuso de armas


    COMP, 1043, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 611 L. XLIII "C., Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    P., Lucía e Ibarra, Alberto s/ Ley 23.737


    COMP, 153, L.XLV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 159 L. XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ tenencia de estupefacientes".


    R., Carlos Germán s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 97, L.XLV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 611 L. XLIII "C., Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    V. A., Javier s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 216, L.XLV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 587 L. XLIV "Coronel, María Cristina s/ infracción a la ley 23.737".


    M. C., Liliana y otro s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP, 321, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680.


    COMP, 392, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 267, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680


    COMP, 353, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680.


    COMP, 390, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 209, L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción a la Ley 20.680.


    COMP, 391, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. N° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento". Extinción de la acción penal por muerte del imputado. Cuestión abstracta.


    A., Armando s/ Defraudación en tentativa


    COMP, 569, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Administración fraudulenta. Lugar de ejecicio de la administración. Residencia del imputado en la sede de la administración.


    la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    A., Eduardo David s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 712, L.XLV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Devolución al juzgado de origen por haber sido resuelta la contienda de competencia.


    L., Miguel Franco s/ Encubrimiento


    COMP, 260, L.XLIV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 209, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Inf. Ley 20.680


    COMP, 816, L.XLV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contienda insustancial.


    Si uno de los jueces contendientes consideró que los sucesos carecen de entidad delictiva y que, tras disponer la elevación del incidente a la Corte para su estudio, procedió de acuerdo con las facultades que le otorga el artículo 195, segunda parte, del Código Procesal Penal de la Nación, para casos en que los hechos no constituyan delito, cabe concluir que en el caso se ha planteado una contienda insustancial, con menoscabo para los principios de economía procesal y el buen servicio de justicia.


    W., Magnolia s/ Falso Testimonio


    COMP, 548, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias nº 264, L. XLII, "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737", Comp. nº 303, L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737" y Comp. nº 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la ley 2


    B., José Luis s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 762, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 723, L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    O., Susana Beatriz y C., Daniel Gustavo s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 761, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 209 L. XLV "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción a la ley 20.680".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Inf. Ley 20.680


    COMP, 723, L.XLV, 01 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 723, L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    D., Aurora y B., Marcelo s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 647, L.XLV, 02 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 590, L. XLV "N.N. s/ robo en circunstancias del art. 163. Damnificado: Nobleza Piccardo".


    F., Ariel Fernando s/ Denuncia


    COMP, 561, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 264, L. XLII, "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y n° 303, L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    K., Ciham y otros s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 655, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 590, L. XLV "N.N. s/ robo en circunstancias del art. 163. Damnificado: Nobleza Piccardo".


    S., Saúl s/ Denuncia


    COMP, 588, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    R. L. de F. S.A. y otros s/ Estafa


    COMP, 474, L.XLV, 14 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 133, L. XLIII "Castillo Peralta, César y otros s/ Robo con armas".


    T. P., Ariel Oscar s/ Inf. art. 237 C.P.


    COMP, 546, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones, amenazas, daños y resistencia a la autoridad. Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentan una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si bien la pena establecida para el delito de amenazas es superior a la dispuesta para las figuras de daño y lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V. G., Jorge s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP, 573, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 315:2570; 327:4327 y 328:315.


    M., Miguel Ángel A. s/ dcia.


    COMP, 219, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Falta de configuración del art. 1° de dicha ley.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    B., Aldo Pedro María s/ Denuncia incendio.


    COMP, 519, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ Infracción ley 22.362".


    Fiscal s/ Av. Inf. Ley 11.723.


    COMP, 533, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraídos o sustraídos.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    D., Antonio s/ Denuncia.


    COMP, 374, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.592. Delitos transferidos a la justicia local. Excepción prevista para los casos de delitos federales.


    Toda vez que el Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales exceptúa específicamente el traspaso a los delitos de competencia federal, y que las infracciones descriptas por el articulo 3º de la ley 23.592 suscitan la intervención de ese fuero, corresponde a la justicia de excepción continuar con la investigación.


    Diario L. N. s/ Actos discriminatorios.


    COMP, 445, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Ausencia de configuración de los supuestos del artículo 1° de dicha ley.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    F. P. S.A. s/ Inf. ley 24.051.


    COMP, 466, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en lugares reservados exclusivamente al Estado Nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    R., Mario César s/ Su dcia. lesiones.


    COMP, 439, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Consideración de los dichos de la víctima a efectos de resolver la contienda.


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    S., Máximo Alberto s/ Delito de acción pública.


    COMP, 512, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto competencia. Remisión a Fallos: 329: 4337.


    A., Pedro Leonides s/ Dcia. Pta. Falsedad documental.


    COMP, 963, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


    C., Enrique Marcelo s/ Su denuncia.


    COMP, 917, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S.C. Nº 1235, L. XLII, "Gómez, Marisa s/ su denuncia".


    C., Marcelo Jorge s/ denuncia art. 166 del C.P.


    COMP, 951, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S.C. N° 1038, L. XLIII, "Tecles, Jorge Eduardo s/ Infr. ley 11.723".


    P.-A. s/ Infr. ley 11.723.


    COMP, 819, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de comeptencia. Falta de incorporación de una resolución indispensable para la resolución del conflicto.


    Si no se incorporó a la causa una resolución indispensable para resolver el conflicto de competencia, corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    D., Graciela s/ Denuncia.


    COMP, 925, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051.


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 10 de la ley 24.051, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    E., Eduardo s/ Inf. Ley 24.051.


    COMP, 844, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


    F., Pablo Sebastián s/ infr. art 170 y 166 inc. 2 C.P.


    COMP, 794, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia Remisión a Fallos 326:1580, 3219 y 328:315.


    P. I.C.G. S.R.L. s/ Estafa.


    COMP, 739, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S.C. Nº 1422, L. XLIII, "Recio, José s/ av. ilícito".


    R., María Fernanda s/ Denuncia.


    COMP, 893, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 758, L. XLV, ''S., Romina s/ denuncia estafa".


    S., Romina María s/ Denuncia.


    COMP, 768, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión a S.C. N° 790, L. XLIV, "Marisco, Daniel s/ denuncia".


    V., José María s/ Denuncia.


    COMP, 801, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    B., Marcelo Gustavo y otros s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 7, L.XLV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 979, L. XLIII, "Moriondo, Alberto s/ denuncia".


    B., Víctor y otros s/ lesiones s/ presunta infracción art. 194 del Código Penal -causa nº 17.619-.


    COMP, 42, L.XLV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1594, L. XLI,"Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    C., Alexis Jorge y otros s/ secuestro extorsivo.


    COMP, 1025, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    I., Ricardo Ezequiel s/ secuestro extorsivo


    COMP, 959, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    L. R., Jaime s/ inf. ley 11.723.


    COMP, 1057, L.XLIV, 13 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1158, L. XXXVI, "Kim Young Mee s/ denuncia por hurto".


    M., Silvia s/ denuncia.


    COMP, 977, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 755, L. XLI, "Hames Fahmy, Antonio Walid s/ Coacción agravada".


    A., Daniel Esteban s/ Delito de acción pública.


    COMP, 122, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 663, L. XLII, “G., Edgardo s/ denuncia infracción ley 24.051”.


    G., Edgardo s/ Denuncia Inf. Ley 24.051.


    COMP, 231, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión de acuerdo la Competencia n° 1164, L. XLI, "Falcone, Roberto s/ Delito ley 24.270".


    L. Z., Karina Verónica s/ Inf. Ley 24.720.


    COMP, 468, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documento. Concurso ideal con el delito de estafa procesal.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    M., Juan Carlos s/ Estafa.


    COMP, 288, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 677, L. XLIII, "Brunetto, Andrés Carlos s/ Denuncia".


    K., María José s/ Denuncia estafa.


    COMP, 345, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 993, L. XLIV, "Pagola, Reinaldo P. s/ Abuso deshonesto".


    S., J. s/ Abuso deshonesto.


    COMP, 369, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 324: 901.


    S., Rubén Darío s/ Presunta infracción Art. 292 Código Penal.


    COMP, 365, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro".


    No se presentan las circunstancias causídicas contempladas en el caso “Ramaro” si no surge que los imputados hayan participado en otros hechos de similares características, o que formaran parte de una organización delictiva que tuviera como fin la ejecución de otros secuestros de manera sistemática, sino que el hecho se presenta como una conducta aislada.


    T., Néstor Javier y otros s/ Inf. Art. 170 C.P.


    COMP, 366, L.XLV, 09 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 429, L. XLII, "Carbone, Rolando s/ ley 11.723".


    Unión Argentina de Videoeditores s/ Denuncia.


    COMP, 274, L.XLIV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 96, L. XLII, "Brentassi, Hugo Javier y otros s/ extorsión".


    C., Verónica s/ denuncia.


    COMP, 102, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1020, L. XLIV, "V., Pedro y otro s/ delito de acción pública".


    N.N. s/ Delito de adulteración de medicinas.


    COMP, 204, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1088, L. XLIII, "Bernasconi, Jorge s/pta. Infr. art. 170 C.P.".


    F., Saúl s/ su denuncia.


    COMP, 949, L.XLIV, 11 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ infr. ley 11.723".


    K., Martín s/ Dcia. inf. ley 11.723.


    COMP, 98, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    O., Luis A. s/ infr. ley 22.362.


    COMP, 108, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 806, L. XLIV, "F., Sebastián y otros s/ inv. de muerte".


    T., Jorge s/ delito de acción pública.


    COMP, 119, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 533, L. XXXIV, "Ríos, Ramón Santiago y otros s/ denuncia".


    B., Miguel Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 915, L.XLIV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 232, L. XLIV, "Rodríguez, Pablo Rafael s/ Infr. Arts. 296 y 292 del C.P.".


    C., Raquel Mónica s/ Denuncia.


    COMP, 306, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 19, L. XLIV, "Delmas, Carlos Alberto s/ denuncia de robo".


    D., Miguel s/ robo y privación ilegal de la libertad.


    COMP, 24, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 1540, L. XLI, "Embajada Alemana s/ corrupción de menores de 13 años".


    F., Alejandro y otros s/ Publicaciones obscenas.


    COMP, 293, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 474, L. XLIV, "Zhixiang, Wu s/ delito de acción pública".


    R., Gustavo Carlos s/ Denuncia.


    COMP, 95, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 8, L. XLV, "Sagini Rodríguez, Eduardo Horacio s/ Homicidio y tentativa".


    R. F., Juan Pablo s/ Lesiones.


    COMP, 277, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1164, L. XLI, "Falcone, Roberto s/ delito ley 24.270".


    R., Miriam s/ inf. Ley 24.270


    COMP, 101, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia Nº 8, L. XLV, "Sagini Rodríguez, Eduardo Horacio s/ homicidio y tentativa".


    Tegli, Karina y G., Sandra s/ Lesiones y amenazas.


    COMP, 289, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 489, L. XLV, "Metalúrgica Elag s/ Ley 24.051".


    D. A. S.A. s/ Inf. ley 24.051.


    COMP, 842, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cheque sin fondos. Estafa. Lugar del ardid o engaño. Domicilio del Banco girado. Debe entender Juez que no intervino en la contienda.


    Considerando que los bancos girados tienen domicilio en esta ciudad, Conforme a lo establecido en el articulo 6° de la ley 24.452, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico continuar con el trámite de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    F., Alejandra Marcela s/ Estafa.


    COMP, 608, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria. Personal de Estados extranjeros y diplomáticos no aforados. Necesidad de afectación a las funciones o actividades diplomáticas.


    Los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los articulos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58


    S. de C., María del C. s/ Denuncia defraudación.


    S, 710, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Requisitos para la intervención de la justicia federal.


    La intervención de la justicia de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    Ing. Julio N. Construcciones S.R.L. s/ Infr. Art. 172 del C.P.


    COMP, 455, L.XL, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reedición de un planteo denegado. Afectación a la administración de justicia de la Nación.


    Sin perjuicio de que el hecho denunciado pudiere o no configurar un delito, si en el caso, atendiendo a la calificación legal propuesta por el declinante, sería la administración de justicia de la Nación la presunta afectada por la reedición de un planteo denegado, corresponde al magistrado federal continúe con el trámite de la causa.


    Luisello, Walter E. s/ Pta. Delito contra Administración Pública.


    COMP, 830, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia a la justicia federal. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Comp. 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ Infr. ley 22.362".


    Multi Kiosko M. s/ Pta. Infr. a la Ley 22.362.


    COMP, 580, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de Competencia. Uso de DNI adulterado. Defraudaciones simultáneas. Compras a crédito. Intervención de la Justicia Federal


    El análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no permite descartar, en esta etapa de la investigación, que los hechos del caso formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal. Resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la ley 20.974.


    B., Paola s/ Su denuncia.


    COMP, 663, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa Comp.707, L. XXXIV, "Ortega, Ramón Alberto s/ Denuncia".


    P. Z., Jorge s/ Denuncia.


    COMP, 793, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 289, L. XL, "Parodi, Aldo Sergio s/ Denuncia".


    R., Celeste s/ Publicaciones obscenas.


    COMP, 764, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. V. N° 47, L. XLV, "Vagni, Sebastián s/falsificación de documentos"


    R., Marcela Silvina s/ Denuncia.


    COMP, 740, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a fallos 329:4201.


    P., Leandro y otro s/ Denuncia (inf. art. 170 del C.P.).


    COMP, 730, L.XLV, 04 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Violencia de género. Amenazas telefónicas. Dichos contestes del denunciante y de la víctima. Corresponde al juez competente en lugar de recepción del llamado.


    Si bien el magistrado nacional sólo se limitó a cuestionar al preventor que hasta el presente no ha quedado claramente determinado el abonado telefónico mediante el cual se realizó la llamada, de los dichos del denunciante y del testimonio brindado por la víctima a -que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidos por otras constancias de la causa, surge que las presuntas amenazas fueron recibidas por aquélla en su domicilio particular de esta ciudad, lugar donde se habrían producido los efectos intimidatorios. Sobre la base de tales consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para entender en estas actuaciones.


    Z., Carlos Alberto s/ Su denuncia.


    COMP, 824, L.XLV, 06 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 329:2188 y S.C. S. N° 619, XLIII, "Silva, Silvia Lorena s/ su denuncia"


    A., Berta Eliza s/ Inf. ley 24.270.


    COMP, 735, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326: 1081 y causa N° 2136, L. XXXVII, in re "Ruiz, Oscar Emilio s/ denuncia usurpación", resuelta el 7 de mayo de 2002.


    B., Lorenzo Antonio s/ Su denuncia.


    COMP, 789, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Delito cometido dentro del Banco Nación. Competencia de la justicia federal. Robo de datos informáticos bancarios.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o el servicio que presta un establecimiento nacional.


    B., Martín Eduardo y S., Ariel Fernando s/ Estafas reiteradas.


    COMP, 678, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia previa a la investigación. Lugar del hecho. Relación con causa anterior en trámite.


    Toda vez que surge de las constancias incorporadas al legajo que los hechos a investigar habrían ocurrido en el lugar de residencia del grupo familiar, donde demás, según sostuvo el magistrado nacional, tramita una causa por maltrato contra uno de los menores -que derivó en su internación con fines de resguardo-, de conformidad con la doctrina de Fallos: 324:2355, corresponde asignar competencia al juzgado provincial para conocer en estas actuaciones.


    C., José s/ Delito de acción público.


    COMP, 704, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la causa Comp. 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ Infr. ley 22.362".


    G., Guillermo s/ Av. inf. ley 22.362.


    COMP, 676, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Juez Nacional y Juez provincial. Principio de territorialidad. Amenzas telefónicas al domicilio. Residencia de la damnificada.


    Toda vez que de las constancias reunidas en el legajo surge que las llamadas telefónicas amenazantes habrían sido realizadas al domicilio de la víctima en la mencionada localidad provincial –donde también el imputado habría intentado ingresar violentando la puerta de acceso- y al celular de ésta mientras se encontraba residiendo en un hogar de la provincia, por aplicación del principio de territorialidad (Fallos: 324:2355) corresponde continuar con el trámite del expediente al magistrado provincial.


    G., Sergio Darío s/ Amenazas.


    COMP, 690, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 328:4216


    H., Gabriel s/ Extorsión.


    COMP, 765, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. N° 1047, L. XLIV "Bilancieri, Eduardo s/ Inf. Ley 24.051"


    Municipalidad Plaza Huincul s/ Ley 24.051.


    COMP, 656, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por utilización de tarjeta de crédito hurtada. Falsificación de documentos privados. Concurso ideal.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    G., Elida Inés s/ Denuncia defraudación.


    COMP, 603, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Delito de estafa procesal. Consumación con la presentación de documento apócrifo en expediente. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que el eventual delito de estafa procesal denunciado se consuma con la presentación del documento presuntamente apócrifo ante la justicia nacional, hecho que afecta a esa administración de justicia, por aplicación de la doctrina de Fallos: 317: 1332 y 319: 916, entre otros, corresponde al magistrado de esta ciudad, que previno, continuar con la pesquisa.


    P., Ezequiel Esteban y otros s/ Estafa.


    COMP, 715, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia, Juez que reconoce que los hechos habrían sucedido en su jurisdicción.


    Si el juez local no cuestiona su competencia, ya que reconoce que el hecho habría tenido comienzo de ejecución en territorio provincial, corresponde a éste continuar con el trámite, sin perjuicio, claro está, que de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdíccíón nacional.


    R., Carlos José y P., Jesús Anibal s/ Robo y lesiones.


    COMP, 677, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Estafa con cheque robado. Competencia en razón del lugar de entrega.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados (Fallos: 326: 1580). Sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Alejandro Adrián s/ Denuncia.


    COMP, 774, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 320:2588.


    B., Diego s/ Accidente aéreo - Luján (B).


    COMP, 607, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Incidente que carece de los elementos indispensables para emitir opinión.


    Si el incidente carece de los elementos indispensables pata emitir opinión sobre la cuestión de competencia planteada, corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    C., Jaime Alejandro s/ Extorsión.


    COMP, 664, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


    C., Oscar Alejandro y otros s/ Presunta infracción ley 170, 166, 41 bis y 89 del C.P.


    COMP, 613, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:3324.


    C., Pablo s/ Actuaciones por denuncia (en perjuicio de Luis Alfonso Gerardo P. S.).


    COMP, 683, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


    C., Roberto s/ Sumario sobre inf. art. 170 C.P.


    COMP, 586, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en la causa Comp. 405, L. XL, "García, Rosa René s/ Estafa".


    D. la V., Luciana y otra s/ Av. estafa.


    COMP, 636, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del denunciante.


    Tanto los dichos del denunciante como del imputado pueden ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar la competencia, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa.


    G., Alfredo s/ Su denuncia.


    COMP, 622, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hecho sucedido en un lugar donde el Estado ejerce su jurisdicción de manera exclusiva.


    La mera circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    M., Sergio Sebastián s/ Denuncia pto. abuso.


    COMP, 543, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Estafa cometida mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Arnaldo s/ Estafa.


    COMP, 617, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas dentro del Servicio Penitenciario Federal.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Q. S., Héctor Matías y N., Mauro Javier s/ Lesiones.


    COMP, 697, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunta infracción a la ley 24.270.


    Al resultar de los dichos de la denunciante que existiría un convenio celebrado con el progenitor relativo a un régimen de visitas, y en atención a que es en el domicilio de la progenitora donde se cumpliría el contacto con los menores, éste es el lugar donde el imputado habría impedido a la madre tomar contacto con sus hijos y por lo tanto corresponde asignar la competencia a la justicia federal.


    R., Federico César s/ Ley 24.270.


    COMP, 511, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la causa Comp. 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ Infracción ley 22.362".


    S., Horacio Alcides y B., Sergio s/ Infracción ley 22.362 y 11.723.


    COMP, 576, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falta de afectación a intereses nacionales.


    Al no haber existido una afectación o entorpecimiento del proceso que se desarrollaba ante el fuero federal, corresponde al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    S., Ramón Carlos Salvador s/ Art. 186 inc. 5 C.P.


    COMP, 469, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Operación de compraventa con cheques de pago diferido. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


    Si el hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación de compraventa de mercadería, pagada con cheques de pago diferido -que fueron rechazados por falta de fondos-, esa circunstancia permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro. En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    T., Graciela Adriana s/ Denuncia infracción art. 302.


    COMP, 340, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia n° 130, L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Juan Ricardo s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 542, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias n° 264, L. XLII, "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y n° 303, L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    Personal Policial La Plata s/ Denuncia comercialización de estupefacientes


    COMP, 551, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de exhibiciones obscenas. Ley 26.357.


    Mediante la sanción de la ley 26.357 se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio de ese año.


    A., Adrián s/ Exhibiciones obscenas


    COMP, 300, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 953 L. XLIV "B., Luis Mariano s/ encubrimiento".


    F., Luis Alberto s/ Denuncia


    COMP, 969, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia N° 754, L. XXXIII, "Priesca, Sebastián s/ Presunta infracción ley 24.241".


    F., Roberto s/ Inf. Ley 24.769.


    COMP, 373, L.XLV, 26 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a Competencia N° 1404, L. XLIII, "Estévez, Carlos s/ denuncia infracción ley 24.051".


    R., Sergio Bruno s/ Recurso Extraordinario.


    R, 421, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en -S.C. M. 7, XLIV, "Ministerio de Relaciones Exteriores s/ Denuncia delito de acción pública".


    M., Jorge José y otros s/ Delito de acción pública


    M, 663, L.XLV, 19 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia


    Determinación de la competencia: naturaleza del delito y circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    S., Sergio Martín y otros s/ Lesiones recíprocas


    COMP, 65, L.XLV, 04 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Finalidad de las amenazas.


    Si no se desprende de las constancias de la causa que las amenazas denunciadas puedan considerarse incluidas en el segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, ya que no surge que ellas tuvieran como objeto obligarlo a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, sino sólo a alarmarlo o amedrentarlo, y teniendo en cuenta que el delito de amenazas simples ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. corresponde que la justicia en lo contravencional intervenga en al causa.


    C., Guillermo Rodolfo s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP, 394, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de daño, lesiones y amenazas. Concurso ideal.


    Si existe una estrecha vinculación entre delitos respecto de los cuales resultan competentes distintos tribunales, es conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las otras figuras penales de lesiones y daño, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    M., Josefa y V. C., Augusto s/ Arts. 89, 149 bis y 183 del C.P.


    COMP, 376, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    S., María de las Mercedes s/ Coacción


    COMP, 342, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia debe ser resuelta por el superior tribunal que corresponde al primer juez que intervino.


    C., Rafael s/ Encubrimiento


    COMP, 919, L.XLV, 03 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia que debe ser resuelta por el superior tribunal común a ambas Cámaras Federales, es decir, la Cámara Nacional de Casación Penal.


    G., Martin Jorge Daniel s/ Transporte de estupefacientes


    COMP, 880, L.XLV, 03 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia debe ser resuelta por el superior tribunal común a Cámaras Federales. Competencia de Casación Penal.


    G., Martin Jorge Daniel s/ Excarcelación


    COMP, 881, L.XLV, 03 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Parámetros para la resolución de la contienda.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    M., Damián s/ Denuncia


    COMP, 281, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    Cuando el conflicto de competencia se plantea entre jueces nacionales de primera instancia que no tienen un superior jerárquico en común, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido en la incidencia.


    R., Marcelo Fabián y otro s/ Estafa


    COMP, 146, L.XLV, 02 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Artículo 747, in fine, del Código Civil.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse al domicilio del deudor.


    De P. de G., Cecilia María s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 303, L.XLV, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Amenazas. Privación ilegítima de la libertad.


    Si teniendo en cuenta las circunstancias en que se habría intimidado a la víctima, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que hiciera algo contra su voluntad, cabe considerar que, en principio, el hecho excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en la causa, y la que profundice la investigación respecto de la presunta privación ilegítima de la libertad.


    G., Diego Fernando s/ Inf. Art. 149 bis -amenazas- del C.P.


    COMP, 160, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Remisión a lo resuelto en la Competencia n° 406; L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento”.


    B., Abelardo Luis s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 362, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia negativa. Remisión a S.C. n° 220 L. XLIII "Herrera, Adrián Ornar s/ presunta infracción al artículo 5 de la ley 23.737"


    G., Jose María s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 945, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de daño. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si no surge de las constancias de la causa que los hechos denunciados alcancen una magnitud suficiente para afirmar que se haya afectado o puesto en peligro la seguridad común, o los bienes de un número indeterminado de personas, tutelados por el artículo 186, inciso 1°, del Código Penal, corresponde entender a la justicia en lo contravencional y de faltas.


    D. de G., Hayde Sara s/ Art. 183 C.P.


    COMP, 372, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante la utilización de documentos falsificados.


    Cuando el delito de estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos, que inducen a error a la víctima provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia falsificación de documentos públicos


    COMP, 428, L.XLV, 14 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Ley de Residuos Peligrosos: ausencia de configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º. Competencia de la justicia ordinaria.


    Toda vez que del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C., Rodolfo s/ denuncia


    COMP, 41, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323: 2074.


    A., Juan s/ Denuncia por robo agravado


    COMP, 423, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1038, L. XLIII, "Tecles, Jorge Eduardo s/infr. ley 11.723".


    D., Eduardo s/ defr. leyes 22.362 y 11.723


    COMP, 460, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en grado de tentativa mediante la utilización de cheques apócrifos.


    La existencia de conexidad objetiva entre los hechos ocurridos en distintas jurisdicciones, sólo puede ser alegada en los conflictos suscitados entre jueces nacionales, puesto que la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, por lo que corresponde a la justicia provincial con jurisdicción sobre la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo investigar la falsificación, al igual que la estafa que se habría intentado con su utilización.


    F. de S., Flora s/ estafa en tentativa


    COMP, 356, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de incumplimiento de asistencia familiar. Razones de economía procesal.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    M., Carlos G. y otro s/ Inf. ley 13.944.


    COMP, 897, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones graves, amenazas coactivas y abuso sexual perpetrados en distintas jurisdicciones.


    Cuando se trate de actos sexualmente abusivos que pudieren encuadrar en el delito continuado previsto en el artículo 119 del Código Penal, la elección del juez competente, entre las distintas jurisdicciones en las que se habría desarrollado la infracción, debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    M., J. R. s/ Coacción.


    COMP, 909, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 302 del Código Penal.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    V. T., Christoph y otros s/ Estafa.


    COMP, 856, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque. Uso ilícito posterior.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.


    F., Carlos Martín s/ Su denuncia


    COMP, 868, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago de cheques sin provisión de fondos.


    En los supuestos previstos en los incisos 1 y 3 del artículo 302 del Código Penal corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    G., Alfredo s/ Infr. Art. 302 del C.P.


    COMP, 702, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Jueces Nacionales. Decide Cámara del primer Juez que entendió en la causa.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24,inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B., Nazareno Tobías s/ Encubrimiento


    COMP, 821, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del que conocerá debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    M., Rubén Alberto s/ Robo calificado art. 163


    COMP, 370, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 665, L. XLIII "Romero, Carlos Dario s/ Infracción a la ley 23.373".


    C., Damián s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 796, L.XLIII, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contiendas negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Raúl A. y otra s/ infracción a la ley 23.737


    COMP, 125, L.XLV, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de daño. Causa iniciada antes de la entrada en vigencia del Convenio 14/2004.


    El 28 de febrero de 2008 mediante la sanción de la ley 26.357 se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según su cláusula quinta debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio de 2008. Por lo tanto las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    C., Carlos Andrés s/ Art. 183 del C.P.


    COMP, 673, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en base a la declaración del denunciante.


    Si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras circunstancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    P. C., María Eugenia s/ Denuncia estafa.


    COMP, 461, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos cometidos en un Penal.


    Si de las constancias agregadas al incidente no surge que los hechos denunciados hubieren entorpecido las funciones de la unidad penitenciaria, y en tanto no existan elementos que permitan sospechar, por acción u omisión, la responsabilidad de sus empleados, ni del buen servicio que prestan, corresponde declarar la competencia del juzgado local.


    P., Sergio Alejandro s/ Denuncia.


    COMP, 854, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Devolución a la Corte de las actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir la carencia de elementos para emitir opinión.


    G., Ezequiel David y otros s/ secuestro extorsivo.


    COMP, 987, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de coacción agravada.


    En aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben, en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    S., Rumildo s/ Coacción agravada.


    COMP, 826, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 1072 L. XLIV "Tosetti, Luis Federico s/ Inf. Art. 66, inc. "A" decreto - ley 8031/73".


    D. S., Adriana Silvina s/ Denuncia.


    COMP, 633, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Hechos ya investigados en una jurisdicción. Posible afectación al principio ne bis in idem.


    Toda vez que los hechos materia del conflicto ya han sido investigados en jurisdicción provincial, ante la posibilidad de que se investigue un mismo hecho en distintas jurisdicciones, en violación de la garantía constitucional de ne bis in idem, corresponde al magistrado local continuar con la investigación.


    L., Néstor s/ Defraudación por administración fraudulenta.


    COMP, 600, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 963, L. XLI "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


    A., Omar Raúl y P., José Luis s/ Leyes 22.415 y 22.362.


    COMP, 979, L.XLIV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    I., Adriana Esther s/ Denuncia amenazas.


    COMP, 582, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


    R., Carlos Daniel s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 708, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Necesidad de una investigación suficiente. Naturaleza excepcional y restringida de la jurisdicción federal.


    La falta de una mínima investigación torna prematura una declaración de incompetencia si los elementos incorporados resultan insuficientes para establecer si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constítución Nacional, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de la justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal.


    S., Julián Ignacio s/ Denuncia lesiones.


    S, 597, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Encubrimiento


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito investigado por los tribunales de la Capital Federal.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Sergio Marcelo s/ Encubrimiento


    COMP, 437, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridadcircunstancia, es conveniente que entienda el magistrado que intervino en las actuaciones por el delito encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    P., Matías Ariel s/ Encubrimiento agravado


    COMP, 462, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Conexidad de causas. Hurto de automotor. Defraudación en perjuicio del comprador. Posible encubrimiento.


    Quien resulte autor del encubrimiento de la sustracción de un bien, no puede ser respecto de esa misma cosa y de manera simultánea víctima de estafa, toda vez que la existencia de este último delito excluye la comisión del primero, razón por la cual no puede escindirse la investigación


    G. O., Norma Johanna s/ Estafa


    COMP, 795, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Encubrimiento y robo. Adulteración de chapa patente cometida en extraña jurisdicción. Separación de las Investigaciones.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    L., Angel Carlos s/ Encubrimiento


    COMP, 763, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Encubrimiento y Hurto de automotor. Afectación a la administración de justicia. Investigación prematura.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Nestor Omar s/ Encubrimiento


    COMP, 823, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Hurto y Encubrimiento. Secuestro de motor con pedido de secuestro. Necesidad de profundizar la investigación respecto del hurto. Competencia del Juzgado Nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción.


    D., Emanuel Nicolas s/ Encubrimiento


    COMP, 832, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Presunta infracción art. 289 inc. 3° del Código Penal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto. Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo dejado en la vía pública


    COMP, 124, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento del robo de un vehículo. Necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    En el caso del presunto encubrimiento del robo de un vehículo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Esto por cuanto el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    A., Emanuel Alfredo y R., Mariano Martín s/ Encubrimiento


    COMP, 652, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de un delito cometido en diferente jurisdicción. Conexidad entre Robo y Encubrimiento. Casos de competencia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el delito de robo.


    B., Paolo s/ Denuncia


    COMP, 634, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Hallazgo de elementos robados en extraña jurisdicción. Conexidad de Robo y Encubrimiento. Caso de Competencia Federal. Medidas esclarecedoras.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional (Fallos: 308:2522 y 322:1216, entre otros), razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo.


    C., Robarto s/ Encubrimiento


    COMP, 513, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en wel delito presuntamente encubierto.


    S. Vargas, Wilson s/ Encubrimiento


    COMP, 638, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    V., Jorge Tomas s/ Encubrimiento (art. 278-1 inc. a)


    COMP, 706, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento del robo de un arma. Necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    En el caso del presunto encubrimiento del robo de un arma, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Esto por cuanto el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    V., Lionel Andres y M., Mauricio Alejandro s/ Delito de Robo Agravado


    COMP, 637, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito encubierto.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    B., Leonardo Darío s/ Estafa


    COMP, 478, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto del delito presuntamente encubierto.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por encubrimiento, respecto del delito encubierto. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado que intervino en las actuaciones por el delito encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    C., Julio César s/ Encubrimiento


    COMP, 565, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento de un delito investigado en la Capital Federal. Relación de alternatividad con el delito presuntamente encubierto.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad dicha circunstancia, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por el delito presuntamente encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    L., Norma Susana s/ Denuncia robo de automotor


    COMP, 505, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito investigado por los tribunales de la Capital Federal. Posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por el delito presuntamente encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    H., Marcelo Luis s/ Encubrimiento


    COMP, 557, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento. Posible participación del imputado en el delito encubierto.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. siempre y cuando surja. con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.


    M., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP, 450, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento. Situación de los imputados respecto del delito presuntamente encubierto.


    En atención a la relación de alternatividad existente entre la comisión de un delito y su encubrimiento, para resolver el conflicto de competencia resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del delito presuntamente encubierto.


    S., Hugo Miguel Angel s/ Secuestro


    COMP, 354, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    K., Ricardo Darío s/ Encubrimiento


    COMP, 312, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Ausencia de participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo; extremo que aún no se verifica en el caso.


    L., Nazareno Juan Ramón s/ Incidente de competencia


    COMP, 100, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto. Relación de alternatividad entre ambas infracciones.


    El posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistradoque intervino en la causa por el delito principal, esto en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


    O., Mauricio Fernando s/ Encubrimiento


    COMP, 291, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción; lo que no se presenta en el caso.


    R., Nicolás Adrián s/ Encubrimiento


    COMP, 163, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo que, no se presenta en el caso.


    G., Luis Alberto s/ Encubrimiento (art. 277)


    COMP, 643, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Cambio de chapas patentes. Delito de encubrimiento. Conexidad entre delitos. Investigación necesaria para que la Corte ejerza las facultades del Art 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    La mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un hecho único o concurso formal. Además, cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Al respecto, habida cuenta que la figura descripta por el artículo 277 del Código Penal, no integra los delitos enunciados por el artículo 33, Inciso 10, apartado "e", del Código Procesal Penal y toda vez que no se advierte en autos ninguna otra circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local, en cuyos estrados se investiga el robo del automóvil sin que surja del legajo que se haya descartado aún la participación en ese hecho del aquí imputado. En consecuencia, debe declararse la competencia del juzgado de garantías para conocer en esta causa, sin perjuicio de que si su titular considera que debe entender otro magistrado de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Gabriel Anibal Francisco s/ Denuncia


    COMP, 853, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal: competencia de la justicia ordinaria. Inexistencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Lugar en que se comprobó la anomalía.



    Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento; en caso de desconocerse dónde fueron cometidas, corresponde su conocimiento al juzgado con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía.


    L., Javier s/ Av. procedencia de automotores y estafa


    COMP, 1032, L.XLIV, 20 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Corresponde continuar la investigación al magistrado local en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    R., Juan s/ Inf. art. 289 C.P.


    COMP, 998, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Estafa y Falsificación de documentos públicos. Lugar de comisión del ardid. Lugar de la falsificación. Falta de atribución de la competencia al otro magistrado.


    Corresponde declarar la competencia del juez federal para conocer en la presunta comisión del delito de estafa mediante la utilización de documentos falsos de carácter nacional, máxime cuando, además, tanto las tratativas propias del ardid como la disposición patrimonial perjudicial tuvieron lugar en el ámbito de su jurisdicción territorial.


    M., María Guillermina s/ Estafa.


    COMP, 688, L.XLV, 27 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible adquisición de líneas telefónicas con DNI falsificado. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos.


    Las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de la investigación necesaria que permita corroborar mínimamente los hechos puestos de manifiesto en la denuncia. También resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declinatorias contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Sandra s/ denuncia


    COMP, 458, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Por conexidad


    Contienda de competencia. Tenencia de estupefacientes.


    Resulta imposible establecer la conexidad objetiva y subjetiva entre dos causas cuando en una de ellas los imputados han sido sobreseídos.


    L. G., Ricardo y otros s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 393, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a las leyes 26.052 y 23.737. Principio de economía procesal y mejor administración de justicia. Conveniencia de no escindir la causa.


    Si en el caso existe una estrecha vinculación entre los hechos, a fin de satisfacer las exigencias del principio de economía procesal y mejor administración de justicia, no corresponde separar la continencia de la causa.


    R., Flavia Alejandra s/ Tenencia de arma de uso civil, etc.


    COMP, 635, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y falsificación de documento público. Uso de documentos que inducen a error a la víctima. Concurrencia de delitos.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos voluntarios conforman una única conducta, en los términos del articulo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como un agotamiento del primero.


    R., Gustavo A. s/ Estafa.


    COMP, 556, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación mediante un poder especial falsificado. Concurso ideal.


    Si en el caso existe una pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal-, que es insusceptible de ser escindida sin vulnerar la prohibición de la doble persecución penal, corresponde que la totalidad de los hechos sean investigados por el mismo juez.


    D. B. , Roberto s/ Defraudación.


    COMP, 594, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Multiples condenas. Unificación de penas. Competencia del Juzgado Federal por imposición de la pena mas alta.



    Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, la omisión de los magistrados provinciales determina que debe ser ahora la justicia federal, por haber sido la que impuso pena mayor, la que se expida respecto de la unificación de ambas condenas.


    C., Carlos Alberto s/ Homicidio Agravado


    COMP, 650, L.XLV, 14 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Delito de desobediencia. Hechos escindibles. Inaplicabilidad de reglas de conexidad entre jurisdicciones. Corresponde a la justicia correccional.


    Atento que, según surge de las actuaciones, se habría desobedecido una orden impartida por un funcionario público en ejercicio de sus funciones lo que, incluso, reconoce el juzgado nacional y que, no obstante los efectos de tal desobediencia, esos episodios aparecen como independientes de los que investiga el juez contravencional, corresponde su conocimiento al magistrado correccional, habida cuenta que, además, las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan tribunales nacionales.


    A., Guillermo y otro s/ Art. 239 del C.P.


    COMP, 471, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de administración fraudulenta. Existencia de otras causas: principio de economía procesal.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    C., Pedro s/ Defraudación.


    COMP, 400, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de robo.


    Las reglas de acumulación sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal.


    Restaurant L. F. s/ Denuncia


    COMP, 566, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que forman parte de un único contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal. Principio del ne bis in idem.



    Si el magistrado, al sostener que ciertas conductas no resultarían sino el agotamiento de otra previa y no configurarían por ende acciones con entidad delictivas en sí mismas, reconoce que los hechos por los cuales decretó el archivo de las actuaciones constituyen un conjunto inescindible con aquellos por los que declina su competencia, corresponde que continué con la investigación, por cuanto su juzgamiento por separado importaría, una violación al principio del ne bis in idem.


    Y., Marta s/ denuncia.


    COMP, 311, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Según convenga a una mejor administración de justicia


    Sucesos similares suscitados entre las mismas partes: investigación a cargo de un único tribunal.


    En virtud de la estrecha vinculación que presenta este nuevo hecho con los sucesos similares suscitados entre las mismas partes y que ya son materia de investigación ante la justicia correccional, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    M., Cecilia s/ inf. Art. 149 bis del C.P.


    COMP, 20, L.XLV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L. R., Raúl Roberto s/ Art. 89


    COMP, 384, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Tenencia y supresión de la numeración de armas. Estrecha vinculación entre ambas infracciones.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, el delito de supresión de la numeración de un arma se encuentra incluido entre aquellos que surten la jurisdicción federal. Ahora bien, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción, y la tenencia ilegítima del arma de uso civil, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    M., Hugo Maximiliano s/ Inf. art. 189 bis del C.P.


    COMP, 429, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    M., Ricardo Alejandro s/ Lesiones leves


    COMP, 465, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de amenazas, lesiones y daños. Hechos estrechamente vinculados.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En cnsecuencia, más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las figuras de lesiones y daño, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


    F., Sandra s/ Inf. Art. 149


    COMP, 271, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y lesiones. Hechos estrechamente vinculados.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


    G. S., Claudio Fabián s/ Art. 89 y 149 bis.


    COMP, 218, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones. Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si la pena establecida para alguno de los delitos es superior a la dispuesta para otra figura que no se traspasó a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    P., Karina s/ Inf. Art. 89 del C.P.


    COMP, 309, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de lesiones leves y amenazas. Hechos estrechamente vinculados.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    P. L., Martín s/ Inf. Art. 89 y 149 bis C.P.


    COMP, 327, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Causas conexas. Mejor administración de justicia. Eficacia de la investigación. Competencia del fuero federal.


    Cuando la conducta que se investiga constituye “prima facie” un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º, de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Sin embargo, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapan a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales. Por lo tanto, si una de las causas surge como parte de una versión exculpatoria sobre la imputación de un delito federal, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, y a fin de favorecer la eficacia de su investigación, que ésta quede a cargo del tribunal nacional.


    U., Santiago s/ Su denuncia


    COMP, 1031, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de daños y falsificación de documentos. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia de instrucción que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Juan Domingo y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 1019, L.XLIV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de chapas patentes. Razones de mejor administración de justicia.


    Si bien el suceso motivo de esta contienda podría considerarse como un hecho independiente, frente a las llamativas coincidencias que se observan entre el vehículo secuestrado en la causa que tramita ante el juzgado nacional, y el que ilustran las fotografías que dan cuenta de la infracción de tránsito, a efectos de asegurar una mejor administración de justicia, resulta conveniente que aquél juzgado continúe conociendo, también, respecto de la posible falsificación de chapas patentes.


    O., Rubén Walter s/ Encubrimiento


    COMP, 37, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas, lesiones, daños e impedimento de contacto de menores con sus padres no convivientes. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Cuando los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si algunos de los delitos no fueron traspasados a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional, que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., M. L. s/ Arts. 92, 183, 149 bis del C.P.


    COMP, 456, L.XLV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    G., Jorge s/ Inf. art. 149 bis C.P.


    COMP, 591, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., Fernando Néstor s/ Lesiones leves y amenazas.


    COMP, 685, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas, daños y lesiones. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado el delito de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., Jorge Darío s/ Inf. art. 149 bis C.P.


    COMP, 615, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Cuando los hechos presentaran una estrecha vinculación, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si la pena establecida para alguno de los delitos es superior a la dispuesta para otra figura que no se traspasó a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., María Soledad s/ Inf. art. 149 bis C.P.


    COMP, 614, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Al no haberse traspasado el delito de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    P. A., Jorge s/ Lesiones dolosas


    COMP, 691, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    Susana s/ Lesiones leves


    COMP, 692, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A., Mario Norberto s/ Art. 89 del C.P.


    COMP, 451, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Luis Alberto s/ Lesiones leves y amenazas


    COMP, 504, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Cuando los hechos presenten una inescindible unidad contextual, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    S., Lázaro Anibal s/ Inf. ley 189 bis


    COMP, 351, L.XLV, 07 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contexto negativa de competencia. Delitos de daño y amenazas. Concurso ideal. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias al Poder Judicial de la C.A.B.A.


    Cuando los hechos se presenten en el marco de una inescindible unidad contextual, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia, nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    T., Pablo s/ Lesiones art. 89 y 239


    COMP, 522, L.XLV, 14 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Graciela Rita Elizabeth s/ Lesiones leves dolosas


    COMP, 415, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa a través de Internet.


    En el caso de la presunta comisión del delito de estafa, la contienda de competencia debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    B., A. s/ Estafa.


    COMP, 792, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    M. M., Vanesa y otro s/ Coacción.


    COMP, 110, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que forman parte de un único contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal. Presunta infracción art. 173 inc. 15 C.P.


    Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    A., Gladis Haydee s/ Defr. contra la adm. pública.


    COMP, 282, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsa denuncia y estafa en perjuicio de una entidad de seguros.


    En el delito de estafa cometido sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros de la Capital Federal, debe aplicarse el principio según el cual el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, y la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


    D. S., Raúl Eduardo s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP, 314, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de comeptencia. Delito cometido en distintas jurisdicciones.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los imputados.


    L., Marcelo y otros s/ Estafa


    COMP, 250, L.XLV, 07 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo, privación ilegítima de la libertad y encubrimiento. Razones de economía procesal.


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Oscar Enrique s/ Denuncia


    COMP, 9, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Hechos estrechamente vinculados.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


    A., Luis Alberto s/ Lesiones dolosas


    COMP, 205, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia Infracción al artículo 289, inc. 3º, del Código Penal. Falsificación de la cédula verde. Hechos estrechamente vinculados. Investigación a cargo de un único tribunal.


    La infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, si existe una estrecha vinculación entre esa infracción y la falsificación de la cédula verde, atento que fue encontrada en las mismas circunstancias en que se halló el automóvil y que sus datos y numeraciones coinciden con los de ese rodado, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Comisaría Quinta s/ Investigación adulteración nº motor y chasis Fiat Duna y sustitución de chapa patente


    COMP, 99, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Estafa cometida en distintos ámbitos territoriales.


    Si los hechos han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    R., Rodolfo Omar s/ Estafa


    COMP, 14, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones leves y amenazas. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado alguno de los delitos a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Rodolfo s/ Denuncia lesiones leves y amenazas


    COMP, 486, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de calificar jurídicamente el hecho.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para discernir la competencia de los supuestos hechos delictivos, máxime cuando por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C., Luz María s/ Su denuncia


    COMP, 499, L.XLV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Hechos estrechamente vinculados. Razones de mejor administración de justicia.


    Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento, ya que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    D. L., Alejandro s/ Amenazas y lesiones


    COMP, 446, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de administración fraudulenta y estafa. Razones de mejor administración de justicia.


    Si se coincide en calificar los hechos como defraudación por administración fraudulenta, esa circunstancia determina que la competencia territorial deba ser discernida atendiendo al lugar donde se desarrollaron los actos con relevancia típica tanto para la configuración de ese delito como de la estafa que, adicionalmente, postula la querella. Por otra parte, la circunstancia de que en determinada jurisdicción haya tramitado la causa por más de siete años, se la haya elevado a juicio, y sólo reste la sustanciación del debate, determinan la conveniencia de atribuir la competencia al magistrado de esa jurisdicción, ya que esa es la solución más aconsejable para asegurar una mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    T., Jorge Eduardo y otro s/ Defraudación


    COMP, 404, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Cuando los hechos presentaren una estrecha vinculación, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si alguno de los delitos no ha sido traspasado a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Domingo Luis s/ Art. 149 bis C.P.


    COMP, 544, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. Razones de economía procesal.


    El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente, y que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar, y es posible atribuir competencia a los jueces de cualquiera de los lugares en que se desarrolló el proceso ejecutivo, debiendo acudirse, a tal fin, a razones de economía procesal.


    M., Juan Manuel s/ defraudación por desbaratamiento.


    COMP, 1026, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción.


    Si los hechos han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a razones de economía procesal y de una más eficaz investigación.


    F., Marcelo Norberto s/ Denuncia robo con armas.


    COMP, 324, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hecho desarrollado en distintas jurisdicciones territoriales. Razones de economía procesal.


    Cuando el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    P., Jorge y B., Luis s/ denuncia.


    COMP, 635, L.XLIII, 11 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que forman parte de un mismo contexto delictivo. Conveniencia de que intervenga un único tribunal.


    Cuando no puede descartarse que los hechos formen parte de un mismo contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    F. P., José s/ Denuncia robo.


    COMP, 570, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Aplicación exclusiva entre jueces nacionales


    Hechos que se presentan prima facie como independientes: competencia de los jueces del lugar en que aparecen cometidos. Distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    C., Ana María s/ Defraudación


    COMP, 586, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Hechos que aparecen prima facie como independientes. Improrrogabilidad de la competencia territorial. Artículo 118 de la Constitución Nacional.


    En materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    N. P. S.A. s/ Denuncia


    COMP, 590, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reglas de conexidad.


    En materia penal las reglas de conexidad sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    F., Luis Ezequiel s/ robo calificado por el uso de armas de fuego y privación ilegítima de la libertad.


    COMP, 1005, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que se presentan prima facie como independientes. Reglas de conexidad: aplicación exclusiva entre jueces nacionales.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecieron cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en que participan jueces nacionales.


    S., Roberto s/ robo agravado.


    COMP, 1036, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pluralidad de delitos: separación entre aquellos de naturaleza federal y los de índole común. Inexistencia de afectación de intereses nacionales que habilite el fuero de excepción.


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, más allá de la relación de conexidad que hubiere entre ellos. Por otra parte, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, en la medida que la materia escapa a las regulaciones locales, con lo cual no basta con argüir razones de mero orden y economía procesal para justificar la aplicación de estas reglas, siendo que la competencia federal es limitada y de aplicación restrictiva.


    P., Raúl Rogelio s/ Denuncia.


    COMP, 222, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Juez Nacional y Juez Local. Entrada en vigencia de Convenio de Traspaso de la Competencia a la Ciudad de Buenos Aires. Aplicación a nuevas causas. Juzgado Correccional no parte de la contienda.


    El último párrafo de la cláusula primera del Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos. Por ello, habida cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia realizada el en fecha anterior a su entrada en vigencia, en atención al monto de la pena establecida para el delito de daño, corresponde a la justicia nacional en lo correccional conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    P., Gonzalo s/ Inf. art. (s) 183 Daños C.P.


    COMP, 568, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Juez Nacional y Juez Local. Amenazas, daños, resistencia y desobediencia a la autoridad. Convenio de traspaso de competencias a la Ciudad de Buenos Aires. Unificación de la competencia en el Juez Correccional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan ambos hechos, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto más allá de que la pena establecida para que el delito de amenazas sea superior a las dispuestas para las figuras de resistencia y desobediencia a la autoridad, pienso que al no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    F., Walter Gabriel s/ Infracción art. 149 bis del C.P.


    COMP, 662, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Por el Territorio


    Lugar donde se consumó el delito. Declaración del denunciante: determinación de la competencia.


    La competencia por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito. Por otro lado, la declaración del denunciante, aunque no esté corroborada, en la medida en que no se encuentre desvirtuada, puede ser tenida en cuenta a los efectos de determinar la competencia.


    O., Claudia Analía s/ Robo


    COMP, 237, L.XLV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa. Delito perpetrado en más de una jurisdicción.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    A., Néstor Aníbal y otros s/ Estafa


    COMP, 21, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Amenazas efectuadas en distintas jurisdicciones el mismo día.


    Al haber sido recibidas las amenazas por la misma persona y el mismo día, y no pudiéndose descartar que se trate de un único hecho, corresponde declarar la competencia del juzgado que previno, adonde tanto el imputado como el denunciante tienen su domicilio.


    G. S., Ricardo s/ Amenazas


    COMP, 242, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Lugar donde se ha consumado el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Antonio s/ Su denuncia


    COMP, 155, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Lugar de comisión.


    Si el único episodio presuntamente delictivo que motiva la investigación hasta el momento, habría tenido lugar en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción Art. 149 bis amenazas - Código Penal


    COMP, 189, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida , y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    S., Ricardo Jesús s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 612, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia por hallazgo de automóvil robado. Necesidad de investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    Automovil F. S. s/ Secuestro (en Lucas Gonzalez)


    COMP, 639, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Robo de automotor cometido en la capital. Hallazgo de autopartes en Provincia de Buenos Aires. Necesidad de investigar la sustracción.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo. Corresponde que al Juez de instrucción profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del rodado.


    G. S., Gabriel Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP, 651, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Determinación de la competencia: domicilio del banco girado.


    En atención a las circunstancias que originaron la entrega de los valores, a las causas de su rechazo, su modalidad de pago -diferido- y a que algunos de ellos fueron pagados, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    M., Alberto Raúl s/ inf. art. 302


    COMP, 199, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Determinación de la competencia: domicilio del banco girado.


    Toda vez que el hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una compraventa de mercadería, pagadas con cheques -de pago diferido, que fueron rechazados por falta de fondos- circunstancia que permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro; corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    L., Alicia s/ inf. art. 302


    COMP, 217, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Hecho desarrollado en más de una jurisdicción. Consideración del interés superior del niño.


    Si el hecho a investigar se ha desarrollado en más de una jurisdicción, la elección del Juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. De todas formas esta doctrina debe complementarse con aquella que establece que cuando se analizan intereses vinculados a menores debe privar el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres.


    C., N. G. s/ Inf. a la ley 24.270.


    COMP, 769, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Escuchas ilegales. Conflicto de competencia por el lugar de consumación. Afectación a un organismo del estado. Multiplicidad de hechos: unidad de investigación. Corresponde a la justicia federal.


    Toda vez que el magistrado local no cuestiona que se hubiere afectado el normal funcionamiento de un organismo nacional -Dirección de Observaciones Judiciales de la Secretaría de Inteligencia de la Nación- sino que se limita a plantear que esa circunstancia no resulta suficiente para asignar competencia material al fuero de excepción, corresponde a la justicia federal de esta ciudad, donde además, se consumaron las intromisiones ilegales y se habría pergeñado el espionaje, continuar con el trámite de la causa, cuya investigación aparece como necesariamente inescindible y debe quedar en cabeza de un único juez. Ello, más allá de la presunta participación delictuosa en los hechos, de funcionarios o magistrados misioneros.


    G., Mónica Elizabeth s/ Plantea inhibitoria.


    COMP, 1022, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    L., María Natalia s/ Estafa.


    COMP, 923, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada con cheques falsificados. Competencia territorial.


    Si de las constancias de la causa surge que el valor en cuestión sería falso, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro, investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    T., Patricia Beatriz s/ Denuncia.


    COMP, 934, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Administración fraudulenta.


    En los supuestos en los que se investiga el presunto delito de administración fraudulenta, debe entender el juez del lugar donde tiene lugar la rendición de cuentas.


    V., Pablo David s/ Defraudación por administración fraudulenta.


    COMP, 866, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Juez provincial que no cuestiona la competencia local.


    Si el magistrado provincial no cuestiona la competencia local en el hecho, sino únicamente que las conductas relevantes para determinar la competencia tuvieron lugar en otra jurisdicción de su misma provincia, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de que, en caso de mantener ese criterio, remita las actuaciones al juez que considere competente de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    O., Estela s/ Extorsión en grado de tentativa.


    COMP, 107, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción Ley 24.270. Lugar del impedimento del contacto.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere corresponder, si resultare de las constancias del incidente que los progenitores, de común acuerdo, habrían pactado el retiro y entrega de los niños en determinado ámbito territorial, corresponde que intervenga la justicia con jurisdicción en el mismo, ya que ése es el lugar donde el imputado habría impedido el contacto con los hijos.


    R., L. H. s/ Inf. Ley 24.270.


    COMP, 343, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos.


    Si surge de las constancias de la causa que los cheques habrían sido entregados en pago por el titular de la cuenta, el hecho denunciado encuadraría en las previsiones del art. 302, inciso 3° del Código Penal, corresponde asignar competencia a la justicia local.


    C., Blas Marcelino s/ inf. art. 302 C.P.


    COMP, 170, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos: competencia del juez local.


    Si se descarta la concurrencia en la causa de las previsiones del inciso 4° del art. 302 C.P.- único supuesto que podría variar la competencia territorial- corresponde al magistrado local continuar el trámite de las actuaciones.


    P., Carlos Alberto s/ Inf. art. 302 del C.P.


    COMP, 236, L.XLV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Claudio s/ Denuncia


    COMP, 596, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Competencia provincial.


    Existe coincidencia entre los magistrados contendientes en cuanto a que el hecho objeto de esta incidencia habría tendido a defraudar a la Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires, y que de ello habría derivado un perjuicio a su patrimonio. Toda vez que la competencia del fuero federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, […] corresponde a la justicia provincial entender en las presentes actuaciones.


    B., Elsa Norma s/ Pta. Inf. Art 174 Inc S.C.P


    COMP, 982, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    Tarraubella s/ Defraudación


    COMP, 510, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de defraudación indebida. Inaplicabilidad de las reglas de acumulación por conexidad.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    A., Juan Domingo s/ Defraudación retención indebida


    COMP, 537, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia en razón del territorio. Accidente laboral. Posible actuación negligente de médicos.


    Toda vez que de las constancias incorporadas al legajo surge que al accidentado, en la clínica privada de Pilar, sólo le diagnosticaron la fractura expuesta y le efectuaron una asistencia inicial básica, mientras que, recién en el nosocomio de la Capital Federal, se le realizó el tratamiento quirúrgico de la fractura; y que el transcurso de la internación allí, el cuerpo médico no habría atendido los reclamos en torno a los dolores y del sangrado bucal que presentaba el paciente, no puede descartarse, hasta el momento, la existencia de una posible relación causal entre el tratamiento y cuidados presuntamente negligentes y la muerte del paciente.


    S., Reginaldo s/ Denuncia.


    COMP, 383, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación de títulos secundarios apócrifos ante universidades nacionales. Mejor administración de justicia: todo a cargo de único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto. Tiene dicho el Tribunal que existe unidad de conducta entre la adulteración de documentos y el uso posterior, no obstante las consideraciones que pudieren efectuar los jueces en torno a la adecuación típica que corresponda, y que el juzgamiento por separado de una única conducta importaría violar la prohibición de doble persecución penal.


    C., Enrique Eduardo y otros s/ Falsificación documentos públicos


    COMP, 696, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados: consumación.


    El delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.


    T. S.A. y M., Eduardo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 430, L.XLV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F., Juan Ramón s/ Robo de automotor con armas


    COMP, 574, L.XLV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: mejor economía procesal y eficaz investigación.


    En el caso de los delitos cometidos en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


    C., Diego Fernando s/ Denuncia robo calificado.


    COMP, 485, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole para habilitar el fuero de excepción.


    Para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    Subdelegación Policial Federal Argentina Villa Mercedes San Luis s/ Corte de ruta.


    COMP, 520, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro".


    Si en el caso no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro" para surtir el fuero federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    M. A., Juan Sebastián s/ secuestro extorsivo.


    COMP, 82, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Inexistencia de acción típica reservada al fuero de excepción.


    Si los hechos denunciados no se identifican con el resultado directo de una acción típica reservada al fuero de excepción, como lo es un corte intencional de una vía interjurisdiccional (ruta nacional), evitando la libre circulación de bienes y personas, en detrimento de los objetivos de bien público para los que fue establecida, corresponde al Juzgado local asumir su jurisdicción.


    M., Eduardo René s/ Formula denuncia por delito de acción pública.


    COMP, 105, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación cometida mediante el uso de una tarjeta de compra robada. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    M., Cristian E. s/ defraudación (art. 173, inc. 15).


    COMP, 323, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Presunta defraudación por retención indebida.


    La retención indebida se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió concretarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    D., Edgardo s/ Defraudación por retención indebida.


    COMP, 846, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa. Lugar de entrega de la mercadería.


    En el marco del delito de estafa, si la entrega de la mercadería ha sido llevada a cabo en territorio provincial, la pesquisa debe quedar a cargo de la justicia con jurisdicción en el lugar donde se realizó la misma.


    N.N. s/ Estafa.


    COMP, 835, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción al art. 146 del Código Penal, o al artículo 1° de la ley 24.270. Competencia territorial. Consideración del interés superior del niño.


    Ya sea que la conducta a investigar configure el delito previsto en el artículo 146 del Código Penal. o bien se subsuma en el artículo 1° de la ley 24.270. la voluntad de la madre de separar al menor de la esfera de custodia del padre, o de impedirle su contacto, se habría materializado en la misma localidad, donde se ubicaba el último domicilio conocido de la madre, en el cual residía con el menor. Sentado ello, por aplicación "del interés superior del niño" -principio consagrado en el artículo 30 de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocida en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional-, corresponde declarar la competencia de la justicia de la provincia de Formosa, por encontrarse en mejores condiciones para proteger aquel interés.


    S., Gabriela Alejandra s/ Inf. ley 24.270.


    COMP, 649, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas por vía telefónica.


    Sin perjuicio del lugar desde donde fueron efectuados los llamadas telefónicas, si de las constancias incorporadas al legajo se desprende que las expresiones amenazantes fueron recibidas en determinada ciudad, donde se domicilia la víctima y en cuya jurisdicción se encuentra avanzada la investigación, corresponde al magistrado de dicho lugar, continuar con el desarrollo de la pesquisa.


    F., Claudio César s/ Inf. art. 149 bis, amenazas.


    COMP, 641, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción. Distribución de la competencia según convenga a una eficaz investigación, economía procesal y a la mejor defensa de los imputados.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    L., Juan Pablo s/ Robo calificado por ser en lugar poblado y en banda.


    COMP, 553, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Por aplicación de esos principios, y habida cuenta que de las declaraciones de la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias del incidente, surge que la venta del inmueble mediante el uso del poder presuntamente falso, había tenido lugar en la provincia circunstancia que no cuestiona el juez local- corresponde declarar su competencia para conocer en estas actuaciones.


    R., Roberto Juan s/ Falsificación documentos públicos


    COMP, 878, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación al cobro de cheques extraviados. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    Corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    Izquierdo S.R.L y otros s/ Inf. Art 302 del C.P


    COMP, 357, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    La falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado, estimo que corresponde asignar competencia a la jueza de garantías, en cuya jurisdicción fueron presentadas las facturas y el recibo presuntamente falsos al funcionario de la AFIP.


    P., Hugo Juvenal y M., Pedro s/ Denuncia falsificación de documento privado


    COMP, 422, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    V., Darío Luis s/ Defraudación por estelionato


    COMP, 367, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación al cobro de cheques extraviados. Lugar de presentación de los cheques.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Daniel Oscar s/ Denuncia


    COMP, 790, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar de comisión


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento público. Ignorancia del lugar de comisión. Necesidad de Profundizar la investigación.


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    S., Raul Eduardo s/ Denuncia


    COMP, 751, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal. Inexistencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Ignorancia del lugar de comisión.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Es por ello que, si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestraron las placas identificatorias del vehículo.


    L., Marcos s/ Inf. art. 292 C.P.


    COMP, 313, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado.


    P., Flavio Fernando s/ Encubrimiento


    COMP, 1049, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde los títulos fueron entregados.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Laura Beatriz y otros s/ estafa


    COMP, 48, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión


    Domicilio de uno de los damnificados. Competencia del juez local.


    De las escasas constancias hasta ahora incorporadas, surge que, en principio, los hechos materia de investigación que podrían tener relevancia típica habrían sucedido en la provincia de Buenos Aires, donde se encuentra tanto el domicilio de uno de los presuntos damnificados, como así también radicado el expediente sucesorio. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juez local, más allá de su juicio acerca de la existencia del delito.


    D., Fabián Horacio s/ Defraudación


    COMP, 194, L.XLV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Hecho a investigar con desarrollo en distintos lugares: elección del juez competente.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C., Fernando y R., Fernando Manuel s/ Estafa


    COMP, 881, L.XLIV, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Desapoderamiento. Privación ilegal de la libertad. Lugar donde se ha consumado el delito. Declaraciones de la víctima.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En tal sentido, surge fehacientemente de las declaraciones de una de las víctimas, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, que tanto el desapoderamiento como la privación ilegal de la libertad, sucedieron en esta ciudad. Por ello, el magistrado nacional deberá continuar con la investigación en esta causa.


    P., Claudio s/ Encubrimiento


    COMP, 962, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Hechos con desarrollo en distintos lugares: elección del juez competente.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    P., Gabriel Hernán s/ Estafa


    COMP, 865, L.XLIV, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Reglas de conexidad: sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    Z., Miguel Eduardo por corrupción de menores agravada por coerción (dos hechos), en concurso real con coacción


    COMP, 758, L.XLIV, 12 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción.


    Ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos de relevancia típica, y que la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    K. B., Yun y otro s/ Adm. fraudulenta y falsedad ideológica de instrumento público en concurso ideal


    COMP, 274, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M. de V., María Jacoba s/ Denuncia


    COMP, 355, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Avance en la investigación. Declinación a favor del juzgado provincial que instruyó. Indeterminación del lugar del hecho.


    La circunstancia de que la causa haya tramitado en sede provincial por más de un año y medio, se la haya elevado a juicio, y sólo reste la sustanciación del debate, determinan que la radicación ante sus tribunales sea la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    S. L., Ruben Dario y E. V., Ruth Bibiana s/ Homicidio simple


    COMP, 620, L.XLV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de retención indebida: lugar de consumación.


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    B., María del Valle Alejandra s/ Defraudación


    COMP, 115, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar de comisión. Presunta estafa.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los imputados.


    S., Carlos Alberto s/ Estafa


    COMP, 1011, L.XLIV, 16 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de coacción y lesiones. Valor probatorio de los dichos de la víctima. Lugar de consumación. Corresponde a la justicia provincial.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de los dichos de la damnificada -que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente - surge que los hechos habrían ocurrido en una localidad de la provincia, corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    B., Luis Alfredo s/ Coacción


    COMP, 779, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Hallazgo de automotor robado. Encubrimiento y robo. Necesidad de diligencias y auto de mérito. Corresponde continuar al juez provincial, competente en el robo. Sustitución de chapa patente: corresponde al juez nacional, donde se encontró el rodado.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que, no surge del incidente que éste haya realizado una adecuada investigación tendiente a descartar fehacientemente si los imputados tuvieron algún grado de participación en ese hecho ilícito Por otra parte, se advierte que el automóvil presentaba sustituidas sus placas individualizadoras por lo que, aún cuando no haya sido objeto de contienda, y en atención a que de las constancias incorporadas al incidente no resulta posible conocer el sitio en que se habría cometido la presunta infracción al artículo 289, inciso 3o , del Código Penal corresponde su investigación a la justicia nacional, en cuya jurisdicción se halló el rodado.


    H. Pablo Cesar y otros s/ Disparo de arma de fuego y Encubrimiento


    COMP, 646, L.XLV, 20 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de suicidio. Improrrogabilidad de la competencia penal en razón del territorio.


    De acuerdo con el articulo 118 de la Constitución Nacional, la competencia penal por razón de territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    V., Nazareno s/ Suicidio en tentativa


    COMP, 711, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia penal en razón del territorio.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Mónica s/ Hurto calificado.


    COMP, 346, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Hurto de automotores. Secuestro de vehículos en sede provincial. Declinación de competencia conforme el juzgado de turno con las correspondientes comisarías donde se radicaran las denuncias.


    Tan como lo tiene establecido la Corte el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Esa exigencia no se presenta en el caso pues no consta que los pertinentes tribunales que conocen tanto en los desapoderamientos de los vehículos incautados, como en aquellos relativos a los dominios a los que corresponden los elementos también hallados en poder del imputado, hayan descartado su participación en tales hechos, pues resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica al respecto. Corresponde que los juzgados de instrucción que se encontraban de turno con las respectivas comisarías que intervinieron en las sustracciones, profundicen sus investigaciones en el sentido señalado, a partir de los elementos recabados con motivo de los secuestros acaecidos en sede provincial.


    R., Juan Ramón s/ Encubrimiento agravado


    COMP, 418, L.XLV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones cometidas en distintas jurisdicciones. Inaplicabilidad de las reglas de acumulación por conexidad.


    Cualquiera sea el vinculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de la competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, se encuentra regida por la Constitución, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden o economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente Jueces nacionales.


    B., Malvina Soledad s/ Lesiones graves (art. 90)


    COMP, 718, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Presunta administración fraudulenta. Actos societarios efectuados en distintas jurisdicciones.


    El delito de defraudación por administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    V., Daniel Eduardo y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 593, L.XLV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de dinero.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G. S. s/ Denuncia


    COMP, 530, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Declaraciones del denunciante. Lugar donde se desarrollaron la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas. Competencia del juez nacional.


    Toda vez que de los dichos del denunciante -no controvertidos por otros elementos del expediente- surge que la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas se habrían desarrollado en esta ciudad, donde tuvieron lugar el trámite para la liquidación de la deuda impositiva, la entrega de dinero destinada a ese fin, la suscripción del poder, el pago de honorarios y desde donde se remitió un recibo que resultó falso, corresponde continuar con la investigación al juez nacional.


    B., Walter Sergio s/ estafa


    COMP, 149, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Competencia territorial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    A., Juan José s/ Su denuncia.


    COMP, 496, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas.


    Si existen elementos suficientes para acreditar prima facie que las amenazas fueron proferidas desde determinada localidad, y si en la misma además reside el imputado, corresponde continuar con el trámite del expediente al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    A., Laura Silvia s/ Amenazas.


    COMP, 497, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas por vía teléfonica.


    Si de las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, en atención a que las amenazas hayan sido recibidas en determinada localidad, corresponde intervenir en la causa al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    J., Pedro s/ Inf. Art. 149 bis C.P.


    COMP, 359, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Venta por Internet. Violación a los derechos de autor. Determinación de la competencia por la determinación del número "IP" del oferente.


    Toda vez que del informe realizado por la División de Delitos en Tecnología y Análisis Criminal de la Policía Federal, surgiría que la dirección de "IP" en la que se creó el correo electrónico desde donde se intentó vender una obra sin la debida autorización de su autor o derechohabiente, se encuentra ubicada en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local conocer en la causa.


    E., Alicia s/ Infr. ley 11.723.


    COMP, 888, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos.


    Ya sea que se trate de la infracción prevista en el inciso 1° o 3° del artículo 302 del Código Penal, se tiene establecido que en ambos supuestos corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    I., Edgardo J. s/ Inf. Art. 302 del C.P.


    COMP, 710, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comercialización de aves silvestres: Ley 22.421.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de infracciones, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    T., Mario Rubén s/ Denuncia.


    COMP, 898, L.XLV, 21 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hecho desarrollado en distintas jurisdicciones territoriales. Razones de mejor administración de justicia.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    A., Elías s/estafa.


    COMP, 1015, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de comeptencia. Falsificación de documentos. Competencia territorial.


    Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar donde se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    G., Edgar s/ denuncia


    COMP, 1062, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar donde se desarrollaron la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas.


    Si de las constancias agregadas al incidente surge que la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas se habrían desarrollado en determinada localidad, donde tuvieron lugar los actos intimidatorios que determinaron el otorgamiento del poder especial, y donde, además, se suscribieron ciertos documentos, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en aquella localidad.


    G., Luis Ernesto y G., Miguel Ángel s/ defraudación.


    COMP, 992, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos: lugar donde fue confeccionado.


    En los supuestos de falsificación de documentos, debe estarse al lugar en donde éste fue confeccionado.


    R., Adriana Mercedes Amelia s/ Extorsión.


    COMP, 997, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta retención indebida: lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    R., Teresita Catalina s/ Defraudación.


    COMP, 961, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar de consumación del delito.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    J., Á. G. s/ Denuncia lesiones.


    COMP, 302, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de documento y estafa procesal. Concurso ideal. Competencia territorial.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría una estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el documento presuntamente apócrifo.


    L., Roberto Ernesto s/ Denuncia estafa.


    COMP, 317, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Muerte por causa dudosa. Lugar en que se produjo el accidente.


    Si surge que la muerte de una persona se habría producido por el cuidado presuntamente negligente prestado en un establecimiento ubicado en determinada localidad, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en aquella, más allá de que el deceso se haya producido finalmente en otra jurisdicción.


    R., Emmy s/ Muerte por causa dudosa.


    COMP, 305, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Lugar donde se consumó el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se consuma el delito, careciendo de relevancia, a los fines de determinar el juez competente, dónde se inició la prevención.


    A., Cristian Walter s/ Resistencia a la autoridad y lesiones leves.


    COMP, 19, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Marcelo Adrián s/ Inf. art. 302 C. P.


    COMP, 72, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de administración fraudulenta. Lugar donde se desarrolló el acto infiel en violación del deber.


    Toda vez que el acto infiel en violación del deber atribuido al imputado se desarrolle en determinada localidad, donde se entregue el valor y sin perjuicio de quienes sean los receptores, corresponde continuar con el trámite del expediente al magistrado con jurisdicción en la misma.


    C., Perla Andrea s/ estafa.


    COMP, 30, L.XLV, 03 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de comeptencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Antonio Thomas s/ denuncia


    COMP, 195, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    J., Nancy Esther s/ estafa


    COMP, 43, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar donde presuntamente se produjo la remoción de la menor de la custodia del padre.


    Corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, pues allí se habría producido la remoción de la menor de la custodia del padre -que hasta la actualidad no ha perdido el ejercicio compartido de la patria potestad- y la presunta privación del ejercicio de sus derechos y obligaciones, priorizando el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres.


    D. D. C., J. s/ Infr. ley 24.270.


    COMP, 27, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Determinación de la competencia: lugar donde los títulos fueron entregados.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., María s/ denuncia


    COMP, 116, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque. Estafa perpetrada mediante falsificación de documentos: concurso ideal. Competencia del juzgado con jurisdicción sobre el domicilio en el que se entregó la mercadería a cambio del cartular apócrifo.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    F. R., Flavio s/ Denuncia.


    COMP, 91, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ estafa en tentativa


    COMP, 154, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de sustracción de menores. Domicilio en el que tendrían lugar el retiro y la entrega del menor.


    Si resulta de las constancias del expediente que el retiro y la entrega del menor debería efectuarse en determinada localidad, en la que, además, tramitarían juicios entre las partes por alimentos y violencia familiar, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma conocer en la causa.


    R., C. D. s/ sustracción de menores.


    COMP, 36, L.XLV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o donde se ejerza la administración.


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    R. G., Juan Vicente y otro s/ defr. por adm. fraudulenta.


    COMP, 17, L.XLV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: lugar donde fueron recibidas. Domicilio de la víctima y del imputado.


    En el caso del delito de amenazas, sin perjuicio del lugar donde fueron efectuados los llamados telefónicos, si de las constancias se desprende que éstas fueron recibidas en la ciudad donde se domicilian tanto la víctima como el imputado, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma conocer en la causa.


    S., Alicia s/ Coacciones.


    COMP, 1068, L.XLIV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Daniel s/ hurto de cheque


    COMP, 18, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Evangelina s/ Estafa.


    COMP, 211, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Elección del juez competente: razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    G., José L. y otro s/ Estafa.


    COMP, 251, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Valoración de las declaraciones del denunciante o del imputado. Lugar de comisión del hecho.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Asimismo, la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    A., María Mercedes y Domínguez, Eduardo s/ Su denuncia.


    COMP, 223, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación.


    Si de las constancias del incidente resulta que la maniobra defraudatoria habría tenido lugar en determinada jurisdicción, hechos respecto de los que el juez provincial no cuestiona su competencia, corresponde a éste seguir conociendo en la causa.


    C., Fabián Humberto s/ denuncia estafa


    COMP, 253, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 119 del Código Penal. Delito continuado.


    Cuando se trate de un delito continuado cuyos actos con relevancia típica se hubieran producido en distintas jurisdicciones, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    A., R. s/ Abuso sexual.


    COMP, 703, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Suicidio. Determinación en virtud del lugar donde se cometió el hecho que se investiga.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha realizado el hecho


    I., Laura s/ Suicidio en tentativa.


    COMP, 687, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    N. S.A. s/ Estafa.


    COMP, 310, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de falsificación de documento y estafa procesal.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    R. G., Sindulfo s/ Denuncia.


    COMP, 772, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Operación de compra con cheques de pago diferido. Inexistencia de vicios en la voluntad.


    Si el hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación de canje de cheques, que serían de pago diferido, esa circunstancia permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por si, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro.


    T., Carlos A. y otro s/ Infr. Art. 302 del C.P.


    COMP, 744, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones y tormentos sufridos en la cárcel. Aplicación del principio de territorialidad.


    Si los hechos ocurrieron durante la detención del denunciante en una cárcel ubicada en determinada localidad, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    V. Luis Adolfo s/ Denuncia.


    COMP, 784, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas. Amenazas telefónicas y en forma personal.


    Si existen elementos suficientes para acreditar prima facie que tanto las amenazas telefónicas como aquellas realizadas en forma personal, fueron proferidas en determinada localidad, donde además ya habría sido denunciado el imputado, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    V., Miguel Ángel s/ Coacción.


    COMP, 732, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos. Artículo 6° de la Ley 24.452.


    En el caso de la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal, si el juez provincial no cuestiona la calificación legal realizada por su par nacional, ni que la entidad girada tenga domicilio en su jurisdicción, habiendo descartado la concurrencia de las previsiones del inciso 4° del articulo 302 del Código Penal -único supuesto que podría variar la competencia territorial-, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones, a fin de evaluar la aplicación de los supuestos de esa norma, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    C , Roberto y otros s/ Infr. Art. 302 del C.P.


    COMP, 627, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 302 del Código Penal.


    Ya sea que se trate de la infracción prevista en el inciso 1° o 3° del artículo 302 del Código Penal, corresponde investigar en ambos supuestos al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado,


    E., Hernán Darío y C., Roberto Anibal s/ Inf. art. 302 del C.P.


    COMP, 709, L.XLV, 28 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante cheques extraviados o sustraídos.


    En el caso del delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., María Ofelia s/ Extravío de cheque.


    COMP, 575, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos. Artículo 6 de la Ley 24.452.


    Si las circunstancias que originaron la entrega del cheque y su modalidad de pago permiten descartar la posible estafa, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24.452.


    E. del N. F. y Asoc. s/ Inf. art. 302 C.P.


    COMP, 671, L.XLV, 28 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Operación que permite descartar la figura de estafa. Posible infracción al art. 302 del Código Penal. Competencia territorial.


    Si las características de la operación comercial realizada, permiten descartar la concurrencia del delito de estafa, corresponde que el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado, evalúe la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    G. C., Charles s/ Art. 302 del C.P.


    COMP, 747, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos. Artículo 6° de la Ley 24.452.


    Descartado el engaño o ardid necesario para viciar la voluntad del receptor de los cheques y así configurar el delito de estafa, si no se verifican las previsiones del inciso 4° del artículo 302 del Código Penal- único supuesto que podría variar la competencia territorial-, corresponde al magistrado local en donde se encuentra domiciliado el banco girado continuar con el trámite de las actuaciones, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    L., Adriana s/ Infr. Art 302 del C.P.


    COMP, 579, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Q., Valeria Analía s/ Su denuncia


    COMP, 752, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción al art. 302 del Código Penal. Competencia territorial.


    Si, en atención a las circunstancias del caso, cabe evaluar la aplicación de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, corresponde atribuir la competencia al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    P., Eduardo Andrés s/ Inf. art. 302 del C.P.


    COMP, 475, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago con cheques sin provisión de fondos.


    Tanto en las infracciones previstas en el inciso 1° como en el 3° del artículo 302 del Código Penal, la Corte tiene establecido que corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    T., Carlos Alberto s/ Inf. art. 302 del C.P.


    COMP, 719, L.XLV, 28 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos de la denunciante a los fines de resolver la competencia.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y, a fin de determinarlo, pueden tenerse en cuenta los dichos tanto del denunciante como del imputado, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa.


    D., R. s/ Amenazas.


    COMP, 648, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    V., Marcelo Ricardo y A., Jorge Antonio s/ Art. 94 del C.P.


    COMP, 476, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Alejandro Elegio s/ Lesiones culposas


    COMP, 842, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto. Infraccion al art. 289, inc. 3º, del Código Penal: inexistencia de perjuicio al Registro Nacional de la Personas.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República, afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    H., José Luis s/ Denuncia


    COMP, 974, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Determinación de la competencia. Razones de economía procesal.


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    M., Mauro s/ Denuncia presunta estafa


    COMP, 738, L.XLIII, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Diego Francisco s/ Robo agravado.


    COMP, 680, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación por administración fraudulenta. Utilización de comprobantes de pago falsificados.


    Si el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquélla debía rendirse. En el caso de la falsificación de los comprobantes de pago, ésta debe reputarse cometida en el lugar donde los mismos fueron utilizados.


    V., Leonardo s/ Defraudación


    COMP, 227, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Declaraciones tanto de la víctima como del imputado para la determinación de la competencia.


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    C., S. A. y otro s/ delito de acción pública.


    COMP, 40, L.XLV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación prendaria. Lugar de comisión.


    En casos de defraudación prendaria, resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    R., Alberto J. s/ estafa.


    COMP, 1022, L.XLIV, 13 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al inciso 3º del artículo 302 del Código Penal. Competencia territorial.


    Si de las constancias de la causa surge que el titular o el librador autorizado habrían dado orden de no pagar el documento cuestionado, impidiendo ilegítimamente su cobro, no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3º del artículo 302 del Código Penal, que corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    V., Marcelo E. s/ inf. art. 302 C. P.


    COMP, 1065, L.XLIV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia territorial: lugar donde se consuma el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se consuma el delito.


    F., José Luis s/ Denuncia.


    COMP, 94, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso deshonesto. Competencia: lugar donde se cometió el delito.


    La profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados intervinientes en torno al tema de la competencia actúa en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se cometió el delito.


    M., N. s/ Abuso deshonesto.


    COMP, 152, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar donde se ha consumado el delito.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., M. s/ Prevencional.


    COMP, 225, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.270.


    Si de los dichos del denunciante, no desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que el impedimento de contacto se habría dado en determinada localidad donde sus hijos residen con su progenitora, corresponde asignar competencia al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    A., T. C. s/ Infracción a la ley 24.270.


    COMP, 837, L.XL, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al art. 302 del Código Penal.


    Si en el caso no está cuestionado que el domicilio del banco girado se encontraría ubicado en Capital Federal, corresponde al juzgado de esa jurisdicción intervenir en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación.


    G. , Francisco s/ Estafa.


    COMP, 748, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque. Estafa perpetrada mediante el uso de aquél. Competencia territorial.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.Cuando el delito de estafa o su tentativa es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, debe estarse al lugar donde los títulos fueron presentados a fin de determinar la jurisdicción competente. Si de los elementos reunidos en el incidente no surge esa circunstancia, corresponde al magistrado que previno, profundizar la investigación en este sentido.


    D. G., Graciela s/ Estafa.


    COMP, 602, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a las 24.270. Consideración del interés superior del niño.


    Cuando se investigan presuntas infracciones a la ley 24.270, debe estarse al lugar donde se habría producido la remoción del menor de la esfera de custodia del padre no conviviente, impidiendo el contacto entre ambos y privándolos del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Cuando se analizan intereses vinculados a menores, debe privar el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres, y por ello debe ponderarse el lugar de residencia actual de los menores a efectos de asignar la competencia.


    D., Gimena Carina s/ Inf. ley 24.270.


    COMP, 371, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de lesiones y amenazas. Principio de economía procesal y mejor defensa de los imputados. Interés superior del niño.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Por otra parte, cuando se analizan intereses vinculados a menores debe privar el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres. Por ello, para asignar la competencia debe ponderarse el lugar de residencia actual de los menores, solución que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño".


    S., J. B. s/ Av. de ilícito.


    COMP, 554, L.XLV, 15 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presutna defraudación mediante el uso de cheques extraviados.


    Cuando se desconoce en qué carácter se tenían los cheques denunciados como extraviados por su librador y toda vez que no puede descartarse la connivencia entre ambos con el fin de defraudar a la víctima, corresponde que el magistrado del lugar donde se entregaron los cheques continúe con la investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    V., Jorge s/ Su denuncia.


    COMP, 498, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delito permanente


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N. B., Edelio Fabio y otros s/ Encubrimiento agravado


    COMP, 1006, L.XLIV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo. Comienzo del delito en una jurisdicción y liberación en una distinta. Competencia del juzgado nacional.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Alejandro Jorge s/ Denuncia


    COMP, 871, L.XLV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Privación ilegítima de la libertad perpetrada en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito. Determinación de la competencia.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Jacobo s/ robo calificado


    COMP, 87, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Delito de efectos permanentes.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    P., César O. s/ Inf. ley 13.944


    COMP, 869, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual agravado: hechos que formarían parte de una única conducta. Prohibición de doble juzgamiento. Lugar donde se encuentra el domicilio familiar.


    Siendo que las distintas conductas sexualmente abusivas que se imputan no serían independientes entre sí, sino que integrarían una conducta ilícita única y encuadrarían, todas ellas, en el mismo tipo penal, corresponde continuar conociendo al magistrado en cuya jurisdicción se encuentra el domicilio familiar, donde se desarrolló mayoritariamente el sometimiento sexual, y reside actualmente la menor. Esto evita además el riesgo de afectar la prohibición de doble juzgamiento.


    S., J. A. s/ Abuso sexual agravado.


    COMP, 193, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia en razón del territorio. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del magistrado que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición, pero tal exigencia no impide el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen. Cuando hubiese existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Gustavo Alberto s/ Denuncia


    COMP, 54, L.XLV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Defraudación y falsa denuncia. Concurso material de ambas acciones. Investigaciones separadas conforme el lugar de comisión.


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad. No obstante la relación de medio a fin que pueda existir entre ellos, toda vez que la mera coincidencia subjetiva o final no basta, por si sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal. Al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debería estarse al lugar de comisión de cada uno de ellos para determinar el juez competente.


    A., Cesar s/ Hurto de automotor


    COMP, 507, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Por la Materia


    Contienda negativa de competencia. Competencia en razón de la materia. Delitos de daño y lesiones.


    Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de daño sea inferior al establecido para la figura de lesiones leves, ante la circunstancia de no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., Viviana Graciela s/ Lesiones dolosas


    COMP, 978, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de Juzgado Federal no parte de la contienda. Autonomía del acopio de municiones.


    Habida cuenta que entre el arma y las municiones que, principalmente, fueron incautadas en el domicilio de las imputadas, se hallaban cantidades de otras distintas de aquellas que habrían sido producto del robo presuntamente cometido en la localidad bonaerense de Quilmes, la figura de acopio (artículo 189 bis, inciso 3° del Código Penal) adquiere autonomía propia y, por lo tanto, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1", inciso e) del Código Procesal Penal de las Nación -conforme ley 25.886- debe ser investigada por la justicia de excepción.


    A., María Florencia y otra s/ Acopio de armas y municiones de guerra


    COMP, 361, L.XLV, 26 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Desestimación de la acción. Concurso ideal entre leyes 22.362 y 11.723. Competencia de la Justicia Federal.


    Más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    H., Juan Pablo Nicolas y otros s/ Infracción ley 11.723 y 22.362


    COMP, 619, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de Justicia Penal Económico. Desaparición de camión y mercadería extranjera. Remisión a S.C. N° 359 L.XXXV "Ayechú, Carlos Bernardo s/ denuncia", S.C. N°125, L.XXXIX "Orsi, Ricardo César Vicente s/denuncia de contrabando", y S.C. N° 1741 L. XLI "Vargas Juan s/Denuncia".


    L. B., Ricardo s/ Denuncia.


    COMP, 642, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Falsificación de documento de identidad. Utilización para comprar un rodado. Competencia de la Justicia Federal.


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando, tal como ha ocurrido en el presente, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    S., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP, 686, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Traspaso de delitos a la orbita de la Ciudad de Buenos Aires. Art. 106 del código penal. Convenio 14/04.


    No obstante la actual redacción del artículo 106 del Código Penal (ley 24.410) resulta anterior a la vigencia de la ley 24.557 que, por su parte, también precedió la celebración del convento 14/04 de transferencias progresiva de competencias efectuado entre la Nación y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -oportunamente ratificado por ambas jurisdicciones- las figuras penales específicamente contempladas en aquella última, nunca fueron expresamente incluidas entre los delitos que, tal como lo indica el juez local, limitadamente, fueron traspasados.


    Provincia A.R.T. s/ Infración ley 24.557


    COMP, 563, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta omisión de realizar aportes previsionales y adulteración de sellos y documentos en el libro de notas de un establecimiento privado.


    Cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Esto es así, teniendo en cuenta que la competencia federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    M., María Inés s/ Denuncia Pta. Inf. Ley 24.769


    COMP, 273, L.XLV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de trata de personas, tenencia ilegítima de armas e infracciones a la ley 23.737 y a ley de profilaxis. Investigación incipiente. Estrecha vinculación entre delitos de naturaleza federal y naturaleza ordinaria. Inconveniencia de escindir la investigación: razones de mejor administración de justicia y de protección a las presuntas víctimas.


    Si en el caso se investiga la presunta configuración del delito de trata de personas y la pesquisa se encuentra en sus inicios, corresponde que la justicia de excepción continúe interviniendo también en relación a las supuestas infracciones a la ley 12.331 y al artículo 189 bis del Código Penal. Ello es así pues, por un lado, la intervención de personas en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en la ley 24.364, artículo 4°, inciso "c", cuando se "promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual". y, ademas, porque no es posible descartar aún la relación que la tenencia de armamentos podría guardar con alguna de las formas de coerción, violencia o intimidación que el artículo 145 bis y ter del Código Penal reclama para la configuración del delito de trata de personas mayores de dieciocho años de edad. De lo expuesto se desprende la inconveniencia de escindir la investigación del delito de trata de personas de aquellos delitos que castigan situaciones de explotación consumada, especialmente cuando la investigación se encuentra en sus inicios. No es posible desconocer entonces la estrecha vinculación que existe entre las infracciones involucradas (trata de personas, tenencia ilegítima de armas, infracción a ley de profilaxis), a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Cuando se configura una relación de esta índole, entre un delito de naturaleza federal y otro de naturaleza ordinaria, la investigación debe quedar a cargo de la justicia de excepción. Por otra parte, escindir la investigación expondría a las eventuales víctimas del delito de trata al sometimiento a dos procesos diferentes, con los efectos indeseables que esto puede acarrear.


    Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública.


    COMP, 538, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Falta de afectación a intereses nacionales. Declinación a favor de la justicia local.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    D. S., Miguel Angel s/ Inf. Art. 142 bis del C.P.


    COMP, 883, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentos privados. Hipótesis de afectación a un organismo nacional ya descartada. Corresponde a la justicia local.


    Si bien a este conflicto lo precedió otro en el que la Corte dispuso asignar competencia a la justicia federal, allí se ponderó, en atención a los hechos comprobados hasta entonces, la posibilidad de que pudiere resultar afectado el normal funcionamiento de un organismo nacional, circunstancia que fue descartada por la investigación desarrollada con posterioridad a ese pronunciamiento, por lo que corresponde a la justicia local continuar con la causa.


    G., Roberto s/ Pta. inf. art. 292 y 296 del C.P.


    COMP, 817, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Residuos volcados y tratados en la misma jurisdicción.


    Si de las constancias incorporadas al legajo surge que los residuos presuntamente tóxicos serían volcados y tratados en jurisdicción provincial, previa a su disposición final, cabe concluir que en el caso no se dan los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1º de la ley 24.051.


    M. E. s/ Ley 24.051.


    COMP, 489, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que reconocerían una motivación particular.


    Si del análisis de las constancias incorporadas al incidente surge que los hechos del caso no reconocerían una motivación que exceda de lo estrictamente particular, ni afectarían intereses nacionales, corresponde a la justicia local asumir su jurisdicción para entender en las actuaciones.


    C. de P., Adela s/ Su denuncia por amenazas.


    COMP, 368, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48. Competencia material.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    P., José Luis s/ Denuncia inf. art. 149, inc. 2, apartado b, en función art. 149 bis del C.P.


    COMP, 503, L.XLV, 30 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones, amenazas, daños, resistencia a la autoridad. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Investigación a cargo de un único tribunal.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las otras figuras penales, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones y la resistencia a la autoridad a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    G., Jorge Rubén s/ Art 149 bis C.P


    COMP, 963, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Amenazas y lesiones leves. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Investigación a cargo de un único tribunal: competencia del fuero correccional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    F. R., Edwin s/ Art. 89 del C.P.


    COMP, 111, L.XLV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Amenazas y lesiones leves. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Investigación a cargo de un único tribunal: competencia del fuero correccional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para las amenazas sea superior a la dispuesta para las lesiones leves, al no haberse delegado la competencia respecto de esta última figura a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Ayda s/ Lesiones (art. 89 del Código Penal)


    COMP, 16, L.XLV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Amenazas: competencia de la justicia nacional. Usurpación: competencia de la justicia contravencional. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales.


    Atento que en principio, las amenazas no habrían sido el medio comisivo de la usurpación a que se refiere la denunciante, pues habrían tenido lugar una vez perfeccionada esta última figura, ambas hipótesis delictivas aparecen como hechos independientes. Por lo tanto, teniendo en cuenta que el delito previsto en el artículo 149 bis, segundo párrafo, del Código Penal, no ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en relación con esa figura, mientras que la justicia contravencional deberá profundizar la investigación respecto del delito de usurpación.


    O., Héctor Sixto s/ Inf. art. 149 bis del C.P.


    COMP, 66, L.XLV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Hechos que presentan unidad contextual. Determinación de la competencia: según convenga a una mejor administración de justicia. Daño y lesiones leves: competencia del fuero correccional.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de daño sea inferior al establecido para la figura de lesiones leves, ante la circunstancia de no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la competencia más amplia para su conocimiento.


    E., Santiago Adrián s/ Denuncia


    COMP, 933, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de acopio de armas y municiones de guerra.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.


    G., Damián s/ Lesiones graves


    COMP, 283, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de acopio. Requisitos para su configuración.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    M., Oscar Alberto s/ Inf. Art. 189 bis C.P.


    COMP, 389, L.XLV, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transferencia de Competencias Penales. Entrada en vigencia.


    Si la causa reconoce su origen en una denuncia formulada después de la entrada en vigor del Convenio de Transferencia de Competencias Penales, corresponde a la justicia local conocer en las actuaciones.


    C., Alberto Fabián s/ Denuncia


    COMP, 1046, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de daño. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si no surge de la causa que los hechos alcancen una magnitud suficiente como para afectar o poner en peligro la seguridad común, o los bienes de un número indeterminado de personas, tutelados por el artículo 186, inciso 1º, del Código Penal, el objeto del conflicto sólo se circunscribe al presunto delito de daño. En virtud del Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires debe ser la justicia local la que continúe conociendo.


    N., Inés María s/ Denuncia


    COMP, 879, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia no transferida. Amenazas coactivas.


    Habida cuenta que el delito de amenazas coactivas no ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo, sin perjuicio de las cuestiones que pudieran plantearse respecto del turno y posibles conexidades.


    S., Daniel s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP, 1034, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Juez Nacional y Juez Local. Hechos inescindibles. Archivo parcial. Remisión a C. S. N° 133. L. XLIII, "Castillo Peralta, César y otros s/ robo con armas".


    B., Ivan s/ Infr. arts. 149 bis - Amenazas - C.P.


    COMP, 483, L.XLV, 13 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Adulteración de valores pertenecientes a la cuenta corriente de particulares. Entidad bancaria privada. Ausencia de afectación al crédito público. Inexistencia de obstrucción al normal desenvolvimiento de un organismo perteneciente al Estado Nacional. Competencia de la justicia ordinaria.


    Estamos en presencia de la adulteración de valores pertenecientes a la cuenta corriente de particulares abierta en una entidad bancaria privada, circunstancia que permite inferir que el hecho no habría afectado al crédito público ni comprometido la validez de un documento nacional. Tampoco habría obstruido el normal desenvolvimiento de un organismo perteneciente al Estado Nacional. Por lo expuesto, corresponde al juzgado local continuar conociendo en la presente causa.


    Z., Liliana María s/ falsif. de cheques


    COMP, 88, L.XLV, 17 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de constancias que permitan inferir la utilización de un D.N.I. falso o ajeno: competencia de la justicia local.


    Si no surge ningún elemento de juicio que permita inferir prima facie la utilización de un DNI falso o ajeno para cometer la maniobra defraudatoria, corresponde a la justicia local continuar con la investigación del hecho, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    A., Eduardo Oscar s/ Denuncia.


    COMP, 13, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de afectación a intereses federales. Presunta infracción al art.149 bis C.P.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda a los hechos a investigar, si del análisis de las constancias del incidente no se advierte que tuvieran entidad para afectar intereses federales, corresponde conocer a la justicia local.


    G. Y., Bruno Ezequiel s/ Denuncia.


    COMP, 1051, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheques de pago diferido. Presunta configuración del delito previsto en el Art. 302 del Código Penal. Determinación del encuadre jurídico.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse “prima facie” y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que –por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico de la jurisdicción ante la que se formuló la denuncia evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6º de la ley 24.452.


    S., Federico Enrique s/ Estafa.


    COMP, 208, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante un DNI adulterado.


    Si el magistrado federal reconoce, en los hechos denunciados, un delito de su exclusiva competencia, como así también que las maniobras defraudatorias se habrían desarrollado bajo un mismo "modus operandi", corresponde a este magistrado conocer en la causa.


    M., Gabriela Lorena s/ Denuncia.


    COMP, 541, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 24.051. Desechos animales: exclusión de la categoría de "residuos peligrosos" en los términos de la ley 24.051.


    Toda vez que los desechos animales no son residuos peligrosos en los términos del art. 2 de la ley 24.051, corresponde conocer a la justicia local.


    U.F.I.M.A. s/ Denuncia violación ley 24.051.


    COMP, 558, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de comeptencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito encubierto. Infracción al art. 289 del Código Penal. Ausencia de afectación a intereses nacionales.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. La investigación por la infracción al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


    E., Mario Alberto s/ Encubrimiento


    COMP, 328, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Homicidio agravado por ser cometido por un integrante de las fuerzas de seguridad. Requisitos para atribuir la competencia federal.


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    M., Valeria Noemí s/ Homicidio, lesiones y falsa denuncia


    COMP, 521, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de contrabando. Monto mínimo necesario para que el hecho pueda ser calificado bajo esta figura.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    N.N. s/ Contrabando


    COMP, 238, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de lesiones y amenazas.


    Si el magistrado nacional resolvió definitivamente la situación procesal del imputado respecto del delito de lesiones que, por su naturaleza, resulta escindible de las amenazas, corresponde al juez local conocer a su respecto.


    V., Matías Sebastián s/ Amenazas - art. 149 bis del C.P.


    COMP, 380, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de amenazas y lesiones.


    Cuando exista una estrecha vinculación entre los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Julio s/ Lesiones y amenazas


    COMP, 316, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Estafa y falsificación o uso de documentos públicos falsificados. Concurso ideal.


    Cuando el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Blanca Graciela s/ Defraudación


    COMP, 162, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Finalidad de los hechos.


    Si de acuerdo al contexto de las manifestaciones vertidas por el damnificado, y teniendo en cuenta las circunstancias en que se lo habría intimidado, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar de los imputados, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, cabe considerar que. en principio, el suceso excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa,


    S., Gustavo Manuel s/ Denuncia amenazas


    COMP, 210, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Robo de mercaderías. Afectación a las facultades legales de la aduana.


    Si las mercaderías presuntamente sustraídas se encontraban sujetas al régimen de destinación de tránsito de importación y, por consiguiente, se hallaban sometidas al control aduanero, cabe concluir que en el caso se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. En consecuencia, de acuerdo con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP, 203, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Estafa perpetrada por la utilización de documentos falsificados.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    S., Ángel R. y otros s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


    COMP, 109, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de licencia habilitante para el transporte. Ignorancia del lugar de falsificación.


    La licencia habilitante para el transporte, que le fue retenida al imputado, es un instrumento que otorga la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, actual órgano encargado de la fiscalización y control de los medios de transporte, por lo que corresponde que en su presunta falsificación conozca el fuero federal. Si no es posible determinar donde se creó el instrumento público falso, y atento que el documento adulterado habría sido retenido en determinada localidad, corresponde declarar la competencia del juzgado federal de esa jurisdicción.


    S., Santiago y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 191, L.XLV, 08 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de amenazas.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP, 182, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    Z., María Fernanda s/ Denuncia.


    COMP, 76, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas coactivas.


    Si de las expresiones a las que se atribuye entidad amenazante, no surge con claridad que se haya pretendido obligar al denunciante a hacer o tolerar algo en contra de su voluntad, corresponde al juez local, que previno, continuar conociendo en la causa.


    Á., Marcelo s/ Inf. art. 149 bis, amenazas, C.P.


    COMP, 606, L.XLV, 11 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presumiblemente apócrifos.


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa cuando el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723 que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Fiscal c/ B. P., Santiago José s/ Av. inf. ley 11.723 y 22.362


    COMP, 644, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Hechos de inescindible unidad contextual. Delitos de amenazas y lesiones.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentaran los hechos, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.  Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    Foti, Hilda Beatriz s/ Inf. art. 95 Lesiones en riña


    COMP, 618, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante el uso de un documento nacional de identidad presuntamente falso.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    V., Marisol s/ Denuncia


    COMP, 501, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante la falsificación o el uso de un documento falso. Concurso ideal.


    No debe intervenir la justicia federal en la causa en que se investiga la falsificación de una actuación notarial que certifica una firma inserta en un formulario 08, si dicha documentación no fue presentada ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Si la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos falsos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, se trata de movimientos voluntarios que conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia falsificación de documentos públicos


    COMP, 721, L.XLV, 20 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones leves. Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentan una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si bien la pena establecida para el delito de amenazas es superior a la dispuesta para las figuras lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    M., Julio Alberto s/ Denuncia lesiones y amenazas


    COMP, 452, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas, lesiones y daños. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si bien la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a las dispuestas para las otras figuras, al no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    O. B., Ignacio Rubén s/ Lesiones leves, amenazas y daño


    COMP, 453, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y lesiones. Convenio nº 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si los hechos presentaren una estrecha vinculación, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Si bien la pena establecida para el delito de amenazas es superior a la dispuesta para las lesiones, al no haberse traspasado este último delito a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional, que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Cristian Eduardo s/ Art. 149 bis C.P.


    COMP, 550, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización indebida de medicamentos. Afectación al servicio de un organismo nacional


    Si en el caso no se puede descartar que se hubiere afectado el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y los intereses del Estado que por su intermedio se cumplen, y además el hecho habría sido realizado en infracción a la ley 16463, dichas circunstancias hace surtir la competencia del fuero de excepción,.


    M., María Azucena s/ Inf. art. 204.


    COMP, 448, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta del ardid necesario para tener por configurado el delito de estafa. Presunta infracción al art. 302 del Código Penal.


    Si la entrega del valor no constituyó el ardid determinante del acto de disposición patrimonial para tener por configurado el delito de estafa, y ésta tiene como fin saldar una deuda preexistente, corresponde al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    S., Juan Carlos s/ Infracción al Art. 302 del C.P.


    COMP, 442, L.XLV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro".


    Si en el caso no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro" para surtir el fuero federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    S., Andrés Daniel y M., Juan Gabriel s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 411, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 142 bis del Código Penal. Hechos con estricta motivación particular. Afectación de la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3', inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    E., Pedro Juan s/ Pta. Inf. Art. 142 bis C.P.


    COMP, 922, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de un certificado de antecedentes. Aptitud del hecho para entorpecer el funcionamiento de un organismo nacional.


    Si el documento falsificado fue expedido y presentado por y ante autoridades locales, en etapa de investigación, no surgiría de las constancias agregadas al legajo que ese hecho hubiese afectado o entorpecido el normal funcionamiento de algún organismo nacional, ya que, aún para el caso de corroborarse la intervención de funcionarios de la División Nacional de Migraciones en la autentificación de una copia del certificado cuestionado ese hecho no reviste la entidad suficiente, por sí solo, para que ello ocurra.


    G., Diego F. s/ Pta. Infr. Art. 292 del C. P.


    COMP, 555, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Y., Víctor s/ Dcia. Inf. Ley Nacional 24.051.


    COMP, 944, L.XLV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de comeptencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Falta de configuración de alguno de los supuestos del artículo 1° de dicha ley.


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    B., Eduardo s/ inf. Ley 24.051.


    COMP, 1047, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción art. 145 bis y ter del Código Penal.


    Si la realización de diligencias de instrucción tendientes a la comprobación de los hechos denunciados conllevan la posibilidad de determinar la existencia o no de un delito de competencia exclusiva de la justicia federal y el magistrado no niega esta circunstancia, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ denuncia.


    COMP, 6, L.XLV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Distinción entre la figura básica y las amenazas coactivas.


    Si se descarta la concurrencia en el caso de la figura del art. 149 bis, segundo párrafo, del Código Penal, con sustento en que las amenazas proferidas por el imputado no habrían tenido por objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo en contra de su voluntad, se trataría de un supuesto de amenazas simples cuya investigación ha sido delegada a la justicia contravencional a partir del convenio Nº 14/2004.


    R., Adrián s/ Inf. art. 149 bis C.P.


    COMP, 922, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de afectación de intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    S. R., Eduardo s/ homicidio y tentativa.


    COMP, 8, L.XLV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de calumnias e injurias: lugar en el que se exteriorizaran los términos agraviantes. Casos que involucran a un funcionario federal: hechos vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaran los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. En los casos que involucran a un funcionario federal, la competencia del fuero de excepción sólo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    T., Felipe F. s/ calumnias e injurias.


    COMP, 889, L.XLIV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48. Hechos con estricta motivación particular. Falta de afectación a la seguridad del Estado o alguna de sus instituciones.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    R., Marcos Sebastián s/ Homicidio agravado por el uso de arma de fuego en grado de tentativa.


    COMP, 206, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro".


    Si en el caso no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro" para surtir el fuero federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    G., Ezequiel David y otros s/ secuestro extorsivo.


    COMP, 987, L.XLIV, 27 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fuero federal: funcionario en cumplimiento de funciones específicamente federales.


    De conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, para atribuir competencia federal, se exige que el funcionario, autor o víctima de un delito, cumpla funciones específicamente federales.


    F., Néstor s/ Denuncia.


    COMP, 562, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ríos navegables. Fuero federal: necesidad de peligro de la seguridad del tráfico fluvial.


    La jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionada o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    Personal Policial s/ Av. causales de muerte.


    COMP, 853, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de irregularidades de actas y padrones. Elecciones de un gremio en una provincia.


    En las actuaciones en que se investiga la presunta comisión de irregularidades y la adulteración de actas y padrones en las elecciones celebradas en la delegación de un gremio en una provincia, debe entender la justicia federal de esa circunscripción territorial.


    A., Carlos Alberto y otros s/ Inf. art. 292 del C.P.


    COMP, 470, L.XLV, 09 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conductas independientes: necesidad de acreditar un nexo causal para que opere la atracción del fuero federal.


    Si las conductas atribuidas al imputado afectarían intereses distintos -nacionales y provinciales- sin que se hubiere acreditado un nexo causal entre conductas independientes, no opera la atracción hacia el fuero de excepción.


    A., Claudio Daniel s/ Fabricación o tenencia de materiales para falsificar.


    COMP, 447, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntos actos de discriminación hacia una menor. Ley 23.592.


    Las infracciones previstas en la ley 23.592 son competencia de la justicia federal.


    O., Jorge s/ Denuncia.


    COMP, 679, L.XLV, 23 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a las leyes 25.246 y 26.215. Posible afectación a intereses nacionales.


    En relación a la presunta infracción a la ley 25.246, al no haber cuestionado el magistrado federal su competencia material en el hecho, ya que alegó para rechazarlo que el declinante no determino el origen de los fondos, cuestión de exclusivo conocimiento del fuero de excepción, corresponde a esa sede, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesar:ios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite. En igual sentido corresponde expedirse en lo que respecta a la presunta infracción a la ley 26.215, toda vez que los activos cuyo presunto lavado se denuncia, serían los mismos fondos con los que supuestamente se habría financiado una campaña electoral de un candidato a presidente, por lo que tal accionar no permite descartar que se hubiese afectado el servicio o patrimonio de organismos vinculados con las elecciones nacionales.


    J., Ramón s/ Denuncia administración fraudulenta.


    COMP, 426, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Compraventa con cheques de pago diferido. Ausencia de medios engañosos que viciaran la voluntad del comprador. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


    Si el hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación de compraventa pagada con cheques diferidos -que fueron rechazados por falta de fondos-, dicha circunstancia que permite descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad del comprador, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro. En consecuencia, corresponde que el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evalúe la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    K. Construcciones S.A. s/ Estafa.


    COMP, 377, L.XLV, 10 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48. Hechos con estricta motivación particular. Falta de afectación a la seguridad del Estado o alguna de sus instituciones.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Sr. Fiscal Nº 1 solicita medidas previas - Goya.


    COMP, 263, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documentos públicos. Reglas de conexidad en materia penal: aplicabilidad entre jueces nacionales.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde la investigación.


    R., José s/ Falsificación de doc. pública.


    COMP, 387, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Requisitos necesarios para la intervención de la justicia de excepción.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. Cuando no surge del incidente que los instrumentos presuntamente falsos hubieran sido ingresados ante aquel organismo nacional, ni que de lo actuado hasta el momento se advierta circunstancia alguna que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juzgado local para seguir conociendo las actuaciones. Por otro lado, cabe señalar que es atribución de la Corte, resolver las cuestiones sobre la base de su real naturaleza y que las decisiones que se adopten deben perseguir una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia


    R., Walter Mariano s/ Inf. Art. 292 del CP


    COMP, 788, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al Art 89 del C.P. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las otras figuras penales; ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Ricardo s/ Inf. Art 149 bis- Amenazas


    COMP, 981, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de documentos falsos: concurso ideal.


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso. La circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal. Cuando una estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del articulo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    D. P., Aldo José s/ Estafa


    COMP, 388, L.XLV, 09 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Circunstancias a considerar para determinar la competencia.


    Más allá de la discordancia entre los datos aportados, y habida cuenta que el inmueble y el domicilio de las partes se encuentran en jurisdicción provincial, razones de economía procesal, mejor administración de justicia y defensa de los imputados aconsejan que sea la justicia local la encargada de proseguir con las actuaciones.


    G., Leandro Javier s/ Su denuncia


    COMP, 467, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Luares a considerar para determinar la competencia.


    Toda vez que de la documentación agregada al legajo surge que la tarjeta de crédito fue emitida a raíz de una campaña efectuada por el Banco en forma masiva que no habría llegado a manos del denunciante, y sin perjuicio de desconocerse los lugares en los que se efectuaron las compras, corresponde continuar con la investigación al magistrado de la jurisdicción en la que se encuentra la entidad bancaria emisora, puesto que allí podrá determinarse el destino del instrumento de compra luego de su creación y su presunto apoderamiento ilegítimo con fines defraudatorios.


    C., Facundo s/ Denuncia


    COMP, 298, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible esponsabilidad contractual del Banco. Competencia de la justicia ordinaria.


    Toda vez que de las constancias agregadas al incidente no surge, hasta el momento, la responsabilidad de los empleados del Banco sino que, por el contrario, las particulares circunstancias referidas por los titulares de la caja de seguridad restarían convicción a esa hipótesis, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    A., Elsa María s/ Denuncia


    COMP, 358, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la intervención de la justicia de excepción.


    En atención a que del informe expedido por el jefe de operaciones de la empresa "Aeropuertos Argentina 2000 S.A.", se desprende que el bien dañado pertenece a dicha sociedad y que además, el hecho de autos no habría entorpecido el normal desenvolvimiento de dicho aeropuerto, ni el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para proseguir con el trámite de las actuaciones.


    T. P., Paula Eliana s/ Denuncia


    COMP, 349, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp 374, L. XLV, "Díaz, Antonio s/ Denuncia",


    P., Arnaldo s/ Su denuncia


    COMP, 798, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales


    Competencia de los Juzgados Contravencionales. Convenio 14/2004 de Traspaso de la competencia. Tipificación prima facie. Juez Correccional con competencia mas amplia.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, pienso que al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A., Gustavo s/ Inf. art. 149 bis C.P.


    COMP, 675, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos: competencia de la justicia nacional en lo penal económico. Domicilio de pago de los valores.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico de esta ciudad, donde tienen su domicilio de pago los valores, evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452, aunque no haya sido parte de la contienda.


    G. P., Carlos Ignacio s/ denuncia


    COMP, 215, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Cámara de Casación


    Recurso Extraordinario Federal. Sobreseimiento: equiparación a sentencia definitiva. Conocimiento de la Cámara de Casación Penal en cuestiones de naturaleza federal o arbitrariedad.


    La Cámara Nacional de Casación Penal se encuentra facultada para conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intenten someterse a la decisión final de la Corte Suprema. El concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando en cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento.


    P., Sergio Alejandro s/ Recurso extraordinario.


    P, 448, L.XLV, 11 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Recurso de queja. Facultades de la CSJN. Suspensión del trámite dispuesto por la Corte.


    Toda vez que, aún para el supuesto de que no resultaren aplicables al caso de autos las disposiciones del artículo 4° de la ley 22.278, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2°, del Código Penal, respecto del delito que se le endilga al imputado, la Corte podría ordenar la suspensión del trámite del presente recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    D.G.D.A. s/ Causa N° 8448


    D, 255, L.XLIV, 18 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Presunta comisión del delito de robo en zona portuaria. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Necesidad de la calidad de aforadas de las personas intervinientes.



    Aunque estén involucradas cuestiones relativas a las relaciones con un Estado extranjero, ello no autoriza -como regla- a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas. Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten esa calidad, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, y por ello tampoco puede encontrarse en mejor situación ni gozar de mayores privilegios un organismo internacional creado por voluntad de esos estados. El régimen legal de la zona franca no contempla inmunidad de jurisdicción en favor del estado extranjero.


    O., Miliciades y A., Alberto s/ Robo con armas -causa nº 22.557/09-.


    O, 107, L.XLV, 20 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Presunto delito perpetrado en perjuicio de los agentes diplomáticos.


    Para promover la jurisdicción de la Corte en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso o bien que el hecho a investigarse, por sus características, hubiera afectado el desempeño de las actividades propias de la embajada o de sus funcionarios.


    M. M., Zoraya Fabiola s/ Art. 183 del Código Penal - Causa 52535/09.


    M, 946, L.XLV, 17 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Juez de Instrucción


    Contienda de competencia. Delitos de amenazas y lesiones. Finalidad de las amenazas. Art. 42 del Código Procesal Penal de la Nación.


    Si en el caso no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar de la imputada al proferir las amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra la voluntad de la víctima, el hecho excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que conozca en las actuaciones. Por otra parte, al presentarse las circunstancias previstas en el artículo 41 del Código Procesal Penal de la Nación, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 42 inciso 1° de dicho cuerpo legal, corresponde a ese mismo fuero conocer respecto del delito de lesiones.


    S., Reyna s/ Art. 89 y 149 bis del C.P.


    COMP, 297, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Denuncia agresión a bordo de un barco en el mar territorial argentino.


    Cuando el hecho delictivo se ha desarrollado en el mar territorial argentino a bordo de un buque de bandera nacional entre las tres y las doscientas millas marinas desde la línea de las más bajas mareas, donde la Nación ejerce su potestad de modo exclusivo, resulta competente para continuar la investigación la justicia federal, justamente por ausencia de jurisdicción local.


    F., Ricardo Antonio s/ Denuncia.


    COMP, 707, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Arbitrariedad en la sentencia. Derechos y garantías del imputado. Requisitos para la intervención de la justicia de excepción.


    La crítica vinculada con la posibilidad de tener por acreditado en autos la causa de justificación que invoca la defensa, remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común cuya revisión resulta, por principio, ajena a esta instancia de excepción, salvo en caso de arbitrariedad, toda vez que con dicha doctrina se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso del artículo 18 de la Constitución Nacional, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa. Surge con claridad que el a quo satisfizo mínimamente las pautas establecidas por la Corte sin que la defensa se haya hecho debidamente cargo de tales argumentos, pues insiste en la incidencia de ciertos aspectos que, según su criterio, debieron ser considerados a partir de una base fáctica diferente a la que se tuvo por probada en el fallo y, para ello, vuelve a transcribir en el remedio federal sus cuestionamientos acerca de la valoración que se hizo de ciertos testimonios sobre lo acontecido y su diversa postura al respecto, sin siquiera refutar otros. En consecuencia, toda vez que el planteo carece de desarrollo razonado con referencia a los términos del pronunciamiento la critica que en ese sentido ensaya el apelante no trasciende la mera disconformidad sobre el criterio de los jueces en la selección y valoración de las pruebas, resuelto con suficientes fundamentos no federales que, más allá de su acierto o error, obstan a su descalificación como acto judicial válido. También cabe desestimar la supuesta gravedad institucional que según el recurrente se presenta en el caso, pues su invocación, según tiene establecido la Corte ha sido tomada en consideración para superar obstáculos de forma a la procedencia del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, pero no para suplir la inexistencia de cuestión federal o de arbitrariedad.


    M. B., Marcelo Javier s/ Causa N° 6932


    M, 1541, L.XLIII, 04 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Casos de intervención del fuero de excepción. Afectación del libre comercio y navegación.


    Únicamente corresponde tramitar en el fuero de excepción aquellos delitos cometidos en aguas, islas y puertos argentinos cuando se haya alterado el libre comercio y la navegación.


    T. Juan Carlos (Patron L/P "Riamar") s/ Denuncia abuso de armas


    COMP, 301, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Generalidades


    Perjuicio efectivo y directo al patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones.


    La consideración de las consecuencias patrimoniales derivadas de un delito, no puede determinar por sí sola la procedencia del fuero federal, en la medida en que el hecho, por su naturaleza, no afecte efectiva y directamente el patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones.


    A., Orlando y otros s/ Infracción arts. 174, inc. 5º y 239 C.P.


    COMP, 952, L.XLIV, 20 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunta infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    Corresponde atribuir la competencia a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Fiscal s/ Av. inf. ley 11.723 y 22.362


    COMP, 364, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima. Unidad de conducta.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    F., Mabel Marina s/ denuncia


    COMP, 1021, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Por el lugar. Territorios con jurisdicción nacional exclusiva


    Afectación a intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Z., Olga Raquel s/ Denuncia


    COMP, 920, L.XLIV, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Corte de rutas por manifestantes. Libre circulación de vehículos. Delito en jurisdicción nacional. Competencia de la justicia provincial.


    Para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, lo que no se ha verificado si los imputados no obstaculizaron el tránsito vehicular, sino que sólo habrían procedido a impedir que cuatro camiones continuaran su recorrido, obligándolos sólo a éstos, a detener su marcha al costado de la ruta.


    C., Federico José s/ Denuncia.


    COMP, 416, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Afectación a intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional. Cumplimiento de funciones específicamente federales.


    No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional, como así también que el carácter excepcional y estricto de ese fuero exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


    M. C., Roberto Carlos s/ Apremios ilegales.


    COMP, 1052, L.XLIV, 04 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fuero federal: necesidad de afectación a intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    S., S. E. y otro s/ Tentativa de robo.


    COMP, 318, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Por el tipo de delito


    Supresión de la numeración de un arma.


    Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia de la justicia de excepción, corresponde a ese fuero conocer a su respecto.


    R. O. G. s/ Sust. de Núm. de arma


    COMP, 901, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Ley de Marcas. Propiedad Intelectual. Concurso ideal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    S., Daiana Sabrina s/ Inf. Ley 22.362


    COMP, 894, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Supresión de la numeración de armas. Ley 25.886.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886. la supresión de la numeración de las armas se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el articulo 33, apartado 1°. inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, y es escindible de los restantes hechos objeto del proceso.


    A., Edgardo s/ Inf. art. 189 bis inc. 5 del C.P.


    COMP, 320, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acciones inescindibles. Estafa mediante el uso de documento falso. Declinación a favor de la justicia federal.


    En relación con la supuesta estafa, cuando ese delito se produce mediante la falsificación o el uso de documentos, que inducen a error a la víctima provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código PenaL que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    S., Antonio Arnaldo y otro s/ Estafa


    COMP, 684, L.XLV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Concurso ideal de delitos. Defraudación a los derechos intelectuales. Infracción a la ley de marcas. Intervención de la justicia federal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, cuando el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    C., Antonio s/ Denuncia


    COMP, 247, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48: afectación directa o indirecta a la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Hechos con estricta motivación particular: competencia de la justicia ordinaria.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    S. D. L., Miguel s/ amenazas


    COMP, 241, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Afectación de la seguridad de la navegación fluvial.


    Si el análisis de los elementos probatorios incorporados al expediente, permitiría afirmar que el hecho en estudio afectó la seguridad de la navegación fluvial, ello atendiendo al posible incumplimiento o contravención, por parte del buque colisionante, de las normas que regulan el tránsito de naves por los ríos navegables, como así también una efectiva interrupción en la navegación de aquél navío, aún cuando no implicara la de otros buques, corresponde atribuir la competencia al magistrado federal.


    A., Carlos Alberto s/ su desaparición y fallecimiento.


    COMP, 877, L.XLIV, 12 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Afectación de la navegación o el comercio aéreo. Presunta infracción al art. 198 del Código Aeronáutico.


    Si la conducta desplegada por los manifestantes habría tenido la idoneidad suficiente como para afectar la navegación aérea, de conformidad con lo dispuesto por el art. 198 del Código Aeronáutico, corresponde a la justicia de excepción continuar con el trámite del expediente.


    A., Fernando León y otros s/ Inf. art. 194 CP.


    COMP, 900, L.XLIV, 12 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la Ley de Medicamentos y Marcas.


    Habida cuenta que las particularidades del caso no permitirían descartar, la posible infracción a la ley de medicamentos como a la ley de marcas, ambas de competencia federal, es este fuero el que debe conocer en la causa.


    V., Pedro y otro s/ delito de acción pública


    COMP, 1020, L.XLIV, 13 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos previstos en el art. 3º, inc. 5º, de la ley 48. Competencia ordinaria: hechos con estricta motivación particular e inexistencia de afectación a la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    C., Luis Edgardo y otros s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 169, L.XLV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta configuración del delito previsto en el Art. 145 bis del Código Penal. Trata de personas.


    Si no puede descartarse la presunta configuración del delito previsto en el artículo 145 bis del Código Penal, corresponde a la justicia federal- en función del artículo 33, apartado 1º, inciso “e”, del Código Procesal Penal de la Nación- asumir su jurisdicción y recabar los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    T., L. F. s/ Infr. art. 66 inc. "a" Decreto Ley 8031/73.


    COMP, 1072, L.XLIV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 3º, inc. 5º, de la Ley 48. Competencia ordinaria: hechos con estricta motivación particular e inexistencia de afectación a la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    C., Noel Armando s/ Delito de acción pública.


    COMP, 69, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto robo a un empleado del servicio de correo. Delitos que violentan o estorban el servicio postal.


    La sustracción de una pieza postal, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crimenes que "violentan o estorban el servicio postal" -artículos 3, inciso 3°, de la ley 48 y 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación-, y debe, por consiguiente, quedar sujeta a la jurisdicción federal, tal corno surge de esas normas en consonancia con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional, sin que esa conclusión sea alterada por el hecho de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.


    P., Cristian Sebastián s/ Su denuncia.


    COMP, 852, L.XLV, 19 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Requisitos para habilitar el fuero federal. Precedentes "Perdiechizi" y "Ramaro".


    El hecho materia de investigación es de aquéllos que suscitan la competencia del fuero de excepción, si por las circunstancias en que se desarrollaron, presenta los ribetes típicos de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo. En este sentido, debe ponderarse la cantidad de intervinientes, entre los que se encuentren, justamente, integrantes sospechados de haber participado en otros delitos de esta naturaleza; la división de tareas realizada bajo un plan común, en el que cada uno de los intervinientes desarrolle distintas funciones en forma coordinada; el lapso prolongado de detención; el lugar y la forma de cautiverio; el alto monto exigido para el rescate y la planificación de su entrega; y, finalmente, el conocimiento previo sobre datos del entorno familiar de la víctima.


    A. R., Miguel Angel y otros s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 595, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos relacionados con causas en las que se investigan delitos de lesa humanidad.


    Si los hechos investigados en el caso aparecen como estrechamente vinculadas a los procesos en los que se investigan crimenes de lesa humanidad, aquéllos deben ser investigados por la justicia federal.


    V., Jorge Raúl y otros s/ Supresión de identidad.


    COMP, 584, L.XLV, 15 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de supresión de la numeración de un arma y tenencia ilegítima de un arma de guerra.


    Si en el caso existe una estrecha vinculación entre la supresión de la numeración de un arma y la tenencia ilegítima del arma de guerra, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, conviene desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal,


    M., Roberto Luis s/ Inf. art. 189 bis C.P.


    COMP, 539, L.XLV, 16 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de una orden impartida por la justicia nacional.


    Corresponde continuar con la pesquisa al juez federal con jurisdicción en la localidad donde se encuentra la persona jurídica que omite el cumplimiento de una orden impartida por la justicia nacional.


    Clínica M. L. S.A. s/ Desobediencia.


    COMP, 319, L.XLV, 01 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comisión del delito previsto en el Art 174 Inc 5° del C.P. Defraudación de las rentas nacionales.


    Compete al fuero de excepción conocer respecto de los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas nacionales, cuando ese perjuicio se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    B. S.A s/ Art 174 Inc 5° del C.P


    COMP, 413, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en establecimientos del Estado Nacional. Competencia de la justicia de excepción.


    Toda vez que no puede descartarse que el hostigamiento extorsivo sufrido por el denunciante, realizado por reclusos alojados en la misma unidad penitenciaria, hubiere afectado el normal desempeño de esa institución nacional, corresponde a la justicia de excepción, que es precisamente quien mejor se encuentra habilitada para investigar este tipo de delitos cometidos desde establecimientos del Estado Nacional, continuar con el trámite de las actuaciones.


    T., Daniel Francisco s/ Denuncia


    COMP, 276, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales


    Falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores presentados ante el Registro Nacional.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta ciudad, donde se presentó la documentación falsa, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    U., Nora s/ Denuncia


    COMP, 996, L.XLIV, 12 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en un complejo del Servicio Penitenciario Federal. Posible afectación al desempeño de la institución nacional.


    La competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito. Sentado ello, si de las constancias del incidente no se puede descartar que ese accionar hubiere afectado el normal desempeño de esa institución nacional, corresponde artibuir la competencia a la justicia de excepción.


    M., Claudio s/ extorsión.


    COMP, 947, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito cometido en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional. Necesidad de afectación a intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    G. T. F., Carlos s/ Dcia. lesiones y amenazas.


    COMP, 181, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta violación en perjuicio de una interna de un instituto psiquiátrico. Omisión de denunciar por un empleado del mismo. Afectación del buen servicio que debe prestar el establecimiento nacional.


    Si de la denuncia formulada por la madre de la interna -presunta víctima del delito de violación- se desprende que una enfermera del establecimiento habría tenido conocimiento del hecho e individualizado al presunto autor, habiendo omitido no sólo el deber de custodia que deberían guardar los empleados respecto de las personas internadas allí, sino también la consecuente obligación de informar el hecho a las autoridades de la misma, no podría descartarse que esa conducta sea de aquellas que corrompen el buen servicio que debe prestar el establecimiento nacional.


    V., S. M. s/ abuso sexual e inc. deb. func. púb.


    COMP, 280, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos que corrompen el buen servicio de los empleados la Nación. Requisitos para evaluar tal afectación Carácter excepcional de la competencia federal.


    Debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, para que el delito presuntamente sometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación. Por otra parte debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3º, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    C., Alejandro Gastón s/ Homicidio.


    COMP, 672, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra el medio ambiente. Residuos Peligrosos


    Conflicto de competencia. Contaminación. Residuos peligrosos, según ley 24.051. Afectación de las aguas del Rio de la Plata.


    Dado que los desechos vertidos por la curtiembre denunciada podría afectar otras jurisdicciones, más allá de la frontera de la provincia de Buenos Aires; En virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de la ley 24.051, es ante la justicia federal donde debe sustanciarse este proceso.


    P., Alberto Daniel s/ Denuncia.


    COMP, 950, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Ausencia de configuración de los supuestos del artículo 1º de dicha ley.


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Z., Alcides s/ denuncia inf. ley 24.051.


    COMP, 61, L.XLV, 11 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra la administración de Justicia


    Contienda negativa de competencia. Posible afectación del buen servicio que prestan los jueces de la Nación,


    Cuando un delito afecta la administración de la justicia nacional, resulta competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo.


    B., Carlos Francisco s/ Denuncia.


    COMP, 899, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación y uso de documentos públicos falsos: relación de alternatividad. Competencia territorial. Presentación del documento apócrifo en una causa penal: posible afectación a la administración de justicia.


    Los delitos de uso de documento falso y de falsificación, cuando se refieren a instrumentos públicos, se excluyen mutuamente. El lugar de creación del instrumento público falso, por principio, es dirimente de la competencia en los delitos de falsificación de documentos. Si ese documento fue presentado ante un juzgado nacional, cabe concluir que en el caso que se encontraría afectada la administración de justicia de la Nación, por lo que corresponde atribuir la competencia del juzgado federal.


    M., Carlos y R., Mónica s/ robo con lesiones


    COMP, 213, L.XLV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    S., Alfredo Martín s/ Encubrimiento


    COMP, 144, L.XLV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Imputado por el encubrimiento sin participación alguna en el delito de robo. Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, sin que, por otra parte, el tiempo transcurrido entre la sustracción del bien y su hallazgo constituya una pauta que autorice sin más, a fundar una conclusión en tal sentido.


    G., Víctor Javier s/ Encubrimiento agravado


    COMP, 25, L.XLV, 20 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Imputado por el encubrimiento sin participación alguna en el delito de robo. Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo.


    P., Jorge y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 73, L.XLV, 11 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Escasos elementos incorporados al incid


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    R., Héctor Alcides s/ Encubrimiento


    COMP, 245, L.XLV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no haya tenido participación alguna en la sustracción.


    T., Roberto Darío s/ Encubrimiento


    COMP, 106, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Fe Pública


    Contienda de competencia. Falsificación de formularios de transferencia de automotores.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    B., Soledad s/ Encubrimiento


    COMP, 28, L.XLV, 08 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Documentación de automotor y sus numeraciones (chasis, motor y patente)


    Licencia otorgada por la Comisión Nacional de Regulación del Transporte.


    Toda vez que la licencia habilitante para el transporte de cargas incautada al prevenido es un instrumento que otorga la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, actual órgano encargado de la fiscalización y control de los medios de transporte, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.


    P., Roberto s/ Av. Pta. Inf. Art. 292 C.P.


    COMP, 964, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación del documento en el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Competencia de la justicia federal.


    Si el documento cuestionado fue presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda adoptar.


    Bouso, Antonio s/ Denuncia defraudaciones


    COMP, 994, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Infracciones al art. 289 inc 3° del Código Penal. Delitos que pueden afectar la administración de justicia nacional.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la sustracción, en vista de que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional. En ese caso resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por tanto debe ser la justicia federal que ya interviene en la falsificación de la documentación la que también conozca acerca de la sustitución de las placas identificatorias del rodado.


    H., Carlos s/ Falsificación de documento


    COMP, 45, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Posible obstrucción al normal desenvolvimiento de un organismo nacional.


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, si éstos fueron presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor y con ello se entorpeció el buen servicio de los empleados de la Nación.


    T., Augusto Pío s/ Su denuncia


    COMP, 1138, L.XLIII, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal. Inexistencia de perjuicio al organismo nacional.


    Si las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento son de competencia de la justicia ordinaria. Ahora bien, si en el caso la justicia federal se encuentra investigando en orden a la falsificación de la cédula de identificación del rodado, debe conocer al respecto, atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en su documentación.


    L., Ariel Matías s/ Encubrimiento, falsificación de marcas y contraseñas


    COMP, 1014, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Posible obstrucción al normal desenvolvimiento de un organismo nacional.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, si éstos fueron presentados ante el registro nacional, y con ello se obstruyó el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    Colegio Escribanos 2º Circ. Pcia. de Santa Fe s/ Denuncia


    COMP, 942, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos públicos


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de título secundario. Presentación del documento en una universidad nacional.


    Existe unidad de conducta entre la adulteración de documentos y el uso posterior, no obstante las consideraciones que pudieren efectuar los jueces en torno a la adecuación típica que corresponda, y que el juzgamiento por separado de una única conducta importaría violar la prohibición de doble persecución penal, de jerarquía constitucional.


    Z., Marcos Andrés s/ Falsificación de documento público


    COMP, 696, L.XLV, 15 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante la falsificación o el uso de documentos.


    Cuando el delito de estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos, que inducen a error a la víctima provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Carlos s/ Falsificación de documentos


    COMP, 1682, L.XLI, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida mediante la utilización de un D.N.I. adulterado: carácter inescindible de la conducta a investigar. Art. 33, inc. d) de la Ley 17.671. Lugar donde se habrían cometido los hechos denunciados.


    Si el hecho a investigar consiste en la defraudación cometida mediante la utilización de un D.N.I., y siendo privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, corresponde conocer a la justicia federal en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar.


    M., Verónica s/ Denuncia.


    COMP, 112, L.XLV, 11 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante la utilización de un D.N.I. falsificado: concurso ideal.


    Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo -en los términos del artículo 54 del Código Penal- que no puede ser escindido, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Estafa.


    COMP, 158, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa mediante falsificación o uso de documentos públicos. Conducta única.


    En el caso en que el delito de estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Martín Alejandro s/ Estafa en concurso ideal con falsificación


    COMP, 890, L.XLIV, 30 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 292 del Código Penal.


    Si el acta de nacimiento presuntamente falsificada fue presentada con la finalidad de obtener el Documento Nacional de Identidad, hecho que constituiría una infracción del arto 34, inc. b, de la ley 17.671, cuyo juzgamiento fue asignado al fuero de excepción, y siendo que las oficinas seccionales situadas en las provincias tienen el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir tales documentos, corresponde asignar competencia a la justicia federal.


    V., Gilda María s/ Inf. art. 292 C.P.


    COMP, 559, L.XLV, 28 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Aplicación de la doctrina del precedente "Ramaro". Análisis de los hechos. Razones de economía procesal.


    Corresponde a la justicia federal continuar conociendo en la causa, de conformidad con la doctrina del precedente "Ramaro", esto teniendo en cuenta, básicamente, la similitud de circunstancias en que se desarrollaron los hechos, la cantidad de personas intervinientes y la división de tareas realizada bajo un plan común, la utilización de vehículos robados por los mismos imputados en distintas jurisdicciones vecinas y la indagación anterior sobre circunstancias personales de las víctimas. A lo expuesto, cabe agregar el avanzado estado de las actuaciones, que se encuentran en etapa de juicio oral, por lo que su remisión a jurisdicción provincial obraría en desmedro del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia, situación que se ve agravada por la prisión preventiva que guardan los imputados.


    N., Rodolfo y otros s/ art. 166, inc. 2º, 3er párr., art. 170, inc. 6º y art. 41 quarter del C.P.


    COMP, 1, L.XLV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública. Estupefacientes


    Elaboración y fabricación de estupefacientes. Delegación de competencias a las provincias. Principio non bis in idem. Comercio de estupefacientes.


    Atento que entre los elementos secuestrados, se encontraron sustancias incorporadas en el Anexo I del Decreto 1161/2000 de Control de Precursores y Sustancias esenciales para la elaboración y fabricación de estupefacientes y que esta figura, prevista en el artículo 5º inciso "b" de esa norma, no fue materia de la delegación a las provincias efectuada por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal conocer en la causa. Por último, en atención a que el desdoblamiento de la causa vulneraría el principio "non bis in idem", corresponde que el magistrado provincial ceda su investigación respecto del comercio de estupefacientes a favor de la justicia de excepción, toda vez que se trata de un único hecho donde confluyen distintas hipótesis delictivas.


    V. Z., María Remedios s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 1007, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Acopio de municiones de Arma de guerra


    Contienda negativa de competencia. Real naturaleza del delito. Secuestro de armas de fuego. Ley 23.817. Falta de resolución en tiempo y forma las solicitudes de excarcelación extraordinaria y eximición de prisión de los imputados.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, del Código Penal, consiste en que las armas y municiones hayan sido utilizadas para la comisión de un delito federal.


    C., Jorge Daniel y C., Aníbal Eduardo s/ Incidente de competencia


    COMP, 84, L.XLV, 30 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de acopio. Existencia de perjuicio al Estado Nacional.


    Si entre las armas secuestradas se hallaba una pistola perteneciente a la Fuerza Aérea Argentina, que habría sido sustraída a uno de sus integrantes, al resultar un perjuicio para el Estado Nacional, debe conocer el fuero de excepción.


    F., Juan s/ Inf. Art. 189


    COMP, 982, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de acopio. Competencia del fuero federal.


    Si entre las armas secuestradas se halla una pistola, perteneciente al Ejército Argentino, pólvora y además, explosivos, corresponde conocer en las actuaciones a la justicia federal.


    M., Mauricio s/ Acopio de armas


    COMP, 995, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y sus entidades autárquicas


    Funcionario público, autor o víctima de un delito, en cumplimiento de funciones específicamente federales.


    Las características de los hechos denunciados y la calidad de funcionarios públicos nacionales de sus presuntos autores, no permiten descartar ad inicio la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en virtud del cual se exige que el funcionario, autor o víctima de un delito, cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3º, inciso 3º, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    B., Esteban José s/ abuso de autoridad y viol. deb. fun. púb.


    COMP, 1003, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de tierras fiscales propiedad del Estado Nacional.


    Corresponde a la justicia federal entender en los hechos susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones.


    B., Néstor Darío y otros s/ Denuncia sobre usurpación (Barrio Los Molinos cruce vías Ferrocarril Belgrano).


    COMP, 449, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa por administración fraudulenta.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Inmobiliaria M. y otros s/ Estafa.


    COMP, 597, L.XLV, 06 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de competencia. Aplicación del principio de territorialidad.


    Sin perjuicio de que la muerte hubiera ocurrido en determinada localidad, si surge que los hechos que provocaron el desenlace fatal habrían ocurrido en otra localidad, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en esta última.


    Averiguación causales de muerte (V., F.).


    COMP, 564, L.XLV, 16 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia


    Contienda de competencia. Incongruencia del debate entre los jueces contendientes. Hallazgo de automóvil con pedido de secuestro. Numeraciones falsificadas.


    Habiendo sido incorrectamente planteada la contienda negativa de competencia, por carecer de congruencia el debate entre ambos magistrados, corresponde al juzgado que previno continuar con la investigación hasta tanto se subsane tal defecto. Por otra parte, ese mismo magistrado deberá conocer de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, atento que en su jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    N.N. s/ Hallazgo de vehículo


    COMP, 333, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    A., Rolando s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 338, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para resolver la contienda.


    Si las constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia, resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    A., Omar R. y otro s/ inf. leyes 22.415 y 22.362


    COMP, 979, L.XLIV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de vehículo. Cambio de chapas patentes. Delito de encubrimiento. Investigación necesaria para que la Corte ejerza las facultades del Art 24 Inc 7 del decreto ley 1285/58.


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda implica asumir la competencia que fuera atribuida y que, una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto.


    M., José Manuel s/ Encubrimiento


    COMP, 676, L.XLIV, 27 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Cuestiones probatorias


    Elecciones nacionales: constitución y funcionamiento de partidos políticos. Competencia del juez que previno: profundización de la investigación.


    No obran en el incidente elementos de juicio que permitan relacionar los hechos con problemas referentes a la constitución y funcionamiento de partidos políticos nacionales, ni aparece tampoco afectado el servicio o el patrimonio de organismos vinculados a elecciones nacionales, razón por la cual corresponde al juez local, que además previno, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción al art. 181 del C.P.


    COMP, 190, L.XLV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones en riña. Indeterminación del autor. Necesidad de profundización de la investigación.



    Para que una riña o agresión sea punible como delito contra las personas, deben darse las siguientes condiciones: a) que exista una riña o una agresión de tres o más personas; b) que tenga un resultado mortal o lesivo; c) que no conste quienes causaron la muerte o la lesión; y d) que conste que alguno de los participantes ejerció violencia sobre la persona del ofendido. El elemento del tipo “indeterminación del autor” siempre aludió a una cuestión probatoria, pues no necesariamente una agresión tumultuaria implica que no pueda establecerse per se la autoría de, en su caso, el homicidio o lesiones. Por ello, la sanción a quienes hayan ejercido violencia, como elección del legislador, no se deriva de la imposibilidad material de establecer autorías y participaciones.


    A., Analía Romina; F., Rubén y A., Natalia s/ Lesiones leves


    COMP, 1029, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Requisitos


    Contienda de competencia. Requisitos para la traba del conflicto.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Josefa s/ Inf. Art. 149 bis C.P.


    COMP, 269, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Requisitos para traba del conflicto.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Andrea s/ Defraudación


    COMP, 228, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Descripción del hecho y calificación


    Competencia del juez que previno: profundización de la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo expuesto, corresponde al juzgado nacional que previno continuar con la tramitación de la presente causa, a fin de incorporar los elementos necesarios para darle precisión, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. la peruana Isabel y otro s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 249, L.XLV, 30 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación del delito y del lugar de comisión a los fines de establecer la competencia.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Deborah s/ Inf. Ley 11.723


    COMP, 897, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación del lugar de comisión a efectos de la competencia.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Lorena s/ Denuncia


    COMP, 861, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de calificar jurídicamente los hechos.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Heredia Gilmar s/ Encubrimiento


    COMP, 463, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación y calificación del hecho.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa la causa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Alicia s/ Amenazas agravadas


    COMP, 985, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Determinación del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, resulta indispensable que la declaración de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No resulta posible determinar la calificación legal de los hechos delictivos si la conclusión que ensaya el juez declinante aparece desprovista de sustento en las constancias de la causa, pues la multiplicidad de circunstancias que comprenden los sucesos podrían dar lugar a más de una calificación posible.


    L., Carlos s/ Defraudación


    COMP, 1071, L.XLIV, 20 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Descripción del hecho y calificación. Investigación a cargo del juez que previno.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Ramón Julián s/ Denuncia


    COMP, 781, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Determinación de la competencia. Conocimiento del juez que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Si las constancias agregadas al incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal de los hechos, ni el lugar de su comisión, esas deficiencias deben ser suplidas por el titular del juzgado que primero conoció de la “notitia criminis”.


    V., Fidela s/ Denuncia


    COMP, 1016, L.XLIV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Imposibilidad de la Corte para ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L. R., Carlos Hugo s/ Su denuncia.


    COMP, 630, L.XLV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Imposibilidad de la Corte para ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Omar Nicolás s/ Inf. art. 149 bis del C.P.


    COMP, 587, L.XLV, 09 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas, lesiones y usurpación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Robertino s/ Inf. 181 inc. 1, usurpación (desalojo)


    COMP, 534, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    J., Armando s/ Arts. 162 y 183 del C.P.


    COMP, 268, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto enriquecimiento ilícito. Investigación insuficiente. Necesidad de individualizar los hechos y calificación de los mismos.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Eduardo Daniel s/ Enriquecimiento ilícito (art. 268 inc. 2)


    COMP, 571, L.XLV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de coacción. Necesidad de determinar la significación jurídica del hecho a fin de discernir la competencia.


    En el caso de que los escasos elementos de convicción que obran en las actuaciones, y la falta de precisión de las manifestaciones vertidas por el denunciante, impidan dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia de investigación los que, no pueden ser apreciados a efectos de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos, debe entender el juez que primero conoció de la notitia criminis.


    P. V., Héctor Oscar s/ Coacción


    COMP, 481, L.XLV, 24 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de contar con la individualización de los hechos y la calificación jurídica que le corresponda.


    Resulta indispensable, para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Alvarez, José Víctor s/ Denuncia.


    COMP, 518, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de contar con la individualización de los hechos y la calificación jurídica que le corresponda.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    L., Moisés s/ Art. 201 C.P.


    COMP, 192, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Investigación suficiente


    Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    La declinatoria planteada resulta al menos prematura, toda vez que de la escasa pesquisa practicada hasta el momento, no resulta posible calificar adecuadamente los hechos, habida cuenta que no se ha realizado medida alguna tendiente a su comprobación ni, en su caso, a determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían acontecido. En tales condiciones y atento que la presente contienda de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, por lo que deben remitirse las actuaciones al juez que previno para que continúe con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Eduardo s/ Infracción al artículo 189 bis del C.P.


    COMP, 196, L.XLV, 03 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285. Con base en tales consideraciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    O., Omar Darío s/ Suicidio en tentativa


    COMP, 1002, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Por tanto, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Marcelo s/ Estafa (art. 172 del C.P.)


    COMP, 904, L.XLIV, 16 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    En el presente conflicto, no es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58 pues, la escasa investigación llevada a cabo, obsta la posibilidad de establecer los elementos indispensables que deben concurrir para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, relativos a la concreta individualización de los hechos y a las calificaciones que le pueden ser atribuidas. Con base en las razones señaladas, corresponde que el juez federal que previno en esta contienda, y en cuyo ámbito territorial se habría tramitado la sucesión a que hace referencia la denunciante, continúe con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D. U., Julia María de Fátima s/ Formula Denuncia


    COMP, 999, L.XLIV, 27 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si la cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos primo facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24. inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    F., Omar s/ Art. 89 y 149 bis del C.P.


    COMP, 296, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 149 bis, primer párrafo, del Código Penal. Investigación insuficiente. Necesidad de encuadrar jurídicamente los hechos.


    Si la cuestión carece de la investigación suficiente a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    L., Yanina Verónica s/ Extorsión


    COMP, 313, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de determinar el encuadre jurídico de los hechos.


    Si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En este sentido, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan cumplido con una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, ya que sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Carlos Alberto s/ Denuncia por Estafa


    COMP, 753, L.XLV, 10 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente.


    Cuando la contienda negativa de competencia carece de la investigación suficiente para precisar la naturaleza de los hechos con la certeza requerida y subsumirlos, "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.


    A. M., Tulio Juan y otros s/ Estafa procesal


    COMP, 294, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Si la contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer, con la certeza requerida, los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, cabe concluir que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.


    L., Carlos y A., Analía s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 173, L.XLV, 31 de julio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Si la cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse fehacientemente los pormenores de los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos “prima facie”, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.


    M., Axel s/ Denuncia


    COMP, 175, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insurficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no permiten conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos que motivaron el conflicto, a fin de discernir su verdadera significación jurídica y establecer así la competencia, cabe concluir que la investigación llevada a cabo resulta insuficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación para darle precisión a los sucesos denunciados, y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    P., Julieta s/ Defraudación


    COMP, 85, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para establecer fehacientemente los pormenores de los sucesos, ni para calificar con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido la imputada, no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    L. M., María Eduviges s/ Defraudación


    COMP, 1061, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Definición jurídica del hecho y calificación.


    Resulta indispensable para la determinación de la competencia contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado.


    M., Juan s/ Denuncia


    COMP, 944, L.XLIV, 25 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Claudio Oscar, Sandra y Mariela Lu de Aguilar Gladis s/ Inf. art. 150 violación de domicilio


    COMP, 939, L.XLIV, 10 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas. Esto por cuanto la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por tanto, corresponde al tribunal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Patricio Ismael s/ Defraudación


    COMP, 864, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Hugo Roque y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 363, L.XLV, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del robo de las cosas que tenía en su poder, en especial si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ese hecho.


    H. S.A. y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 755, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Investigación insuficiente.


    Si el conflicto de competencia no se halla precedido de una investigación suficiente para que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto 1285/58, corresponde que el juez que previno, y que declinó su competencia sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, supla dichas deficiencias.


    B., Luciana Isabel y otro s/ Encubrimiento


    COMP, 599, L.XLV, 24 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Sentado ello, corresponde al magistrado que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ infracción al art. 149 bis del C.P.


    COMP, 161, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Al no surgir de los hechos la existencia extorsiva constitutiva del delito por el que declinó competencia el juez federal, corresponde a este último asumir jurisdicción a fin de darle precisión a la "notitia criminis", ello sin perjuicio de su competencia y de un pronunciamiento posterior en relación a la comprobación de los hechos y su encuadramiento legal, para el caso de que puedan constituir delito.


    P., Mario José s/ denuncia


    COMP, 26, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Investigación insuficiente.


    Si los escasos elementos de juicio incorporados al expediente no resultan suficientes para formular un juicio cierto acerca del tribunal competente para juzgarlos, corresponde al juez que previno, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    S., Romina s/ Denuncia estafa.


    COMP, 758, L.XLV, 16 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación: determinación de la competencia.


    Las declinatorias de competencia deben hallarse precedidas de la investigación necesaria que permita corroborar mínimamente los hechos puestos de manifiesto en la denuncia. Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Rodrigo s/ Denuncia.


    COMP, 986, L.XLIV, 24 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de coacción. Investigación insuficiente. Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación.


    Para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, es menester que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. Cuando los elementos incorporados no alcanzan para esa finalidad, debe continuar con la tramitación del expediente el juzgado que previno


    A., Leandro s/ Coacción.


    COMP, 114, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente.Determinación de la competencia: descripción del hecho y calificación.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Siendo así, el juzgado que previno debe continuar con su sustanciación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    C., Guillermo Aníbal s/ Su denuncia.


    COMP, 126, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación.


    Si los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos motivo de la causa, ni su presunto encuadre jurídico corresponde al juez que previno profundizar la investigación para precisar los hechos denunciados.


    P., Mario s/ Denuncia estafa.


    COMP, 1012, L.XLIV, 11 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación.


    Si la cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos sobre los cuales versa y así ser encuadrados prima facie en alguna figura determinada, corresponde continuar conociendo al magistrado que previno.


    D., Florencia s/ Defraudación.


    COMP, 226, L.XLV, 19 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte.


    F. A., Enrique Carlos y otros s/ Su denuncia.


    COMP, 202, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de estafa y defraudación.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    C., Hebe Alicia s/ Estafa y defraudación.


    COMP, 699, L.XLV, 30 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documentos. Investigación insuficiente.


    Si el documento cuya validez se cuestiona fue presentado ante la justicia nacional en lo comercial para su ejecución, afectándose así esa administración de justicia, corresponde a la magistratura nacional asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    C., Gustavo Alfredo s/ Falsificación de documentos.


    COMP, 502, L.XLV, 29 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Requisitos. Investigación insuficiente.


    Cuando los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer la naturaleza de los hechos y sus pormenores con el grado de acierto que esta etapa requiere, no es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    P., José Augusto s/ Defraudación a un menor o incapaz


    COMP, 275, L.XLV, 19 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Cuando los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habría producido la supuesta sustracción que motivó esta causa, no es posible que la Corte ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58,


    D. S., Eduardo Ramón s/ Averiguación ilícito


    COMP, 52, L.XLV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Antonio Alberto y otros s/ Estafa


    COMP, 113, L.XLV, 12 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del juez que previno.


    Si los escasos elementos incorporados no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos, ni su presunta calificación legal, cabe concluir que el caso no está precedido de la investigación suficiente para que la Corte ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    B., Luis Mariano s/ Encubrimiento


    COMP, 953, L.XLIV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal.


    La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los sucesos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podría existir más de una calificación posible. En consecuencia, corresponde que el magistrado que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del Juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Maximiliano Orlando s/ Denuncia


    COMP, 362, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de firma. Investigación insuficiente.


    La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar el hecho en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlo.


    M., Miguel Angel s/ Estafa procesal


    COMP, 609, L.XLV, 25 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente para resolver la contienda.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de precisar los hechos, calificarlos y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos.


    V., Sebastián s/ Falsificación de documentos.


    COMP, 47, L.XLV, 05 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de calificación jurídica del hecho.


    Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada. Si las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, la causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    M., María Tomasa s/ Defraudación.


    COMP, 148, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsa denuncia. Investigación insuficiente.


    Si la jueza nacional dispuso la extracción de testimonios respecto de la presunta falsa denuncia, corresponde que la justicia provincial asuma su jurisdicción para entender en la causa e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Robo con armas (Dam. S., Martín Allán).


    COMP, 172, L.XLV, 31 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de encuadrar los hechos en una figura penal determianada.


    Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada. De otro modo no alcanza para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo.


    Ferrocarril G.B. s/ Denuncia.


    COMP, 729, L.XLV, 18 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    En el caso de que no se hayan realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan, cuanto menos, corroborar mínimamente los dichos del denunciante, cabe concluir que el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    P., Matías s/ Estafa.


    COMP, 604, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de calificar jurídicamente los hechos.


    Si los elementos reunidos no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, el juzgado que previno debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    V. de L., María Arcangela s/ Muerte por causa dudosa.


    COMP, 578, L.XLV, 07 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente.


    La cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos sobre los cuales versa y, a partir de ahí, puedan ser encuadrados prima facie en alguna figura determinada.


    U. s/ Estafa


    COMP, 480, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos procesales para la traba del conflicto


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de atribución recíproca de la competencia entre los jueces intervinientes.


    Para que exista una concreta contienda negativa de competencia es necesaria la atribución recíproca de los magistrados en el conocimiento de los hechos.


    R., María del Carmen y B., Mariano Hernán s/ Denuncia


    COMP, 272, L.XLV, 12 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Si el conflicto no se halla precedido, de la investigación suficiente para individualizar tanto el lugar de los hechos como sus pormenores con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos “prima facie”, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.


    L., Carolina s/ Denuncia


    COMP, 704, L.XLIV, 22 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Denuncia desestimada por inexistencia de delito.


    Si la denuncia ha sido desestimada por inexistencia de delito, cabe concluir que en el caso no existe una concreta cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    P., Roberto Oscar s/ Encubrimiento


    COMP, 77, L.XLV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Requisitos. Descripción de los hechos y calificación legal.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Osvaldo Daniel s/ Su denuncia


    COMP, 500, L.XLV, 08 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Atribución recíproca de la competencia entre los jueces en conflicto. Necesidad de profundización de la investigación.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Si el juez provincial no atribuye competencia a la justicia federal y no brinda razones por las que en un hecho común concurren los elementos de excepción que suscitan la jurisdicción del fuero de excepción, debe incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    J., Cristo Fabio s/ Denuncia amenazas.


    COMP, 270, L.XLV, 29 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para el correcto planteo de una contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    Sumario s/ av. De daños en Anses.


    COMP, 791, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    M., Walter Alejandro s/ Su denuncia.


    COMP, 339, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Resolución de las cuestiones de competencia


    Encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República: competencia del juez federal. Art. 289, inc. 3: competencia ordinaria.


    El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto del robo. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Las violaciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, no poseen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resultan de competencia ordinaria y que, en caso de desconocerse dónde se cometió la infracción, corresponde su conocimiento al juzgado con jurisdicción en el lugar en el que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    M., Marcelo Cayetano s/ Encubrimiento


    COMP, 682, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    R., Manuel s/ Inf. Ley 20.429


    COMP, 868, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Recursos de apelación pendientes de resolución.


    Encontrándose pendientes de resolución distintos recursos de apelación interpuestos por las defensas de algunos de los imputados contra el auto de prisión preventiva dictado en la causa, corresponde devolver la causa al juez que previno con el objeto de que, una vez concluido el trámite de aquellas vías recursivas, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    T., Claudio y otros s/ Infracción arts. 210, 277, 292, 296 y 172 C.P.


    COMP, 983, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre Juez Nacional y Juez Local. Tipo de Amenazas. Convenio de Traspaso de la competencia.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    G., Andres Leonardo s/ Coacción


    COMP, 728, L.XLV, 17 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    Hechos que integran una única conducta ilícita. Prohibición de doble juzgamiento. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Las distintas conductas sexualmente abusivas no serían independientes entre sí, sino que integrarían una conducta ilícita única y encuadrarían, todas ellas, en el mismo tipo penal. De tal forma, lo dispuesto por el juzgado nacional, en cuanto decretó falta de mérito y declaró su incompetencia parcial respecto de hechos que, conforme a esos postulados, formarían parte de una única conducta, afectaría la prohibición de doble juzgamiento, por lo que corresponde a esa sede continuar con su investigación.


    S., Oscar s/ inf. art. 119


    COMP, 1056, L.XLIV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia: aplicación a las causas pendientes, siempre que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores.


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en caso de silencio de ellas –y más allá de la aplicación de la ley penal más benigna– se aplican de inmediato a las causas pendientes y nadie puede alegar un derecho adquirido a ser juzgado por un determinado sistema adjetivo, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, circunstancia que resulta compatible con la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, siempre que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores.


    C. E., J. V. y otro s/ Inf. art. 127 bis C.P.


    COMP, 2, L.XLV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar de residencia actual de los menores. Interés superior del niño.


    La elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Sin embargo, en el caso de intereses vinculados a menores debe primar el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres; por ello, para asignar la competencia debe ponderarse el lugar de residencia actual de los menores.


    M., M. E. s/ Inf. ley 24.270.


    COMP, 15, L.XLV, 05 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contienda trabada entre jueces nacionales.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Prefectura Naval Argentina s/ Denuncia.


    COMP, 421, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Actos infieles a la sociedad en beneficio personal de los socios. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en calificar los hechos como defraudación por administración fraudulenta (artículo 173, inciso 7°, del Código Penal), resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, ese delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber. En ese sentido, sin perjuicio del presunto menoscabo patrimonial que podría desprenderse como consecuencia de los actos lesivos que, supuestamente, habrían ocurrido en territorio mendocino, no debe pasarse por alto que, a su vez, en esta ciudad, también se habrían tomado decisiones que, por sí solas, resultarían preponderantes en el sentido establecido por esa jurisprudencia del Tribunal. Al respecto, cabe consignar, que SI bien los avales presuntamente indebidos efectuados a compañías del mismo grupo social, habrían estado dirigidos a respaldar operaciones de crédito celebradas con una entidad bancaria de Mendoza, su otorgamiento, sin ningún tipo de contraprestación habría obtenido su aprobación en una reunión de directorio celebrada en esta ciudad, lo que, por otra parte, no se contradice con las propias manifestaciones de uno de los imputados. Frente a ello, y en virtud de que los hechos pesquisados de acuerdo con la calificación en que coinciden ambos jueces, formarían parte de un único delito cuyos actos infieles aparecerían entonces, cometidos en distintas jurisdicciones, pienso que la elección del tribunal competente debe realizarse atendiendo a razones de economía procesal, máxime si se tiene en consideración lo avanzado del estado del proceso que, por casI nueve años, tramita en jurisdicción nacional.


    Fiscal s/ Av. Denuncia


    COMP, 593, L.XLV, 26 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa reiterada. Tribunal encargado de resolver.


    Dado a que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    G., María Verónica s/ Estafa


    COMP, 332, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos tribunales nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708 ,la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    S., José Oscar s/ Su denuncia


    COMP, 493, L.XLV, 11 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Investigación a cargo de un único tribunal. Competencia de la justicia nacional.


    Toda vez que el imputado habría logrado la confianza de las víctimas mediante la entelequia de su profesión de médico, delito éste que también se configuró en los locales dedicados a la actividad deportiva situados en el ámbito bonaerense -en esos lugares extendió recetas y vendió medicamentos- sitios en los que; además, invocando falsamente la calidad de socio del denunciante, consumó el ardid en perjuicio de éste, y de los atletas que mediante la suscripción de contratos apócrifos le entregaron dinero, tales maniobras no permiten descartar a esta altura de la investigación que todas formen parte de un único contexto delictivo, que razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal.


    B. A., Roberto Sol Miguel s/ Estafa


    COMP, 1055, L.XLIV, 23 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver


    Contienda trabada entre un juez nacional y otro federal local.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia ha quedado finalmente trabada entre un juzgado nacional y un juzgado federal local, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    D. O., Roberto Carlos s/ Encubrimiento


    COMP, 884, L.XLIV, 09 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia.


    Si la contienda de competencia quedó trabada entre dos tribunales nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    I., Leonardo Néstor s/ Denuncia


    COMP, 975, L.XLIV, 10 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver. Conocimiento del tribunal superior del juzgado que primero conoció.


    Si la contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    L., Guillermo s/ Presunta adulteración y uso de documento público


    COMP, 53, L.XLV, 12 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Unificación de condenas. Competencia del juez que dicta la última sentencia.


    Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.


    M., Marcos Fernando s/ Robo agravado por el uso de arma y en banda


    COMP, 916, L.XLIV, 17 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre dos juzgados nacionales.


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente suscitada dos juzgados nacionales de primera instancoa, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    O., Jorge Luis y otro s/ Hurto de automotor en la vía pública


    COMP, 230, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Aplicación del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


    En el caso de un conflicto planteado entre jueces federales de primera instancia, corresponde resolverlo a la cámara de la que depende el juzgado que haya intervenido en primer término.


    C., Mario y otros s/ Delito de acción pública


    COMP, 736, L.XLV, 30 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre dos jueces nacionales.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., María s/ denuncia estafa


    COMP, 262, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflicto trabado entre dos jueces nacionales. Resolución a cargo del tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Cuando la contienda negativa de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    T., Julio s/ Denuncia


    COMP, 261, L.XLV, 23 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Falsificación de documentos privados. Concurso ideal. Lugar de comisión. Hechos que integran un único contexto delictivo.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla. Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    A., Julio Cesar s/ Denuncia.


    COMP, 1075, L.XLIV, 20 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Complejo Penitenciario de Ezeiza s/ delito de acción pública


    COMP, 1074, L.XLIV, 13 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta participación en el delito de tentativa de contrabando de estupefacientes. Elección del juez competente: protección integral de los derechos del niño.


    Si los dos magistrados entre los que se plantea el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos, en atención al "interés superior del niño" que dispone la Convención sobre los Derechos del Niño.


    B., B. N. s/ Av. pta. comisión delito acción pública.


    COMP, 92, L.XLV, 19 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunales nacionales. Competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal.


    En el caso de una contienda negativa de competencia trabada entre dos tribunales nacionales, debe entender la Cámara Nacional de Casación Penal -que posee facultades revisoras respecto de las resoluciones que dicten ambos tribunales- por ser el órgano superior de éstos, en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58 -según texto ordenado ley 21.708- .


    Fiscalía Gral. de San Nicolás s/ Promueve investigación.


    COMP, 200, L.XLV, 18 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    N.N. s/ hurto.


    COMP, 151, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunales nacionales. Competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal.


    En el caso de una contienda negativa de competencia trabada entre dos tribunales nacionales, debe entender la Cámara Nacional de Casación Penal -que posee facultades revisoras respecto de las resoluciones que dicten ambos tribunales- por ser el órgano superior de éstos, en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58 -según texto ordenado ley 21.708- .


    R., José Luis (interno U7) s/ Recurso de queja.


    COMP, 89, L.XLV, 27 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Competencia. Contienda trabada entre la Cámara Federal de Corrientes y el Juzgado Federal de Reconquista. Tribunal encargado de resolver.


    Si la contienda de competencia quedó finalmente trabada entre la Cámara Federal de Corrientes y el Juzgado Federal de Reconquista, provincia de Santa Fe, no existe un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir, ya que la Cámara Nacional de Casación Penal debe ser considerada superior común en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, y el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada.


    A., Didilfo y otros s/ Presunta infracción Ley 23.737 y 22.415


    COMP, 459, L.XLV, 23 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contienda trabada entre jueces nacionales de primera instancia. Conocimiento de la cámara del que dependa el juez que primero conoció.


    Si bien corresponde a la Corte Suprema resolver aquellas cuestiones de competencia que se susciten entre tribunales del país que no tengan un órgano superior que deba resolverlos, existe una excepción para el supuesto en que la contienda se trabe entre jueces nacionales de primera instancia, en cuyo caso debe ser dirimidas por la cámara del que dependa el que primero hubiese conocido.


    S. C. A. de P. s/ Infracción ley 20.680


    COMP, 209, L.XLV, 26 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre juzgados nacionales de primera instancia. Tribunal encargardo de resolver.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    P., Guillermo Antonio s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP, 598, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos tribunales nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F. de P., Élida s/ Denuncia.


    COMP, 436, L.XLV, 24 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Nulidades


    Aplicación restrictiva


    Declaración indagatoria. Imputado que se niega a declarar sin entrevistarse previamente con su abogado. Nulidad. Interpretación restrictiva. Posibilidad del imputado de declarar cuantas veces quiera.


    Debe descartarse toda lesión a derechos si el imputado en pleno conocimiento de sus derechos y de lo que se le imputa, porque prefiera entrevistarse antes con su letrado e incluso que éste presencie la indagatoria, haga uso de su facultad de negarse a declarar, tesitura que de ninguna manera le sería perjudicial o irreversible. De este modo se le garantiza sus derechos a ser oído (artículo 8, inciso 1°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos); a que se le comunique, de manera previa y detallada, la acusación formulad; a comunicarse libre y privadamente con su defensor, a no ser obligado a reconocerse culpable ni a declarar contra sí mismo; y dejando abierta la posibilidad de una ampliación de la indagatoria, a que se le conceda el tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa. En materia de nulidades debe primar un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe pronunciarse por la anulación de las actuaciones cuando exista un derecho o interés legítimo lesionado, de modo que cause un perjuicio irreparable, mas no cuando falte una finalidad práctica en su admisión. La procedencia de la nulidad exige, como presupuesto, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre las garantías esenciales de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío.


    S., Héctor Marcelo s/ Causa Nº 8630.


    S, 646, L.XLIV, 09 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Principios Procesales Generales


    In Dubio Pro Reo


    Sentencia de condena: necesidad de convencimiento acerca de la responsabilidad del acusado. Estado de duda. Evaluación objetiva de todos los elementos de prueba. Causas de justificación. In dubio pro reo.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la “sentencia fundada en ley” a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Transgrede el principio constitucional de inocencia y la regla in dubio pro reo la condena basada en la falta de acreditación de los elementos que pudieron haber hecho incluir la conducta del imputado en una causa de justificación, si no llegó a realizar un juicio de certeza sobre la imposibilidad absoluta de que ellos hubieran existido, en tanto dejaba un margen de duda que no lograba destruir el estado de inocencia consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Esto es así ya que el acusado no tiene la carga de probar la disculpa aunque no parezca probable o sincera, pues no destruida con certeza la probabilidad de un hecho impeditivo de la condena o de la pena, se impone la absolución. La falta de certeza sobre la inexistencia de los presupuestos de una causa de justificación, e inculpabilidad o de impunidad posible, según el caso, conduce a su afirmación. Si se descarta la posibilidad de arribar a un juicio de certeza negativo sobre la existencia de la causa de justificación, esa duda debe operar favor rei e impedir un fallo condenatorio que sólo admite certeza positiva de los hechos ilícitos y negativos de las eximentes.


    U., José Ricardo s/ Homicidio simple


    U, 56, L.XLIII, 09 de marzo de 2009


    Ver Dictamen


    Principio de Congruencia


    Principio de congruencia. Sentencia que impone una calificación jurídica diversa a la propuesta por el fiscal. Posible afectación al derecho de defensa.


    Respecto a la invocación de la exigencia de congruencia entre acusación, defensa, prueba y sentencia, como derivación del derecho de defensa y el debido proceso penal, cabe destacar que, si bien la función de aquel primer acto es construir la imputación que constituye el objeto del juicio, en torno del cual girará el segundo, el pronunciamiento judicial se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos legales expuestos por las partes. Si bien en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia En ciertos casos la modificación de la calificación legal podría importar un agravio constitucional, en la medida que provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. Sin embargo, no cabe considerar como tal al supuesto en que la asistencia técnica de los imputados tuvo la posibilidad de defenderse respecto de las diversas calificaciones posibles, teniendo completo conocimiento acerca de cuál era la situación de hecho concreta que se imputaba, independientemente de la calificación jurídica postulada por el fiscal o decidida por el tribunal que, de todos modos, coincide con la de la elevación a juicio, todo lo cual impide sostener válidamente que alguno de estos aspectos le haya resultado sorpresivo.


    G., Adrián Alberto y otro s/ Causa Nº 7854


    G, 254, L.XLIV, 12 de mayo de 2009


    Ver Dictamen


    Principio de congruencia. Condena con una calificación jurídica distinta a la contenida en la acusación del fiscal. Derecho de defensa en juicio: necesidad de fundamentar sobre su posible afectación.


    Cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúen los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. La diferente adecuación típica puede importar un agravio constitucional, en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. En ese caso el presentante debe exponer razonadamente cuáles son las defensas que se le habría impedido articular y de qué manera habrían influido en la solución adoptada. Las garantías del debido proceso y defensa en juicio exigen que la acusación, considerada como una etapa sustancial en la integración de todo proceso penal por medio del cual se delimita el objeto procesal, describa con precisión la conducta imputada, a los efectos que el procesado pueda ejercer con plenitud su derecho a ser oído y producir la prueba en su descargo, así como también el de hacer valer todos los medios conducentes a su defensa, que prevén las leyes de procedimientos.


    E., Mario Alberto s/ Lesiones graves -causa nº 5392/07-.


    E, 251, L.XLIV, 27 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Prueba


    Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas. Allanamiento de Domicilio


    Allanamiento. Requisitos de fundamentación de la resolución que lo dispone. Delito de comercialización de estupefacientes. Arbitrariedad de la resolución que declara nulo el procedimiento.


    Para cumplir las exigencias constitucionales, el allanamiento debe haber sido dispuesto por un juez y, a su vez, estar fundado en los casos y justificativos previstos por la ley. Resulta arbitraria la resolución que declaró nulo un allanamiento, si en el examen que allí se realizó de la legalidad y proporcionalidad de la medida dispuesta, se omitió considerar los hechos y circunstancias con las que contaba el juez federal al momento de disponerla para, de ese modo, poder determinar a partir de una prudencia razonable, si la acción realizada resultó acorde con los intereses en pugna y los fines perseguidos, considerando la adopción de los recaudos precisos para que la limitación del derecho fundamental resultase lo menos lesiva posible. En este sentido, cabe destacar que no se reparó en que el procedimiento fue ordenado en el marco de una investigación penal debidamente instada por el Ministerio Público Fiscal, por un delito grave y de compleja pesquisa -comercialización de estupefacientes- luego de que se cumplimentaran múltiples medidas que permitieron, previamente, la determinación de la materialidad del hecho, de sus autores y del lugar en que se desarrollaba de la manera más fiel posible sin que resultase frustrado el objetivo. Corresponde dejar sin efecto la resolución que apoya la nulidad de una diligencia legalmente dispuesta en la deficiente determinación de aspectos que sólo pudieron ser conocidos luego de practicada, pues se estaría dejando de atender a las circunstancias existentes al momento de ordenarla que, a su vez, son las únicas que condicionan su procedencia pues, de lo contrario, ésta aparece subordinada a su resultado.


    M. V., Nelson y S., Andrés Luis s/ Causa nº 9019


    M, 1252, L.XLIV, 14 de octubre de 2009


    Ver Dictamen


    Intervención de Comunicaciones. Requisito de Fundamentación de la Medida


    Intervenciones telefónicas. Fundamentación de la resolución que ordena la medida. Comercialización de estupefacientes. Modalidad de los hechos y características del delito investigado.


    Si el supuesto defecto de motivación, se basa en la ausencia de razones de urgencia para la medida y en no haberse demostrado qué otros medios menos intrusivos estuviesen indisponibles, así como también por no haber arbitrado el juez otras medidas tendientes a establecer la confiabilidad de los datos vertidos por la prevención, cabe concluir que se funda en un punto de vista diferente en cuanto a la forma en que el juez condujo la investigación dentro del marco de discrecionalidad ínsito en el artículo 199 del Código Procesal Penal. Ahora bien, dicha circunstancia no puede llevar a sostener que lo resuelto en esa ocasión fue infundado, pues bien pudo considerar que en el caso existía a ese estado de la pesquisa el grado de certeza exigible para la adoptar una decisión de tal naturaleza, de acuerdo con las tareas desarrolladas por el personal policial y los informes recabados durante casi tres meses. En consecuencia, cabe concluir que se encuentra fundada la medida si la misma no derivó de meras alusiones, rumores, corazonadas o intuiciones, sino de los datos objetivos que aportó la investigación realizada por la policía en el marco del ejercicio regular de sus funciones, teniendo en cuenta su experiencia y las características del delito investigado.


    M. R., Fernando Javier y otro s/ Recurso de casación


    M, 478, L.XLV, 17 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Valoración de la Prueba


    Derecho del imputado a una revisión amplia de la sentencia. Reconocimiento impropio. Necesidad de respaldo en otras pruebas.


    Siempre que el tribunal encargado de resolver no eluda el deber de revisar los aspectos de la sentencia condenatoria que la defensa le somete a estudio y brinde sustento a la decisión de primera instancia en base a una revisión amplia de las constancias del legajo cumple con los estándares fijados por la Corte. La condena del imputado sobre la base de reconocimientos impropios que carecen de apoyatura en otros elementos de convicción, cuando a su vez existen numerosas pruebas que incriminan a un tercero, afecta el principio del in dubio pro reo que deriva de la presunción de inocencia.


    F. P., Carlos Alberto s/ Recurso de queja.


    F, 22, L.XLIV, 10 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Presunta comisión del delito de estafa. Prueba. Falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio. Omisión en la valoración de prueba decisiva. Arbitrariedad de la sentencia.


    En resguardo de las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso es exigible que las sentencias estén debidamente fundadas tanto fáctica como jurídicamente y, de tal modo, constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concretas de la causa sin que basten a tal fin las meras apreciaciones subjetivas del juzgador ni los argumentos carentes de contenido. Los elementos que se vislumbran en la interacción que supone el contradictorio en vivo, pueden ser advertidos por los sentidos de los jueces del juicio oral, pero son ajenos al tribunal que interviene en la revisión. Esto es así ya que inseparablemente unidos a las palabras de los declarantes siempre coexisten otros modos del lenguaje, como el corporal: gestos, expresiones, emociones, miradas, silencios, posturas, etc., que sin duda se esfuman a la hora de revisar las conclusiones que se plasman en una sentencia escrita, pues no llegan a las personas que no han tenido aquellas vivencias. En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según sus libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso. Procede la tacha de arbitrariedad en tanto el defecto en la fundamentación del fallo radique en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio y en omitir valorar prueba decisiva.


    D. V., Norma Graciela y otros s/ Causa nº 8947.


    D, 23, L.XLV, 25 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Recusación


    Causales de Recusación


    Facultad amplia de recusación del acusado y restringida del acusador. Excusación por razones de decoro o delicadeza. Precedente "Llerena".


    La resolución que decide sobre la alegada violación de la garantía de imparcialidad resulta equiparable a sentencia definitiva en tanto produce un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior; y, por otro lado, existe cuestión federal suficiente cuando se la pone en discusión, pues está reconocida dentro de los derechos implícitos del art. 33 constitucional y se deriva de las garantías de debido proceso y de defensa en juicio establecidas en el art. 18 de la Constitución y en diversos instrumentos normativos incorporados a ella por su art. 75, inc. 22. La CSJN en el precedente "Llerena" distinguió entre la facultad amplia de recusación del acusado y la restringida del acusador. Para éste, la recusabilidad tiene que estar vinculada a motivos previstos por la ley, mientras que para el imputado debe ser tan libre como sea posible. La excusación por razones de decoro o delicadeza, tal como la que se observa en el sub lite, exige especial cuidado en su ponderación, pues debe evitarse que el instituto se transforme en un medio espurio para apartar a los jueces naturales de las causas sometidas a su conocimiento.


    Comunidad Homosexual Argentina s/ Recurso de casación


    C, 1209, L.XLIV, 01 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Recusación del Fiscal


    Recurso extraordinario federal. Fallo que admite la recusación de un fiscal. Fundamentación de la sentencia. Imparcialidad del fiscal.


    El fallo presenta una carencia decisiva de fundamentación, si se remitió llanamente a indeterminadas "circunstancias invocadas por el recurrente" y al voto minoritario de uno de los jueces, que meramente reproducen afirmaciones dogmáticas de las que sólo puede inferirse una eventual animosidad a partir de hechos susceptibles de valoración equívoca, y de un examen aislado y fragmentario de la marcha del proceso en trámite, sin suficiente entidad y trascendencia para demostrar, en principio, la existencia de enemistad manifiesta. La recusación es un mecanismo de excepción y las causales de apartamiento deben interpretarse de manera restrictiva, máxime cuando se derivan del cumplimiento de las funciones que la ley atribuye al órgano acusador, cuyo ejercicio no puede ser ponderado bajo los mismos parámetros de imparcialidad que los previstos para los jueces.


    L., Ricardo s/ Recurso de Casación


    L, 336, L.XLIV, 08 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Ministerio Público Fiscal.Deberes y Facultades del Fiscal. Facultades del Fiscal


    Ley Orgánica del Ministerio Público: artículo 26. Investigación preliminar: apertura de nuevos procesos. Componentes acusatorios: carácter más proactivo de la función. Actuaciones complementarias: reconocimiento de la competencia de requerir informes y colectar declaraciones testimoniales.


    Los fiscales tienen la facultad de plantearse hipótesis de trabajo relativas a la averiguación -con todos los límites constitucionales y legales- de delitos sobre los que todavía no hay los datos suficientes para la apertura de un proceso. El artículo 26 de la ley 24.946 plantea un modelo en el cual el fiscal puede investigar hechos sobre los que hay tan poca seguridad que no han ameritado todavía la sustanciación de un proceso, y por lo tanto, la dirección de éste por juez alguno. El fiscal por lo tanto, más allá de sus funciones meramente requirentes de la instrucción o de la conducción de ésta cuando le es delegada, tiene la capacidad otorgada por la ley de generar información útil para la apertura de nuevos procesos (de allí el nombre de "investigación preliminar"), y de ser un agente generador de la realización de los fines del derecho penal. El modelo de funcionarios fiscales meramente reactivos, que esperan en sus despachos a que les confieran vistas para evacuar, ha sido cambiado hacia otro en el que se reconocen, algunos -cuanto menos- componentes acusatorios, entre los que se encuentran un carácter más proactivo de la función. Por lo demás, tampoco hay conflictos ni intromisiones algunas en facultades ajenas que se deriven de la competencia otorgada por el artículo 26 de la ley 24.946 respecto de causas judiciales ya sí en trámite y cuya instrucción fue reservada por el órgano jurisdiccional. En estos casos, las acotadas facultades del Ministerio Fiscal de colectar información en actuaciones complementarias no implican ningún avasallamiento de facultades judiciales ni de garantías constitucionales del imputado, ya que hasta tanto el resultado de las diligencias no haya sido incorporado al sumario por el órgano jurisdiccional, no constituyen prueba legal alguna. Lo contrario implicaría negarle al Ministerio Fiscal la facultad que en realidad está en cabeza de todo ciudadano, de aportar pruebas tendientes a la averiguación de un delito, con el único agregado del reconocimiento de la competencia de requerir informes y colectar declaraciones testimoniales.


    D. B., Gustavo s/ causa nº 9003


    D, 676, L.XLIV, 02 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Recursos


    Recurso de Casación


    Motivos de Casación


    Denegación de la revisión casatoria en base a la supuesta ausencia de agravio concreto: improcedencia. Cámara Nacional de Casación Penal: tribunal intermedio. Tratamiento previo de agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte por via extraordinaria. Precedente "Di Nunzio".


    Los argumentos expuestos por la recurrente son los mismos tanto en su presentación directa ante la cámara de casación como en el presente recurso extraordinario, por lo que no puede admitirse que se haya denegado la revisión casatoria en base a la supuesta ausencia de agravio concreto, cuando ahora se reconoce su existencia y se habilita el acceso a la vía federal. Esta contradicción, además, constituye un claro apartamiento de la doctrina sentada por V.E. en "Di Nunzio", donde se dejó establecido que "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48."


    B., Emilio Gastón s/ Recurso extraordinario


    B, 1153, L.XLIV, 20 de abril de 2009


    Ver Dictamen


    Procedimiento


    Notificación y emplazamiento al concederse el recurso: incumplimiento. Vicio procesal ajeno al recurrente. Derecho a recurrir.


    Por sobre la eventual negligencia del litigante por no extremar sus controles en lo referido a la recepción de notificaciones en el domicilio constituido, lo cierto es que en la génesis del iter recursivo existió un vicio procesal ajeno al recurrente, cuyos efectos poseen aptitud para incidir en la cuestión suscitada. En tales condiciones, si el Código Procesal Penal ha previsto expresamente que se lo notifique y emplace también al concederse el recurso, los efectos de su incumplimiento merecen ser enmendados cuando ha sido invocado, al menos, como concausa del agravio. Admitir lo contrario importaría, sin más, prescindir del texto legal aplicable y configuraría una causal de arbitrariedad antes que por exceso, por defecto ritual. Cabe añadir, que el temperamento sugerido armoniza con la regla consagrada por el artículo 2º de aquel cuerpo legal, pues a partir de esa inteligencia de aquellos preceptos, lo resuelto ha limitado el derecho a recurrir reconocido por los instrumentos internacionales de rango constitucional que ha invocado la defensa.


    A., Ángel Benjamín s/ Recurso de casación


    A, 730, L.XLIV, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Admisibilidad


    Resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos. Admisibilidad del recurso. Supuestos de violación a las reglas del debido proceso y defensa en juicio.


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria. Una excepción a esa regla puede darse en el caso en que se discuta el alcance de las garantías del debido proceso y la defensa en juicio a través de la interpretación que se haga de los artículos 183, 184 inciso 5°, 230 Y 284 inciso 3° del Código Procesal Penal de la Nación, en relación directa con las facultades de detención, identificación y requisa que tienen las fuerzas de seguridad en su función de investigar delitos.


    M., Ricardo s/ Causa N° 9664.


    M, 112, L.XLV, 21 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Requisito de Tiempo


    Garantía de defensa en juicio. Perjuicios derivados de la propia conducta discrecional del recurrente. Inexistencia de excesivo rigor formal. Plazo de gracia: situación de fuerza mayor. Observancia de los plazos procesales: perentoriedad de los términos.


    Así como la garantía de defensa en juicio no ampara la negligencia de los litigantes, mucho menos dispensa la de terceros ajenos al proceso; y los perjuicios derivados de la propia conducta discrecional del recurrente, carecen de aptitud para sustentar agravios de orden constitucional, tal como se intenta con la invocación de la tacha de arbitrariedad por excesivo rigor formal. El "plazo de gracia" no constituye una prolongación del término ya fenecido a las 24 del día anterior, sino precisamente un remedio para impedir las consecuencias perjudiciales que podría ocasionar una situación de fuerza mayor que no hubiese permitido hacer la presentación judicial en tiempo oportuno; resulta inadmisible, pues, que se pretenda invocar la fuerza mayor para justificar la omisión de actuar en la oportunidad concedida por la ley para paliar los perjuicios derivados de la fuerza mayor. "Conocidas razones de seguridad jurídica ... constituyen fundamento último del principio de perentoriedad de los términos, colocando un momento final para el ejercicio de ciertos derechos, pasado el cual, y sin extenderlo más, éstos deben darse por perdidos; sin que se aporten razones que justifiquen apartarse de este criterio. A ello no puede obstar la circunstancia de que el particular haya cumplido, aun instantes después, con la carga correspondiente". En razón de lo expuesto, la invocación del precedente "Casal" carece de relevancia en el sub lite, pues la amplitud con que desde entonces se ha interpretado la materia revisable a través del recurso de casación, no exime de la observancia de los plazos que lo regulan.


    O., Pablo Salvador s/ Recurso de casación


    O, 544, L.XLII, 17 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Requisitos Subjetivos


    Ministerio Público Fiscal: facultad recursiva. Cuestión federal: intervención de la Cámara Nacional de Casación Penal. Inexistencia de perjuicio al imputado.


    La vía recursiva intentada se encuentra ajustada a la doctrina que emana de los precedentes, ya que encontrándose involucrada una cuestión federal no resultaba posible soslayar la intervención de la Cámara Nacional de Casación Penal, independientemente de las limitaciones recursivas que rigen para este Ministerio Público Fiscal. En este contexto y sin perder de vista que las garantías constitucionales de la defensa en juicio y debido proceso también amparan al fiscal, no se alcanza a apreciar el perjuicio que podría acarrearle al imputado la elección por dicho funcionario de uno de los medios de revisión que el ordenamiento procesal prevé para la intervención del a quo, por lo que su negativa a resolver una cuestión federal implicó cercenar indebidamente la facultad recursiva del apelante y, por ende, conlleva a su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    M., Sergio Aníbal s/ Causa N° 8301


    M, 785, L.XLIV, 04 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja


    Improcedencia de Recurso Extraordinario. Decisión con fundamentos suficientes. Requisitos del remedio federal. Debida fundamentación. Encuadre legal del Art. 165 del Código Penal de la Nación.


    La decisión impugnada contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del expediente y en las normas aplicables, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. Los argumentos del apelante sólo aparecen como una reiteración de lo expuesto al impugnar el fallo condenatorio, sin que se pueda apreciar alguno distinto que se dirija a cuestionar las consideraciones del a quo al tratarlos, lo que torna improcedente el recurso extraordinario. La debida fundamentación del remedio federal, exige una crítica concreta, prolija y circunstanciada de las razones en que se apoya el fallo apelado, tendiente a demostrar su procedencia.


    N., Mariano Ezequiel y otros s/ Homicidio -causa nº 01/06


    N, 130, L.XLIII, 11 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Declaración de cuestión abastracta. Juicio abreviado realizado durante la sustanciación del Recurso de Queja.


    Para la intervención de la Corte tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición de la apelación federal. Nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una pretensión judicial incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    B. R., Rosa Isabel s/ Causa N° 9141


    B, 753, L.XLIV, 22 de diciembre de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa C. 412, L. XLV, "C., Miguel Enrique s/ Causa Nº 10416".


    M. G., Eduardo s/ Causa Nº 10553.


    M, 446, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 220, L. XLV, "P., Rubén Oscar s/ Recurso de casación".


    F., Rubén Oscar s/ Causa nº 10.547.


    F, 256, L.XLV, 31 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas P. 220, L. XLV, "P., Rubén Oscar s/ Recurso de casación".


    P., Mario Pablo s/ Causa Nº 10550.


    P, 318, L.XLV, 06 de agosto de 2009


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad de la pena de prisión perpetua. Garantías constitucionales. Debido proceso. Falta de revisión de la condena.


    Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican -como regla- el otorgamiento de la apelación del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a este principio cuando la lectura del expediente pone al descubierto una trasgresión a las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, de tal entidad, que afecta la validez misma de su pronunciamiento, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación a cualquier otra cuestión que se hubiere planteado. En esta inteligencia, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control del desarrollo del procedimiento, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta directamente una garantía constitucional no podría ser confirmada.


    I., Guillermo Raúl s/ Causa Nº 5340


    I, 143, L.XLIII, 25 de junio de 2009


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    S. F., Jezabel s/ Causa nº 8932.


    S, 495, L.XLV, 23 de septiembre de 2009


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Requisitos para que proceda el recurso de casación. Casos en los que interviene la justicia de excepción.


    De la simple lectura del Art 458, inc. 10, del Código Procesal Penal de la Nación se desprende con claridad que -incluso mediante el empleo de la conjunción disyuntiva 'o' el legislador ha establecido tres hipótesis distintas en las que procede el recurso de casación, en las que carece de toda relevancia (...) la circunstancia de que la inhabilitación sea absoluta o especial, o se aplique como pena única o conjunta". Por lo demás, la Corte ha establecido también que "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia pena nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben se: tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en Su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera el tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal a los efectos del art° 14 de la ley 48".


    A., Carlos Vito y otro s/ Causa N° 9609


    A, 1211, L.XLIV, 08 de febrero de 2009


    Ver Dictamen


    Resoluciones Recurribles


    Recurso de Queja. Apelación por parte del imputado detenido, fundada por su defensor oficial. portación arma sin acreditar su aptitud para el disparo. Cuestiones de hecho y prueba. Inaplicabilidad de la doctrina de arbitrariedad.


    La tacha de arbitrariedad invocada es particularmente restrictiva respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre recursos extraordinarios de orden local.


    S., Jorge Luis Naturalista s/ Robo con Armas etc.


    S, 815, L.XLIII, 03 de noviembre de 2009


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo X


    Filosofía del Derecho


    Interpretación de la Ley


    Remisión P.1008, L.XL "Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ AFIP DGI".


    Aseguradora de Riesgos del Trabajo Interacción SA c/ Estado Nacional - PEN - Ministerio E y OSP y otro s/ Proceso de conocimiento.


    A, 1138, L.XLIII, 02 de febrero de 2009


    Ver Dictamen
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